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Los  escritos  que  comprende  este  volumen 
carecerían  de  su  verdadero  valor  sin  notas 
y  documentos  explicativos.  Por  esta  circuns¬ 
tancia  nos  hemos  visto  obligados  a  consignar 
a  continuación  de  cada  uno  de  ellos  expli¬ 
caciones  complementarias  que  les  dan  no  sólo 
vida  sino  grande  importancia  en  la  historia 
política  de  Colombia. 

Los  comentarios  están  fundados  en  las  me¬ 
jores  fuentes  y  ninguno  de  ellos  tiene  inten¬ 
ciones  de  carácter  personal  o  político. 


Los  Editores 


CARLOS  MARTÍNEZ  SILVA 


(i» 


Ciertamente,  anota  un  distinguido  escritor,  la  obra  y  las 
ideas  de  Carlos  Martínez  Silva  serían  materia  propia  para  un 
libro  trascendente,  de  mucha  extensión  y  profundidad:  con 
grande  acopio  de  hechos  escrupulosamente  verificados  y  lumi¬ 
nosamente  interpretados,  con  abundante  caudal  de  doctrina, 
de  transparente  claridad;  con  vivida  y  artística  evocación 
de  momentos  y  de  personas;  con  inspiración  de  severa  justi¬ 
cia  y  noble  parcialidad.  Debiera  ser  un  libro  escrito  con  la 
pluma  de  Lord  Macaulay,  a  quien  Martínez  Silva  admiró 
siempre  y  quien  contribuyó  mucho  a  la  formación  de  su  es¬ 
píritu.  Debería  ser  un  puntual  y  penetrante  estudio  de  histo¬ 
ria  política,  como  el  que  John  Morley  consagró  a  Gladstone, 
combinado  con  la  palpitante  evocación  de  una  figura  humana, 
como  la  que  Maurois  hizo  de  Disraeli. 

Nació  Martínez  Silva  en  la  ciudad  de  San  Gil,  Departamento 
de  Santander,  el  6  de  octubre  de  1847,  y  murió  en  la  ciudad  de 
Tunja  el  10  de  febrero  de  1903,  es  decir,  a  la  edad  de  56  años. 
Fueron  sus  padres  el  doctor  Rito  Antonio  Martínez,  distinguido 
político  y  escritor,  y  doña  Concepción  Silva,  miembros  ambos 
de  una  distinguida  familia. 

Desde  temprana  edad  sus  facciones  eran  pronunciadas  y  su 
mirada  inquisidora  y  expresiva.  Los  ojos  abrigados  por  cejas 
hirsutas,  tupidas,  daban  cierta  expresión  de  dureza  a  su  ros¬ 
tro.  Al  verlo  de  lejos  — dice  Laureano  García  Ortiz— daba  la 
impresión  del  hombre  autoritario,  intransigente,  a  quien  los 


(1)  Prólogo  del  volumen  6(5  de  la  “Selección  Sainper  Ortega,»  de  literatura  co' 
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estudiantes  llamaban  Torquemada.  «Alto,  recio,  sin  gordura, 
de  hombros  anchos  y  espaldas  un  tanto  cargadas.  Moreno  y 
pálido,  de  cutis  grueso,  cabeza  redonda,  pequeña  para  su  es¬ 
tatura,  como  la  de  los  boxeadores.  Frente  no  amplia  y  en  lo 
alto  de  ella  el  cabello  áspero,  tupido,  cortado  en  forma  de  ce¬ 
pillo.  La  mirada  miope  parecía  hosca  al  \  través  de  sus  anti¬ 
parras  y  bajo  cejas  espesas,  unidas  en  el  centro  por  un  ceño 
adusto.  Nariz  corta  y  gruesa,  mandíbulas  acentuadas  y  gran 
mostacho  negro.  Paso  firme  pero  no  pesado,  ágil  como  de 
gladiador.  Su  voz  en  el  diapasón  bajo,  era  gruesa  y  dura;  al 
elevarse  se  precisaba  y  aclaraba  con  agradable  articulación. 
No  hay  duda:  un  tremendo  Torquemada  para  el  estudiante 
liberal  que  se  detenía  en  la  calle,  con  curiosidad  temerosa, 
para  verle  pasar. 

«Al  iniciar  trato  personal  con  él,  antes  de  penetrar  en  su 
espíritu,  dos  observaciones  en  el  orden  físico  hacían  cambiar 
aquel  prístino  concepto.  La  una  era  la  sonrisa  inesperada,  fina, 
entre  picaresca  y  bondadosa.  La  otra  eran  las  extremidades: 
unas  manos  pequeñas,  de  dibujo  perfecto,  suaves,  espirituales, 
manos  de  escritor,  mas  no  de  escribiente:  pies  delgados,  aris¬ 
tocráticos,  de  caballero. 

«Vestía  muy  pulcramente,  según  los  dictados  de  la  supre¬ 
ma  distinción,  a  saber:  que  nada  llame  la  atención  sobre  el 
vestido,  ni  rebuscamiento,  ni  vulgaridad,  ni  abandono:  ni  la 
última  moda,  ni  la  de  cinco  años  atrás;  mucho  menos  la  acu¬ 
mulación  ‘rastacuerista’  de  todos  los  toques  de  elegancia  en 
una  sola  ocasión.» 

Su  aspecto  físico  era  fiel  trasunto  de  su  fuerte  personalidad, 
y  como  escritor  su  estilo  sobrio,  elegante,  pulcro  y  diáfano  como 
cristal,  copiaba  exactamente  la  rectitud  de  su  conciencia  y  la 
firmeza  de  sus  principios.  En  su  prosa  no  se  da  la  preferencia 
a  las  galas  de  la  imaginación.  Su  pluma,  dice  don  Marco  Fi¬ 
del  Suárez,  no  cautiva  tanto  por  el  léxico  como  por  la  soli¬ 
dez;  o  si  se  quiere,  posee  el  brillo  del  acero  bruñido  más 
bien  que  los  reflejos  de  la  lentejuela  que  sirve  de  adorno. 
El  vigor  del  razonamiento,  la  limpieza  de  la  exposición,  la 
puntualidad  de  las  ideas,  el  predominio  de  la  razón  sobre  la 


—  7  — 


imaginación,  son  cualidades  reconocidas  en  los  escritos  de 
Martínez  Silva. 

La  claridad,  principalmente,  es  cualidad  predominante  de 
su  prosa.  La  difícil  sencillez  en  el  arte  de  escribir  le  permi¬ 
tió  llevar  a  cabo  campañas  demoledoras  y  constructivas  a  la 
vez  con  éxito  brillante.  Muchos  persiguieron  el  mismo  fin  sin 
conseguirlo.  Escribían  para  los  eruditos.  Martínez  Silva  tenía 
en  su  estilo  seguro  pasaporte  para  llegar  a  todas  las  inteli¬ 
gencias,  y  así  se  explica  la  resonancia  que  tuvieron  sus  es¬ 
critos  de  carácter  político. 

Entre  éstos  sobresalen  sus  lamosas  «Revistas  políticas, »  que 
vieron  la  luz  pública  en  el  Repertorio  Colombiano — 18  <8  a 
1899  -  publicación  mensual  de  alto  vuelo,  fundada  y  dirigida 
por  él,  calificada  por  Menéndez  y  Pelavo  como  la  primera  en 
su  género  de  la  América  española.  Estas  «Revistas,»  escritas 
sin  pretensiones  de  obra  definitiva,  retratan  los  acontecimien¬ 
tos  políticos  de  la  época  con  la  «desesperante  precisión  con 
que  la  máquina  fotográfica  copia  escenas  mudas  de  la  natu¬ 
raleza.- 

Pero  en  ellas  hay  vida;  se  sienten,  se  ven  actuar  los  artí¬ 
fices  de  nuestra  agitada  vida  política,  con  sus  pasiones,  sus  de¬ 
fectos  y  cualidades,  combatidos  los  primeros  con  una  ironía 
que  desesperaba  al  adversario.  Posteriormente  Martínez  Silva 
alzóse  en  alas  de  la  tolerancia  y  del  señorío  de  la  lengua 
hasta  hombrearse— anota  el  doctor  Abadía  Méndez  — con  maes¬ 
tros  de  la  plácida  ironía.  La  alta  crítica,  en  la  segunda  serie 
de  las  «Revistas,»  eclipsa  la  risa  que  provoca  en  el  lector  el 
comentario  sutil  que  despierta  un  sentimiento  de  compasión 
hacia  la  víctima. 

Como  escritor  político  alcanzó  el  más  alto  grado  entre  sus 
contemporáneos.  En  sus  campañas  de  prensa,  principalmente 
en  la  dirección  de  El  Tradicionista,  en  la  cual  sucedió  a  don 
Miguel  Antonio  Caro;  en  sus  citadas  «Revistas,»  y  en  sus  ar¬ 
tículos  doctrinarios,  aparece  el  polemista  formidable  que  a  su 
extraordinaria  inteligencia  agregaba  una  profunda  y  variada 
ilustración. 

No  fue  Martínez  Silva  el  Torquemada  de  la  leyenda.  Fue 
intransigente  con  la  integridad  de  su  conciencia  y  con  sus 
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creencias  religiosas  defendidas  con  ahinco  en  la  prensa  y  en 
el  parlamento,  en  el  que  actuó  varias  veces  de  manera  bri¬ 
llante,  principalmente  en  las  sesiones  de  1894,  en  que  se  de¬ 
batió  el  negocio  de  las  llamadas  emisiones  clandestinas  del 
Banco  Nacional,  con  el  propósito  de  adelantar  una  campaña 
de  carácter  político  que  fracasó  ruidosamente. 

En  lo  político  no  aceptó  jamás  la  verdad  absoluta,  defen¬ 
dida  a  todo  trance  por  los  que  se  creen  depositarios  de  lo 
que  Dios  no  ba  revelado.  De  aquí  el  que  fuera  mirado  con 
natural  recelo  por  sus  mismos  correligionarios  que  lo  acusaban 
de  intransigente  y  de  traidor,  motejándolo  con  el  incompren¬ 
dido  epíteto  de  -liberalizante.»  A  éstos  les  contestó  con  su 
famoso  escrito  -Inconsecuencias  doctrinarias,»  en  que  mani¬ 
fiesta  claramente  su  pensamiento  en  relacióu  con  el  punto  en 
que  nos  ocupamos.  -Tenemos  los  colombianos — afirma— tres 
flaquezas  o  debilidades  características,  a  saber:  ninguno  con¬ 
fiesa  que  ronca  dormido,  ni  que  su  montura  mata,  ni  que  ha 
modificado  jamás  y  en  punto  alguno  sus  opiniones  políticas. 

-De  estas  tres  debilidades,  indudablemente  la  más  ridicu¬ 
la  es  la  última;  pues  sólo  los  tontos  de  capirote  pueden  hacer 
de  ella  mérito  para  recomendarse  al  respeto  y  a  la  conside¬ 
ración  de  sus  semejantes. 

-Desconfíese  a  priori  de  aquel  que  diga: 

‘Yo  siempre  be  pensado  sobre  hombres,  instituciones  y  co¬ 
sas  públicas  de  una  misma  manera.  Todo  ha  cambiado  y  cam¬ 
bia  en  torno  mío;  sólo  mis  opiniones  son  inmutables.’ 

-Quien  así  se  exprese  es,  a  todas  luces,  un  farsante  o  un 
mentecato.  Aprender  es  cambiar;  vivir  es  transformarse.  El 
único  ser  que  no  varía,  que  no  aprende,  que  no  olvida,  que 
no  progresa,  es  Dios,  porque  es  infinito  y  eterno.  Todo  lo  de¬ 
más  está  sujeto  a  mudanzas  sobre  este  mundo,  y  en  especial 
los  entes  de  relación,  entre  los  cuales  ocupa  el  hombre  el  pri¬ 
mer  lugar. 

-¿Cuántas  verdades  quedarían  en  pie,  en  el  dominio  de  las 
ciencias  físicas  y  naturales,  y  aun  de  las  históricas,  de  las  que 
ahora  un  siglo  se  reputaban  como  incontestables?  ¿Cuántos 
cambios  se  efectuarán  aun  en  el  espacio  de  pocos  años? 
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«¿Y  por  qué  es  lícito  y  aun  honroso  a  los  cultivadores  de 
aquellos  ramos  del  saber  humano,  mudar  de  opiniones  y  de 
doctrinas,  rectificar  errores  y  avanzar  tesis  nuevas,  y  sólo  los 
que  se  dedican  a  las  llamadas  ciencias  políticas  han  de  per¬ 
manecer  adheridos,  como  la  ostra  a  la  peña,  a  lo  que  un  día 
creyeron  cierto,  practicable,  bueno,  útil? 

«Semejante  aberración  sólo  se  explica  por  el  hábito  en  que 
se  nos  ha  educado  a  los  colombianos,  y,  en  general,  a  los  des¬ 
cendientes  de  España,  de  dar  a  las  doctrinas  políticas  valor  de 
verdades  absolutas  de  carácter  teológico,  confundiendo  los  cam¬ 
pos  de  investigación  que  pueden  tocarse  a  veces,  pero  que 
tienen  demarcaciones  propias.*' 

En  las  líneas  anteriores  explica  Martínez  Silva  nítidamen¬ 
te  su  crit  rio  político  y  deja  ver  claramente  el  porqué  de  sus 
rectificaciones  en  puntos  que  muchos  juzgaban  y  juzgan  in¬ 
tocables.  Su  libertad  de  criterio  bien  entendido  no  cuadraba 
con  los  prejuicios  de  su  época.  Se  adelantó  a  ella  y  por  eso 
fue  víctima  de  la  incomprensión  y  reciamente  perseguido. 
Con  excepción  de  un  grupo  reducido  de  amigos  que  lo  acom¬ 
pañaron  en  sus  campañas  políticas  se  vio  solo,  pero  esa  mis¬ 
ma  soledad  dio  relieves  definidos  a  su  personalidad  y  fue  cau¬ 
sa  para  que  no  pudiera  acomodarse  bajo  las  toldas  de  los  in¬ 
transigentes. 

Como  hombre  de  Estado  se  colocó  Martínez  Silva  en  pri¬ 
mera  línea.  En  sus  citadas  «Revistas  políticas,  >*en  sus  artículos 
doctrinarios  y  en  sus  escritos  políticos  brilla  su  concepto  so¬ 
bre  los  problemas  relativos  al  difícil  arte  de  gobernar.  Intere¬ 
sante  sería  coleccionar  en  un  volumen  especial  las  sabias  máxi¬ 
mas  que  contienen  las  producciones  de  su  pluma  anotadas. 
Ellas  bastarían  por  sí  solas  para  consagrarlo  como  un  verda¬ 
dero  hombre  de  Estado. 

Los  problemas  más  difíciles  que  han  agitado  a  nuestra  in¬ 
cipiente  democracia  fueron  estudiados  y  dilucidados  por  él  de 
manera  admirable.  Consúltense,  para  comprobar  nuestro  aserto, 
sus  escritos  «Puente  sobre  el  abismo,"  «Derechos  políticos  del 
clero.»  «Partidos  y  facciones,"  «Las  facciones  y  la  integridad 
del  territorio  patrio,"  «Inconsecuencias  doctrinarias,"  «La  vieja 
iniquidad,"  etc. 
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Su  concepto,  por  ejemplo,  sobre  la  constitución  del  go¬ 
bierno,  lo  expuso  él  mismo  en  una  interesante  carta  que  me¬ 
rece  ser  conocida. 

En  la  cadena  de  montañas  que  se  extiende  al  sur  del  Pla¬ 
ta,  en  la  República  Argentina,  y  conocido  con  el  nombre  del 
Tandil,  existía  un  bloque  de  roca  granítica  de  más  de  sete¬ 
cientas  toneladas,  de  forma  parafoidal  y  de  más  de  cuatro 
metros  de  altura. 

4 

La  constante  acción  de  los  elementos  meteorológicos  fue 
carcomiendo,  con  el  transcurso  de  los  siglos,  la  parte  delez¬ 
nable  de  la  base  de  la  piedra,  respetando  la  parte  granítica 
que,  haciendo  las  veces  de  un  eje,  en  forma  de  cono,  soste¬ 
nía  la  piedra  del  Tandil,  sujeta  sobre  otro  bloque  de  granito 
que  forma  parte  de  la  serie  de  montañas  que  se  extienden  en 
la  antigua  provincia  de  Buenos  Aires. 

Con  la  simple  acción  de  la  mano  la  enorme  masa  de  gra¬ 
nito  giraba  sobre  sí  misma,  y  el  viento  la  bacía  tornar  a  la 
derecha  e  izquierda  sin  que  perdiera  su  equilibrio,  verificán¬ 
dose  el  mismo  fenómeno  de  las  Pagodas  de  Birmania. 

En  1894  y  en  relación  con  la  famosa  piedra,  derribada  en 
1912  según  Larousse,  le  escribió  Martínez  Silva  a  García  Me- 
rou  lo  siguiente: 

•Usted  sin  duda  conoce  la  piedra  movediza  de  las  cerca¬ 
nías  del  Tandil  que  figura  entre  las  maravillas  de  su  hermoso 
país.  Según  se  dice,  aquella  enorme  y  poderosísima  masa  gra¬ 
nítica,  colocada  sin  adherencia  alguna  visible  sobre  la  roca  que 
le  sirve  de  base,  oscila  al  solo  impulso  del  viento;  y,  sin  em¬ 
bargo,  inútiles  han  sido  los  esfuerzos  hechos  en  más  de  una 
ocasión  para  arrancarla  de  su  centro.  Cómo  se  mantenga  allí 
en  equilibrio,  en  perpetua  y  amenazante  estabilidad,  es  uno 
de  los  tantos  misterios  que  nos  ofrece  el  gran  libro  de  la  na¬ 
turaleza,  en  el  cual  sólo  se  acierta  a  leer  con  claridad  el  nom¬ 
bre  de  su  autor.  La  piedra  movediza  del  Tandil  es,  a  mi  ver, 
un  símbolo  perfecto  del  bello  ideal  que  tanto  en  la  Repúbli¬ 
ca  Argentina  como  en  esta  mi  Colombia,  se  esfuerzan  por  rea¬ 
lizar  todos  los  hombres  de  buena  voluntad  que  aspiran  a  ver 
combinados  en  el  gobierno  político  de  la  patria  los  dos  gran¬ 
des  principios  de  orden  liberal,  sin  los  cuales  la  vida  social 
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es  imposible.  Gobiernos  a  la  vez  suaves  en  su  ejercicio,  fuer¬ 
tes  en  su  constitución;  gobiernos  que  cedan  blandamente  al 
impulso  de  la  sana  y  genuina  opinión  pública,  pero  que  ja¬ 
más  pierdan  su  asiento;  que  conserven  ciertos  principios  tra¬ 
dicionales  y  fundamentales  con  religioso  respeto,  pero  que 
vayan  en  su  ejercicio  atemperándose  a  los  tiempos  y  a  las 
circunstancias;  que  no  participen  ni  del  quietismo  asiático  ni 
de  las  bruscas  intermitencias  de  las  desaforadas  democracias. 
Y  que  este  problema  no  es  insoluble,  nos  lo  enseña,  para 
consuelo  nuestro,  la  Inglaterra.  En  ninguna  parte  del  mundo 
hay  ni  ha  habido  gobierno  más  sólido  en  su  contextura  ni 
tampoco  más  blando  en  su  ejercicio.  Cede  y  gira  fácilmente, 
mas  también  resiste  con  pasmosa  tenacidad.  Y,  por  el  con¬ 
trario,  qué  debilidad  la  de  aquellos  colosales  imperios  de  los 
tiempos  gentílicos,  inarticulados,  de  una  sola  pieza,  que  al  pri¬ 
mer  choque  caían  desplomados  para  nunca  más  levantarse. 

-Pero  en  política  para  que  la  debilidad  aparente  sea  tuer¬ 
za  efectiva,  preciso  es  que  exista  un  principio  enérgico  de  in¬ 
visible  atracción  centrípeta,  exactamente  como  sucede  en  el 
fenómeno  natural  de  la  piedra  del  Tandil.  En  el  cuerpo  social 
esa  fuerza  de  atracción  no  puede  existir  sino  en  la  concien¬ 
cia  nacional  ilustrada  y  robustecida  por  la  práctica  de  las  doc¬ 
trinas  cristianas.  Donde  ese  elemento  falta,  como  faltaba  en 
la  antigüedad,  el  Estado  tiene  que  oscilar  perpetuamente  entre 
los  horrores  de  la  anarquía  y  las  humillaciones  del  despotismo. 

«Colombia  y  la  República  Argentina  han  conocido  algo  de 
esas  tristes  condiciones.  Pero  acá  como  allá  se  va  compren¬ 
diendo,  después  de  una  larga  y  dolorosa  experiencia,  que  con¬ 
tra  tamaños  males  no  hay  otro  remedio  que  la  paz,  el  tra¬ 
bajo  y  la  educación  moral  del  pueblo.» 

Repasando  con  ánimo  desprevenido  nuestra  historia  polí¬ 
tica,  se  ve  claramente  que  en  Colombia  pocos  gobiernos  he¬ 
mos  tenido  fuertes  en  su  constitución  y  blandos  en  su  ejer¬ 
cicio.  Por  eso  combatió  reciamente  Martínez  Silva  durante 
catorce  años  el  régimen  liberal  hasta  su  caída  en  1885,  y  lué- 
go,  cuando  el  llamado  nacionalismo  quiso  interpretar  a  su 
amaño  la  Constitución  de  1886,  abrió  campaña  contra  sus  pro¬ 
cedimientos,  y  pidió  en  1896  la  reforma  de  la  carta  funda- 
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mental  en  su  célebre  escrito  «Motivos  de  disidencia.»  Bregó 
sin  tregua  ni  desmayo  en  El  Correo  Nacional— 1890-1894— 
diario  de  tipo  inglés  fundado  por  él,  en  las  páginas  de  El 
Repertorio  Colombiano  y  en  sus  numerosas  actuaciones  pú¬ 
blicas,  porque  los  gobiernos  que  rigieron  los  destinos  de  la 
república  a  partir  de  1886  tuvieran  la  recia  contextura  de 
que  hablaba  a  García  Merou. 

Sus  consejos  no  fueron  atendidos,  y  la  república  fue  víc¬ 
tima  de  sangrientas  revueltas  que  pusieron  en  peligro  la  so¬ 
beranía  nacional.  Ante  la  creciente  anarquía  pasó  a  la  acción 
y  llevó  a  cabo  el  cambio  de  gobierno  conocido  con  el  nom¬ 
bre  de  «el  31  de  julio,»  en  1900.  Las  causas  que  lo  movieron 
a  intervenir  en  ese  movimiento,  asesorado  por  Francisco  A. 
Gutiérrez,  Luis  Martínez  Silva,  José  Vicente  Concha,  Guiller¬ 
mo  Quintero  Calderón,  Miguel  Abadía  Méndez,  etc.,  las  expuso 
magistralmente  en  su  circular  al  cuerpo  diplomático  de  la  re¬ 
pública,  que  corre  publicada  en  los  Anales  Diplomáticos  y 
Consulares  de  Colombia,  interesantísima  obra  iniciada  por  él  y 
publicada  por  el  doctor  Antonio  José  Uribe. 

La  circular  anterior,  escrita  en  su  carácter  de  ministro  de 
relaciones  exteriores  del  gobierno  surgido  el  31  de  julio,  deja 
ver  hasta  dónde  se  hallaba  la  administración  anterior  divor¬ 
ciada  de  la  opinión  pública  y  los  serios  peligros  que  amena¬ 
zaban  al  país. 

Era  necesario  ponerle  punto  final  a  la  guerra  civil  y  sal¬ 
var  la  integridad  de  la  nación,  amenazada  seriamente  por  la 
separación  de  Panamá.  Ni  una  ni  otra  cosa  se  consiguió  por 
causas  en  que  él  no  tuvo  parte  y  que  son  de  todos  conocidas. 
Mas,  defraudado  en  sus  esperanzas  con  el  cambio  de  gobier¬ 
no,  su  patriotismo  lo  obligó  a  trasladarse  a  Washington  como 
ministro  de  Colombia,  a  ocuparse  en  el  grave  problema  del  ca¬ 
nal  de  Panamá. 

No  hemos  de  relatar  en  estas  breves  líneas  sus  gestiones 
adelantadas  con  singular  acierto  ante  el  gobierno  de  los  Esta¬ 
dos  Unidos,  y  ante  la  Compañía  nueva  del  Canal.  Basta  a 
nuestro  propósito  hacer  constar  que  su  memorándum  sobre  el 
canal,  enviado  a  nuestro  ministerio  de  relaciones  exteriores, 
es  un  documento  de  extraordinario  valor.  Si  la  cancillería  de 
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San  Carlos  hubiera  atendido  sus  puntos  de  vista.  Colombia 
no  h  bría  perdido  el  Istmo.  Consúltese  a  este  respecto  su  co¬ 
rrespondencia  diplomática  y  particular  en  el  libro  Por  qué 
caen  los  partidos  políticos ,  publicado  recientemente  por  don 
Hernando  Martínez,  hijo  del  doctor  Martínez  Silva. 

Panamá,  que  siente  el  dolor  de  la  separación,  lia  pensado 
en  levantarle  al  ilustre  colombiano  un  busto  como  homenaje 
de  reconocimiento  a  quien  supo  interpretar  y  apreciar  el  mag¬ 
no  problema  del  Canal,  teniendo  en  cuenta  la  situación  de 
los  Estados  Unidos,  la  de  los  panameños  y  los  intereses  de 
Colombia. 

En  las  gestiones  a  que  nos  referimos  se  revela  Martínez 
Silva  no  sólo  como  hombre  de  Estado  superior  sino  como  in¬ 
temacionalista  consumado.  En  estas  disciplinas  tan  complejas 
le  eran  familiares  los  principios  fundamentales  que  regulan 
las  relaciones  entre  las  naciones.  Desde  1883,  en  la  colección 
de  escritores  españoles,  había  publicado  sus  notas  y  comen¬ 
tarios  al  derecho  internacional,  de  don  Andrés  Bello,  y  regen¬ 
tado  luégo  la  cátedra  de  derecho  internacional  privado  en  el 
Colegio  de  Nuestra  Señora  del  Rosario.  Su  programa  del  cur¬ 
so  y  sus  conferencias  ponen  de  relieve  no  sólo  sus  profundos 
conocimientos  en  asuntos  internacionales  v  de  legislación  com- 
parada,  sino  también  su  recto  criterio  jurídico.  Actuó,  pues, 
como  ministro  en  V  asbington  con  magnífica  preparación.  Des¬ 
graciadamente  su  misión  fue  suspendida  de  manera  brusca,  y 
después  de  haberse  retirado  de  la  legación  el  doctor  José  Vi¬ 
cente  Concha,  su  sucesor,  vino  la  desmembración  de  la  patria 
anunciada  por  él  con  absoluta  precisión  si  el  problema  no  se 
resolvía  como  estaba  indicado. 

Fue  Martínez  Silva  no  sólo  periodista,  hombre  de  Estado 
y  polemista,  sino  también  un  jurisconsulto. 

Graduado  en  la  ciencia  del  derecho,  no  fue  propiamente 
abogado.  Ejerció  su  noble  profesión  incidentalmente,  y  es  in¬ 
teresante  anotar  que  en  los  últimos  años  de  su  laboriosa  vida, 
en  la  oficina  que  abrió  en  asocio  del  doctor  Gonzalo  Pérez, 
frente  a  la  capilla  del  Rosario,  una  de  sus  ocupaciones  era 
la  de  hacer  traducciones,  principalmente  del  inglés  y  del  fran¬ 
cés,  idiomas  que  conocía  a  fondo,  lo  mismo  que  el  latín. 
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Bello  ejemplo  si  se  tiene  en  cuenta  que,  siendo  ministro  del 
tesoro,  le  fue  ofrecida  una  gestión  honorable  de  carácter  ad¬ 
ministrativo  por  la  cual  le  pagaban  $  40.000,  que  debía  llevar 
a  cabo  separándose  del  puesto  que  ejercía.  Martínez  Silva  com¬ 
prendió  que  se  trataba  de  aprovechar  su  posición  política  y 
declinó  el  ofrecimiento.  Hasta  allá  iba  su  pulcritud  en  el  ejer¬ 
cicio  de  su  profesión  y  en  el  desempeño  de  sus  funciones 
oficiales. 

Su  Tratado  de  pruebas  judiciales ,  el  mejor  que  sobre  la 
materia  se  ha  publicado  entre  nosotros,  sin  que  con  esta  afir¬ 
mación  pretendamos  disminuir  el  mérito  de  las  obras  de  los 
doctores  José  Vicente  Concha  y  Enrique  Becerra,  y  sus  progra¬ 
mas  de  filosofía  del  derecho,  derecho  público  interno  y  de¬ 
recho  internacional  privado,  bastarían  por  sí  solos  para  de¬ 
mostrar  no  sólo  el  criterio  jurídico  de  su  autor  sino  sus 
conocimientos  en  la  difícil  ciencia  del  derecho. 

Particular  resonancia  tuvieron  sus  actuaciones  en  los  pro¬ 
cesos  del  crimen  del  Puente  Cualla,  del  doctor  Tomás  Esco¬ 
bar  y  del  doctor  Vargas.  En  los  alegatos  presentados  ante  los 
jurados  de  los  dos  primeros  es  interesante  ver  la  manera 
como  estudia  el  valor  del  testimonio  como  prueba  en  el  campo 
del  derecho  penal. 

Sobresalientes  fueron  también  sus  dotes  como  maestro  ver¬ 
dadero  de  la  juventud. 

El  Colegio  del  Espíritu  Santo,  que  fundó  en  1877  con  don 
Sergio  Arboleda,  difícilmente  será  superado  entre  nosotros. 
En  sus  claustros  se  formaron  Marco  Fidel  Suárez,  Santiago  de 
la  Guardia,  Carlos  Cortés  Lee  y  muchos  otros  colombianos 
eminentes  que  han  honrado  a  la  república;  y  discípulos  de  él 
fueron  en  la  Universidad  Nacional  — escuela  de  derecho— y  en 
el  Colegio  Mayor  de  Nuestra  Señora  del  Rosario,  del  cual  fue 
rector,  entre  otros,  Antonio  José  Cadavid,  Miguel  Abadía  Mén¬ 
dez,  José  Joaquín  Guerra  y  Manuel  Antonio  de  Pombo. 

Entre  sus  obras  didácticas  debemos  mencionar  su  Compen¬ 
dio  de  la  Historia  Antigua ,  y  su  Geograjía  Universal  editada 
en  los  Estados  Unidos  sucesivamente,  con  mapas  e  ilustracio¬ 
nes  que  envidiarían  los  textos  modernos  sobre  la  materia.  Sus 
conferencias  no  pubiicadas^todavía,  dictadas  en  la  universidad 
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y  en  el  Colegio  del  Rosario,  y  los  discursos  pronunciados  en 
ocasiones  solemnes  en  el  Colegio  del  Espíritu  Santo,  son  obras 
que  se  recomiendan  por  muellísimos  aspectos.  Igual  observa¬ 
ción  hacemos  respecto  de  varios  escritos  sobre  el  problema 
de  la  educación  en  Colombia,  que  publicó  en  El  Correo  Na¬ 
cional  y  en  el  Repertorio  Colombiano.  En  esta  última  revis¬ 
ta  hay  estudios  sobre  hacienda  pública,  materia  que  domina¬ 
ba,  que  pueden  considerarse  como  parte  de  su  intensa  labor 
educativa  y  de  divulgación  científica,  adelantada  no  sólo  en 
la  prensa,  en  diversos  planteles  y  en  la  universidad,  sino  des¬ 
de  el  ministerio  de  instrucción  pública,  que  desempeñó  por 
corto  tiempo. 

Como  hombre  de  letras,  Martínez  Silva  ocupa  puesto  seña¬ 
lado  entre  nuestros  grandes  escritores.  Ya  hemos  hablado  bre¬ 
vemente  de  su  estilo,  y  en  espacio  tan  limitado  como  el  de 
que  disponemos  tan  sólo  nos  es  permitido  citar  su  Biografía 
de  don  José  Fernández  Madrid,  premiada  con  medalla  de  oro, 
en  la  cual  desvanece  con  lujo  de  autorizada  documentación, 
los  cargos  infundados  hechos  al  procer  de  Cartagena  por  su 
conducta  en  1816,  cuando  se  vio  forzado  a  proponer  la  paz 
al  pacificador  Morillo  por  mandato  del  Congreso. 

Escribió  también  biografías  de  Pedro  Justo  Berrío,  el  pro¬ 
cer  antioqueño;  de  José  María  Vergara  y  Vergara,  su  compa¬ 
ñero;  de  don  José  María  Samper,  escritor  y  comentador  de  la 
Constitución  de  1886;  del  famoso  Poriier,  apellidado  «El  Mar¬ 
quesita»;  de  Sebastián  Ospina,  que  murió  en  1876  en  el  com¬ 
bate  de  Mutiscua,  última  acción  de  armas  de  la  revolución 
de  aquel  año,  y  del  ilustre  don  Miguel  Samper,  a  quien  llamó 
con  sobra  de  razón  «el  gran  ciudadano.»  Esta  última  biogra¬ 
fía  quedó  desgraciadamente  inconclusa;  pero  lo  publicado  en 
Repertorio  Colombiano  basta  para  apreciar  la  figura  ilustre 
de  Samper,  a  quien  admiró  Martínez  Silva  por  su  probidad, 
rectitud  de  conciencia,  independencia  de  carácter  y  alteza  de 
miras  políticas. 

Tradujo  además  varias  obras  del  inglés  y  del  francés,  en¬ 
tre  ellas  La  relación  de  una  hermana,  de  madame  Augustus 
Craven,  e  innumerables  artículos  de  periódicos  y  revistas  ex¬ 
tranjeros. 
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Martínez  Silva  ocupó  un  sillón  en  la  Academia  Colombia¬ 
na  y  fue  correspondiente  de  la  Real  Española.  Su  discurso  de 
recepción,  que  versó  sobre  «]a  política  del  Quijote,»  fue  co¬ 
mentado  por  don  Sergio  Arboleda,  quien  dio  la  bienveni¬ 
da  al  recipiendario  al  entrar  a  la  Academia  que  tánto  honra¬ 
ron  don  Miguel  Antonio  Caro,  don  Rufino  J.  Cuervo  y  mu¬ 
chos  otros  más. 

Su  correspondencia  epistolar  con  los  más  distinguidos  es¬ 
critores  nacionales  y  extranjeras  de  su  época  merece  ser  pu¬ 
blicada,  y  en  la  ponderosa  tarea  que  nos  hemos  impuesto 
de  coleccionar  las  obras  completas  de  Martínez  Silva  por  dis¬ 
posición  legislativa  y  de  acuerdo  con  el  ministerio  de  gobier¬ 
no,  abrigamos  el  propósito  de  hacerla  pública. 

Con  nosotros  lamenta  la  historia  política  de  la  república 
y  la  literatura  nacional,  que  Martínez  Silva  hubiera  rendido 
la  jornada  de  la  vida  cuando  se  ocupaba  en  escribir  sus  me¬ 
morias.  Esta  obra,  escrita  en  la  madurez  de  la  vida,  con  gran¬ 
de  acopio  de  experiencia  sobre  los  hombres  y  las  cosas,  ha¬ 
bría  sido  la  relación  exacta  de  la  transformación  conocida  con 
el  nombre  de  «regeneración,»  en  la  cual  se  confundieron  los 
conservadores  con  los  liberales  independientes,  para  salvar  la 
integridad  de  la  nación  y  devolver  la  paz  religiosa  a  las  con¬ 
ciencias. 

Mas  el  hombre  propone  y  Dios  dispone.  Cuando,  de  regre¬ 
so  a  la  patria  después  de  un  segundo  viaje  a  los  Estados  Uni¬ 
dos,  en  donde  había  desempeñado  nuestra  Legación  y  asistido 
antes  a  la  Conferencia  Panamericana  de  México,  se  formó  el 
propósito  de  retirarse  a  San  Gil  a  escribir  sus  memorias,  lo 
sorprendió  la  muerte. 

Cortos  años  de  vida  pero  fecundos  para  la  patria. 


Luis  Martínez  Delgado 


DISCUR-O 

PRONUNCIADO  POR  EL  SEÑOR  CARLOS  MARTÍNEZ  SILVA  EN  LA 
SESIÓN  DEL  12  DE  NOVIEMBRE  DE  1894,  DE  LA  CÁMARA  DE 
REPRESENTANTES,  SOBRE  EMISIONES  ILEGALES  DEL  BANCO  NACIONAL 

Señor  presidente: 

No  sé  precisamente  cuáles  puedan  ser  los  datos  que  vo  esté 
en  capacidad  de  suministrar  a  la  Cámara  en  relación  con  la 
proposición  del  honorable  representante  Rufino  Gutiérrez.  Para 
corresponder,  sin  embargo,  a  su  excitación,  voy  a  referir  lo 
que  yo  sé  sobre  los  asuntos  del  Banco  Nacional,  con  la  espe¬ 
ranza  de  poder  decir  algo  que  prepare  el  juicio  de  la  Cámara 
antes  de  conocer  el  informe  de  la  respectiva  Comisión  inves¬ 
tigadora.  y  acaso  con  la  esperanza  también  de  que  la  misma 
Comisión  recoja  nuevos  datos  que  sirvan  a  complementar  su 
informe,  a  pesar  de  !a  diligencia  y  exquisita  prolijidad  con 
que  sé  lia  trabajado  ella. 

Y  ya  que  se  me  presenta  la  oportunidad,  la  aprovecharé 
igualmente,  con  la  venia  del  señor  presidente,  y  contando  con  la 
benevolencia  de  mis  distinguidos  colegas,  para  hacer  la  exposi¬ 
ción  de  mi  conducta  como  ministro  del  tesoro,  que  tan  viva¬ 
mente  be  deseado  hacer;  ello,  antes  de  que  el  honorable  repre¬ 
sentante  González  Valencia  (José  María),  en  su  ardiente  celo 
por  la  causa  de  la  justicia,  se  vea  obligado  a  proponer  mi  ex¬ 
pulsión  de  la  Cámara,  según  lo  anunció  ayer,  sin  darme  tiem¬ 
po  de  volver  por  mi  honra  ultrajada. 
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Respecto  de  lo  que  a  mí  personalmente  se  refiere,  en  los 
asuntos  conexionados  con  el  exceso  de  emisiones  del  Banco 
Nacional  muy  poco  es  lo  que  tengo  que  narrar  a  la  Cámara, 
pues  todo  fue  publicado  por  mí  en  El  Correo  Nacional  y  en 
una  conferencia  con  El  Heraldo,  desde  los  principios  del  de¬ 
bate  periodístico  sobre  la  materia,  sin  que  después  se  haya  pu¬ 
blicado  nada  que  infirme  mis  aseveraciones. 

Sin  embargo,  la  ocasión  me  parece  propicia  para  hacer  un 
estudio  comprensivo  del  asunto.  La  febril  excitación  de  los  pri¬ 
meros  días  se  ha  calmado;  muchos  datos  importantes  se  han 
publicado  de  entonces  acá,  y  otros  se  han  rectificado:  v  sobre 
todo,  es  muy  distinto  publicar  artículos  sueltos  de  periódico, 
a  hablar  ante  una  corporación  como  ésta,  compuesta  de  hom¬ 
bres  ilustrados  y  patriotas,  que  juzga,  no  conforme  a  determi¬ 
nada  tarifa  de  pruebas,  sino  como  un  alto  tribunal  de  hecho 
en  materias  políticas. 

A  riesgo  de  hacerme  pesado,  debo  empezar  por  dar  a 
conocer  el  negociado  del  crédito  público,  tal  como  él  se  ha¬ 
llaba  cuando  yo  entré  al  ministerio  del  tesoro,  en  1887,  sin 
lo  cual  sería  difícil  apreciar  algunos  de  mis  actos  posteriores. 

Al  terminar  la  guerra  civil  de  1884,  había  en  circulación 
los  siguientes  documentos  de  deuda  pública  interior  flotante* 
emitidos  por  diferentes  administraciones  ejecutivas: 

1. °  Vales  de  renta  sobre  el  tesoro  al  portador: 

2. °  Bonos  flotantes  del  3  por  100; 

3. °  Billetes  de  tesorería: 

4. °  Vales  sin  interés,  de  primera  clase; 

5. °  Vales  sin  interés,  de  segunda  clase; 

6. °  Vales  por  indemnización  a  extranjeros; 

7. °  Pagarés  del  tesoro,  de  primera  y  segunda  emisión; 

8. °  Libranzas  contra  las  aduanas  y  salinas; 

9. °  Libranzas  contra  las  aduanas  (segunda  emisión); 

10.  Libranzas  de  dos  y  media  unidades  (Panamá): 

11.  Libranzas  contra  las  aduanas  de  la  Costa  Atlántica): 

12.  Libranzas  del  Ferrocarril  de  Cúcuta; 

13.  Libranzas  contra  el  producto  bruto  de  las  salinas: 

14.  Libranzas  de  la  ferrería  de  La  Pradera: 

15.  Libranzas  contra  las  oficinas  de  expendio  de  sal  marina: 
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16.  Vales  por  expropiación  de  sa!  marina; 

17.  Vales  de  tesorería; 

18.  Billetes  de  dos  unidades; 

19.  Bonos  especiales  del  4  por  100; 

20.  Bonos  del  Ferrocarril  de  Antioquia: 

21.  Bonos  del  Ferrocarril  y  Telégrafo  de  Bolívar: 

22.  Libranzas  de  tesorería  (10  por  100); 

23.  Ordenes  de  pago  que  representaban  la  deuda  de  teso¬ 
rería  hasta  1885. 

La  sola  lista  que  acabo  de  exhibir  basta  para  demostrar 
que  aquéllo  era  un  caos  inextricable,  y  pinta  con  elocuencia 
la  política  fiscal  de  expedientes  y  arbitrios  de  momento  a  que 
todos  los  gobiernos  se  habían  visto  obligados  a  apelar  antes, 
para  vivir.  Todas  las  rentas  permanentes  de  la  nación  esta¬ 
ban  gravadas  y  enajenadas.  Los  compromisos  representados  en 
aquellos  documentos  no  se  cumplían  tampoco,  ni  podían  cum¬ 
plirse;  el  agio  más  escandaloso,  con  todas  sus  sorpresas  y  em¬ 
boscadas,  dominaba  el  mercado  de  papeles;  y  ni  la  esperanza 
quedaba  de  una  consolidación,  por  la  misma  diversidad  de 
documentos  y  las  diferentes  tasas  de  intereses  que  les  estaban 
señalados.  Tal  fue,  en  esta  materia,  el  legado  que  el  nuevo  or¬ 
den  político  recibió  del  antiguo  régimen. 

Cuando  estalló  la  guerra  de  1884,  los  tenedores  de  docu¬ 
mentos  de  crédito  público  se  hallaban  fuertemente  comprome¬ 
tidos  en  los  Bancos  de  esta  capital  con  motivo  de  las  forzadas 
y  violentas  combinaciones  que  se  habían  visto  obligados  a  hacer, 
por  las  mismas  angustias  del  tesoro  público,  las  cuales  ha¬ 
bían  impedido  el  cumplimiento  de  las  promesas  legales  y  del 
gobierno.  Durante  la  guerra,  como  era  natural,  se  suspendió 
en  absoluto  el  servicio  del  crédito  público,  y  los  acreedores 
se  vieron  recargados  con  los  cuantiosos  intereses  de  demora 
que  los  Bancos  les  exigían.  Apenas  se  restableció  el  orden  pú¬ 
blico,  los  Bancos,  obligados  a  cumplir  sus  compromisos  y  te¬ 
merosos  de  las  complicaciones  que  pudiera  traer  el  papel  mo¬ 
neda,  activaron  con  toda  energía  el  cobro  de  sus  acreencias,  de 
donde  resultó  una  situación  de  excepcional  tirantez  para  los 
tenedores  de  papeles  y  para  e)  comercio  en  general. 

Urgente  era,  por  consiguiente,  restablecer  el  servicio  de 
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la  deuda  interior,  pues  si  así  no  se  hubiera  hecho,  habrían 
sobrevenido  incontables  quiebras,  y  consecuencialmente  una 
peligrosa  crisis  para  todos  los  negocios. 

En  tales  circunstancias,  el  Consejo  Nacional  Legislativo 
empezó  a  discutir  un  proyecto  de  ley  -orgánica  del  crédito 
público  »  Tuve  la  honra  de  formar  parte  de  la  Comisión,  en 
asocio  del  señor  don  Carlos  Calderón  Reyes  y  de  algún  otro 
delegaíario.  que  presentó  al  Consejo  el  proyecto  que  vino  a 
ser  la  Ley  87  de  1886.  Esta  ley  dividió  la  deuda  flotante  en  an¬ 
tigua  y  nueva,  destinando  $  1.900.000  anuales  para  su  amorti¬ 
zación  en  remates,  en  esta  forma:  $  1.000.000  para  la  antigua, 
y  $  900.000  para  la  nueva. 

Algunos  creyeron  entonces  exagerado  este  fondo  de  amor¬ 
tización;  pero  el  Consejo  Nacional  Legislativo  tuvo,  a  mi  modo 
de  ver,  una  razón  decisiva  para  proceder  como  procedió:  ha¬ 
bía  a  la  sazón  cerca  de  $  7.000.000  en  billetes  del  Banco  Na¬ 
cional  en  circulación.  Esos  billetes,  declarados  de  curso  forzo¬ 
so,  constituían,  con  las  monedas  de  níquel  introducidas  hasta 
entonces  y  la  moneda  de  plata  a  la  ley  de  0.500,  el  único  me¬ 
dio  circulante  de  que  el  país  disponía.  El  oro  había  emigrado 
desde  antes,  y  el  papel-moneda  tenía  desalojadas  y  ahuyenta¬ 
das  todas  las  especies  de  plata.  Renunciar  a  la  circulación 
fiduciaria  era  por  entonces  imposible,  y  mantener  intraspasa¬ 
ble  el  límite  del  papel-moneda  era  condenar  la  república  a 
la  asfixia,  y  paralizar  todos  los  negocios  por  falta  de  medio 
circulante.  Había  forzosamente  que  hacer  nuevas  emisiones; 
pero  destinar  éstas  a  la  construcción  de  ferrocarriles  y  a  otras 
empresas  materiales,  habría  sido  preparar  el  camino  para  una 
catástrofe,  puesto  que  las  emisiones  no  habrían  tenido  límite, 
y  las  obras  empezadas  habrían  requerido  nuevas  y  nuevas  emi¬ 
siones,  sin  que  los  resultados  obtenidos  hubieran  correspondi¬ 
do  al  sacrificio. 

El  Consejo  Nacional  Legislativo  juzgó  que  el  medio  más 
conveniente  de  poner  en  circulación  las  nuevas  emisiones,  era 
el  destinarlas  exclusivamente  a  la  amortización  de  la  deuda 
interior.  Se  tenía  así  de  antemano  un  límite  conocido,  y,  en 
definitiva,  el  pasivo  de  la  nación  no  se  aumentaba  sino  que 
más  bien  se  disminuiría,  puesto  que  por  cada  nuevo  billete 
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que  saliera  de  las  cajas  del  Banco,  entraría  a  la  oficina  deí 
crédito  público  una  cantidad  de  documentos  amortizados  por 
menos  de  su  valor  nominal  y  que  dejaban  de  ganar  interés 
desde  el  momento  de  su  amortización. 

El  hecho  es  que  desde  que  aquella  ley  de  crédito  público 
empezó  a  tener  su  cumplimiento,  los  negocios  se  activaron  y 
muchas  empresas  agrícolas  v  de  otro  género  se  iniciaron  y 
entraron  en  vía  de  desarrollo. 

En  consonancia  con  la  ya  citada  Ley  87  de  1886  se  expi¬ 
dió  la  56  de  1887,  uno  de  cuyos  artículos  dice  así: 

«El  Banco  Nacional  queda  facultado  para  emitir  y  prestar 
mensualmente  al  gobierno  la  simia  necesaria  en  sus  billetes 
para  atender  a  la  amortización  de  la  deuda  interior.' 

Posteriormente  la  Ley  124  del  mismo  año  dispuso  en  su 
artículo  I.»  lo  siguiente:  «Fíjase  en  doce  millones  de  pesos  el 
máximum  de  billetes  del  Banco  Nacional,  que  puede  emitir,  y 
poner  en  circulación  el  gobierno ....»;  añadiendo  que  con  ex¬ 
cepción  de  ciertas  partidas  de  aplicación  especial,  la  suma  que 
faltara  por  emitir  se  destinaría  exclusivamente  a  la  amortiza¬ 
ción  de  la  deuda  interior. 

Si  yo  estuviera  haciendo  aquí  un  alegato  de  defensa  ante 
un  tribunal  de  derecho,  quizá  podría  llamar  la  atención  hacia 
las  disposiciones  legales  que  acabo  de  citar,  haciendo  notar 
que  la  Lev  56  autorizó  al  Banco  Nacional,  de  una  manera  ab¬ 
soluta,  para  emitir  y  prestar  al  gobierno  toda  la  suma  nece¬ 
saria  en  sus  billetes  para  atender  a  la  amortización  de  la  deu¬ 
da  interior,  y  que  la  124  del  mismo  año,  al  fijar  en  doce 
millones  de  pesos  el  máximum  de  billetes  del  Banco  Nacional, 
señaló  sólo  al  gobierno  aquel  límite  para  la  emisión  y  circula¬ 
ción  de  los  mismos  billetes. 

Me  anticipo,  sin  embargo,  a  declarar  que  yo  no  acepto  para 
mi  defensa  argumentos  que  pudieran  deducirse  de  sutilezas  o 
de  interpretaciones  legales  más  o  menos  forzadas. 

Las  citas  que  dejo  hechas  tienen  sólo  en  mira  demostrar 
que  el  pensamiento  dominante  del  legislador  fue  unificar  la 
deuda  interior,  disminuyéndola  en  lo  posible,  por  capital  y 
por  intereses  futuros,  hasta  llegar  a  su  total  confusión  en  el 
billete  de  curso  forzoso,  partiéndose  del  cálculo  de  que  ello 
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se  conseguiría  con  un  máximum  de  emisión  de  doce  millones 
de  pesos. 

No  faltan  quienes  hayan  censurado  estas  leyes,  alegando 
que  el  billete  nacional  no  es  deuda  de  la  república,  y  que, 
por  consiguiente,  no  debió  pensarse  en  extinguir  la  deuda  in¬ 
terna  como  papel-moneda. 

No  es  del  caso  entrar  a  refutar  aquí  la  extravagante 
doctrina  de  que  el  billete  de  curso  forzoso  no  constituye  deu¬ 
da  de  la  nación. 

Me  bastará  hacer  notar  una  simple  contradicción:  si  el  bi¬ 
llete  no  es  deuda,  es  verdadera  moneda;  y  si  ella  puede  emi¬ 
tirse  para  cualquier  gasto  público,  no  hay  por  qué  no  hubiera 
de  destinarse  también,  y  quizá  de  preferencia  a  pagar  lo  que 
se  debe. 

Hecha  esta  disertación,  continuaré  con  el  relato  de  los  he¬ 
chos. 

La  Ley  95  de  1888  redujo  el  fondo  de  amortización  de  la 
deuda  pública  a  un  millón  de  pesos  anuales,  distribuidos  así: 
$  400.000  para  la  antigua  y  $  600.000  para  la  nueva ,  a  contar 
desde  el  l.°  de  enero  de  1889. 

Al  discutirse  en  consejo  de  ministros  este  proyecto  de  ley, 
me  opuse  a  él  de  una  manera  decidida,  porque  siempre  he 
creído  que  en  materia  de  crédito  público  las  promesas  legales 
deben  ser  sagradas  y  que  los  gobiernos  no  pueden  jugar  con 
las  fortunas  de  los  particulares  vinculadas  en  los  documentos 
de  crédito. 

Otro  ha  sido,  por  lo  general,  el  criterio  de  nuestros  go¬ 
biernos,  que  lo  primero  que  sacrifican,  y  quizá  lo  único,  en 
momentos  de  apuro,  es  el  servicio  de  la  deuda,  anteponiendo 
a  él  cualquier  otro  gasto  aun  de  lujo  o  de  mera  ostentación. 
Justicia  debe  hacerse,  en  esta  materia,  a  la  administración 
Ospina,  que  cumplió  fielmente  sus  compromisos,  basta  el  pun¬ 
to  de  que  en  aquel  entonces  los  cupones  de  la  renta  sobre  el 
tesoro  llegaron  a  cotizarse  casi  a  la  par  en  el  mercado. 

A  pesar  de  mi  resistencia,  el  proyecto  se  presentó  y  llegó 
a  ser  ley,  a  la  cual  se  sometieron  mal  de  su  grado  los  tene¬ 
dores,  en  fuerza  de  la  necesidad. 
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Hallábanse  en  este  estado  las  cosas,  y  ya  muy  próximo  a 
agotarse  el  fondo  de  la  emisión,  cuando  llegó  a  mi  conoci¬ 
miento  la  organización  de  un  comité  con  el  objeto  perfecta¬ 
mente  lícito  de  comprar  en  el  mercado  la  mayor  suma  posible 
de  documentos  de  crédito  público  para  dar  la  ley  en  los  re¬ 
mates,  colocar  en  ellos  sus  documentos  al  más  alto  tipo  po¬ 
sible  y  dominar  el  negocio  de  papeles. 

Resultado  era  éste  del  mismo  crédito  que  empezaba  a  res¬ 
tablecerse  después  del  golpe  recibido,  sin  lo  cual  no  se  concibe 
que  hubieran  podido  comprometerse  fuertes  capitales  para  en¬ 
trar  en  aquella  especulación. 

Fue  entonces  cuando  el  señor  don  Arturo  Malo  O’Leary 
se  me  presentó,  como  gerente  del  Banco  de  Bogotá,  y  en  re¬ 
presentación  del  comité  de  que  acabo  de  hablar,  a  proponer 
al  gobierno  la  venta  de  toda  la  deuda  denominada  antigua, 
la  mayor  parte  de  la  cual  estaba  representada  en  documentos 
que  ganaban  crecido  interés  y  que  estaban  en  manos  de  unos 
pocos  tenedores.  El  señor  Malo  O’Leary  ofreció  vender  esos 
papeles  a  un  precio  tal,  que  permitiera  hacer  al  tesoro  cuan¬ 
tiosa  economía. 

Aquella  operación,  que  estaba  en  el  orden  de  mis  ideas  y 
que  correspondía,  en  tesis  general,  al  pensamiento  del  legisla¬ 
dor,  me  pareció  aceptable;  la  consulté  con  el  presidente  de  la 
república,  señor  doctor  Holguín,  quien,  dicho  sea  de  paso,  no 
convino  en  ella  sino  después  de  varias  conferencias,  en  las 
cuales  me  opuso  algunas  objeciones.  Acogido  por  él,  al  fin,  el 
plan  general  y  adoptado  también  por  el  gerente  del  Banco 
Nacional,  a  quien  correspondía  el  desarrollo  de  la  operación, 
se  pensó  en  los  medios  de  llevarla  a  cabo. 

El  único  práctico  y  que  presentaba  menos  irregularidades 
era  el  de  que  la  junta  de  emisión  del  Banco  emitiera  en  bi¬ 
lletes  para  el  cambio  la  cantidad  necesaria  para  la  compra  de 
la  deuda;  que  el  Banco,  una  vez  dueño  de  los  papeles,  se  pre¬ 
sentaría  con  ellos  a  los  remates  mensuales  destinando  íntegra¬ 
mente  las  sumas  que  recibiera  a  la  amortización  o  retiro  de 
los  billetes  emitidos,  basta  su  extinción  completa.  La  operación 
debía,  en  todo  caso,  ser  sometida  al  inmediato  congreso,  ya 
para  que  legitimara  el  sobrante  de  emisión  que  pudiera  que- 
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dar,  ya  para  que  arbitrara  los  recursos  suficientes  a  cubrir  el 
valor  de  los  remates,  en  caso  de  rescindirse  el  negocio. 

Este  plan  fue  sometido  al  estudio  de  la  junta  de  emisión 
del  Banco,  la  cual,  después  de  analizarlo  detenidamente,  lo 
acogió  y  ordenó  la  emisión  correspondiente  sobre  las  bases 
acordadas,  de  todo  lo  cual  quedó  constancia  en  las  actas  que 
el  público  conoce. 

Se  ha  preguntado  por  qué  no  se  trató  este  asunto  con  la 
junta  directiva  del  Banco.  La  razón  me  parece  clara:  en  pri¬ 
mer  lugar,  la  junta  de  emisión  no  tenía  ni  por  la  lev  ni  por 
los  reglamentos  y  estatutos  del  establecimiento,  límite  fijado 
a  la  emisión  de  billetes  para  el  cambio,  y  al  resolver  este 
asunto,  obraba  dentro  de  los  límites  de  sus  peculiares  atribu¬ 
ciones.  En  segundo  lugar,  los  miembros  de  la  junta  de  emi¬ 
sión  lo  eran  de  la  directiva,  cuyo  personal,  de  principales  y 
suplentes,  se  cambiaba  con  mucha  frecuencia  en  cada  sesión; 
y  ya  se  comprende  que  en  un  negocio  de  aquella  naturaleza, 
importaba  la  más  absoluta  reserva.  Cualquiera  indiscreción, 
cualquiera  palabra  dicha  al  oído  de  un  amigo,  habría  podido 
o  frustrar  el  plan  o  dar  origen  a  indebidas  especulaciones. 

Aprovecho  aquí  la  ocasión  de  rendir  un  público  testimo¬ 
nio  en  favor  de  los  miembros  de  aquella  junta,  señores  don 
Federico  Patiño,  don  Daniel  E.  Coronado  y  don  Juan  de  Bri- 
gard,  quienes  se  condujeron  en  aquellas  circunstancias  como 
correspondía  a  sus  limpios  y  honrosos  precedentes,  lo  mismo 
que  en  favor  del  inmaculado  secretario  del  Banco  y  de  la 
junta,  señor  don  Segundo  Ortega  C.,  del  gerente  y  del  revi¬ 
sor  del  establecimiento,  doctor  Nicolás  Osorio  y  señor  don 
Carlos  E.  Coronado. 

Debo  de  paso  advertir  que  yo  como  ministro  del  tesoro  uo 
tenía  voto  en  la  junta  de  emisión.  A  los  miembros  de  ella 
les  expuse  la  operación  proyectada,  y  todos  ellos  la  aceptaron 
libremente,  sin  que  mediara  orden  mía  de  ninguna  especie: 
y  lo  digo  así,  no  para  rehuir  el  cuerpo  a  ninguna  responsabi¬ 
lidad,  sino  porque  deseo  muy  legítimamente  quede  constancia 
de  que  yo  no  abusé  de  mi  autoridad  imponiendo  una  medida 
que  pudiera  herir  escrúpulos  de  concieucia. 
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De  los  oormenores  del  negocio  quedó  encargado  el  geren¬ 
te  del  Banco  Nacional.  En  ninguno  de  ellos  intervine  yo  para 
nada,  ni  en  ninguna  de  las  operaciones  que  mediaron  entre 
ese  Bancc  y  el  de  Bogotá.  Aprobé  sólo  el  precio  de  compra 
de  los  pajeles  cuando  el  señor  doctor  Osorio  me  informó  que 
no  había  logrado  después  de  largas  conferencias  y  de  haber 
en  más  le  una  de  ellas  declarado  rotas  las  negociaciones,  ob¬ 
tener  uia  tasa  menor. 

¿Porqué  se  hizo  este  negocio  con  el  señor  Malo  O’Leary 
y  no  dilectamente  con  los  particulares  tenedores  de  los  docu¬ 
mentos  le  la  deuda  antigua?  Por  varias  razones. 

En  |rimer  lugar,  el  señor  Malo  O’Leary  representaba  un 
comité  que  era  ya  dueño  de  parte  muy  considerable  de  la  deu¬ 
da  que  se  trataba  de  comprar,  lo  que  le  ponía  en  capacidad 
de  estrbar  la  operación,  la  cual  no  habría  correspondido  al 
pensajiento  dominante  sino  en  el  caso  de  verificarse  por  la 
totaliad  de  la  deuda,  o  poco  menos. 

E  segundo  lugar,  el  señor  Malo  O'Leary  hablaba  como 
gerete  del  Banco  de  Bogotá,  y  para  los  compromisos  ulte- 
riors  del  negocio  era  de  capital  importancia  que  estuviera  de 
pormedio  la  responsabilidad  de  un  establecimiento  de  crédito 
tanbien  cimentado  como  aquél.  A  los  particulares  y  tenedo- 
reísueltos  no  se  les  habría  podido  exigir  la  condición  resolu¬ 
to»  del  negocio  en  caso  de  improbación  del  congreso. 

En  todas  partes  del  mundo,  operaciones  de  esta  naturaleza 
r  se  hacen  sino  por  medio  de  banqueros,  y  para  no  citar  más 
emplos,  me  bastará  aducir  el  de  la  compra  de  las  acciones 
el  Canal  de  Suez,  verificada  por  orden  del  primer  ministro 
e  la  Corona  en  Inglaterra,  Disraeli,  sin  autorización  legal  de 
linguna  especie.  Concibió  el  plan,  lo  llevó  a  cabo  rápidamen¬ 
te  por  conducto  de  los  banqueros  Rostchild,  y  se  presentó  lué- 
go  al  parlamento  a  solicitar  la  correspondiente  aprobación, 
que  le  fqe  dada  en  vista  del  resultado  obtenido. 

Finalmente,  si  el  Banco  Nacional  hubiera  pretendido  en¬ 
tenderse  directamente  con  todos  los  acreedores,  habrían  surgi¬ 
do  los  más  malévolos  comentarios,  y  acaso  se  habría  producido 
una  peligrosa  perturbación. 
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Se  ha  preguntado  también  por  qué  motiva  no  aceptó  el 
gobierno  una  propuesta  que  en  el  año  de  1888  hizo,  sol>re  venta 
de  deuda  pública,  el  señor  don  Enrique  Restrepo  García,  quien 
por  aquel  entonces  tenía  una  casa  de  comisión  en  Bogotá.  So¬ 
bre  este  asunto,  sólo  puedo  informar  que  el  señor  íestrepo 
hizo  el  cálculo  de  que  la  deuda  podría  comprarse  al  50  por 
100,  término  medio;  pero  él  no  contraía  compromiso  dguno, 
si  mis  recuerdos  no  me  engañan,  de  conseguirla  toda  a  ese 
precio.  Entiendo  que  él  simplemente  proponía  agenciar  el  ne¬ 
gocio  como  comisionista,  y  es  muy  dudoso  que  una  ve^pues- 
to  en  movimiento  para  adelantar  la  compra,  hubiera  ogrado 
el  promedio  calculado  a  priori.  Muy  distinto  es  compr.r  en  el 
mercado  determinada  cantidad  de  papeles  a  especuladoes  más 
o  menos  urgidos,  a  recoger  íntegramente  y  en  corto  plazo 
una  o  varias  existencias. 


Por  lo  demás,  la  propuesta  del  señor  Restrepo  Garci  no 
llegó  a  formalizarse,  pues  de  ella  sólo  se  trató  en  una  reve 
conferencia  con  el  presidente  de  la  república,  quien  i  re¬ 
chazó  de  un  modo  categórico. 

Mucho  se  ha  discutido  en  los  periódicos  el  punto  de  i  el 
Banco  de  Bogotá  recibió  los  billetes  emitidos  por  el  Naeinal 
en  calidad  de  prenda  o  en  calidad  de  depósito,  y  si  puo  o 
nó  aplicar  dichos  billetes  a  la  compra  de  los  mismos  dtu- 
mentos  de  crédito  que  vendió  al  Banco  Nacional.  En  tte 
asunto  yo  no  intervine;  de  prenda  se  habló  en  la  junta  'e 
emisión  y  de  prenda  se  hace  mención  también  en  una  coja 
de  contrato  entre  los  dos  gerentes  de  los  Bancos,  cuyo  o„ 
ginal  no  ha  parecido.  De  cualquier  modo  que  sea,  el  h 
cbo  es  que  el  señor  don  Arturo  Malo  O’Leary,  en  publicació 
hecha  por  el  Banco  de  Bogotá,  ha  reconocido  la  obligaciói 
contraída  por  este  establecimiento  de  deshacer  el  negocio  en 
caso  de  no  ser  él  aprobado  por  el  congreso. 

Cuando  apenas  acababa  de  verificarse  aquella  operación, 
tuve  yo  necesidad,  por  causas  muy  conocidas,  de  separarme 
del  ministerio  del  tesoro,  lo  cual  me  impidió  seguir  de  cerca 
el  negocio  iniciado  y  llevarlo  a  término,  de  modo  de  poder 
presentar  un  resultado  satisfactorio  al  inmediato  congreso. 
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Otras  circunstancias  contribuyeron  a  que  se  alterara  el  plan 
propuesto,  comprometiendo  el  éxito  de  la  operación.  El  go¬ 
bierno  radujo  después,  arbitrariamente,  el  fondo  asignado  por 
la  ley  a'  pago  de  los  documentos  de  la  deuda  pública;  al  Ban¬ 
co  se  le  prohibió  más  tarde,  por  el  ministerio  del  tesoro,  con¬ 
currir  (on  sus  documentos  a  los  remates;  y  este  establecimien¬ 
to  tampoco  cumplió  por  su  parte  con  el  compromiso  de  retirar 
de  la  circulación  la  suma  de  billetes  que  había  obtenido  mien¬ 
tras  pudo  colocar  en  los  remates  los  documentos  que  poseía. 
Aquella  suma  alcanzó  a  cerca  de  S  800.000,  que  al  no  ser  re¬ 
tirados  y  al  ser  aplicados  a  otras  operaciones  del  Banco  cons¬ 
tituyeren  en  realidad  nueva  emisión,  de  que  yo  no  soy  res¬ 
ponsable.  Tengo  también  datos  para  creer  y  ello  aparecerá 
en  la  íavestigación  abierta  — que  parte  de  la  emisión  hecha  ex- 
clusivimente  para  la  compra  de  la  deuda,  se  invirtió  en  ob¬ 
jeto  cstinto.  Ya  se  ve  por  estos  breves  datos,  que  si  la  ope- 
raciój  de  que  se  trata  no  tuvo  el  éxito  apetecido,  no  fue  por 
falta  Je  previsión  al  concebirla. 

Gando  los  periódicos  de  esta  ciudad  comenzaron  a  tratar 
el  ngocio  de  la  compra  de  la  deuda  antigua,  se  propalaron 
las  iás  absurdas  y  extravagantes  especies,  y  se  calculaban  has¬ 
ta  pr  millones  las  sumas  de  que  había  sido  estafado  el  fisco 
naconal.  En  los  primeros  momentos  del  pánico,  todos  se  ha¬ 
cía  el  deber  de  condenar  lo  hecho  en  los  términos  más  enér- 
gios.  Hasta  el  señor  don  Vicente  Restrepo,  mi  sucesor  en  el 
miisterio,  con  ser  persona  tan  culta  y  circunspecta,  al  hablar 
d<la  operación,  en  un  comunicado  dirigido  a  El  Telegrama, 
taiendo,  por  ser  de  rigor,  que  agregarle  algún  calificativo  al 
rgocio  de  que  se  trata,  no  encontró  otro  más  suave  que  el 
c  bochornoso ;  y  el  señor  don  Pedro  Bravo,  el  Colbert  co- 
imbiano,  que  debía  entender  algo  de  estas  cosas,  ¿no  dijo  en 
n  artículo  de  El  Telegrama  que  la  operación  había  consis- 
ido  en  comprar  el  gobierno  al  70  por  100  papeles  vendidos 
d  comité  al  7  por  100?  Hoy,  por  fortuna,  los  contradictorios 
Jatos  recogidos  por  los  periódicos  durante  la  polémica,  se  han 
rectificado  y  depurado,  y  estamos  en  posesión  de  cifras  per¬ 
fectamente  exactas. 

A  la  vista  tengo  un  minucioso  cuadro,  formado  con  las 
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ventas  de  las  diferentes  clases  de  documentos,  hechas  al  ge- 
rente  del  Banco  de  Bogotá.  Constan  aquí  los  nombres  de  cada 
uno  de  los  vendedores,  con  especificación  de  los  papeles  ven¬ 
didos  y  del  precio  correspondiente.  De  este  cuadro  tono  los 
siguientes  datos  generales: 

El  señor  don  Arturo  Malo  O’Leary  vendió  al  Baico  la 
suma  de  $  3.151,890-60.  De  esta  suma  compró  él  a  particula¬ 
res  $  1.919,360-38,  y  pertenecía  al  comité  la  de  $  1.232,61(7-08. 
Todos  aquellos  papeles  fueron  comprados  por  el  señor  Malo 
O’Leary  a  las  siguientes  tasas,  término  medio:  renta  nominal, 
al  92:  bonos  especiales  del  4  por  100,  al  85;  recompensas  mi¬ 
litares,  al  80;  libranzas  del  10  por  100,  al  69:  pagarés  leí  te¬ 
soro,  a!  65;  libranzas  del  25  por  100,  al  63;  ajustamientos  mi¬ 
litares,  al  60;  cheques  por  pensiones,  al  53;  vales  de  l.1  y  2.a 
clase,  al  49;  bonos  flotantes  de  3  por  100,  al  32:  todo  le  cual 
da  un  promedio  de  55-45  por  100. 

De  este  cuadro  resulta  comprobado,  en  primer  lugar  que 
sí  es  cierto  que  el  comité  representado  por  el  gerent*  del 
Banco  de  Bogotá  teuía  una  fuerte  existencia  en  documatos 
de  crédito  público,  cuando  aquél  hizo  su  propuesta  al  goier- 
no;  y  queda,  igualmente  patentizado,  que  la  utilidad  obteida 
por  el  comité  en  los  documentos  comprados  a  partieulare,  y 
vendidos  al  Banco  Nacional  fue  de  un  15  por  100,  puesto  ue 
el  precio  de  venta  estipulado  con  el  Banco  Nacional  fue  leí 
70  por  100.  Y  no  hago  aquí  cuenta  de  los  intereses  no  cola¬ 
dos  al  Banco  Nacional,  de  los  bonos  del  3  por  100,  porqe, 
según  entiendo,  la  mayor  parte  de  los  vendedores  de  aquebs 
papeles  no  computaron  dichos  intereses  en  el  negocio  con  >1 
comité.  Ahora  bien:  ¿será  exagerada  aquella  ganancia,  si  5 
tiene  en  cuenta  que,  conforme  a  los  términos  del  convern 
que  consta  en  el  acta  de  la  junta  de  emisión,  el  Banco  c 
Bogotá  debía  mantener  ociosos  los  fondos  invertidos  en  1 
compra  de  la  deuda,  al  menos  durante  un  año  y  medie 
comprometiendo  en  la  operación  una  suma  más  de  seis  ve 
ces  superior  a  la  que  constituía  su  propio  capital?  En  todc 
caso  la  obligación  de  deshacer  el  negocio,  al  no  ser  él  apro¬ 
bado  por  el  congreso,  ¿no  implicaba  un  riesgo,  una  ver 
dadera  aventura,  ante  la  cual  se  disminuye  enormemente 
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la  ganancia  que  arrojan  los  números  en  el  papel?  Decida  este 
punto  cualquier  hombre  de  negocios. 

Veamos  ahora  cuál  fue  la  utilidad  directa  obtenida  por  el 
tesoro  con  aquella  operación.  Computando  los  intereses  de  los 
bonos  del  3  por  100,  que  para  el  gobierno  sí  eran  efectivos, 
la  suma  total  de  documentos  comprados  por  el  Banco  Nacio¬ 
nal  fue  de  $  3.736.112-45,  por  la  cual  se  dio  en  billetes  la  de 
$  2  206,319-80,  lo  que  da  una  diferencia  de  $  1.529,792-65  y 
un  precio  medio  de  compra  de  59  por  100.  muy  poco  superior 
al  de  los  remates  hasta  entonces  verificados. 

A  esta  ganancia,  que  para  el  fisco  es  neta,  debe  agregarse 
la  de  $  715,641-57)4  en  los  documentos  comprados  directa¬ 
mente  por  el  Banco  Nacional,  la  cual  vino  a  ser  también  para 
el  tesoro  o  para  el  gobierno,  puesto  que  todos  los  fondos  del 
Banco  han  venido  a  ingresar  definitivamente  en  las  arcas  na¬ 
cionales. 

Sin  aquella  operación,  y  aun  suponiendo  que  las  leyes  de 
crédito  público  se  hubieran  cumplido  religiosamente,  tendría¬ 
mos  hoy  viva  y  con  muy  poca  merma  toda  la  deuda  antigua, 
porque  la  acumulación  de  intereses  habría  absorbido  gran 
parte  del  fondo  destinado  a  la  amortización. 

Comoquiera  que  sea,  la  actual  administración  ejecutiva 
debería  estarle  muy  reconocida  a  la  anterior  por  haberla  des¬ 
cargado  de  las  sumas  necesarias  para  el  servicio  de  aquella 
deuda:  agradecimiento  tanto  mayor  cuanto  ya  hemos  visto,  y 
el  país  entero  conoce,  el  enorme  e  injustificado  déficit  que 
arroja  la  presente  vigencia  económica. 

Y  no  sólo  el  gobierno,  sino  la  Nación  entera,  debe  parti¬ 
cipar  de  este  agradecimiento,  porque  si  no  se  hubiera  emitido 
para  la  amortización  de  la  deuda  pública,  de  seguro  que  aque¬ 
lla  emisión  se  habría  hecho  para  saldar  el  déficit  de  la  teso¬ 
rería;  es  decir,  habríamos  tenido,  dadas  las  muy  conocidas 
ideas  del  actual  jefe  del  gobierno  en  esta  materia,  la  misma 
suma  en  billetes  que  hoy  tenemos,  sin  disminuir  el  pasivo  de 
la  nación,  y  con  dos  problemas  en  vez  de  uno:  el  de  la  deu¬ 
da  y  el  del  papel-moneda.  Si  no  estoy  equivocado,  la  saña 
principal  manifestada  contra  mí  se  explica  no  tanto  por  la  ile¬ 
galidad  de  las  emisiones  que  se  me  atribuyen,  cuanto  por  la 
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imposibilidad  de  hacer  otras  nuevas  para  gastos  improduc¬ 
tivos. 

Cargo  repetido  con  mucha  insistencia  contra  mí  es  el  de 
que  no  se  diera  cuenta  al  congreso  de  aquella  operación,  se¬ 
gún  lo  convenido.  Repetidas  veces  he  hablado  sobre  este  asun¬ 
to,  y  muy  pocas  palabras  tendré  que  agregar.  Cuando  se  re¬ 
unió  el  congreso  de  1890  acababa  yo  de  regresar  al  país,  y  no 
teniendo  puesto  ninguno  en  el  gobierno,  mal  podía  dirigirme 
al  congreso  sobre  un  asunto  de  la  competencia  exclusiva  del 
Gobierno.  En  el  negocio  de  compra  de  la  deuda  antigua  yo 
no  contraje  ni  podía  contraer  compromiso  alguno  como  par¬ 
ticular.  sino  como  ministro  y  de  acuerdo  con  el  presidente  de 
la  república.  Al  congreso  que  se  reunió  en  1892  concurrí 
como  representante,  y  en  tal  carácter,  tampoco  podía  yo  ha¬ 
blar  en  nombre  del  gobierno,  y  mucho  menos  en  momentos 
en  que  se  iniciaba  una  nueva  administración  ejecutiva.  Qui¬ 
zá,  por  lo  mismo,  no  creyó  prudente,  tampoco,  el  señor  doc¬ 
tor  Holguín  dar  cuenta  oficial  de  aquella  operación  y  de  sus 
resultados.  Como  representante,  yo  hice  entonces  lo  único 
que  creí  de  mi  deber:  apoyar  y  votar  el  proyecto  de  ley  que  au¬ 
torizaba  la  inspección  del  Banco  Nacional  por  el  congreso. 
En  una  sesión  anterior  hice  leer  los  pasajes  de  las  actas  que 
comprueban  mis  afirmaciones  en  este  particular:  y  demostré 
entonces  también  que  si  el  mencionado  proyecto  no  pasó,  fue 
únicamente  por  la  intervención  del  gobierno,  es  decir,  por  la 
del  vicepresidente  y  del  minis  ro  del  tesoro,  quienes,  cono¬ 
cedores  del  exceso  en  la  emisión  y  de  las  causas  que  la  habían 
producido,  se  empeñaron  en  que  aquella  situación  no  fuese 
conocida. 

Se  me  ocurre  ahora  una  explicación  de  la  reserva  del  go¬ 
bierno:  El  excelentísimo  señor  vicepresidente  de  la  repúbli¬ 
ca,  por  consideraciones  personales  a  mí,  por  recuerdos  de  an¬ 
tiguo  compañerismo,  quizá  también  en  reconocimiento  de 
ciertos  servicios  políticos  prestados  a  la  administración  que  se 
inauguraba,  no  creyó  conveniente  iniciar  una  averiguación  que 
pudiera  comprometerme.  Mi  agradecimiento  por  aquella  deli¬ 
cada  conducta  no  tiene  límites,  aunque  hechos  posteriores  ha¬ 
yan  venido  a  demostrar  que  acaso  la  reserva  de  entonces  no 
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tuvo  por  parte  del  jefe  del  gobierno  otra  mira  que  la  de  no 
estorbar  las  nuevas  emisiones  que  constituyeron  el  programa 
fiscal  de  la  administración  que  se  inauguró  el  7  de  agosto  de 
1892. 

En  una  publicación  reciente  del  señor  doctor  Carlos  Cal¬ 
derón  Reyes,  ministro  entonces  del  tesoro,  leo  los  siguientes 
conceptos  o  declaraciones: 

-La  primera  noticia  que  tuve  de  la  emisión  mayor  me  la 
comunicó  el  excelentísimo  señor  Caro. 

-Por  esos  mismos  días  fue  cuando  el  señor  vicepresidente 
ordenó  la  visita  especial  al  Banco,  cuyas  actas  serán  a  la  fe¬ 
cha  conocidas  del  público  en  Colombia;  y  fue  en  ese  momen¬ 
to  cuando  conocí  en  sus  detalles  la  operación  de  compra  de 
la  deuda  interior,  de  que  el  gerente  del  Banco  me  había 
dado  apenas  una  somera  noticia. 


-Pero  conste  que  yo  tuve  conocimiento  durante  las  sesio¬ 
nes  del  congreso  de  1892  que  se  había  hecho  una  emisión  de 
papel-moneda.  ¿Por  qué  no  la  denuncié? 

-Prescindiendo  de  la  siempre  para  mí  respetable  opinión 
del  señor  vicepresidente,  tenía  motivos  de  patriotismo  pode¬ 
rosos  para  no  hacer  público  en  esos  momentos  que  la  canti¬ 
dad  circulante  de  papel-moneda  era  superior  a  la  que  el  pú¬ 
blico  creía. 


-El  gobierno  tuvo  el  propósito  de  presentar  al  congreso 
de  1894  el  Banco  reorganizado  como  lo  be  dicho,  o  en  vía  de 
inmediata  reorganización;  y  aparte  de  los  documentos  rela¬ 
cionados  con  este  acto,  puedo  citar  dos  importantísimos: 

-Las  diligencias  de  visita  especial  reservada,  de  que  he  ha¬ 
blado  (1):  y 


(1)  Al  leerse  después  en  la  cámara  el  informe  de  la  comisión  investigadora, 
vino  a  ponerse  de  manifiesto  que  el  documento  a  que  el  señor  Carlos  Calderón 
Reyes  hace  referencia,  lleva  la  fecha,  si  no  recuerdo  mal.  del  15  de  septiembre 
de  1892;  y  la  ley  de  regulación  del  sistema  monetario,  para  cuya  expedición 
concurrió  con  sus  informes  el  gobierno  por  medio  del  ministro  del  tesoro,  fue 
expedida  el  15  de  diciembre  del  mismo  año.  Si  tampoco  recuerdo  mal,  los  in- 
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«La  resolución  del  ministro  de  tesoro  (en  cumplimiento 
de  la  ley  sobre  regulación  monetaria)  en  cuya  virtud  se  debe¬ 
rían  reconocer,  entre  otras  sumas,  la  representada  por  la  deu¬ 
da  pública. 


«Por  consiguiente,  si  se  esperó  por  dos  años,  no  hubo  en 
el  ministro  de  entonces  el  propósito  de  tapar  nada:  para  él 
eso  era  legal  y  físicamente  imposible;  ni  el  de  legalizar  nada, 
porque  para  legalizar  era  necesario  hablar  claro  y  producir  el 
pánico  que  el  gobierno  debía  entonces  evitar:  lo  que  el  mi¬ 
nistro  deseaba  era  subsanar,  con  la  reorganización  del  Banco 
y  con  el  cambio  no  remoto  del  papel,  los  malos  efectos  que 
produce  naturalmente  la  noticia  de  una  emisión  no  sospecha¬ 
da.  El  ministro  pensó  así  y  a  eso  dirigió  todos  sus  esfuerzos 
en  el  congreso  de  1892....» 

Estas  explícitas  declaraciones  del  ministro  del  tesoro  de¬ 
muestran  dos  cosas  muy  importantes,  sobre  las  cuales  me  per¬ 
mito  llamar  de  un  modo  especial  la  atención  de  la  cámara: 
es  la  primera  que  desde  el  principio  de  las  sesiones  del  con¬ 
greso  de  1892  el  señor  vicepresidente  de  la  república  cono¬ 
cía  perfectamente,  V  en  todos  sus  detalles,  no  obstante  de¬ 
claraciones  en  contrario,  la  operación  de  compra  de  la  deuda 
antigua  verificada  por  el  Banco  Nacional,  y  el  exceso  de  emi¬ 
sión  entonces  subsistente  aún,  por  las  razones  que  ya  dejo 
explicadas. 

Es  la  segunda  que  el  señor  doctor  Carlos  Calderón  Reves 
pensó  honradamente  en  aplicar  las  emisiones  autorizadas  por 
aquel  congreso  a  subsanar,  como  él  mismo  lo  dice,  las  irre¬ 
gularidades  anteriores;  o,  en  otros  términos:  a  saldar  la  des¬ 
equilibrada  cuenta  de  emisiones. 

Coiucide  esto  perfectamente  con  la  declaración  que  el  mis¬ 
mo  señor  Calderón  Reyes  hizo  en  el  seno  de  esta  cámara,  y 

formes  dados  por  el  señor  ministro  durante  la  discusión  de  la  ley  fueron  de  que 
la  emisión  no  pasaba  de  $  16.000,000,  esto  es,  de  los  doce  millones  llamados  del 
dogma  y  de  los  cuatro  millones  para  el  cambio  de  la  moneda  de  0,600.  El  acta 
citada  es  prueba  irrecusable  de  que  el  gobierno  sabía  que  la  emisión  era  mu¬ 
cho  mayor. 
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que  los  honorables  representantes  no  habrán  olvidado,  de 
que  el  gobierno  no  haría  uso  de  las  emisiones  solicitadas  para 
poner  nuevos  billetes  en  circulación. 

Coincide  también  con  esto  el  discurso  pronunciado  por  el 
señor  don  Francisco  Groot  en  la  sesión  del  senado  del  22  de 
noviembre  de  1892,  del  cual  publicó  El  Relator  del  24  del 
mismo  roes  el  siguiente  extracto: 

-Manifestó  la  urgencia  en  que  se  halla  el  gobierno  de  pa¬ 
gar  los  cinco  millones  de  pesos  que  aparece  que  debe  el  Ban¬ 
co.  Tal  reembolso  no  significa  nueva  emisión,  sino  el  resta¬ 
blecimiento  del  equilibrio  fiscal  afectado  por  hechos  cumpli¬ 
dos.,... 

- . No  presumo  catástrofes  inmediatas,  porque  el  gobierno 

no  se  doblegaría  al  clamor  de  los  que  piden  grandes  emisio¬ 
nes,  y  atendería  de  preferencia  a  legalizar  hechos  cumplidos .» 

En  el  resumen  del  mismo  discurso  del  señor  Groot  leo  en 
El  Telegrama  número  1838,  de  26  de  noviembre  de  1892,  lo 
siguiente: 

-Comprendo  la  urgencia  de  pagar  al  Banco  cinco  millones 
que  le  debe  el  gobierno.  Esto  no  significa  nueva  emisión,  sino 
restablecimiento  de  equilibrio  legal  afectado  por  hechos  cum¬ 
plidos. 

-No  presumo  catástrofes  inmediatas,  porque  el  gobierno  no 
se  doblegará  al  clamor  de  los  que  piden  grandes  emisiones,  y 
atendería  de  preferencia  a  legalizar  hechos  cumplidos,  que  no 
aumentarán  el  papel  circulante .» 

Queda,  con  estas  citas,  perfectamente  establecido  que  las 
emisiones  autorizadas  por  la  Ley  93  de  1892  estaban  destina¬ 
das,  por  lo  menos  a  juicio  del  gobierno,  a  saldar  cuentas  pen¬ 
dientes  y  a  legalizar  hechos  cumplidos;  y  no  dudo  que  si  el 
señor  Calderón  Reyes  hubiera  continuado  en  el  ministerio 
del  tesoro,  habría  hecho  que,  por  lo  menos,  la  emisión  repre¬ 
sentativa  de  $  2.300,000  sobre  la  moneda  de  0,835  se  aplicara 
al  objeto  a  que  se  la  había  destinado;  objeto  que  en  todo 
caso  era  obligatorio  para  el  Banco,  puesto  que  allí  se  sabía 
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cuál  era  el  excedente  sobre  el  límite  legal  de  la  emisión.  Sin 
embargo,  las  cosas  no  pasaron  así:  el  desbarajuste  con  que  fue 
manejada  la  hacienda  pública  y  la  incontinencia  en  los  gastos 
produjeron  el  desequilibrio  en  los  presupuestos,  que  ya  cono¬ 
cemos.  Llegó  el  día  en  que  las  exigencias  de  los  acreedores 
públicos  llevaron  al  ministro  de  hacienda,  encargado  entonces 
del  tesoro,  a  presentarse  al  banco  nacional  a  exigir  que  la 
emisión  representativa  sobre  los  dos  millones  trescientos  mil 
pesos  en  moneda  de  plata,  se  hiciera,  no  para  el  Banco,  como 
lo  disponía  la  ley,  sino  para  la  tesorería;  y  a  pesar  de  las  re¬ 
sistencias  del  gerente,  y  entiendo  también  que  de  la  junta 
directiva,  así  se  verificó.  Aquella  emisión  fue,  por  lo  mismo, 
manifiestamente  ilegal,  y  clandestina  también,  porque  el  pú¬ 
blico  no  la  conoció  sino  pocos  meses  há. 

Con  aquella  operación  se  impidió,  además,  al  Banco  saldar 
el  descubierto  en  su  cuenta  de  emisión,  o,  lo  que  es  lo  mismo, 
se  le  obligó  a  hacer  una  emisión  ilegal  equivalente,  que  vino 
a  quedar  a  cargo  de  la  actual  administración  ejecutiva.  No 
sólo  no  se  subsanaron  las  irregularidades  anteriores,  como  lo 
deseaba  el  ministro  del  tesoro,  al  sostener  la  Ley  de  1892, 
sino  que  aquellas  mismas  irregularidades,  ya  corregidas  de  he¬ 
cho  por  la  misma  ley,  desde  el  momento  en  que  proveyó  al 
Banco  de  los  medios  de  hacerlo,  se  cometieron  de  nuevo  y  a 
sabiendas,  y  se  ocultaron  deliberadamente  al  público,  violan¬ 
do  la  ley  que  ordenaba  la  publicación  periódica  de  los  balan¬ 
ces  y  operaciones  del  Banco  nacional. 

¡Y  son  los  mismos  autores  de  aquellas  irregularidades  los 
que  con  tanta  vehemencia,  con  tanto  lujo  de  honradez,  con 
tan  farisaico  celo  por  la  integridad  de  la  ley  en  materia  de 
emisiones,  abrieron  campaña  contra  mí,  como  principal  y  úni¬ 
co  responsable  del  exceso  denunciado! 

Y  entiéndase  bien  que  yo  no  hago  estas  alegaciones  con 
el  fin  de  rehuir  el  cuerpo  a  ninguna  responsabilidad  legal;  las 
he  aceptado  todas  de  antemano  y  tengo  por  muy  natural  que 
la  comisión  investigadora  concluya  respecto  de  mí  con  un 
proyecto  de  acusación;  pero  sí  deseo  que  el  país  entero  conoz¬ 
ca  quiénes  han  sido  mis  acusadores,  y  cuáles  sus  móviles,  y 


—  35 


que  compare,  en  el  punto  de  vista  del  interés  público,  los  re¬ 
sultados  de  la  conducta  de  unos  y  de  otros. 

Y  para  reforzar  este  contraste  y  hacer  más  patente  la  falta 
de  autoridad  moral  de  ciertos  anatematizadores  de  clandesti- 
nismos,  apuntaré  aquí,  como  de  paso,  el  hecho  de  haber  sido 
puestos  en  circulación,  sin  objeción  alguna  anterior  o  poste¬ 
rior  del  gobierno,  un  millón  y  doscientos  mil  pesos  de  los  bi¬ 
lletes  emitidos  para  el  cambio ,  que  el  señor  Malo  O’Leary 
dejó  en  las  cajas  del  Banco  al  retirarse  de  la  gerencia;  y  la 
emisión  que,  con  carácter  de  representativa,  se  hizo,  contra  los 
términos  de  la  ley,  en  favor  del  señor  Alejandro  Mancini, 
por  $  100,000,  sobre  letras  que  fueron  luégo  protestadas;  y  ello 
con  el  objeto  de  facilitar  a  este  señor  medios  de  presentarse, 
en  circunstancias  que  hacían  casi  imposible  toda  competencia, 
por  el  ilegal  derecho  de  tanto,  al  remate  de  las  minas  de  es¬ 
meraldas  de  Muzo  y  Coscuez. 

Debo  ahora  hablar  de  otras  dos  operaciones  verificadas  por 
mí,  que  entiendo  han  sido  también  materia  de  comentarios  y 
que  acaso  la  comisión  investigadora  no  ha  tenido  tiempo  de 
estudiar.  Me  refiero  a  la  compra  de  los  bonos  del  ferrocarril 
y  telégrafo  de  Bolívar,  realizada  en  1887,  y  al  remate  de  va¬ 
les  de  extranjeros  que  se  llevó  a  efecto  en  diciembre  de  1888. 

Como  lo  saben  muy  bien  todos  los  honorables  represen¬ 
tantes,  el  gobierno  compró  el  ferrocarril  de  Bolívar,  en  1875, 
a  la  compañía  alemana  que  lo  construyó,  con  garantía  de  un 
interés  del  6  por  100  por  parte  de  la  nación;  y  lo  compró, 
tanto  porque  lo  creyó  un  buen  negocio,  como  para  poner  tér¬ 
mino  a  ciertas  desagradables  diferencias  con  la  compañía  so¬ 
bre  el  reconocimiento  de  los  intereses  garantizados.  En  pago 
del  ferrocarril  se  emitieron  los  bonos  llamados  del  ferrocarril 
y  telégrafo  de  Bolívar,  pagaderos  en  el  5  por  100  de  los  dere¬ 
chos  de  importación,  con  el  canon  del  6  por  100  anual. 

El  ferrocarril  de  Bolívar  fue  después  vendido  al  señor 
Francisco  J.  Cisneros,  sin  que  los  bonos  emitidos  a  favor  de 
los  primitivos  dueños  se  hubieran  cubierto;  más  aún:  estando 
suspendida  la  amortización  de  ellos  en  las  aduanas,  por  causa 
de  la  guerra. 
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La  Ley  87  de  1886,  sobre  crédito  público,  señaló  para  la 
amortización  de  los  bonos  del  ferrocarril  y  telégrafo  de  Bolí¬ 
var  (siempre  que  sus  tenedores  aceptaran  esta  manera  de  pago) 
cinco  y  media  unidades,  de  las  cincuenta  asignadas  a  la  deu¬ 
da  antigua,  o  sean  $  110,000  al  año. 

Los  tenedores  de  estos  bonos  declararon  que  no  se  confor¬ 
maban  con  la  amortización  por  remates,  conforme  a  la  citada 
ley,  por  cuanto  el  pago  se  verificaba  en  billetes  nacionales,  y 
ellos  creían  tener  derecho  a  que  él  se  hiciera  en  moneda  de 
plata  de  0,835,  que  era  la  corriente  cuando  se  celebró  el  con¬ 
trato  con  el  señor  Salomón  Koppel,  en  30  de  enero  de  1883. 

Posteriormente,  el  consejo  nacional  legislativo,  en  vista  de 
la  reclamación  ante  él  intentada  por  los  tenedores  de  los 
mencionados  bonos,  dispuso  (Ley  124  de  1887)  que  si  la  com¬ 
pañía  del  ferrocarril  y  telégrafo  de  Bolívar  no  aceptaba  la 
amortización  de  sus  bonos  en  los  términos  de  la  Ley  87  de 
1886,  ellos  se  cubrirían  conforme  al  contrato  ya  citado,  es  decir, 
en  el  5  por  100  de  los  derechos  de  importación. 

La  misma  Ley,  en  previsión  de  que  la  compañía  del  ferro¬ 
carril  y  telégrafos  de  Bolívar  no  quisiese  aceptar  esta  manera 
de  pago,  autorizó  al  gobierno  para  celebrar  un  convenio,  que 
no  necesitaba  de  ulterior  aprobación  del  cuerpo  legislativo,  so¬ 
bre  la  manera  de  extinguir  la  deuda  de  que  se  trata,  por 
principal  e  intereses. 

La  compañía  no  se  allanó  tampoco  a  recibir  el  5  por  100 
de  los  derechos  de  importación,  por  la  misma  razón  alegada 
contra  los  remates,  es  decir,  por  la  diferencia  entre  el  papel 
y  la  moneda  de  plata;  y  las  bases  de  arreglo  que  presentó 
fueron  tan  onerosas,  que  el  gobierno  creyó  de  su  deber  no 
entrar  siquiera  a  discutirlas. 

En  vista  de  este  rechazo,  la  compañía  trató  de  entablar 
una  reclamación  diplomática,  protegida  calurosamente  por  la 
legación  alemana  residente  en  esta  capital,  tanto  más  intere¬ 
sada  en  el  asunto  cuanto  el  presidente  de  aquella  compañía, 
que  se  creía  burlada  en  sus  derechos,  era  cuñado  o  pariente 
muy  allegado  del  príncipe  de  Bismarck,  omnipotente  entonces 
en  el  imperio  alemán.  Nuestro  ministro  de  relaciones  exterio- 
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res  se  veía  constantemente  acosado  por  esta  reclamación,  y  el 
gobierno  no  hallaba  camino  de  satisfacerla. 

Se  me  ocurrió  entonces  averiguar  si  el  agente  de  la  com¬ 
pañía  en  Bogotá  estaba  dispuesto  a  vender  los  bonos,  y  co¬ 
misioné  para  la  práctica  de  esta  diligencia,  como  cosa  propia, 
al  gerente  del  Banco  de  Bogotá,  quien  me  ofreció  prestar  al 
gobierno  la  suma  necesaria  para  la  operación.  Informóme  el 
gerente  que  sí  vendían  los  bonos,  pero  que  la  compañía  se 
reservaba  el  derecho  de  seguir  reclamando  del  gobierno  la 
suma  correspondiente  por  la  diferencia  de  moneda  y  por  los 
perjuicios  de  la  mora. 

Acordándome  entonces  de  las  disposiciones  civiles  que  dis¬ 
ponen  que  en  la  cesión  de  créditos  al  portador  las  reclama¬ 
ciones  por  intereses,  hipotecas,  garantías  y  daños  y  perjuicios 
van  anexas  al  vale,  ordené  la  compra  dejando  a  los  vendedo¬ 
res  extender  todas  las  protestas  que  quisieran.  Cuando  ya 
estuvieron  los  bonos  en  las  cajas  del  Banco  Nacional,  comu¬ 
niqué  oficialmente  al  señor  Lüeder,  ministro  alemán,  que  el 
gobierno,  en  virtud  de  la  amplia  autorización  conferida  por 
el  artículo  10  de  la  Ley  124  de  1887,  estaba  dispuesto  a  ce¬ 
lebrar  un  convenio  en  los  términos  indicados  por  el  mismo 
señor  ministro,  y  que  en  tal  virtud  se  sirviera  hacer  presen¬ 
tar  los  bonos  del  ferrocarril  de  Bolívar  para  ordenar  su  pago, 
abonando  la  diferencia  de  moneda  y  los  perjuicios  reclama¬ 
dos.  Ya  podéis  imaginar  cuál  sería  la  sorpresa  del  señor  mi¬ 
nistro,  que  ignoraba  aún  que  los  bonos  estuvieran  ya  en  po¬ 
der  del  gobierno,  y  los  inútiles  esfuerzos  que  hizo  para 
rescatarlos. 

Resultado  de  aquel  negocio  fue  que  el  gobierno  pagó  los 
mencionados  documentos  en  papel  moneda,  ahorrando  seis¬ 
cientos  mil  pesos,  por  lo  menos,  a  que  ascendía  el  valor  de 
la  reclamación,  cortando  una  enojosa  gestión  diplomática  y 
cumpliendo  un  compromiso  sagrado  y  de  honra  nacional;  y 
todo  ello  sin  violentar  ningún  derecho  y  en  virtud  de  la  ex¬ 
presa  autorización  legal  que  dejo  citada.  Recuerdo  que  cuan¬ 
do  de  esta  operación  di  cuenta  al  entonces  presidente  señor 
doctor  Núñez,  me  dio  las  gracias  de  la  manera  más  efusiva, 
diciéndome  que  le  había  descargado  de  un  peso  enorme. 
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El  Banco  Nacional  pagó  la  suma  anticipada,  parte  con  el 
mismo  fondo  de  los  remates  mensuales  que  había  quedado  en 
depósito,  por  no  haberse  presentado  a  ellos  los  tenedores  de 
los  bonos,  y  el  resto,  con  el  5  por  100  de  los  derechos  de 
importación  adjudicados  por  el  artículo  9.°  de  la  Ley  124  de 
1887. 

Para  que  se  vea  la  insistencia  del  señor  ministro  alemán 
en  aquella  gestión,  voy  a  permitirme  leer  copia  de  la  última 
carta  privada  que  le  dirigí,  algunos  días  después  de  consuma¬ 
da  la  operación: 

Bogotá,  29  de  agosto  de  1887. 
Honorable  señor  Carlos  Lüeder,  etc.,  etc.,  etc.  —  Presente. 

Muy  distinguido  señor  y  amigo: 

Doy  a  usted  las  más  expresivas  gracias  por  la  esquela  que 
me  hizo  el  honor  de  dirigirme  ayer,  con  el  objeto  de  dar  for¬ 
ma  precisa  a  la  conferencia  particular  con  que  usted  se  sirvió 
favorecerme  en  este  ministerio  el  día  de  antier. 

Si  no  le  he  comprendido  mal,  usted  reconoce  estar  com¬ 
pletamente  extinguida  la  obligación  principal,  una  vez  que 
los  bonos  de  la  compañía  del  ferrocarril  y  telégrafo  de  Bolí¬ 
var  aparecen  hoy  pagados,  por  principal  e  intereses,  y  en  po¬ 
der  del  gobierno,  que  era  el  deudor.  Sobre  este  primer  pun¬ 
to  no  hay,  ni  puede  haber  discusión. 

Usted  cree,  sin  embargo,  que  aún  le  queda  a  la  compañía 
una  acción  por  los  perjuicios  que  ella  sufrió  por  el  alza  del 
tipo  del  cambio,  con  la  suspensión  de  pago  de  los  bonos,— no 
durante  la  guerra,  que  usted  reconoce  caso  fortuito— sino  en 
el  tiempo  transcurrido,  desde  que  la  guerra  terminó  de  hecho, 
hasta  que  la  república,  con  la  expedición  de  la  ley  sobre  cré¬ 
dito  público  (19  de  diciembre  de  1886)  ofreció  continuar  el 
pago  'de  los  referidos  bonos. 

En  primer  lugar,  me  permito  creer  que  usted  no  hará  al 
gobierno  responsable  de  dolo  por  no  haber  reasumido  el  pago 
de  la  deuda  de  que  se  trata  al  oírse  el  último  disparo  de 
aquella  guerra,  pues  usted  muy  bien  comprende  que  las  difi¬ 
cultades  fiscales  para  el  gobierno  no  cesaron  por  haber  termi- 
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nado  las  batallas,  y  que  antes  fueron  acaso  mayores  en  los 
días  que  inmediatamente  siguieron  a  la  lucha  armada.  Siendo 
esto  evidente,  el  espíritu  de  rectitud  que  anima  a  usted  le 
hará  reconocer  también  que  en  el  caso  de  que  tratamos  ten¬ 
dría,  por  lo  menos,  aplicación  la  doctrina  consignada  en  el  ar¬ 
tículo  1616  de  nuestro  Código  Civil,  que  dice  así:  «Si  no  se 
puede  imputar  dolo  al  deudor,  sólo  es  responsable  de  los  per¬ 
juicios  que  se  previeron  o  pudieron  preverse  al  tiempo  del 
contrato.»  Y  los  perjuicios  de  que  usted  hace  mérito,  ni  se 
previeron  ni  pudieron  preverse  en  los  contratos  aprobados 
por  las  Leyes  82  de  1882  y  40  de  1884,  que  dieron  origen  a 
los  bonos  del  ferrocarril  y  telégrafo  de  Bolívar. 

Pero  aun  en  el  supuesto  de  que  el  gobierno  hubiera  de 
responder  de  perjuicios  por  la  mora,  no  creo  que  la  compa¬ 
ñía  tuviera  otro  derecho  que  el  reconocido  en  el  artículo  1617 
del  Código  Civil,  que  me  permito  copiar  aquí: 

«Si  la  obligación  es  de  pagar  una  cantidad  de  dinero,  la 
indemnización  de  perjuicios  por  la  mora  está  sujeta  a  las  re¬ 
glas  siguientes: 

«1.a  Se  siguen  debiendo  los  intereses  convencionales,  si  se 
ha  pactado  un  interés  superior  al  legal,  o  empiezan  a  deber¬ 
se  los  intereses  legales,  en  el  caso  contrario . » 

La  obligación  del  gobierno  era  de  pagar  una  cantidad  de 
dinero:  estaban  fijados  intereses;  y  tanto  esos  intereses  como 
el  capital  aparecen  hoy  íntegramente  cubiertos. 

En  virtud  de  estas  breves  consideraciones,  creo  que  la  com¬ 
pañía  carece  de  acción  legal  contra  el  gobierno,  y  me  halaga 
la  esperanza  de  que  usted  lo  reconocerá  así  también. 

Con  todo  respeto  y  consideración  me  suscribo  de  usted 
muy  atento  servidor  y  amigo,  Q.  S.  M.  B., 

Carlos  Martínez  Silva 


El  remate  de  los  vales  extranjeros  se  verificó  en  virtud 
del  artículo  5.°  de  la  Ley  95  de  1888,  que  dice  así: 

«Autorízase  al  gobierno  para  que,  si  los  recursos  del  te¬ 
soro  lo  permiten,  determine  remates  especiales  para  la  amor- 
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tización  de  los  vales  por  indemnización  a  extranjeros,  sin  que 
por  ello  se  introduzca  innovación  alguna  en  la  manera  de 
pago  señalada  en  la  ley  para  esta  clase  de  documentos.» 

Estos  vales  devengaban  un  interés  del  6  por  100  anual  y 
se  amortizaban  en  el  6  por  100  de  los  derechos  de  importa¬ 
ción;  de  manera  que  el  gobierno  los  pagaba  a  la  par.  Era, 
pues,  muy  conveniente  libertar  por  completo  la  renta  de  adua¬ 
nas  y  ver  de  reducir  la  suma  que  el  tesoro  destinaba  a  la 
amortización  de  esta  clase  de  documentos  privilegiados. 

En  vista  de  estas  razones  y  de  la  autorización  legal  que 
dejo  citada,  se  anunció,  en  diciembre  de  1888,  y  con  la  debida 
anticipación,  un  remate  libre  de  vales  de  extranjeros,  quedan¬ 
do  el  gobierno  en  la  facultad  de  aceptar  o  nó  las  propuestas 
que  se  presentaran.  Todos  los  negociantes  de  papeles  anun¬ 
ciaron  entonces  que  el  remate  propuesto  no  daría  resultado 
alguno,  porque  no  era  de  suponerse  que  los  tenedores  de  va¬ 
les  los  ofrecieran  a  precios  aceptables  para  el  gobierno.  Con¬ 
tra  lo  previsto,  se  hicieron  dos  propuestas  por  el  Banco  de 
Bogotá,  que  fueron  las  más  bajas:  la  una,  por  $  324.536,15,  al 
75  por  100;  y  la  otra,  por  $  265.261,05,  al  80  por  100.  Ambas 
fueron  aceptadas.  Con  $  455.610  se  amortizaron  pues, 
$  589.797,20,  quedando  para  el  fisco  una  utilidad  neta  de 
$  134.185,  prescindiendo  de  intereses  futuros,  y  casi  libre  desde 
entonces  la  renta  de  aduanas,  pues  la  existencia  de  tales  docu¬ 
mentos  se  redujo  a  $  138.140,  que  no  tardaron  en  amortizarse. 

Dando  cuenta  de  aquella  operación,  se  expresó  así  el  perió¬ 
dico  semiofieial  La  Nación  en  el  número  336,  correspondien¬ 
te  al  8  de  enero  de  1889;  y  me  voy  a  permitir  hacer  leer  este 
artículo  porque,  aunque  contiene  inmerecidos  elogios  para  mí, 
es  muy  posible  que  su  autor  figure  hoy  entre  los  que  me  ul¬ 
trajan  y  calumnian.  En  todo  caso  siempre  se  saca  una  lec¬ 
ción  moral  de  la  comparación  del  lenguaje  que  se  gasta  para 
los  que  están  en  el  poder,  con  el  que  se  usa  con  los  caídos: 

-UNA  MAGNÍFICA  OPERACIÓN 

El  26  del  pasado  tuvo  lugar  la  licitación  convocada  por  su 
señoría  el  ministro  del  tesoro  para  amortizar  una  cantidad  de 
vales  de  extranjeros. 
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Contra  todo  lo  que  se  había  pronosticado,  y  aun  por  algu¬ 
nos  miembros  del  último  congreso,  que  consideraban  inútil  la 
correspondiente  partida  del  presupuesto,  las  propuestas  han 
sorprendido  por  lo  bajo  de  los  tipos  fijados,  pues  estando  es¬ 
tos  documentos  en  el  mercado  al  95  por  100,  el  Banco  de  Bo¬ 
gotá  ofreció  $  600.000,  parte  al  75  por  100  y  parte  al  80  por 
100.  Esta  operación  producirá  al  tesoro  un  beneficio  de 
$  200.000,  computando  los  intereses  hasta  la  total  amortización 
de  dicha  suma  con  el  6  por  100  del  producto  de  las  aduanas. 

No  podemos  explicarnos  la  operación  que  haya  hecho  el 
mencionado  Banco,  pero  sí  felicitamos  a  su  señoría  el  minis¬ 
tro  del  tesoro  por  el  resultado  de  esta  combinación,  que  pro¬ 
bablemente  ha  venido  preparando  de  algún  tiempo  atrás.  Si 
el  señor  don  Carlos  Martínez  Silva  continúa  dedicando  a  la 
organización  del  tesoro  su  claro  talento,  creemos  que  podrá 
presentar  una  lucida  memoria.  Con  paz  y  buen  manejo,  la 
deuda  interior  puede  amortizarse  casi  totalmente  en  dos  años, 
devolviendo  a  la  industria  los  capitales  que  representa,  y  que¬ 
dará  preparado  el  terreno  para  arreglar  de  una  manera  equi¬ 
tativa  la  deuda  exterior.  Entonces  tendremos  de  sobra  capita¬ 
les  extranjeros  para  el  fomento  de  la  industria  en  Colombia, 
que  sea  dicho  de  paso,  está  algo  atrás  de  las  otras  repúblicas 
surameri  canas. 

Conocíamos  al  señor  doctor  Carlos  Martínez  Silva  como 
hombre  de  letras;  ahora  se  nos  ha  presentado  como  hábil 
financista  y  hombre  de  sabias  combinaciones  económicas.» 

Tales  son,  honorables  representantes,  las  operaciones  veri¬ 
ficadas  por  mí,  como  ministro  del  tesoro,  que  han  dado  ori¬ 
gen  a  las  agrias  y  enconadas  censuras  que  todos  conocéis,  y 
que  darían  a  entender  que  en  esta  tierra  hemos  vivido  siem¬ 
pre  bajo  un  régimen  de  legalidad  absoluta,  y  en  especial  des¬ 
de  que  se  inició  la  presente  administración. 

Ninguna  de  aquellas  operaciones  tuvo  en  mira  granjeria 
personal  de  especie  alguna;  todas  se  ejecutaron  limpiamente; 
todas  buscaron  el  provecho  del  tesoro;  y  todas  lo  realizaron 
de  un  modo  directo  e  indirecto,  según  lo  he  demostrado. 

En  todo  caso,  mi  pecado  consistió  en  exceso  de  celo  en 
favor  de  los  intereses  públicos;  y  esta  falta  es  muy  grave,  por- 
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que  en  puestos  como  el  que  yo  desempeñé,  en  época  de  reor¬ 
ganización,  lo  prudente  y  seguro  es  no  apartarse  de  la  rutina, 
no  iniciar  ni  promover  nada,  no  afrontar  responsabilidades. 
Los  que  así  proceden,  no  corren  riesgo  de  caer  en  errores  ni 
de  ser  censurados.  Devengan  tranquilamente  sus  sueldos,  y  se 
retiran,  cuando  llega  la  hora,  con  reputación  de  hábiles  y  de 
prudentes. 

Y  es  llegado  aquí  el  momento  de  acusarme  públicamente  ante 
esta  cámara  del  más  feo  y  vergonzoso  pecado:  el  de  haber 
sentido  a  veces  algo  como  pesar  o  remordimiento  de  no  haber 
tomado  en  tiempo,  como  las  próvidas  hormigas,  mis  precaucio¬ 
nes,  durante  la  época  de  abundancia  para  el  tiempo  del  invierno. 
Otros,  quizá,  no  habrían  resistido  a  las  tentaciones,  habrían 
sabido  ser  cautos  y  silenciosos  para  no  despertar  iras  y  tempes¬ 
tades;  y  hoy  llevarían  muy  holgada  vida,  respetados  y  consi¬ 
derados. 

Dejo  a  la  consideración  de  los  que  me  oyen  apreciar  el 
efecto  moral  que  produzca  en  los  jóvenes  que  se  levantan,  la 
contemplación  de  estos  ejemplos,  viendo  a  un  hombre  honra¬ 
do  que  ha  sido  leal  servidor  de  su  causa  y  de  la  patria,  de¬ 
primido  y  escarnecido,  a  la  vez  que  otros  andan  por  ahí  os¬ 
tentando  sus  riquezas  y  quizá  también  su  desvergüenza. 

No  emprenderé  la  ingrata  tarea  de  hacer  recuento  ante  la 
cámara  de  los  agravios  que  me  han  sido  inferidos  por  cierta 
prensa  oficiosa,  so  pretexto  de  las  operaciones  verificadas  por 
el  Banco  Nacional,  mientras  fui  ministro  del  tesoro;  pero  no 
prescindiré  de  citar  el  siguiente  párrafo  del  artículo  publica¬ 
do  en  el  número  2248  de  El  Telegrama,  cuyo  autor  se  descu¬ 
bre  a  tiro  de  ballesta: 

-Creemos  que  el  actual  ministro  de  hacienda  es  modesto  y 
paciente;  pero  también  estamos  convencidos  de  que  se  le  ofen¬ 
dería  profundamente  si  se  le  comparara  con  su  feroz  e  impla¬ 
cable  censor,  quien,  como  ministro  del  tesoro,  dio  muestras 
de  la  más  completa  incapacidad,  no  exhibiendo  otro  recurso 
que  las  culpables  emisiones  clandestinas,  y  cuya  administración 
fue,  por  consiguiente,  una  eterna  vergüenza  para  nuestra  cau¬ 
sa  y  una  mancha  en  nuestra  historia.» 
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Veamos  ahora  cómo  sabe  manejar,  la  misma  pluma,  el  len¬ 
guaje  de  la  adulación: 

-El  hombre  que  rige  hoy  los  destinos  del  país,  que  no  es 
menos  puro,  ni  menos  sabio,  ni  menos  moderado  que  el  gran 
Washington  ....  «■ 

Francamente,  no  sé  donde  haya  aquí  más  vileza,  si  en  el 
ataque  o  en  el  elogio. 

Si  Russi  o  un  jefe  cualquiera  de  cuadrilla  de  salteadores 
hubiera  estado  en  Colombia  al  frente  del  ministerio  del  tesoro, 
no  habría  merecido  los  calificativos  con  que  me  favoreció  el 
cristiano  escritor  de  El  Telegrama.  Y  quien  aquellos  concep¬ 
tos  estampó,  no  cayó  en  la  cuenta  de  que  no  era  tanto  a  mí 
a  quien  hería  sino  a  los  presidentes  de  la  república  que  me 
honraron  con  su  confianza,  y  aprobaron  mi  conducta,  a  la 
nación  entera  y  al  partido  que  me  ha  visto  figurar  en  sus  pri¬ 
meras  filas. 

Creencia  general  ha  sido  la  de  que  los  más  de  aquellos  ar¬ 
tículos  publicados  en  El  Telegrama  salieron  de  la  pluma  del 
señor  vicepresidente  de  la  república:  y  de  ahí  el  empeño  en 
enaltecer  la  energía  y  entereza  con  que  aquel  magistrado  pro¬ 
cedió  a  descubrir  las  emisiones  ilegales  del  Banco  Nacional. 

Yo  no  creo  que  el  señor  vicepresidente  hubiera  descendido 
del  solio  para  provocar  apasionados  debates  periodísticos;  pero 
sí  tengo  pruebas  de  evidencia  intrínseca  y  extrínseca  de  que 
los  artículos  a  que  me  refiero  fueron  aplaudidos  por  él  y  es¬ 
critos  por  alguien  que  le  estaba  muy  cercano,  y  que  cuidado¬ 
samente  recogía,  a  manera  de  fonógrafo,  conversaciones  y  con¬ 
ceptos  para  estamparlos  luégo  en  el  periódico  oficioso. 

¿Tuvo  ello  en  mira,  realmente,  descorrer  el  velo  que  cu¬ 
bría  los  manejos  v  operaciones  del  Banco  Nacional  y  promover 
una  reforma  del  establecimiento? 

Si  esto  fue  así,  ¿por  qué  se  opuso  el  gobierno  en  1892  a 
que  se  expidiera  la  ley  que  permitía  la  inspección  del  Banco 
por  el  congreso? 

¿Por  qué  aquel  celo  por  la  verdad  no  se  mostró  sino  cuan¬ 
do  El  Correo  Nacional  publicó  cierto  artículo  que  vino  a  herir, 
sin  pensarlo,  algunas  susceptibilidades  oficiales? 
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¿Por  qué  se  había  guardado  hasta  entonces  estudiado  si¬ 
lencio,  impidiendo  la  publicación  de  los  balances  del  Banco 
nacional? 

¿Por  qué,  sabiéndose  como  se  sabía  en  el  gobierno,  que  en 
el  Banco  se  habían  ejecutado  muchas  irregularidades,  se  qui¬ 
so  echar  exclusivamente  sobre  mí,  como  carnero  emisario,  todo 
el  peso  de  los  pecados  de  la  tribu? 

¿Por  qué,  tan  pronto  como  en  el  curso  del  debate  suscitado 
vino  a  descubrirse  que  había  otras  responsabilidades,  los  es¬ 
critores  de  El  Telegrama  suspendieron  sus  fuegos  y  callaron 
como  muertos? 

¿Por  qué  los  vindicadores  de  la  moral  y  de  la  honra  nacio¬ 
nal  no  tuvieron  una  sola  palabra  de  censura  ni  una  velada 
alusión  a  algún  otro  ministro  o  gerente  del  Banco  nacional? 

¿Por  qué,  aun  después  de  las  solemnes  promesas  hechas  al 
público,  los  documentos  oficiales  que  se  comunicaron  al  con¬ 
greso,  en  relación  con  el  Banco,  fueron  preparados  de  manera 
que  no  apareciera  todavía  otra  responsabilidad  que  la  mía,  de¬ 
jando  en  la  sombra  muchos  hechos  importantes  que  fueron 
descubriéndose  después  en  el  curso  de  las  discusiones? 

¿Por  qué  fue  tan  mal  recibida  en  el  gobierno  la  proposi¬ 
ción  que  hice  yo  en  esta  cámara,  el  mismo  día  de  su  instala¬ 
ción  para  pedir  que  se  abriera  investigación  sobre  los  asuntos 
del  Banco? 

¿Por  qué,  finalmente,  el  empeño  en  impedirme  hablar  ante 
esta  corporación? 

¿Señales  no  son  todas  éstas  de  que  no  se  deseaba  buscar  la 
verdad  y  la  justicia,  con  espíritu  sereno  e  imparcial,  sino  pro¬ 
ducir  un  efecto  y  sacrificar  una  víctima  en  aras  de  la  pasión? 
¡Cómo  se  conoce  que  no  estamos  en  tiempos  de  la  política 
grande,  que  engrandece,  según  la  gráfica  expresión  del  doctor 
Núñez! 

Si  en  realidad  se  hubiera  perseguido  una  obra  de  rectitud 
y  de  justiciadlo  correcto,  lo  natural  no  habría  sido  que  el  go¬ 
bierno  hubiera  abierto,  con  la  debida  prudencia  y  reserva,  una 
investigación  en  el  Banco,  para  presentar  al  congreso  un  traba- 
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jo  completo,  como  el  que  se  ha  encomendado  a  la  comisión 
nombrada  por  la  cámara?  ¿No  se  habría  evitado  con  ello  el 
inmenso  escándalo  que  ha  alimentado  nuestra  prensa  durante 
muchos  meses  y  que  tan  triste  resonancia  ha  tenido  fuera  del 
país?  No  se  habría  evitado  así  el  lanzar  muchos  nombres  a 
ser  pasto  de  la  maledicencia?  Y  sobre  todo,  ¿no  se  comprendió 
que  la  administración  actual  tenía  deberes  de  especial  acata¬ 
miento  para  con  la  que  la  precedió,  a  la  cual  estaba  ligada 
por  vínculos  hasta  de  paternidad  natural? 

En  mensaje  presidencial  dirigido  al  congreso  de  1892,  de¬ 
cía  el  señor  vicepresidente  de  la  república,  tratando  de  la  so¬ 
lidaridad  de  los  gobiernos  en  materia  de  administración,  estas 
significativas  palabras: 

"Tal  modo  de  proceder  quebrantaría  la  fe  pública  y  sería 
contrario  a  la  máxima  política  que  el  general  Santander,  lla¬ 
mado  el  “hombre  de  las  leyes,”  proclamó  en  ocasión  solemne, 
como  digna  de  esculpirse  en  la  puerta  del  palacio  presidencial, 
a  saber:  “que  los  gobiernos,  aun  por  su  propio  interés,  están 
obligados  a  sostener  el  decoro  y  dignidad  de  los  que  les  han 
precedido  en  el  mando”;  si  no  EL  AJAMIENTO  DE  LOS  UNOS,  TEN¬ 
DRÁ  PARA  LOS  OTROS  AMARGAS  CONSECUENCIAS.» 

Y  no  traigo  a  colación  estas  palabras  porque  crea  que  la 
presente  administración  estuviera  en  el  deber  de  encubrir 
nada  indebido  a  la  que  presidió  el  señor  doctor  Holguín,  sino 
para  hacer  notar  que  si  se  hubiera  procedido,  en  el  asunto 
que  nos  ocupa,  con  la  debida  circunspección,  se  habría  evita¬ 
do  la  difusión  de  muchas  malignas  especies,  y  acaso  se  hubie¬ 
ran  ahorrado  el  país  y  el  partido  grandes  desgracias  de  otro 
orden . 

Réstame  llamar  la  atención  de  la  cámara  hacia  un  hecho 
que  reviste  suma  gravedad.  En  días  pasados,  en  virtud  de  pro¬ 
posición  aprobada  unánimemente  por  esta  corporación,  se  or¬ 
denó  pasar  al  fiscal  del  tribunal  de  Cundinamarca  ciertos 
documentos,  de  los  cuales  aparece  que  el  jefe  de  la  oficina 
de  estadística  ha  venido  de  tiempo  atrás  devengando  el  suel¬ 
do  correspondiente,  sin  presentarse  nunca  en  la  oficina. 

Ese  empleado,  honorables  representantes,  es  el  director  de 
El  Telegrama,  el  periódico  escogido  para  insultarme  a  mí  y 
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a  otras  personas  no  gratas  al  gobierno;  y  la  irregularidad  de¬ 
nunciada  ha  venido  cumpliéndose,  con  conocimiento  y  consen¬ 
timiento  del  mismo  gobierno,  durante  más  de  dos  años. 

De  manera  que  aquel  sueldo  mensual  de  doscientos  cin¬ 
cuenta  pesos,  no  ha  sido  otra  cosa  que  la  subvención  pagada 
al  complaciente  periódico  que,  a  trueque  de  tal  favor,  se  pres¬ 
taba  a  recibir  en  sus  columnas  todo  género  de  desahogos  per¬ 
sonales,  de  los  que  tenían  en  sus  manos  retirarle  la  gracia  y 
llamarle  al  cumplimiento  del  deber. 

Clandestinismo,  panamismo,  ¿qué  nombre  daremos  a  esto 
de  disponer  de  los  fondos  públicos,  en  forma  de  destinos  que 
no  se  desempeñan,  para  pagar  los  servicios  de  un  periódico 
oficioso?  ¿Autorizará  a  tánto  el  celo  por  la  moral  y  por  el 
cumplimiento  de  las  leyes?  Dejo  la  consideración  de  este  pun¬ 
to  a  los  que  me  oyen. 

Después  de  todo  lo  que  dejo  dicho,  se  comprenderá,  hono¬ 
rables  representantes,  que  yo  entrego  mi  vida  pública  y  pri¬ 
vada  al  apasionado  examen  de  los  que  tienen,  con  los  medios 
de  escudriñarla,  todas  las  facilidades  para  hacerme  daño. 

No  le  tengo,  sin  embargo,  miedo  a  nada  ni  a  nadie.  Den¬ 
tro  de  pocos  días  dejará  de  cubrirme  la  inmunidad  de  repre¬ 
sentante,  y  sé  lo  que  se  me  espera. 

Soy  un  hombre  pobre,  que  no  cuenta  con  otro  modo  de 
vivir  que  el  sueldo  que  se  le  paga  por  la  redacción  de  El  Co¬ 
rreo  Nacional ,  y  por  demás  está  decir  que  considero  de  hoy 
en  adelante  muy  seriamente  amenazada  la  existencia  de  este 
periódico.  No  me  importa:  acostumbrado  estoy  a  todo  género 
de  trabajos  y  de  privaciones.  Se  me  cerrarán  quizá  todos  los 
caminos;  se  me  obligará  a  ir  hasta  la  mendicidad.  Una  cosa  sí 
no  se  logrará:  ni  humillarme  ni  infamarme. 


Olvidaba  manifestar  que  nada  más  tengo  que  decir  respec¬ 
to  de  los  hechos  a  que  hacía  referencia  la  proposición  del 


honorable  representante  Rufino  Gutiérrez,  a  quien  doy  las 
gracias  por  la  oportunidad  que  para  hablar  me  ha  proporcio¬ 
nado. 


Está  de  acuerdo  con  los  apuntes  tomados  por  el  infrascri¬ 
to  relator  de  la  cámara. 


Rodolfo  Zárate. 


COMENTARIOS 


SOBRE  LAS  LLAMADAS  EMISIONES  CLANDESTINAS- 

POR 


Luis  Martínez  Delgado 


DOCUMENTOS 

INFORME  PRESENTADO  A  LA 
HONORABLE  CAMARA  DE  REPRESENTANTES 
POR  LA  COMISION  INVESTIGADORA 
DE  LAS  EMISIONES  ILEGALES 
DEL  BANCO  NACIONAL 


DISCURSO 

PRONUNCIADO  POR  EL  SEÑOR  DON 
LUIS  MARTINEZ  SILVA 

EN  LA  SESION  DEL  16  DE  NOVIEMBRE  DE  LS94, 
EN  LA  CAMARA  DE  REPRESENTANTES, 

AL  ACABARSE  DE  LEER  EL  I INFORME 
DE  LA  COMISION  INVESTIGADORA 
DE  LAS  EMISIONES  ILEGALES  DE  BILLETES 
DEL  BANCO  NACIONAL 


O.  de  C.  M.  S. —  lomo  IX — 4 


COMENTARIOS  (1) 

En  los  últimos  tiempos  de  la  dominación  liberal,  que  siguió 
al  año  de  1860,  proclamó  el  doctor  Murillo  Toro,  con  el  bene¬ 
plácito  de  los  prohombres  radicales,  la  célebre  teoría  de  -la 
verdad  en  la  deuda,**  la  cual  consistía  en  que  el  Estado  no  es¬ 
taba  en  la  obligación  moral  de  pagar  sus  papeles  de  crédito 
lanzados  a  la  circulación  sino  por  el  valor  que  los  mismos 
tuvieran  en  el  comercio.  Es  decir,  que  la  palabra  oficial,  res¬ 
pecto  de  esos  documentos,  quedaba  sujeta  a  las  altas  y  bajas, 
o  sea,  a  la  lev  de  la  oferta  y  la  demanda,  y  los  valores  que 
rezaban  los  papeles  del  Estado  tenían  un  significado  relativo. 
La  nación,  pues,  se  encargaba  de  perjudicar  su  crédito  no 
cumpliendo  con  sus  compromisos. 

Los  conservadores  combatieron  con  ardor  la  teoría  de  -la 
verdad  en  la  deuda, >*  particularmente  el  doctor  Carlos  Holguín, 
por  ser  ella  a  todas  luces  inmoral  y  perjudicial  para  los  inte¬ 
reses  públicos;  mas  el  liberalismo  la  defendía  como  aforismo 
o  sabio  principio  económico.  Y  triunfó  y  se  impuso  en  la 
práctica  la  fórmula  del  doctor  Murillo  Toro,  que  tantos  desas¬ 
tres  trajo  Juégo  al  buen  crédito  de  la  república. 

Vino  con  el  andar  del  tiempo  la  Regeneración:  y  con  mo¬ 
tivo  de  la  guerra  de  1886  se  aumentó  el  volumen  de  la  deuda 
interna  con  la  circulación  de  múltiples  papeles  de  crédito.  Por 
otra  parte,  las  rentas  nacionales  mermaron  de  cuantía  y  se 
impuso  la  necesidad  de  la  amortización  paulatina. 

Mas  este  sistema,  de  imperiosa  aplicación  en  los  momentos 
en  que  fue  iniciado,  imponía,  para  evitar  indebidas  preferen- 


(1)  V.  - Capítulos  de  historia  política  de  Colombia»,  por  L.  Martínez  Delgado. 
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cías,  el  de  remates  periódicos,  coa  sumas  fijas  para  cada  clase 
de  papeles. 

Se  establecieron  los  remates,  no  justificables  intrínsecamen¬ 
te:  y  el  gobierno  comenzó  a  recoger  paulatinamente  la  deuda 
interna  que  pesaba  sobre  el  tesoro  público. 

Desgraciadamente  el  fondo  de  amortización  comenzó  a  dis¬ 
minuir  debido  a  los  apuros  de  la  tesorería  general,  y  los  pape¬ 
les  de  crédito  quedaron  desde  luégo  sometidos  a  una  situación 
crítica,  y  fueron  desvalorizándose  sucesivamente  en  el  comer¬ 
cio  entre  particulares. 

Hay  que  convenir  en  que  la  Regeneración  faltó  a  sus  com¬ 
promisos  por  segunda  vez  al  reducir  el  fondo  de  amortización 
fijado  para  los  remates  mensuales,  sin  que  pueda  alegarse  para 
disminuir  la  responsabilidad,  que  las  circunstancias  del  mo¬ 
mento  que  afectaron  las  rentas  nacionales,  fueron  las  causas 
remotas  de  la  disminución  de  los  fondos  rematables,  porque 
bien  hubieran  podido  restringirse  múltiples  gastos  de  la  ad¬ 
ministración,  de  no  imperiosa  necesidad,  a  trueque  de  mante¬ 
ner  en  alto  la  fe  pública  y  la  palabra  oficial  solemnemente 
comprometidas. 

Pero  no  se  tuvo  en  cuenta  el  crédito  del  Estado,  y  se  salió 
del  apuro  de  tesorería  disminuyendo  repetidas  veces  el  monto 
que  se  había  fijado  para  los  remates  mensuales. 

Como  consecuencia  lógica  de  tales  procederes,  vino  la  activa 
especulación  de  unos  pocos  negociantes  residentes  en  Bogotá, 
que  se  dieron  a  la  tarea  de  comprar,  en  mercado  aparentemen¬ 
te  libre,  los  papeles  del  gobierno  que  ellos  mismos  despresti¬ 
giaban  por  todos  los  medios  posibles,  movidos  por  el  inmo¬ 
derado  deseo  de  lucro,  a  fin  de  presentarlos  luégo  en  los 
remates  en  condiciones  ventajosas,  pues  quedaban  excluidos 
de  toda  competencia.  Lograban  asít  los  traficantes  afortunados 
hacer  pingües  utilidades,  desde  luégo  que  lo  que  compraban 
a  precios  irrisorios  lo  ponían  en  los  remates  oficiales  a  la  par, 
o  casi  a  la  par. 

Yiose  entonces  algo  altamente  incorrecto  e  ilegal:  en  los 
diarios  afanes  del  erario,  el  tesorero  buscaba  con  tales  nego¬ 
ciantes  sumas  de  4  y  500  mil  pesos  papel  moneda;  el  préstamo 
se  hacía  dotándolo  de  otro  tanto  en  documentos  de  crédito 
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depreciadísimos,  cotizados  a  la  par  con  el  billete  nacional,  para 
que  en  éste  fuera  devuelta,  en  el  curso  de  pocos  meses  el  total 
de  la  suma. 

El  agio  se  hizo  costumbre  y  adquirió  fuerza  de  ley  en  los 
espíritus  poco  escrupulosos;  y  puede  decirse,  quizás  sin  temor 
de  errar,  que  a  partir  de  esa  época,  la  tesorería  general  se 
convirtió  en  centro  de  codicias  desenfrenadas,  que  hasta  ahora 
comienzan  a  refrenarse,  gracias  a  la  sanción  pública,  que  se  ha 
impuesto  la  pesada  tarea  de  llevar  hasta  el  extremo  una  sana 
campaña  de  depuración. 

Con  el  fin  de  recoger  en  las  mejores  condiciones  posibles 
la  deuda  interna,  que  ascendía  a  varios  millones,  y  de  acabar 
con  el  agio  y  la  especulación,  que  tan  hondamente  afectaban 
la  nación,  fue  por  lo  que  pensó  el  doctor  Martínez  Silva,  como 
ministro  del  tesoro,  en  la  conveniencia  de  la  operación  llama¬ 
da  de  las  emisiones  clandestinas. 

Sostuvo  él  que  los  billetes  del  Banco  Nacional,  de  acuerdo 
con  hechos  evidentes,  eran  deuda  del  Estado ,  con  garantía  de 
la  nación,  que  prometía  cambiarlos  por  moneda  de  0,835  milé¬ 
simos,  y  que  tenían  ya  el  carácter  de  papeles  de  crédito  pú¬ 
blico. 

Téngase  presente  que  el  Banco  Nacional  aparecía  como  au¬ 
tónomo  pero  no  independiente  del  gobierno,  pues  de  lo  con¬ 
trario,  las  emisiones  indefinidas  lanzadas  a  la  circulación  no  se 
hubieran  podido  hacer  sin  respaldo,  y  entonces  los  billetes 
bancarios  hubieran  sido  moneda  verdadera. 

Partiendo  de  la  tesis  anterior,  la  junta  de  emisión,  com¬ 
puesta  del  ministro  del  tesoro,  del  tesorero  general  de  la  repú- 
bli  ca,  don  Juan  de  Brigard,  y  del  gerente  del  Banco  Nacional, 
doctor  Nicolás  Osorio,  resolvió  normalizar  la  situación  com¬ 
prando  con  emisiones  hechas  ad-hoe ,  no  autorizadas  aún  por 
la  ley,  mayor  cantidad  de  billetes  de  crédito  público,  de  ma¬ 
nera  privada,  valiéndose  del  Banco  oficial  y  de  intermediarios 
honorables.  La  junta  de  emisión  se  proponía  presentar  luégo 
al  congreso  una  operación  ventajosa,  realizada  con  el  fin  de 
obtener,  al  igual  de  lo  que  se  hace  en  otros  países  en  casos 
similares,  como  en  Inglaterra,  y  se  practica  entre  nosotros,  que 
la  combinación  hecha  fuera  debidamente  legalizada. 
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¿Qué  había  en  el  fondo  de  todo  esto?  Simplemente  el  cam¬ 
bio  de  una  deuda  por  otra,  o  sea  de  la  deuda  de  papeles  co¬ 
munes  de  tesorería  por  los  llamados  impropiamente  billetes 
de  Banco.  ¿Qué  había  de  inmoral  en  la  combinación  propuesta? 
Nada,  desde  luego  que  en  ella  no  mediaran  el  engaño,  el  de¬ 
seo  de  lucro  personal,  o  intereses  distintos  o  contrarios  a  los 
del  tesoro  público. 

Desgraciadamente,  apenas  iniciada  la  negociación  u  opera¬ 
ción  indicada,  el  doctor  Martínez  Silva  fue  retirado  del  minis¬ 
terio,  y  los  que  quedaron  enfrente  del  Banco  Nacional  la 
adelantaron  a  medias  o  en  parte,  y  no  dieron  cuenta  de  ella 
al  congreso.  De  aquí  el  que  para  juzgar  la  conducta  del  ex¬ 
ministro  del  tesoro  de  la  administración  Holguín,  se  proceda, 
para  no  errar  maliciosamente,  «como  si  el  negociado  se  hubie¬ 
ra  verificado  en  los  términos  en  que  él  lo  inició,  y  no  en  los 
que  después  se  cumplió  sin  su  intervención.  Si  no  se  tomaron 
todas  las  precauciones  del  caso,  si  los  contratos  no  fueron  cla¬ 
ros,  si  faltaron  formalidades,  culpa  no  fue  del  señor  Martínez.» 

Debe  sí  anotarse  que  el  doctor  Martínez  Silva,  en  guarda 
de  su  buen  nombre,  ba  debido  darle  luégo  noticia  a  la  repre¬ 
sentación  nacional  de  la  operación  patrocinada  por  él  en  un 
principio  y  llevada  a  cabo  por  terceros.  No  lo  hizo  por  la 
bondad  de  su  carácter:  y  sus  enemigos  políticos,  que  veían  la 
paja  en  el  ojo  ajeno  y  no  la  viga  en  el  propio,  hicieron  de 
esta  emisión  motivo  o  causa  para  levantar  una  campaña  de  di¬ 
famación  contra  el  doctor  Martínez  Silva. 

Terminada  la  investigación  iniciada  por  el  gobierno  y  lle¬ 
vada  a  cabo  por  el  congreso,  quedó  demostrada  la  honorabili¬ 
dad  absoluta  del  doctor  Martínez  Silva. 

Léanse  a  continuación  el  informe  de  la  comisión  investiga¬ 
dora  y  el  discurso  del  doctor  Luis  Martínez  Silva,  que  aclaran 
suficientemente  todo  lo  relacionado  con  las  famosas  «emisiones» 
y  complementan  el  discurso  del  doctor  Carlos  Martínez  Silva. 
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INTRODUCCION 
Honorables  representantes: 

Por  resolución  del  día  3  de  agosto  de  1894  ordenasteis  que 
se  designara  una  comisión  especial  compuesta  de  cinco  miem¬ 
bros  de  la  cámara  para  que  inquiriera  los  hechos  criminosos 
relativos  a  emisiones  ilegales  de  billetes  del  Banco  Nacional, 
y  tuvisteis  a  bien  nombrarnos  para  desempeñar  este  grave  y 
trascendental  encargo  a  los  que  suscribimos  este  informe. 

Más  tarde,  el  día  20  del  mismo  mes,  por  consecuencia  de 
varios  incidentes  parlamentarios,  y  a  propuesta  del  doctor  Mi¬ 
guel  Abadía  Méndez,  actual  ministro  del  tesoro,  ordenasteis 
que  la  misma  comisión  estudiara  también  si  había  empleados 
a  quienes  la  cámara  debiera  acusar  ante  el  senado,  por  razón 
de  la  manera  como  íueron  hechas  las  emisiones  representati¬ 
vas,  autorizadas  por  la  Ley  98  de  1892. 

La  comisión  se  ha  penetrado  de  la  gravedad  de  los  debe¬ 
res  que  le  habéis  impuesto,  en  atención  a  los  clamores  de  la 
opinión  pública,  animada  y  aun  exacerbada  por  las  publica¬ 
ciones  de  la  prensa,  y  a  la  necesidad  de  imponer  la  sanción 
de  la  ley  a  quienes  faltan  a  sus  deberes  oficiales,  necesidad 
más  imperiosa  y  de  resultados  más  eficaces  mientras  más  alta¬ 
mente  colocados  se  hallen  los  delincuentes  y  mientras  más 
escandalosos  hayan  sido  los  actos  criminosos  ejecutados. 

El  principal  y  quizá  el  único  preservativo  de  la  sociedad 
contra  la  corrupción  de  las  costumbres  y  contra  la  degenera¬ 
ción  de  los  caracteres  es  la  existencia  y  la  eficacia  de  la  res¬ 
ponsabilidad  legal,  ya  que  no  están  en  manos  de  los  lecisla- 


dores  las  sanciones  religiosas  y  morales  que,  con  la  primera, 
concurren  a  mantener  a  los  magistrados  y  a  los  ciudadanos 
dentro  del  cauce  de  sus  deberes.  Sin  estos  frenos  es  absoluta¬ 
mente  imposible  no  sólo  el  orden  sino  también  la  existencia 
misma  de  las  sociedades. 

Así  es  que  una  de  las  más  penosas  impresiones  de  la  co¬ 
misión,  y  el  convencimiento  de  la  verdadera  y  principal  causa 
a  que  ella  atribuye  los  desórdenes,  faltas  y  delitos  cometidos 
en  el  Banco  Nacional  de  la  república,  han  consistido  en  ha¬ 
berlo  hallado  desprovisto  de  una  fiscalización  independiente 
del  gobierno  y  de  él  mismo,  como  también  de  la  deficiencia 
en  los  reglamentos  y  en  las  leyes,  para  establecer  una  estric¬ 
ta,  minuciosa  y  perseverante  inspección  en  sus  operaciones  y 
en  el  manejo  de  sus  empleados. 

Sabéis  que  desde  hace  mucho  tiempo  la  corte  de  cuentas 
como  la  cámara  de  representantes,  unas  veces  con  su  mayo¬ 
ría,  como  en  1888,  y  otras  con  su  minoría,  como  en  los  dos 
congresos  subsiguientes  de  1890  y  1892,  han  intentado  inspec¬ 
cionar  las  operaciones  del  Banco  que  ha  manejado  los  cauda¬ 
les  públicos;  y  que  el  gobierno,  por  medio  del  ministerio,  se 
ha  opuesto  a  la  inspección,  con  el  pretexto  de  que  el  Banco 
era  un  establecimiento  autónomo.  Autonomía  e  irresponsabi¬ 
lidad  no  son  términos  sinónimos;  antes  bien  son  perfectamen¬ 
te  conciliables  la  responsabilidad  y  la  autonomía.  El  hombre 
mismo  es  autónomo,  por  cuanto  puede  obrar  libremente,  se¬ 
gún  su  propia  voluntad;  pero  esto  no  quiere  decir  que  sea 
irresponsable,  puesto  que  sus  actos  están  sometidos  a  todo  gé¬ 
nero  de  sanciones.  La  comisión  está  hoy,  después  de  laborio¬ 
so  e  imparcial  estudio  que  acaba  de  hacer,  persuadida  de  que 
si  no  hubiera  sido  rechazada  la  inspección  del  Banco  Nacio¬ 
nal  desde  el  principio,  no  hubieran  podido  suceder  los  graves 
y  escandalosos  hechos  que  han  alarmado  a  la  nación  entera, 
y  se  habrían  salvado  tanto  la  existencia  de  él  como  el  honor 
de  los  que  han  de  ser  condenados  por  la  ley  o  justamente  vi¬ 
tuperados  por  la  opinión  pública. 

La  autonomía  que  se  ha  alegado,  llegando  hasta  el  punto, 
como  vosotros  lo  sabéis,  de  amenazar  con  las  culatas  de  la 
guardia  nacional  a  los  representantes  de  la  nación  que  se  pre- 
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sentaran  en  las  puertas  del  Banco  Nacional  con  el  objeto  de 
averiguar  cómo  se  manejaban  los  dineros  públicos,  no  ha  exis¬ 
tido  realmente,  a  lo  menos  en  lo  que  se  refiere  al  gobierno. 

No  ha  habido,  como  lo  notaréis  en  la  parte  narrativa  de 
este  informe  y  en  los  documentos  que  la  apoyan,  un  solo 
caso  en  que  el  gobierno  no  haya  logrado  sus  deseos,  en  que 
no  se  haya  impuesto  a  los  empleados  del  Banco,  y  en  que  no 
haya  vencido  las  resistencias  opuestas  algunas  veces  a  sus  exi¬ 
gencias.  Puede  decirse  que  todas  las  emisiones  ilegales  y  las 
faltas  graves  de  otro  orden,  han  provenido  de  exigencias,  de 
órdenes  o  de  imposiciones  del  gobierno,  y  que  es  éste  quien 
se  ha  absorbido  el  capital  de  ese  establecimiento,  unas  veces 
para  satisfacer  premiosas  o  urgentes  necesidades  del  servicio 
público,  y  otras  para  obligarlo  a  ejecutar  operaciones  no  au¬ 
torizadas  y  aun  prohibidas  por  las  leyes  o  por  los  reglamen¬ 
tos  y  estatutos  del  Banco  Nacional. 

Antes  de  entrar  la  comisión  en  el  estudio  de  cada  hecho 
para  deducir  la  responsabilidad  correspondiente  al  ministro 
del  tesoro  en  cuyo  período  o  con  cuya  intervención  fue  con¬ 
sumado,  conviene  fijar  las  ideas  sobre  un  punto  de  derecho 
penal  de  suma  importancia,  que  interesa  discutir  y  resolver 
previamente  porque  él  ha  de  servir  de  criterio  en  el  juicio 
que  haya  de  formularse  respecto  a  la  criminalidad  de  los  res¬ 
ponsables.  Nos  referimos  al  verdadero  significado  y  al  positi¬ 
vo  alcance  de  la  palabra  legalizar. 

El  problema  es  el  siguiente:  ¿Legalizar  los  actos  resultan¬ 
tes  de  un  hecho  criminoso  equivale  a  indultar  o  a  declarar 
inocente  a  quien  ejecutó  un  acto  violatorio  de  una  ley?  Con¬ 
cretando  más  la  cuestión:  ¿Los  que  emitieron  ilegalmente  bi¬ 
lletes  del  Banco  Nacional  quedaron  libres  de  responsabilidad 
penal  porque  una  ley,  en  vista  de  la  necesidad  o  en  presen¬ 
cia  de  un  hecho  consumado,  haya  aceptado  la  responsabilidad 
de  la  nación,  considerando  legítimos  esos  billetes? 

Después  de  un  maduro  examen,  la  comisión  ha  aceptado 
como  doctrina  verdadera,  correcta  y  la  única  admisible,  la 
expresada  por  el  excelentísimo  señor  vicepresidente  de  la  re¬ 
pública,  cuando  se  le  presentó  el  balance  de  17  de  abril  de 
1894,  en  que  constaba  el  monto  de  las  emisiones  ilegales  has- 
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ta  ese  día.  La  resolución  en  que  se  halla  clara  e  incisivamen¬ 
te  expresada  esa  doctrina  fue  publicada  en  las  páginas  102  y 
103  de  los  «Documentos  del  informe  que  el  ministro  del  te¬ 
soro  dirige  al  congreso  nacional  de  1894.»  Esa  resolución  dice 
textualmente: 

« Ministerio  del  tesoro— Sección  1.*—  Bogotá,  junio  20  de  1894. 

«De  orden  expresa  del  excelentísimo  señor  vicepresidente 
de  la  república,  encargado  del  poder  ejecutivo,  publíquese  el 
presente  balance,  junto  con  la  nota  que  lo  acompaña,  del  señor 
gerente  del  Banco  Nacional. 

«Al  ordenar  la  publicación  de  este  documento,  el  primero 
de  su  clase  que  se  ha  presentado  a  la  consideración  del  ac¬ 
tual  eucargado  del  poder  ejecutivo,  éste  ha  dispuesto  que  se 
baga  aquélla  con  la  siguiente  declaración: 

«El  gobierno  entiende  que  el  reconocimiento  implícito  que 
por  este  balance  se  hace  a  cargo  del  tesoro  nacional  y  a  favor 
del  Banco  de  la  misma  denominación,  del  importe  total  de 
las  emisiones  de  papel-moneda,  significa  que  el  gobierno  no 
puede  repudiar  en  ningún  tiempo  los  billetes  emitidos  por 
cualquier  causa,  que  llevan  la  marca  legítima  de  su  responsa¬ 
bilidad  y  que  recibidos  de  buena  fe  por  el  público,  se  han 
confundido  con  la  circulación  general. 

«Pero  el  gobierno  no  identifica  el  hecho  consumado  con  el 
derecho ,  y  declara  que  dicho  reconocimiento  no  significa  que 
él  apruebe  ni  sancione  por  su  parte ,  en  manera  alguna,  los 
actos  ilegales  en  virtud  de  los  cuales  han  salido  del  Banco  y 
entrado  en  circulación  parte  de  dichos  billetes ,  ni  que  preten¬ 
da  inhibir  a  las  autoridades  que  deben  exigir  de  quien  co¬ 
rresponda  la  responsabilidad  consiguiente  a  la  ejecución  de 
tales  actos. 

«Miguel  Abadía  Méndez» 

No  puede  ser  otra  la  doctrina  legal.  Delito  es,  según  la 
ley,  la  voluntaria  y  maliciosa  violación  de  ella,  y  culpa  es  su 
violación  voluntaria  pero  no  maliciosa.  Subversivo  del  orden 
social  sería  admitir  como  disculpa  de  un  acto  criminoso  la 
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esperanza  o  la  seguridad  de  un  delincuente  de  que  más  tarde 
el  legislador  había  de  indultarle  o  de  que  el  juez  había  de 
absolverle.  Las  legalizaciones  posteriores  de  emisiones  ilega¬ 
les  expedidas  en  vista  de  un  mal  irremediable  y  de  gravísi¬ 
mas  consecuencias  para  personas  inocentes  y  numerosas  que 
han  confiado  con  razón  en  la  buena  fe  de  los  encargados  de 
manejar  el  tesoro  público,  y  que  no  tenían  motivo  alguno 
para  sospechar  siquiera  las  ilegalidades  cometidas,  no  pueden 
alcanzar  hasta  las  proporciones  de  un  indulto  por  la  respon¬ 
sabilidad  penal,  como  muy  bien  se  expresa  en  la  declaración 
inserta. 

En  el  caso  de  que  se  trata  especialmente  en  este  proceso 
hay  otra  razón  más  para  sostener  que  la  legalización  de  las 
consecuencias  de  un  hecho  no  comprende  implícitamente  un 
indulto;  y  es  la  de  que,  según  la  Constitución  vigente,  ni  los 
jueces,  ni  el  gobierno,  ni  el  mismo  congreso  pueden  indultar 
por  delitos  que  no  sean  políticos.  Así  lo  dice  terminantemen¬ 
te  su  artículo  26,  inciso  21;  de  manera  que  ni  implícitamente 
pudo  el  legislador  declarar  libres  de  culpa  a  los  empleados 
públicos  que,  violando  las  leyes  vigentes,  emitieron  mayor  can¬ 
tidad  de  billetes  que  la  que  ellas  permitían  en  la  época  en 
que  consumaron  actos  indebidos.  Esta  observación  se  dirige 
especialmente  a  los  que  pretenden  que  la  Ley  93  de  1892,  so¬ 
bre  regulación  del  sistema  monetario,  indultó  implícitamente 
al  ministro  del  tesoro  y  a  los  miembros  de  la  junta  de  emi¬ 
sión,  en  el  año  de  1889,  en  la  negociación  de  la  deuda  anti¬ 
gua,  y  que  supusieron  escaparse  de  la  sanción  legal  con  la 
promesa  que  les  hizo  el  señor  ministro  de  que  el  congreso 
legitimaría  la  operación.  Esta  misma  promesa,  que,  según  ellos, 
los  decidió  a  prestarse  a  la  emisión,  demuestra  que  obraban 
a  sabiendas  contra  la  ley,  porque  lo  correcto  y  lo  legal  no  ne¬ 
cesita  de  legalización  o  legitimación  especial  o  posterior.  A  lo 
dicho  podría  agregarse  que  la  promesa  era  temeraria,  y,  por 
consiguiente,  de  incierto  cumplimiento,  puesto  que  constitu¬ 
cional  o  legalmente,  no  tiene  el  congreso  la  obligación  de 
hacer  lo  que  le  ordene  el  gobierno 

La  misma  observación  se  refiere  a  la  emisión  hecha  para 
recoger  la  moneda  de  0,500  que  fue  hallada  ilegal  por  los 
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miembros  de  la  junta  directiva  del  Banco.  Las  legalizaciones 
de  la  emisión  y  de  la  moneda  que  se  hizo  acuñar  en  Ingla¬ 
terra,  a  la  ley  de  0,835,  con  marcas  y  sellos  distintos  de  los 
señalados  por  leyes  anteriores  y  vigentes,  no  pueden  justificar 
tampoco  legalmente,  del  punto  de  vista  del  Código  Penal,  aque¬ 
llos  actos  autoritarios  o  ilegítimos. 

Por  último,  no  podiendo  emitirse  billetes  sino  por  dispo¬ 
sición  legal,  ni  ejecutarse  operaciones  prohibidas  expresamente 
por  los  reglamentos  o  por  los  estatutos  del  Banco,  mal  podría 
un  decreto  ejecutivo  salvar  de  responsabilidad  a  quienes  emi¬ 
tieron  para  comprar,  por  cuenta  de  aquel  establecimiento,  las 
acciones  del  ferrocarril  de  la  Sabana.  En  casos  como  éste  el 
deber  de  la  resistencia  es  ineludible,  e  ineludible  debe  ser 
también  la  responsabilidad  de  quien  da  órdenes  o  dicta  pro¬ 
videncias  ilegales  que  sirven  de  asidero  a  los  empleados  dé¬ 
biles  o  sumisos,  para  disculpar  sus  faltas  con  sus  fragilidades. 
Juntas  como  las  del  Banco  Nacional  son  establecidas  como  un 
rodaje  preservativo,  como  un  freno  contra  los  abusos.  La  prin¬ 
cipal  de  sus  atribuciones  es  la  de  resistir  a  exigencias  o  impo¬ 
siciones  indebidas;  y  estas  atribuciones  se  elevan  a  la  altura 
de  grandes  deberes,  especialmente  cuando  las  influencias  co¬ 
rruptoras  son  poderosas  e  irresponsables  de  hecho  o  de  dere¬ 
cho.  Cuando  como  en  nuestras  instituciones  actuales,  se  ha  tras¬ 
ladado  la  responsabilidad  de  la  cabeza  al  brazo,  de  la  volun¬ 
tad  al  instrumento,  son  el  brazo  y  el  instrumento  los  que  car¬ 
gan  con  todo  el  peso  de  la  sanción  legal,  y  es,  por  consiguien¬ 
te,  en  ellos  en  los  que  la  nación  descansa,  exigiéndoles  la  ener¬ 
gía  y  el  valor  del  deber  y  la  fortaleza  de  la  resistencia  a  ma¬ 
gistrados  irresponsables  y,  por  consiguiente,  impunes. 

Vuestra  comisión  investigadora  ha  inquirido  con  especial 
cuidado  si  los  ministros,  que  son  los  únicos  cuya  conducta  cae 
bajo  la  jurisdicción  de  la  cámara  de  representantes  como  agen¬ 
te  supremo  del  ministerio  público  y  del  senado  de  la  repúbli¬ 
ca,  como  juez,  han  sacado  algún  provecho  personal  y  pecu¬ 
niario  de  sus  actos  ilegales,  y  no  ha  hallado  prueba  alguna  ni 
siquiera  rastro  de  ella.  Esta  circunstancia  no  es  ni  puede 
aceptarse  como  disculpa;  apenas  significa  que  no  pueden  for¬ 
mulárseles  cargos  más  graves,  como  los  de  prevaricato  o  con- 
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cusión.  Las  leyes  castigan  siempre  las  violaciones  a  sus  man¬ 
datos,  por  el  hecho  solo  de  violarlas,  aun  cuando  los  culpa¬ 
dos  no  deriven  de  sus  actos  provecho  alguno  personal.  To¬ 
davía  más:  los  castigan  aun  cuando  les  resulten  perjuicios, 
pues  ellas  atienden  a  consecuencias  de  alcance  social,  inde¬ 
pendientes  del  interés  particular.  Esta  es  la  razón  para  que  la 
comisión  solicite  la  acusación  por  hechos  ejecutados  con  el 
propósito,  erróneo  o  verdadero,  de  favorecer  la  hacienda  pú¬ 
blica  o  de  practicar  operaciones  bancarias  favorables  a  los  in¬ 
tereses  del  gobierno  o  del  mismo  Banco  Nacional,  pero  veda¬ 
das  claramente  por  disposición  expresa  de  alguna  ley. 

Se  notará  más  adelante,  cuando  en  este  informe  se  estudie 
individualmente  cada  hecho,  la  deficiencia  de  las  leyes  o  de 
los  reglamentos  organizadores  del  Banco,  para  el  efecto  de  pre¬ 
cisar  algunas  responsabilidades. 

Los  ministros  se  han  impuesto  siempre  a  las  juntas,  pero 
no  han  inspeccionado  si  éstas  o  los  empleados  del  Banco  cum¬ 
plían  con  sus  deberes,  o  si  sus  actos  eran  legales.  Así  es  que, 
según  parece,  fueron  hechas  emisiones  sin  conocimiento  de 
ellos,  y  éstos  no  estudiaban  o  no  se  fijaban  en  los  balances 
del  Banco  Nacional,  ni  ejecutaban  otro  acto  de  verificación 
para  comprobar  su  exactitud.  Apenas  intervenían  para  pedir, 
para  exigir,  para  contratar,  para  ordenar,  pero  no  para  vigilar 
siquiera  el  cumplimiento  estricto  de  las  órdenes  que  daban  o 
de  las  operaciones  en  cuya  determinación  intervenían  con  voz 
V  con  voto.  Podría  acusárseles  por  esto  de  negligencia  en  el 
cumplimiento  de  sus  deberes,  para  lo  cual  hay  penas  estable¬ 
cidas  en  el  Código  Penal;  pero  no  hallándose  definidos  o  pre¬ 
cisados  sus  deberes  a  este  respecto,  no  puede  deducirse,  como 
lo  veréis,  cargo  alguno  cuando  no  se  ha  hallado  prueba  de 
que  tuvieran  conocimiento  de  actos  ilegítimos  consumados  por 
los  gerentes  del  Banco  o  por  sus  juntas.  No  ha  habido  auto¬ 
nomía  para  oponerse  directa  o  indirectamente  al  gobierno, 
pero  sí  la  ha  habido  para  intervenir  éste  siquiera  inspeccio¬ 
nando  simplemente  las  operaciones  del  Banco.  La  comisión 
se  permite  expresar  la  anterior  observación  para  que  la  ten¬ 
gáis  presente  si  acaso  el  congreso  actual  resuelve  la  continua¬ 
ción  del  Banco  Nacional:  pues  mientras  subsista  con  su  actual 
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organización  nada  impide  que  se  repitan  los  desórdenes  de 
que  os  daremos  cuenta  en  lo  que  resta  del  presente  informe, 
y  que  con  tánta  razón  mantiene  alarmada  la  opinión  pública. 
Es  imposible  el  buen  manejo  de  los  caudales  públicos  sin  una 
perfecta,  diaria  y  severísima  fiscalización  de  los  respectivos 
empleados. 

Para  terminar  esta  introducción,  expondremos  sumariamen¬ 
te  la  historia  de  nuestras  labores  con  el  objeto  de  que  podáis 
juzgar  de  la  manera  como  hemos  cumplido  con  el  deber  que 
nos  impusisteis  designándonos  miembros  de  la  comisión. 

Fuimos  provistos  por  la  cámara  y  por  los  respectivos  mi¬ 
nisterios  de  todo  cuanto  les  pedimos  y  juzgámos  necesario: 
local,  empleados  subalternos  v  útiles  de  escritorio.  Todas  las 
autoridades  públicas  y  particulares  a  quienes  nos  dirigimos  en 
solicitud  de  documentos,  de  datos  y  de  testimonios  nos  han 
atendido  con  puntualidad,  prontitud  y  buena  voluntad. 

Tuvimos  ochenta  y  seis  sesiones,  de  las  cuales  escribimos 
actas  minuciosas  y  que  constan  en  el  libro  que,  con  todos  los 
demás  documentos,  entregamos  junto  con  este  informe.  Nom¬ 
bramos  un  secretario  que  ha  cumplido  perfectamente  con  sus 
deberes  y  que  ha  autorizado  todas  las  diligencias  practicadas. 
Formámos  cuatro  legajos  de  declaraciones,  certificaciones,  ofi¬ 
cios,  etc.,  que  contienen  402  fojas.  La  corte  suprema  de  justi¬ 
cia  nos  suministró  las  copias  de  las  piezas  que  de  ella  solici- 
támos  y  que  se  hallaban  en  el  proceso  que  allí  se  instruye 
respecto  a  los  empleados  del  Banco  Nacional  cuya  responsabi¬ 
lidad  es  de  la  competencia  de  aquel  alto  tribunal. 

Futre  esas  copias  debemos  mencionar  de  una  manera  es¬ 
pecial  el  dictamen  pericial  de  los  señores  Santiago  Samper  y 
Luis  María  Pardo,  resultado  de  una  larga,  penosa  e  inteli¬ 
gente  inspección  ocular  practicada  en  las  oficinas  del  Banco 
Nacional  por  orden  y  bajo  la  dirección  de  uno  de  los  magis¬ 
trados  del  tribunal  superior  del  distrito  judicial  de  Cundina- 
rnarca.  Sin  ese  importante,  minucioso  y  correcto  trabajo  nos 
habría  sido  quizá  imposible  llevar  a  cabo  la  labor  que  n  s 
hicisteis  el  honor  de  encomendarnos. 

Los  resultados  numéricos  de  aquel  dictamen,  cuya  copia 
en  tres  cuadernos  se  acompaña  como  la  parte  más  importante 
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del  proceso,  son  exactos  en  cuanto  podemos  asegurarlo  por 
las  verificaciones  hechas  en  los  libros  del  establecimiento.  Ha 
sido  para  la  comisión  de  inmensa  ayuda  tanto  el  estudio  nu¬ 
mérico,  fruto  de  complicadísimo  y  difícil  trabajo  de  contabili¬ 
dad,  como  el  legal  cotejo  con  las  leyes  vigentes  en  la  época 
en  que  se  resolvió  o  llevó  a  cabo  cada  emisión. 

Juzgámos  conveniente  nombrar  a  los  mismos  señores  Sam- 
per  y  Pardo  peritos  para  que  acompañasen  a  la  comisión  en 
la  inspección  ocular  que  resolvió  practicar  ella  misma.  Sus 
servicios  lian  sido  útilísimos,  y  con  su  ayuda  e  indicaciones 
hemos  podido  examinar  a  los  testigos  a  quienes  debíamos  in¬ 
terrogar,  en  la  oficina  del  Banco  Nacional.  Los  empleados  de 
este  establecimiento  lian  sido  todos  ellos  complacientes  y  acu¬ 
ciosos  para  proveernos  de  todos  los  documentos  que  les  he¬ 
mos  pedido. 

I 

PRIMERA  EMISION  IRREGULAR  EN  1886 

El  día  9  de  abril  de  1886  tuvo  sesión  la  junta  directiva  del 
Banco  Nacional.  Fueron  leídas  y  consideradas  en  ella  dos  notas 
del  secretario  del  tesoro,  señor  Jorge  Holguín,  marcadas  con 
los  números  1023  y  1040.  y  fechadas  en  5  y  7  de  abril  de  1886. 
respectivamente.  En  la  primera  transcribía  el  señor  secretario 
mencionado  una  comunicación  del  señor  M.  Camacho  Rol- 
dán,  de  Nueva  York,  al  señor  presidente  de  la  república,  a  la 
cual  acompañaba  una  muestra  de  los  billetes  de  a  10  centavos 
destinados  al  Banco  Nacional,  con  los  nuevos  sellos  impresos 
tales  como  debían  quedar  antes  de  dar  aquéllos  a  la  circula¬ 
ción;  un  diseño  de  la  hoja  que  contendría  veinte  billetes,  y 
unas  instrucciones  para  sellarlos.  En  la  misma  nota  se  comu¬ 
nicaba  que,  además  de  los  S  132.000  en  billetes,  anunciados 
en  carta  anterior,  se  había  embarcado,  por  vapor  de  esa  fecha, 
una  máquina  para  cortar  los  billetes. 

Por  la  segunda  de  las  notas  del  señor  secretario  del  teso¬ 
ro,  consideradas  en  la  misma  sesión  del  9  de  abril  de  1886, 
ponía  aquel  empleado  en  conocimiento  de  la  junta  directiva 
y  del  señor  gerente  del  mismo  Banco  Nacional,  que  el  gobier¬ 
no  tenía  pedidos  a  Nueva  York  y  a  París  un  millón  ochocien- 
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tos  mil  pesos  ($  1.800.000)  en  monedas  de  níquel  y  en  bille¬ 
tes  de  a  10  y  de  a  20  centavos,  en  esta  forma: 

Al  señor  M.  Camacho  Roldán,  de  Nueva  York: 


En  billetes  de  a  10  centavos . $  500.000 

En  moneda  de  níquel  de  a  2^4  centavos .  300.000 

En  id.  id.  de  5  centavos .  200.000 

Total . $  1.000.000 

Al  señor  Rafael  García,  de  París: 

En  billetes  de  a  20  centavos . 500.000 

En  moneda  de  níquel  de  a  5  centavos . .  300.000 

Total . $  1.800.000 


De  esas  cantidades  el  señor  Camacho  Roldán  había  despa¬ 
chado  ya  $  52.000  en  billetes  que  debían  ser  consignados  en 
el  Banco,  lo  mismo  que  los  demás  que  llegaran.  Según  la  mis¬ 
ma  nota,  los  $  500.000  en  billetes  de  a  20  centavos,  pedidos 
a  París,  estaban  destinados,  en  parte,  a  cubrir  al  gobierno  del 
Estado  de  Bolívar  el  empréstito  que  hizo  al  gobierno  nacio¬ 
nal  durante  la  guerra.  El  visitador  fiscal  de  la  nación  en  di¬ 
cho  Estado,  estaba  encargado  de  la  liquidación  de  la  cuenta, 
de  cuyo  resultado  habría  de  darse  cuenta  al  Banco  tan  pron¬ 
to  como  se  recibieran  datos,  y  el  sobrante  de  la  suma  mencio¬ 
nada  habría  de  venir,  con  la  cantidad  restante,  a  la  orden  de 
dicho  Banco. 

Los  miembros  de  la  junta  directiva  que  concurrieron  a  la 
sesión  del  9  de  abril,  en  que  se  tuvo  conocimiento  de  las  no¬ 
tas  del  señor  secretario  del  tesoro,  fueron:  éste,  los  señores 
Juan  de  Brigard,  Agustín  Nieto,  Narciso  Reyes,  Luis  G.  Rivas 
y  el  gerente  del  Banco,  que  era  a  la  sazón  el  señor  Simón  de 
Herrera.  Ninguno  de  estos  últimos  había  tenido  conocimiento 
anterior  de  los  pedidos  hechos  y  de  que  se  trataba  en  las  co¬ 
municaciones  del  señor  secretario  del  tesoro.  Hubo,  según  re¬ 
sulta  del  acta  de  ese  día,  una  viva  discusión  en  la  cual  el  ge¬ 
rente  y  los  vocales  de  la  junta  protestaron  contra  el  hecho  de 
no  haberse  verificado  aquellos  pedidos  por  conducto  del  Ban- 
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co,  y  de  no  haberse  enviado  a  éste  directamente  las  cajas  que 
contenían  los  billetes,  para  ponerlos  en  circulación. 

El  señor  secretario  del  tesoro  explicó  la  conducta  del  go¬ 
bierno  diciendo  que  los  pedidos  se  habían  hecho  durante  la 
guerra,  con  ánimo  de  apresurar  el  restablecimiento  del  Banco, 
como  fondos  de  éste,  con  el  objeto  de  estar  prevenido  de  este 
modo  para  el  cambio  de  los  billetes  comunes;  y  que  con  el 
pedido  no  se  había  hecho  más  que  anticipar  trabajo  y  tratar 
de  reemplazar  los  malos  billetes  fabricados  en  el  país  con  los 
extranjeros  de  buena  calidad  en  todos  sentidos.  Expresó  ade¬ 
más  el  señor  secretario  que  al  haber  estado  él  entonces  en  el 
país  se  habría  procedido  como  la  junta  lo  indicaba,  y  prometió 
que  vendrían  las  facturas  al  Banco  para  regularizarlo  todo. 

Los  miembros  de  la  junta  insistieron  unánimemente  en 
que,  en  todo  caso,  debía  ser  el  Banco  y  no  el  gobierno  quien 
debía  pedirlos,  y  en  que  los  del  valor  de  $  500.000  para  la 
Costa  Atlántica  debían  venir  primero  al  Banco. 

El  señor  secretario  del  tesoro  concluyó  manifestando  que 
para  subsanar  la  irregularidad  convenía  celebrar  un  contrato 
entre  el  gobierno  y  el  Banco,  en  el  cual  se  hiciera  constar 
que  el  primero  debía  al  segundo  la  suma  de  $  500.000.  Fue  de 
opinión  la  junta  que  no  habiendo  tenido  ingerencia  en  los 
mencionados  pedidos  de  billetes,  salvaba  en  todo  caso  su  res¬ 
ponsabilidad,  y  que  la  sesión  debía  tener  el  carácter  de  se¬ 
creta,  a  lo  cual  se  opuso  el  señor  secretario  del  tesoro. 

Por  solicitud  del  gerente,  señor  Simón  de  Herrera,  se  le¬ 
yeron  y  estudiaron  en  la  sesión  los  artículos  37  a  43  del  ca¬ 
pítulo  11  del  reglamento  del  Banco,  que  trata  de  las  funciones 
de  la  comisión  de  emisión  y  de  las  formalidades  que  debían 
tener  los  billetes  para  que  pudieran  ser  emitidos;  y  basado  en 
ellos  sustentó  su  anterior  dictamen  sobre  la  necesidad  de  que 
vinieran  los  billetes  al  Banco  antes  que  a  cualquiera  otra  parte, 
y  que  sin  esa  formalidad  y  sin  el  sello  del  establecimiento,  él 
consideraba  como  falsos  esos  billetes.  Discutiéndose  insistente¬ 
mente  sobre  este  punto,  y  tratándose  de  que  para  que  los  bi¬ 
lletes  valieran  era  necesario  traerlos  al  Banco  y  sellarlos  en 
él,  manifestó  el  señor  Agustín  Nieto,  miembro  de  la  junta. 
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que  ya  debían  de  estar  circulando  algunos,  pues  en  su  esta¬ 
blecimiento  habían  presentado  un  billetico  de  aquéllos,  de  a 
veinte  centavos.  Manifestó  la  junta  deseos  de  verlo,  y  el  señor 
Nieto  fue  por  él  y  lo  trajo.  Examinado  por  ésta,  resultó  ser 
en  realidad  de  los  pedidos  al  señor  Rafael  García,  de  París. 

La  sesión  terminó  al  fin  comisionando  al  gerente  y  al  se¬ 
ñor  Rivas  para  que  conferenciasen  sobre  esto  con  el  presi¬ 
dente  de  la  república.  El  que  ejercía  la  presidencia  de  la 
república  era  a  la  sazón  el  señor  José  María  Campo  Serrano; 
pero  como  el  que  conocía  la  historia  del  pedido  era  el  doctor 
Rafael  Núñez,  fue  con  éste  con  quien  hablaron  los  dos  comi¬ 
sionados  Herrera  y  Rivas.  Refieren  éstos  en  sus  declaraciones 
rendidas  ante  la  comisión  (legajo  3.°,  folios  185  y  195  vuelto), 
que  hallaron  sumamente  irritado  al  doctor  Núñez  por  la  re¬ 
sistencia  que  la  junta  oponía  a  la  operación  verificada.  Según 
el  señor  Rivas  (legajo  número  3.°,  folios  185,  pregunta  8.a), 
el  señor  Núñez  se  mostró  indignado  en  los  primeros  mo¬ 
mentos  porque  se  inquiriera  en  tal  forma  sobre  la  conducta 
del  gobierno,  que  obligado  por  la  guerra  había  tenido  que 
recurrir  a  todas  las  medidas  extraordinarias  y  hacer  uso  de 
facultades  omnímodas  para  contrarrestar  la  revolución.  Según 
el  señor  Herrera,  el  señor  Núñez  se  manifestó  indignado,  al 
principio  de  la  conferencia,  por  lo  que  había  ocurrido  en  la 
junta  (legajo  número  3.°,  folio  195  vuelto,  pregunta  2.a);  pero 
habiendo  expuesto  los  dos  comisionados  las  razones  que  los 
habían  impulsado  para  proceder  de  esa  manera,  se  convino  en 
que  se  celebrara  un  contrato  entre  el  secretario  del  tesoro  y 
la  junta,  en  el  cual  se  hiciera  constar  la  cantidad,  serie,  cali¬ 
dad,  modelo,  valor  y  número  de  los  billetes  para  poner  a  sal¬ 
vo  los  intereses  del  Banco. 

En  la  sesión  del  día  siguiente,  10  de  abril  de  1886,  los 
comisionados  del  Banco,  señores  Herrera  y  Rivas,  dieron  cuen¬ 
ta  a  la  junta  del  resultado  de  su  conferencia  con  el  doctor 
Rafael  Núñez,  y  terminaron  proponiendo  que  se  autorizase  al 
señor  gerente  para  celebrar  un  contrato  con  el  gobierno,  a  fin 
de  arreglarlo  todo  de  acuerdo  con  las  instituciones  del  Banco. 

Por  la  nota  de  la  secretaría  del  tesoro  al  señor  Rafael  Gar¬ 
cía,  de  París,  número  987,  y  fechada  en  17  de  marzo  de  1886, 
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se  tuvo  conocimiento  de  que  no  fueron  $  500.000  sino  $  600.000 
los  valores  de  los  billetes  encargados  a  la  casa  de  dicho  señor 
García,  y  de  que  el  gobierno  del  Estado  de  Bolívar  estaba 
encargado  de  recibirlos  y  distribuirlos,  lo  mismo  que  de  pagar 
el  costo  de  la  remesa. 

Por  la  nota  número  1067,  de  22  de  mayo  de  1886,  dirigi¬ 
da  por  el  señor  secretario  del  tesoro  al  señor  gerente  del 
Banco  Nacional,  se  supo  que  el  valor  del  pedido  al  señor  Gar¬ 
cía  no  había  sido  ni  el  de  $  500.000  ni  el  de  $  600.000,  sino 
el  de  $  800.000.  Esto  se  halla  perfectamente  comprobado  con 
la  factura  del  señor  Rafael  García,  de  25  de  febrero  de  1886, 
y  se  deduce  también  de  las  facturas  consulares  y  de  los  ma¬ 
nifiestos  de  aduana  que  reposan  en  la  oficina  general  de  cuen¬ 
tas,  firmadas  aquéllas  por  el  señor  Rafael  García  en  22  de 
enero,  16  y  23  de  febrero  y  23  y  29  de  marzo  de  1886,  y  éstos 
de  la  aduana  de  Cartagena,  fechas  6  de  marzo,  15  y  19  de 
abril  y  5  y  7  de  mayo  del  mismo  año.  Es  de  notarse  que  en 
estos  documentos  no  se  especifica  el  contenido  de  los  embar¬ 
ques,  mencionando  los  billetes,  sino  que  se  designa  con  el 
nombre  de  papel  litografiado,  quizá  por  no  llamar  la  atención 
hacia  el  valor  de  dicho  contenido  en  las  cajas  en  que  se  em¬ 
pacaron. 

Conviene  hacer  notar  que  aquellos  billetes  contenían  las 
firmas  litografiadas  de  los  señores  Felipe  F.  Paúl,  Juan  de 
Brigard  y  Simón  de  Herrera,  y  que  estos  señores  no  autori¬ 
zaron  aquel  acto  ni  lo  supieron  sino  después  de  que  vinieron 
al  Banco  algunos  de  esos  billetes;  y  uno  de  ellos,  el  señor  doc¬ 
tor  Paúl,  en  estos  últimos  días,  quien  en  su  certificación  de 
29  de  septiembre  de  este  año,  interrogado  acerca  de  este  pun¬ 
to,  dice: 

«No  recuerdo  haber  autorizado  el  que  en  dichos  billetes 
se  imprimiera  el  fac  símile  de  mi  firma,  pero  me  explico  el 
hecho  de  que  ese  fac  símile  se  encuentre  en  los  billetes  men¬ 
cionados  por  haber  yo  sido  gerente  del  Banco  Nacional,  como 
queda  dicho,  durante  la  mayor  parte  del  año  de  1885,  y  por 
haber  sido  elegido  para  el  mismo  puesto  aunque  no  llegué  a 
funcionar  en  los  años  subsiguientes  de  1886  a  1887.  Además, 
continúa  el  doctor  Paúl,  no  se  necesita  de  autorización  perso- 
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nal  para  que  la  firma  o  el  fac  símile  de  ella  figure  en  los  bi¬ 
lletes  del  Banco,  porque  éstos  han  llevado  desde  la  fundación 
del  establecimiento  la  del  primer  gerente  y  las  del  primero  y 
segundo  directores,  elegidos  los  últimos  entre  los  miembros 
de  la  junta  directiva.»  (Legajo  número  2,  folio  141,  y  legajo 
número  3.  folio  196,  pregunta  3.a,  y  folio  208,  pregunta  2.a). 
Independientemente  de  éstos  consideraron  todos  los  miem¬ 
bros  de  la  junta  como  falsos  esos  billetes,  según  el  acta  de  la 
sesión  en  que  se  tuvo  noticia  de  su  existencia. 

Conforme  al  contrato  preliminar  número  8  de  24  de  mayo 
de  1886,  celebrado  entre  el  gerente  del  Banco,  señor  Simón 
de  Herrera,  y  el  secretario  del  tesoro,  señor  Lázaro  F.  Lince, 
se  estipuló  que  el  Banco  recibiría  los  $  800.000  en  billetes, 
enviados  de  París,  de  los  cuales  $  400.000  vendrían  directa¬ 
mente  al  Banco  en  cajas  cerradas,  como  se  les  había  recibido 
y  remitido  ya  al  administrador  de  la  aduana  de  Cartagena;  y 
en  que  los  $  400.000  restantes,  que  fueron  destinados  a  los 
Estados  de  Bolívar  y  el  Magdalena  por  el  poder  ejecutivo 
para  la  conversión  de  los  bonos  emitidos  por  dichos  Estados 
durante  la  guerra  próximamente  anterior,  serían  amortizados 
por  la  tesorería  general  y  remitidos  directamente  a  la  caja  del 
Banco. 

Por  el  contrato  número  14,  de  24  de  . de  1886,  celebrado 

entre  el  ministro  del  tesoro,  señor  Jorge  Holguín,  y  el  gerente  del 
Banco  Nacional,  señor  Simón  de  Herrera,  se  estipuló  que  el  Ban¬ 
co  pondría  en  circulación,  después  de  emitidos  por  la  junta 
respectiva  y  sellados  por  el  Banco,  la  suma  de  $  400.000  en 
aquellos  billetes  enviados  en  cajas  selladas  por  la  aduana  de 

Cartagena . . . $  400.000  .... 

y  los  que  fueron  enviados  por  el  Banco  del  Es¬ 
tado  de  Bolívar,  sin  abrir,  según  parece,  en  cin¬ 
co  cajas,  por  la  suma  de .  162.000  .... 

lo  que  hace  subir  el  total  de  billetes  para  ser 

puestos  en  circulación  por  el  Banco  a .  562.000  .... 

La  diferencia  de .  238.000  .... 

para  completar  la  suma  del  pedido  hecho  a  París 

por . .  1.800.000  .... 
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la  dejaba  el  gobierno  bajo  su  responsabilidad  en  la  Costa 
Atlántica. 

Consta  también  por  dicho  contrato  que  de  estos  últimos 
$  238.000  se  habían  remitido  al  Banco  por  las  oficinas  nacio¬ 
nales  de  hacienda  de  la  misma  Costa  la  suma 

de . $  12.192  40 

y  consta,  además,  por  las  cuentas  del  Banco,  que 
desde  1886  hasta  la  fecha  ha  ingresado  a  éste,  des¬ 
pués  de  haber  pasado  por  la  tesorería  general  y 
por  otras  oficinas,  o  por  reintegros  hechos  en  el 


Banco,  la  suma  de .  195.807  60 

Quedan  en  circulación  para  completar  el  total .  30.000  .... 

Suman . $  238.000  .... 


Estos  hechos  constan  en  los  documentos  citados  en  el  in¬ 
forme  o  dictamen  de  los  peritos,  señores  Santiago  Samper  y 
Luis  María  Pardo,  nombrados  por  el  tribunal  superior  del  dis¬ 
trito  judicial  de  Cundinamarca,  a  los  folios  3  a  47  del  cuader¬ 
no  l.°  y  95  a  97  del  cuaderno  3.°,  lo  mismo  que  en  las  de¬ 
claraciones  de  los  señores  Jorge  Holguín,  Luis  G.  Rivas,  Si¬ 
món  de  Herrera  y  José  Manuel  Goenaga,  que  se  hallan  a  los 
folios  181  a  184,  185  vuelta  a  190,  190  a  192,  192  a  194,  y  194 
vuelta  a  196,  legajo  número  3.°  del  expediente  levantado  por 
la  comisión  de  la  cámara. 

Habrían  podido  precisarse  quizá  mucho  mejor  todos  estos 
hechos  si  la  muerte  no  hubiera  sorprendido  al  doctor  Rafael 
Núñez,  precisamente  en  los  momentos  en  que  la  comisión  es¬ 
taba  averiguando  en  esta  ciudad  lo  relativo  a  estos  pedidos 
Al  doctor  Núñez  se  le  dirigió  desde  el  principio  de  la  inves¬ 
tigación  un  exhorto  telegráfico  (legajo  l.°,  folio  39)  en  que  se 
solicitaban  datos  sobre  lo  que  supiera  acerca  de  las  emisio¬ 
nes  del  Banco  Nacional  desde  su  fundación  hasta  la  fecha  de 
dicho  exhorto;  y  él  contestó  sin  demora  lo  que  textualmente 
se  inserta  (legajo  número  l.°,  folio  40): 


70  — 


«Cartagena,  27  de  agosto  de  189-L 

«Señor  doctor  Francisco  de  P.  Muñoz,  Presidente  Comisión  Investigación. 

«Refiriéndome  a  telegrama  de  antes  de  ayer  25,  lo  que  pue¬ 
do  certificar  bajo  juramento  es  lo  que  sigue:  l.°  Que  no  supe 
con  certeza  que  habían  hecho  las  emisiones  irregulares  sino 
en  los  últimos  meses  del  año  último,  por  datos  que  pedí  y  me 
remitió  el  Banco  Nacional;  pero  agrego:  que  el  empleado  que 
escribió  tales  datos  suponía  que  dichas  emisiones  habían  sido 
legalizadas  por  la  Ley  93  de  1892,  y  así  lo  expresó  sencillamen¬ 
te  en  el  documento;  2.°  Que  he  sido  siempre  opuesto  a  toda  emi¬ 
sión  excediera  los  doce  millones  en  que  se  fijó  por  ley  el  má¬ 
ximum  de  la  circulación  fiduciaria  del  Banco  Nacional;  3.°  Que 
cuando  supe  que  en  el  Banco  se  ejecutaban  operaciones  de 
compra  de  vales  de  deuda  pública  no  disimulé  el  profundo 
desagrado  que  me  causaban  esas  operaciones,  por  considerarlas 
muy  peligrosas  bajo  varios  conceptos;  y  4.°  Que  no  me  cons¬ 
ta  que  haya  habido  alguna  vez  fraude  ni  falta  semejante  en  el 
manejo  del  Banco,  pero  sí  graves  irregularidades  en  la  conta¬ 
bilidad,  a  juzgar  principalmente  por  los  informes  que  oficial¬ 
mente  se  han  publicado  hace  poco. 

«Atento  servidor, 

«Rafael  Nuñez». 

Esta  inesperada  muerte  privó  a  la  investigación  de  esclare¬ 
cer  completamente  el  punto  relativo  a  esta  emisión,  pues  pa¬ 
rece  demostrado  que  fue  él  quien  ordenó  los  pedidos,  y  así 
lo  declaró  a  los  señores  Rivas  y  Herrera,  aceptando  la  respon¬ 
sabilidad  del  hecho,  según  lo  que  bajo  juramento  atestiguan 
éstos.  El  podría  haber  dicho  si  había  intervenido  en  el  asunto 
alguno  de  sus  secretarios  o  alguna  otra  persona. 

Con  el  pedido  a  París  de  los  $  800.000  y  la  emisión  y  cir¬ 
culación  de  una  parte  de  ellos,  de  que  se  trata  ahora,  sin  co¬ 
nocimiento  del  Banco,  se  violó  el  artículo  11  de  la  Ley  39 
de  1880,  según  el  cual  es  derecho  exclusivo  del  Banco  Nacio¬ 
nal  la  emisión  de  billetes  pagaderos  al  portador  en  cualquiera 
forma,  y  el  artículo  del  Decreto  número  946  de  1880  (23  de 
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diciembre),  que  dispone,  refiriéndose  a  las  operaciones  fiscales 
de  dicho  Banco,  que  «el  pormenor  de  las  expresadas  operacio¬ 
nes  será  materia  de  contratos  debidamente  celebrados  entre  el 
secretario  del  tesoro  y  el  gerente  del  Banco-.  Como  queda  ex¬ 
presado,  para  el  pedido  de  los  billetes  en  cuestión  y  para  su 
circulación  en  la  Costa  Atlántica,  no  se  celebró  contrato  pre¬ 
vio,  sino  que  por  medio  de  contratos  posteriores  vino  a  regu¬ 
larizarse  esta  operación. 

En  la  época  en  que  se  verificaron  los  actos  referidos  no 
había  Constitución  vigente.  Regía  el  código  penal  nacional, 
que  fue  la  Ley  L12  de  26  de  junio  de  1873.  La  disposición 
aplicable,  suponiendo  responsabilidad  legal,  en  casos  de  la  na¬ 
turaleza  de  éste,  sería  la  del  artículo  243  del  código  nacional 
mencionado,  que  castigaba  con  la  pena  de  apercibimiento  y 
con  la  imposición  de  una  multa  de  diez  a  cincuenta  pesos  al 
funcionario  o  empleado  público  que  a  sabiendas  y  maliciosa¬ 
mente  usurpara  o  se  arrogara  jurisdicción  que  no  tenía  si  de 
tal  usurpación  o  arrogación  no  se  seguía  daño  o  perjuicio  de 
tercero  o  algún  mal  al  Estado. 

Con  respecto  a  la  responsabilidad  actual  de  la  persona  que 
fue  presidente  de  la  república  en  el  año  de  1886,  estima  la  co¬ 
misión  que  no  podría  exigirse  hoy:  l.°,  porque  la  pena,  en 
caso  de  considerarse  perfectamente  comprobado  el  hecho  y  de 
ser  responsable  el  autor,  habría  prescrito  por  el  transcurso  de 
más  de  cuatro  años,  conforme  al  artículo  71  del  Código  Penal 
vigente  entonces;  y  2.°,  por  causa  de  muerte,  conforme  al  ar¬ 
tículo  67  del  mismo  código. 

Los  secretarios  del  tesoro  eran  y  son  responsables;  pero  res¬ 
pecto  a  los  que  desempeñaron  la  secretaría  al  tiempo  del  pe¬ 
dido  y  circulación  de  billetes,  es  de  justicia  reconocer  que  no 
puede  acusárseles,  por  las  consideraciones  siguientes:  aparece 
de  los  documentos  que  la  comisión  de  la  cámara  ha  tenido  a 
la  vista  que  el  señor  Julio  E.  Pérez  no  tuvo  siquiera  conoci¬ 
miento  del  pedido,  y  que  los  señores  Jorge  Holguín  y  Lázaro 
F.  Lince,  que  intervinieron  como  secretarios  o  ministros  del 
tesoro  en  la  celebración  de  los  contratos  relativos  a  este  asun¬ 
to  de  los  $  800.000  en  billetes  de  a  20  centavos,  pedidos  a  Pa¬ 
rís  al  señor  Rafael  García,  no  tuvieron  parte  alguna  ni  en  el 
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pedido  que,  comojya  se  ha  dicho,  parece  haber  sido  hecho  di¬ 
rectamente  por  el  presidente  de  la  república,  ni  en  el  hecho 
de  que  una  parte  de  dichos  billetes  hubiera  sido  puesta  en  cir¬ 
culación  sin  haber  pasado  previamente  por  el  Banco;  es  decir, 
que  esa  parte  hubiera  circulado  en  la  Costa  Atlántica  desde  su 
llegada  al  país,  con  el  objeto  de  indemnizar  a  los  Estados  de 
Bolívar  y  el  Magdalena  de  los  gastos  hechos  por  ellos  duran¬ 
te  la  guerra.  Aparece,  por  el  contrario,  que  el  señor  Holguín 
se  opuso  a  que  el  Banco  tratase  en  sesión  secreta  de  este  asun¬ 
to;  y  consta  por  las  notas  números  821,  826,  1041,  1080,  1116, 
1122,  1126,  1160  y  1203,  de  8  y  10  de  febrero,  12  de  abril,  l.° 
y  11  de  mayo,  17  y  23  de  junio,  11  de  julio  y  5  de  agosto  de 
1886,  respectivamente  (copias  de  las  cuales  están  agregadas  al 
expediente  formado  por  esta  comisión,  folios  265  a  276  del  le¬ 
gajo  número  4.°),  dirigidas  por  él  al  visitador  fiscal  en  Carta¬ 
gena,  a  Rafael  García,  de  París,  y  a  M.  Camacho  Roldán,  de 
Nueva  York,  en  11  de  abril  del  mismo  año,  que  el  expresa¬ 
do  señor  Holguín  tomó  vivo  interés  y  grande  empeño  en  que 
se  regularizase  todo  lo  relativo  a  los  billetes  que  quedaron 
en  la  Costa  Atlántica,  tanto  respecto  a  las  formalidades  ban- 
carias  como  respecto  al  envío  para  su  amortización  al  Banco 
Nacional. 

Opina  la  comisión  que  por  el  negocio  de  que  se  trata  en 
esta  parte  de  su  informe,  esto  es,  por  el  pedido  de  los  $  800.000 
y  por  la  circulación  de  una  parte  de  ellos,  no  incurrieron  en 
responsabilidad  alguna  las  personas  que  en  ese  entonces  des¬ 
empeñaron  la  secretaría  del  tesoro. 

II 

EMISIONES  DE  1886 

Según  el  Decreto  número  229,  de  12  de  abril  de  1886,  ex¬ 
pedido  por  el  poder  ejecutivo,  el  Banco  Nacional  no  podrá,  en 
ningún  caso,  emitir  ni  tener  en  circulación  sino  $  4.000.000 
en  billetes.  A  pesar  de  esto,  en  30  de  junio  del  mismo  año 
aparece  en  las  cuentas  de  ese  establecimiento  un  exceso  de  emi¬ 
sión  de  $  94.436-10.  En  24  de  agosto  del  mismo  año  había  una 
diferencia  no  autorizada,  esto  es,  un  exceso  de  $  295.614-60; 
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y  en  22  de  septiembre  del  mismo  año  había  un  excedente  de 
emisión  de  $  843.605,  puesto  que  en  esta  fecha  el  total  de  lo 
emitido  era  $  4.843.605. 

Esto  resulta  de  los  cuadros  formados  por  los  peritos  (cua¬ 
derno  número  2,  folio  49),  que  son  exactos  a  juzgar  por  las 
comprobaciones  hechas  por  la  comisión  investigadora  en  los 
libros  del  mencionado  Banco.  Estas  emisiones  fueron  autori¬ 
zadas  por  los  señores  Luis  G.  Rivas,  Juan  de  Brigard,  Narciso 
Reyes  y  Agustín  Nieto,  miembros  de  la  junta  directiva,  y  por 
el  señor  Jorge  Holguín,  secretario  del  tesoro  en  aquella  épo¬ 
ca,  y  como  tál  presidente  de  dicha  junta,  conforme  al  artículo 
55  de  los  estatutos. 

El  secretario  del  tesoro  no  pertenecía  entonces  a  la  junta 
de  emisión,  que  estuvo  compuesta  de  los  señores  Brigard,  Re¬ 
yes  y  Nieto,  quienes  firmaron  las  actas  de  ella  hasta  el  día  6 
de  agosto  de  1886.  Desde  el  9  del  mismo  hasta  el  11  de  di¬ 
ciembre  firmaron  las  actas  los  señores  Reyes  y  Nieto,  los  cua¬ 
les  con  el  señor  José  Vicente  Uribe  firmaron  la  de  fecha  15 
del  último  mes  citado. 

I^a  Ley  20  de  23  de  septiembre  de  1886  facultó,  por  medio 
de  su  artículo  l.°,  al  Banco  Nacional  para  emitir  hasta  un  mi¬ 
llón  de  pesos  con  el  fin  de  dárselos  en  préstamo  al  gobierno. 
Debía  hacerse  gradualmente  esta  emisión,  no  pudiendo  por 
motivo  alguno  exceder  de  $  200.000  mensuales.  Dispuso  tam¬ 
bién  la  misma  ley  que  cuando  fuera  necesario  hacer  emisio¬ 
nes  especiales  con  el  objeto  de  cambiar  los  billetes  deteriora¬ 
dos,  fueran  éstos  incinerados  tan  pronto  como  entrasen  a  las 
cajas  del  Banco,  y  como  esta  cuenta  denominada  -billetes 
para  el  cambio»  viene  a  ser  de  la  misma  naturaleza  que  la 
denominada  «billetes,»  es  preciso  considerarlas  como  una  sola 
para  el  efecto  de  averiguar  los  excesos  de  emisión  que  podrían 
suceder  siempre  que  no  se  cumpliera  con  el  mandato  legai  de 
practicar  la  incineración  correspondiente.  Es  claro  que  si  no 
eran  incinerados  los  billetes  que  debieran  serlo,  quedaban  ellos 
circulando  indebidamente.  Aunque  la  mencionada  ley  autori¬ 
zaba,  como  ya  se  ha  dicho,  la  emisión  de  $  1.000.000  más, 
esta  emisión  estaba  sometida  a  la  regla  restrictiva  de  no  pasar 
de  $  200.000  por  mes. 
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No  obstante  todo  lo  que  acaba  de  expresarse,  resulta  del 
estudio  de  los  libros  del  Banco  que  el  23  de  septiembre  de 
1886,  fecha  en  que  sólo  podían  estar  emitidos  $  4.200.000,  la 
emisión  real  fue  de  $  4.843  605,  lo  cual  constituye  un  exceso 
de  $  643.605.  En  octubre  siguiente  lo  legal  mente  autorizado 
era  $  4.400.000,  y  lo  emitido  fue  $  4.900.594-70,  lo  cual  cons¬ 
tituye  un  exceso  de  $  500.594-70.  En  24  de  noviembre  lo  le¬ 
galmente  autorizado  era  $  4.600.000,  y  lo  realmente  emitido 
fue  $  5.488.969-60:  el  exceso  fue  de  $  888.969-60. 

La  Ley  71  de  1886  (30  de  noviembre)  dispuso  que  el  Banco 
Nacional  diera  al  gobierno  un  empréstito  de  $  850.000  con  el 
objeto  de  pagar  el  importe  del  contrato  de  6  de  octubre  del 
mismo  año,  con  los  señores  L.  Pombo  y  Hermanos;  pero  esta 
ley  impuso  al  gobierno  el  deber  de  retirar  de  la  circulación, 
en  el  transcurso  de  seis  meses,  esa  misma  cantidad  en  la  pro¬ 
porción  de  $  141.000  mensuales;  de  manera  que  vencido  dicho 
término  de  seis  meses  no  quedaran  en  circulación  sino  los 
cinco  millones. 

Parece,  a  primera  vista,  que  esta  ley  no  tuviera  relación 
alguna  con  las  emisiones  hechas  por  el  Banco,  pues  no  se  ne¬ 
cesitaba  de  acto  legislativo  para  que  éste  diera  al  gobierno 
un  empréstito  de  $  850.000. 

El  gobierno  podía  contratar  libremente  como  cualquier  par¬ 
ticular  con  un  establecimiento  de  crédito,  y  el  Banco,  por  su 
parte,  considerado  autónomo,  podía  verificar  operaciones  de 
esa  clase;  pero  como  la  última  parte  del  artículo  l.°  de  la  men¬ 
cionada  Ley  71  de  1886  deja  comprender  que  se  autorizaba 
simuladamente  una  emisión,  la  interpretación  más  favorable  a 
la  conducta  del  Banco  es  la  de  que  por  ella  se  le  autorizó 
para  emitir  $  850.000  que  daría  en  préstamo  al  gobierno  y  que 
éste  devolvería  dentro  del  término  de  los  seis  meses  en  cinco 
mensualidades  de  a  $  141.000  y  una  más  de  $  145.000. 

Admitido  lo  anterior,  debe  establecerse  que  desde  la  fecha 
del  contrato  celebrado  el  3  de  diciembre  de  1886  entre  el  go¬ 
bierno  y  el  Banco,  la  emisión  total  autorizada  venía  a  ser  la 
de  $  5.450.000,  en  esta  forma:  los  cuatro  millones  primitivos; 
$  600.000  correspondientes  a  los  meses  de  septiembre,  octubre 
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y  noviembre  (a  razón  de  $  200.000  mensuales),  y  los  $  850.000 
de  que  trata  la  ley. 

Debe  estudiarse  en  seguida  si  el  Banco  Nacional  se  ciñó 
a  estas  prescripciones.  En  2  de  diciembre  del  año  menciona¬ 
do,  en  vez  de  hallarse  emitidos  los  $  5.450.000,  lo  emitido  ha¬ 
bía  sido  la  suma  superior  de  $  5.522.669-60,  esto  es,  un  exce¬ 
dente  de  S  72.669-60.  En  24  del  mismo  mes  había  que  agregar 
$  200.000  a  los  $  5.450.000  autorizados  hasta  la  primera  fecha, 
para  constituir  la  suma  autorizada  de  $  5.650. 00'J;  pero  en  vez 
de  esto,  lo  que  aparece  emitido  en  realidad  es  $  6.405.395-60; 
luego  hubo  en  esa  fecha  un  exceso  de  emisión  de  $  455.395-60. 
Es  lo  que  resulta  del  estudio  de  los  libros  del  Banco  y  de  las 
actas  de  la  junta  directiva  de  24  de  agosto  y  45  de  septiem¬ 
bre. 

El  ministro  del  tesoro,  cuando  todo  esto  sucedía,  fue  el  se¬ 
ñor  Jorge  Holguíu,  quien  suscribió  dichas  actas  como  pre¬ 
sidente  nato  de  la  junta.  En  la  sesión  del  24  de  agosto  se 
autorizó  la  emisión  de  los  billetes  de  a  10  y  de  a  20  centavos, 
y  en  la  de  15  de  septiembre  la  de  cien  mil  pesos  sobre  la  mo¬ 
neda  de  quinientos  milésimos. 

Las  emisiones  parciales  hechas  por  la  junta  de  emisión  fue¬ 
ron,  desde  el  27  de  agosto  hasta  el  18  de  septiembre  de  1886, 
las  siguientes: 


Agosto  27 . $ 

Agosto  28 . 

Agosto  30 . 

Septiembre  l.° . 

Septiembre  6 . 

Septiembre  10 . 

Septiembre  11 . 

Septiembre  15 . 

Septiembre  18 . 


80.000 

120.000 

80.000 

40.000 

80.000 

20.000 

26.000 

44.000 

32.000 


Total 


$  522.000 


Resulta  de  la  anterior  narración  que  fueron  violados  el  De¬ 
creto  número  329  de  12  de  abril  y  las  Leyes  20  de  23  de  sep¬ 
tiembre  y  7  del  año  de  1886. 


—  76  — 


¿Cuál  es  la  disposición  penal  aplicable  a  aquella  conducta 
indebida?  El  código  penal  vigente  entonces  era  el  nacional  de 
los  Estados  Unidos  de  Colombia,  pues  no  se  babía  dictado  aún 
la  ley  de  adopción  de  códigos  por  la  cual  fue  convertido  en 
nacional  el  de  Cundinamarca,  ni  expedido  el  de  1890,  vigente 
en  la  actualidad. 

El  artículo  609  del  código  penal  nacional  de  1873  dice:  «El 
administrador  de  banco,  sea  particular,  sea  anónimo,  que  emi¬ 
ta  y  tenga  en  circulación  cantidad  mayor  de  cédulas  o  bille¬ 
tes  que  la  autorizada  por  la  ley  nacional,  o  contratos  en  vir¬ 
tud  de  los  cuales  se  ba  establecido  o  incorporado  por  patente 
del  gobierno  de  la  Unión  o  al  cual  éste  haya  hecho  concesio¬ 
nes,  pagará  una  multa  igual  al  valor  de  los  billetes  exceden¬ 
tes,  que  deberá  recoger,  y  si  ese  valor  fuere  de  más  de  mil  pe¬ 
sos,  o  por  efecto  de  la  emisión  abusiva  se  hubiere  puesto  el 
banco  en  dificultades,  con  perjuicio  del  público,  se  añadirá 
arresto  por  seis  meses  a  dos  años». 

Puede  objetarse  a  la  aplicación  de  este  artículo  que  él  se 
refiere  a  los  administradores  de  bancos  particulares  o  anóni¬ 
mos  y  que  el  Banco  Nacional  ha  sido  de  otra  clase,  pues  su 
carácter  ha  sido  oficial.  En  este  caso  habría  que  buscar  en 
otro  artículo  del  código  penal,  vigente  en  el  año  de  1886,  la 
sanción  correspondiente  a  la  lalta  cometida.  Podría  ser  éste 
el  454,  según  el  cual  debía  aplicarse  la  pena  de  suspensión 
de  todo  cargo  o  empleo  por  dos  meses  a  tres  años,  la  de  una 
multa  de  cinco  a  sesenta  pesos,  y  la  de  ser  apercibido  al  fun¬ 
cionario  o  empleado  público  que  a  sabiendas  se  excediera  de 
las  atribuciones  de  su  empleo,  cargo  u  oficio,  o  ejerciera  otras 
que  no  le  correspondieran. 

Mas  la  discusión  de  este  punto  es  innecesaria,  porque  la 
pena  aplicable  sería  en  todo  caso  de  las  que  el  artículo  28 
del  código  mencionado  calificaba  de  no  corporales,  y  por  con¬ 
siguiente  era  prescriptible  por  el  transcurso  de  cuatro  años, 
conforme  al  artículo  71  del  mismo.  Han  transcurrido  más  de 
cuatro  años  desde  1886,  y  habían  transcurrido  también  antes 
de  que  entrase  en  vigencia  el  código  penal  de  1890,  que  mo¬ 
dificó  las  reglas  de  prescripción,  según  puede  observarse  en 
sus  artículos  40,  inciso  4.°,  y  95,  que  declaran  corporal  y  pres- 
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criptible  por  diez  años  la  pena  de  arresto,  y  en  su  artículo  99, 
que  ordena  se  compute  el  tiempo  en  las  prescripciones  con 
arreglo  a  las  disposiciones  del  mismo  código  (de  1890)  salvo 
en  las  que  estén  ya  consumadas. 

La  comisión  de  la  honorable  cámara  es  de  concepto  que 
no  puede  acusarse  ante  el  senado  al  señor  Jorge  Holguín, 
exsecretario  del  tesoro,  por  las  emisiones  ilegales  del  año 
de  1886,  en  que  tuvo  intervención,  por  razón  de  su  destino. 

III 

PRENDAS  EN  1885 

Durante  la  época  en  que  fue  secretario  del  tesoro  el  mis¬ 
mo  señor  Holguín  fueron  practicadas  operaciones  de  otra  ma¬ 
nera  graves,  que  la  comisión  de  la  honorable  cámara  ruputa 
de  su  deber  estudiar  para  deducir  la  responsabilidad  del  men¬ 
cionado  secretario. 

Por  razón  de  los  apuros  del  gobierno  para  sus  gastos  co¬ 
munes  en  el  año  de  1885,  y  del  poco  crédito  de  los  billetes 
del  Banco  Nacional,  se  resolvió  contraer  varias  deudas  con  los 
Bancos  de  Colombia,  de  Bogotá,  de  Crédito  Hipotecario,  y 
con  algunas  personas  particulares. 

Para  seguridad  de  ellas  se  constituyeron  como  prendas  bi¬ 
lletes  prestados  con  tal  objeto  por  el  Banco  Nacional,  que  al¬ 
canzaron  a  $  462.400. 

Siendo  prendas  esos  depósitos,  no  podían  disponer  de  ellos 
ni  el  gobierno  ni  los  bancos  prestamistas.  Ellos  debían  volver 
al  Banco  apenas  pagara  el  gobierno  las  cantidades  adeudadas; 
pero  por  resolución  y  orden  del  señor  Jorge  Holguín,  minis¬ 
tro  del  tesoro,  comunicada  ésta  al  tesorero  general  señor  Ra¬ 
fael  Pinto  V.,  se  dispuso  de  esas  prendas  pagando  con  parte 
de  ellas  a  los  respectivos  acreedores  y  empleando  los  sobran¬ 
tes  en  los  gastos  comunes  del  gobierno.  No  habiendo  vuelto 
los  mencionados  billetes  al  Banco  Nacional,  es  evidente  que 
entraron  a  la  circulación  sin  que  ésta  fuese  autorizada  por  la 
respectiva  junta  a  quien  correspondía  esta  atribución. 

Los  hechos  están  perfectamente  establecidos  en  los  siguien¬ 
tes  documentos:  las  copias  de  folios  300,  301,  302,  303,  310, 
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311,  320  y  varias  declaraciones  y  documentos  como  el  Diario 
Oficial  número  9010  del  legajo  3.° 

Son  plena  prueba,  respecto  del  señor  Holguín,  la  decla¬ 
ración  del  señor  Rafael  Pinto  (legajo  3.°,  folio  217)  y  la  nota 
número  1380,  de  16  de  octubre  de  1886,  suscrita  por  el  pri¬ 
mero  y  que  en  los  autos  se  halla  en  copia  (legajo  4.°,  folio 
286). 

La  ley  no  admite  como  disculpa,  en  actos  de  esta  clase, 
la  urgencia,  el  aprieto  o  la  necesidad  para  disponer  de  una 
prenda  como  parece  suponerlo  el  señor  Holguín  en  su  inda¬ 
gatoria  de  16  de  octubre  de  1894,  pregunta  15  (legajo  3.°,  fo¬ 
lio  2U1).  Por  la  nota  expresada  ordenó  el  señor  secretario  del 
tesoro  al  señor  tesorero  general  que,  trasladándose  a  los 
Bancos  acreedores,  retirara  las  prendas  y  pagara  los  respec¬ 
tivos  créditos  con  las  mismas  especies  constitutivas  de  ellos. 

A  la  ejecución  de  este  delito  son  aplicables  las  mismas 
consideraciones  penales  desarrolladas  en  el  capítulo  anterior 
respecto  a  las  emisiones  ilegales  de  1886,  y  las  conclusiones 
son  idénticas:  la  prescripción  ha  cubierto  al  responsable. 

Opina  la  comisión  que  no  se  puede  acusar  hoy  al  señor 
Jorge  Holguín,  exministro  del  tesoro,  por  aquellas  faltas. 

IV 

EMISIONES  PARA  LA  NEGOCIACIÓN  DE  LA  DEUDA  ANTIGUA 

EN  1889 

La  Ley  124  de  1887  fijaba  eu  doce  millones  de  pesos  el 
máximum  de  billetes  del  Banco  Nacional  que  se  podían  emi¬ 
tir  y  poner  en  circulación;  y  el  día  28  de  febrero  de  1889 
el  monto  de  las  emisiones  alcanzaba  a  $  11.738.351.70.  Sólo 
faltaba,  pues,  por  emitir  en  aquella  fecha  $  261.648.30;  sin 
embargo,  once  días  después  la  junta  de  emisión  del  Banco 
Nacional  adoptó  la  grave  providencia  que  consta  en  el  acta 
que  se  transcribe,  la  cual  fue  extendida  en  el  libro  de  actas 
de  las  sesiones  secretas  de  la  junta  directiva  del  Banco. 

«ACTA  DE  LA  JUNTA  DE  EMISIÓN  (SECRETA) 

«En  Bogotá,  a  las  nueve  y  media  de  la  mañana  del  día  11 
de  marzo  de  1889,  se  reunió  la  junta  de  emisión  de  billetes 
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del  Banco  Nacional  en  el  local  de  la  gerencia  del  mismo  Ban¬ 
co.  con  asistencia  de  todos  sus  miembros,  a  saber:  los  direc¬ 
tores,  señores  Juan  de  Brigard,  Federico  Patiño,  revisor  del 
establecimiento,  y  el  infrascrito  secretario,  presidida  por  su 
señoría  el  ministro  del  tesoro,  estando  también  presente  el 
señor  gerente. 

-El  señor  ministro  del  tesoro  manifestó  la  situación  en  que 
se  encontraba  el  gobierno  para  poder  continuar  pagando  los 
remates  mensuales  de  deuda  pública  durante  todo  el  bienio 
de  1889  a  1890,  y  la  necesidad  de  arreglar  el  pago  de  los  in¬ 
tereses  de  la  deuda  exterior,  y  propuso  lo  siguiente: 

‘'Emítase  por  la  comisión  de  emisión  billetes  para  el  cam¬ 
bio  basta  dos  millones  de  pesos  ($  2.000.000),  para  darlos  en 
prenda  al  Banco  de  Bogotá  en  cambio  de  documentos  de 
deuda  pública,  computados  al  precio  del  mercado.  La  geren¬ 
cia  arreglará  el  modo  de  practicar  esta  operación:  y  el  go¬ 
bierno  se  compromete  por  su  parte  a  devolver  al  Banco 
Nacional  los  dos  millones  de  pesos  ($  2.000.000),  o  la  suma 
que  alcance  a  dar  en  prenda,  antes  de  la  reunión  del  próxi¬ 
mo  congreso,  o  a  legitimar  esta  operación  de  modo  que  en 
ningún  caso  quede  comprometida  la  responsabilidad  del  Ban¬ 
co  Nacional  o  de  la  junta  de  emisión.” 

•Dicha  proposición  fue  aprobada. 

•El  ministro,  Carlos  Martínez  Silva 

«El  secretario,  Segundo  Ortega  C. 

-Es  fiel  copia  del  original  que  se  encuentra  al  folio  44  del 
libro  de  actas  de  las  sesiones  secretas  de  la  junta  directiva 
del  Banco  Nacional. 

Carlos  Maldonado  M.,  Secretario.- 

Salta  a  la  vista  que  son  inconciliables  los  términos  de  la 
proposición  que  se  halla  inserta  en  el  acta  precedente.  Si  la 
nueva  emisión  se  destinaba  al  cambio  de  los  billetes  deterio¬ 
rados,  es  indudable  que  no  podía  darse  en  prenda:  y  si  se 
daba  en  prenda,  es  indudable  también  que  no  podía  destinar¬ 
se  al  cambio  de  los  billetes  deteriorados  ni  al  pago  de  los 
documentos  de  deuda  pública  que  se  compraron  al  Banco  de 
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Bogotá.  De  cualquier  modo  que  sea,  es  lo  cierto  que  en  vir¬ 
tud  de  este  acuerdo  suyo  la  junta  hizo  la  emisión  en  varias 
actas;  que  del  hecho  se  dejó  constancia  en  los  libros  del  Ban¬ 
co  por  medio  de  una  partida  que  no  expresaba  la  verdad  de 
la  operación  que  se  llevó  a  cabo,  y  que  en  algunos  de  los 
balances  que  se  publicaron  se  suprimieron  las  partidas  corres¬ 
pondientes  a  esta  operación. 

Para  fijar  la  responsabilidad  del  ministro  del  tesoro  con 
motivo  de  los  hechos  que  compendiosamente  quedan  expues¬ 
tos,  la  comisión  ha  traído  a  la  vista  las  siguientes  disposicio¬ 
nes  legales  y  reglamentarias: 

Artículo  18  de  la  Ley  39  de  1880.  por  la  cual  se  conceden 
varias  autorizaciones  al  poder  ejecutivo  para  fundar  en  la  ca¬ 
pital  de  la  república  un  Banco  Nacional: 

"La  junta  directiva  funcionará  bajo  la  presidencia  del  se¬ 
cretario  del  tesoro,  el  cual  tendrá  voz  y  voto  en  todas  las  de¬ 
liberaciones  de  aquélla.  El  nombramiento  de  director  gerente 
V  sus  suplentes  corresponden  a  la  misma  junta  con  aprobación 
del  poder  ejecutivo.» 

Artículo  26  de  los  estatutos  del  Banco: 

-<La  suprema  dirección  del  Banco  corresponde  a  los  accio¬ 
nistas  reunidos  en  asamblea  general;  su  administración  estará 
a  cargo  de  un  consejo,  de  una  junta  directiva  y  de  un  geren¬ 
te,  y  el  examen  de  las  negociaciones  y  cuentas  se  hará  por  un 
revisor.» 

Artículo  43  del  reglamento: 

-  El  departamento  de  emisión  estará  a  cargo  de  una  comi¬ 
sión  compuesta  de  tres  miembros  de  la  junta  directiva,  del 
secretario  y  del  revisor  del  Banco.» 

Lo  primero  que  hay  que  observar  con  motivo  de  las  dis¬ 
posiciones  transcritas  es  que  el  ministro  del  tesoro  no  bacía 
parte,  ni  legal  ni  reglamentariamente,  de  la  junta  de  emisión; 
de  manera  que  cuando  asistía  a  sus  deliberaciones,  y  hacía 
proposiciones  sobre  asuntos  gravísimos,  y  presidía  tal  junta, 
cometía  abusos  de  autoridad.  El  artículo  427  del  código  pe¬ 
nal  adoptado  en  1887,  define  y  castiga  así  este  delito: 
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«El  funcionario  o  empleado  público  que  fuera  de  los  ca- 
sosr  expresados  en  este  código,  se  exceda  a  sabiendas  de  las 
atribuciones  de  su  empleo,  cargo  u  oficio,  o  ejerza  otras  que 
no  le  corresponden,  será  suspenso  de  todo  cargo  o  empleo 
por  seis  meses  a  tres  años,  pagará  una  multa  de  diez  a  ochen¬ 
ta  pesos,  y  será  apercibido.» 

Necesario  es  reconocer,  sin  embargo,  que  la  pena  ha  que¬ 
dado  prescrita  por  no  ser  corporal  y  haber  transcurrido  más 
de  cuatro  años  desde  la  perpetración  del  delito. 

Obsérvase,  en  segundo  lugar,  que  el  ministro  del  tesoro 
es  uno  de  los  administradores  del  Banco,  por  ser  miembro  de 
la  junta  directiva;  de  consiguiente,  la  responsabilidad  en  que 
incurrió  el  ministro  del  tesoro  en  1889  es  la  que  define  el 
artículo  210  de  la  Ley  153  de  1887.  Dice  así: 

"El  administrador  del  Banco  que  emita  y  tenga  en  circu¬ 
lación  una  cantidad  mayor  de  cédulas  o  billetes  que  la  auto¬ 
rizada  por  la  ley,  pagará  una  multa  igual  a  la  mitad  de  los 
billetes  excedentes,  que  deberá  recoger,  y  si  el  valor  fuere  de 
más  de  mil  pesos  ($  1.000),  o  si  por  efecto  de  la  emisión  abu¬ 
siva  se  hubiere  puesto  el  Banco  en  dificultades,  con  perjuicio 
del  público,  se  añadirá  arresto  por  seis  meses  a  dos  años.» 

Parece  que  la  emisión  hecha  para  la  negociación  de  la  deu¬ 
da  antigua  puso  al  Banco  en  dificultades,  con  perjuicio  del 
público;  pero  aunque  tales  dificultades  o  tal  perjuicio  no  hu¬ 
bieran  sido  consiguientes,  es  indudable  que  siempre  sería  apli¬ 
cable  la  última  parte  de  este  artículo,  por  haber  sido  la  emi¬ 
sión  de  más  de  mil  pesos. 

El  haber  propuesto  la  emisión  en  la  junta  de  este  nombre, 
de  la  cual  no  hacía  parte,  no  exime  de  responsabilidad  al  mi¬ 
nistro  del  tesoro;  antes  bien,  agrava  esa  responsabilidad.  A  la 
junta  directiva  le  corresponde  -fijar  el  monto  de  los  billetes 
de  cada  serie  que  deban  darse  a  la  circulación»  (numeral  2.° 
del  artículo  4.°  del  reglamento  del  Banco),  y  a  la  de  emisión 
no  le  corresponde  más  que  cumplir  las  órdenes  que  reciba  a 
este  respecto,  según  el  numeral  3.°  del  artículo  46  del  mismo 
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reglamento.  Los  miembros  de  la  junta  directiva  son,  pues,  los 
responsables  del  delito  cuando  hay  exceso  de  emisión. 

Esta  responsabilidad  no  cobija  desde  luégo  a  los  miembros 
de  la  directiva  que  no  cooperaron  en  la  comisión  del  delito, 
ni  tuvieron  conocimiento  de  él;  pero  esta  excusa  no  podría 
alegarse  por  el  ministro  del  tesoro  en  1889,  que  fue  quien  ini¬ 
ció  la  comisión  del  delito. 

Establecida  la  responsabilidad,  falta  averiguar  si  por  haberse 
cometido  el  delito  en  1889  ha  quedado  prescrita  la  pena. 

El  artículo  19  del  código  penal  que  regía  en  aquella  época 
(el  de  Cundinamarca  de  1858,  que  fue  adoptado  por  la  Ley 
57  de  1887)  no  incluía  la  de  arresto  entre  las  penas  corpora¬ 
les;  de  donde  se  deduce  que  tal  pena  prescribía  en  cuatro  años, 
de  acuerdo  con  el  artículo  82  del  mismo  código.  Es,  quizá, 
conveniente  transcribirlo: 

"En  los  demás  delitos  o  culpas  que  tengan  señalada  pena 
corporal  o  infamante  la  pena  prescribe  por  diez  años..  En  los 
delitos  y  culpas  que  tengan  señalada  otra  pena,  ésta  se  pres¬ 
cribe  por  el  transcurso  de  cuatro  años.  En  ambos  casos  se 
cuentan  los  términos  desde  el  día  en  que  se  perpetró  el  deli¬ 
to  o  la  culpa.» 

No  se  había  consumado  todavía  la  prescripción  cuando  se 
expidió  el  código  penal  de  1890,  que  sí  incluye  la  pena  de 
arresto  entre  las  corporales.  Con  esta  variante  el  término  para 
la  prescripción  que  señala  el  artículo  210  de  la  Ley  153  de 
1887  pasó  a  ser  de  diez  años;  y  pasó  a  ser  de  diez  años  no 
sólo  de  acuerdo  con  la  disposición  del  artículo  82  del  código 
de  1858,  que  queda  transcrita,  sino  también  por  prescribirlo 
el  97  del  nuevo  código.  También  conviene  transcribirlo:  -La 
pena  impuesta  por  sentencia  ejecutoriada  prescribe  en  cuatro 
años,  si  es  incorporal;  y  en  diez  años  si  es  corporal,  cualquiera 
que  sea  la  causa  por  que  no  se  haya  cumplido.» 

Pudiera  creerse  que  por  haber  sido  perpetrado  el  delito  de 
que  se  trata  bajo  el  imperio  del  código  de  1858,  debiera  com¬ 
putarse  el  tiempo  para  la  prescripción  de  acuerdo  con  las  dis¬ 
posiciones  de  aquel  cuerpo  de  leyes.  Pudiera  creerse  igualmen¬ 
te  que  a  este  caso  es  aplicable  el  principio  general  de  derecho 
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de  que  en  materia  penal  la  ley  favorable  o  permisiva  prefiere 
en  los  juicios  a  la  odiosa  y  restrictiva,  principio  que  nuestra 
legislación  consagra  en  el  artículo  44  de  la  Ley  153  de  1887; 
pero  tales  juicios  tienen  que  ser  completamente  desechados  en 
presencia  de  la  perentoria  disposición  del  artículo  99  del  có¬ 
digo  de  1890: 

-El  cómputo  del  tiempo  en  las  prescripciones  se  hará  siem¬ 
pre  con  arreglo  a  las  disposiciones  del  presente  código,  salvo 
en  las  que  estén  ya  consumadas.  " 

En  el  acta  secreta  de  la  junta  de  emisión,  correspondiente 
al  8  de  agosto  de  1889,  que  se  halla  en  la  página  91  de  los 
documentos  del  informe  que  el  ministro  del  tesoro  dirigió  al 
presente  congreso,  se  encuentra  este  párrafo  final: 

-Como  los  documentos  de  la  deuda  pública  comprados  al 
Banco  de  Bogotá  al  70  por  100  valen  dos  millones  doscientos 
seis  mil  trescientos  diez  y  nueve  pesos  ($  2.206.319),  y  lo  que 
esta  junta  acordó  emitir  en  la  sesión  del  11  de  marzo  último 
fue  la  de  $  2.000.000,  se  adiciona  esta  suma  en  $  206.319.  " 

Consta  aquí  la  comisión  de  un  nuevo  delito,  de  naturaleza 
idéntica  a  la  del  que  acabamos  de  examinar  y  al  cual  son  apli¬ 
cables  los  mismos  razonamientos,  de  los  cuales  se  deducen  las 
mismas  conclusiones.  Hay,  sin  embargo,  una  diferencia  entre 
este  delito  y  el  anterior,  y  es  la  de  que  el  último  tiende  al 
establecimiento  de  la  cronicidad. 

Otro  tanto  puede  decirse  del  delito  que  aparece  del  siguien¬ 
te  aparte  de  la  misma  acta  del  8  de  agosto  de  1889: 

-En  los  mismos  términos  en  que  se  dispuso  la  emisión  de 
billetes  de  este  Banco,  en  sesión  de  esta  junta,  de  fecha  11 
de  marzo  último,  emítase  la  suma  de  seiscientos  veintiún  mil 
ciento  treinta  pesos  ($  621.130)  para  cambio  de  billetes  del 
Banco  del  extinguido  Estado  de  Bolívar,  a  cargo  de  la  Nación. 
Dicha  suma  es  para  darla  a  la  tesorería  general  de  la  repú¬ 
blica,  quien  ha  recibido  como  moneda  corriente  dichos  billetes 
y  los  ha  incinerado  por  conducto  de  este  Banco.  La  suma  de 
que  se  trata  se  emitirá  en  los  términos  que  se  ha  dicho,  que 
es  cargando  la  cuenta  de  “prendas  por  cuenta  de  gobierno,” 
con  abono  a  la  de  “billetes  para  el  cambio,”  y  la  tesorería 
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general  la  recibirá  por  mensualidades  para  aplicarla  exclusi¬ 
vamente  al  pago  de  remates  mensuales  de  la  deuda  pública, 
expidiendo,  al  efecto,  los  correspondientes  recibos  a  favor  de 
este  Banco.» 

Trátase  de  averiguar  si  de  los  delitos  que  la  comisión  es¬ 
tudia  en  esta  parte  de  su  informe  resultan  otras  personas  res¬ 
ponsables.  En  la  investigación  la  comisión  ha  obtenido  el  si¬ 
guiente  documento: 

“Relación  formada  en  cumplimiento  de  la  orden  reservada  de  fecha  15  de  sep¬ 
tiembre  de  1892,  de  la  cual  se  sacan  tres  ejemplares,  de  conformidad  con  lo 
dispuesto  en  dicha  orden. 

SITUACIÓN  DEL  BANCO  NACIONAL  EN  20  DE  SEPTIEMBRE  DE  1892 


ACTIVO 

El  gobierno  nacional 

DEBE 

Por  obligaciones  de  empréstitos . $  13.280.478  70 

Por  resto  de  capital .  267.823  35 

Por  órdenes  de  pago .  54.032  50 

Por  remates  de  documentos  de  crédito 

público .  179.717  80 

Por  gastos  de  emisión  de  billetes  y  gastos 
de  reacuñación  de  la  moneda  de  0,500,  he¬ 
chos  hasta  hoy .  405.996  67)4 

Por  la  remisión  de  billetes  hecha  para 
pagar  remates  de  diciembre  de  1889  a  febre¬ 
ro  de  1890 .  344.000  .... 

Por  diferencia  o  pérdida  en  la  reacuña¬ 
ción  de  la  moneda  de  0,500  (aproximación).  1.599.888  25 

Por  descubierto  en  cuenta  corriente .  659.232  17)4 


Total  que  debe  el  gobierno  nacional. ...$  16.791.169  45 

Documentos  de  deuda  pública  por  valor 
nominal  de  $  27.424-75,  que  representan  un 

valor  efectivo  de .  11.114  70 

Documentos  de  deuda  pública,  denomi¬ 
nados  del  “gran  comité,”  valor  nominal  de 
$  3.054.139-75,  que  representan  un  valor  de. 


1.438.722  45 
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Acciones  del  ferrocarril  de  la  sabana, 

5.900  de  100  cada  una  que  costaron  con  la 

prima .  831.097  75 

Bonos  del  ferrocarril  de  la  sabana  que 
debe  pagar  el  departamento  de  Cundina- 

marca .  147.283  .... 

Muebles  y  útiles  de  escritorio .  26.331  95 

Moneda  de  0,500  exportada  hasta  la  fecha, 

$  3.999.888-25,  que  aproximadamente  produ¬ 
cirá  en  moneda  de  0,835 .  2.400.000  . 

Obligaciones  de  particulares  y  créditos 

flotantes .  2.076.351  27 

Letras  por  derecho  de  importación  por 

cobrar .  48.239  60 

Caja,  existencia  en  la  fecha .  293.300  07/4 

Cuentas  corrientes  (inclusive  las  de  los 
agentes  del  Banco  en  la  república,  y  con 
exclusión  de  la  de  la  tesorería  general) .  87.796  55 

Suma  el  activo . S  24.151.406  80 


PASIVO 

Depósitos  a  la  orden  y  a  término  fijo....$ 

Agentes  en  el  extranjero  (inclusive  el 

cambio) . 

Billetes  emitidos  (inclusive  los  del  cam¬ 
bio) . 

Varias  cuentas  pequeñas . 

Suma  el  pasivo . $ 

RESUMEN 

Suma  el  activo . $  24.151.406  80 

Suma  el  pasivo . .  21.254.881  20 

Diferencia . $  2.896.525  60,  que  está  repre¬ 

sentada  así: 


93.919  90 

94.725  45 

21.064.319  80 
1.923  05 

21.254.881  20  (1) 


(1)  Así  está. 
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Capital  del  Banco . S 

fondo  de  reserva . 

Utilidades  hasta  hoy  20  de  septiembre  de 


1892 


2.000.000  .... 
872.535  62^ 

23.989  91  y2 


$  2.896.525  60 


EMISIONES  DE  BILLETES 


Emisiones  e  incineraciones  que  se  han  hecho  desde  el  5  de  abril  de  1889,  día 
en  que  se  completó  la  emisión  legal  de  $  12.000.000,  y  saldos  de  los  billetes 
emitidos  al  fin  de  cada  trimestre  desde  la  fecha  indicada. 


FECHAS 

Emisión 
según  la  ley. 

Billetes 
emitidos  para 
el  cambio. 

Billetes 

incinerados. 

Saldos  de  los 
billetes  emitidos 
al  fin  de  cada 
trimestre. 

1889 

12.000.000 

315.303  70 

12  315  303  70 

De  abril  6  a  junio  30  . 

. 

948.348  .... 

365.500  ... 

12.934.151  70 

De  julio  1  °  a  septiembre  30. 

.  . . 

1.015.098  ... 

424  000  ... 

13.525.049  70 

De  octubre  l.°  a  diciembre  31 

•  . . 

1.424.802  ... 

144.500  .... 

14.805.351  70 

1890 

De  enero  l.°  a  marzo  31.  ..  .. 

139.000  ... 

190.400  .... 

14.753.951  70 

De  abril  1  °  a  junio  30 . 

.  . 

570.000  ... 

154.600 

15.169.351  70 

De  julio  l.°  a  septiembre  30 

887.100  .... 

276.000  .... 

15.780.451  70 

De  octubre  l.°  a  diciembre  31 

. 

1.208.000  .... 

417.500  .... 

16.570.951  70 

1891 

1.190.000  ... 

105.000  .. 

17.655.951  70 

De  abril  l.°  a  junio  30..  . 

. 

1.310.000  .... 

65.400  .... 

18.900.551  70 

De  julio  l.°  a  septiembre  30 

600.000  ... 

28.500  ... 

19.472.051  70 

De  octubre  l.°  a  diciembre  31 

504.000  .... 

29.020  .. 

19.947.031  70 

1892 

1 .480.000  .... 

13.000  .. 

‘>1  414.031  70 

De  abril  l.°  a  junio  30 . 

142.000  .... 

21.272.031  70 

De  julio  l.°  a  septiembre  20 

207.714  30 

21.064.317  70 

Totales . . $ 

12.000.000 

11.627.651  70 

2.563.334  30 
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RESUMEN 

Billetes  en  circulación  el  5  de  abril  de  1889,  o  sea  la  di¬ 
ferencia  entre  las  emisiones  e  incineraciones  anteriores  a  di¬ 
cha  fecha . $  12  000.000  . 

Billetes  -para  el  cambio-  en  esa  fecha  y  emi¬ 
siones  posteriores . . .  11.627.651  70 

S  21.627.651  70 

Billetes  incinerados  del  5  de  abril  de  1889 

hasta  hoy . S  2.563.334  30 

Importe  de  la  emisión  el  20  de  septiembre- 
de  1892 . $  21.064.317  40 


INVERSION 


QUE  SE  DIO  A  LOS  S  9.064.317  QUE  RESULTAN  EMITIDOS  EN 
EXCESO  DE  LOS  $  12.0U0.0O0,  LÍMITE  DE  LA  EMISIÓN 


l.°  En  la  compra  (al  70  por  100  de  su  valor  nominal)  de 
documentos  de  crédito  público,  cuyo  importe  por  capital  e 
intereses  era  de  $  3.151.885-47,  y  que  son  los  que  se  han  co¬ 
nocido  con  el  nombre  de  -documentos  de  deuda  pública  del 
gran  comité- . $  2.206  319 


2. °  A  la  tesorería  general  de  la  república,  en 

cambio  de  igual  suma  de  billetes  del  Banco  del  ex¬ 
tinguido  Estado  de  Bolívar,  que  la  tesorería  había 
recibido  como  moneda  corriente  y  que  se  incine¬ 
raron  por  conducto  del  Banco  Nacional .  621.130 

3. °  A  la  misma,  para  pagar  remates  de  deuda  pú¬ 
blica,  de  diciembre  de  1889  a  febrero  de  1890 .  344.000 

4. °  En  el  cambio  de  igual  suma  de  moneda  de 

0,500  exportada  basta  la  fecha .  3.999.888 

5. °  En  gastos  de  emisión  de  billetes  y  de  reacu¬ 
ñación  de  la  moneda  de  0.500 .  405.996 

6. °  En  la  compra  con  prima  de  5.900  acciones 

de  la  compañía  del  ferrocarril  de  la  sabana . .  831.097 

7. °  Adelantado  a  la  tesorería  general  en  descu¬ 

bierto,  y  otras  operaciones  de  Banco  como  descuen¬ 
to  de  obligaciones  y  créditos  flotantes .  655.887 


Suma  igual 


$  9.064.317 
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Respecto  a  las  autorizaciones  con  que  se  hicieron  las  emi¬ 
siones,  consta  en  las  actas  secretas  de  las  sesiones  que  tuvie¬ 
ron  lugar  en  los  días  11  de  marzo  y  8  de  agosto  de  1889,  que  di¬ 
cha  junta  aprobó  las  proposiciones  hechas  por  el  ministro  del  te¬ 
soro,  señor  don  Carlos  Martínez  Silva,  para  emitir  los  $  2.260.319 
destinados  a  la  compra  de  $  3.151.885  de  documentos  de  cré¬ 
dito  público,  y  los  $  621.130,  destinados  al  cambio  de  los  bi¬ 
lletes  del  Banco  del  Estado  de  Bolívar. 

También  autorizó  la  junta  la  emisión  de  $  344.000  para 
pago  de  los  remates  de  diciembre  de  1889  a  febrero  de  1890. 
No  se  han  encontrado  otras  autorizaciones  expresas  en  las 
actas. 

Bogotá,  24  de  septiembre  de  1892. 

El  ministro  de  hacienda,  Pedro  Bravo — El  ministro  del 
tesoro,  Carlos  Calderón  — El  gerente,  Juan  de  Brigard— El 
secretario,  Camilo  A.  Ordóñez. 

Nota — Por  mucho  tiempo  demoré  firmar  el  documento  que 
precede,  porque  proponíame  rectificar  detenidamente  los  da¬ 
tos  que  contiene;  lo  que,  por  diversos  inconvenientes,  no  he 
podido  hacer  sino  recientemente.  La  rectificación  dio  por  re¬ 
sultado  hallar  que  en  la  relación  de  la  inversión  de  los  bi¬ 
lletes  ilegalmente  emitidos  debe  suprimirse  la  segunda  partida 
de  $  621.130,  para  cambio  de  los  billetes  del  extinguido  Es¬ 
tado  de  Bolívar,  que  se  puso  por  error — al  cual  indujo  el 
acta  secreta  de  la  junta  de  emisión  de  8  de  agosto  de  1889  — 
pues  de  esos  $  621,130  sólo  se  emitieron  $  344.000,  no  con  el 
objeto  indicado,  sino  para  pagar  remates  de  deuda  pública, 
los  que  constituyen  la  tercera  partida  de  la  relación  aludida; 
pero,  por  otra  parte,  se  halló  que  se  invirtieron  $  420.586-70 
para  cambio  de  billetes  del  Cauca,  de  los  cuales  $  410.586-70 
lo  fueron  posteriormente  a  la  primera  emisión  clandestina. 
Estos  $  410.586.70  deben  ser  puestos  probablemente  en  lugar 
de  la  segunda  partida  de  que  se  ha  hablado;  pues  aunque  en 
ninguna  parte  consta  especialmente  que  se  tomaron  de  los 
billetes  clandestinamente  emitidos,  parece  lo  más  seguro  con¬ 
siderar  que  así  se  hizo,  y  tal  es  la  opinión  del  señor  conta¬ 
dor  del  Banco. 
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Rebajando  dichos  $  410.586.70  de  los  $  621.130,  la  dife¬ 
rencia,  que  es  de  $  210.543.30,  debe  aumentar  la  séptima 
partida,  por  valor  de  $  655.887,  de  la  citada  relación  de  inver¬ 
sión,  elevando,  por  consiguiente,  dicha  partida  a  la  suma  de 
$  866.430.30. 

Bogotá,  16  de  julio  de  1894. 

Pedro  Bravo 


Recibida  hoy  17  de  julio  de  1894. 

El  vicepresidente, 

M.  A.  CARO 


La  orden  presidencial  reservada  a  que  se  refiere  el  acta  an¬ 
terior  es  del  tenor  siguiente: 

«República  de  Colombia — Poder  ejecutivo  nacional — Reso¬ 
lución  presidencial  reservada. 

-Los  ministros  del  tesoro  y  de  hacienda,  y  el  gerente  del 
Banco  Nacional,  con  asistencia  del  secretario  del  mismo  Ban¬ 
co,  examinarán  los  libros,  documentos  y  existencias  de  dicho 
establecimiento,  y  formarán  una  relación  sumaria  de  las  emi¬ 
siones  que  se  han  hecho  y  de  su  inversión,  con  los  demás 
datos  necesarios  para  conocer  en  globo,  pero  con  precisión, 
la  situación  del  Banco. 

-En  los  actos  que  se  practiquen  para  dar  cumplimiento  a 
esta  orden  intervendrán  únicamente  las  cuatro  personas  desig¬ 
nadas,  quienes  guardarán,  bajo  solemne  compromiso,  completa 
reserva  sobre  el  asunto. 

-De  la  relación  que  se  forme  se  sacarán  solamente  (y  así 
se  hará  constar  en  ella)  tres  ejemplares  escritos  de  puño  y  letra 
del  secretario  del  Banco,  firmados  por  los  miembros  de  la  co¬ 
misión,  y  numerados.  Los  ejemplares  l.°  y  2.°  serán  entrega¬ 
dos  personalmente  por  el  secretario  del  Banco  al  encargado  del 
poder  ejecutivo,  y  el  ejemplar  número  3.°,  con  copia  de  la  pre¬ 
sente  resolución,  autorizada  por  el  ministro  del  tesoro,  se  se¬ 
llará  y  guardará  entre  los  papeles  reservados  de  la  gerencia. 
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con  instrucción  en  la  cubierta  del  pliego,  de  no  abrirse  sin 
autorización  expresa  del  presidente  de  la  república. 

«•Bogotá,  palacio  de  gobierno,  15  de  septiembre  de  1892. 

M.  A.  CARO 

«El  ministro  del  tesoro,  CARLOS  CALDERÓN  R. 

<  Es  fiel  copia.  El  ministro  del  tesoro,  CARLOS  CALDERÓN  R.» 


Cree  la  comisión  que  los  ministros  que  firmaron  la  prece¬ 
dente  diligencia,  o  uno  de  ellos,  por  lo  menos,  el  del  tesoro, 
por  haber  el  de  hacienda  salvado  su  responsabilidad,  hasta 
cierto  punto,  en  nota  adicional;  (sic)  creemos  que  el  ministro  del 
tesoro  en  1892  es  justiciable  por  omisión,  según  el  artículo  531 
del  código  penal  de  1890.  Este  dice  así:  «El  funcionario  o  em¬ 
pleado  público  que  en  los  expedientes,  documentos  o  negocios 
que  maneje,  descubra  pruebas  o  indicios  de  haberse  cometido 
un  delito  que  apareje  procedimiento  de  oficio,  y  no  pasare  o 
no  promoviere  que  se  pase  copia  de  lo  conducente  al  respec¬ 
tivo  agente  del  ministerio  público,  o  a  la  autoridad  compe¬ 
tente,  para  que  se  proceda  al  juzgamiento  del  culpable,  oque 
no  procediere  por  sí  mismo,  si  fuere  competente,  sufrirá  las 
penas  establecidas  en  el  artículo  anterior.» 

Entrando  más  hondamente  en  el  campo  de  la  investiga¬ 
ción,  se  quiso  saber  si  los  delitos  de  emisiones  ilegales  para  la 
negociación  de  la  deuda  antigua  obedecían  a  móviles  persona¬ 
les  interesados,  y  nos  pareció  que  el  examen  de  la  cuenta  «en 
suspenso»  del  Banco  de  Bogotá  podía  arrojar  mucha  luz  en  el 
particular.  Felizmente  la  suprema  corte  de  justicia  había  he¬ 
cho  tal  examen  y  practicado,  como  consecuencia  de  él,  una 
inspección  ocular  en  el  Banco  de  Colombia.  Se  pidió  copia  de 
las  diligencias  respectivas,  la  cual  se  halla  en  el  legajo  núme¬ 
ro  4.°  de  este  proceso.  Hállanse  allí  muy  graves  indicios  o  cau¬ 
sas  de  sospecha  de  venalidad,  pero  no  los  analiza  la  comisión 
en  este  punto  por  no  referirse  tales  indicios  a  la  conducta  de 
personas  que  pueda  juzgar  el  senado. 

En  virtud  de  lo  que  hasta  aquí  se  ha  expuesto,  la  comisión 
concluye: 
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1. °  Se  cometió  en  tres  distintas  ocasiones  el  delito  de  exce¬ 
so  de  emisión,  que  castiga  el  artículo  210  de  la  ley  153  de  1887, 
y  de  él  aparece  hasta  ahora  responsable  el  exministro  del  te¬ 
soro,  señor  doctor  Carlos  Martínez  Silva,  contra  el  cual  se  debe 
intentar  acusación. 

2. °  Se  cometió  el  delito  de  omisión  en  la  persecución  de 
los  delincuentes.  De  este  delito  aparece  hasta  ahora  responsa¬ 
ble  el  señor  doctor  Carlos  Calderón  Reyes. 

V 

EMISIÓN  ILEGAL  DE  $  314.000  EN  1889  Y  1890 

Según  el  acta  de  11  de  marzo  de  1889  (foja  64,  cuaderno  2.° 
del  dictamen  pericial),  la  junta  de  emisión  de  billetes  del  Ban¬ 
co  Nacional  acordó  que  se  hiciera  una  emisión  de  dos  millo¬ 
nes  de  pesos  para  aplicarla  a  la  compra  de  los  documentos  de 
deuda  antigua,  contratada  con  el  gerente  del  Banco  de  Bogotá.  Di¬ 
cha  emisión  se  hizo,  y  la  suma  que  debía  pagarse,  que  era  la  de 
$  2.206,317.40,  fue  cubierta  así:  S  704.900.  valor  de  los  docu¬ 
mentos  que  había  adquirido  antes  y  que  vendió  al  de  Bogotá 
al  68  por  100;  y  el  resto,  o  sea  $  1.501,417.40,  en  billetes  que 
dio  a  este  mismo  establecimiento  (foja  76  del  mismo  cuaderno). 

Más  tarde,  el  17  de  septiembre  del  mismo  año.  hizo  la  men¬ 
cionada  junta  otra  emisión  de  S  68.000,  autorizándose  con  el 
acta  de  que  antes  se  ha  hablado.  Hizo  también  otras  en  los 
meses  siguientes  y  en  enero  y  febrero  de  1890,  hasta  llegar  a 
la  cantidad  de  $  344.000,  expresando  siempre  que  procedía  de 
conformidad  con  el  acta  de  11  de  marzo  de  1889.  Consta  todo 
esto  en  los  documentos  del  2.°  cuaderno  del  dictamen  pericial, 
fojas  76  y  77. 

Como  los  $  12.000.000  que  el  artículo  l.°  de  la  ley  124  de 
1887  permitía  emitir;  es  decir,  como  el  límite  fijado  por  dicha 
ley  para  la  emisión  de  billetes  estaba  excedido  cuando  se  hizo 
la  emisión  de  los  S  2.206.317.40  para  la  compra  de  la  deuda 
antigua,  y  como  ya  el  cupo  de  la  emisión  acordada  por  el  acta 
de  11  de  marzo  de  1889  estaba  completo,  es  claro  que  las  nue¬ 
vas  emisiones  fueron  ilegales,  tanto  por  la  ley  como  porque 
fueron  hechas  sin  la  autorización  de  la  junta  directiva  del  Ban¬ 
co  Nacional. 
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Los  que  las  hicieron  fueron  los  señores  Daniel  E.  Coronado, 
Federico  Patiño  y  Francisco  Ortega,  según  aparece  de  las  actas 
respectivas  autorizadas  por  el  señor  Carlos  Maldonado  como  se¬ 
cretario.  El  ministro  en  esta  época  era  el  señor  Vicente  Res¬ 
trepo. 

Conforme  al  reglamento  del  Banco  Nacional,  en  su  artícu¬ 
lo  4.°,  corresponde  a  la  junta  directiva  «acordar  la  fabricación 
de  billetes  y  fijar  el  monto  de  cada  serie  que  deban  darse  a 
la  circulación. *>  De  la  junta  directiva  hacía  parte  el  ministro 
del  tesoro,  pero  no  de  la  de  emisión;  mas  como  en  las  actas  en 
que  se  acordaron  las  emisiones  no  consta  que  asistiera  el  mi¬ 
nistro  del  tesoro,  ni  se  ha  podido  averiguar  por  algún  otro  me¬ 
dio  que  éste  supiera  lo  que  estaba  sucediendo  o  había  sucedi¬ 
do  en  la  junta  de  emisión,  parece  razonable  y  justo  que  sólo 
sean  considerados  responsables  del  acto  ilegal  los  miembros  de 
la  junta  que  a  él  asistieron,  y  el  gerente  que  puso  los  bille¬ 
tes  en  circulación. 

No  hay,  por  consiguiente,  en  concepto  de  vuestra  comisión, 
ministro  responsable  por  este  cargo,  y  no  correspondiendo  a  la 
cámara  formular  acusación  contra  los  otros  miembros  de  la  jun¬ 
ta,  se  limita  a  relatar  los  hechos  conexionados  con  esta  emi¬ 
sión  de  $  344.000,  que  fue,  según  parece,  hecha  para  remates, 
y  os  propone  que  no  se  acuse  al  ministro  por  este  asunto. 

VI 

EMISIÓN  ILEGAL  DE  $  68.000  EN  1889 

Como  se  insinuó  en  el  capítulo  anterior,  además  de  los 
$  344.000  de  que  allí  se  trata  fueron  emitidos  $  68.000,  según 
lo  que  pasa  a  referirse. 

Consta  por  el  acta  de  la  comisión  de  emisión  del  Banco  Na¬ 
cional,  fechada  en  7  de  septiembre  de  1889  y  firmada  por  los 
señores  Francisco  Ortega  C.,  Daniel  F.  Coronado  y  Federico 
Patiño,  y  autorizada  por  el  secretario,  señor  Segundo  Ortega 
C.,  que  la  comisión  mencionada  se  reunió  aquel  día  con  el 
objeto  de  entregar  al  gerente,  señor  doctor  Nicolás  Osorio, 
para  que  éste  diese  al  Banco  de  Bogotá,  en  cambio  de  docu¬ 
mentos  de  deuda  antigua,  según  lo  acordado  con  la  misma  co- 
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misión,  con  intervención  del  señor  ministro  del  tesoro,  doctor 
Carlos  Martínez  Silva,  en  sesión  secreta  de  11  de  marzo  del 
mismo  año,  la  suma  de  $  68.000. 

Con  este  acto  se  cometieron  las  siguientes  irregularidades: 

Primera.  Para  verificarlo  no  debió  la  comisión  de  emisión 
proceder  por  autorización  de  ella  misma  sino  de  la  junta  di¬ 
rectiva  del  Banco  a  cuyo  cargo  estaba  la  dirección  de  las  ope¬ 
raciones  del  establecimiento.  En  efecto,  la  atribución  8.a  del  ar¬ 
tículo  2.°  del  reglamento  del  Banco  declara  que  es  a  la  junta 
directiva  a  la  que  corresponde  autorizar  al  gerente  para  hacer 
las  operaciones  del  Banco. 

Segunda.  Se  apoya  la  comisión  de  emisión  para  emitir  esta 
suma  de  $  68.000  en  lo  acordado  por  ella  misma  en  li  de 
marzo  anterior,  y  este  acuerdo  peca  a  su  vez  de  irregular,  por¬ 
que,  según  consta  en  el  acta  de  la  mencionada  sesión  en  que 
se  determinó  emitir  la  suma  de  $  2.000.000  para  darlos  en  pren¬ 
da  al  Banco  de  Bogotá  en  el  negocio  de  los  documentos  de 
deuda  anticua,  se  prescindió  también  de  la  junta  para  verifi¬ 
car  aquella  emisión.  En  las  actas  de  la  junta  directiva  no  cons¬ 
ta  que  ésta  hubiera  determinado  esa  emisión  de  $  2.000.000. 

Tercera.  Parece  que  esta  suma  de  $  08.000  no  fue  aplica¬ 
da  a  la  constitución  de  prenda  en  el  Banco  de  Bogotá,  en  el 
asunto  de  la  deuda  antigua,  porque  aunque  según  el  libro 
diario  del  Banco  Nacional,  al  folio  800,  consta  que  dicha 
suma  fue  dada  al  de  Bogotá  el  mismo  día  7  de  septiembre, 
con  esta  misma  fecha  (folio  801)  se  le  dio  entrada  como  de¬ 
pósito  a  la  orden  del  contador  nacional. 

Cuarta.  Aun  suponiendo  que  la  comisión  de  emisión  del 
Banco  Nacional  hubiera  estado  facultada  para  hacer  la  emi¬ 
sión  de  que  trata  el  acta  secreta  de  11  de  marzo  del  mismo 
año  por  la  suma  de  $  2.000.000.  con  el  objeto  de  darlos  en 
prenda  al  Banco  de  Bogotá,  esta  suma  de  $  68.000  iba  a  exce¬ 
der  a  aquella  de  $  2.000.O00,  pues  según  consta  en  el  infor¬ 
me  de  los  peritos  nombrados  por  el  tribunal  superior  de 
Cundinamarca  (cuaderno  2.°,  folios  71  a  76),  el  Banco  Nacio¬ 
nal  había  ya  erogado  $  1.501.417.40  entregados  al  de  Bogotá,  sea 
en  pago,  sea  en  prenda,  sea  en  cambio  de  aquellos  documen¬ 
tos;  y  además  la  de  $  704.900  aproximadamente  para  la  com- 
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pra  a  particulares  de  los  documentos  vendidos  al  de  Bogotá 
por  el  Nacional,  el  30  de  abril  de  1889,  sumando  en  todo 
$  2.206,317.40. 

Con  esta  emisión  de  68.000  se  violó  la  ley  124  de  1887, 
que  fijó  en  $  12.000.000  el  máximum  de  emisión  de  billetes 
del  Banco  Nacional.  En  efecto,  según  el  citado  informe  de 
los  peritos  (cuaderno  l.°.  foja  70),  en  31  de  agosto  de  1889  la 
emisión  legal  no  debería  haber  llegado  sino  a  $  11.163.489, 
y  estaba  excedida  en  $  2.196.662.70.  Fue  sobre  este  exceso 
sobre  el  que  se  emitieron  los  $  68.000  de  que  ahora  se  trata. 

Fueron  también  violadas  con  esta  operación  las  disposicio¬ 
nes  siguientes:  el  artículo  16  de  la  ley  39  de  1880,  que  fa¬ 
culta  al  Banco  Nacional  para  funcionar  con  independencia 
del  gobierno,  y  en  tal  virtud  la  comisión  que  convino  en  que 
se  emitieran  los  $  2.000.000  debió  de  haberse  opuesto  a  esta 
emisión  que  constituía  un  exceso  sobre  el  cupo  legal.  Como 
ya  se  ha  dicho,  fue  en  el  acta  de  la  sesión  en  que  se  convi¬ 
no  en  emitir  esta  suma  en  la  que  se  fundó  la  misma  comi¬ 
sión  para  emitir  estos  $  68.000:  el  artículo  2.°  del  decreto 
ejecutivo  número  946  de  1880,  en  que  se  previene  que  las  ope¬ 
raciones  fiscales  sean  materia  de  contratos  debidamente  cele¬ 
brados  entre  el  gerente  del  Banco  y  el  secretario  del  tesoro; 
y  el  artículo  46  del  reglamento  del  Banco  Nacional,  aprobado 
por  el  gobierno  en  29  de  agosto  de  1887,  artículo  en  que  están 
enumeradas  las  funciones  de  la  comisión  de  emisión,  entre 
las  cuales  no  se  halla  la  de  celebrar  convenios  con  el  minis¬ 
tro  del  tesoro,  cuyo  objeto  sea  la  emisión  de  billetes  para  la 
compra  de  documentos  de  deuda  pública. 

En  todo  caso  debió  ser  acordada  esta  emisión  por  la  junta 
directiva  del  Banco,  aun  suponiéndola  lícita,  porque  a  éstas 
correspondía  lo  relativo  a  operaciones  fiscales  de  acuerdo  con 
el  gobierno;  pues  aunque  el  artículo  17  de  la  citada  ley  30 
de  1880  dispone  que  el  Banco  tenga  un  consejo  administrati¬ 
vo,  y  aunque  el  artículo  26  de  los  estatutos  insertos  en  el  de¬ 
creto  ejecutivo  número  946  de  1880  dispone  que  la  adminis¬ 
tración  de  este  establecimiento  esté  a  cargo  del  mismo  con¬ 
sejo,  de  una  junta  directiva  y  de  un  gerente,  por  el  artículo 
3.°  del  mismo  decreto  se  dispone  que  mientras  puede  organi- 
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zarse  el  consejo  administrativo,  las  funciones  atribuidas  a  éste 
sean  desempeñadas  poi  la  junta  directiva. 

La  persona  que  desempeñaba  el  ministerio  del  tesoro 
cuando  fueron  emitidos  estos  $  68.000  era  el  señor  don  Vi¬ 
cente  Restrepo,  según  relación  pasada  a  la  comisión  de  la 
cámara  de  representantes  por  el  ministerio  de  gobierno:  pero 
no  aparece  de  los  documentos  que  vuestra  comisión  ha  tenido 
a  la  vista  y  que  se  ha  procurado,  que  el  expresado  señor  Res¬ 
trepo  hubiera  tenido  ingerencia,  ni  siquiera  conocimiento  de 
esta  emisión.  El  ministro  del  tesoro  no  formaba  parte  de  la 
comisión  de  emisión.  No  aparece  que  el  señor  Restrepo  hu¬ 
biera  asistido  a  las  sesiones  en  que  la  emisión  se  hizo,  y  no 
hay  prueba  de  que  lo  hubiera  sabido  por  ningún  otro  con¬ 
ducto.  Aunque  el  ministro  del  tesoro  es  miembro  nato  y  pre¬ 
sidente  de  la  junta  directiva  del  Banco,  se  ha  vasto  desde  el 
principio  de  esta  investigación  que  las  operaciones  de  emi¬ 
sión  ejecutadas  para  conseguir  documentos  de  deuda  autigua 
se  verificaron  con  prescindencia  de  la  junta  directiva  de  este 
establecimiemto. 

Opina,  por  consiguiente,  vuestra  comisión  investigadora 
que  no  debe  acusarse  al  señor  Vicente  Restrepo  ni  a  ningún 
otro  ministro  por  la  emisión  de  que  se  trata,  no  siendo  de 
vuestra  jurisdicción  los  miembros  del  consejo  de  emisión  que 
aparecen  o  resultan  responsables. 

VII 

EMISIONES  PARA  COMPRA  DE  ACCIONES  DEL  FERROCARRIL 
DE  LA  SABANA  EN  1890 

Consta  en  el  libro  de  actas  de  la  junta  directiva  del  Ban¬ 
co  que  el  día  16  de  septiembre  de  1889  se  reunió  esa  junta 
presidida  por  el  señor  Vicente  Restrepo,  ministro  del  tesoro, 
y  con  asistencia  de  los  directores,  señores  Brigard,  Patiño, 
Delgado  y  Ortega,  siendo  secretario  interino  el  señor  Carlos 
Maldonado.  Leyóse  en  la  sesión  un  memorial  suscrito  por  los 
señores  C.  &  L.  Tanco,  en  liquidación,  memorial  en  que  es¬ 
tos  señores  ofrecían  en  venta  dos  mil  acciones  del  ferrocarril 
de  la  sabana,  de  a  $  100  cada  una,  al  precio  de  $  250,  o  sea 
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con  una  prima  de  $  150  por  acción.  La  junta  resolvió  que 
el  memorial  pasara  a  una  comisión  de  su  seno  para  que  in¬ 
formara. 

En  el  acta  de  23  de  los  mismos  mes  y  año  consta  que  a 
la  junta  compuesta  de  los  mismos  señores,  fue  presentado  el 
informe  de  la  comisión  enteramente  opuesto  a  que  se  compra¬ 
ran  las  acciones  ofrecidas.  Se  fundaba  el  informe  en  que  según 
el  artículo  6.°  de  la  ley  39  de  16  de  junio  de  1880,  solamente 
podía  el  Banco  ejecutar  operaciones  ordinarias  de  descuento, 
préstamo,  emisión,  giro  y  depósito;  y  en  que  de  acuerdo  con 
el  artículo  25  de  los  estatutos,  era  prohibido  al  Banco  inver¬ 
tir  sus  fondos  en  acciones  de  compañías  en  que  no  fuera  reem- 
bolsable  el  capital  a  los  plazos  ya  fijados  en  dichos  estatutos, 
es  decir,  a  los  seis  meses.  El  dictamen  de  la  comisión  fue 
aprobado  por  la  junta  (cuaderno  2.°  del  dictamen  pericial, 
folio  85). 

El  asunto  permaneció  en  este  estado  basta  el  16  de  di¬ 
ciembre  siguiente,  esto  es,  hasta  tres  meses  después,  en  que 
el  excelentísimo  señor  presidente  de  la  república,  doctor  Car¬ 
los  Holguín,  dictó  el  decreto  número  946  -dando  una  facul¬ 
tad  al  Banco  Nacional.»-  El  texto  de  este  decreto  es  el  si¬ 
guiente: 

-Visto  el  inciso  17  del  artículo  120  de  la  Constitución,  y 
considerando  que  el  ferrocarril  de  la  sabana  es  complemen¬ 
to  indispensable  del  ferrocarril  de  Girardot,  el  cual  pertenece 
a  la  Nación, 

-DECRETA: 

-Artículo  único.  Facúltase  al  Banco  Nacional  para  com¬ 
prar  las  acciones  del  ferrocarril  de  la  sabana  que  le  han  sido 
ofrecidas  y  las  demás  que  le  fueren  vendidas,  siempre  que  el 
precio  de  compra  no  exceda  del  25  por  100  de  premio  del 
valor  consignado  de  cada  acción. 

-Dado  en  Bogotá,  a  16  de  diciembre  de  1889. 

-CARLOS  HOLGUIN 

-El  ministro  del  tesoro, 

-Vicente  Restrepo» 
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Este  decreto  no  fue  publicado  en  el  Diario  Oficial  sino  el 
19  de  enero  de  1890.  No  obstante  esto,  consta  en  el  acta  de 
14  de  enero,  es  decir,  cinco  días  antes  de  la  publicación  del 
decreto,  que  en  la  junta  directiva  del  Banco  Nacional,  presi¬ 
dida  por  el  ministro  del  tesoro,  señor  don  Vicente  Restrepo, 
y  compuesta  de  los  señores  Brigard,  Patiño,  Nieto,  Coronado  y 
Delgado,  y  del  gerente,  doctor  Nicolás  Osorio,  informó  éste  que 
a  virtud  del  decreto  ejecutivo  número  946.  de  16  de  diciembre 
último,  había  celebrado  el  L8  del  mismo  diciembre  un  con¬ 
trato  con  el  Banco  de  Bogotá.  Por  este  contrato  el  Banco 
últimamente  mencionado  debía  dar  en  préstamo  al  Nacional 
una  suma  de  $  500.000  para  la  compra  de  las  acciones  del  fe¬ 
rrocarril  de  la  sabana.  El  secretario  informó  en  la  misma  se¬ 
sión.  según  la  misma  acta,  que  el  contrato  referido  estaba 
produciendo  ya  sus  efectos:  y  entonces  manifestó  el  gerente 
que  había  firmado  el  contrato  en  la  inteligencia  de  que  no  se 
llevaría  a  efecto  sin  ponerlo  en  conocimiento  de  la  junta  di¬ 
rectiva.  Por  no  hallarse  presente  en  aquel  acto  el  señor  mi¬ 
nistro  del  tesoro,  se  aplazó  la  consideración  de  este  asunto 
para  cuando  dicho  ministro  lo  estuviera. 

El  10  de  febrero  de  1890  volvió  a  reunirse  la  junta  com¬ 
puesta  del  señor  ministro  del  tesoro,  que  la  presidió,  de  los 
directores  Brigard.  Patiño,  Nieto,  Delgado  y  Obregón,  del  ge¬ 
rente  doctor  Osorio  y  el  secretario  Se  tomó  en  consideración 
el  contrato  sobre  empréstito  de  los  $  500.000  para  compra  de 
las  acciones  del  ferrocarril  de  la  sabana,  y  se  aprobó  la  mo¬ 
ción  hecha  por  el  señor  Nieto.  Consistió  ésta  en  proponer  que 
pasara  el  contrato  a  una  comisión  de  revisión;  y  el  señor  mi¬ 
nistro  ofreció  que  el  gobierno  daría  la  autorización  del  caso 
para  la  entrega  de  los  bonos  del  ferrocarril  de  la  sabana  al 
Banco  de  Bogotá  (cuaderno  2.°  del  dictamen  pericial,  folio  95). 

Tuvo  nueva  reunión  la  junta  el  21  de  febrero,  bajo  la  pre¬ 
sidencia  del  ministro  del  tesoro,  señor  Vicente  Restrepo,  y  con 
asistencia  de  los  directores  Brigard,  Nieto  y  Coronado  y  del 
gerente  doctor  Osorio.  En  ellos  funcionó  como  secretario  el 
oficial  mayor  de  la  secretaría.  Se  sometió  a  votación  la  auto- 
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rización  concedida  al  gerente  para  comprar  acciones  del  ferro¬ 
carril  de  la  sabana,  y  votaron  afirmativamente  los  señores 
Vicente  Restrepo,  Juan  de  Brigard,  Federico  Patiño  y  Daniel 
E.  Coronado.  Consta  esto  con  toda  precisión  en  el  acta.  Se 
dio  lectura  en  seguida  a  la  nota  del  ministro  del  tesoro,  fe¬ 
chada  en  11  de  febrero,  por  la  cual  se  autorizó  al  gerente  para 
entregar  al  Banco  de  Bogotá  los  bonos  del  ferrocarril  de  la 
sabana,  de  acuerdo  con  el  contrato  de  18  de  diciembre  an¬ 
terior. 

De  todo  lo  que  acaba  de  narrarse  resulta: 

1. °  Que  el  señor  don  Vicente  Restrepo,  ministro  del  tesoro, 
asistió  a  la  junta  directiva  del  Banco  Nacional  y  presidió  la 
sesión  de  16  de  septiembre  de  1889,  en  que  se  conoció,  por 
haber  sido  leído,  el  memorial  de  los  señores  C.  &  L.  Tanco, 
en  liquidación,  y  en  el  cual  ofrecían  éstos  en  venta  dos  mil 
acciones  del  ferrocarril  de  la  sabana. 

2. °  Que  el  mismo  señor  ministro  asistió  el  23  del  mismo 
mes,  como  miembro  y  presidente  de  la  expresada  junta  di¬ 
rectiva,  a  la  sesión  en  que  se  aceptaron  las  conclusiones  del 
informe  suscrito  por  los  señores  Evaristo  Delgado  y  Federico 
Patiño,  en  que  con  razones  irrefutables  demostraron  éstos  la 
ilegalidad  del  contrato  propuesto  y  la  imposibilidad  de  llevarlo 
a  efecto  sin  violar  los  estatutos  del  Banco. 

3. °  Que  no  obstante  todo  lo  expuesto,  el  señor  ministro 
Restrepo  autorizó  con  su  firma  el  decreto  número  946,  de  16 
de  diciembre  de  1890,  por  el  cual  se  facultó  al  Banco  Nacio¬ 
nal  para  comprar  las  acciones  del  ferrocarril  de  la  sabana: 
de  manera  que  obró  contra  lo  aprobado  por  la  junta  directi¬ 
va  y  con  pleno  conocimiento  de  que  la  ejecución  de  dicho 
decreto  era  contraria  a  la  ley  y  a  los  estatutos  del  estableci¬ 
miento  mencionado. 

Interrogado  por  la  comisión  investigadora,  el  señor  Restre¬ 
po  (legajo  3.°,  folio  204  vuelto,  pregunta  10)  dijo,  ¡contestando 
al  cargo  de  ilegalidad  por  la  expedición  de  aquel  decreto,  lo 
siguiente: 

-Autoricé  el  decreto  relacionado  [con  la  compra  de  accio¬ 
nes  del  ferrocarril  de  la  sabana  en  la  persuasión  de  que  era 
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legal.  Fundé  entonces  esa  persuasión  en  que  la  ley  que  fundó 
el  Banco  Nacional  no  le  prohibe  hacer  operaciones  como  la 
de  que  se  trata;  lejos  de  eso  tiene  un  artículo  especial  en  que 
lo  autoriza  para  practicar  una  operación  enteramente  análoga: 
la  compra  de  mil  a  diez  mil  acciones  del  Canal  de  Panamá: 
luego  la  mente  del  legislador  fue  que  el  Banco  pudiera  fomen¬ 
tar  empresas  de  reconocida  utilidad  pública.  Debe,  además, 
tenerse  en  cuenta  que  el  decreto  se  expidió  con  aprobación 
previa  del  consejo  de  ministros.- 

La  comisión  no  estima,  satisfactorias  las  razones  expuestas 
por  el  señor  Restrepo  para  sincerar  su  conducta.  Son  de  pre¬ 
sunción  legal  la  voluntad  y  la  malicia,  y  toca  a  los  acusados 
demostrar  que  no  tuvieron,  en  una  violación  determinada  de 
la  ley,  ni  la  una  ni  la  otra.  Esta  presunción  es  más  rigurosa 
tratándose  de  empleados  públicos  que  tienen  el  deber  de  co¬ 
nocer  las  leyes.  El  acto  de  buscar  aprobación,  no  en  razones 
que  refutaran  las  irrefutables  de  la  comisión  especial  de  la 
junta,  sino  en  la  autoridad  de  todo  el  personal  del  ministerio 
que  no  tenía  que  firmar  el  decreto  ni  era  responsable  de  la 
expedición  de  una  providencia  privativa  del  ministerio  del  te¬ 
soro,  manifiesta,  por  el  contrario,  que  no  se  sentía  con  el  de¬ 
bido  apoyo  ni  en  la  letra  ni  en  el  espíritu  de  la  legislación 
vigente.  Tampoco  se  vuelve  legal  un  acto  únicamente  porque 
lo  estime  bueno  el  consejo  de  ministros. 

La  disposición  legal  respecto  a  las  acciones  del  Canal  de 
Panamá  demuestra,  en  concepto  de  la  comisión,  lo  contrario 
de  lo  que  el  señor  Restrepo  alega  en  su  favor  en  la  declara¬ 
ción  mencionada.  Si  el  legislador  hubiera  querido  establecer 
una  autorización  general,  no  habría  tenido  necesidad  de  dar 
autorización  expresa  y  especial  para  tomar  las  acciones  del 
Canal.  Por  último,  la  disposición  de  los  estatutos,  inserta  en 
otra  parte,  es  terminante,  y  ella  sola  debió  de  haber  bastado 
para  que  no  se  insistiera  en  conseguir  de  la  junta  que  se  pres¬ 
tara  a  la  indebida  operación  de  que  se  trata. 

Nótanse  varias  irregularidades  en  el  procedimiento  del  ge¬ 
rente,  doctor  Osorio,  y  de  la  junta  directiva,  como  ya  se  ha 
insinuado.  Tales  son:  la  celebración  del  contrato  de  18  de  di¬ 
ciembre  de  1889  antes  de  que  fuera  publicado  el  decreto  del 
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16,  lo  cual  sucedió  el  19  de  enero  del  año  siguiente;  el  haberlo 
celebrado  sin  la  autorización  oficial  previa  de  la  junta  y  pro¬ 
cedido  a  ejecutarlo  antes  de  haber  obtenido  la  aprobación 
de  ésta. 

Otro  hecho  digno  de  mención  especial  es  el  de  que  el  ge¬ 
rente  del  Banco  Nacional,  teniendo  depositada  en  el  de  Bogo¬ 
tá  una  suma  de  $  636.900,  en  vez  de  pedir  esa  suma  para 
verificar  la  compra  de  las  acciones,  tomó  de  este  último  en 
que  poseía  ese  depósito,  la  cantidad  de  $  500.000,  pagándole 
una  comisión  inicial  del  6  por  100.  Esta  comisión  alcanzó  a 
la  suma  de  $  30.000.  Hízose  así  una  erogación  innecesaria  para 
favorecer  al  Banco  de  Bogotá,  a  quien  no  solamente  se  dio 
una  cantidad  sino  también  un  interés  del  7  por  100  anual  que 
alcanzó  a  valer  $  876.90. 

Otra  falta  grave  que  pone  de  manifiesto  el  poco  interés  con 
que  se  manejaron  los  caudales  públicos  fue  la  de  que  el  Ban¬ 
co,  que  no  estaba  facultado  por  el  decreto  de  16  de  diciem¬ 
bre,  tántas  veces  citado,  para  comprar  las  acciones  del  ferro¬ 
carril  de  la  sabana  sino  al  25  por  100  de  prima,  las  pagó 
mucho  más  caro,  puesto  que  no  debiendo  tomar  las  5.900  ac¬ 
ciones  que  compró  sino  por  $  737.500,  dio  por  ellas  $  831.097.75, 
es  decir,  $  93.597.75  más. 

Mas  no  fue  esto  sólo.  El  pago  del  préstamo  de  los  $  500.000 
al  Banco  de  Bogotá  se  hizo  con  la  misma  suma  del  depósito 
que  en  éste  tenía  el  Nacional,  no  en  el  acto,  sino  después  de 
transcurridos  muchos  meses,  lo  cual  causó  que  el  beneficio  fue¬ 
ra  mayor  para  el  primero  y  el  perjuicio  mayor  para  el  esta¬ 
blecimiento  público  encomendado  al  celo,  a  la  inteligencia  y 
a  la  honradez  de  sus  empleados. 

No  se  hizo  emisión  especial  para  esta  ilegal  negociación, 
pués  consta  por  el  certificado  del  secretario  del  Banco  Nacio¬ 
nal  que  los  $  500.000  fueron  pagados,  como  ya  se  ha  dicho, 
con  parte  de  los  $  636.900  que  el  Banco  deudor  tenía  depo¬ 
sitados  en  el  Banco  acreedor,  suma  que  era  un  residuo  de  la 
emisión  hecha  para  la  compra  de  documentos  de  la  deuda 
antigua. 

Las  acciones  compradas  a  la  compañía  Tanco  en  liquida¬ 
ción.  fueron  pagadas,  según  el  mismo  certificado,  con  obliga- 
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ciones  a  cargo  de  ellos,  por  sumas  que  el  Banco  les  había 
prestado  anteriormente  en  distintas  fechas  e  instalamentos  que 
el  mismo  Banco  había  pagado  por  dichos  señores  Tañeos  por 
cuenta  de  dichas  acciones,  y  también  en  dinero  de  los  fondos 
comunes. 

No  cabe,  por  consiguiente,  acusación  por  emisiones  ilega¬ 
les  hechas  especialmente  para  el  negocio  de  compra  de  accio¬ 
nes  del  ferrocarril  de  la  sabana;  pero  la  comisión  es  de  con¬ 
cepto  que  la  honorable  cámara  debe  acusar  ante  el  senado  al 
exministro  del  tesoro,  señor  Vicente  Restrepo,  por  haber  sus¬ 
crito  el  decreto  número  946,  de  16  de  diciembre  de  1889,  y 
por  haber  contribuido  a  su  ejecución,  violando  de  este  modo 
la  ley  y  los  estatutos  del  Banco  Nacional. 

VIII 

EMISIONES  PARA  EL  CAMBIO  DE  LA  MONEDA  DE  0,500  EN  1891 

En  31  de  enero  de  1892  la  emisión  autorizada  por  la  ley  124 
de  1887  era  la  de  $  12.000.000.  De  los  libros  del  Banco  Nacio¬ 
nal  resulta  un  excedente  de  $  6.876.714.30  en  aquella  fecha, 
puesto  que  el  monto  total  de  la  emisión  fue  de  $  18.876.714.30. 
Mas  como  el  11  de  marzo  de  1890  se  había  hecho,  de  orden 
del  gerente,  señor  Arturo  Malo  O’Leary,  el  asiento  que  salda 
la  cuenta  de  «junta  de  emisión»  por  la  de  «billetes  para  el 
cambio,»  saldo  constituido  por  la  suma  de  S  2.550.317.40,  re¬ 
sulta  que  el  exceso  efectivo  venía  a  ser.  en  la  fecha  menciona¬ 
da,  de  $  9.427.031.70  (cuaderno  2.°,  folio  49  del  dictamen  pe¬ 
ricial,  y  folio  936  del  libro  diario). 

Quedó  por  estos  hechos  infringida  la  lev  citada  y  descrita 
en  la  contabilidad  una  operación  ilícita. 

El  17  de  marzo  de  1890  funcionaba  ya  el  señor  Malo  O’Lea¬ 
ry  como  gerente,  en  reemplazo  del  señor  Nicolás  Osorio.  y  en 
esa  fecha  fueron  abiertos  nuevos  libros  según  puede  observar¬ 
se  en  el  folio  2  del  diario  registrado  el  día  14  del  mismo  mes. 
Los  saldos  de  las  cuentas  de  billetes  resultan  ser: 
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Billetes... . $  12.000.000  .... 

Billetes  para  el  cambio .  203.634  30 

Agregando  lo  saldado  por  la  cuenta  «junta 

de  emisión,»  que  es  la  cantidad  de .  . .  2.550.317  40 

Resulta  el  total  emitido  el  día  en  que  se  en¬ 
cargó  de  la  gerencia  el  señor  Malo  O’Leary .  14.753.95l  70 

El  9  de  enero  de  1892  el  saldo  de  la  cuenta  de  billetes 
era: 

Billetes . $  12.000.000  .... 

Billetes  para  el  cambio .  6.876.714  30 

Más  lo  suprimido  en  los  libros  para  saldar 
la  cuenta  «junta  de  emisión» .  2.550.317  40 

Total . $  21.427.031  70 

Deducida  de  esta  cantidad  la  anterior .  14.753.951  70 

Resulta  una  diferencia  de . $  6.673.080  .... 


Es  esta  la  suma  que  representa  el  total  de  billetes  emitidos 
sin  autorización  legal,  durante  la  gerencia  del  señor  Malo 
O’Leary.  Puede  descomponerse  en  dos  partes  esta  cantidad: 
1.a  La  emitida  para  cambiar  la  moneda  de  0,500,  que  autorizó 
el  decreto  número  200,  de  l.°  de  abril  de  1891,  según  la  nota 
del  gerente,  señor  Juan  de  Brigard,  al  ministro  del  tesoro 
(cuaderno  l.°,  folios  85  y  86  del  dictamen  pericial):  y  2.a  Lo 
emitido  para  el  cambio,  y  exclusivamente  para  el  cambio,  por 
la  «junta  de  emisión,»  según  distintas  actas. 


El  monto  de  la  primera  parte  es . $  4.234.298  .... 

Y  el  de  la  segunda .  2.429.782  .... 

Total . $  6.673.080  .... 

Fueron  incinerados  desde  el  27  de  febrero  hasta  el  9  de 
junio . $  155.000  . 


y  el  15  de  junio  de  1892.  fecha  en  que  el  señor 
Malo  O’Leary  renunció  la  gerencia,  solamente 
había  en  caja  de  existencia  para  el  cambio  de  bi¬ 
lletes . 


741.444  80 
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sin  que  aparezca  existencia  de  otra  clase  de  billetes  que  para 
el  cambio. 

Toca  a  la  comisión  de  la  cámara  estudiar  la  responsabili¬ 
dad  del  señor  Marcelino  Arango,  ministro  del  tesoro  en  esa 
época,  por  la  parte  directa  o  indirecta  que  hubiera  tomado  en 
aquellas  emisiones  excesivas;  y  para  ello  es  necesario  conside¬ 
rar  desde  luégo  si  era  legal  el  decreto  número  200  de  1891, 
que  dice  textualmente: 


DECRETO  NUMERO  200  DE  1891 


por  el  cual  se  manda  recoger  la  moneda  de  0,500. 

El  presidente  de  la  república , 

CONSIDERANDO: 

-I.0  Que  el  papel  moneda,  a  pesar  de  la  confianza  que  ins¬ 
pira  y  el  alto  crédito  de  que  goza  en  el  país,  no  puede  alcan¬ 
zar  a  ponerse  a  la  par  con  la  moneda  de  0.835,  por  la  cual 
está  obligado  a  cambiarlo  el  gobierno,  porque  su  valor  se  ha 
equiparado  al  de  la  moneda  de  0,500,  y  ésta,  por  el  valor  in¬ 
trínseco  que  representa,  tendrá  siempre  un  valor  inferior  al 
de  aquélla. 

"2.°  Que  el  gobierno  está  dispuesto  y  el  Banco  Nacional 
preparado  a  convertir  por  moneda  de  0,835  el  papel  moneda, 
sin  alterar  en  nada  el  curso  forzoso  de  éste. 

«3.°  Que  una  vez  que  se  establezca  el  cambio  del  billete 
nacional  a  su  presentación  por  moneda  de  0,835  no  podrá 
subsistir  el  curso  de  la  de  0.500  por  ser  incompatible  con 
aquélla. 

«4.°  Que  la  acuñación  de  la  moneda  de  0,500  fue  motivada 
por  circunstancias  transitorias  que  ya  han  desaparecido, 


«DECRETA: 

«Artículo  l.°  Noventa  días  después  de  publicado  el  presente 
decreto  en  el  Diario  Ojicial  no  tendrán  obligación  los  parti¬ 
culares  de  recibir  en  pago  la  moneda  de  plata  de  0.500. 

«Artículo  2.°  Dicha  moneda  se  recibirá  en  pago  de  las  ren¬ 
tas  y  contribuciones  públicas,  únicamente  hasta  el  31  de  di¬ 
ciembre  del  corriente  año. 
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-Artículo  3.°  El  Banco  Nacional  procederá  inmediatamente 
a  recoger  la  moneda  de  0,500,  cambiándola  a  su  presentación 
en  las  oficinas  que  para  el  efecto  tenga  establecidas  y  que  en 
lo  sucesivo  establezca. 

"Artículo  5.°  Las  sumas  que  en  dichas  monedas  se  remi¬ 
tan  al  Banco  Nacional  o  a  sus  oficinas  de  cambio  para  su 
conversión  girarán  libres  de  porte. 

-Publíquese. 

"Dado  en  Bogotá,  a  l.°  de  abril  de  1891. 

CARLOS  HOLGUIN 
"El  ministro  del  tesoro,  Marcelino  Arango 

(En  el  número  8386  del  Diario  Oficial  de  4  de  abril  de 
1891,  en  donde  está  publicado  este  decreto,  falta,  como  aquí, 
el  artículo  número  4.°). 

"Desde  antes  de  la  fecha  del  anterior  decreto,  dice  el  dic¬ 
tamen  pericial  (cuaderno  2.°,  folio  136),  desde  el  24  de  febrero 
de  1891  (página  286  del  Diario ),  comenzaron  a  hacerse  reme¬ 
sas  de  monedas  de  0,500  a  los  señores  Schloss,  Brothers,  de 
Londres,  para  ser  reacuñadas  a  la  ley  de  0,835. » 

Llama  la  atención  este  sistema  del  Banco  Nacional  de  ve¬ 
rificar  operaciones  algún  tiempo  antes  de  que  los  decretos 
ejecutivos  las  autorizaran  u  ordenaran;  y  su  confianza  en  que 
un  congreso  posterior  habría  de  legalizar  procedimientos  evi¬ 
dentemente  ilegales.  Así  es  que  el  señor  Malo  O’Leary,  aun¬ 
que  él  dice  no  recordar  absolutamente  nada  de  ello,  envió  a 
Schloss,  Brothers,  de  Londres,  importantes  remesas  de  plata 
de  baja  ley  para  hacerlas  reacuñar  a  ley  superior  cambiando 
los  sellos  y  símbolos  perfectamente  especificados  en  el  código 
fiscal,  y  sustituyendo  éstos  con  el  busto  de  Cristóbal  Colón. 
Indudablemente  esas  piezas  no  podían  ser  en  aquel  entonces 
consideradas  como  monedas  legales,  ni  entrar  en  circulación 
como  tales,  ni  ser  aceptadas  por  el  público.  Todos  aquellos 
gastos  habrían  sido  inútiles,  con  grave  pérdida  del  Banco  Na¬ 
cional,  si  el  congreso  de  1892  no  se  hubiera  visto  obligado, 
por  la  fuerza  con  que  siempre  se  imponen  los  hechos  consu- 
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mados  y  por  evitar  graves  perjuicios,  a  declarar  legales  aque¬ 
llas  piezas  metálicas. 

Preguntado  el  exministro  del  tesoro,  señor  Marcelino  Aran- 
go,  acerca  de  ese  hecho  irregular,  declaró  (legajo  3.°,  folio  244) 
no  haber  dado  la  orden  para  ejecutarlo,  pero  sí  haberlo  co¬ 
nocido  después  de  su  iniciación  por  haberle  hablado  de  él  el 
señor  Malo  O’Leary,  de  una  o  algunas  de  las  piezas  de  que 
se  trata.  Explicaba  el  mencionado  gerente  su  procedimiento 
indicando  que  el  cambio  convenía  por  acercarse  el  centenario 
del  descubrimiento  de  América.  Tal  vez  debió  el  señor  minis¬ 
tro  del  tesoro  impedir  que  se  continuara  la  acuñación  en  esa 
forma,  pero  la  comisión  halla  que  no  hubo  delito  de  falsifica¬ 
ción  en  el  cambio  de  sello  de  la  moneda  en  tal  circunstancia, 
porque  las  medallas,  si  se  permite  llamarlas  así,  ni  es  proba¬ 
ble  siquiera  que  el  gobierno  pretendiera  o  intentara  introdu¬ 
cirlas  en  ella,  sin  ley  especial  que  las  habilitara  de  monedas. 
No  es  posible,  pues,  hoy,  formular  cargo  criminal,  aunque  sí 
una  severa  censura  a  aquel  acto  de  audacia  o  de  increíble 
confianza  en  legalizaciones  posteriores  de  un  congreso  consti¬ 
tucionalmente  soberano. 

Mas  la  responsabilidad  del  ministro  por  la  emisión  indis¬ 
pensable  para  cumplir  el  decreto  número  200,  es  clara  pira 
vuestra  comisión.  Como  se  demuestra  en  el  dictamen  pericial 
(cuaderno  número  2,  folios  134  y  siguientes),  la  emisión  de 
billetes  con  que  se  recogió  la  moneda  de  0,000  excedió  a  la 
permitida  por  las  leyes  vigentes  cuando  se  consumó  la  opera¬ 
ción.  No  podía  aumentarse  la  emisión  de  billetes  por  decreto 
ejecutivo  sino  por  ley.  Esta  emisión  fue  de  $  4.243.298. 

No  hay  prueba  ni  en  los  documentos  consultados  por  la 
comisión,  ni  en  los  testimonios  personales  adquiridos  por  ella, 
de  que  el  señor  Arango  hubiera  intervenido  con  su  asistencia 
en  las  juntas  del  Banco  que  ordenaron  o  permitieron  la  emi¬ 
sión  de  que  se  trata.  Pero  el  señor  Arango,  con  la  franca  ga¬ 
llardía  de  un  carácter  que  no  niega  lo  que  ejecuta  ni  esquiva 
las  responsabilidades  de  sus  actos,  ha  suministrado  con  su 
confesión  la  prueba  que,  acaso  de  otra  manera,  no  se  habría 
podido  conseguir. 

En  efecto,  contestando  las  preguntas  de  la  comisión  hechas 
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en  exhorto  dirigido  telegráficamente  por  ella  al  señor  juez  del 
crimen  de  Popayán,  dice  el  señor  Arango  (legajo  3.°,  folio  244) 
lo  siguiente: 

-Que  el  exponente  no  desconocía  que  para  recoger  la  mo¬ 
neda  de  0,500  había  necesidad  de  emitir  billetes  del  Banco 
Nacional,  y  que  aunque  no  autorizó  la  emisión  ni  por  escrito 
ni  de  palabra,  el  mero  hecho  de  saber  que  la  operación  no 
podía  llevarse  a  efecto  sin  emitir  billetes,  es  suficiente  para 
que  el  exponente  acepte,  como  acepta,  la  responsabilidad  que 
pueda  corresponderle. » 

La  confesión  es  plena  prueba,  según  la  ley,  cuando  por  otra 
parte  está  comprobado  el  cuerpo  del  delito,  como  en  este  caso. 
La  comisión  se  ve  forzada,  por  consiguiente,  a  solicitar  la  acu¬ 
sación  del  señor  Marcelino  Arango,  exministro  del  tesoro,  por 
haber  suscrito  el  decreto  número  200  de  l.°  de  abril  de  1891, 
y  por  las  emisiones  ilegales  necesarias  para  su  ejecución. 

IX 

LIBRANZAS  DEL  FERROCARRIL  DE  ZIPAQUIRÁ 

El  ministro  de  fomento,  señor  Carlos  Uribe,  celebró  con  el 
señor  Juan  Manuel  Dávila  el  contrato  número  560  de  22  de 
junio  de  1892,  sobre  construcción  del  ferrocarril  del  norte  o 
de  Zipaquirá.  En  este  contrato  (artículos  4.°  y  5.°)  se  estipuló 
que  el  gobierno  emitiría,  para  auxiliar  aquella  empresa  y  por 
conducto  del  Banco  Nacional,  libranzas  del  7  por  100,  paga¬ 
deras  con  el  6  por  100  de  los  derechos  de  importación. 

Fundóse  el  señor  ministro  citado,  para  estipular  esta  con¬ 
dición,  en  el  §  2.°  del  artículo  2.°  de  la  Ley  89  de  30  de 
mayo  de  1873.  que  facultó  al  poder  ejecutivo  para  autorizar 
la  emisión,  con  el  descuento  correspondiente,  de  obligaciones 
del  gobierno  que  ganen  el  7  por  100  de  interés  anual,  y  amor- 
tizables  por  medio  de  un  fondo  aumentativo  que  también  ga¬ 
rantizaría  el  gobierno. 

No  estando  dentro  de  la  órbita  de  las  funciones  de  la  co¬ 
misión  investigadora  de  las  emisiones  ilegales  de  billetes  del 
Banco  Nacional  el  entrar  a  examinar  si  aquel  contrato  se  ce¬ 
lebró  de  acuerdo  con  la  ley,  el  presente  estudio  se  limitará  a 
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esclarecer  los  puntos  que  se  rozan  con  la  emisión  de  las  li¬ 
branzas  citadas  en  cuanto  afectan  las  operaciones  del  Banco 
Nacional  y  la  responsabilidad  de  los  ministros  del  despacho 
ejecutivo  que  intervinieron  en  la  emisión. 

Se  litografiaron,  en  efecto,  libranzas  a  favor  del  concesiona¬ 
rio  del  ferrocarril  del  norte,  cuyo  texto  es  el  siguiente: 

-Libranzas  contra  las  aduanas  Bogotá,....  de....  1892— La  re¬ 
pública  de  Colombia  reconoce  a  favor  del  concesionario  del 
ferrocarril  del  norte  la  suma  de  mil  pesos  con  interés  del  7 
por  100  anual,  admisible  en  pago  del  6  por  100  del  producto 
bruto  de  los  derechos  de  importación  según  los  artículos  4.° 
y  5.°  del  contrato  número  560  de  fecha  22  de  junio  del  presen¬ 
te  año.  El  gerente  del  Banco  Nacional .  El  secretario . » 

(folio  12  de  la  copia  del  informe  de  los  peritos,  cuaderno  nú¬ 
mero  3). 

Estos  esqueletos  de  libranzas  no  llegaron  a  salir  de  las  cajas 
del  Banco  Nacional  probablemente  por  haber  advertido  que 
con  ello  se  obraba  en  contravención  del  §  l.°  del  artículo  2173 
del  código  fiscal,  que  asigna  a  la  dirección  del  crédito  nacional 
la  emisión  de  vales  de  la  deuda  interior;  del  §  9.°  del  mismo 
artículo,  que  le  asigna  asimismo  la  función  de  formar  los  do¬ 
cumentos  del  crédito  nacional  que  deben  circular  en  la  repú¬ 
blica,  y  del  artículo  4127  del  mismo  código,  que  establece  que 
el  carácter  distintivo  de  la  dirección  del  crédito  nacional  es  el 
de  servir  de  órgano  a  la  secretaría  del  tesoro  como  ordenado¬ 
ra  de  emisión  de  documentos  y  de  pagos  que  deben  hacerse 
con  arreglo  a  las  leyes. 

Quedaban  también  violados  con  esta  emisión  en  libranzas 
por  medio  del  Banco  Nacional  los  artículos  2187  y  2188  del 
mismo  código,  que  previenen,  el  primero,  que  no  se  hará  emi¬ 
sión  de  documentos  de  deuda  nacional  ...  sin  que  sea  imputa¬ 
ble  a  la  partida  correspondiente  del  crédito  abierto  para  ello 
en  el  presupuesto  de  gastos;  y  el  segundo,  que  la  emisión  de 
tales  documentos  se  hará  siempre  por  medio  de  un  responsa¬ 
ble  del  erario,  a  cuya  cuenta  se  imputará,  para  que  éste  la 
forme,  compruebe  y  rinda  como  está  dispuesto  respecto  de  las 
oficinas  de  manejo. 

El  artículo  1343  del  código  citado  previene  también  que  en 
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estos  casos  de  emisión  se  abra  en  el  presupuesto  del  mismo 
año  el  crédito  correspondiente  en  cantidad  fija,  y  en  caso  de 
que  el  congreso  no  vote  la  partida,  el  poder  ejecutivo  abra  el 
crédito  implícito  por  aproximación  al  hacer  la  liquidación  del 
mismo  presupuesto. 

Fueron  litografiadas,  sin  embargo,  otras  libranzas  de  la 
misma  especie,  960  de  a  mil  pesos  cada  una,  sin  fecha,  fir¬ 
madas  en  el  anverso  por  el  señor  Carlos  Calderón  Reyes,  como 
ministro  del  tesoro,  y  por  el  señor  Jacobo  de  la  Parra,  como 
tesorero  general,  y  en  el  reverso  por  el  señor  José  María  Caro, 
como  director  del  crédito  público. 

A  pesar  de  estar  estampadas  en  dichas  libranzas  estas  fir¬ 
mas,  consta  por  la  declaración  del  último  de  los  expresados 
señores  (folio  257  del  legajo  4.°)  que  no  fueron  emitidas  li¬ 
branzas  de  esa  clase  por  la  oficina  que  ha  estado  a  su  cargo: 
que  en  su  opinión,  no  tienen  valor  al  carecer  de  esta  condi¬ 
ción:  que  las  firmas  no  son  autógrafas  (requisito  que  exige  el 
código  fiscal),  sino  litografiadas,  y  que  para  litografiarlas  se  le 
pidió  su  firma. 

Estas  nuevas  libranzas  no  llegaron  tampoco  a  circular  en 
el  mercado,  pero  de  ellas  se  dieron  como  consignadas  en  abril 
de  1894  por  el  señor  Juan  Manuel  Dávila,  en  calidad  de  pren¬ 
da  en  el  Banco  Nacional,  las  marcadas  con  los  números  761 
a  960,  por  valor  de  $  200.000,  para  respaldar  con  ellas  un  cré¬ 
dito  flotante  por  S  60.000,  según  contrato  celebrado  entre  di¬ 
cho  señor  y  el  gerente  del  mismo  Banco,  señor  Juan  de  Brieard, 
autorizado,  dice  éste,  por  la  junta  directiva  (copia  del  informe 
ya  citado,  folios  15  a  21). 

Admitido  el  hecho  de  que  el  señor  Carlos  Uribe,  como  mi¬ 
nistro  de  fomento,  obró  dentro  de  las  facultades  de  la  ley, 
fundándose  en  el  §  2.°  del  artículo  20  de  la  ley  89  de  1873, 
para  celebrar  con  el  señor  Juan  Manuel  Dávila  el  contrato  en 
que  se  estipuló  la  emisión  de  estas  libranzas,  restaría  averi¬ 
guar  si  el  ministro  del  tesoro,  señor  Carlos  Calderón,  ordenó 
o  tuvo  ingerencia  en  la  fabricación  de  las  libranzas  que  llevan 
su  nombre;  y  si  el  señor  Miguel  Abadía  Méndez,  como  minis¬ 
tro  igualmente  del  tesoro  y  presidente  de  la  junta  directiva 
del  establecimiento  tántas  veces  citado,  obró  legalmente  o  nó 
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al  autorizar  la  operación  de  recibir  una  parte  de  ellas  en  pren¬ 
da  por  el  crédito  flotante  de  $  60.000  otorgado  al  señor  l)á- 
vila. 

Cuanto  al  primero,  no  hay  constancia  en  los  documentos 
que  la  comisión  ha  tenido  a  la  vista,  de  que  el  señor  Carlos 
Calderón  hubiera  ordenado  la  fabricación  de  dichas  libranzas, 
y  puede  suceder  que  se  le  hubiese  tomado  su  firma,  como  la 
del  señor  Caro,  para  mandar  litografiarlas. 

Respecto  del  segundo,  señor  Abadía  Méndez,  aunque  el  ge¬ 
rente  dice  en  el  encabezamiento  de  dicho  contrato  que  obró 
con  autorización  de  la  junta  directiva,  no  se  encuentra  en  las 
actas  de  ésta  constancia  alguna  de  tal  autorización  ni  de  que 
la  misma  junta  hubiera  aprobado  el  contrato  después  de  cele¬ 
brado:  pero  aunque  así  hubiera  sucedido,  la  falta  consistiría 
en  no  haber  abundado  en  seguridades  en  favor  del  Raneo, 
pues  el  crédito  flotante  otorgado  al  señor  Dávila  estaba  respal¬ 
dado  también  por  la  firma  del  señor  Antonio  Roldán,  y  es  sa¬ 
bido  que  el  Banco  puede  conceder  crédito  con  una  firma  res¬ 
ponsable  que  respalde  la  del  principal,  sin  necesidad  de  docu¬ 
mentos  de  crédito  constituidos,  además,  como  prenda. 

Si  en  esto  hubo  falta,  consistió  en  que  el  mayor  crédito 
que  puede  otorgar  el  Banco  no  puede  pasar  de  $  20.000,  y  en 
esta  falta  no  tuvo  parte  alguna  el  señor  Abadía  Méndez. 

Cree  la  comisión,  por  tanto,  que  de  estas  operaciones  no 
resulta  responsabilidad  contra  ministro  alguno  del  despacho 
ejecutivo. 

X 

emisión  de  $  207.714.30  en  1893 

El  día  28  de  febrero  de  1893  se  reunió  la  junta  directiva 
del  Banco  Nacional,  con  asistencia  de  los  directores,  señores 
Rubio,  Santamaría  y  García  Rico,  y  del  gerente,  que  lo  era 
entonces  el  señor  Juan  de  Brigard. 

En  ella  expuso  este  último  que  después  de  haberse  encar¬ 
gado  él  de  la  gerencia  se  habían  incinerado,  en  los  meses  de 
julio  y  agosto,  más  de  $  200.000  en  billetes  deteriorados  que 
no  habían  sido  reemplazados.  El  director,  señor  Santamaría, 
propuso  inmediatamente: 
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"La  junta  directiva,  teniendo  en  consideración  que  se  han  in¬ 
cinerado  billetes  del  Banco  Nacional  por  la  suma  de  $  207.714.30, 
desde  el  12  de  julio  hasta  el  27  de  agosto  de  1892,  sin  que  se 
haya  hecho  la  emisión  correspondiente  para  reemplazarlos,  se 
permite  manifestar  al  consejo  de  emisión  que  es  preciso  emi¬ 
tir  una  suma  de  billetes  igual  a  la  mencionada.» 

Esta  proposición  fue  aprobada  por  la  junta.  El  acta  está 
firmada  por  el  señor  Carlos  Calderón,  como  presidente;  pero 
esta  firma  no  prueba  que  él  haya  concurrido  a  la  sesión  res¬ 
pectiva;  es  probable  que  la  firmó  en  la  siguiente,  pues  no  se 
halla  su  nombre  entre  los  concurrentes  a  la  primera  (folio  240, 
legajo  3.°). 

El  consejo  de  emisión  se  reunió  el  11  de  marzo  del  mismo 
año  de  1893  (legajo  3.°,  folio  241),  presidido  por  el  gerente,  y 
con  asistencia  de  los  señores  Vargas  y  Koppel.  En  ella  se  re¬ 
solvió  «emitir  $  207.714.30,  de  acuerdo  con  la  proposición  apro¬ 
bada,  como  consta  del  acta  pormenorizada  de  esta  misma  fecha 
que  se  extiende  en  el  libro  de  emisiones.» 

El  mismo  consejo  de  emisión  se  reunió  el  22  de  mayo  de 
1894,  esto  es,  poco  más  de  un  año  después  (legajo  3.°,  folio  242), 
presidido  por  el  ministro  del  tesoro,  que  lo  era  entonces  el 
señor  Miguel  Abadía  Méndez,  con  la  asistencia  de  los  señores 
gerente  y  vocales  Vargas,  Paúl  y  Koppel.  En  esta  sesión  ma¬ 
nifestó  el  señor  Vargas  que  creía  conveniente  no  entregara  el 
consejo  al  señor  gerente  del  Banco  Nacional  billetes  nuevos 
para  el  cambio  de  los  deteriorados  que  éste  presentara  hasta 
que  se  amortizaran  los  $  207.714.30  que  el  consejo  entregó  el 
11  de  marzo  de  1893,  en  atención  a  lo  solicitado  por  la  junta 
directiva  del  Banco  Nacional  en  nota  número  3739,  de  fecha 
10  de  marzo  del  año  anterior. 

Por  consecuencia  de  esta  proposición  se  entró  en  la  discu¬ 
sión  y  estudio  de  los  precedentes  del  negocio.  Se  trajeron  a  la 
vista:  la  proposición  del  señor  Santamaría  hecha  en  la  sesión 
del  28  de  febrero  de  1893,  de  que  ya  se  ha  hablado,  y  las  actas 
de  incineración  de  la  anterior  junta  de  emisión,  de  12  y  19 
de  julio  y  2,  9,  18  y  27  de  agosto  de  dicho  año  de  1892,  en 
las  cuales  se  encuentra  constancia  de  haber  incinerado  las  su- 
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mas  de  $  85.000,  $  8.000,  14.000:  $  16.000,  $  26.000  y,  $  28.214.30, 
respectivamente,  que  componen  la  de  S  207.714.30. 

-El  vocal  señor  Paúl,  dice  literalmentejel  acta  a  que  se  re¬ 
fiere  esta  parte  del  informe,  teniendo  en  consideración  estos 
antecedentes,  manifestó  que  acaso  se  hallaría  alguna  irregula¬ 
ridad  en  el  procedimiento  del  consejo  al  hacer  la  emisión  de 
tal  suma:  pero  que  en  esto  no  hallaba  nada  indebido;  además, 
solicitó  que  se  tuviera  como  no  hecha  la  alusión  final  de  su 
observación  consignada  en  el  acta  de  17  de  los  corrientes,  y 
que  ella  debería  quedar  como  hecha  tan  sólo  hasta  donde  dice: 
“en  las  sesiones  de  la  junta.”  Su  señoría  el  ministro  del  tesoro 
reforzó  las  observaciones  que  se  hicieron  en  el  sentido  de  que 
el  consejo  de  emisión  había  obrado  honradamente  al  acordar 
el  reemplazo  con  billetes  nuevos  por  los  S  207.714.30,  incine¬ 
rados  por  la  junta  de  emisión  anterior.  Consignados  estos  he¬ 
chos  se  aprobó  el  acta.» 

La  declaración  del  vocal  señor  Paúl  consistió  en  lo  siguien¬ 
te,  que  consta  en  el  acta  de  17  de  mayo  de  1894  (legajo  4.°, 
folio  358): 

“Puesto  en  consideración  del  consejo  el  anterior  informe 
(la  relación  de  las  operaciones  practicadas  hasta  esa  fecha  por 
el  mismo  consejo),  fue  aprobado  por  los  miembros  del  consejo 
presentes  en  la  sesión:  pero  el  vocal  señor  Paúl  manifestó  que 
deseaba  quedara  constancia  en  el  acta  de  la  siguiente  observa¬ 
ción:  según  la  índole  del  consejo  de  emisión  y  según  la  letra 
de  su  reglamento  interior,  cree  que  este  cuerpo  no  pudo  o  no 
debió  aprobar  la  emisión  de  los  $  207.714.30  que  consta  en  el 
acta  de  11  de  marzo  del  año  próximo  pasado,  para  reemplazar 
los  billetes  incinerados  en  época  anterior  a  la  creación  del  con¬ 
sejo,  pues  esta  decisión  da  en  cierto  modo  carácter  retroactivo 
a  las  funciones  de  tal  corporación.  Por  otra  parte,  considera 
que  el  pensamiento  fue  el  de  separar  en  cierto  modo  el  asun¬ 
to  de  emisión,  cambio  y  amortización  de  billetes,  de  las  de¬ 
más  operaciones  que  ejecuta  el  Banco  Nacional.  Esta  observa¬ 
ción  no  envuelve  censura  o  protesta  de  ninguna  especie;  úni¬ 
camente  pretende  hacer  conocer  su  opinión  en  el  particular, 
una  vez  que  no  pudo  concurrir  en  aquel  entonces  a  las  sesiones 
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de  la  junta;  y,  por  otra  parte,  que  cada  cual  debe  asumir  la 
responsabilidad  que  le  corresponda . » 

Ahora  bien:  esos  $  207.714.30  fueron  el  resultado  de  una 
emisión  ilegal,  según  resulta  en  el  cuadro  que  se  halla  en  el 
folio  7  del  cuaderno  número  2  del  dictamen  pericial.  Consta 
en  él  que  en  28  de  febrero  de  1893  el  exceso  de  emisión  era 
de  $  2.764.317.40,  y  que  en  31  de  marzo  del  mismo  año  era  de 
$  2.972.031.70.  La  diferencia  de  estos  números  es  de  $  207.714.30. 
En  ambas  fechas  el  máximum  autorizado  por  la  ley  era  de 
$  20.440,000.  Interrogados  los  señores  Koppel  y  Brigard,  decla¬ 
ran:  el  primero  (legajo  3.°,  folio  248  vuelto),  que  como  no  es¬ 
taba  en  las  atribuciones  del  consejo  de  emisión  examinar  las 
cuentas  de  las  emisiones  del  Banco  Nacional,  no  tenía  por  qué 
saber  si  este  establecimiento  se  había  excedido  en  las  emisio¬ 
nes  autorizadas  por  la  ley;  y  el  último,  el  señor  Brigard  (le¬ 
gajo  3.°,  folio  219  vuelto),  dice  que  no  supo  que  con  lo  re¬ 
suelto  en  la  sesión  del  28  de  febrero  de  1893  se  hiciera  emisión 
ilegal. 

En  cuanto  a  la  responsabilidad  de  los  ministros,  única  de 
la  competencia  de  la  honorable  cámara,  vuestra  comisión  ob¬ 
serva  lo  siguiente:  no  consta  que  el  señor  Carlos  Calderón  in¬ 
terviniera  en  la  resolución  de  la  junta  directiva  de  28  de 
febrero  de  1893,  en  que  se  dispuso  la  emisión;  pero  que  sí 
debió  conocerla  por  haber  firmado  el  acta  respectiva,  y  que  el 
señor  Abadía  Méndez  tuvo  conocimiento  de  esa  misma  emi¬ 
sión  por  haberse  hallado  presente  y  por  haber  emitido  concep¬ 
to  en  la  sesión  del  consejo  de  emisión  de  22  de  mayo  de  1894, 
conforme  se  ha  relacionado. 

La  falta  de  cuidado  o  de  método  con  que  han  procedido 
las  juntas  del  Banco  Nacional  son  un  obstáculo  para  precisar 
hoy  algunas  de  las  responsabilidades  de  sus  miembros.  Parece 
que  fuera  un  deber  de  corporaciones  de  esa  clase  informarse 
previamente  de  las  cantidades  ya  emitidas  para  saber  si  se  ex¬ 
cedían  en  nuevas  emisiones.  Esto  no  se  hacía  generalmente, 
según  lo  que  resulta  de  lo  actuado  en  este  proceso,  o  las  jun¬ 
tas  aceptaban  de  buena  fe  los  informes  exactos  o  erróneos  de 
los  gerentes. 

La  comisión,  previo  un  estudio  detenido  del  punto,  baila 
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por  lo  menos  muy  dudoso  que  pueda  considerarse  responsables 
de  la  emisión  de  que  se  trata  a  los  ministros  Calderón  y  Aba¬ 
día  Méndez,  y  conceptúa  que  no  debe  acusarse  a  ninguno  de 
ellos  ante  el  senado  por  este  cargo. 

XI 

EMISIÓN  REPRESENTATIVA  DE  $  10.000  EN  1894 

La  Ley  93  de  1892,  sobre  regulación  del  sistema  monetario, 
dijo  en  el  último  inciso  de  su  artículo  10  lo  siguiente: 

«Igualmente  podrá  emitir  (el  Banco  Nacional)  billetes  en 
cambio  de  los  depósitos  que  hagan  los  particulares  o  el  go¬ 
bierno  en  barras  o  monedas  de  oro  o  plata  a  la  ley  no  inferior 
de  0’835;  pero  tales  billetes  se  retirarán  de  la  circulación  cuan¬ 
do  se  retiren  los  depósitos,  los  cuales  estarán  siempre  a  la 
orden  de  sus  dueños,  pudiendo  éstos  retirarlos  en  todo  o  en 
parte. 

«La  junta  directiva  del  Banco  fijará  las  condiciones  en  que 
deban  hacerse  estas  operaciones. - 

Trátase  en  este  punto  de  nuestro  informe  de  estudiar  y  re¬ 
solver  si  letras  giradas  sobre  el  extranjero  por  francos  son  lo 
mismo  que  depósitos  en  barras  o  monedas  de  oro  o  plata  a 
una  ley  no  inferior  de  a  0  835:  si  esta  identificación  es  permi¬ 
tida  por  la  letra,  por  el  espíritu  y  por  el  objeto  de  la  Ley  93 
de  1892;  y  si  el  señor  Abadía  Méndez,  ministro  del  tesoro, 
comprometió  su  responsabilidad  por  la  participación  que  tuvo 
en  haberle  aceptado  al  señor  Alejandro  Mancini,  como  depó¬ 
sito  en  los  términos  mencionados,  cinco  letras  giradas  a  cargo 
de  los  señores  Vengoechea  y  C.a,  de  París,  por  cien  mil  fran¬ 
cos  cada  una,  formando  el  total  de  S  100.000. 

La  historia  de  esta  negociación  consta  en  los  siguientes  do¬ 
cumentos: 

l.°  Acta  de  la  sesión  del  consejo  de  emisión,  de  13  de  abril 
del  presente  año  (1894),  sesión  a  que  asistieron  el  señor  mi¬ 
nistro  del  tesoro,  doctor  Miguel  Abadía  Méndez,  el  gerente  del 
Banco,  señor  Juan  de  Brigard,  y  el  vocal  señor  Salomón  Koppel. 
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En  ella  se  acordó  la  emisión,  como  representativa,  de  cien  mil 
pesos  sobre  las  cinco  letras  mencionadas. 

2. °  Acta  del  consejo  de  emisión,  del  mismo  día,  y  con  asis¬ 
tencia  de  los  mismos  funcionarios,  en  que  consta  la  entrega 
hecha  al  señor  gerente  del  Banco  de  la  expresada  suma  de 
$  100.000  en  billetes  de  a  $  1. 

3. °  Un  telegrama  en  cifra,  dirigido  el  7  de  abril  de  1894  a 
Vengoechea,  que  traducido  dice:  «¿Por  qué  suma  puede  girar 
Mancini  contra  ustedes?" 

4. °  Respuesta  telegráfica  de  Vengoechea,  que  dice:  «qui¬ 
nientos  mil  francos.» 

5. °  Carta  del  l.°  de  mayo  de  1894  del  consejo  de  emisión 
a  Fould  f reres,  de  París,  en  que  se  le  remiten  las  primeras  de 
cambio  de  las  expresadas  letras  para  hacerlas  aceptar  y  tener¬ 
las  a  disposición  de  los  tenedores  de  las  segundas. 

6. °  Kalograma  de  los  señores  Fould  fréres  &  C.a,  de  París, 
de  9  de  junio,  recibido  el  10,  que  traducido  dice:  «Las  letras 
por  quinientos  mil  francos  no  han  sido  aceptadas.  Hago  pro¬ 
testar  las  letras  a  menos  que  usted  desee  lo  contrario.» 

7. °  Acta  de  la  sesión  del  consejo  de  emisión,  de  12  de 
junio  de  este  año,  que  dice  en  su  parte  conducente: 

«El  señor  gerente  manifestó  que  el  día  de  ayer  había  reci¬ 
bido  cable,  fecha  9  de  los  corrientes,  de  los  señores  Fould 
fréres  &  C.a,  de  París,  avisando  que  las  cinco  letras  por  100.000 
francos  cada  una,  que  se  les  remitieron  con  carta  de  l.°  de 
mayo  último,  no  habían  sido  aceptadas,  y  que  las  haría  pro¬ 
testar,  a  menos  que  se  le  diera  orden  en  contrario.» 

El  mismo  señor  gerente  informó  al  consejo,  en  esta  sesión, 
que  el  señor  Carlos  Uribe  le  había  manifestado  estar  dispues¬ 
to  a  devolver  los  $  100.000  que  en  billetes  del  Banco  Nacio¬ 
nal  se  habían  emitido  el  13  de  abril  pasado,  en  representación 
del  depósito  de  dicha  suma  de  500.000  francos  y  de  acuerdo 
con  la  Ley  93  de  1892.  El  consejo  resolvió  que  por  el  conduc¬ 
to  respectivo  se  procediera  a  hacer  protestar  las  letras  núme¬ 
ros  43  a  47  inclusive,  cada  una  por  100.000  francos,  y  se  exi¬ 
giera  del  señor  Mancini  la  devolución  de  la  suma  de  $  100.000 
en  billetes  del  Banco  Nacional. 
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8. °  Telegrama  del  gerente  del  Banco  a  Fould  fréres  &  C.a, 
de  París,  que  traducido  dice: 

-Haga  protestar  las  letras." 

9. °  Recibo  por  $  49.000,  expedido  por  el  gerente  del  Banco 
al  señor  Alejandro  Mancini,  a  buena  cuenta  de  los  S  100.000, 
fecha  15  de  junio  de  1894 

10.  Recibo  por  $  51.000  del  gerente  del  Banco,  a  favor  del 
señor  Alejandro  Mancini,  por  el  completo  de  los  mismos 
S  100.000.  fecha  21  de  junio  de  1894. 

investigando  estos  hechos,  fueron  llamados  por  la  comisión 
a  declarar  los  señores  Salomón  Koppel,  Juan  de  Brigard  y 
doctor  Miguel  Abadía  Méndez,  que  fueron  los  que,  como  miem¬ 
bros  del  consejo  de  emisión,  practicaron  o  permitieron  la  ope¬ 
ración.  Los  señores  Koppel  y  de  Brigard  (folio  249,  pregunta 
4.a,  legajo  3.°,  y  folio  221,  pregunta  22)  dijeran  estimar  per¬ 
fectamente  legal  y  corriente  la  operación.  El  doctor  Abadía 
Méndez  en  su  certificación  indagatoria  de  18  de  octubre  de 
1894  (legajo  4.°,  folio  293),  confiesa  todos  los  hechos  apuntados 
y  su  intervención  en  ellos,  y  los  justifica  diciendo:  -  que  como 
miembro  del  consejo  de  emisión  hizo  objeciones  a  la  opera¬ 
ción  por  razones  de  seguridad,  mas  no  de  legalidad,  y  que 
las  razones  que  tuvo  para  creer  insegura  la  operación  era  el 
no  saber  si  el  señor  Mancini  tenía  realmente  los  500.000  fran¬ 
cos  en  poder  de  los  señores  Vengoechea  v  C.a,  de  París,  y 
si  esa  suma  podía  ser  entregada  a  los  señor  Fould  fréres, 
agentes  del  Banco,  para  que  quedara  en  poder  de  ellas  y  a 
las  órdenes  del  consejo  de  emisión.  Que  al  efecto  rehusó  por 
primera  vez  la  operación  aunque  los  otros  dos  miembros  del 
consejo  de  emisión  que  concurrieron  a  esa  sesión,  señores  Juan 
de  Brigard,  gerente  del  Banco  Nacional,  y  Salomón  F.  Koppel, 
la  creían  perfectamente  segura  por  el  conocimiento  que  te¬ 
nían  de  la  solvencia  del  señor  Mancini  y  de  los  señores  Ven¬ 
goechea  y  C.a,  y  que  el  señor  gerente,  por  influencia  del 
suscrito  (doctor  Abadía  Méndez),  resolvió  poner  un  kalograma 
a  los  señores  Vengoechea  y  C.a  preguntando  si  realmente  te¬ 
nían  en  su  poder  los  quinientos  mil  francos  del  señor  Manci¬ 
ni  y  si  podía  girar  por  ellos,  después  de  lo  cual  el  gerente 
exhibió^al  suscrito  (doctor  Abadía  Méndez),  en  la  sesión  del 
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13  de  abril,  un  kalograma  con  respuesta  afirmativa,  por  lo  cual 
asintió  a  la  operación,  y  para  mayor  seguridad  exigió  que  el 
consejo  se  reservara  la  facultad  de  girar  sobre  esa  suma  para 
reembolsarse  de  los  cien  mil  pesos  y  que  las  letras  fueran 
enviadas  para  su  cobro,  como  efectivamente  se  hizo  esto  el 
l.°  de  mayo.» 

Contestando  a  la  7.a  pregunta  del  respectivo  interrogatorio 
(folio  295,  legajo  4.°),  dice  el  señor  ministro  del  tesoro,  doctor 
Abadía  Méndez,  textualmente: 

"Que  el  suscrito,  por  su  parte,  tuvo  en  cuenta,  al  hacer  la 
emisión  representativa  de  que  trata  el  inciso  2.°  del  artículo 
10  de  la  Ley  93  de  1892;  y  que  creyó  que  la  operación  se  ha¬ 
llaba  dentro  de  la  ley,  como  lo  cree  actualmente,  dado  que  el 
señor  Mancini  hacía  un  depósito  en  monedas  de  oro  a  la  ley 
de  0’900,  como  son  los  francos,  y  que  no  habiendo  determina¬ 
do  la  ley  el  lugar  del  depósito,  creyó  que  éste  podía  hacerse 
en  París,  a  la  orden  del  consejo,  mediante  la  expedición  de 
letras  de  cambio  en  que  ordenara  la  entrega  de  un  depó¬ 
sito.» 

No  opina  la  comisión  lo  mismo  que  el  señor  ministro  del 
tesoro.  Las  letras  estaban  giradas  a  noventa  días  vista,  y  letras 
no  son  monedas  de  oro,  aun  estando  aceptadas.  Lo  sucedido 
con  las  entregadas  por  el  señor  Mancini  lo  demuestra.  Acep¬ 
tada  esa  interpretación  de  la  ley  y  la  opinión  de  que  el  depó¬ 
sito  de  que  ésta  trata  puede  no  ser  hecho  en  la  caja  del  Banco, 
se  llega  a  conclusiones  inadmisibles.  Desde  luégo,  esas  letras 
pueden  no  ser  aceptadas,  y  aun  aceptadas,  pueden  no  pagár¬ 
seles,  quedando  así  al  descubierto,  y  con  peligro  de  perder, 
en  casos  determinados,  la  cantidad  de  billetes  emitida  como 
representación  de  ellas.  La  ley  exige  implícitamente  que  el 
depósito  sea  disponible  y  se  halle  en  poder  del  mismo  Banco, 
en  barras  o  monedas,  para  poder  entregarlo  en  el  acto  en  que 
la  cantidad  sea  devuelta  por  el  depositante.  Con  letras  de  cam¬ 
bio  esto  no  es  posible  mientras  no  sean  pagadas  y  reducidas 
a  oro  en  la  respectiva  oficina.  En  el  asunto  que  actualmente  se 
considera,  el  propósito  del  consejo,  según  lo  que  resulta  de  la 
declaración  del  gerente  del  Banco,  señor  Juan  de  Brigard  (le¬ 
gajo  3.°,  folios  21  a  222),  a  quien  pareció  ésta  una  magnífica 
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operación,  porque  podría  ganarse  mucho  a  causa  del  alto  pre¬ 
cio  del  cambio,  los  giros  del  establecimiento  sobre  ellas  debían 
pagarse  naturalmente  en  billetes  del  mismo  Banco,  y  no  en 
oro,  quedando  por  consiguiente  burlado  el  objeto  y  el  texto 
de  la  Ley  93  de  1892. 

Nada  más  fácil,  si  se  acepta  ese  procedimiento,  que  apro¬ 
vecharse  un  negociante  solvente  y  de  mala  fe,  de  una  emisión 
representativa,  sin  esfuerzo  y  sin  peligro  alguno.  Nada  más 
sencillo  que  pedir  y  recibir  una  suma  cualquiera  que  puede 
aprovecharse,  sea  en  un  depósito  temporal  para  otro  negocio, 
sea  para  cualquiera  otra  operación  propia,  mientras  las  letras 
depositadas  y  admitidas  como  si  fueran  barras  metálicas  u  oro, 
son  cobradas  y  protestadas  o  no  pagadas. 

La  comisión  estima  necesario  y  legal  que  se  acuse  al  señor 
ministro  del  tesoro  por  infracción  del  artículo  855  del  código 
penal  vigente,  pues  según  se  ha  demostrado  en  otra  parte,  él 
era  uno  de  los  administradores  del  Banco  Nacional. 

La  resolución  de  este  punto  por  sentencia  es  de  otra  ma¬ 
nera  importante,  porque  absuelto  el  acusado  se  establecería 
como  doctrina  legal  y  admitida  que  podría  seguirse  procedien¬ 
do  del  mismo  modo  de  ahora  en  adelante  siempre  que  sub¬ 
sista,  como  aún  subsiste,  vigente  la  Ley  93  de  1892,  sobre  re¬ 
gulación  del  sistema  monetario.  Dice  la  comisión  que  esto 
sería  grave  porque  las  emisiones  podrían  continuar  indefinida¬ 
mente,  lo  cual  no  quieren  ni  el  país,  ni  el  congreso,  ni  el 
gobierno,  según  lo  que  todos  sabemos. 

La  comisión  es  de  concepto  que  la  honorable  cámara  de 
representantes  acuse  ante  el  senado  al  doctor  Miguel  Abadía 
Méndez,  actual  ministro  del  tesoro,  por  violación  del  último 
inciso  del  artículo  10  de  la  Ley  93  de  1892,  sobre  regulación 
monetaria. 

XII 

DEPARTAMENTO  DE  EMISIÓN 

Creyóse  conveniente  para  ampliar  cuanto  fuera  posible  el 
campo  de  la  investigación,  averiguar  si  todos  los  esqueletos  de 
billetes  obtenidos  por  el  Banco  Nacional  habían  sido  bien  em¬ 
pleados,  y  con  tal  objeto  se  encomendó  este  estudio  a  los  mis- 
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mos  peritos,  señores  Pardo  y  Samper.  Además,  practicó  la 
misma  comisión  una  inspección  ocular  en  la  parte  del  edificio 
denominado  La  Jaula  del  Banco,  lugar  en  que  se  conservan 
los  esqueletos  de  billetes  y  los  deteriorados  que  se  destinan  a 
la  incineración.  Concurrieron  a  esta  diligencia  todos  los  miem¬ 
bros  del  consejo  de  emisión,  creado  por  decreto  ejecutivo 
de  1892. 

Se  tomó  cuenta  de  las  existencias  tanto  de  los  esqueletos 
mencionados  como  de  los  billetes  incinerables,  según  puede 
verse  en  el  acta  de  la  inspección  de  folios  355  (legajo  núme¬ 
ro  4.°  del  proceso).  Comparadas  estas  existencias  con  las  cuen¬ 
tas  respectivas  se  obtuvo  un  resultado  satisfactorio,  como  es 
fácil  conocerlo  en  la  comparación  hecha  por  los  peritos  en  su 
informe  de  12  de  noviembre  de  1894,  y  en  la  especificación 
pasada  por  el  señor  Rodrigo  González,  contador  secretario  del 
consejo  de  emisión.  Es  satisfactorio  para  vuestra  comisión  in¬ 
sertar  en  este  lugar  las  palabras  de  los  señores  peritos: 

"Hacemos  constar  que  los  libros  y  documentos  del  depar¬ 
tamento  de  emisión  están  bien  llevados  y  en  debido  arreglo 
desde  que  se  instaló  el  consejo  de  emisión  en  1892;  que  los 
libros  del  departamento  del  Banco  están  bien  llevados,  y  que 
las  irregularidades  anotadas  no  dependen  de  los  empleados  de 
la  contabilidad  sino  de  los  ordenadores  de  los  asientos.» 

Como  dato  que  puede  interesar  a  la  honorable  cámara  y  a 
la  nación,  se  inserta  el  siguiente  resumen  del  informe  com¬ 
probado  del  señor  González,  contador  secretario  del  consejo  de 
emisión  (legajo  4.°,  folio  396): 

RESUMEN 

Esqueletos:  recibidos . $  35.582.489  40 

Esqueletos:  incinerados . 

Esqueletos:  existentes . 

Emisión  total . 


37.032  40 
2.616.000  .... 
32.929.457  .... 


$  35.582.489  40  35.582.489  40 
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Billetes:  emisión . S  32.929.457  .... 

Incineración . 

Circulación . 

Diferencia . 


6  819.684  40 
26.109.557  60 
215  .... 


$  32.929.457  ....  32.929.457  .... 


En  virtud  de  lo  expuesto,  estima  la  comisión  correcto  todo 
lo  hecho  en  el  departamento  de  emisión,  y  declara  que  por 
su  manejo  no  puede  formularse  cargo  contra  ninguno. 

XIII 

CONCLUSIÓN 

En  el  informe  que  os  presentamos,  honorables  representan¬ 
tes,  hemos  prescindido  de  algunos  pormenores  que  habían 
podido  embarazar  la  narración  de  los  hechos  y  cuyo  conoci¬ 
miento  no  nos  ha  parecido  indispensable  ni  para  la  exposición 
de  éstos  ni  para  las  apreciaciones  de  derecho  a  que  nos  he¬ 
mos  entregado  buscando  las  soluciones  más  legales  y  más  jus¬ 
tas  a  los  varios  problemas  que  comprende  la  investigación  en¬ 
comendada  a  nuestro  celo. 

Tampoco  hemos  tratado  especialmente  de  ciertas  operacio¬ 
nes  o  irregularidades  que,  aunque  dignas  de  censura,  no  han 
alcanzado,  a  nuestro  juicio,  hasta  la  categoría  de  delitos.  Sin 
embargo,  la  honorable  cámara  puede  conocerlas  estudiando 
atentamente  el  dictamen  pericial  que  nos  ha  servido  de  base 
de  estudio  que  está  agregado  en  copia  auténtica  al  proceso, 
y  sin  el  cual  nuestra  tarea  habría  sido  tan  prolongada  como 
difícil,  en  vista  de  lo  numeroso  de  los  puntos  de  investigación 
y  del  tiempo  relativamente  reducido  de  que  la  comisión  ha 
podido  disponer.  En  este  caso  se  hallan  los  asuntos  relativos 
al  ferrocarril  y  telégrafos  de  Bolívar  y  a  los  vales  de  extran¬ 
jeros. 

Sea  cual  fuere  el  resultado  de  este  gran  proceso,  la  hono¬ 
rable  cámara  y  la  nación  entera,  que  desde  hace  muchos  meses 
tiene  fija  su  atención  en  él,  no  saben  dudar  de  los  sentimien¬ 
tos  de  imparcialidad,  de  benevolencia  y  de  justicia  que  nos 
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han  animado  constantemente.  Altos  personajes  sociales  y  po¬ 
líticos,  a  la  vez  que  amigos  y  colegas  nuestros,  han  sido  y  son 
todos  los  sindicados  del  proceso.  Grande  y  decisiva  ha  sido  su 
influencia  en  los  acontecimientos  que  durante  los  últimos  años 
han  transformado  a  Colombia.  La  historia  patria  ganará  si,  sin 
sacrificar  los  intereses  mucho  más  altos  y  respetables  de  la 
justicia,  resultaren  inmaculados  sus  nombres  y  libres  hasta  de 
sospecha  sus  reputaciones  personales  y  políticas.  Con  repug¬ 
nancia  de  sentimientos  pero  con  fortaleza  de  acción  vamos  a 
estampar  nuestras  firmas  autorizando  acusaciones  indispensa¬ 
bles  para  quien  ve  la  justicia,  la  patria  y  la  ley  a  una  altura 
inconmensurable  sobre  los  hombres  y  sus  actos,  persuadidos 
de  que  hemos  cumplido  lealmente  con  un  deber  penoso  pero 
imprescindible. 

Debiendo  terminar  nuestro  informe  con  un  proyecto  de  re¬ 
solución,  tenemos  el  honor  de  presentaros  el  siguiente: 

La  cámara  de  representantes,  oído  el  concepto  de  la  comi¬ 
sión  de  su  seno,  nombrada  para  investigar  las  emisiones  ilegales 
del  Banco  Nacional, 


RESUELVE: 

1. °  Acusar  ante  el  senado  de  la  república  al  doctor  Carlos 
Martínez  Silva,  exministro  del  tesoro,  por  haber  cometido  en 
tres  distintas  ocasiones  el  delito  de  exceso  de  emisión  que  cas¬ 
tiga  el  artículo  210  de  la  Ley  153  de  1887. 

2. °  Acusar  ante  el  senado  de  la  república  al  señor  Vicente 
Restrepo,  exministro  del  tesoro,  por  haber  suscrito  el  Decre¬ 
to  número  946  de  16  de  diciembre  de  1889  y  por  haber  con¬ 
tribuido  a  su  ejecución,  violando  de  este  modo  la  ley  y  los 
estatutos  del  Banco  Nacional. 

3. °  Acusar  ante  el  senado  de  la  república  al  señor  Marce¬ 
lino  Arango,  exministro  del  tesoro,  por  haber  suscrito  el  De¬ 
creto  número  200  de  l.°  de  abril  de  1891  y  por  las  emisiones 
ilegales  consiguientes  a  su  ejecución. 

4°  Acusar  ante  el  senado  de  la  república  al  señor  Carlos 
Calderón  Reyes,  exministro  del  tesoro,  por  el  delito  de  omi¬ 
sión  consistente  en  no  haber  promovido  lo  que  era  de  su  de- 
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ber  cuando  tuvo  conocimiento  de  las  emisiones  ilegales  del 
Banco  Nacional. 

5. °  Acusar  ante  el  senado  de  la  república  al  doctor  Miguel 
Abadía  Méndez,  ministro  del  tesoro,  por  violación  del  último 
inciso  del  artículo  10  de  la  Ley  93  de  1892,  lo  cual  constituyó 
el  delito  de  emisión  ilegal. 

6. °  Nombrar,  de  acuerdo  con  la  ley  y  el  reglamento  de  la 
cámara,  el  fiscal  que  debe  introducir  y  sostener  la  acusación 
ante  el  senado. 

Honorables  representantes. 

Bogotá,  noviembre  14  de  1894. 

El  presidente  de  la  comisión,  representante  por  el  departa¬ 
mento  de  Antioquia,  FRANCISCO  DE  P.  Muñoz — El  vicepresi¬ 
dente  de  la  comisión,  representante  por  el  departamento  de 
Cundinamarca,  Felipe  F.  Paúl  -El  miembro  de  la  comisión, 
representante  por  el  departamento  de  Boyacá,  Ramón  Sierra. 
El  miembro  de  la  comisión,  representante  por  el  departamen¬ 
to  del  Cauca,  Eduardo  González  —El  miembro  de  la  comisión, 
representante  por  el  departamento  de  Antioquia,  Luis  A.  o- 
BLES— El  secretario  de  la  comisión,  Enrique  Palacios  M. 


DISCURSO  DEL  SEÑOR  LUIS  MARTÍNEZ  SILVA 


Señor  Presidente: 

Siento  tener  que  apresurarme  a  tomar  la  palabra  y  antici¬ 
parme  a  los  miembros  de  la  comisirn,  quienes  querrán  sus¬ 
tentar  su  informe  y  corresponder  a  la  excitación  que  acaba  de 
hacerles  el  honorable  señor  González  Valencia:  pero  el  tiem¬ 
po  de  que  disponemos  es  corto,  angustioso,  y  no  quiero  que 
terminen  las  presentes  sesiones  sin  decir  algo  de  que  convie¬ 
ne  quede  constancia  en  alguna  forma.  Además,  tengo  que 
adicionar  las  conclusiones  del  informe  que  acaba  de  leerse  y 
dar  la  razón  de  ello. 

Felicito,  ante  todo,  a  la  comisión  por  el  inmenso  servicio 
que  ha  prestado  al  país  con  el  detenido  estudio  del  Banco 
Nacional;  y  aunque  este  estudio  no  es  completo,  sin  duda  por 
lo  complicado  del  asunto  y  por  la  necesidad  de  formular  algo 
siquiera,  antes  de  que  la  cámara  cerrara  las  sesiones,  sí  con¬ 
tiene  lo  esencial  para  formar  un  juicio  bastante  acertado.  La 
felicito  igualmente  por  la  severidad  del  informe:  no  otro  era 
el  papel  de  la  comisión,  a  la  cual  no  correspondía  entrar  en 
atenuaciones  o  explicaciones  que  justifiquen  lo  que  a  prime¬ 
ra  vista  parece  caer  bajo  la  sanción  de  la  ley;  eso  correspon¬ 
de  a  los  sindicados  y  a  las  cámaras  mismas. 

Pueden  algunos  imaginarse  que  me  anima  el  propósito  de 
pedir  gracia  para  alguien,  o  que  vengo  a  hacer  algún  violento 
ataque  a  altos  empleados  públicos.  Ni  una  ni  otra  cosa:  cuan¬ 
to  al  señor  Martínez  Silva  (Carlos),  me  anticipo  a  hacer  saber 
a  la  cámara  que  concluiré  pidiendo  se  le  acuse  ante  el  sena¬ 
do,  aunque  no  por  lo  que  dice  la  comisión;  y  ofrezco  abste- 
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nerme  de  emitir  conceptos  inconvenientes  o  infundados.  Tam¬ 
poco  me  valdré  de  frases  sensacionales,  ni  apelaré  a  galas 
oratorias,  que  no  poseo  y  que  más  bien  serían  perjudiciales 
en  este  caso.  Sobra  de  calor  y  vida  tienen  los  hechos  que  me 
propongo  narrar,  y  es  mejor  verlos  en  toda  su  desnudez. 

Hace  unos  cuantos  meses  se  inició  una  violenta  campaña 
contra  el  señor  Martínez  Silva,  con  el  propósito  de  darle 
muerte  política,  de  hacerle  perder  su  posición  pública,  que, 
por  fortuna  no  es  la  que  sus  adversarios  han  supuesto,  pero  que, 
sea  cual  fuere,  la  debe  a  propios  y  honrados  esfuerzos.  A  na¬ 
die  queda  ya  hoy  duda  de  que  a  la  cabeza  de  aquel  movimien¬ 
to  ha  estado  la  que  para  algunos  es  la  primera  del  país;  es¬ 
critores  venales  u  oscuros  y  hambreados  que  manejan  a  ma¬ 
ravilla  el  insulto  y  la  adulación,  se  prestaron  a  servir  de 
esbirros  para  esa  labor  de  aniquilamiento,  y  cierto  oculto  co¬ 
laborador  de  un  diario  de  esta  ciudad,  que  de  simple  depen¬ 
diente  de  almacén  ha  sido  transportado  a  uno  de  los  más  altos 
puestos  de  la  nación,  no  ahorró  ninguna  clase  de  ofensas,  de 
diatribas,  manchando  con  ello  la  misma  bandera  nacional  por 
cuya  honra  decía  se  interesaba,  y  a  cuya  sombra  se  ponía 
para  hacer  esa  clase  de  ataques;  y  un  ministro  del  despacho, 
de  imperecedero  recuerdo,  el  señor  Bravo,  se  atrevió  hasta 
decir  en  un  artículo  de  periódico  que  el  señor  Martínez 
debía  probar  que  a  sus  bolsillos  no  había  llegado  nada  con 
motivo  de  la  operación  de  la  deuda  antigua. 

En  medio  de  tal  borrasca  mostróse  sereno  el  que  era  blan¬ 
co  de  semejantes  procedimientos.  Con  toda  claridad  expuso  los 
hechos  en  que  intervino,  sin  descender  al  terreno  a  que  se  le 
llamaba,  dejando  al  tiempo  la  justificación  de  su  conducta  y 
a  que  la  opinión  pública  le  hiciera  justicia  cuando  conociera 
bien  la  operación  y  todos  sus  detalles.  El  fallo  de  esa  opinión 
es  el  que  ha  buscado  el  señor  Martínez.  Y  sea  esta  la  opor¬ 
tunidad  de  hacer  ver  al  honorable  señor  González  Valencia 
con  qué  dignidad  procederá  aquel  que  él  ha  querido  expulsar 
de  la  cámara  y  que  ha  probado  tener  limpias  las  manos  y  no 
buscar  engrandecimiento  por  medios  pequeños. 

Nos  hallamos  ya  en  posesión  de  todos  los  datos  y  circuns¬ 
tancias  necesarias  para  fallar  en  este  que  se  ha  llamado  gran 
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proceso  y  que  en  realidad  no  es  sino  ridicula  comedia;  y  es, 
por  tanto,  llegado  el  momento  de  resolver  de  qué  parte  ha 
estado  la  razón,  cuál  de  los  dos  contendientes  ha  sabido  con¬ 
servar  mejor  su  puesto,  cuáles  los  móviles  de  uno  y  otro,  y, 
en  una  palabra,  a  quién  corresponde  la  victoria. 

Mas  para  ello  y  para  justificar  de  una  vez  las  adiciones 
que  pienso  hacer  a  la  parte  resolutiva  de  la  comisión,  hay 
que  tomar  las  cosas  desde  atrás,  aunque  a  grandes  rasgos,  a 
fin  de  no  fatigar  demasiado  la  atención  de  la  cámara  y  de 
que  se  destaquen  con  toda  claridad  las  principales  figuras  del 
cuadro. 

Atentamente  he  seguido  la  lectura  de  los  informes  de  las  dos 
comisiones  investigadoras,  y  el  respetable  público  que  me  oye, 
y  mis  honorables  colegas,  representantes  de  la  nación,  a  la 
cual  irán  a  informar  luégo  de  todo  lo  ocurrido  en  el  recinto 
de  la  cámara,  habrán  notado  que  la  exposición  hecha  en  la 
prensa  por  el  señor  Martínez  desde  que  se  suscitó  esta  cues¬ 
tión,  es  completa:  nada  nuevo  ha  hallado  la  comisión  acerca 
de  él,  pero  sí  le  ha  dado  al  señor  Bravo  la  prueba  que  pedía, 
es  decir,  que  se  procedió  con  honrosísima  limpieza,  puesto 
que  la  comisión  dice  que  no  obstante  cuidadoso  examen,  no 
ha  hallado  rastro  alguno  de  venalidad  en  los  empleados  que 
caen  bajo  la  jurisdicción  de  las  cámaras. 

Aunque  la  operación  está  explicada  suficientemente,  me 
veo  obligado  a  hablar  una  vez  más  de  ella,  a  repetir  lo  dicho 
por  el  señor  Martínez,  por  ser  de  justicia  retorcer  ciertos  car¬ 
gos  como  ¡os  de  ilegalidad,  malversación  de  los  caudales  pú¬ 
blicos  y  clandestinidad,  palabra  envenenada  y  demasiado  su¬ 
gestiva. 

Con  supremo  descuido,  que  puede  calificarse  de  criminal, 
ha  sido  mirado  entre  nosotros  el  servicio  de  la  deuda  pública, 
muy  al  contrario  de  lo  que  pasa  en  países  civilizados,  donde 
está  en  primera  línea.  Repetidos  golpes  le  habían  dado  ya  en 
1889  las  legislaturas  anteriores  y  el  gobierno;  pagaba  la  nación 
crecidos  intereses,  o  estaba  por  lo  menos  obligada  a  responder 
de  ellos,  y  las  angustias  fiscales  eran  cada  día  mayores.  Te¬ 
niendo  el  señor  Martínez  en  cuenta  todos  estos  antecedentes, 
y  considerando  que  es  principio  fundamental  de  orden  la 
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simplificación,  y  que  el  billete  nacional  es  también  una  deuda, 
con  la  ventaja  de  que  no  gana  intereses  ni  tiene  plazos  fijos, 
venía  desde  mucho  antes  de  1889  trabajando,  en  consonancia 
con  las  disposiciones  legales  sobre  la  materia,  porque  a  esta 
última  especie  se  redujera  todo  el  pasivo  de  la  nación,  y  en¬ 
tró  por  ese  camino  cuando  le  hizo  propuesta  sobre  el  particu¬ 
lar  el  Banco  de  Bogotá. 

Pero  como  no  había  fondos  suficientes  para  la  operación,  la 
reunión  del  congreso  demoraba  bastante,  y  la  deuda  iba  rápi¬ 
damente  acumulándose  en  pocas  manos,  lo  que  la  hacía  subir 
considerablemente  de  precio,  era  urgente,  dada  aquella  aspi¬ 
ración,  apresurarse  a  aceptar  la  propuesta,  si  se  llegaba  a 
términos  satisfactorios  para  el  tesoro  público,  y  buscar  el 
medio  de  poderla  verificar  sin  que  se  aumentara  la  emisión, 
es  decir,  el  medio  circulante. 

No  había  más  remedio  para  esto  que  tomar  los  billetes  de 
los  destinados  al  cambio  de  los  deteriorados  o  dañados,  y  dar¬ 
los  en  prenda,  como  consta  en  el  acta  del  caso. 

La  operaci  n  iniciada  por  el  señor  Martínez  no  ha  sido 
aún  por  muchos  comprendida.  El  Banco  Nacional  recibía  los 
documentos  de  crédito  público  y  entregaba  en  cambio,  en  ca¬ 
lidad  de  prenda  y  nada  más  que  de  prenda,  billetes;  mensual¬ 
mente  concurría  a  los  remates  dicho  Banco,  y  la  suma  que 
recibiera  de  la  tesorería  debía  incinerarla  inmediatamente  y 
autorizar,  con  la  intervención  de  sus  mismos  empleados  y  las 
precauciones  del  caso,  al  establecimiento  bancario  que  le  ha¬ 
bía  suministrado  los  documentos  de  crédito,  para  poner  en 
circulación  suma  igual  a  la  incinerada. 

Procediendo  de  esta  manera,  en  ningún  momento  se  ex¬ 
tralimitaba  la  cantidad  de  billetes  en  circulación  fijada  por  la 
ley,  y  el  Banco  Nacional  obtenía  una  justa  y  cuantiosa  utili¬ 
dad,  puesto  que  quedaba  dueño  único  de  los  remates  y  po¬ 
día  fijar  libremente  el  precio  de  sus  papeles. 

No  traspasándose  aquel  límite,  ¿en  dónde  estaba  la  ilega¬ 
lidad,  en  dónde  la  emisión  con  que  tánto  ruido  se  ha  hecho? 

El  señor  Martínez  se  separó  del  ministerio  del  tesoro  ape¬ 
nas  principiada  la  operación,  cuyo  desarrollo  quedó  a  cargo 
de  los  empleados  del  Banco,  que  era  quien  la  hacía;  de  ahí 
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que  para  juzgar  la  conducta  del  ministro  debe  procederse 
como  si  el  negociado  se  hubiera  verificado  en  los  términos 
en  que  él  lo  inició,  y  no  en  los  que  después  se  cumplió  sin 
su  intervención.  Si  no  se  tomaran  todas  las  precauciones  del 
caso,  si  los  contratos  no  fueron  claros,  si  faltaron  formalida¬ 
des,  culpa  no  fue  del  señor  Martínez. 

Tampoco  hago  con  esto  cargo  a  nadie,  porque  las  personas 
que  en  la  operación  intervinieron  son  todas  honorables;  y  en 
cuanto  al  Banco  de  Bogotá,  no  tenía  porqué  hacer  o  dejar  de 
hacer  más  de  lo  que  le  exigiera  el  Nacional. 

Los  tenedores  de  papeles  tampoco  sufrían  perjuicio,  dado 
que  procedían  libremente.  Inmoral  y  altamente  reprobable  ha¬ 
bría  sido  la  conducta  del  Banco  Nacional  si  sólo  hubiera  com¬ 
prado  parte  de  los  papeles  para  concurrir  a  los  remates  a 
hacer  competencia  a  los  particulares  y  obligarlos  a  vender  o 
a  rematar  a  bajo  precio.  Por  esto  la  operación  tenía  que  ha¬ 
cerse  por  la  totalidad  o  generalidad  de  los  documentos. 

Pero  se  observa  por  algunos  que  si  el  Banco  Nacional  sólo 
daba  en  prenda  billetes  que  no  podían  circular,  el  estableci¬ 
miento  bancario  que  los  recibía  no  obtenía  sino  una  prome¬ 
sa  de  valor  y  quedaba,  por  consiguiente,  en  descubierto; 
y,  además,  que  prenda  no  puede  constituirse  sino  con  un  va¬ 
lor.  Ya  he  hecho  notar  que  esa  prenda  debía  convertirse 
mensualmente  en  realidad,  en  valor  efectivo,  a  medida  que 
se  verificaran  los  remates;  así  es  que  aunque  los  billetes  no  de¬ 
bían  salir  inmediatamente  a  la  circulación,  no  por  eso  eran 
simples  esqueletos;  mejor  dicho,  tenían  un  valor  en  perspecti¬ 
va,  se  hallaban  en  el  mismo  caso  de  una  obligación  cuyo  pla¬ 
zo  no  se  ha  vencido,  circunstancia  que  no  impediría  se  la  em¬ 
pleara  como  seguridad  prendaria.  Por  otra  parte,  la  negocia¬ 
ción  no  se  hacía  entre  tramposos  o  insolventes,  sino  entre 
dos  establecimientos  muy  respetables. 

Otra  de  las  objeciones  apasionadas  y  sobradamente  injus¬ 
tas  que  se  han  hecho,  es  la  de  que  se  hubiera  celebrado  el 
contrato  con  un  Banco  y  no  directamente  con  los  tenedores 
de  papeles.  En  primer  lugar  hay  que  tener  en  cuenta  que  el 
Banco  de  Bogotá  tenía  en  su  poder  una  gran  parte  de  los 
documentos  cuando  inició  la  negociación;  en  segundo,  que  ésta 
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iba  a  hacerse  a  crédito,  lo  que  exigía  uno  o  muy  pocos  te¬ 
nedores,  con  fuerte  capital;  y,  por  último,  que  tuviera  gran 
respetabilidad  comercial  el  vendedor,  puesto  que  había  condi¬ 
ción  resolutoria,  es  decir,  que  podía  deshacerse  la  operación 
si  el  congreso  no  la  aprobaba,  condición  exigida  por  el  señor 
Martínez  y  que  prueba  basta  la  evidencia  la  buena  fe  con  que 
se  procedía,  y  que  no  había  tal  clandestinidad.  Lucido  habría 
quedado  el  ministro  si  hubiera  permitido  se  constituyera  pren¬ 
da  a  cada  tenedor  y  no  se  guardara  la  reserva  que  impidió 
se  llegara  a  precios  mucho  más  elevados. 

Pero  se  pregunta  por  qué  el  señor  Martínez  no  dio  cuen¬ 
ta  de  la  negociación  al  congreso.  La  respuesta  es  perfectamen¬ 
te  clara:  él  no  la  autorizó  como  particular  sino  como  ministro, 
y  en  esos  puestos  no  hay  solución  de  continuidad  por  cambiar¬ 
se  de  personal;  la  obligación  era  del  ministro,  cargo  que  no 
tenía  el  señor  Martínez  cuando  se  reunió  el  congreso  siguien¬ 
te,  del  cual  ni  siquiera  formó  parte.  Moral  y  legalmente  ha¬ 
llábase  impedido  para  hablar  como  particular  de  actos  oficia¬ 
les  que  el  gobierno  o  sus  agentes  conservaban  en  reserva,  no 
se  sabe  por  qué  en  ese  entonces;  pero  hizo  lo  que  podía 
y  debía  hacer,  apoyar  cuando  fue  miembro  del  congreso, 
el  artículo  de  ley  propuesto  por  mí  para  que  las  cámaras  pu¬ 
dieran  examinar  e  inspeccionar  el  Banco. 

Cuanto  a  las  ventajas  de  la  operación  considerada  comer¬ 
cialmente,  ya  he  dicho  que  si  ella  no  se  hubiera  verificado  en 
aquel  tiempo,  más  tarde  habría  sido  necesario  aceptar  otros 
precios  o  pagar  en  remates,  a  la  larga,  cantidades  crecidas,  por 
la  acumulación  o  reunión  de  los  papeles  en  pocas  manos,  o 
cometer  un  nuevo  escándalo  violando  la  fe  pública  para  que  la 
nación  especulase  con  su  propio  descrédito.  Con  un  cuadro  for¬ 
mado  en  vista  de  las  declaraciones  de  todos  los  que  vendieron 
papeles  al  Banco  de  Bogotá  o  al  comité,  que  no  sé  si  existiría, 
comprobó  el  señor  Martínez  aquí  en  días  pasados,  que  a  ese 
Banco  le  costaron  los  documentos  al  55/4  por  100,  y  que  con 
la  rebaja  que  hizo  de  $  700.000  de  intereses  al  venderlos,  le 
resultaron  al  Nacional  al  59  por  100.  Datos  son  éstos  tomados 
por  los  que  han  combatido  la  operación.  ¿Cómo  se  explica  en 
vista  de  ellos  aquello  de  que  se  dejó  margen  para  fabulosas 
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ganancias,  lo  de  las  parihuelas  de  billetes  y  tántas  otras  te¬ 
merarias  aseveraciones  que  el  gobierno  ha  visto  con  mirada 
complacida?  Y  si  bien  es  cierto  que  el  comité  no  tuvo  que 
pagar  en  el  mercado  todos  los  intereses  que  rebajó,  también 
lo  es  que  debió  cargarse  con  los  cuantiosos  del  capital  inver¬ 
tido  en  documentos  de  crédito  mientras  terminaba  la  operación, 
si  el  Banco  Nacional  le  hubiera  exigido,  como  parece  debió 
haberlo  hecho,  que  no  pusiera  en  circulación  la  prenda.  Ade¬ 
más,  se  iba  a  correr  el  riesgo  de  que  el  negocio  no  fuera 

aprobado  por  el  congreso. 

En  esta  misma  cámara  y  por  la  prensa  ha  manifestado  el 
señor  Martínez  que  acepta  toda  la  responsabilidad  de  la  ope¬ 
ración  como  él  la  inició,  y  que  omite  argumentos  que  serían 
buenos  para  alegarlos  ante  un  juez  de  derecho.  Sin  embargo, 
no  puedo  dejar  de  mencionar  siquiera  algunas  consideracio¬ 
nes  que  no  toma  en  cuenta  la  comisión  investigadora  y  de 
que  no  debe  prescindirse. 

Cuando  se  inició  la  compra  de  la  deuda  antigua,  el  Ban¬ 
co  Nacional  cedió  al  de  Bogotá,  al  68  por  100,  los  documentos 
de  crédito  que  poseía,  para  tomarlos  posteriormente  al  70. 
Esta  negociación,  cuya  necesidad  no  se  ve  y  que  tuvo  por 
objeto,  según  parece,  rescatar  el  primero  de  aquellos  estable¬ 
cimientos  el  capital  que  en  tales  papeles  tenía  invertido,  com¬ 
prándolos  luégo  con  billetes  que  no  eran  de  su  caja,  fue  he¬ 
cha  sin  conocimiento  del  señor  Martínez.  No  tengo  para  qué 
detenerme  a  examinarla,  pero  sí  debe  quedar  constancia  de 
que  sin  ella,  la  prenda  en  billetes  no  habría  pasado  de  millón 
y  medio  de  pesos.  Es  cierto  que  el  señor  Martínez  convino  en 
sesión  posterior,  según  consta  en  una  de  las  actas  publicadas, 
se  dispusiera  basta  de  dos  millones  doscientos  mil  y  pico  de 
pesos;  pero  también  lo  es  que  al  ministro  del  tesoro  no  se  le 
habló  de  la  operación  a  que  vengo  refiriéndome,  sino  de  que 
se  necesitaba  mayor  suma  para  acabar  de  recoger  la  deuda 
antigua,  como  lo  expresa  también  eí  acta.  La  primera  autori¬ 
zación,  que  fue  para  disponer  hasta  de  dos  millones  de  pesos, 
se  fundó  en  cálculos  aproximados  de  lo  que  importarían  los 
documentos  que  iba  a  comprar  el  Banco  Nacional. 

O.  de  C.  M.  S. — lomo  IX-  9 
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Cuando  éste  se  fundó,  partióse  del  supuesto  de  que  todo 
su  capital  estaría  representado  en  plata  u  oro,  y  quedó  auto¬ 
rizado  el  establecimiento,  según  entiendo,  para  emitir  en  bi¬ 
lletes  hasta  dos  tantos  más  de  lo  que  tuviera  en  metálico. 
Una  ley  posterior,  que  no  derogó  la  facultad  que  acabo  de 
mencionar,  dijo  que  la  única  moneda  legal  sería  el  billete; 
por  consiguiente  en  cualquier  tiempo  podía  el  Banco  disponer 
de  una  suma  muy  superior  a  la  que  constituía  su  capital, 
si  la  cantidad  de  billetes  en  circulación  en  el  mercado  pú¬ 
blico  no  traspasaba  el  límite  legal.  Siendo  el  capital  del  Ban¬ 
co  en  1889  de  más  de  $  1.000.000,  estaba  en  capacidad 
para  constituir  la  prenda  de  los  dos  millones  y  pico  de  pe¬ 
sos  empleados  en  la  negociación  de  la  deuda  antigua;  lo  que 
no  podía  era  poner  en  circulación  tales  billetes  porque  con 
ellos  se  excedía  el  dogma  de  los  doce  millones  circulantes, 
que  era,  en  el  particular,  lo  ÚNICO  que  la  ley  prohibía. 

En  vista  de  esto,  vuelvo  a  preguntar  dónde  está  la  ilega¬ 
lidad  si  la  propuesta  del  Banco  de  Bogotá  la  hubiera  desarro¬ 
llado  el  Nacional  en  los  términos  que  el  señor  Martínez  in¬ 
dicó  a  la  junta  y  que  la  misma  acogió. 

Tampoco  creo  aceptable  aquello  de  que  por  cuanto  el  señor 
Martínez  era  miembro  de  la  junta  directiva  del  Banco,  sea 
responsable  de  lo  que  con  conocimiento  de  él  hizo  la  de  emi¬ 
sión.  En  ésta  no  tenía  el  señor  Martínez  voto,  y  habría  ha¬ 
bido  falta  legal,  o  por  lo  menos  moral,  en  el  ministro,  si  hu¬ 
biera  tomado  a  la  segunda  de  dichas  juntas  como  instrumento 
para  evadir  una  responsabilidad;  pero  ya  se  ha  visto  que  el 
pensamiento  inicial  del  ministro  y  lo  que  autorizó,  no  impli¬ 
caba  aumento  del  medio  circulante,  es  decir,  una  emisión 
ilegal. 

Tratándose  de  delitos  no  cabe  posterior  regularización.  Tan 
claro  e  incontrovertible  principio,  que  la  comisióu  consigna  en  el 
informe  para  hacer  notar  que  la  legalización  contenida  en 
ley  ulterior  no  inhibe  al  ministro  de  la  sanción  penal  consi¬ 
guiente,  nada  tiene  que  hacer  con  el  señor  Martínez.  De 
acuerdo  con  lo  expuesto,  é-ie,  lo  repito,  no  autorizó  emisión 
para  comprar  la  deuda,  como  que  según  lo  acordado  entre  los 
dos  Bancos,  en  desarrollo  de  lo  expuesto  en  la  junta,  debía 
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incinerarse  una  cantidad  de  billetes  igual  a  la  de  la  prenda,, 
a  medida  que  ésta  fuera  quedando  libre;  por  consiguiente,  nada 
había  aquí  que  legalizar,  y  para  mayor  abundamiento  se  con¬ 
vino  en  someter  el  asunto  a  la  censura  del  congreso,  no  por¬ 
que  hubiera  emisión,  sino  porque  el  negocio  como  tál  no 
fuera  del  agrado  del  cuerpo  soberano,  cuya  venia  pareció  con¬ 
veniente,  pero  no  necesaria,  una  vez  que  el  Banco  Nacional 
era  autónomo  y  procedía  dentro  de  sus  facultades.  Lo  que  la 
ley  vino  a  legalizar  fueron  las  emisiones  consiguientes  a  no 
haberse  ceñido  el  Banco  o  ministros  posteriores  al  plan  ini¬ 
cial;  por  tanto,  el  principio  sólo  es  aplicable  a  los  empleados 
que  directa  o  indirectamente  fueron  autores  de  las  emisiones. 
Hé  aquí  una  razón  más  para  que,  no  el  señor  Martínez,  sino 
otros  fueran  los  interesados  en  dar  cuenta  al  congreso  de  lo 
sucedido. 

Creo  que  sólo  por  pasión  política  o  por  intereses  de  cual¬ 
quiera  otro  género  podrá  discutirse  lo  que  basta  aquí  he  dicho, 
que  es  lo  mismo  sostenido  por  el  señor  Martínez  y  lo  que 
consta  en  documentos  oficiales.  Demostrado  está  hasta  la  sa¬ 
ciedad  que  dicho  señor  no  es  responsable  de  ninguna  emisión 
ilegal,  y  que  la  operación  de  la  deuda  se  formuló  en  térmi¬ 
nos  equitativos,  derivando  con  ella  gran  beneficio  el  país  por 
la  simplificación  que  en  materia  de  crédito  público  produjo  y 
por  el  cambio  de  una  deuda  que  ganaba  interés  por  otra  que 
no  tiene  ese  gravamen  ni  plazo  fijo. 

Juzgo  que  ya  no  queda  en  Colombia  sino  una  sola  per¬ 
sona  que  sostenga  no  ser  deuda  el  billete  del  Banco  Nacional. 
El  señor  doctor  Carlos  Holguín,  que  era  el  otro  partidario  de 
esta  idea,  manifestó  por  la  prensa  que  no  tiene  derecho  de 
censurar  aquella  negociación,  por  su  faz  económica,  el  que 
crea  que  el  billete  sí  es  deuda  de  la  nación. 

No  necesita  el  señor  Martínez  Silva  de  aguardar  a  que  el 
tiempo  le  haga  justicia,  pues  claro  se  ve  que  ha  servido  con 
patriotismo  y  desinterés.  Ahora  volvamos  la  hoja  y  veamos 
cuál  ha  sido  la  conducta  de  sus  acusadores. 

Consta  en  el  informe  de  la  comisión  investigadora  que  el  15 
de  septiembre  de  1892  se  hizo  un  balance  general  del  Banco 
Nacional,  documento  en  que  quedó  plena  constancia  de  todas 
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las  emisiones  hechas  hasta  entonces,  es  decir,  todas  las  de 
que  trata  la  comisión,  menos  las  verificadas  por  la  presente 
administración;  de  ese  balance  tuvo  conocimiento  el  actual  en¬ 
cargado  del  gobierno,  y  no  sólo  no  dijo  ni  una  palabra  a  las 
cámaras  que  estuvieron  reunidas  tres  meses  más,  sino  que 
tr¡hajó  porque  no  se  llevara  a  cabo  la  visita  de  las  mismas 
al  Banco,  como  lo  demostré  en  otra  ocasión.  Aún  hay  algo 
más  grave:  ordenó  a  empleados  públicos  la  comisión  de  un 
delito,  imponiéndoles  la  reserva  de  lo  que  pasaba  en  el  Ban¬ 
co.  En  el  informe  de  la  comisión  se  halla  transcrita  la  carta 
en  que  el  señor  vicepresidente  de  la  república  dispuso  se  sa¬ 
caran  tres  copias  de  ese  balance,  una  de  las  cuales  fue  a  pa¬ 
lacio,  y  que  la  que  debía  reposar  en  el  Banco,  cerrada  y 
sellada,  no  podía  abrirse  sin  orden  del  mismo  señor  vicepre¬ 
sidente. 

Este  ha  calificado  de  ilegal  la  negociación  de  la  deuda  an¬ 
tigua,  aunque  no  fue  él  quien  la  denunció  sino  un  periódico 
de  la  ciudad.  Si  tal  era  su  opinión,  ¿por  qué  guardó  silencio 
y  lo  impuso  a  los  demás? 

La  clandestinidad  principió  desde  que  se  supo  que  la  ne¬ 
gociación  no  se  había  llevado  a  cabo  como  se  inició,  sino  me¬ 
diante  emisiones;  la  clandestinidad  principió  el  15  de  sep¬ 
tiembre  de  1892,  y  no  en  1889,  porque  entonces  la  reserva  era 
necesaria  y  nada  ilegal  se  había  verificado.  Y  tanto  es  así,  que 
por  ello  propone  la  comisión  se  acuse  ante  el  senado  al  señor 
doctor  Carlos  Calderón  Reyes,  ministro  del  tesoro  en  la  fecha 
primeramente  citada. 

El  Banco  Nacional  alcanzó  a  recibir  por  remates,  antes  de 
que  se  suspendieran  sin  autorización  legal,  muy  cerca  de 
$  800.000,  que  debieron  ser  incinerados.  ¿Por  qué  el  gobierno 
no  los  retiró  de  la  circulación  apenas  tuvo  conocimiento  de 
hecho  tan  grave?  Se  hizo  él,  consiguientemente,  responsable  de 
esa  emisión  ilegal;  mejor  dicho,  reemitió  la  suma,  sin  que  por 
eso  cese  la  responsabilidad  del  Banco  por  no  haberlos  destruido. 
Los  detractores  del  señor  Martínez  Silva,  que  tenían  pleno 
conocimiento  de  los  libros  del  establecimiento,  no  le  abonaron 
esta  partida,  y  siguieron  hablando  de  los  $  2.200.000  para  pro¬ 
ducir  mayor  impresión  en  el  público,  que  era  lo  que  se  de- 
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seaba;  tampoco  le  abonaron  la  no  intervención  en  la  venta  de 
los  documentos  que  el  Banco  Nacional  hizo  al  de  Bogotá.  Se¬ 
mejante  confesión,  a  que  obligaban  la  verdad  y  la  hidalguía, 
no  había  derecho  a  esperarla,  puesto  que  no  se  tuvo  por  norma 
de  conducta  la  justicia;  además,  así  se  habrían  reducido  los 
millones  a  $  600.000  a  lo  sumo,  y  a  cero  si  hubieran  continua¬ 
do  los  remates,  como  tenía  derecho  de  suponerlo  el  ministro 
tan  dura  e  injustamente  atacado? 

Interpelado  por  mí  en  las  presentes  sesiones  el  actual  mi¬ 
nistro  del  tesoro,  por  qué  no  se  retiraron  de  la  circulación  esos 
$  800.000,  contestó  que  porque  el  Banco  no  tenía  fondos  para 
el  caso.  Por  el  balance  que  la  comisión  fiscal  trajo  posterior¬ 
mente  a  la  cámara,  se  ha  sabido  que  esta  administración  le 
tomó  prestados  al  Banco  más  de  un  millón  de  pesos,  fuera  de 
los  cinco  emitidos  por  la  misma  y  ya  gastados,  y  de  todas  las 
rentas  comunes  y  de  los  $  2.300.000  que  en  moneda  de  0  835 
ha  pedido  para  saldar  el  déficit,  junto  con  los  millones  del 
canal  de  Panamá,  empleados  en  lo  mismo.  Con  huena  admi¬ 
nistración  sí  habría  podido  el  gobierno  obligar  al  Banco  a  cum¬ 
plir  con  su  deber;  mas  lejos  de  esto,  lo  imposibilitó,  tomán¬ 
dole,  a  sabiendas,  fondos  ilegales  para  servirse  de  ellos.  Seme¬ 
jante  desastre  fiscal,  a  que  desde  mucho  antes  de  reunirse  el 
congreso  llamaba  la  atención  el  periódico  de  que  ha  estado 
encargado  el  señor  Martínez,  era  lo  que  se  quería  encubrir  con 
sofismas  de  distracción,  y  desautorizar  al  redactor  para  que 
tampoco  fuera  oído  como  representante. 

Responsables  de  la  emisión  de  los  $  800.000  a  que  me  he 
venido  refiriendo,  son  todos  los  ministros  del  tesoro  desde  que 
el  gobierno  tuvo  conocimiento  de  que  circulaban  indebida¬ 
mente,  es  decir,  todos  los  ministros  del  ramo  en  la  presente 
administración.  Nada  dice  la  comisión  sobre  el  particular,  y 
será  esa  una  de  las  adiciones  que  tengo  que  hacer  a  las  con¬ 
clusiones  del  informe. 

¿Quién  puso  en  circulación  un  millón  doscientos  mil  pesos 
que  el  señor  Arturo  Malo  dejó  en  caja,  para  el  cambio  de  los 
deteriorados,  al  separarse  de  la  gerencia?  No  sé  quién  daría 
la  orden,  pero  sí  que  el  hecho  ocurrió  en  esta  vigencia  y  que 
el  señor  ministro  del  tesoro  se  atreve  a  asegurar  en  su  infor- 


134  — 


me  a  las  cámaras,  que  fueron  emitidos  por  el  señor  Malo,  cosa 
que  el  mismo  ministro  confesó  aquí,  posteriormente,  con  mo¬ 
tivo  de  una  interpelación  del  que  habla,  no  ser  exacta;  y  en 
ese  documento  se  alteró  mañosa  y  estudiadamente,  para  salvar 
la  presente  administración,  el  orden  cronológico  de  las  emi¬ 
siones.  De  asunto  tan  grave  y  de  la  emisión  de  ese  millón 
doscientos  mil  pesos,  no  dice  tampoco  nada  el  informe  de  la 
comisión  investigadora. 

De  palabra  nos  dijo  el  señor  ministro  del  tesoro,  en  res¬ 
puesta  a  pregunta  hecha  por  mí,  que  el  señor  vicepresidente 
de  la  república  no  tuvo  conocimiento  sino  muy  tarde  de  la 
liquidación  verificada  entre  el  gerente  del  Banco  Nacional  y 
el  entonces  encargado  de  la  cartera  del  ramo,  señor  doctor 
Carlos  Calderón  Reyes;  y  en  documento  oficial  manifestó  lo 
mismo  el  señor  vicepresidente,  agregando  que  no  había  acep¬ 
tado  tal  liquidación.  Pero  lo  último  dependió  de  que  en  el 
referido  documento  figuraban  partidas  duplicadas  que  hacían 
ascender  a  veintiocho  o  más  millones  la  cuenta  de  billetes. 
Mas  eso  nada  tiene  que  ver  con  lo  que  voy  a  decir  y  con  la 
pregunta  a  que  me  contestó  el  señor  ministro.  El  Banco  Na¬ 
cional  vendió  al  de  Bogotá,  ai  68  por  100,  como  un  millón 
trescientos  mil  pesos  en  documentos  de  la  deuda  antigua,  que 
poseía;  desde  entonces  se  cubrió  del  valor  de  los  papeles,  pues 
aunque  después  se  los  volvió  a  tomar  al  70  por  100,  lo  hizo 
con  billetes  que  no  le  pertenecían.  A.  mediados  de  diciembre 
de  1892  se  expidió  la  ley  llamada  de  regulación  monetaria,  y 
que  entonces  califiqué  aquí  de  confusión  monetaria ;  en  esa  ley 
se  dispuso  que  todos  los  documentos  de  crédito  público  qué 
se  hallaban  en  poder  del  Banco  fueran  incinerados,  quedando 
el  gobierno  obligado  a  pagar  su  importe,  por  su  valor  efectivo, 
y  se  destinaron  al  efecto  rentas  especiales.  El  señor  vicepresi¬ 
dente,  que  no  podía  alegar  ignorancia,  dado  el  balance  a  que 
atrás  me  he  referido,  debió  objetar  la  ley  en  dicha  parte,  o 
retirar  de  la  circulación  lo  que  el  Banco  Nacional  obtuvo  por 
los  papeles,  pues  no  era  posible  cubrir  a  éste  dos  veces  una 
misma  suma:  una  por  el  Banco  de  Bogotá,  y  otra  por  la  teso¬ 
rería  general  de  la  república.  Hay  aquí,  por  tanto,  otra  nueva 
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emisión  como  de  $  800.000,  y  sin  embargo,  guarda  también  si¬ 
lencio  la  comisión. 

La  ley  que  acabo  de  citar  señaló  ciertas  rentas  para  dismi¬ 
nuir  el  monto  de  la  cantidad  circulante  de  billetes;  la  suma 
se  recaudó,  produjo  más  de  $  90.000  y  los  billetes  no  se  retira¬ 
ron,  lo  que  equivale  a  haberlos  emitido.  La  comisión  no  llama 
tampoco  por  esto  a  juicio  a  los  ministros  responsables,  que, 
naturalmente,  han  sido  de  la  presente  administración. 

La  misma  ley  autorizó  al  Banco  para  hacer  emisiones  re¬ 
presentativas  sobre  las  sumas  que  en  metálico  tuviera  en  caja; 
pero  expresamente  dijo  que  las  emisiones  no  podían  ser  sino 
para  operaciones  bancarias.  No  obstante,  el  señor  don  Pedro 
Bravo  tomó  del  Banco  $  2.300.000  sobre  la  moneda  de  0,835 
depositada  en  el  establecimiento  y  que  no  era  del  gobierno,  y 
se  los  llevó  para  la  tesorería  con  destino  a  gastos  comunes. 
Se  alega  que  operación  bancaria  es  prestar  al  gobierno;  pero 
aunque  no  sé  si  los  estatutos  del  Banco  permitan  dar  a  una 
sola  persona  o  entidad,  suma  de  tánta  cuantía,  se  debió  por  lo 
menos,  para  salvar  la  apariencia,  extenderse  un  contrato  con 
estipulación  de  intereses. 

No  se  hizo  así  y  se  emitió  directa  e  ilegalmente  para  la 
tesorería.  Y  para  que  se  vea  que  se  violó  la  letra  y  el  espíritu 
de  la  ley,  basta  tener  en  cuenta  que  el  gobierno  SÓLO  pidió  a 
la  legislatura  pasada  $  2.500.000,  que  fue  TODO  lo  que  dijo  ne¬ 
cesitaba;  que  el  congreso  se  los  concedió;  y  que  si  los  dos  mi¬ 
llones  trescientos  mil  pesos  se  hubieran  destinado  a  operacio¬ 
nes  bancarias,  a  servir  al  comercio,  que  fue  lo  que  quiso  el  le¬ 
gislador,  es  decir,  si  se  hubieran  dado  a  particulares,  habrían 
podido  retirarse  de  la  circulación.  Esta  ilegal  y  monstruosa 
emisión,  destinada  a  subsanar  errores  que  el  congreso  no  te¬ 
nía  por  qué  prev  er,  y  tan  clandestina  que  basta  en  el  informe 
del  ministro  del  tesoro,  doctor  Abadía  Méndez,  se  califica  de 
operación  bancaria,  para  ocultar  el  fondo  de  ella,  no  hirió 
tampoco  los  ojos  de  los  miembros  de  la  comisión,  a  pesar  de 
superar  en  cuantía  a  la  de  la  operación  de  la  deuda  antigua 
y  de  haber  aumentado  el  pasivo  de  la  nación,  disminuido  por 
la  última. 

En  dicha  ley  hay  un  artículo,  originario  del  gobierno,  que 
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tiene  por  objeto  legitimar  las  emisiones  que  no  el  señor  Mar¬ 
tínez  sino  otros,  como  ya  lo  he  dicho,  hicieron  con  motivo  de 
la  operación  de  la  deuda  antigua.  Siendo  esto  así,  ¿con  qué  de¬ 
recho  viene  a  la  postre  el  mismo  autor  de  aquel  artículo  a 
poner  en  tela  de  discusión  lo  propuesto  por  él  al  congreso? 

¿O  fue  que  el  cuerpo  soberano  no  se  dio  cuenta  de  lo  que 
votó?  ¿Y  para  qué  engañarlo  así?  ¿Por  qué  levantar  insana 
polvareda  contra  quien  no  es  responsable  de  lo  sucedido,  y 
ocultar  a  las  cámaras  el  balance  del  Banco,  de  15  de  septiem¬ 
bre,  que  es  completo  y  que  habría  servido  para  abrir  en  debida 
forma  una  investigación  contra  los  verdaderos  culpables? 

¿Dependería  ello  de  que  se  querían  nuevas  e  ilimitadas 
emisiones  y  de  que  principiando  entonces  la  actual  adminis¬ 
tración,  no  era  llegado  el  caso  de  tratar  de  desvirtuar,  con  al¬ 
garadas  de  periódicos  que  necesitan  del  favor  del  jefe  del  go¬ 
bierno,  las  censuras  del  redactor  de  El  CORREO,  miembro  aún 
del  congreso? 

¿Hay  honradez  en  entregar  a  otros  la  sagrada  espada  de  la 
justicia  para  que  sirva  a  intereses  que  le  son  extraños,  y  em¬ 
puñar  cetro  de  cartón  contra  los  que  deberían  sentir  el  filo  de 
aquélla? 

Hé  aquí,  en  resumen,  honorables  representantes,  la  con¬ 
ducta  en  materia  de  emisiones,  de  ilegalidades  y  de  clandesti- 
nismos  en  relación  con  el  Banco  Nacional,  de  los  agresores 
del  señor  Martínez  Silva.  Pasemos  ahora  a  examinar  brevemen¬ 
te  el  proceder  de  los  mismos  en  la  gravísima  cuestión  de  los 
contratos  para  los  ferrocarriles  de  Antioquia  y  Santander. 

La  Asamblea  de  Antioquia  concedió  amplias  facultades  al 
gobernador  del  Departamento  para  contratar  el  ferrocarril  a 
Puerto  Berrío.  Parece  como  si  este  hubiera  sido  un  voto  de 
confianza  al  gobernador  de  entonces,  puesto  que  cuando  el  su¬ 
cesor  inició  gestiones  en  desarrollo  de  esa  facultad,  la  asam¬ 
blea  se  apresuró  a  revocarla;  el  gobernador  objetó  la  orde¬ 
nanza  que  le  retiraba  el  voto  de  confianza,  y  en  seguida 
declaró  estrepitosamente  terminadas  las  sesiones  de  la  asam¬ 
blea.  Quedó,  por  tanto,  con  las  facultades  que  se  le  habían 
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concedido  al  señor  general  Vélez,  a  pesar  de  que  muchos  se 
quejaron  al  gobierno,  sin  eficacia  alguna,  de  tal  disolución. 

La  ordenanza  decía  que  el  contrato  para  el  ferrocarril  no 
necesitaba  de  la  aprobación  de  la  asamblea  sino  en  caso  de 
que  ésta  se  reuniera  dentro  de  los  sesenta  días  siguientes 
a  la  fecha  en  que  se  firmara  el  mismo.  Celebrado  el  contrato, 
el  representante  de  ¡a  casa  contratista,  Mr.  Rydley,  convino 
bajo  su  firma  en  que  el  presidente  de  la  república  reempla¬ 
zara  a  la  asamblea  para  los  efectos  de  la  aprobación;  vino  el 
contrato  a  Bogotá,  y  a  pesar  de  la  manifestación  que  ya  había 
hecho  la  asamblea,  de  las  súplicas  y  ruegos  que  los  represen¬ 
tantes  al  congreso  por  ese  departamento  hicieron  para  que  el 
contrato  no  fuera  aprobado,  de  la  resistencia  que  en  conse¬ 
jo  de  ministros  presentó  el  señor  Suárez,  hijo  de  Antioquia, 
y  no  obstante  las  observaciones  de  muchos  periódicos,  el  señor 
Caro  le  puso  su  firma  al  contrato,  alegando  que  al  gobierno 
no  le  era  permitido  inmiscuirse  en  asuntos  de  la  privativa 
competencia  de  los  departamentos  y  que  debía  limitarse  a  re¬ 
solver  sobre  aquellos  puntos  del  contrato  que  tuvieran  que 
ver  con  la  nación. 

Interpretación  inaceptable,  porque  el  contrato  no  dice  que 
la  aprobación  del  jefe  del  gobierno  fuera  necesaria  en  cuanto 
a  aquello  que  obligue  a  la  nación,  sino  que  tocio  el  contrato 
necesita  para  su  validez  de  esa  aprobación.  En  ello  convino 
el  señor  Rydley;  y  si  el  Gobierno  creía  que  no  debía  ingerir¬ 
se  en  cuestiones  departamentales,  no  debió  haber  aceptado, 
negándose  a  la  aprobación,  que  se  le  hiciera  intervenir  en  lo 
que  no  era  de  su  incumbencia.  Pero  no  fueron  suficientes  a 
impedirlo  las  manifestaciones  que  Antioquia  hizo  por  conduc¬ 
to  de  todos  sus  órganos  autorizados. 

No  obstante  la  razón  alegada  por  el  gobierno  para  aprobar 
el  contrato,  razón  que  no  tiene  fundamento,  cuando  el  go¬ 
bierno  debió  abstenerse  de  resolver  sobre  asuntos  departamen¬ 
tales,  no  lo  hizo  así,  y  la  prueba  de  ello  está  en  que  es  él  quien  ha 
impuesto  el  arbitramento  exigido  por  la  casa  contratista,  pun¬ 
to  que  sólo  a  Antioquia  correspondía  resolver;  y  ese  arbitra¬ 
mento,  comprado  con  menguadas  adulaciones  de  enemigos 
políticos,  será  la  ruina  de  tan  importante  departamento. 


—  138 


En  otra  ocasión  manifesté  que  me  abstendría  de  tomar 
parte  en  la  discusión  del  informe  de  la  comisión  investiga¬ 
dora  de  los  contratos  de  los  ferrocarriles  de  Antioquia  y  San¬ 
tander;  y  me  anima  el  más  vivo  deseo  de  que  ningún  colom¬ 
biano  resulte  manchado  con  motivo  de  tales  negocios.  En 
cuanto  al  ministro  de  estado  que  intervino  en  ellas,  señor 
doctor  Goenaga,  a  quien  estimo,  abrigo  la  confianza  de  que 
podrá  demostrar  que  es  inocente.  Mas  no  puedo  menos  de 
avanzar  un  poco  en  esta  materia  para  poner  de  relieve  lo 
que  me  he  propuesto  con  la  disertación  que  estoy  haciendo. 

No  sé  lo  que  ocurriera  en  los  consejos  de  ministros  que 
trataron  el  asunto,  mas  sí  consta  que  las  respectivas  actas  se 
perdieron,  y  que  hoy  están  en  contradicción,  respecto  de  pun- 
tos  importantes,  el  que  funcionó  como  secretario  en  aquéllos, 
y  el  concepto  del  entonces  ministro  de  justicia,  en  donde  se 
dice,  con  la  claridad  necesaria,  que  en  uno  de  esos  consejos 
se  hizo  presente  la  firme  resolución  del  señor  vicepresidente 
de  aprobar  el  contrato  de  Antioquia  aunque  todo  el  ministerio 
se  opusiera. 

Pero  no  está  ahí  lo  más  grave.  A  mediados  de  diciembre 
de  1892  se  expidió  la  ley  general  para  celebrar  contratos  de 
ferrocarriles,  cuyo  último  artículo,  propuesto  por  mí,  prohíbe 
terminantemente  que  a  ella  se  acojan  contratos  celebrados 
antes  de  la  expedición  de  la  misma;  a  fines  de  diciembre  que¬ 
dó  sancionada  la  ley,  y  el  4  de  enero  siguiente  se  firmó  un 
contrato  adicional  al  del  ferrocarril  de  Antioquia,  apoyado  en 
la  ley  a  que  vengo  refiriéndome,  que  lo  prohibía;  y  ese  con¬ 
trato  era  el  fundamento  de  la  vasta  especulación  que  denun¬ 
cian  el  informe  que  está  sobre  la  mesa  de  la  secretaría  y  los 
documentos  que  lo  acompañan.  Por  él  se  comprometió  el  go¬ 
bierno  a  responder  no  sólo  de  parte  de  los  intereses  de  los 
fondos  que  anticipara  la  casa  contratista,  que  era  lo  único  a 
que  estaba  obligada  la  nación,  sino  de  una  gran  parte  del  ca¬ 
pital.  La  víspera  de  entregarse  las  libranzas  del  caso,  que  es¬ 
tán  firmadas  por  el  entonces  ministro  del  tesoro,  doctor  Car¬ 
los  Calderón  Reyes,  el  señor  doctor  Carlos  Holguín  las  vio  en 
el  Banco  Nacional,  y  logró  que  el  gobierno  meditara  lo  que 
iba  a  hacer.  Gracias  a  esto,  dichas  libranzas  contra  las  adua- 
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ñas,  por  valor  de  quince  millones,  con  interés  del  6  por  100 
y  que  son  perfectamente  ilegales,  no  están  empeñadas  en  Eu¬ 
ropa  gravando  nuestro  exhausto  tesoro,  aunque  no  se  hubiera 
hecho  el  ferrocarril,  y  los  especuladores  se  encontraron  sin 
base  para  seguir  sus  maquinaciones.  Y  quienes  así  proceden 
azuzan  acusaciones  por  ilegalidad!  Esto  sí  es  jugar  con  el  buen 
sentido,  con  el  país  y  con  los  caudales  públicos. 

Vase  aún  más  lejos:  se  toman  unos  papeles  al  señor  San¬ 
tiago  Pérez  Triana;  en  vista  de  ellos  hay  necesidad  de  iniciar 
una  investigación,  y  cuando  en  Antioquia  se  aprehenden  do¬ 
cumentos  que  denuncian  hechos  sumamente  graves  y  se  envía 
copia  de  ellos  a  esta  capital,  indebidamente,  pues  formaban 
parte  de  un  sumario,  el  vicepresidente  de  la  república  los  re¬ 
tiene  a  pesar  de  venir  dirigidos  al  ministro  de  justicia,  según 
aparece  del  informe  de  la  comisión,  y  se  los  muestra  al  que 
menos  debía  verlos,  a  uno  de  los  sindicados,  al  señor  doctor 
Goenaga,  como  consta  de  la  declaración  del  mismo;  y  reunido 
ya  el  congreso  se  remiten  esos  documentos  a  la  corte  supre¬ 
ma,  so  pretexto  de  que,  figurando  en  un  sumario,  deben  quedar 
allí  reservados.  Confesión  es  ésta  hecha  aquí  por  el  señor  mi¬ 
nistro  de  gobierno,  doctor  Sanclemente.  ¿Por  qué  tánto  cuida¬ 
do  con  el  congreso,  que  es  el  juez  competente,  cuando  no  se 
tuvo  con  quien  se  hallaba  impedido? 

En  una  exposición  que  hace  bastante  publicó  en  hoja  suel¬ 
ta  el  señor  doctor  Felipe  Angulo  y  que  se  repartió  con  El 
Correo  Nacional,  dice  su  autor  que  el  pagaré  o  carta  de  com¬ 
promiso,  o  documento  (no  sé  bien  el  nombre  de  esa  clase  de 
papeles)  que  a  él  se  refiere,  por  nueve  o  diez  mil  libras,  está 
anulado.  Lo  que  la  relación  dice  es  que  está  cancelado;  en¬ 
tre  lo  uno  y  lo  otro  hay  alguna  diferencia;  pero  no  es  a  ello 
a  lo  que  quiero  llamar  la  atención.  Siendo  los  papeles  de  ca¬ 
rácter  reservado  y  hallándose  en  poder  del  señor  vicepresiden¬ 
te  de  la  república,  ¿cómo  pudo  el  señor  doctor  Angulo  saber 
desde  entonces  lo  que  decía?  ¿Se  le  mostrarían  a  él  también? 

Se  ha  dicho  aquí  que  el  exministro  de  justicia  autor  del 
concepto  sobre  los  contratos  de  los  ferrocarriles,  asumió  fun¬ 
ciones  que  no  le  correspondían  y  prejuzgó  la  cuestión,  influ¬ 
yendo  de  este  modo  y  por  lo  elevado  de  su  puesto,  sobre  el 
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ánimo  de  los  miembros  del  poder  judicial  que  conocen  de 
ella.  No  me  toca  juzgar  hasta  dónde  sea  fundado  el  cargo* 
pero  ¿la  primera  autoridad  del  país  no  dictó  fallo  absolutorio 
acerca  de  uno  de  los  ministros  que  pudieran  resultar  compro¬ 
metidos,  antes  de  perfeccionarse  la  investigación,  que  aún  hoy 
está  incompleta,  y  de  que  el  congreso,  único  juez  en  la  ma¬ 
teria,  hablara?  Ya  he  dicho  cuál  es  mi  confianza  acerca  del 
ministro  a  que  aludo,  pero  no  veo  razón  para  que  el  jefe  del 
gobierno  prejuzgue  el  asunto  y  con  su  alta  autoridad  ven¬ 
ga  a  influir  en  determinado  sentido,  a  la  vez  que  contra  otros 
formula  sentencias  condenatorias  y  que  expide  pasaporte  al 
señor  Pérez  Triana,  eje  de  las  negociaciones  de  Antioquia 
y  Santander,  y  cuya  presencia,  por  lo  mismo,  era  necesaria 
para  adelantar  la  respectiva  investigación. 

No  obstante  los  gravísimos  documentos  que  hasta  ahora  se 
conocen  en  relación  con  los  contratos  de  los  ferrocarriles, 
cuyo  contenido  sólo  ha  sido  atenuado  por  el  dicho  de  los 
mismos  sindicados,  es  lo  cierto  que  aún  no  se  puede  dictar 
fallo  en  ningún  sentido.  La  nación  juzgará  y  resolverá  acerca 
de  los  motivos  de  la  oscuridad  en  que  permanece  envuelto 
tan  tenebroso  asunto. 

A  mi  propósito  basta  lo  dicho.  Respetuosamente  suplico  a 
la  cámara  excuse  esta  larga  disertación,  teniendo  en  cuenta 
que  mi  actitud  en  esta  cuestión  ha  obedecido  al  cumplimien¬ 
to  de  un  deber.  Termino  proponiendo,  como  lo  anuncié,  la 
acusación  del  señor  Martínez  Silva.  Encarecidamente  rue¬ 
go  a  mis  honorables  colegas  la  acepten,  no  por  ilegalidades, 
ni  mucho  menos  por  nada  que  lo  afrente,  sino  por  patriotis¬ 
mo,  para  prestarle  un  servicio  a  la  nación:  para  lograr  por  ese 
medio  que  la  cordura  vuelva  a  las  altas  regiones  oficiales. 

Está  conforme  a  los  apuntes  tomados  por  el  infrascrito  re¬ 
lator  de  la  cámara. 

Rodolfo  Zarate 


Acto  continuo,  el  señor  Martínez  Silva  (Luis)  propuso  a  la  cá¬ 
mara  acusación  ante  el  Senado  contra  los  señores  Carlos 
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Calderón  Reyes,  Pedro  Bravo  y  Miguel  Abadía  Méndez,  como 
ministro  del  tesoro,  por  los  hechos  punibles  relacionados  con 
el  Banco  Nacional  a  que  alude  el  discurso  que  precede,  en 
lo  que  a  cada  uno  de  los  ministros  nombrados  concierne.  El 
señor  presidente  de  la  cámara  dispuso  que  quedara  en  la  se¬ 
cretaría  el  pliego  que  contiene  dicha  acusación,  para  que  de 
ella  conozca  la  próxima  legislatura,  junto  con  la  propuesta 
por  la  comisión  investigadora  de  las  emisiones  ilegales  del  Ban¬ 
co  Nacional  (1). 


(1)  Pasada  la  tormenta  política  quedó  demostrada  hasta  la  saciedad  la  ino¬ 
cencia  del  doctor  Martínez  Silva,  a  quien  no  pudo  imputársele  cargo  de  ningu¬ 
na  clase. 


CIRCULAR  A  LOS  MINISTROS  DIPLOMÁTICO S 

DE  COLOMBIA 


« República  de  Colombia— Ministerio  de  Relaciones  Exteriores. 
Bogotá,  agosto  16  de  1900. 


-Señor  ministro  de  Colombia  en... 

-Ya  habrá  tenido  conocimiento  usía,  por  medio  del  cable, 
según  se  le  hizo  saber  oportunamente,  que  el  31  del  pasado 
julio  se  encargó  de  nuevo  del  poder  ejecutivo  el  señor  vice¬ 
presidente  de  la  república,  don  José  Manuel  Marroquín. 

"La  obligada  concisión  de  un  despacho  telegráfico  no  permi¬ 
tió  entrar  en  explicaciones  acerca  de  los  acontecimientos  que 
produjeron  el  indicado  cambio;  y  por  lo  mismo,  aprovecho 
esta  primera  oportunidad  para  hacer  de  ello  a  usía  una  expo¬ 
sición  detallada  que  le  pondrá  en  capacidad  de  informar  de  lo 
acaecido  y  de  sus  antecedentes  al  gobierno  ante  el  cual  está 
usía  acreditado. 

"Como  usía  sabe  muy  bien,  apenas  se  encargó  de  la  presi¬ 
dencia  el  señor  doctor  Manuel  A.  Sanclemente,  el  3  de  no¬ 
viembre  del  año  antepasado,  tuvo  que  ausentarse  precipitada¬ 
mente  de  esta  capital,  por  causa  de  una  grave  indisposición  de 
salud,  ocasionada  a  su  vez  por  su  avanzada  edad  y  la  natura¬ 
leza  de  este  clima,  y  se  trasladó  a  la  población  de  Anapoima, 
donde  encontró  alivio  a  su  dolencia,  aunque  no  la  apetecida 
curación. 

"Comprendió  entonces  el  señor  doctor  Sanclemente  la  impo¬ 
sibilidad  de  volver  a  ejercer  el  gobierno  en  la  capital  de  la 
república:  y  con  honradez  que  le  enaltece,  reconoció  también 
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que  ese  hecho  le  impedía  cumplir  debidamente  los  deberes  del 
cargo  que  la  Constitución  le  imponía.  En  tal  virtud  solicitó  del 
senado  licencia  para  separarse  del  destino,  la  cual  le  fue  con¬ 
cedida,  dejando  a  su  discreción  el  uso  que  de  ella  hubiera  de 
hacer. 

-Fue  el  ánimo  del  señor  doctor  Sanclemente  retirarse  a  su 
hacienda  situada  en  el  departamento  del  Cauca,  y  a  ese  efecto 
dictó  las  oportunas  providencias;  pero  un  círculo  político  em¬ 
peñado  de  tiempo  atrás  en  explotar  el  poder  público,  puso  al 
punto  en  juego  todas  sus  artes  para  impedir  que  el  presidente 
llevase  a  cabo  su  honrado  propósito. 

-Consecuencia  de  aquella  intriga  fue  que  desde  entonces  el 
presidente  fijara  su  residencia  oficial  en  Anapoima,  y  más  tar¬ 
de  en  Tena  y  en  Yilleta,  haciéndose  acompañar  permanente¬ 
mente  por  su  ministro  de  gobierno,  don  Rafael  M.  Palacio. 

-Dislocado  así  el  gobierno,  rota  la  unidad  administrativa  y 
política,  ya  se  comprenden  las  consecuencias  que  hubieron  de 
sucederse.  Los  ministros  del  despacho  ejecutivo,  residentes  en 
Bogotá,  careciendo  de  la  fuerza  directiva  que  comunica  la  pre¬ 
sencia  del  presidente,  quedaron  de  hecho  desligados  unos  de 
otros,  ejerciendo  muchas  veces  facultades  presidenciales  dele¬ 
gadas,  y  cada  cual  obrando  con  independencia  y  sin  respon¬ 
sabilidad  efectiva.  Esto  era  ya  la  anarquía  y  el  más  perturba¬ 
dor  desconcierto  en  la  administración  pública. 

-A  la  sombra  de  él  creció  y  se  desarrolló,  como  era  natu¬ 
ral,  un  sistema  de  corrupción  y  de  abusos  en  casi  todos  los 
ramos  del  servicio  público,  de  tal  manera  alarmante,  que  se 
formó  en  contra  del  gobierno  una  poderosa  corriente  de  opi¬ 
nión  bastante  por  sí  sola  para  derrocarlo  si  no  hubiese  con¬ 
tado  con  la  recia  contextura  de  la  armazón  oficial.  Pudiera 
yo  entrar  aquí,  sobre  este  particular,  en  detalles  abrumadores, 
pero  el  decoro  del  gobierno  me  lo  veda. 

«La  sola  ausencia  del  presidente  de  la  capital  de  la  repú¬ 
blica,  que  le  ponía  en  incapacidad  de  vigilar  y  dirigir  de  cer¬ 
ca  y  de  un  modo  directo  los  diversos  departamentos  admi¬ 
nistrativos;  que  le  privaba  del  concurso  de  las  luces  e  informes 
de  los  buenos  ciudadanos,  y  que  le  impedía  oír  las  quejas  y 
reclamaciones  de  las  personas  lastimadas  en  sus  derechos,  bas 
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taba  para  producir  la  desorganización  y  estimular  el  fraude  y 
el  abuso. 

•  En  un  régimen  presidencial  como  el  que  impera  en  Co¬ 
lombia,  la  presencia  del  jefe  del  Estado  en  la  capital,  centro 
obligado  de  todos  los  negocios  públicos,  es  indispensable;  y 
jamás  se  había  visto  entre  nosotros,  ni  creo  que  en  país  algu¬ 
no  regido  por  instituciones  republicanas,  el  hecho  de  que  el 
conductor  supremo  residiese  de  un  modo  permanente  lejos  de 
la  ciudad  capital,  separado  de  sus  ministros,  del  cuerpo  di¬ 
plomático,  de  los  jefes  de  los  servicios  administrativos,  de  la 
comandancia  del  ejército,  de  los  empleados  subalternos,  de  los 
amigos,  de  los  adversarios,  de  todo  lo  que,  en  una  palabra, 
implica  concurso,  colaboración,  luz,  queja  y  coirectivo. 

-Pero  si  para  el  bien  del  pueblo  y  guarda  desús  intereses  la 
dislocación  del  gobierno,  en  tales  circunstancias,  significaba  la 
anulación  práctica  de  todos  los  resortes,  expedientes  y  contra¬ 
pesos  creados  por  la  Constitución  y  las  leyes,  como  fruto  de 
experiencia  inmemorial,  en  cambio,  para  la  obra  del  mal,  se¬ 
mejante  anómalo  sistema  tenía  necesariamente  que  desarrollar, 
como  en  efecto  desarrolló,  la  más  desastrosa  actividad,  abrien¬ 
do  brecha  a  los  intereses  bastardos.  Eliminados  el  consejo  y  la 
responsabilidad  colectivos  en  los  encargados  de  la  dirección 
de  la  cosa  pública,  por  fuerza  vinieron  a  sustituirse  la  intriga 
subrepticia,  las  sorpresas  y  emboscadas  de  los  que  siempre 
están  en  acecho  de  oportunidades  para  asaltar  el  tesoro  pú¬ 
blico;  y  de  esta  suerte,  día  por  día  y  hora  por  hora,  la  socie¬ 
dad  iba  sabiendo  cosas  que  llenaba  a  los  más  de  indignación 
impotente  y  que  a  otros  servían  de  incentivo,  ya  para  com¬ 
prometerse,  ya  para  adelantar  en  senderos  de  corrupción. 

-Transcurridos  algunos  meses  después  que  el  señor  doctor 
Sanclemente  se  estableció  en  Anapoima,  muchos  notables  ciuda¬ 
danos  le  dirigieron  un  memorial  razonado,  apoyándose  en  los 
mismos  conceptos  emitidos  antes  por  el  presidente  cuando  solici¬ 
tó  la  licencia  del  senado,  y  en  el  cual  se  le  ponían  de  presente 
los  gravísimos  inconvenientes  que  su  indefinida  ausencia  de  la 
capital  ofrecía  para  la  marcha  regular  de  la  administración  y  para 
el  manejo  acertado  de  la  política.  Aquel  memorial  no  fue 
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atendido,  y  el  descontento  público  creció  con  la  convicción  de 
que  los  que  rodeaban  inmediatamente  a  la  persona  del  pre¬ 
sidente,  tramaban  planes  siniestros,  encaminados  a  eliminar  la 
vicepresidencia  de  la  república  y  a  elevar  al  poder  supremo 
al  mismo  ministro  que  manejaba  la  maquinación. 

En  la  respuesta  que  se  dio  al  citado  memorial  alegaba  el 
señor  doctor  Sanclemente,  o  quien  en  su  nombre  hablaba,  una 
disposición  legal  que  permite  al  presidente  de  la  república 
ejercer  sus  funciones  en  cualquier  punto  del  territorio  de 
Cundinamarca.  El  argumento  era  falaz,  porque  aunque  es  ver¬ 
dad  que  la  ley  en  referencia  existe,  ella  no  puede  ni  debe  en¬ 
tenderse  sino  en  el  sentido  de  conceder  un  permiso  de  carác¬ 
ter  transitorio,  por  razones  de  salud  o  de  mero  descanso,  para 
que  el  presidente  pueda  separarse  de  la  capital,  y  evitar  así 
cambios  frecuentes  y  acaso  perturbadores,  como  enantes  suce¬ 
día.  Entendida  de  otro  modo,  la  citada  ley  estaría  en  mani¬ 
fiesta  pugna  con  otras  muchas  disposiciones  constitucionales  y 
legales  que  regulan  el  ejercicio  del  poder  público;  y  antece¬ 
dente  probatorio  en  apoyo  de  que  esta  inteligencia  es  correcta, 
es  el  hecho  de  que  cuando  el  señor  Miguel  Antonio  Caro,  vi¬ 
cepresidente  en  ejercicio,  del  poder  ejecutivo,  y  redactor  de 
la  Constitución  vigente,  quiso  prolongar  su  permanencia  en 
el  vecino  pueblo  de  Sopó,  comunicado  fácil  y  rápidamente  con 
esta  capital,  llamó  para  reemplazarle  al  designado,  general 
Quintero  Calderón. 

«Pero  lo  más  grave  en  esta  materia  era  que  el  señor  doctor 
Sanclemente,  a  causa  de  su  avanzada  edad,  tenía  ya  muy  debi¬ 
litadas  sus  facultades  mentales  y  sus  fuerzas  físicas;  de  donde 
vino  a  resultar  que  quien  gobernaba  en  su  nombre  era  el 
ministro  de  gobierno  que  le  acompañaba.  De  esta  suerte  aquel 
ministro  vino  a  usurpar  el  puesto  que  correspondía  al  vice¬ 
presidente  de  la  república,  estableciéndose  con  ello  la  anoma¬ 
lía  de  que  el  ministro  de  gobierno  fuese  a  la  vez  presidente 
efectivo  y  ministro  de  sí  mismo. 

«Esta  posición,  profundamente  irregular,  colocaba  a  los  de¬ 
más  ministros  del  despacho  en  una  dependencia  humillante, 
lo  que  fue  causa  de  continuas  y  hondas  divergencias  en  el 
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seno  mismo  del  ministerio,  agravándose  de  esta  manera  el  mal 
ya  tan  adelantado  del  desgobierno. 

-Repetidos  esfuerzos  se  hicieron  para  hacer  comprender  al 
presidente  los  peligros  que  aun  para  la  paz  pública  ofrecía 
aquella  debilidad  orgánica  y  creciente  del  gobierno.  Pero  todo 
fue  inútil:  se  guardaba  al  presidente  con  solícito  esmero;  nadie 
podía  hablarle  con  libertad;  los  que  a  él  lograban  acercarse 
no  lo  hacían  sino  con  previo  permiso  y  consigna  recibida  de 
los  interesados  en  mantener  la  incomunicación  y  el  aislamien¬ 
to;  y  cartas  particulares  y  comunicaciones  oficiales  no  llegaban 
tampoco  con  seguridad  al  señor  doctor  Sanclemente,  sino  por 
los  canales  apropiados  al  objeto  y  plan  tenazmente  perse¬ 
guidos. 

«Alguna  vez  dio  a  entender  el  presidente  que  cambiaría  de 
política;  pero  los  ofrecimientos  siempre  resultaban  baldíos, 
puesto  que  el  encargado  en  darles  desarrollo  era  el  mismo  mi¬ 
nistro  interesado  en  mantener  el  asedio,  a  su  vez  unido  a  los 
parientes  y  allegados  del  señor  doctor  Sanclemente.  Era  aquel, 
como  se  ve,  un  círculo  infranqueable. 

La  conocida  debilidad  mental  del  señor  doctor  Sanclemen¬ 
te  hubiera  autorizado  un  procedimiento  judicial  para  decla¬ 
rarle  en  interdicción  y  en  incapacidad  de  manejar  sus  nego¬ 
cios  privados,  mas  no  los  públicos,  que  a  tánto  no  alcanza 
el  poder  del  juzgador;  pero  aun  la  preparación  de  las  pro¬ 
banzas  a  ello  necesarias  se  hacía  imposible,  por  aquel  mismo 
asedio  de  que  antes  se  ha  hablado.  Y  baste  a  este  propósito 
consignar  aquí  el  hecho  de  que  habiendo  algún  magistrado  de  la 
corte  suprema  de  justicia  escrito  a  Anapoima  sobre  la  conve¬ 
niencia,  para  disipar  dudas,  de  enviar  una  comisión  médico- 
legal  a  informar  sobre  la  salud  del  presidente,  se  le  contestó  que 
dicha  comisión  sería  rechazada  por  la  fuerza  que  hacía  la 
custodia  material  del  doctor  Sanclemente. 

«Aun  admitiendo  que  aquel  procedimiento  hubiese  podido 
llegar  a  algún  resultado,  no  por  eso  se  habrían  dado  por  sa¬ 
tisfechos  los  que,  so  capa  de  respeto  farisaico  por  la  legitimi¬ 
dad,  estaban  empeñados  en  mantener  aquella  violación  paten¬ 
te  y  crónica  del  principio  constitucional,  de  que  las  faltas 
temporales  o  absolutas  del  presidente  las  llena  en  primer  tér 
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mino  el  vicepresidente;  porque  entonces  se  habría  dicho  que 
la  interdicción  decretada  por  la  autoridad  judicial  era  simple 
procedimiento  rabulesco  y  resultado  de  baja  intriga.  ^  dígase 
lo  que  se  quiera,  por  más  respeto  que  se  tenga  por  un  fallo 
judicial,  nunca  sería  bien  visto  que  un  juez  de  circuito  de¬ 
clarara  en  interdicción  al  jefe  del  Estado.  En  asuntos  de  tan 
trascendental  importancia  no  cabe  la  fórmula  estrecha  y  le¬ 
galista,  que  puede  herir  subrepticiamente,  atropellando  los 
grandes  intereses  públicos.  Por  la  misma  razón  no  hay  ley,  ni 
estatuto  alguno,  en  este  o  en  otro  país,  que  provea  el  caso  a 
que  esta  exposición  se  refiere.  Cuando  el  imprevisto  evento 
llega,  como  ha  llegado  en  muchos  Estados,  no  es  a  tramita¬ 
ciones  convencionales  y  artificiosas  a  lo  que  se  apela,  sino  a 
procedimientos  francos  y  extraordinarios  adoptados  por  per¬ 
sonas  o  entidades  que  asumen  la  plena  responsabilidad  de  sus 
actos,  ante  un  pueblo  a  quien  no  se  puede  engañar  con  suti¬ 
lezas  o  arbitrios  de  curia.  Causas  de  esta  naturaleza  se  venti¬ 
lan  y  se  fallan  en  definitiva  ante  el  supremo  tribunal  de  la 
opinión  pública. 

•Para  completar  los  datos  ya  apuntados  agregaré  uno  de 
singular  importancia.  La  firma  autógrafa  del  presidente  señor 
doctor  Manuel  Antonio  Sanclemente  no  figura  acaso  en  nin¬ 
gún  documento  público  o  privado  emanado  de  él,  desde  hace 
muchos  meses,  quizá  desde  que  se  encargó  de  la  presidencia. 
Uno  o  más  sellos  con  una  firma  en  facsímile,  manejados  por 
los  allegados  al  presidente,  ha  sido  la  única  garantía  de  au¬ 
tenticidad  de  los  más  altos  documentos  oficiales,  desde  las  le¬ 
yes  y  tratados  públicos,  hasta  los  contratos  y  simples  órdenes 
dictadas  en  el  servicio  ordinario.  No  se  permite  en  ninguna 
parte  procedimiento  semejante  a  un  notario  o  siquiera  a  un 
alcalde  de  parroquia;  y  sin  embargo  se  ha  creído  aquí  lícito 
que  los  actos  del  primer  magistrado  de  la  nación,  que  pue¬ 
dan  afectar  intereses  no  sólo  de  particulares  sino  de  toda  la 
comunidad  social,  no  tengan  otra  fianza  o  seguridad  que  un 
simple  sello,  que  bien  puede  ser  contrahecho  o  estar  maneja¬ 
do  por  los  interesados  directamente  en  cada  asunto  especial. 
Hoy  mismo,  después  de  verificados  los  hechos  del  31  de  julio, 
de  que  más  adelante  hablaré,  es  pública  voz  que  en  esta  ca- 
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pital  se  encuentran  en  manos  de  particulares  algunos  de  aque¬ 
llos  sellos  con  la  firma  del  presidente,  de  los  cuales  se  ha 
hecho  acaso  uso  para  autorizar  documentos  importantes,  ha¬ 
ciéndolos  pasar  como  emanados  del  señor  doctor  Manuel  An¬ 
tonio  Sanclemente.  Prueba  más  palpable  que  ésta  de  que  la 
presidencia  de  la  república  había  venido  a  degenerar  en  un 
instrumento  manual,  portátil  y  absolutamente  inseguro  no  pue¬ 
de  darse;  ni  tampoco  de  la  usurpación  de  funciones  atribui¬ 
das  por  la  Constitución  de  la  república  a  determinadas  per¬ 
sonas,  bajo  severas  responsabilidades. 

«Sin  duda,  si  usía  indaga  discretamente  en  el  ministerio  de 
negocios  extranjeros  del  gobierno  ante  el  cual  está  acreditado, 
encontrará  allí,  trasmitidos  por  los  miembros  del  cuerpo  di¬ 
plomático  en  Bogotá,  los  hechos  que  dejo  brevemente  señala¬ 
dos;  y  encontrará  también  más  de  una  queja  de  esos  mismos 
agentes  diplomáticos  sobre  la  dificultad  de  adelantar  aquí  sus 
gestiones  ante  el  gobierno,  por  la  necesidad  de  hacer  con  fre¬ 
cuencia  viajes  penosos  y  sin  fruto  al  lugar  donde  residía  el 
presidente. 

«Tal  era  la  situación  en  que  se  encontraba  el  gobierno 
cuando  estalló  la  revolución  que  actualmente  aflige  a  la  repú¬ 
blica.  Creyóse  entonces  que  en  vista  de  las  circunstancias,  ante 
la  premiosa  necesidad  de  dar  unidad,  concierto  y  vigor  a  la 
administración  pública,  el  presidente  se  apresuraría  a  trasladar¬ 
se  a  la  capital  o  a  retirarse  siquiera  accidentalmente  del  ejer¬ 
cicio  del  poder.  No  sucedió  así,  sin  embargo;  y  lejos  de  ga¬ 
narse  nada  en  compactación  y  fuerza  moral,  creció  el  descon¬ 
cierto.  En  el  mismo  gabinete  fueron  continuas  las  disensiones, 
y  frecuentes  han  sido  también  los  cambios  en  él  efectuados 
de  una  manera  inesperada  y  por  obra  de  cautelosos  manejos 
y  combinaciones  a  mano  baja.  Esta  debilidad  y  esta  anarquía 
han  sido  sin  duda  causas  de  la  prolongación  de  la  guerra  y 
de  las  inmensas  calamidades  que  han  caído  sobre  la  repúbli¬ 
ca.  Nuestros  valientes  soldados  marchaban  a  los  campamentos 
sin  fe  y  sin  entusiasmo,  pues  no  veían  personificada  la  patria 
en  el  jefe  del  gobierno,  a  quien  no  conocían,  que  no  saluda¬ 
ba  sus  banderas,  ni  los  despedía  con  una  palabra  de  estímulo 
y  aliento:  y  mientras  allá  en  los  campos  de  batalla  se  segaban 
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vidas  sin  cuento,  en  la  corte  presidencial  se  urdían  intrigas 
políticas  y  se  derrochaban  los  recursos  del  presente  y  del  por¬ 
venir,  distribuyéndolos  entre  rapaces  especuladores.  El  mal 
había  venido  a  ser  tan  grande,  la  queja  tan  honda,  el  des¬ 
aliento  tan  intenso,  que  de  todos  los  puntos  del  país  llegaba 
un  clamor  irresistible,  pidiendo  un  cambio  fundamental  en  el 
personal  del  gobierno,  para  dar  término  a  la  guerra  y  salvar 
la  patria  de  irreparable  catástrofe. 

«Estos  antecedentes,  sumariamente  recogidos,  bastan  para 
explicar  el  movimiento  que  se  efectuó  en  esta  capital  el  31  del 
pasado  julio.  Aquel  día  una  gran  masa  de  ciudadanos  procla¬ 
mó  al  vicepresidente  de  la  república  como  encargado  del  po¬ 
der  ejecutivo. 

«Ante  aquella  manifestación  espontánea  y  enérgica,  con 
todo  el  vigor  de  las  resoluciones  inquebrantables,  las  autori¬ 
dades  civiles  enmudecieron  y  se  encontraron  como  anonada¬ 
das,  reconociendo  su  absoluta  impotencia  e  impopularidad. 
Sólo  el  ministro  de  guerra,  general  don  Manuel  Casabianca, 
con  la  bravura  que  en  él  es  conocida,  salió  a  tratar  de  conte¬ 
ner  el  movimiento,  dirigiéndose  a  los  cuerpos  del  ejército 
acantonados  en  la  plaza.  A  ellos  había  llegado  también  el  eco 
de  la  opinión;  y  los  soldados  y  jefes,  respetuosos,  disciplina¬ 
dos,  sin  lanzar  un  grito  ni  una  amenaza,  ni  ejecutar  acto  al¬ 
guno  que  manifestase  conato  siquiera  de  motín  o  alzamiento, 
permanecieron  con  el  arma  al  brazo  en  presencia  del  desbor¬ 
dante  entusiasmo  de  los  ciudadanos. 

Agotó  sus  esfuerzos  aislados  el  ministro  de  guerra;  pero  al 
palpar  que  aquello  no  era  una  sedición,  sino  el  aliento  de  un 
pueblo  entero,  se  retiró  a  su  casa  de  habitación,  llevando  la 
conciencia  del  deber  cumplido,  y  la  persuasión  íntima  de  que 
en  este  país  la  fuerza  no  es  un  recurso  sino  cuando  está  res¬ 
paldada  por  el  derecho. 

«El  vicepresidente  de  la  república,  don  José  Manuel  Ma- 
rroquín,  ciudadano  eminentemente  civil,  ajeno  a  toda  ambi¬ 
ción  de  mando,  amante  de  la  vida  retirada  y  modesta,  se  re¬ 
sistió  al  principio  a  encargarse  del  gobierno;  pero  cuando  se 
convenció  de  que  el  movimiento  era  incontenible,  y  de  que 
su  negativa  iba  a  ser  causa  de  un  grave  conflicto,  dada  la  ac- 
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titud  del  pueblo  y  del  ejército,  hizo  saber  que  asumía  las  fun¬ 
ciones  de  vicepresidente  de  la  república  encargado  del  poder 
ejecutivo.  El  cañón  anunció  a  la  ciudad,  a  las  11  de  la  noche 
del  citado  día,  tan  fausto  acontecimiento,  y  a  la  mañana  si¬ 
guiente  quedó  constituido  el  ministerio  con  este  personal: 

«En  el  despacho  de  gobierno,  encargado  del  de  guerra,  el 
señor  general  don  Guillermo  Quintero  Calderón: 

«En  el  de  relaciones  exteriores,  el  señor  doctor  don  Carlos 
Martínez  Silva: 

«En  el  de  hacienda,  el  señor  doctor  don  Pedro  Antonio 
Molina: 

«En  el  de  instrucción  pública,  el  señor  doctor  Miguel  Aba¬ 
día  Méndez; 

«En  el  del  tesoro,  el  señor  don  Alejandro  Gutiérrez. 

«Si  alguna  prueba  más  hubiera  necesidad  de  aducir  aquí 
en  apoyo  de  las  antecedentes  consideraciones,  sería  el  hecho 
muy  significativo  y  quizás  único  en  los  anales  patrióticos,  de 
que  el  cambio  del  31  de  julio  se  efectuó  sin  derramamiento 
de  una  gota  de  sangre,  sin  un  acto  de  violencia,  sin  un  so¬ 
borno,  sin  un  halago  indebido:  cosa  tanto  más  digna  de  to¬ 
marse  en  cuenta,  cuanto  que  hallándose  el  país  en  enconada 
guerra  civil  y  teniendo  el  bando  revolucionario  numerosos  par¬ 
ciales  en  esta  capital,  no  hubo  uno  solo  de  ellos  que  preten¬ 
diese  sacar  partido  de  las  circunstancias  en  provecho  de  su  causa. 

«Puede  por  lo  mismo  asegurarse  que  los  ciudadanos  todos, 
sin  distingos  de  colores  políticos,  apoyaron  o  aceptaron  de 
buen  grado  el  cambio  a  que  me  refiero. 

«De  diversos  puntos  de  la  república,  hasta  donde  la  irre¬ 
gular  comunicación  telegráfica  lo  permite  hoy,  se  han  recibi¬ 
do  después  y  siguen  recibiéndose  manifestaciones  de  aplauso 
entusiástico,  tanto  de  los  simples  ciudadanos  como  de  las  au¬ 
toridades  y  cuerpos  del  ejército.  Los  jefes  civiles  y  militares 
designados  para  los  departamentos  de  Cundinamarca,  Boyacá, 
Cauca,  Panamá,  Antioquia  y  Santander,  han  aceptado  ya  sus 
nombramientos  y  están  los  más  en  regular  ejercicio  de  sus 
funciones.  En  ningún  punto  de  la  república,  que  se  sepa,  ha 
habido  basta  hoy  el  más  ligero  acto  de  resistencia  o  de  protesta. 

«Esta  uniformidad  en  el  modo  de  proceder  y  de  pensar 
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respecto  del  movimiento  iniciado  en  esta  capital,  el  cual  no 
fue  resultado  de  plan  o  combinación  alguna  con  otros  puntos 
de  la  república,  está  indicando  claramente  que  los  hechos  cum¬ 
plidos  responden  a  necesidades  en  lo  general  sentidas,  y  a  as¬ 
piraciones  vehementes. 

«No  hubo,  pues,  el  31  de  julio  nada  que  pueda  comparar¬ 
se  a  un  golpe  de  cuartel,  puesto  que  no  fue  la  escasa  guarni¬ 
ción  de  la  capital  la  que  hizo  la  proclamación  del  vicepresi¬ 
dente  de  la  república  para  que  se  encargase  del  gobierno:  no 
íue  tampoco  un  golpe  de  estado,  porque  no  tuvo  origen  en 
ninguna  autoridad  de  orden  superior;  ni  fue,  finalmente,  una 
revolución,  una  vez  que  no  se  introdujo  eslabón  alguno  nue¬ 
vo  o  extraño  en  la  cadena  que  transmite  constitucionalmente 
el  poder  público. 

«Lo  ocurrido,  en  síntesis,  no  fue  sino  el  reconocimiento 
por  el  pueblo,  a  falta  de  autoridad  competente  para  ello,  de 
que  la  presidencia  de  la  república  estaba  de  hecho  vacante 
por  incapacidad  física  y  mental  del  titular,  y  de  que  el  llama¬ 
do  a  reemplazarlo,  conforme  a  la  Constitución,  es  en  primer 
término  el  vicepresidente. 

«Acaso  se  hubiera  podido  conseguir,  después  de  terminada 
la  guerra,  que  alguno  de  los  generales  vencedores,  alentado 
por  su  prestigio  y  respaldado  por  la  opinión  pública  y  por  el 
ejército,  dictara  y  obtuviera  la  renuncia  del  señor  doctor  San- 
clemente;  pero  prescindiendo  de  que  aquella  demora  habría 
servido  eficazmente  a  prolongar  la  guerra  y  con  ella  a  consu¬ 
mar  la  ruina  del  país,  la  imposición  en  semejantes  circuns¬ 
tancias  hubiera  carecido  del  mérito  de  la  espontaneidad,  como 
brote  natural  de  la  opinión,  y  tomado  las  apariencias  de  un 
movimiento  más  militar  que  civil,  con  detrimento  de  la  hon¬ 
ra  del  que  lo  ejecutara,  no  menos  que  el  de  la  dignidad  de 
la  república  y  de  la  necesaria  independencia  del  nuevo  jefe 
de  la  administración. 

«Debo  agregar  aquí,  para  conocimiento  de  usía,  que  el  se¬ 
ñor  doctor  Sanclemente  continúa  en  su  última  residencia  en 
Yilleta  tratado  con  todas  las  consideraciones  y  miramientos  a 
que  le  hacen  acreedor  el  alto  puesto  que  ocupaba,  su  edad  y 
sus  anteriores  servicios  a  la  república. 
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«Por  lo  demás,  el  gobierno  inaugurado  el  31  del  pasado 
ha  procedido  con  extrema  moderación,  sin  ejecutar  acto  algu¬ 
no  de  violencia,  ni  ordenar  persecuciones,  ni  introducir  si¬ 
quiera  en  el  personal  administrativo  otros  cambios  que  los 
indispensables  para  el  buen  servicio  público.  Sus  propósitos  no 
son  otros  que  los  de  pacificar  prontamente  el  país  por  medios 
eficaces  y  adecuados,  empezando  por  llevar  a  la  conciencia  de 
todos  los  buenos  ciudadanos  la  seguridad  de  que  se  establece¬ 
rá  un  régimen  de  tolerancia,  de  respeto  inviolable  a  los  dere¬ 
chos  civiles  y  políticos,  de  justicia  y  de  la  más  severa  honra¬ 
dez  administrativa.  Reparados  así  en  lo  posible  los  males  de 
la  guerra  y  los  del  régimen  anterior,  y  puesto  el  pueblo  en 
posesión  de  sus  propios  destinos,  él  mismo  llevará  a  cabo,  por 
los  medios  constitucionales  y  legales,  las  reformas  que  la  ex¬ 
periencia  indique  e  imponga,  hasta  llegar  a  la  organización 
definitiva  de  la  república  ordenada  y  pacífica,  con  institucio¬ 
nes,  si  no  perfectas,  a  lo  menos  aceptadas  por  la  mayoría  de 
los  ciudadanos. 

•Que  éstas  no  habrán  de  ser  vanas  promesas,  lo  ha  com¬ 
prendido  muy  bien  el  seguro  instinto  popular,  como  lo  de¬ 
muestran  la  confianza  que  ya  se  siente  renacer  en  los  nego¬ 
cios,  la  calma  y  contento  de  los  espíritus,  y  aun  el  elocuente 
testimonio  de  los  alzados  en  armas  contra  el  gobierno  ante¬ 
rior,  que  han  empezado  a  deponerlas  con  sólo  haber  sabido 
el  cambio  político  efectuado,  prenda  para  ellos  también  de  que 
se  corregirán  los  males  que  tan  eficazmente  contribuyeron  a 
facilitar  y  alentar  la  revolución. 

"Ruego  finalmente  a  usía  se  sirva  expresar  al  gobierno  ante 
el  cual  está  acreditado,  el  anhelo  que  abriga  el  de  Colombia 
de  continuar  cultivando  con  él,  como  hasta  hoy,  cordiales  re¬ 
laciones  de  amistad  y  respetuosa  deferencia,  basadas  en  el  re¬ 
conocimiento  de  los  derechos  y  en  la  práctica  de  los  deberes 
que  exige  y  acepta  todo  pueblo  cristiano  y  civilizado. 

"Con  sentimientos  de  la  más  alta  y  distinguida  considera¬ 
ción,  me  suscribo  de  usía  muy  atento  y  seguro  servidor. 


Carlos  Martínez  Silva- 


NOTAS  ACLARATORIAS  SOBRE  EL  «31  DE 
JULIO  DE  1900  (1) 

En  1892  entró  a  ejercer  el  poder  ejecutivo  el  señor  don  Mi¬ 
guel  Antonio  Caro,  en  su  carácter  de  vicepresidente,  y  la  ini¬ 
ciación  de  su  gobierno  produjo  tan  mala  impresión  en  el  con¬ 
greso  y  en  el  público  en  general,  por  causas  bien  conocidas 
que  luégo  se  acentuaron,  hasta  que  en  1894  la  mayoría  de  la 
cámara  de  representantes  le  pidió  telegráficamente  al  doctor 
Núñez,  presidente  titular,  y  en  virtud  de  reacción  encabezada 
por  el  señor  don  Francisco  Groot.  que  dejara  a  Cartagena  y 
se  trasladara  a  la  capital  de  la  república  a  hacerse  cargo  del 
gobierno. 

Debe  anotarse,  al  tratar  de  la  actitud  asumida  por  la  ma¬ 
yoría  de  los  miembros  de  las  cámaras,  al  comenzar  la  adminis¬ 
tración  del  señor  Caro,  que  ella  no  fue  respaldada  por  los  re¬ 
presentantes  que  constituían  la  minoría,  21  también  en  núme¬ 
ro,  como  el  grupo  que  firmó  el  manifiesto  llamado  de  los  21. 
Se  abstuvo  la  minoría  de  unirse  a  sus  colegas  de  las  cámaras 
en  el  llamamiento  al  doctor  Núñez,  para  evitar  fuera  mal  in¬ 
terpretada  su  intervención  en  ese  asunto. 

Aquél  contestó  a  la  insinuación  de  las  cámaras  manifestan¬ 
do  estaba  dispuesto  a  hacerse  cargo  del  gobierno,  siempre  y 
cuando  que  la  minoría  solicitara  también  su  venida. 

Los  miembros  de  la  oposición  se  mantuvieron  firmes  en  su 
primera  negativa,  en  tanto  que  los  de  la  mayoría  redoblaron 


(1)  Del  libro:  A  propósito  del  doctor  Carlos  Martínez  Silva  —  Capítulos  de 
historia  política  de  Colombia ,  por  Luis  Martínez  Delgado. 
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sus  empeños  para  hacer  venir  al  doctor  Núñez  a  Bogotá.  Y 
ante  su  presión  hubo  de  acceder  el  presidente,  y  en  tres  días 
y  de  manera  precipitada,  arregló  su  viaje  para  la  capital  a  en¬ 
cargarse  del  poder.  Desgraciadamente  la  muerte  lo  sorprendió, 
y  surgieron  entonces  las  consejas  y  los  decires  que  inventaron 
la  quimera  de  una  mano  criminal  que  envenenó  al  presidente 
de  la  república,  especie  desvanecida  por  la  historia  y  por  la 
viuda  del  doctor  Núñez. 

La  noticia  de  la  muerte  del  doctor  Núñez  fue  transmitida 
inmediatamente  a  Bogotá  y  causó,  como  era  natural,  honda 
impresión  y  no  poco  desconcierto  en  las  filas  nacionalistas,  a 
las  que  combatía  la  minoría  conservadora  y  Luis  A.  Robles, 
único  representante  liberal  y  miembro  de  la  representación  an- 
tioqueña  en  la  oposición,  con  excepción  del  señor  Pío  C.  Gu¬ 
tiérrez  y  de  algún  otro. 

El  portador  de  la  noticia  de  la  muerte  del  doctor  Núñez  a 
las  cámaras  fue  el  señor  Miguel  Abadía  Méndez,  quien  pidió 
sesión  secreta  para  dar  la  nueva. 

El  doctor  Luis  Martínez  Silva  propuso,  después  de  lamen¬ 
tar  tan  infausto  acontecimiento,  que  la  cámara  se  trasladara  en 
corporación  al  palacio  presidencial  a  saludar  al  encargado  del 
poder  ejecutivo  y  a  manifestarle  que  ya  que  el  partido  con¬ 
servador  entraba  en  el  pleno  ejercicio  y  goce  del  poder,  con 
todos  sus  derechos  y  responsabilidades,  era  el  caso  de  ver  de 
encontrar  la  ,  manera  de  aunarse  todos  para  trabajar  por  el 
bien  del  país,  dejando  de  lado  la  política  estrecha. 

Calurosas  felicitaciones  recibió  el  proponente  por  su  opor¬ 
tuna  y  política  iniciativa,  que  sustentó  con  sólidos  argumen¬ 
tos,  y  se  acordó  fijar  el  día  siguiente  para  hacerle  al  señor 
Caro  la  manifestación  propuesta  y  acordada;  y  la  cámara,  con 
excepción  de  la  mayoría  oposicionista  antioqueña,  se  trasladó 
al  palacio  presidencial  en  el  día  fijado. 

El  señor  vicepresidente  recibió  a  los  miembros  de  la  repre¬ 
sentación  nacional  con  marcada  frialdad,  y  haciéndose  sordo 
a  las  voces  de  concordia  que  le  fueron  dirigidas,  devolvió  la 
atención  con  un  desprecio,  que  no  otra  cosa  fue  el  mensaje 
que  dirigió  al  congreso  dos  días  después  de  haber  recibido  en 
su  residencia  oficial  a  los  miembros  de  la  cámara. 
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Tan  extraña  actitud  ahondó,  como  era  natural,  la  división 
conservadora,  y  los  efectos  de  tan  mala  política  se  vieron  e 
hicieron  patentes  más  tarde. 

La  oposición  se  redobló,  v  en  la  cámara  de  representante'1 
fue  particularmente  enérgica  y  tenaz,  no  tanto  por  el  núme 
ro  de  los  enemigos  del  gobierno,  sino  por  la  singular  habili¬ 
dad  y  pericia  con  que  fue  dirigida.  Y  puede  decirse,  sin  in¬ 
currir  en  error,  que  a  raíz  de  los  hechos  anotados,  la  admi¬ 
nistración  del  señor  Caro,  que  pudo  haber  sido  brillante  y  fe¬ 
cunda  en  bienes  para  el  país,  no  tuvo  otra  función  que  la  de 
sostenerse  por  el  período  legal,  y  la  de  perseguir  a  sus  enemi¬ 
gos  y  adversarios  leales,  por  medios  directos  e  indirectos. 

Y  en  tan  crítica  situación  no  pudo  prescindir  el  encarga¬ 
do  del  poder  de  echarse  en  manos  del  nacionalismo,  que  ex¬ 
plotó  a  sus  anchas  la  situación  ventajosa  en  que  vino  a  quedar. 

No  ha  estado  en  nuestro  ánimo  escribir  contra  la  persona¬ 
lidad  sustantiva  de  don  Miguel  Antonio  Caro  al  consignar  lo 
que  dejamos  ligeramente  relatado.  Nuestro  propósito  no  ha 
sido  otro  que  el  de  comenzar  a  hacer  luz  sobre  hechos  que 
pertenecen  a  un  pretérito  cercano,  y  alrededor  de  los  cuales 
se  ha  guardado  un  silencio  sistemático,  que  perjudica  necesa¬ 
riamente  la  verdad. 

En  nuestro  sentir  es  un  error  dejar  transcurrir  el  tiempo 
para  escribir  la  historia,  so  pretexto  de  consultar  la  imparcia¬ 
lidad  y  de  no  herir  susceptibilidades  de  quienes  intervinie¬ 
ron  en  los  sucesos  que  se  trata  de  narrar.  El  tiempo  suele 
atemperar  los  ánimos  y  permitir  a  quien  quiere  ocuparse  en 
escribir,  revestirse  de  cierta  tranquilidad  e  independencia  de 
espíritu,  necesarias  para  juzgar  a  los  hombres  y  a  las  cosas; 
pero  suele  también  oscurecer  la  verdad  a  medida  que  se  en¬ 
vuelve  en  la  penumbra  de  los  días  que  se  ocultan  en  un  ayer 
cada  vez  más  lejano  los  mismos  hombres  v  las  mismas  cosas 
que  se  tratan  de  juzgar.  Mejor  es,  por  consiguiente,  escribir 
la  historia  sin  dejarla  oscurecer  por  el  pasado,  pero  tratando 
en  todo  caso  de  dejar  a  la  vera  del  camino  las  pasiones  y 
prejuicios  de  carácter  personal. 

La  figura  del  señor  Caro  como  escritor,  como  pensador  y 
erudito,  honra  no  solamente  a  la  república  sino  a  todos  los 
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países  en  donde  se  habla  el  idioma  de  Cervantes.  Y  si  por  sus 
costumbres  privadas  merece  todo  elogio,  por  sus  actuaciones 
políticas,  en  cambio,  se  ha  hecho  acreedor  a  graves  censuras 
que  no  puede  pasar  por  alto  ningún  historiador. 

No  habiendo  logrado  el  señor  Caro  que  el  general  Guiller¬ 
mo  Quintero  Calderón,  a  quien  llamó  como  designado  a  reem¬ 
plazarlo  en  la  presidencia  para  no  inhabilitarse  como  candi¬ 
dato  para  un  nuevo  período,  se  prestara  a  seguirlo  en  su  po¬ 
lítica,  hubo  de  contentarse  con  una  designatura  más  o  menos 
aleatoria. 

Creyó  el  señor  Caro  que  el  general  Quintero  pensaba  cam¬ 
biar  de  política  en  el  gobierno  desde  que  apareció  la  consti¬ 
tución  del  gabinete  de  la  administración  efímera  de  los  cinco 
días,  y  se  apresuró  a  reasumir  el  ejercicio  del  poder,  desalo¬ 
jando  al  general  Quintero,  quien  sólo  estuvo  cinco  días  al 
frente  del  ejecutivo.  Los  nombres  de  los  señores  Francisco 
Groot,  Abraham  Moreno  y  de  otros  miembros  del  gabinete  no 
eran  prenda  de  seguridad  para  la  política  del  presidente  ti¬ 
tular. 

Se  dijo  entonces  que  el  señor  Caro  le  había  escrito  una 
carta  al  general  Quintero,  diciéndole  que  retirara  al  señor  Mo¬ 
reno  del  nuevo  gobierno;  pero  según  declaraciones  del  presi¬ 
dente  (1)  la  única  recomendación  que  recibió  al  hacerse  cargo 
del  poder  fue  la  de  nombrar  a  don  José  María  de  Uricoechea 
ministro  de  relaciones  exteriores. 

El  general  Quintero  llamó  al  señor  Moreno  al  ministerio 
con  ~el  objeto  de  aplacar  la  oposición  que  había  en  Antioquia, 
suscitada  en  parte  por  el  orgullo  personal  del  señor  Caro».  El 
nuevo  ministro  había  sido  llamado  de  Medellín,  sin  consultar 
el  nombramiento  con  el  señor  Caro,  a  quien  se  le  hizo  creer 
que  el  designado  lo  traicionaba.  Y  fue  así  como  los  señores 
José  Vicente  Concha,  Miguel  Abadía  Méndez  y  otros  tomaron 
cierto  día,  en  la  plaza  de  Bolívar,  un  coche  que  los  condujo 
precipitadamente  a  Sopó,  en  donde  se  encontraba  el  señor 
Caro,  a  quien  hicieron  regresar  a  la  capital. 

No  faltaron  quienes  insinuaran  al  general  Quintero  la  idea 


(1)  Pasando  el  rato.  Tomás  Rueda  Vargas 
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de  oponerse  a  que  el  vicepresidente  reasumiera  el  poder,  pero 
tales  intentos  fueron  vanos,  y  el  jefe  de  la  fugaz  administra¬ 
ción  de  los  cinco  días,  tan  pronto  como  recibió  el  despacho 
en  que  se  le  comunicaba  que  había  cesado  en  el  desempeño 
de  sus  funciones,  salió  del  palacio  de  San  Carlos  por  una  puer¬ 
ta  excusada  que  da  a  la  calle  del  teatro  de  Colón,  seguido  de 
un  sirviente  que  conducía  un  baúl  en  el  que  iban  todas  las 
prendas  materiales  del  presidente  que  en  vano  había  intenta¬ 
do  dar  un  nuevo  rumbo  al  gobierno. 

Poco  después  los  mismos  que  frustraron  los  patrióticos  pla¬ 
nes  del  general  Quintero  Calderón  abrieron  campaña  contra 
el  señor  Caro.  Cosas  de  la  política. 

-Es  gran  error  creer  que  se  apacigua  el  enemigo  trayéndo- 
lo  a  los  primeros  puestos.  Se  le  ensoberbece,  y  los  leales  ami¬ 
gos  se  resienten  con  justicia.  No  habría  así  mejor  medio  para 
venir  al  poder  que  hacer  oposición;  pero  los  partidos  no  ad¬ 
miten  tales  evoluciones."  -La  armonía  de  los  elementos  cris¬ 
tianos  no  se  obtiene  nombrando  cardenales  protestantes,"  es¬ 
cribía  el  señor  Caro  a  don  José  Manuel  Marroquín,  en  carta 
de  fecha  15  de  marzo  de  1895,  desde  Sopó. 

Y  hablando  en  la  misma  carta  sobre  el  señor  Moreno,  dice 
el  señor  Caro:  -El  señor  Abrabam  Moreno,  que  ha  suscrito  el 
manifiesto  revolucionario  del  general  Vélez,  ha  sido  nombrado 
ministro  de  gobierno,  que  es  el  ministro  de  la  política.  Los 
“veintiuno”  lo  han  excitado  a  que  venga,  y  ha  accedido  a  su 
invitación.  Posesionado  se  apoyaría  en  ellos,  les  daría  alas  para 
todo,  surgirían  necesariamente  conflictos  con  los  gobernadores, 
dimisiones,  cambios....  el  desastre."  - Esos  señores  pueden  ve¬ 
nir  al  gobierno  cuando  tengan  mayoría  para  ganar  elecciones 
o  fuerza  para  ganar  batallas.  Antes  no."  No  tuvo,  pues,  de 
acuerdo  con  la  tesis  anterior,  el  señor  Caro  derecho  para  pro¬ 
testar  contra  el  -31  de  julio  *,  fruto  de  la  violencia  y  de  la 
fuerza,  según  él  (1). 


(1)  J.  M.  Franco.  Discursos,  Alocuciones,  Mensajes,  Cartas  y  Telegramas  del 
señor  don  Miguel  A.  Caro,  1900.  En  la  carta  citada  añade  el  señor  Caro:  "Que 
los  ministerios  de  gobierno  y  guerra  queden  en  manos  de  probados  nacionalistas, 
y  yo  permaneceré  alejado  en  absoluto  de  los  negocios  públicos.  El  señor  Molina 
(Pedro  Antonio),  nombrado  para  la  guerra,  satisface  plenamente.” 
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La  aseveración  de  que  fue  el  señor  Caro  quien  escogió  las 
candidaturas  de  los  señores  Sanclemente  y  Marroquín,  en  la 
seguridad  de  que  no  entrarían  a  ejercer  el  poder  ejecutivo,  no 
es  temeraria,  y  se  comprueba  teniendo  en  cuenta  que  el  pri¬ 
mero  de  los  nombrados  no  podía  residir  en  Bogotá,  por  razo¬ 
nes  de  edad  y  de  salud.  Poco  antes,  siendo  magistrado  de  la 
Corte  Suprema  de  Justicia,  tuvo  que  abandonar  su  elevada  po¬ 
sición  y  trasladarse  al  Cauca.  Además,  el  doctor  Sanclemente, 
hombre  de  probidad  indiscutible,  había  dejado  recuerdos  poco 
gratos  de  su  actuación  política  en  la  administración  de  don 
Mariano  Ospina,  y  no  parecía  probable  se  hiciera  cargo  del 
gobierno  de  la  nación. 

El  señor  Marroquín,  tipo  completo  del  santafereño  raizal, 
amigo  de  la  charla  amena  e  ingeniosa  en  reuniones  en  que  se 
bebía  el  tradicional  y  aromático  chocolate,  amante  de  la  tran¬ 
quilidad  del  campo;  decidido  aficionado  a  la  literatura,  que 
cultivó  con  esmero  y  buen  criterio;  tímido  a  las  responsabili¬ 
dades  políticas;  modesto  por  temperamento,  y  por  carácter  es¬ 
quivo  a  los  ajetreos  públicos,  de  los  cuales  se  había  mantenido 
alejado,  no  parecía  ser  el  individuo  que  en  un  momento  dado 
cambiara  radicalmente  de  vida  y  echara  sobre  sus  hombros  la 
pesada  carga  de  la  primera  magistratura  del  Estado. 

Mas  el  hombre  propone  y  Dios  dispone;  y  llegado  el  mo¬ 
mento  de  dejar  el  gobierno  el  señor  Caro,  don  José  Manuel 
Marroquín  se  hizo  cargo  del  poder,  por  ausencia  del  presiden¬ 
te  titular  doctor  Manuel  Antonio  Sanclemente. 

Por  varios  meses  gobernó  el  señor  Marroquín  con  tal  mo¬ 
deración  y  benevolencia,  sin  dar  lugar  a  censuras  ni  a  críti¬ 
cas  de  nadie,  haciendo  contraste  su  política  con  la  de  su  pre¬ 
decesor  que  había  ahondado  el  descontento  y  dividido  los  par¬ 
tidos  en  facciones,  que  cuando  llegó  el  doctor  Sanclemente  a 
Bogotá,  llamado  con  particular  insistencia  por  don  Pedro  An¬ 
tonio  Molina,  ministro  del  señor  Marroquín,  se  notó  cierto  re-  > 
celo  que  hacía  temer  volvieran  a  imperar  los  antiguos  siste¬ 
mas  de  gobierno  que  habían  combatido  los  históricos. 

La  corrección  y  cultura  menifestadas  por  el  señor  Marro¬ 
quín  en  el  poder  hicieron  que  un  grupo  de  liberales,  enca¬ 
bezados  por  don  Miguel  Samper,  candidato  liberal  que  acababa 
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de  ser  derrotado  en  la  lucha  electoral,  patriota  como  el  que 
más  y  verdadero  hombre  de  Estado,  hiciera  una  manifestación 
al  señor  vicepresidente.  Los  manifestantes  se  trasladaron  al  pa¬ 
lacio  presidencial  a  felicitar  efusivamente  al  señor  Marroquín. 
Fue  ese  un  noble  y  justo  aplauso  y  un  grito  de  alerta  o  de 
prevención  contra  procederes  que  el  mismo  señor  Marroquín 
no  había  practicado  en  su  corta  administración,  y  que  de  vol¬ 
ver  a  implantar  en  el  gobierno  provocarían  una  reacción  ge¬ 
neral. 

Hé  aquí  algunos  de  los  conceptos  emitidos  por  el  señor 
Samper  en  la  mencionada  manifestación,  conceptos  que  tienen 
especial  valor  por  haber  sido  pronunciados  por  el  candidato 
liberal  a  la  presidencia  de  la  república,  derrotado  por  el  señor 
Marroquín:  (1). 

«Los  ciudadanos  aquí  presentes —  dijo — venimos,  excelentí¬ 
simo  señor,  a  presentaros  el  respetuoso  homenaje  y  la  expre¬ 
sión  de  nuestra  gratitud  por  el  mensaje  que  habéis  pasado  a 
las  cámaras  legislativas  el  26  del  pasado  mes.  Incluimos  en 
esta  manifestación  a  los  señores  ministros  que  han  suscrito  ese 
memorable  documento  dejando  con  ello  honrosa  prenda  de 
su  adhesión  a  los  principios  en  él  consignados,  el  primero  de 
los  cuales  es  que  la  ‘‘norma  de  nuestra  política  es  dar  orde¬ 
nada  y  amplia  satisfacción”  a  los  anhelos  de  la  opinión  pú¬ 
blica  plenamente  justificados**. 


«Perdonad,  excelentísimo  señor,  la  inusitada  extensión  de 
esta  manifestación  de  nuestros  sentimientos  en  gracia  de  lo 
inusitada  que  también  ha  sido  esa  norma  de  vuestra  política 
a  que  he  aludido  al  principio,  y  a  la  cual  debemos  la  con¬ 
fianza  con  que  liemos  venido  a  rodear  el  antes  solitario  dosel 
de  la  magistratura  suprema,  y  a  agitarlo  con  el  suave  soplo 
de  la  opinión  pública,  que  aplaude  vuestro  patriotismo  y  os 
estimula  con  su  apoyo  *. 


(1)  Cuando  el  nombre  del  señor  Samper  fue  lanzado  al  debate  presidencial, 
aparecieron  en  El  Repertorio  sus  artículos  sobre  «Cesarismo  democrático»,  en 
los  cuales  consignó  su  programa  político. 
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El  señor  Marroquín  contestó  en  pocas  palabras  el  discurso 
del  decano  del  partido  liberal,  y  dijo: 

«Al  mostrarme  partidario  de  las  reformas  que  habéis  enu¬ 
merado,  no  creo  haber  contraído  mérito  alguno.  Tales  refor¬ 
mas,  fuera  de  tener  bondad  intrínseca,  han  sido  indicadas  y 
aconsejadas  patentemente  por  la  opinión  pública;  y  considero 
que  la  sumisión  a  la  opinión  pública  es  uno  de  los  deberes 
elementales  de  quien  rige  los  destinos  de  un  pueblo,  y  al  mis¬ 
mo  tiempo  la  práctica  que  más  facilita  el  ejercicio  del  poder 
supremo». 

«Hermoso  día — dice  el  historiador  Guerra  — fue  aquel  para 
la  patria;  una  nueva  aurora  de  halagüeñas  claridades  alumbra¬ 
ba  su  suelo  restableciendo  la  calma  tras  largas  tormentas  y 
amargos  conflictos». 

Desgraciadamente  nubes  oscuras  eclipsaron  prontamente  la 
momentánea  claridad  del  ambiente  político  (1). 

El  doctor  Sanclemente  era  un  hombre  respetable,  que  nin¬ 
guna  amenaza,  tomado  aisladamente,  representaba  para  el  país 
y  para  el  partido  que  había  consentido  en  su  nombramiento 
para  la  presidencia.  ¿Por  qué,  pues,  se  dudaba  de  él,  y  la  opi¬ 
nión  pública  no  vio  con  agrado  la  salida  del  señor  Marroquín 
para  dejar  en  el  puesto  de  mayor  responsabilidad  al  presiden¬ 
te  titular?  Era  que  todo  el  mundo  estaba  en  el  secreto  de  la 
comedia  que  iba  a  jugarse,  permaneciendo  el  doctor  Sancle¬ 
mente  un  corto  tiempo  en  el  histórico  palacio.  Se  sentían  pi¬ 
sadas  de  animal  grande,  y  en  el  horizonte  político  se  dejaba 
ver  la  silueta  de  una  seria  revolución  al  volver  a  entronizar 
sistemas  que  los  históricos  repudiaban  con  justicia  y  con  razón. 
Era  claro  que  si  continuaba  la  persistencia  a  la  burla  del  su¬ 
fragio,  que  sólo  había  permitido  al  partido  caído  y  proscrito 
llevar  a  los  cuerpos  colegiados  a  Luis  A.  Robles  y  al  general 
Uribe  Uribe,  en  un  largo  período  de  la  vida  republicana,  im¬ 
perando  el  sistema  representativo  nominalmente;  que  si  se 
acentuaba  la  falta  de  progreso  en  todos  los  ramos  y  el  des¬ 
greño  en  la  administración  j  pública;  que  si  persistía  la  divi¬ 
sión  conservadora  decretada  por  una  convención  o  junta  po- 


(1)  Viceversas  Liberales. 
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lítica  dirigida  por  el  general  Marceliano  Vélez  en  Bogotá,  con 
apoyo  de  hombres  como  Próspero  Pinzón,  convención  que 
ordenaba  negar  todo  concurso  a  las  administraciones  conser¬ 
vadoras  mientras  no  cambiaran  de  rumbo  y  se  introdujeran 
ciertas  reformas  en  la  legislación,  era  natural  que  estallara  una 
revuelta  que  habría  de  ensangrentar  toda  la  república. 

Y  había  un  antecedente  que  justificaba  tan  grave  preven¬ 
ción,  cual  era  la  revolución  que  los  generales  Santos  Acosta, 
Cenón  Figueredo  y  Raíael  Uribe  Uribe  habían  intentado  en 
1895.  Los  conservadores  tenían  necesidad  de  hilar  delgado  y 
de  prever  acontecimientos  futuros,  que  era  preciso  conjurar. 

Agréguense  a  las  causas  y  dificultades  políticas  anotadas 
las  de  orden  económico,  originadas  por  la  constante  baja  del 
papel  moneda,  la  imposibilidad  legal  o  prohibición  para  la 
libre  estipulación  en  las  transacciones  comerciales,  el  desequi¬ 
librio  permanente  y  crónico  de  los  presupuestos  nacionales, 
que  se  saldaba  año  por  año  con  nuevas  emisiones,  y  la  falta 
total  de  crédito  y  de  moneda  sana.  Y  para  que  se  vea  que 
era  ya  un  sistema  y  no  una  necesidad  el  nivelar  los  pre¬ 
supuestos  por  lo  bajo,  lanzando  mayor  cantidad  de  mone¬ 
da  fiduciaria  a  la  circulación  haciéndola  perder  por  lo  mismo 
cada  vez  más  su  poder  liberatorio  y  adquisitivo,  conviene  re¬ 
cordar  aquí  que  en  1894,  estando  el  señor  Faro  de  presiden¬ 
te  de  la  república,  se  presentó  a  las  cámaras  legislativas  su 
ministro  del  tesoro,  doctor  Miguel  Abadía  Méndez,  a  pedir  la 
autorización  para  hacer  una  gruesa  emisión,  alegando  como 
causa  justificativa  la  necesidad  imperiosa  de  racionar  el  ejér¬ 
cito. 

El  senado  nombró  una  comisión  de  tres  miembros,  presi¬ 
dida  por  el  general  Rafael  Reyes,  para  que  de  acuerdo  con  la 
que  nombrara  la  cámara,  estudiara  el  punto  y  propusiera  lo 
conveniente. 

La  comisión  de  la  cámara  estaba  integrada  por  los  señores 
Marcelino  y  Ramón  Arango  y  por  el  doctor  Luis  Martínez 
Silva,  y  elaboró,  en  desempeño  de  su  difícil  cometido,  un  con¬ 
cienzudo  estudio  del  presupuesto,  que  presentó  equilibrado  a 
la  cámara,  mejorando  servicios  como  el  de  instrucción  públi¬ 
ca  con  sumas  mayores  de  un  millón  de  pesos. 
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El  informe  de  esta  comisión,  calificado  de  brillante  por  la 
cámara  y  que  fue  publicado  en  hoja  volante  y  hecho  circular 
profusamente  en  folleto  por  disposición  de  la  misma  corporación, 
iba  acompañado  de  cinco  proyectos  de  ley.  El  presidente,  tan 
pronto  como  se  enteró  de  lo  que  sucedía,  pidió  el  informe  y 
los  proyectos  que  no  devolvió,  e  insistió  en  la  autorización 
para  lanzar  la  emisión  de  dos  millones  de  pesos,  que  le  fue 
concedida.  Así  se  procedía  entonces. 

No  bastaron  los  temores  anotados  para  conjurar  el  mal  e 
interrumpir  las  pisadas  del  animal  grande,  y  la  revolución  es¬ 
talló  con  singular  violencia. 

Todo  ello  explica  por  qué  la  cámara  de  representantes  se 
negó  a  darle  posesión  al  doctor  Sanclemente  de  la  presiden¬ 
cia  de  la  república,  puesto  que  él  venía  como  reacción  a  la 
labor  tranquilizadora  iniciada  por  el  señor  Marroquín,  y  pue¬ 
de  apreciarse  también  por  qué  el  liberalismo  apoyó  el  desco¬ 
nocimiento  del  doctor  Sanclemente  y  acompañó  al  grupo  de 
los  conservadores  históricos  que  luchaban  porque  los  miem¬ 
bros  del  partido  caído  quedaran  cobijados  por  el  mismo  cielo 
de  la  patria;  y  se  explica  también  por  qué  el  señor  Caro  llamó 
revolucionaria  a  esa  cámara  que  acogía  las  reformas  y  le  ne¬ 
gaba  la  designatura. 

Y  no  se  diga  que  la  aseveración  de  que  el  liberalismo  no 
fue  extraño  al  desconocimiento  del  doctor  Sanclemente  es  gra¬ 
tuita.  Los  hechos  dicen  lo  contrario. 

Cuando  el  presidente  titular  vino  a  Bogotá  a  encargarse  del 
poder,  la  cámara  se  negó,  como  queda  dicho,  a  reconocerlo  (1). 
¿Qué  motivos  obligaron  a  esta  corporación,  presidida  a  la  sa¬ 
zón  por  el  doctor  José  Vicente  Concha  y  en  la  cual  se  halla¬ 
ban  hombres  como  el  general  Uribe  Uribe  y  el  doctor  Berrío, 
a  hacer  que  el  doctor  Sanclemente  tuviera  que  recurrir  a  la 
corte  suprema  de  justicia  para  tomar  posesión  de  la  primera 
magistratura  del  Estado?  Porque  había  un  acuerdo  entre  libe¬ 
rales  y  conservadores  para  evitarle  futuros  males  a  la  repú¬ 
blica,  que  se  veían  venir  con  el  nuevo  presidente,  no  por  él, 


(1)  Revista  Política,  diciembre  10.  1898.  Repertorio  Colombiano. 
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sino  por  los  que  querían  servirse  de  este  venerable  anciano 
como  elemento  para  sus  fines  y  propósitos. 

¿Que  el  liberalismo  fue  extraño  a  los  acontecimientos  ano¬ 
tados?  Absolutamente. 

La  víspera  del  día  señalado  por  el  doctor  Sanelemente  para 
tomar  posesión  de  la  presidencia,  se  presentó  en  la  oficina 
del  doctor  Luis  Martínez  Silva  el  señor  general  Eliseo  Arbe- 
láez,  comisionado  por  la  mayoría  de  la  cámara,  a  suplicarle 
se  entendiera  con  el  directorio  liberal  y  lo  informara  de  los 
acontecimientos  que  estaban  sucediéndose,  con  el  fin  de  saber 
qué  actitud  asumiría  el  partido  ante  esos  hechos  y  los  que 
sobrevinieran  luégo,  que  tendían  a  acabar  radicalmente  con 
ciertos  procedimientos  creados  por  la  administración  del  señor 
Caro,  y  a  darle  a  los  asuntos  públicos  diferente  orientación. 

El  señor  Martínez  Silva  cumplió  con  el  encargo  que  se 
le  había  confiado  y  fue  citado  para  el  día  siguiente  al  hotel 
Blume  para  conocer  la  opinión  del  directorio  liberal  soli¬ 
citada. 

A  la  hora  acordada,  el  señor  Martínez  Silva  tuvo  allí  una 
entrevista  con  el  doctor  Aquileo  Parra  y  con  sus  compañeros 
de  directorio,  quienes  manifestaron  que  no  sólo  aplaudían  la 
medida  tomada  o  que  se  tomara,  sino  que  estaban  dispuestos 
a  apoyarla  en  forma  eficaz. 

A  este  efecto  dieron  instrucciones  al  general  Benjamín  Gai- 
tán.  jefe  de  las  fuerzas  liberales  organizadas  secretamente  en 
Bogotá,  para  que  las  reuniera  en  las  casas  que  para  estos  ca¬ 
sos  tenían,  y  se  pusiera  a  las  órdenes  del  señor  Luis  Martínez 
Silva.  Tales  órdenes  e  instrucciones  fueron  dadas  y  acordadas 
con  pleno  conocimiento  del  general  Rafael  Uribe  Uribe. 

El  general  Gaitán  y  el  señor  Martínez  Silva,  en  expectativa 
de  los  acontecimientos  que  se  desarrollaban  en  la  cámara, 
presidida  por  el  doctor  Concha,  y  en  espera  de  las  indicacio¬ 
nes  que  debía  darles  el  general  Uribe  Uribe  según  el  curso 
que  tomaran  los  acontecimientos,  permanecieron  varias  horas 
en  la  plaza  de  Bolívar. 

Mientras  tanto  varios  grupos  de  liberales  se  mostraban 
en  el  mismo  lugar,  esperando  órdenes  del  general  Gaitán. 
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Así  transcurrieron  varias  horas  hasta  cuando  el  general  Uri- 
be  Uribe  salió  de  la  cámara,  cuya  sesión  era  agitadísima,  e 
informó,  en  el  atrio  de  la  catedral,  hoy  Basílica  Primada,  que 
todo  se  había  perdido,  que  la  situación  había  cambiado  repen¬ 
tinamente  y  que  el  doctor  Concha  se  había  retirado  y  trasla- 
dádose  a  su  casa  particular. 

El  general  Uribe  Uribe,  por  su  parte,  se  fue  a  uno  de  los 
balcones  del  hotel  Blume,  situado  frente  a  la  iglesia  de  Santo 
Domingo,  y  desde  allí  arengó  a  la  multitud  insinuándole  que 
debía  dispersarse  y  abandonar  por  el  momento  toda  resisten¬ 
cia  inútil. 

Era  entonces  jefe  del  estado  mayor  del  ejército  el  general 
Rafael  Ortiz,  quien  se  había  comprometido  a  respaldar  con  la 
fuerza  a  sus  órdenes  la  actitud  de  la  cámara  al  desconocer  al 
doctor  Sanclemente  como  presidente.  Desgraciadamente  y  por 
motivos  que  ignoramos,  el  general  Ortiz  vaciló  en  el  momen¬ 
to  crítico  de  la  situación,  y  su  actitud  desconcertó  a  los  miem¬ 
bros  de  la  cámara  y  obligó  al  doctor  Concha  y  al  general  Uri¬ 
be  Uribe  a  dar  por  terminado  el  paso  premeditado  con  anuen¬ 
cia  del  liberalismo  representado  por  hombres  importantes  de 
ese  partido  y  por  el  directorio  del  mismo. 

Al  volver  sobre  sus  compromisos,  el  general  Ortiz  recono¬ 
cía  la  posesión  que  la  corte  suprema  de  justicia  había  dado 
al  doctor  Sanclemente  de  la  presidencia  de  la  república  y  res¬ 
paldaba  al  nuevo  magistrado  en  el  ejercicio  de  su  cargo,  con 
la  fuerza. 

Es  evidente  que  si  el  general  Ortiz  se  hubiera  mantenido 
firme  en  sus  compromisos,  el  llamado  «31  de  julio»  se  habría 
consumado  el  mismo  día  en  que  la  cámara  desconoció  al  doc¬ 
tor  Sanclemente.  Y  es  evidente  también  que  si  las  cosas  se 
hubieran  cumplido  como  se  había  acordado,  la  guerra  de  los 
tres  años  no  habría  estallado. 

Ningún  cargo  puede  hacerse  al  benemérito  general  Ortiz 
por  no  haber  continuado  del  lado  de  los  conspiradores,  desde 
luégo  que  su  deber  como  militar  era  cumplir  con  el  de  apoyar 
al  gobierno,  cosa  en  que  ha  debido  fijarse  desde  un  principio. 

Al  dejar  constancia  del  cambio  de  opinión  y  de  actitud  de 
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este  respetable  jeíe,  nos  hemos  limitado  a  narrar  un  episodio 
histórico  de  importancia,  en  la  génesis  del  -31  de  julio. » 

Hay  situaciones  en  la  vida  en  que  el  carácter  oficial  de  un 
individuo  puede  hallarse  en  pugna  con  lo  que  indica  su  con¬ 
ciencia  de  patriota;  toca  a  él  decidir  si  se  atiene  al  primero, 
o  si  el  caso  merece  que  revistiéndose  de  valor  civil,  corte  el 
nudo  gordiano  en  vez  de  desatarlo. 

Fracasado  el  golpe  para  desconocer  al  doctor  Sanclemente, 
con  la  anuencia  y  colaboración  franca  y  decidida  del  liberalis¬ 
mo,  se  instaló  el  nuevo  gobierno;  mas  poco  tiempo  después 
se  separó  del  gabinete,  como  era  su  costumbre,  el  doctor  Pe¬ 
dro  Antonio  Molina,  y  el  presidente  sintióse  desconcertado. 

La  desorientación  bízose  cada  vez  más  completa;  y  el  doctor 
Sanclemente —  según  lo  previsto  — se  vio  obligado  a  abandonar 
a  Bogotá  para  trasladarse  a  Anapoima,  llevándose  consigo  al 
ministro  de  gobierno,  señor  Palacios,  apellidado  por  sus  ma¬ 
niobras  cerca  del  presidente,  -pájaro  carpintero.» 

El  señor  Palacios  era  hombre  desconocido  en  el  país,  -des¬ 
calificado»  hasta  cierto  punto,  y  debió  su  presencia  en  el  go¬ 
bierno  a  las  recomendaciones  de  un  conocidísimo  político  que 
acostumbraba  valerse  de  hombres  de  paja  para  sus  maniobras. 

El  poder  legislativo  y  el  ejecutivo  rompieron  entonces  su  uni¬ 
dad  de  acción  con  grave  perjuicio  para  la  administración  pública. 
No  era  posible  colegislar  estando  uno  de  los  poderes  en  Ana¬ 
poima,  con  violación  de  la  ley,  y  el  otro,  en  la  capital,  obe¬ 
deciendo  a  mil  presiones  que  nadie  podía,  fuera  del  presiden¬ 
te  de  la  república,  encauzar  acertadamente,  en  particular  en 
momentos  de  confusión  política. 

Y  la  guerra  prevista  desde  la  administración  Caro  por  los 
históricos  acabó  de  complicar  las  dificultades  y  desorganizar 
la  nación. 

Mucho  se  ha  discutido  recientemente  a  la  luz  de  la  legis¬ 
lación  presente  y  pasada,  si  el  presidente  puede  ejercer  fuera 
de  la  capital.  No  es  nuestro  ánimo  entrar  a  dar  opinión  so¬ 
bre  el  particular;  pero  sí  es  oportuno  dejar  constancia  de  que 
dos  o  tres  meses  antes  del  «31  de  julio,»  más  de  doscientos 
conservadores,  uno  de  ellos  justamente  el  general  Próspero 
Pinzón,  le  dirigieron  al  señor  Sanclemente  un  memorial  ha- 
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ciéndole  presente  que  conforme  a  claras  disposiciones  consti¬ 
tucionales  y  legales,  no  podía  permanecer  por  tiempo  indefi¬ 
nido  fuera  de  la  capital  de  la  república,  asiento  de  los  demás 
poderes,  del  cuerpo  diplomático,  de  todo  lo  selecto  de  la  po¬ 
lítica,  etc.,  pues  eso  equivalía  a  trasladar  de  hecho  dicha  ca¬ 
pital  a  un  villorrio  o  a  una  hacienda,  desvinculando  al  presi¬ 
dente  del  resto  del  país.  Ya  volveremos  sobre  el  mismo  tema. 

Mientras  el  país  debatíase  en  indecible  angustia,  y  mientras 
sus  campos  eran  bañados  en  forma  prolongada  por  la  sangre 
de  hermanos,  y  las  ciudades  devastadas  y  empobrecidas,  en 
Anapoima  se  daban  piquetes  y  se  tocaba  guitarra  para  tranqui¬ 
lizar  el  ánimo  abatido  del  primer  magistrado  de  la  nación. 

Por  otra  parte  se  preparaba  la  desmembración  del  territo¬ 
rio  patrio  con  la  próxima  separación  de  Panamá,  anunciada 
por  don  Miguel  Samper  y  profetizada  con  cierta  claridad  por 
don  Justo  Arosemena  en  el  consejo  de  los  constituyentes  de 
Ríonegro,  que  expidieron  la  Constitución  federal  de  1863. 

En  Bogotá  todo  iba  manga  por  hombro  bajo  la  dirección 
de  dos  o  tres  políticos  listos  a  quienes  interesaba  aprovechar¬ 
se  de  la  situación  caótica  reinante;  unos  por  motivos  perso¬ 
nales,  y  algún  otro  acariciando  el  proyecto  de  una  candida¬ 
tura  presidencial  que  solamente  tuvo  feliz  realización  años  más 
tarde. 

Todo  esto  hizo  volviera  a  colocarse  sobre  el  tapete  la  dis¬ 
cusión,  y  posteriormente  la  adopción  de  un  nuevo  plan  para 
cambiar  el  personal  del  gobierno,  sustituyendo  por  el  desig¬ 
nado  al  doctor  Sanclemente. 

Si  el  golpe  que  vino  luégo  y  que  se  ha  llamado  el  «31  de  ju¬ 
lio»  no  dio  los  resultados  esperados,  culpa  no  es  de  los  que  lo 
llevaron  a  cabo.  Y  el  liberalismo  de  hoy  no  puede  lavarse 
las  manos,  como  ha  pretendido  hacerlo  con  manifiesta  incon¬ 
secuencia  e  injusticia  y  desconocimiento  de  la  historia. 

Los  treintaiuneros  conservadores  buscaban  prácticas  puras 
en  la  administración  pública,  verdadero  sufragio  en  las  urnas, 
prensa  libre  y  responsable,  y  pedían  a  gritos  que  cesara  el 
ostracismo  en  que  se  mantenía  al  partido  liberal,  que  consti¬ 
tuye  la  mitad  de  los  colombianos,  que  paga  tributos  y  que 
tiene  derecho  a  sol  y  sombra  como  los  demás.  Ellos  com- 
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prendían  que  si  estas  cosas  no  se  hacían,  vendría  la  revuelta 
armada  inevitable,  con  su  fúnebre  cortejo  de  males  morales  y 
materiales. 

La  guerra  vino  formidable,  se  prolongó  por  tres  años,  afectó 
hondamente  la  integridad  del  territorio  nacional,  segó  miles 
de  vidas,  encendió  odios  y  rencores,  paralizó  todo  progreso, 
afianzó  la  bancarrota  fiscal  y  económica,  inundó  el  país  de  pa¬ 
pel  moneda,  levantó  un  tiranuelo,  acabó  con  el  crédito  exte¬ 
rior  e  interior  y  dio  muerte  a  toda  esperanza  de  renovación 
pacífica,  sostenida  de  tiempo  atrás  por  los  doctores  Martínez 
Silva;  y  trajo  también  como  consecuencia  explicable  la  dicta¬ 
dura  de  Reyes,  ante  quien  se  plegaron  tirios  y  troyanos  en 
demanda  de  paz  y  de  concordia,  de  más  administración  y  de 
menos  política,  fórmula  que  sirvió  para  iniciar  algunas  refor¬ 
mas  sustantivas  en  las  instituciones  y  para  comenzar  una  nueva 
éra  y  una  nueva  política  que  ha  dado  frutos  de  paz  estable, 
o  que  por  lo  menos  lo  parece,  si  es  que  no  volvemos  a  los 
excesos  que  vapularon  los  históricos. 

Hasta  cierto  punto  es  explicable  la  violencia  que  tomó  la 
contienda  civil  y  el  desastre  de  Peralonso,  que  ha  podido  dar 
en  tierra  con  el  gobierno  conservador  si  hubiera  habido  uni¬ 
dad  de  acción  en  el  ejército  liberal  del  Norte  de  Santander. 
Sin  embargo,  los  días  de  la  hegemonía  conservadora  no  esta¬ 
ban  aún  contados. 

Cabe  ahora  preguntar:  ¿por  qué  una  vez  vencida  la  revo¬ 
lución  en  la  batalla  de  Paíonegro  continuó  el  resurgimiento 
de  guerrillas  por  todas  partes,  que  infestaron  el  territorio  na¬ 
cional,  y  por  qué  continuaron  las  resistencias  liberales? 

Pues  sencillamente  porque  los  liberales  se  daban  cuenta  de 
la  falta  de  gobierno,  y  de  la  posibilidad  de  llegar  a  un  triun¬ 
fo,  continuando  con  tenacidad  en  sus  empeños. 

Dicen  que  la  historia  no  se  repite,  pero  es  el  caso  que  si 
el  doctor  Sanclemente,  venerable  anciano  cargado  de  virtudes 
privadas,  se  hubiera  mostrado  menos  hosco  y  renuente  a  en¬ 
tenderse  con  los  liberales,  es  posible  que  la  guerra  hubiera 
terminado  después  de  Paíonegro  sin  necesidad  de  hacer  trata¬ 
dos  ni  de  reconocerles  el  carácter  de  beligerantes  a  los  rebel¬ 
des,  cosa  que  no  era  posible,  sino  simplemente  con  hacerles 
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promesas  serias  y  honradas  de  un  cambio  de  política,  de  ver¬ 
dad  en  el  sufragio,  etc.,  etc.  Pero  el  doctor  Sanclemente  no 
había  aprendido  las  lecciones  de  la  experiencia,  y  era  el  mis¬ 
mo  secretario  de  don  Mariano  Ospina  en  1860,  que  por  que¬ 
rer  ponerle  cortapisas  al  general  Mosquera  desconociendo  la 
célebre  Exponsión  de  Manizales,  vino  a  parar  en  ser  él  el  ven¬ 
cido  y  en  ser  colaborador  más  o  menos  directo  en  la  entrega 
del  poder  a  sus  enemigos,  que  en  el  momento  del  peligro  die¬ 
ron  prendas  de  paz. 

Esta  situación,  que  se  prolongaba  debido  en  mucho  al  in¬ 
terés  que  no  pocos  defensores  del  gobierno  tenían  en  ello  y  en 
conservar  el  estado  de  guerra,  lo  mismo  que  a  la  desorienta¬ 
ción  en  que  vivía  el  jefe  del  Estado,  hizo  que  los  conservado¬ 
res  que  de  tiempo  atrás,  desde  la  segunda  administración  del 
doctor  Carlos  Holguín,  venían  pidiendo  reformas  y  paz  funda¬ 
da  en  el  reconocimiento  de  los  derechos  innegables  e  indis¬ 
cutibles  del  liberalismo,  pensaran  seriamente  en  ponerle  térmi¬ 
no  al  gobierno  del  doctor  Sanclemente  que  estaba  fuera  de  la 
ley  escrita,  que  ordenaba  que  la  residencia  del  presidente  de 
la  república  fuera  la  capital. 

Tal  disposición  tenía  indudablemente  sus  fundamentos,  pues 
quería  que  el  jefe  del  Estado  estuviera  en  contacto  directo  con 
el  poder  legislativo,  con  la  cabeza  del  poder  judicial,  con  el 
cuerpo  diplomático  y  con  los  demás  empleados  altos  de  la  ad¬ 
ministración  pública,  por  razones  de  conveniencia  innegables. 
Pero  no  puede  dejar  de  admitirse  que  el  arraigo  imperativo 
del  presidente  en  la  capital  tiene  muy  graves  inconvenientes, 
como  en  el  caso  de  una  guerra  interna  o  externa  que  obliga¬ 
ra  a  salir  al  presidente  de  la  capital,  y  pugna  con  la  necesi¬ 
dad  que  va  entrando  por  inncho  de  que  el  primer  magistrado, 
sin  distinguir  dentro  de  la  ley  las  diversas  porciones  del  te¬ 
rritorio  patrio,  viaje  por  las  distintas  secciones  del  país  sin 
perder  su  categoría,  que  le  permite  poner  en  muchos  casos 
inmediato  remedio  a  deficiencias  en  los  servicios  públicos.  Por 
consiguiente,  es  justificable  la  reforma  que  faculta  en  la  ac¬ 
tualidad,  a  diferencia  de  lo  que  regía  en  los  tiempos  de  la  ad¬ 
ministración  del  doctor  Sanclemente,  ejercer  el  poder  en  cual- 


—  171  — 


quier  parte  del  territorio  nacional,  mas  no  por  tiempo  inde¬ 
finido. 

Es  indudable  que  los  viajes  presidenciales,  iniciados  por  el 
señor  Suárez  con  su  ida  a  Rumichaca  (1),  contribuyen  pode¬ 
rosamente,  en  un  país  como  Colombia,  de  escasas  vías  de  co¬ 
municación,  a  fortalecer  los  cimientos  de  la  unidad  nacional. 

Las  conveniencias  públicas,  además,  exigían  la  presencia  del 
presidente  en  Bogotá,  que  no  parecía  posible,  por  las  razones 
antes  anotadas,  y  se  hizo  necesario  pensar  nuevamente  en  otro 
movimiento,  pero  con  la  anuencia  del  jefe  del  partido  liberal, 
doctor  Aquileo  Parra,  varón  eximio  por  sus  virtudes  públicas 
y  privadas,  y  por  conducto  de  este  ilustre  colombiano,  con  la 
anuencia  y  aprobación  de  los  principales  jefes  revolucionarios. 

Para  el  desarrollo  del  plan  fue  comisionado  el  doctor  Luis 
Martínez  Silva,  a  quien  se  le  dio  el  encargo  de  entenderse  con 
el  doctor  Parra,  y  a  este  efecto  hubo  de  trasladarse  varias  ve¬ 
ces,  acompañado  del  doctor  Vicente  Parra,  hombre  de  confian¬ 
za  y  pariente  del  jefe  supremo  del  liberalismo,  al  lugar  en 
donde  estaba  escondido,  huyendo  de  persecuciones  políticas,  el 
doctor  Parra. 

Después  de  conocer  gran  parte  de  las  respuestas  dadas  a 
las  consultas  formuladas  por  el  director  del  partido  liberal  a 
varios  de  los  jetes  de  la  revolución,  se  llegó  a  un  completo 
acuerdo. 

Y  por  segunda  vez,  cosa  que  ignoró  el  senado  de  1925,  los 
liberales  se  asociaran  con  los  conservadores  para  derrocar  al 
doctor  Sanclemente. 

En  las  bases  del  acuerdo  a  que  llegó  el  doctor  Luis  Mar¬ 
tínez  Silva  con  el  doctor  Parra,  no  hubo  nada  indigno  ni  in¬ 
debido,  ni  de  parte  de  los  liberales  existieron  exigencias  que 
no  fueran  justas.  Todo  se  redujo  a  ofrecerles  a  los  vencidos 
en  el  movimiento  de  la  regeneración,  que  no  serían  persegui¬ 
dos  ni  hostilizados,  y  a  prometerles  que  se  trabajaría  enérgica¬ 
mente  en  favor  de  las  reformas  que  la  disidencia  conservado¬ 
ra  había  venido  sosteniendo  por  la  prensa  y  en  las  cámaras, 
desde  1888. 


(1)  El  general  Rafael  Reyes  inició  los  viajes  presidenciales,  pero  en  forma 
espectacular  y  no  con  el  propósito  a  que  hacemos  referencia. 
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El  doctor  Parra  y  sus  amigos  políticos  sabían  que  quienes 
tales  ofertas  les  hacían  eran  hombres  de  honor  y  de  palabra 
como  los  generales  Guillermo  Quintero  Calderón,  Marceliano 
Posada  y  Jaime  Córdoba;  políticos  de  la  talla  e  integridad  moral 
de  Carlos  Martínez  Silva,  de  Francisco  A.  Gutiérrez  y  de  Anto¬ 
nio  José  Cadavid,  y  jóvenes  como  Gerardo  Arrubla,  Luis  Mar¬ 
tínez  Silva,  José  Joaquín  Pérez,  Elíseo  Arbeláez,  Pedro  I  Ba- 
rreto,  Federico  Montoya,  José  Vicente  Concha,  Miguel  Abadía 
Méndez,  residentes  en  Bogotá,  más  todo  el  conservatismo  res¬ 
petable  de  Antioquia,  con  el  general  Marceliano  Vélez  a  la  ca¬ 
beza,  aparte  de  jefes  como  Próspero  Pinzón  y  Ramón  Gonzá¬ 
lez  Valencia,  identificados  todos  en  ideas  de  renovación  y  de 
paz. 

Se  trataba,  por  consiguiente,  de  procurar  un  movimiento 
verdaderamente  nacional,  con  figuras  selectas  de  ambos  parti¬ 
dos,  que  llevara  al  señor  don  José  Manuel  Marroquín  al  poder, 
mediante  compromisos  serios  y  honrados,  que  parecía  cosa  fácil 
de  fijar  desde  luégo  que  la  actuación  del  vicepresidente  de  la 
república,  en  los  meses  en  que  estuvo  al  frente  de  la  adminis¬ 
tración  pública  por  ausencia  del  doctor  Sanclemente,  había 
sido  acogida  con  beneplácito  por  conservadores  y  liberales. 

Pero  no  se  crea  que  quienes  estaban  resueltos  a  cambiar 
el  orden,  o  mejor  dicho,  el  desorden  existente,  no  pensaron  en 
medios  diferentes  a  un  golpe  de  estado,  que  necesariamente 
tenía  que  herir  el  principio  de  autoridad  y  traerles  responsa¬ 
bilidades  ante  la  historia,  por  parte  de  sus  correligionarios  po¬ 
líticos.  Buscaron  medios  pacíficos,  que  no  fueron  atendidos. 

Era  lógico  pensar  que  la  presencia  del  presidente  en  Bogotá, 
centro  de  los  altos  poderes  del  Estado  y  en  donde  residían  los 
jefes  del  partido  liberal,  contribuiría  a  atemperar  los  ánimos, 
y  facilitaría  la  unión  tan  deseada  y  buscada  de  tiempo  atrás, 
con  tánta  constancia  )  no  pocos  sacrificios. 

Pero  como  es  verdad  que  no  hay  peor  sordo  que  el  que 
no  quiere  o  no  le  conviene  oír,  sucedió  que  ciertos  elemen¬ 
tos  que  rodeaban  al  doctor  Sanclemente,  para  sortear  la  difi¬ 
cultad  planteada,  acudieron  a  la  corte  suprema  de  justicia 
para  que  decidiera  sobre  la  compatibilidad  del  ejercicio  de 
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las  funciones  presidenciales  y  la  ausencia  del  primer  magis¬ 
trado  de  la  capital  de  la  república. 

El  espíritu  poco  altivo  de  la  Corte— reflejo  de  los  siste¬ 
mas  administrativos  de  esos  tiempos  — se  pone  de  manifiesto 
al  considerar  que  la  misma  entidad,  que  se  prestó  a  dar  una 
interpretación  forzada  de  la  ley,  satisfactoria  para  el  gobierno, 
fue  la  misma  que  pocas  horas  después  de  consumado  el  gol¬ 
pe  definitivo  del  «31  de  julio  »  se  apresuró  a  aprobar  el  mo¬ 
vimiento  y  a  recomendarlo,  fundándose  en  tesis  legales. 

En  la  exposición  admirable  que  el  doctor  Carlos  Martínez 
Silva  dirigió  al  país  y  a  los  miembros  del  cuerpo  diplomático 
para  los  efectos  del  reconocimiento  del  nuevo  gobierno  se  hace 
mención  del  reconocimiento  que  la  corte  suprema  de  justicia 
hizo  del  gobierno  del  señor  Marroquín. 

Y  no  se  alegue  que  la  corte  puede  equivocarse  de  buena 
fe,  porque  aun  cuando  esto  es  verdad,  no  lo  es  menos  que  una 
entidad  de  derecho  no  puede,  jurídicamente,  basarse  en  ar¬ 
gumentos  legales  para  autorizar  lo  blanco  y  lo  negro  a  la  vez. 


En  los  convenios  e  inteligencias  con  don  José  Manuel  Ma¬ 
rroquín  no  hubo  promesas  ni  peticiones  que  implicaran  gajes 
personales  de  ninguna  clase,  como  ya  lo  anotamos.  Lus  com¬ 
prometidos  en  el  movimiento  buscaban  el  bienestar  público  con 
prescindencia  de  personas,  cosa  que  en  los  días  que  corren 
no  parece  explicable.  Pero  no  debe  perderse  de  vista  que  en  las 
postrimerías  del  siglo  pasado,  no  obstante  la  corrupción  polí¬ 
tica  y  administrativa  y  el  desgreño  con  que  era  administrada 
la  cosa  pública,  subsistían  caracteres  de  altísimo  valor  civil 
que  no  rendían  plena  pleitesía  al  becerro  de  oro,  a  expensas 
del  tesoro  nacional.  El  grupo  de  los  históricos  había  enarbo¬ 
lado  con  dignidad  y  contra  sus  intereses  personales  la  ban¬ 
dera  de  la  honradez  política  y  administrativa  que  más  tarde, 
preciso  es  confesarlo,  fue  traicionada  por  algunos  de  sus  de¬ 
fensores. 

En  las  conferencias  entre  el  doctor  Parra,  jefe  del  libera¬ 
lismo  y  vocero  autorizado  de  su  partido,  y  el  doctor  Luis 
Martínez  Silva  y  demás  compañeros,  y  entre  éstos  y  el  señor 
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José  Manuel  Marroquín,  se  fijaron  y  estipularon  los  siguien¬ 
tes  compromisos  solemnes ,  garantizados  con  la  sola  palabra 
de  caballeros  por  una  y  otra  parte.  En  esas  materias  no  son 
posibles  otra  clase  de  seguridades: 

Primero.  Ofrecerles  a  los  revolucionarios  una  paz  honrosa, 
y  tratarlos  después  como  a  los  demás  colombianos,  sin  tomar 
represalias  de  ninguna  clase; 

Segundo.  Convocar  a  elecciones  para  un  cuerpo  constitu¬ 
yente. 

Tercero.  Dictar  un  decreto  en  que  se  diera  u  ofreciera  a 
los  liberales  una  participación  en  los  consejos  electorales,  sufi¬ 
ciente  a  garantizar  la  libertad  del  sufragio,  conminando  con 
muy  severas  penas  a  las  autoridades  y  a  los  particulares  que 
atentaran  contra  esta  libertad; 

Cuarto.  Poner  inmediatamente  en  libertad  a  todos  los  pre¬ 
sos  políticos  que  hubiera  dentro  del  territorio  de  la  repúbli¬ 
ca  y  que  se  comprometieran  a  no  tomar,  o  a  no  volver  a  tomar, 
según  el  caso,  las  armas  contra  el  nuevo  gobierno; 

Quinto.  Enviar  comisionados  liberales,  por  cuenta  del  Es¬ 
tado,  y  con  pasaportes  amplios  y  suficientes,  a  los  jefes  revo¬ 
lucionarios  en  armas,  a  manifestarles  las  determinaciones  del 
gobierno,  y  darles  pasaportes  en  iguales  condiciones  a  los  co¬ 
misionados  que  el  director  del  liberalismo,  doctor  Parra,  qui¬ 
siera  enviar  a  los  mismos  revolucionarios;  y  (1) 

Sexto.  No  llamar  a  puesto  alguno  en  el  nuevo  gobierno 


(1)  Uno  de  los  comisionados  que  alcanzó  a  salir  de  Bogotá  lúe  el  señor  Lá¬ 
zaro  Barriga,  honorable  y  constante  luchador  en  favor  de  su  partido.  El  señor 
Barriga  fue  en  compañía  del  doctor  Luis  Fonnegra  hasta  el  «Alto  del  Trigo  “ 
en  el  antiguo  camino  de  Honda,  a  entenderse  con  el  general  Benito  Ulloa,  acan¬ 
tonado  en  esa  plaza  con  500  hombres  bien  armados.  El  general  LTlloa  envió  a 
los  coroneles  José  del  Carmen  Piñeros,  Roberto  de  Latorre  y  Santiago  Aguilar, 
quienes  vinieron  a  Bogotá  a  entenderse  con  el  gobierno.  En  el  palacio  presiden¬ 
cial  fue  recibida  la  comisión  de  paz  por  el  doctor  Antonio  José  Cadavid,  secre¬ 
tario  del  señor  Marroquín,  quien  no  quiso  entenderse  con  los  enviados  del  ge¬ 
neral  Ulloa,  y  después  de  tres  días  tuvo  que  regresar  la  comisión  a  sus  campa¬ 
mentos  sin  haber  sido  oída  y  con  las  manos  vacías.  Se  vio  entonces  claro  que 
el  señor  vicepresidente  había  echado  por  la  vía  ancha  y  olvidado  sus  compro¬ 


misos. 
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señor  Aristides  Fernández.  Esta  condición  fue  confirmada  de 
una  manera  terminante  por  el  doctor  Aquileo  Parra  (1). 

Las  condiciones  anteriores,  a  excepción  de  la  última,  no 
necesitan  comentario  alguno  y  basta  conocerlas  para  encon¬ 
trarlas  noblemente  encaminadas  a  justificar  el  cambio  de  pre¬ 
sidente  de  la  república,  proyectado  en  pro  de  la  concordia  na¬ 
cional. 

En  cuanto  al  convenio  de  que  el  señor  Fernández  no  en¬ 
trara  a  formar  parte  del  nuevo  gobierno  en  ninguna  forma, 
requiere  alguna  explicación. 

El  señor  Aristides  Fernández  se  había  educado  en  la  escue¬ 
la  policial ;  era  de  extracción  liberal  y  por  consiguiente  un 
reaccionario  empeñado  en  desmentir,  en  toda  forma  y  de  to¬ 
dos  modos,  su  antigua  fe  política  para  que  no  fuera  puesta  en 
tela  de  juicio  su  convicción  por  el  credo  conservador.  Para 
lograr  su  empeño,  el  señor  Fernández  hizo  gala  de  un  tem¬ 
peramento  cruel  en  el  trato  que  daba  a  los  presos  políticos 
que  estaban  en  el  panóptico  de  Bogotá  principalmente,  adon¬ 
de  llevó  a  muchos  inocentes  que  contribuían  con  la  pérdida 
arbitraria  de  su  libertad  a  cimentar  la  fama  de  canciller  de  hie¬ 
rro  del  neófito  conservador.  Y  cuando  en  años  anteriores  se  ha¬ 
bía  hecho  cargo  el  señor  Fernández,  en  virtud  de  contrato,  del 
cobro  del  impuesto  de  aseo,  alumbrado  y  vigilancia  de  Bogo¬ 
tá,  y  más  tarde  del  de  las  alcantarillas,  había  sido  implacable 
con  los  deudores  del  fisco,  fueran  o  nó  pobres,  o  estuvieran 
o  nó  en  capacidad  de  pagar  un  gravamen,  que  por  incuria 
había  ido  acumulándose. 

Muchos  saben  que  entonces  el  señor  Fernández,  sin  fór¬ 
mula  de  juicio  de  ninguna  clase,  reducía  a  prisión  a  los  deu¬ 
dores  morosos  de  buena  le,  y  hubo  casos  en  que  hasta  seño- 


(1)  Los  compromisos  anteriores  fueron  consignados  en  una  carta  dirigida  al 
doctor  Parra,  firmada  por  los  señores  Martínez  Silva,  Abadía  Méndez,  Antonio 
José  Cadavid,  Francisco  A.  Gutiérrez,  etc.  Posteriormente  el  doctor  Parra  entregó 
la  carta  a  los  señores  Abadía  Méndez  y  Gutiérrez  para  que  se  la  mostraran  al 
señor  Marroquín  y  lo  obligaran  a  cumplir  sus  compromisos.  Los  señores  Marro- 
quín  y  Abadía  Méndez  se  quedaron  con  la  carta,  y  los  compromisos  en  ella  es¬ 
tipulados  no  se  cumplieron  Por  eso  se  separó  el  señor  Gutiérrez  del  nuevo  go¬ 
bierno. 
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ras  distinguidas  pagaron  su  pobreza  y  su  dignidad  con  ultrajes 
injustificables. 

Las  persecuciones  militares  del  señor  Fernández  lanzaron 
a  la  guerra  a  muchos  liberales  que  hasta  entonces  no  habían 
tomado  las  armas  contra  el  gobierno,  y  la  lucha  cada  vez  se 
enardecía,  tomando  el  carácter  odioso  de  represalias  persona¬ 
les  contra  los  atropellos  oficiales. 

En  tales  circunstancias  era  lógico  estipular  que  el  nuevo 
gobierno,  para  desarmar  a  los  que  luchaban  en  cruenta  gue¬ 
rra  contra  el  estado  de  cosas  imperante,  comenzara  por  alejar 
de  toda  la  administración  pública  a  quien  era  considerado 
como  obstáculo  invencible  para  el  restablecimiento  de  la  paz. 

El  señor  Marroquín  no  quería  prescindir,  por  temor  al 
cuerpo  de  policía,  y  por  complacer  a  su  yerno,  el  señor  Mar- 
celiano  Vargas,  según  se  supo  después,  del  señor  Fernández, 
jefe  de  dicha  fuerza.  V  sin  embargo  se  comprometió  a  no  lla¬ 
mar  a  Fernández  al  gobierno. 

Es  verdad  que  el  señor  Marroquín  se  negó  insistentemente 
a  aceptar  el  veto  al  señor  Fernández,  pero  en  vista  de  que  el 
doctor  Luis  Martínez  Silva,  en  nombre  de  sus  compañeros, 
fue  irreductible  en  la  última  condición  del  pacto  estipulado  y 
rompió  las  negociaciones,  resolvió  llevar  hasta  el  extremo  el 
engaño.  Al  día  siguiente  al  de  la  ruptura  mandó  llamar  con  su 
hijo  don  Andrés  al  señor  Martínez  Silva  para  hacerle  saber 
que  había  resuelto  prescindir  de  los  servicios  del  director  ge¬ 
neral  de  la  policía,  y  por  tanto  que  podían  él,  Martínez  Silva 
y  sus  compañeros,  continuar  en  la  preparación  del  movi¬ 
miento. 

El  engaño  iba  tomando  cuerpo  y  la  traición  que  el  general 
Fernández  hacía  al  gobierno  del  doctor  Sanclemente  como  jefe 
de  la  policía,  cuadraba  perfectamente  con  las  maquinaciones 
del  vicepresidente  Marroquín,  quien,  a  su  turno,  engañaba  a 
sus  amigos  políticos,  que,  confiados  en  su  palabra  de  honor,  le 
preparaban  el  camino  al  palacio  de  San  Carlos,  movidos  por 
férvido  entusiasmo  patriótico  y  con  absoluto  desinterés  per¬ 
sonal. 

Seguros  estamos  de  que  si  el  señor  Marroquín  hubiera  sido 
franco,  el  golpe  del  «31  de  julio»  no  se  hubiera  llevado  a  cabo; 
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v  convencidos  estamos  de  que  si  él  hubiera  respetado  su  pa¬ 
labra  de  honor,  el  movimiento  político  que  dio  al  traste  con 
el  gobierno  del  doctor  Sanclemente,  no  hubiera  fracasado,  pues 
la  guerra  hubiera  cesado  y  la  república  no  tendría  que  lamen¬ 
tar  hov  tantos  males  y  desgracias.  Y  si  así  hubiera  pasado,  po¬ 
cos  renegarían  del  <-31  de  julio,"  y  los  senadores  de  1925,  enca¬ 
bezados  seguramente  por  un  orador  que  usa  de  muchas  lentejue¬ 
las  en  sus  discursos  v  panegíricos  con  descuido  del  fondo  de  los 
asuntos  de  que  trata,  serían  los  primeros  en  presentarse  ante 
la  nación,  como  padres  de  la  patria,  a  reclamar  el  reconoci¬ 
miento  público  y  aplausos  a  un  movimiento  político  corona¬ 
do  felizmente  por  el  éxito.  La  traición  malogró  lo  prometido, 
V  hoy  en  día  con  negra  ingratitud,  los  liberales  se  lavan  las 
manos  como  Pilatos,  y  los  conservadores  aceptan  con  benévo¬ 
la  e  hipócrita  resignación  una  responsabilidad  de  que  harían 
alarde  si  la  victoria  hubiera  sido  de  ellos.  Sin  embargo  el 
congreso  decretó  honores  al  traidor  a  Sanclemente,  es  decir, 
al  jefe  de  policía  en  1900.  ¡Proh  pudor ! 

Qué  cierto  es  que  la  victoria  atrae  adeptos  v  que  la  ad¬ 
versidad  y  la  derrota  aumentan  los  enemigos.  Sólo  los  carac¬ 
teres  superiores  saben  ser  siempre  leales  a  su  integridad  mo¬ 
ral.  Los  mediocres  cantan  y  celebran  el  triunfo  después  del 
combate  en  que  no  llevaron  armas,  para  congratularse  con  el 
vencedor,  y  lo  hacen  con  plena  libertad,  preciso  es  confesar¬ 
lo,  porque  ignorando  de  antemano  quién  perdería  en  el  cam¬ 
po  de  Agramante  no  pudieron  contraer  compromiso  con  el 
vencido  del  futuro. 

-Se  ha  dicho  que  en  toda  empresa  concurren  -  observa  Suá- 
rez  — el  genio,  la  ocasión  y  la  fortuna:  el  genio  pone  el  es¬ 
fuerzo  y  traza  la  carrera:  la  ocasión  y  la  fortuna  forman  el 
plano  en  que  ella  debe  desarrollarse:  el  uno  se  lanza  en 
pos  de  fines  desconocidos;  las  otras  son  la  fuerza  que  impulsa 
o  el  aquilón  que  estrella,  el  frío  que  congela  el  lago  en  Aus- 
terlitz  o  la  lluvia  que  impide  el  movimiento  en  Waterloo.» 

Pero  cuando  la  mala  fe  juega  papel  en  una  empresa,  el 
genio  se  desvía,  la  ocasión  fracasa  y  la  fortuna  se  hace  esqui- 
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va.  No  es  de  extrañar,  por  consiguiente,  que  el  movimiento 
del  «31  de  julio»  no  hubiera  dado  los  resultados  que  de  él  se 
esperaban.  La  culpa,  hay  que  confesarlo,  se  la  achacará  la  his¬ 
toria  a  don  José  Manuel  Marroquín  y  no  a  los  treintaiuneros 
que,  de  acuerdo  con  el  liberalismo,  planearon  el  movimiento. 

Conviene  recalcar,  antes  de  seguir  adelante,  sobre  el  hecho 
importantísimo  de  que  el  señor  Marroquín  estaba  desde  bas¬ 
tante  antes  del  «3L  de  julio,»  entendiéndose  directa  y  oculta¬ 
mente  con  el  señor  Aristides  Fernández. 

Y  si  alguien  fue  traidor  el  día  que  cayó  el  doctor  Sancle- 
mente,  fue  el  señor  Fernández,  quien  violó  los  juramentos 
prestados,  y  se  apresuró,  para  salvar  responsabilidades,  a  ha¬ 
cer  formar  frente  a  los  cuarteles  de  San  Agustín  a  uno  de  los 
cuerpos  de  la  policía  a  su  mando,  sin  que  se  supiera  si  tal 
alarde  de  fuerza  era  para  apoyar  al  gobierno,  o  bien  para  sos¬ 
tener,  en  caso  necesario,  el  movimiento  que  estaba  verificán* 
dose.  Pero  no  llegó  la  ocasión  de  que  ese  hecho  mudo  e  in¬ 
ofensivo  tuviera  consecuencias  de  ninguna  clase,  y  todavía  sigue 
esta  maniobra  sirviendo  para  tratar  de  disculpar  una  traición 
manifiesta. 

Tomen  nota  de  estas  cosas  los  amigos  políticos  del  señor 
Fernández  que  quisieron  endiosarlo  y  que  llegaron  hasta 
postular  su  nombre  para  la  presidencia  de  la  república,  sin 
títulos  sustantivos  de  ninguna  clase;  y  tomen  también  nota 
los  que  en  diversas  ocasiones  y  en  distintos  cuerpos  colegia¬ 
dos  han  propuesto  que  la  figura  del  jefe  de  la  policía  nacio¬ 
nal  en  las  postrimerías  de  la  administración  Sanclemente,  se 
perpetúe  en  el  bronce  o  en  el  mármol. 

Curiosa  es  la  psicología  de  las  multitudes.  Tienen  éstas 
una  mentalidad  sui-géneris  que  se  forman  en  un  momento 
dado  con  la  eliminación  de  la  de  los  elementos  heterogé¬ 
neos  que  las  componen.  Y  esa  persona  moral,  coa  facul¬ 
tades  hasta  cierto  punto  inconscientes,  prodiga  honores  y  eleva 
a  alturas  inverosímiles  a  individuos  que  se  acogen  al  adagio 
de  crear  fama  para  poder  dormir.  Así  se  explica  por  qué  sur¬ 
gen  de  entre  el  nivel  ordinario  ciertas  unidades  sin  méritos 
propios  que  se  elevan  como  pompas  de  jabón  expuestas  a  re¬ 
ventarse  a  la  menor  resistencia. 
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En  las  democracias  es  demasiado  frecuente  el  nivelar  por 
lo  bajo,  y  contra  tal  perjuicio  no  hay  más  consuelo  para  los  que 
a  la  vera  del  camino  siguen  atentamente  el  curso  de  los  asuntos 
públicos,  que  el  cumplimiento  que  en  lo  moral  tiene  la  ley  físi¬ 
ca  según  la  cual  entre  mayor  es  la  altura  es  más  fuerte  la  caída. 

Interesante  sería,  sin  duda  alguna,  el  estudio  que  permita 
señalar  con  precisión  la  línea  divisoria  que  separa  el  criterio 
consciente  del  individuo  del  de  la  multitud  inconsciente,  en¬ 
tendiendo  por  multitud,  no  la  reunión  de  determinado  núme¬ 
ro  de  individuos  en  un  momento  dado,  sino  el  conglomerado 
social  más  o  menos  disperso  por  el  territorio  de  un  país  y 
que  forma  una  nación. 

Diguo  de  Le  Bon  sería  el  estudio  del  modo  como  la  mul¬ 
titud  inconsciente,  que  se  llama  opinión  pública,  se  va  for¬ 
mando  a  expensas  de  los  individuos.  Así  podríamos  los  co¬ 
lombianos  comprender,  quizás,  muchas  inconsecuencias  de 
nuestra  historia  política. 

El  nuevo  presidente  no  sólo  obró  de  acuerdo  con  el  señor 
Fernández  al  prestar  su  nombre  como  bandera  del  movimien¬ 
to,  sino  que  una  vez  dueño  del  poder,  nombró  por  sí  y  ante 
sí  a!  jefe  da  la  policía  gobernador  de  Cundinamarca,  sin  contar 
para  ello  con  su  ministerio. 

Difícil  es  penetrar  en  la  conciencia  de  los  individuos  para 
conocer  el  porqué  de  sus  actos.  Mas  por  ciertos  hechos  y  ac¬ 
titudes,  que  no  es  el  caso  aún  de  denunciar  con  todos  sus 
nombres  y  caracteres,  puede  asegurarse  que  la  entrada  del 
señor  Fernández  a  desempeñar  puesto  de  tal  importancia,  se 
debió  también  a  la  presión  de  tres  o  cuatro  individuos  del 
grupo  de  los  treintaiuneros ,  que  no  supieron  o  no  quisieron 
ser  leales  con  sus  compañeros.  Alguno  de  ellos  obró  movido 
por  ciertas  relaciones  de  carácter  privado  con  dicho  señor  y 
los  otros  dos  o  tres  trabajaron  en  favor  del  nombramiento,  por 
celos  con  algunos  de  los  principales  autores  del  movimiento, 
en  particular  contra  el  prestigio  de  los  señores  Martínez  Silva 
v  del  señor  Francisco  A.  Gutiérrez,  cuya  integridad  moral  tuvo 
siempre  la  consistencia  de  la  barra  de  acero,  a  quienes  con¬ 
sideraban  alejar  del  lado  del  señor  presidente  con  la  desig¬ 
nación  de  que  venimos  hablando. 
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Faltóles  energía  y  sobróles  prudencia  a  los  señores  Quinte¬ 
ro  Calderón,  Carlos  Martínez  Silva  y  Jorge  Moya  Yásquez, 
ministro  de  gobierno  el  primero,  de  relaciones  exteriores  el 
segundo,  y  jefe  del  ejército  el  tercero,  al  iniciarse  la  segunda 
administración  Marroquín.  Si  ellos  hubieran  atendido  la  ma¬ 
nifestación  que  un  grupo  considerable  de  los  principales  fau¬ 
tores  del  golpe  que  se  acababa  de  dar  les  hicieron  el  l.°  de 
agosto  por  la  mañana  al  señor  Marroquín  y  a  sus  ministros, 
apenas  supieron  la  designación  hecha  para  gobernador  de 
Cundinamarca,  cuando  la  fuerza  del  gobierno  era  aún  discu¬ 
tible  en  esos  críticos  y  decisivos  momentos,  otro  habría  sido 
el  giro  de  los  acontecimientos  posteriores. 

El  general  Quintero  Calderón,  cuya  integridad  de  carácter 
no  puede  discutir  la  historia,  se  limitó  a  hacer  saber  a  los 
manifestantes  a  que  venimos  refiriéndonos,  encabezados  por  el 
general  Jaime  Córdoba  y  por  los  señores  F.  A.  Gutiérrez  y 
Luis  Martínez  Silva,  que  no  se  preocuparan,  pues  buen  cuidado 
tendría  de  no  firmar  el  decreto  de  nombramiento  del  señor 
Aristides  Fernández;  y  sin  embargo,  algo  oculto  sucedía  en  la 
sombra,  pues  va  el  agraciado  con  una  designación  que  repudia¬ 
ba  la  opinión  pública  había  anunciado  en  cartelones  murales  su 
nombramiento  de  gobernador,  y  poco  después  el  ministro  de 
gobierno  refrendó  con  su  firma  el  desgraciado  nombramiento. 

Muy  de  lamentar  es  que  el  doctor  Carlos  Martínez  Silva  y 
los  generales  Quintero  y  Moya  Vásauez  hubieran  aconsejado 
prudencia  y  moderación  en  el  momento  preciso  y  único  en  que 
han  debido  imponerse  al  señor  Marroquín  y  obligarlo  a  cum¬ 
plir  lo  pactado. 

Penoso  es  tener  que  hacer  constar  aquí,  y  la  historia  habrá 
de  lamentarlo  siempre,  que  el  doctor  Carlos  Martínez  Silva,  el 
mismo  que  con  energía  notable  y  con  verbo  vibrante  detuvo 
al  general  Casabianca  el  31  de  julio,  frente  a  los  cuarteles  de 
San  Agustín,  no  se  hubiera  hecho  sentir,  con  todo  el  peso  de 
su  enorme  prestigio  y  de  su  autoridad  moral,  el  l.°  de  agos¬ 
to,  al  comenzar  a  estabilizarse  la  nueva  administración  presi¬ 
dida  por  su  amigo  y  compañero  de  labores  literarias.  Lamenta¬ 
mos,  como  los  que  más,  esa  actitud  débil  o  conciliadora. 
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En  cuanto  al  señor  Marroquín,  no  cabe  disculparle  la  falta 
gravísima  cometida,  si  se  tienen  en  cuenta  sus  antecedentes  de 
hombre  de  bien  y  su  edad  avanzada,  que  lo  ponían  a  cubierto 
de  cualquier  veleidad,  y  en  cobro  ante  el  peligro  de  una  sor¬ 
presa  en  asuntos  de  política,  que  necesariamente  ha  debido 
meditar  a  espacio  y  con  todo  detenimiento. 

A  lo  dicho  debe  agregarse  que  el  señor  Marceliano  Vargas, 
hijo  político  del  señor  Marroquín,  que  hasta  entonces  se  había 
mantenido  en  una  feliz  opacidad,  cultivando  privadamente  los 
elementos  oficiales  del  gobierno  del  doctor  Sanclemente.  fue 
quien  más  empeño  tomó  en  la  colocación  del  general  Fernán¬ 
dez  y  fue  quien  llevó  al  agraciado  hasta  la  casa  de  gobierno, 
el  día  l.°  de  agosto  de  1900;  y  el  mismo  señor  Vargas  sirvió 
eficazmente  de  tiempo  atrás  de  conducto  regular  de  comunica¬ 
ción  y  de  punto  de  contacto  entre  el  señor  Marroquín  y  el 
señor  Fernández,  antes  del  -31  de  julio,"  cosa  que  ignoraban 
los  autores  del  movimiento. 

La  actitud  asumida  por  don  José  Manuel  Marroquín  cuan¬ 
do  hubo  escalado  el  poder  y  no  temió  faltar  a  sus  compromi¬ 
sos,  impidió  que  el  señor  don  Francisco  A.  Gutiérrez,  caballero 
sin  tacha,  aceptara  la  gobernación  del  departamento  del  Toli- 
ma,  puésto  que  le  fue  ofrecido  y  en  el  cual  nada  hubiera  podido 
hacer  dejando  en  Bogotá  al  señor  Fernández  en  ejercicio  de 
un  poder  que  consideraban  los  liberales,  con  justísima  razón, 
como  un  reto,  y  los  autores  del  <-31  de  julio-  como  una  traición 
que  desvirtuaba  los  fines  que  tuvieron  en  mira  desde  un  prin¬ 
cipio. 

El  señor  Gutiérrez  y  el  doctor  Luis  Martínez  Silva,  fauto¬ 
res  sustantivos  de  la  caída  del  doctor  Sanclemente  y  del  nacio¬ 
nalismo,  se  separaron  inmediatamente  del  gobierno  que  habían 
contribuido  a  constituir.  Su  ejemplo  fue  seguido  por  muchos 
otros,  y  a  poco  andar  el  señor  Marroquín  se  vio  desprovisto 
de  los  hombres  que  le  habían  dado  en  préstamo  su  prestigio 
para  constituir  un  nuevo  estado  de  cosas,  mientras  que,  por 
otro  lado,  los  liberales  intensificaban  la  lucha  armada,  que  se¬ 
guía  ensangrentando  el  suelo  de  la  república  (1). 


(1)  Para  mis  ideales  de  republicano,  dijo  entonces  el  doctor  Luis  Martínez 
Silva  al  día  siguiente  del  movimiento,  el  31  de  julio  no  fue  más  que  un  día. 
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Para  complemento  de  males  y  para  llenar  la  copa,  el  señor 
Lorenzo  Marroquín,  que  se  hallaba  en  el  exterior,  en  virtud 
de  un  nombramiento  diplomático,  se  apresuró  a  regresar  al 
país  y  cobró  vivo  ascendiente  sobre  el  jefe  del  Estado,  en  bus¬ 
ca  seguramente  de  la  herencia  presidencial,  que  esperaba  reci¬ 
bir  de  manos  de  su  padre.  Sus  actuaciones  tomaron  el  carác¬ 
ter  de  atropellos,  que  la  historia  implacablemente  ha  cargado 
al  debe  de  don  José  Manuel,  el  autor  de  La  Perrilla,  sorpren¬ 
dida,  porque  en  más  de  una  ocasión  sale  lo  que  no  se  espera. 

El  general  Quintero  Calderón,  el  doctor  Carlos  Martínez 
Silva  y  el  general  Moya  Yásquez,  cuando  vieron  que  era  ya 
tarde  para  obrar,  que  su  presencia  en  el  gobierno  a  nada  sano 
conducía  ante  la  hegemonía  de  terceros  influyentes,  y  que  la 
responsabilidad  en  que  estaba  incurriendo  ante  la  nación  el 
presidente  de  la  república  necesariamente  tenía  que  cobijarlos, 
se  alejaron  del  gobierno. 

La  desorientación  tomó  grandes  proporciones,  y  el  señor 
Fernández,  aprovechando  el  río  revuelto,  pasó  de  la  goberna¬ 
ción  del  departamento  al  ministerio  de  guerra,  tomó  asiento 
en  el  consejo  de  ministros,  y  asesorado  por  el  autor  de  Pax, 
se  hizo  el  hombre  de  la  situación  para  restablecer  la  tranquilé 
dad  perdida  y  devolver  la  «paz-  a  la  nación. 

A  falta  de  opinión,  el  gobierno  necesitaba  sostenerse  por 
medios  basta  cierto  punto  desesperados  y  anormales,  y  echó 
mano  de  las  emisiones  de  papel  moneda,  que  se  multiplicaban 
diariamente  y  que  en  gran  parte  sirvieron  para  satisfacer  ape¬ 
titos  desmedidos  y  para  improvisar  fortunas  de  muchos  de  los 
que  medraban  a  la  sombra  de  la  descomposición  y  que  consi¬ 
deraban  el  estado  de  guerra  civil  como  ocasión  propicia  y  úni¬ 
ca  para  salir  de  apuros. 

La  caja  reservada  del  ministerio  de  guerra  gastó  millones 
en  pagar  adeptos,  y  se  llegó  basta  imprimir  billetes  en  los  pa¬ 
peles  que  las  fábricas  de  chocolates  importaban  para  envolver 
el  artículo  destinado  al  consumo. 

La  república  caminaba  con  paso  rápido  hacia  una  descom¬ 
posición  completa  e  integral,  con  el  incremento  que  había  to¬ 
mado  la  revolución,  avivada  por  las  actuaciones  del  ministro 
omnipotente,  que  a  falta  de  prudencia  y  de  consejo  estableció 
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las  medidas  extremas  y  la  pena  capital  para  sofocar  la  contien¬ 
da,  ahogándola  en  sangre  de  tirios  y  troyanos. 

No  es  esta  la  ocasión  para  hacer  una  narración  completa 
de  las  medidas  que  tomó  entonces  el  gobierno,  ni  viene  a  cuen¬ 
ta  en  el  presente  trabajo  enumerar  uno  a  uno  todos  los  fusila¬ 
mientos  ordenados  por  Sila  desde  el  ministerio  de  guerra.  La 
conciencia  nacional  tiene  su  juicio  formado  al  respecto,  y  las 
numerosas  familias  que  fueron  víctimas  de  exacciones  y  de 
crueldades  inauditas  e  innecesarias  hallarán  justo  que  escri¬ 
biendo  unos  datos  sobre  la  vida  agitada  del  doctor  Martínez 
Silva  y  sobre  algunas  actuaciones  políticas  de  nuestro  padre, 
el  señor  Luis  Martínez  Silva,  abanderados  de  la  justicia  y  del 
derecho,  no  nos  detengamos  a  hacer  una  lista  fúnebre  de  he¬ 
chos  delictuosos. 

Y  no  cabe  alegar  que  para  devolver  la  paz  a  la  nación  y 
para  acabar  con  la  revolución  era  necesario  acudir  a  medidas 
crueles  e  inhumanas,  pues  está  ya  visto  que  los  revolucionarios 
aceptaron  las  voces  de  concordia  lanzadas  por  los  que  planea¬ 
ron  el  movimiento  del  «31  de  julio»  de  acuerdo  con  los  jefes 
del  partido  liberal,  y  estuvieron  dispuestos  a  deponer  las  armas 
siempre  y  cuando  se  cumplieran  las  condiciones  aceptadas  por 
el  señor  Marroquín.  Lo  cierto  es  que,  por  un  fenómeno  de 
psicología  natural,  los  que  vieron  el  inmenso  mal  causado  al 
país  por  su  falta  de  honradez  en  el  cumplimiento  de  la  pala¬ 
bra  de  honor  solemnemente  empeñada,  se  desesperaron  y,  per¬ 
dida  la  serenidad,  faltos  de  brújula,  acosados  por  el  remordi¬ 
miento  y  por  el  afán,  se  lanzaron  contaminados  por  el  medio 
ambiente  en  que  se  veía  flotar  por  todas  partes,  azotada  por 
el  vendaval  de  la  pasión  y  de  los  odios,  la  bandera  de  la  pa¬ 
tria  ensangrentada  y  hecha  jirones,  por  la  vía  de  las  represalias 
de  hecho,  e  hicieron  suyo,  porque  lo  encontraron  acomodado 
a  las  circunstancias,  el  lema  proscrito,  o  mejor  dicho,  la  sen¬ 
tencia  simbólica  del  evangelio,  que  asegura  que  el  que  a  hierro 
mata  a  hierro  muere. 

Pero  no  hay  mal  sin  remedio,  ni  plazo  que  no  se  cumpla, 
y  por  fortuna  el  general  Ramón  González  Valencia,  sobre  cu¬ 
yos  hombros  había  pesado  en  gran  parte  la  enorme  responsa¬ 
bilidad  de  una  pesada  campaña  militar,  pudo  llegar  a  Cundí- 
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namarca  con  sus  fuerzas  y  librar  el  decisivo  combate  de  San 
Miguel,  acabar  con  multitud  de  elementos  rebeldes  contra  los 
cuales  habían  sido  impotentes  los  fusilamientos  y  las  medidas 
del  general  Fernández  y  de  sus  subalternos,  y  desalojar,  poco 
después,  al  ministro  de  guerra  de  su  puesto  en  los  consejos 
de  gobierno.  Anotamos  que  en  el  combate  mencionado  se  se¬ 
ñalaron  los  señores  Manuel  María  Valdivieso  y  Pedro  León 
Mantilla,  quienes  luégo  han  ocupado  puesto  en  los  consejos  de 
ministros. 

El  general  González  Valencia,  gracias  a  su  prestigio  y  a  la 
aureola  de  la  victoria,  pudo  oscurecer  por  completo  la  sombra 
de  la  personalidad  del  general  Fernández.  Es  casi  seguro  que 
sin  el  combate  de  San  Miguel  el  general  Fernández  hubiera 
continuado  en  el  ministerio  de  guerra,  y  la  revolución  hubiera 
seguido  y  el  país  se  habría  bañado  al  final  de  la  contienda 
con  la  última  gota  de  sangre  del  último  de  sus  hijos.  La  na¬ 
ción  hubiera  muerto  por  consunción,  por  completa  desaparición 
de  materia. 

En  semejantes  circunstancias,  el  movimiento  del  «31  de  julio» 
no  fue  más  que  un  día.  Al  hecho  planeado  con  honradez  y  des¬ 
prendimiento  siguió,  por  las  causas  y  motivos  anotados,  el 
más  espantoso  desastre  para  la  nación,  y  en  lugar  de  haber  ex¬ 
terminado  males  reinantes,  se  reagravaron  los  existentes,  sur¬ 
gieron  otros  y  flotaron  en  la  superficie  la  venalidad,  la  traición 
el  despilfarro,  la  incapacidad  y  la  escoria,  que  ocultaron  el  oro 
de  purísimos  quilates. 

Hechos  son  éstos  que  no  pueden  negarse  porque  están  a 
la  vista  de  todos  y  sus  lacras  repugnantes  conocidas,  pero  de 
ello  no  se  deduce  que  un  movimiento  de  fines  tan  altos  y  tan 
nobles  como  el  llamado  «31  de  julio,»  hecho  en  bien  de  la 
nación,  de  la  paz  pública  y  en  interés  mutuo  de  liberales  y 
conservadores,  con  fundamentos  legales,  en  favor  de  un  hom¬ 
bre  que  tenía  antecedentes  de  primer  orden  que  lo  abonaban 
en  todo  sentido,  y  llevado  a  cabo  por  patriotas  reconocidos  de 
altísima  posición  política  y  social  y  cuyos  servicios  a  la  repú¬ 
blica  los  envidiarían  la  mayor  parte  de  los  autollamados  po¬ 
líticos  de  nuestros  días,  sin  intereses  menguados  de  ninguna 
clase,  sin  compromisos  venales  y  sin  haber  traficado  con  el 


—  185 


honor  de  ninguno,  pueda  ser  condenado  y  juzgado,  como  lo 
han  hecho  los  liberales,  por  sus  consecuencias.  Obrar  así  es 
practicar  el  criterio  inmoral  y  utilitarista  de  que  los  resultados 
justifican  o  nó  los  medios  empleados  para  alcanzarlos.  Y  de 
parte  del  liberalismo  hay,  además,  suprema  y  negra  ingratitud 
e  inconsecuencia,  puesto  que  demostrado  está  que  el  movi¬ 
miento  contra  el  doctor  Sanclemente  se  dio  con  la  aquiescen¬ 
cia  y  apoyo  moral  y  material  del  directorio  liberal  presidido 
por  el  doctor  Aquileo  Parra  y  con  el  concurso  de  los  pro¬ 
hombres  del  partido  que  se  había  levantado  en  armas  contra 
el  gobierno  legítimamente  constituido. 


. 


DOCUMENTOS 


Bogotá,  agosto  5  de  1900. 

Señor  General  Aristides  Fernández  — Presente. 

Mi  estimado  amigo: 

Me  perdonará  usted  que  vuelva  con  mis  empeños  en  favor 
de  los  presos  del  Panóptico;  pero  insisto  en  creer  que  es  me¬ 
dida  de  política  y  de  humanidad  aflojar  lo  más  posible;  y  como 
usted  me  ofreció  que  tan  pronto  como  se  resolviera  la  cues¬ 
tión  de  Villeta  activaría  la  soltada  de  los  detenidos,  y  como 
«palabra  de  rey  no  puede  faltar,-  espero  tener  una  respuesta 
favorable  a  mis  empeños. 

No  sé  si  usted  habrá  dispuesto  algo  respecto  de  los  indivi¬ 
duos  cuya  lista  le  di  ayer.  Hoy  le  envío  una  nueva,  muy  re¬ 
comendada,  en  la  cual  figuran  repetidos  algunos  nombres.  No 
me  deje  comprometido,  se  lo  ruego,  y  si  alguna  garantía  o  cau¬ 
ción  es  necesaria,  estoy  dispuesto  a  prestarla  personalmente. 
La  lista  es  la  siguiente: 

Alejandro  Díaz,  Sidonio  Mora,  Angel  María  Paredes  y  N. 
Gutiérrez  (de  Yaguará),  Campo  Elias  Carrillo,  Leopoldo  Ca¬ 
rrillo,  Víctor  Carrillo,  Luis  Alberto  Ortiz,  César  Moros,  dos 
señores  Román,  Manuel  J.  Solano,  Enrique  y  Adriano  Páez  y 
Antonio  Gómez. 

Le  agradecería  el  íavor  de  una  respuesta  (1)  indicándome 
cuáles  de  estas  recomendaciones  serán  inmediatamente  atendi¬ 
das,  para  satisfacer  a  las  familias  interesadas. 

(1)  En  el  archivo  del  doctor  Martínez  Silva  no  existe  la  contestación  por  él 
solicitada  al  general  Fernández. 
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Otra  súplica  por  hoy:  alárguenos  la  hora  de  la  queda  hasta 
las  diez.  La  vida  social  es  indispensable,  y  los  conspiradores 
son,  en  todo  caso,  más  activos  de  día  que  de  noche. 

Dispense  mis  inoportunidades  y  mande  a  su  atento  servi¬ 
dor  y  amigo, 

Carlos  Martínez  Silva 


Muchas  cartas  de  prisioneros  políticos  podrían  exhibirse  en 
este  libro;  pero  creemos  que  sea  suficiente  la  que  a  continua¬ 
ción  se  reproduce,  análoga  a  las  demás: 

El  Panóptico,  octubre  7  de  1900, 
Señor  doctor  D.  Carlos  Martínez  Silva — E.  L.  C. 

Nuestro  estimado  maestro  y  amigo: 

Recibimos  la  apreciable  de  usted,  de  fecha  5  del  presente, 
en  la  cual  nos  manifiesta  que  antes  de  recibir  la  nuestra,  ya 
estaba  usted  interesado  en  que  se  nos  devolviese  nuestra  li¬ 
bertad,  lo  que  agradecemos  infinito. 

Convencidos  de  que  no  hay  hombre  honrado  que  no  esté 
interesado  en  la  pronta  pacificación  del  país,  comoquiera  que 
la  guerra  afecta  a  todos,  pero  especialmente  a  los  que  vivimos 
del  trabajo,  creemos  que  se  podría  conseguir  mucho  en  favor 
de  la  concordia,  si  en  vez  del  sistema  represivo  de  que  se  está 
haciendo  uso,  se  emplearan  medios  de  conciliación.  No  es  la 
persecución  sistemática  el  mejor  medio  de  apagar  el  incendio 
de  la  guerra;  ella  puede  aportar  combustible  para  la  hoguera, 
pero  no  serena  los  ánimos  ni  desarma  las  pasiones  políticas, 
cosa  en  que  todos  estamos  obligados  a  cooperar  para  atraer 
la  paz. 

Sentimos  tener  que  manifestarle  que  hay  en  el  gobierno 
de  Cundinamarca  un  elemento  repulsivo  que  no  será  parte  a 
restablecer  la  normalidad,  porque  mientras  él  continúe  reple¬ 
tando  las  cárceles  de  ciudadanos  pacíficos,  el  dilema  es  obli¬ 
gado:  o  prisión  de  por  vida,  o  campamento.  La  mayor  parte 
optarán  por  lo  segundo.  De  suerte  que  ese  factor  en  vez  de 
pacificar,  activa  y  propaga  el  incendio  revolucionario,  porque 
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arroja  a  los  campamentos  a  los  que  jamás  hubieran  pensado 
en  ir  a  ellos. 

Sabemos,  o  por  lo  menos  ha  llegado  a  nuestro  conocimien¬ 
to,  que  usted,  el  doctor  Molina  y  los  generales  Quintero  y 
Pinzón  se  oponen,  y  con  razón,  a  que  se  siga  por  ese  camino. 
Si,  por  fortuna,  esa  fuere  la  opinión  de  usted  y  la  de  sus  cole¬ 
gas,  nosotros  ayudaremos,  en  lo  que  pudiéramos,  a  fin  de  obte¬ 
ner  con  menos  sacrificios,  menos  derroche  de  sangre  y  riqueza, 
la  pacificación  de  la  república. 

Resolver  el  problema  de  la  paz,  buscando  el  equilibrio  de 
los  dos  antiguos  partidos  en  el  poder,  es  hacer  triunfar  la  re¬ 
pública  sobre  los  círculos  oligarcas,  en  lo  cual  estamos  viva¬ 
mente  interesados. 

Si  el  gobierno  envía  un  empleado  imparcial  que  investi¬ 
gue  los  motivos  de  la  prisión  de  cada  cual,  se  convencerá  de 
nuestro  aserto:  es  decir:  que  hay  más  hombres  civiles  que  pri¬ 
sioneros  de  guerra,  y  que  el  pecado  de  los  primeros  es  pasear 
en  las  calles  de  Bogotá  y  hablar  de  política,  porque  esa  es  la 
atmósfera  en  que  se  vive. 

Con  exigir  fianza  y  hacerla  efectiva,  llegado  el  caso,  se  con¬ 
sigue  el  resultado  apetecido,  más  bien  que  llenando  las  pri¬ 
siones  de  niños,  ancianos,  inválidos  y  gentes  urbanas  a  que  se 
mueran  de  hambre  y  de  epidemias,  concitándole  enemigos  al 
gobierno  del  señor  Marroquín,  que  con  suavidad  puede  llegar 
a  ser  lazo  de  unión  y  concordia  entre  los  elementos  nacio¬ 
nales. 

Gustosos  nos  repetimos  sus  afectísimos  y  amigos, 

Víctor  Carrillo ,  Joa<¡uín  Monroy. 


Bogotá,  8  de  agosto  de  1900. 

Señores  general  Guillermo  Quintero  Calderón,  doctor  Carlos  Martínez  Silva,  y 
doctor  Miguel  Abadía  Méndez  — P. 

Muy  distinguidos  señores  míos: 

Por  causa  del  mal  estado  de  mi  salud  se  ha  demorado  has¬ 
ta  hoy  mi  respuesta  a  la  importante  y  patriótica  carta  que 
ustedes  se  sirvieron  dirigirme  el  día  3  de  los  corrientes,  y  de 
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la  cual  fue  motivo  el  haber  tenido  ustedes  conocimiento  pri¬ 
vado  de  mis  deseos  de  ver  terminada  la  actual  guerra  civil  de 
modo  decoroso,  digno  y  en  consonancia  con  las  aspiraciones 
legítimas  de  los  que  no  hallaron  otro  medio  que  el  de  las 
armas  para  recabar  sus  derechos  de  colombianos  de  un  go¬ 
bierno  que  ya  no  existe  por  virtud  del  memorable  cambio  del 
31  del  pasado,  en  el  cual  tuvieron  ustedes  parte  tan  principal 
y  terminante. 

.Ustedes  se  sirven  manifestar  en  su  citada,  que  abundan  en 
los  mismos  deseos  y  consideran  que  el  nuevo  orden  de  cosas 
facilita  mucho  esa  labor  de  los  hombres  de  buena  voluntad, 
puesto  que  la  administración  del  señor  Marroquín,  de  la  cual 
son  ustedes  tan  meritorios  y  elevados  colaboradores,  fuera  de 
otros  muy  honrados  v  laudables  propósitos  se  propone  «ase¬ 
gurar  a  todos  los  colombianos,  sin  distinci  n  de  colores  po¬ 
líticos,  el  pleno  goce  de  sus  derechos  y  garantías,  y  reparar  y 
corregir  los  males  anteriores,  que  la  nación  entera  deseaba  ver 
extirpados.- 

En  realidad,  no  otros  podían  ser  los  propósitos  del  digno 
jefe  de  la  actual  administración,  que  en  circunstancias  solem¬ 
nes  proclamó  de  modo  tan  discreto  las  reformas  que  el  país 
entero  ha  exigido  con  clamor  unánime,  y  no  otra  podía  ser 
la  labor  de  quienes,  desengañados  de  la  eficacia  para  el  bien 
y  la  paz  de  instituciones  autoritarias  en  exceso,  se  separaron, 
desde  épocas  muy  anteriores,  del  régimen  encarnado  en  ellas, 
y  coadyuvaron  a  la  labor  reformista  de  modo  tan  ilustrado,  y, 
sobre  todo,  con  el  ejemplo  ya  casi  desconocido  de  una  actitud 
firme  y  digna  en  el  camino  del  desinterés  patriótico.  Tanto  es 
así  que  el  golpe  de  estado  del  31  de  julio  no  tendría  explica¬ 
ción  histórica,  ni  estaría  en  concordancia  con  el  carácter  y  las 
ideas  de  sus  ejecutores,  si  fuera  tan  sólo  un  simple  cambio 
de  personal  o  de  prácticas  administrativas  transitorias  como  el 
personal  que  las  aplica,  y  no  fuera  la  reforma  de  aquellos 
puntos  constitucionales  pedida  por  cuanto  hay  de  elevado  y 
patriótico  en  el  partido  conservador  republicano,  de  aquellos 
puntos  constitucionales  que  han  hecho  imposible  la  paz  en  la 
nación  y  la  probidad  en  el  manejo  de  los  asuntos  públicos: 
porque  el  mayor  mal  del  régimen  de  que  ustedes  libraráu  a 
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la  patria  no  es  el  padecimiento  de  quienes  son  sus  víctimas, 
sino  el  inevitable  contagio  de  corrupción  de  quienes  lo  mane¬ 
jan  y  de  él  se  sirven:  sin  la  reforma  constitucional,  el  naciona¬ 
lismo  quedaría  en  pie.  De  esa  única  manera  podrán  decir  us¬ 
tedes,  con  un  publicista  célebre,  en  medio  del  aplauso  de  un 
país  agradecido  y  pacificado:  «salimos  de  la  legalidad  para  entrar 
en  el  derecho.» 

No  tengo  hoy  otra  autoridad  sobre  mis  copartidarios  libe¬ 
rales  en  armas  que  las  que  pueda  tener  un  viejo  servidor  de 
su  partido  y  las  que  ellos  mismos  quieran  conceder  al  desin¬ 
terés  de  mis  consejos,  y  el  primordial  de  éstos  será,  no  lo 
dudarán  ustedes,  el  de  dar  paz  y  tranquilidad  a  su  patria, 
mediante  la  seguridad  de  que  el  nuevo  gobierno  implantará 
las  reformas  republicanas  que  sus  miembros  proclamaron  an¬ 
tes  solemnemente,  removiendo  así  los  obstáculos  que  de  modo 
permanente  impedirían  el  sosiego  de  la  nación.  Y  me  refiero 
únicamente  a  las  reformas  que  los  más  caracterizados  de  los 
conservadores  republicanos  han  proclamado,  porque  el  libe¬ 
ralismo  no  pretende  en  justicia  llevar  a  la  Constitución  su 
credo  político  en  integridad,  ya  que  la  tolerancia  y  el  respeto 
a  las  opiniones  ajenas  es  punto  de  su  programa,  y  el  deseo 
de  una  Constitución  republicana  y  nacional,  uno  de  sus  pro¬ 
pósitos. 

Con  toda  la  franqueza  que  mi  carácter  y  el  deber  me  im¬ 
ponen  y  que  ustedes  tienen  derecho  de  exigirme.  Ies  mani¬ 
fiesto  que  sólo  así  creo  en  la  pacificación  de  los  ánimos  y  el 
desarme  de  los  ejércitos.  De  otra  manera  el  país  presenciará 
con  horror  la  continuación  de  la  más  terrible  de  las  guerras 
que  nuestra  historia  registra.  Ni  grandes  éxitos  obtenidos  por 
las  armas  del  gobierno,  ni  nuevas  y  espantables  carnicerías 
entre  hermanos,  dominarán  la  lucha  prolongada  hasta  el  ex¬ 
terminio,  al  ejemplo  de  Cuba.  A  la  sombra  de  una  guerra 
prolongada  así  indefinidamente,  todos  los  malos  elementos 
contrarios  a  los  honrados  propósitos  de  ustedes  y  de  su  go¬ 
bierno,  se  reorganizarían  y  aprovecharían  de  cualquier  circuns¬ 
tancia  inesperada,  o  llegarían  a  ofrecerse  como  fuerza  auxi¬ 
liar  de  la  revolución,  y  sólo  Dios  sabe  si  ésta  se  hallaría 
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entonces  en  el  caso  de  rechazar  esa  ayuda  ignominiosa,  que 
sería  su  propia  negación. 

No  debo  ocultar  a  ustedes  que  la  halagüeña  esperanza  que 
hasta  ahora  abrigo  de  que  la  evolución  política  efectuada, 
traiga  para  el  país  benéficos  resultados,  reposa  por  entero  en 
la  sinceridad  de  los  propósitos  y  en  el  elevado  carácter  de 
quienes  aparecen  a  la  cabeza  del  movimiento,  y  de  sus  ami¬ 
gos  inmediatos.  Si  tal  personal  desapareciere  de  la  dirección 
de  los  asuntos  públicos,  antes  de  implantar  sólidamente  las 
reformas  republicanas,  ello  significaría  un  retroceso  en  esa 
labor  salvadora  y  obligaría  sin  duda  al  liberalismo  a  asumir 
una  actitud  del  todo  diferente. 

No  hallo  inconveniente  en  declarar  que  mi  confianza  ha 
permanecido  hasta  ahora  inalterable,  a  pesar  de  algunos  ac¬ 
tos  no  del  todo  en  consonancia,  al  menos  en  apariencia,  con 
el  significado  cardinal  del  movimiento  y  que  han  producido 
algún  desconcierto  en  la  opinión  pública.  Mejor  que  yo  saben 
ustedes  que  en  los  períodos  críticos  las  personas  y  los  procedi¬ 
mientos  que  se  apliquen  deben  ser  del  todo  adecuados  al 
sentimiento  que  preside  la  acción;  la  política  de  equilibrio 
entre  elementos  opuestos,  benéfica  quizá  en  los  tiempos  nor¬ 
males,  no  es  la  indicada  para  la  corrección  de  vicios  honda¬ 
mente  arraigados:  acto  o  persona  que  no  esté  identificado  con 
tal  intención  es  una  victoria  para  el  adversario  y  cualquiera 
dilación  es  tiempo  ganado  por  éste. 

Por  conducto  particular  tengo  conocimiento  de  que  esas 
o  semejantes  son  las  ideas  de  ustedes,  en  desarrollo  de  las 
que  se  dignaron  expresar  en  la  carta  a  que  respondo.  En  la 
práctica  de  ellas,  pueden  contar  con  mi  cooperación  y  la  de 
mis  amigos. 

Dando  a  ustedes  las  gracias  más  expresivas  por  la  muestra 
de  consideración  y  de  deferencia  con  que  se  han  servido  fa¬ 
vorecerme,  me  suscribo  de  ustedes  muy  atento  seguro  servidor 
y  compatriota, 


Aquileo  Parra 
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Bogotá,  septiembre  7  de  1900. 

Al  Excelentísimo  señor  don  José  Manuel  Marroquín — Presente. 

Muy  respetado  señor  y  amigo  nuestro: 

Ha  llegado  a  nuestras  manos,  en  copia,  la  carta  que  con 
fecha  25  del  pasado  mes  dirigió  usted  al  señor  doctor  don 
Aquileo  Parra,  así  como  la  respuesta  que  a  ella  dio  usted 
con  fecha  27  del  mismo.  La  circunstancia  de  mencionarse 
nuestros  nombres  en  la  primera,  y  de  encontrarse  en  la  se¬ 
gunda  ciertos  conceptos  que  algunos  pudieran  creer,  y  talvez 
han  creído  que  se  refieren  a  nosotros,  nos  fuerza  a  darle  una 
explicación  y  hacerle  una  manifestación. 

A  raíz  del  movimiento  del  31  de  julio,  el  citado  doctor 
Parra  envió  a  un  comisionado  cerca  de  nosotros  para  reque¬ 
rir  cuáles  serían  los  propósitos  de  la  nueva  administración 
que  se  inauguraba,  pues  deseando  él  contribuir  a  la  cesación 
de  la  cruenta  guerra  que  asolaba  al  país,  le  interesaba  sobre¬ 
manera  conocerlos,  a  fin  de  saber  si  a  su  juicio  y  en  vista  de 
esos  propósitos,  debía  emplear  todo  su  influjo  en  el  sentido 
de  hacer  deponer  las  armas  a  sus  copartidarios  políticos.  Res¬ 
pondimos  al  comisionado,  como  era  de  elemental  cortesía, 
lo  que  luégo,  y  a  solicitud  del  mismo  señor  Parra,  consigna¬ 
mos  en  nuestra  carta  de  fecha  tres  de  agosto  próximo  pasado, 
con  el  objeto  de  que  aquél  pudiera  respaldar  su  palabra  ante 
sus  conmilitones.  De  nuestra  carta  acompañamos  a  usted  una 
copia  fiel. 

Al  señor  Parra  le  hicimos  saber  que  aquellos  conceptos 
los  exponíamos  como  simples  particulares  y  no  como  miem¬ 
bros  del  gobierno,  a  lo  cual  manifestó  que  los  aceptaba  en 
esa  inteligencia,  pues  creía — y  al  creer  eso  estaba  en  lo  cierto  — 
que  siendo  nosotros  hombres  honrados,  mal  podíamos  llevar 
a  los  consejos  de  gobierno  ideas  distintas  de  las  que  profesá¬ 
bamos  como  simples  particulares,  máxime  cuando  las  había¬ 
mos  profesado  en  todas  las  épocas  y  circunstancias  de  nues¬ 
tra  vida. 

El  hecho  de  dar  un  concepto  en  nuestra  condición  de 
particulares  explica  por  qué  no  tuvimos  que  tomar  parecer 
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sino  de  nuestra  propia  conciencia;  y  como  el  señor  Parra  nos 
pedía  no  promesas,  sino  una  mera  opinión  sobre  los  propó¬ 
sitos  de  la  nueva  administración  para  su  personal  conoci¬ 
miento,  eso  da  la  clave  de  por  qué  nos  limitamos  a  una  carta 
privada,  sin  hacer  una  manifestación  pública,  que  no  era  del 
caso;  pero  que  tampoco  habíamos  tenido  empacho  en  dar 
siempre  que  las  circunstancias  lo  hubieran  exigido.  No  hubo, 
pues,  el  propósito  de  contraer  compromisos  ni  hacer  prome¬ 
sas  veladas  o  subrepticias,  sobre  todo  cuando  la  intrínseca  bon¬ 
dad  del  asunto  de  que  tratamos  no  las  consentía. 

Tampoco  tuvimos  en  cuenta  que  nosotros  no  éramos  sino 
una  porción  de  los  colaboradores  del  presente  gobierno,  por¬ 
que  aun  sin  tener  ese  carácter,  nos  habíamos  atrevido  a  ase¬ 
gurarle  a  quienquiera  que  sobre  el  particular  nos  hubiera 
interrogado,  en  público  o  en  privado,  que  el  programa  de  la 
nueva  administración  que  usted  entraba  a  presidir,  era  el  de 
establecer  un  gobierno  honrado,  justo  y  tolerante,  que  asegu¬ 
rase  a  todos  los  colombianos,  sin  distinción  de  colores  políti¬ 
cos,  el  pleno  goce  de  sus  derechos  y  garantías  y  reparase  y 
corrigiese  los  males  anteriores  que  la  nación  entera  desea¬ 
ba  ver  extirpados. 

Para  asegurar  aquello,  como  hemos  seguido  asegurándolo 
a  todo  el  que  ha  querido  oírlo,  y  como  un  timbre  de  honor 
para  la  nueva  administración,  teníamos  fundamentos  más  que 
sobrados.  Primero:  los  documentos  oficiales  y  públicos  de  la 
primera  administración  de  usted;  segundo,  las  conferencias 
habidas  entre  usted  y  algunos  de  los  autores  del  movimiento 
del  3L  de  julio  en  los  días  que  precedieron  a  ese  movimiento, 
el  cual  no  se  explicaría  ni  se  justificaría  si  se  hubiera  reducido 
a  sólo  un  cambio  de  personal,  sin  el  establecimiento  de  un 
gobierno  de  prácticas  y  tendencias  contrarias  al  que  existía; 
luégo,  el  manifiesto  de  usted,  de  lecha  l.°  de  agosto  último, 
y,  por  último,  el  conocerlo  a  usted  como  hombre  probo  y 
honrado,  que  había  jurado  cumplir  la  Constitución  de  1886, 
la  cual  no  prescribe  ni  consiente  otra  clase  de  programas  a 
un  mandatario  temeroso  de  Dios  y  de  la  historia. 

Por  lo  dicho,  no  creemos  que  a  nosotros  pueda  referirse 
el  párrafo  de  la  carta  de  usted  en  que  se  habla  de  prome- 
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sas  y  ofertas,  ni  tampoco  aquel  otro  en  que  dice  usted:  -Poco 
o  nada  habríamos  ganado  si  lo  que  era  tan  frecuente  en  la 
administración  del  doctor  Sanclemente  se  siguiera  cumpliendo 
con  distinto  personal  en  la  que  yo  presido.» 

Esto  último  es  tanto  menos  presumible  cuanto  nosotros 
nunca  hemos  pretendido  hacer  pesar  nuestros  pareceres  en  las 
deliberaciones  oficiales  más  allá  de  lo  que  nuestra  responsa¬ 
bilidad  e  intervención  constitucional  lo  consit  nte,  ni  hemos 
decidido  asunto  alguno  de  gobierno  sin  consentimiento  de 
usted  y  antes  bien,  podemos  agregar  que  en  todo  hemos  con¬ 
sultado  su  opinión  aun  para  los  más  nimios  detalles,  y  de  ello 
puede  ser  usted  el  primero  en  dar  testimonio. 

Repetimos,  pues,  que  no  creemos  que,  al  estampar  usted 
aquellos  conceptos,  hubiera  tenido  en  mientes  el  referirse  a 
nosotros,  pues  antes  de  irrogarnos  un  agravio  inmerecido,  es¬ 
tamos  seguros  de  que  usted,  con  la  lealtad  que  le  es  caracte¬ 
rística  y  tan  necesaria  en  los  consejos  de  gobierno,  nos  hu¬ 
biera  expuesto  con  toda  franqueza  las  quejas  que  creyera 
poder  y  deber  formularnos,  y  no  las  hubiera  echado  a  volar 
entre  extraños  y  adversarios.  Sobre  este  particular  nos  com¬ 
placería  una  aclaración  suya  que  disipara  toda  mala  inteligencia. 

Ya  había  llegado  a  nuestros  oídos  la  especie  de  que  algu¬ 
nas  personas  le  aconsejaban  a  usted  ponerse  en  guardia  contra 
la  presión  que  como  ministros  pudiéramos  querer  ejercer  sobre 
usted.  Hemos  despreciado  tales  especies  en  el  grado  que  nos 
merecen,  y  juzgamos  que  a  usted  le  habrá  acontecido  lo  mis¬ 
mo.  Hoy,  haciendo  uso  de  la  confianza  que  usted  nos  lia  dis¬ 
pensado,  aprovechamos  la  ocasión  para  apuntarle  que  tales 
añagazas  esconden,  por  lo  regular,  el  propósito  de  adueñarse, 
no  siempre  con  miras  desinteresadas,  del  ánimo  del  mandata¬ 
rio,  suscitándole  endriagos  por  el  estilo,  para  hacerle  descon¬ 
fiar  de  opiniones  que  si  pueden  estar  erradas,  son,  con  toda 
seguridad,  patrióticas,  desinteresadas  y  legítimas,  y  hacerle 
aceptar  por  ese  medio,  las  que  vengan  de  fuente  propia. 

En  todo  caso,  y  eso  usted  bien  lo  sabe,  puede  contar  con 
que  al  aceptar  el  puesto  que  nos  ofreció  no  tuvimos  otra  mira 
que  la  de  ayudarle  lealmente,  en  la  medida  de  nuestras  fuer 
zas  y  de  acuerdo  con  nuestro  modo  de  pensar,  el  cual  por  mil 
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motivos  está  identificado  con  el  suyo,  en  la  tarea  de  implan¬ 
tar  el  programa  de  que  se  ha  hablado  atrás.  Desde  el  momen¬ 
to  en  que  así  no  suceda,  en  que  pueda  formular  contra  nos¬ 
otros  el  más  leve  cargo  de  deslealtad,  nos  apresuramos  a 
presentarle  la  renuncia  del  cargo  de  ministros,  a  fin  de  que 
usted  pueda  imprimir  a  su  administración  el  rumbo  que  me¬ 
jor  le  parezca. 

Con  sentimientos  de  distinguida  consideración  y  aprecio, 
tenemos  el  gusto  de  suscribirnos  como  siempre,  sus  afectísi¬ 
mos  amigos  y  respetuosos  servidores, 

Guillermo  Quintero  Calderón— Carlos  Martínez  Silva. 
Miguel  Abadía  Méndez. 

PUNTOS  PREPARADOS 

POR  EL  DOCTOR  MARTÍNEZ  SILVA  PARA  SER  SOMETIDOS  A  LA 
CONSIDERACIÓN  DEL  CONSEJO  DE  MINISTROS 

1. °  Convocatoria  a  elecciones  para  representantes  al  con¬ 
greso,  asambleas  departamentales  y  concejos  municipales.  Si 
para  la  época  señalada  no  estuviese  aún  pacificada  toda  la 
república,  se  promoverá  un  armisticio  con  los  revolucionarios, 
a  fin  de  que  puedan  verificarse  las  elecciones  con  tranquili¬ 
dad  y  con  absoluta  libertad. 

2. °  Expedición  de  un  decreto  ejecutivo  por  el  cual  se  re¬ 
formen  las  circunscripciones  electorales,  de  manera  que  co¬ 
rrespondan  a  su  objeto  constitucional,  y  que  representen  de¬ 
marcaciones  naturales,  no  artificiales,  para  ahogar  votos  de 
centros  de  determinada  opinión  política.  Reorganización  de 
las  juntas  electorales  con  un  personal  que  dé  garantías  de 
hacer  efectivo  el  derecho  de  sufragio. 

3. °  Publicación  de  un  compromiso  con  la  nación  suscrito 
por  el  excelentísimo  señor  vicepresidente  y  todos  los  minis¬ 
tros,  en  el  cual  se  ofrecerá,  una  vez  más,  que  el  gobierno 
seguirá  una  política  amplia  y  conciliadora  y  se  esforzará  por 
conseguir,  por  todos  los  medios  constitucionales  y  legales,  que 
la  república  realice  sus  legítimas  aspiraciones,  auténticamente 
manifestadas. 
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4  °  Derogatoria  de  los  decretos  de  carácter  legislativo  que 
hacen  referencia  a  contribuciones  de  guerra  o  a  empréstitos 
forzosos,  y  supresión  de  toda  medida  no  justificada  por  las 
exigencias  de  la  guerra  y  que  sólo  tienda  a  exaltar  el  espíri¬ 
tu  revolucionario. 

5.°  Envío  inmediato  de  comisiones  mixtas,  compuestas  de 
liberales  y  conservadores  interesados  en  favor  de  la  paz,  a  los 
diversos  puntos  de  la  república  en  que  baya  grupos  respeta¬ 
bles  de  revolucionarios  armados  y  que  tengan  jefes  conocidos 
y  responsables  con  el  objeto  de  ver  de  obtener  capitulaciones 
decorosas  sobre  las  bases  anteriormente  fijadas:  ello  sin  per¬ 
juicio  de  continuar  con  actividad  y  energía  las  operaciones 
militares,  por  si  las  medidas  de  conciliación  no  produjeren  el 
resultado  apetecido. 


Si  los  anteriores  puntos  no  merecieren  la  aprobación  del 
excelentísimo  señor  vicepresidente  o  de  algunos  de  los  mi¬ 
nistros,  deberá  reorganizarse  el  ministerio  de  manera  que  él 
represente  una  política  contraria  y  que  sea  seguida  con  uni¬ 
formidad  y  consecuencia. 

Bogotá,  10  de  octubre  de  1900. 


Privado  —Ministerio  de  Relaciones  Exteriores — Bogotá,  octubre 

11  de  1900. 


Excelentísimo  señor  don  José  Manuel  Marroquín,  vicepresidente  de  la  república. 

Excelentísimo  señor: 

Conocidas  son  de  vuestra  excelencia,  desde  antes  de  vues¬ 
tra  exaltación  al  poder  en  esta  su  seguuda  administración,  mis 
opiniones  sobre  la  política  que  desde  el  primer  día  hubiera 
de  adoptar  el  gobierno  para  ver  de  alcanzar  la  pacificación 
de  la  república,  primera  y  suprema  necesidad  del  presente  y 
del  porvenir  de  nuestra  infortunada  patria.  Aquellas  aspira¬ 
ciones,  que  lo  han  sido  también  de  la  mayoría  de  los  miem¬ 
bros  del  ministerio,  acaso  demasiado  generosas  para  ser  aten¬ 
didas  por  unos  y  por  otros  en  el  actual  estado  de  exaltación 
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de  los  ánimos,  no  sólo  no  han  podido  realizarse,  sino  que  veo 
con  profundo  dolor  que  la  guerra  tiende  a  asumir  un  carácter 
de  salvajez  que  no  tuvo  en  los  días  más  críticos  de  la  lucha. 
En  estas  circunstancias,  considero  que  mi  permanencia  en  el 
ministerio,  lejos  de  ser  útil  al  gobierno,  puede  ser  causa  de 
contrariedades  para  vuestra  excelencia,  que  quiero  y  debo 
evitar,  por  patriotismo  y  por  cariño  personal. 

Por  esta  razón  presento  a  vuestra  excelencia  formal  renun¬ 
cia  del  ministerio  de  relaciones  exteriores  con  que  vuestra 
excelencia  tuvo  a  bien  honrarme,  y  en  el  cual  he  tratado  de 
servir  a  la  república  a  la  medida  de  mis  facultades. 

Doy  a  vuestra  excelencia  las  más  rendidas  gracias  por  el 
favor  que  se  sirvió  dispensarme  con  aquella  señalada  muestra 
de  confianza,  encarecida  después  con  el  ofrecimiento  que 
vuestra  excelencia  me  ha  hecho  de  la  Legación  de  Colombia 
|en  Washington,  y  que  no  he  podido  aceptar  por  razones  que 
privadamente  he  expuesto  a  vuestra  excelencia. 

Ruego  a  vuestra  excelencia  acepte  los  votos  que  hago  por 
la  prosperidad  del  gobierno  de  vuestra  excelencia  y  porque 
el  fecundo  movimiento  del  31  de  julio  tenga  en  favor  de  la 
causa  del  orden,  de  la  libertad  y  de  la  justicia  todas  las  con¬ 
secuencias  que  de  él  se  ha  prometido  el  país  entero. 

Con  sentimientos  de  la  más  alta  consideración,  tengo  la 
honra  de  suscribirme  de  la  persona  de  vuestra  excelencia, 
muy  respetuoso  y  adicto  servidor  y  amigo. 


Carlos  Martínez  Silva 


PANAMA 


MEMORANDUM 

SOBRE  LA  CUESTIÓN  CANAL  ÍSTMICO  CON  LOS  ESTADOS  UNIDOS 

Para  comprender  bien  esta  cuestión,  medir  su  alcance  y 
prever  la  solución  que  pueda  tener,  conviene  fijar  los  siguien¬ 
tes  puntos  previos,  que  han  de  servir  a  manera  de  premisas: 

Primero.  El  pueblo  de  los  Estados  Unidos  necesita  un  ca¬ 
nal  ístmico,  que  le  permita  comunicar  fácilmente  sus  costas 
del  Atlántico  y  del  Pacífico,  movilizar  y  proteger  sus  escuadras 
en  ambos  mares  y  atender  a  la  defensa  de  sus  nuevas  pose¬ 
siones  en  el  oriente. 

Segundo.  La  importancia  de  este  canal  es  muy  grande  si 
se  le  considera  por  el  aspecto  de  las  relaciones  puramente 
comerciales,  puesto  que  los  Estados  Unidos,  habiendo  llegado 
a  un  alto  desarrollo  de  sus  industrias  agrícolas  y  manufactu¬ 
reras,  necesitan  buscarse  nuevos  mercados  en  Sur  América,  y 
especialmente  en  el  oriente,  donde  se  abre  hoy  un  inmenso 
campo  a  su  actividad. 

Tercero.  Sin  embargo,  por  grande  que  sea  la  utilidad  del 
canal  ístmico  como  vía  puramente  comercial,  los  Estados  Uni¬ 
dos  lo  necesitan  ante  todo  como  vía  estratégica  y  militar;  y 
por  consiguiente,  para  asegurársela,  aunque  entren  en  cuenta 
los  productos  del  canal  por  el  tránsito  de  buques  mercantes, 
no  será  ese  único  y  decisivo  factor  para  llevar  a  cabo  la 
obra,  como  tendría  que  serlo  para  cualquiera  compañía  privada. 

Cuarto.  Los  Estados  Unidos  tienen  los  recursos  necesarios 
para  abrir  el  mencionado  canal,  cualquiera  que  sea  la  vía 
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que  en  definitiva  se  escoja  y  cualquiera  que  sea  el  costo  re¬ 
querido  o  calculado. 

Quinto.  La  opinión  pública  en  los  Estados  Unidos  se  ha 
manifestado  de  una  manera  enérgica  en  el  sentido  de  que  el 
canal  se  abra  por  el  gobierno  de  los  Estados  Unidos  y  se  le 
someta  a  su  control  directo ;  y  aunque  existan  intereses  parti¬ 
culares  opuestos  a  la  apertura  de  cualquier  canal  ístmico, 
aquella  opinión  terminará  por  imponerse  en  el  congreso  y  de¬ 
terminar  una  acción  decisiva  por  parte  del  gobierno. 

Creo  que  los  precedentes  puntos  no  necesitan  demostra¬ 
ción,  y  que  tienen  fuerza  axiomática. 

¿CUÁL  SERÁ  LA  VÍA  QUE  SE  ESCOJA? 

Hasta  hace  pocos  meses  esta  pregunta  no  tenía  otra  res¬ 
puesta  que  ésta:  Nicaragua.  La  vía  de  Panamá  no  era  siquiera 
discutida,  ni  sobre  ella  se  fundaba  proyecto  alguno.  El  fracaso 
de  la  compañía  que  organizó  el  señor  de  Lesseps  tuvo  tan 
grande  resonancia  en  el  mundo  entero,  y  los  escándalos  que 
de  él  surgieron  fueron  de  tal  manera  graves  y  desdorosos 
para  la  compañía,  que  en  los  Estados  Unidos  llegó  a  creerse 
como  verdad  inconcusa  que  en  la  obra  del  canal  todo  había 
sido  fraude  y  engaño,  que  nada  serio  se  había  hecho  en  el 
proyectado  corte  de  Panamá,  y  que  la  empresa  misma  era 
irrealizable. 

La  circunstancia  de  estar  la  concesión  del  Canal  de  Pa¬ 
namá  en  manos  de  una  compañía  francesa  era  eficacísima 
para  predisponer  en  contra  de  ella  y  de  la  empresa  misma  al 
público  de  los  Estados  Unidos  y  a  su  gobierno,  pues  aquí  se 
mira  de  muy  mal  ojo  todo  lo  francés;  a  lo  que  se  agrega  que 
era  general  la  creencia  de  que  detrás  de  la  compañía  conce¬ 
sionaria  estaba  el  gobierno  de  Francia,  ya  para  estorbar  cual¬ 
quier  arreglo  con  el  de  los  Estados  Unidos,  ya  para  ejercer 
dominio  electivo  sobre  el  canal  en  caso  de  que  éste  llegara  a 
abrirse.  Se  creía  también  que  entre  la  antigua  y  la  nueva 
compañía  del  canal  había  enredos  jurídicos  imposibles  de 
arreglar  y  que,  por  consiguiente,  cualquiera  negociación  ha¬ 
bría  de  dar  origen  a  litigios,  de  los  cuales  habrían  de  cono- 
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cer  los  tribunales  franceses  y  que  a  la  larga  podrían  originar 
serias  cuestiones  internacionales. 

El  haberse  concedido  por  el  gobierno  de  Colombia  una 
prórroga  de  seis  años  más  a  la  compañía  francesa  para  con¬ 
cluir  el  canal  vino  a  complicar  el  problema,  haciendo  inse¬ 
parables  los  intereses  de  Colombia  y  los  de  la  compañía. 

La  vía  de  Nicaragua  se  consideraba  libre  de  todas  estas 
dificultades;  su  situación  más  al  norte  en  el  continente  y  más 
vecina  al  territorio  de  los  Estados  Unidos  halagaba  la  imagi¬ 
nación  del  común  de  las  gentes,  que  veían  así  como  de  más 
fácil  realización  el  pensamiento  formulado  por  Mr.  Blaine  de 
que  cualquiera  vía  ístmica  debería  tenerse  como  una  prolon¬ 
gación  de  la  costa  de  los  Estados  Unidos.  Los  gobiernos  de 
Nicaragua  y  de  Costa  Rica  habían  dado  a  entender  que  conce¬ 
derían  al  de  los  Estados  Unidos  la  zona  necesaria  para  abrir 
el  canal  en  condiciones  muy  parecidas  a  las  de  una  enajena¬ 
ción  de  territorio  en  aquella  parte;  o  al  menos,  así  se  hizo 
creer  por  los  interesados  en  la  vía  de  Nicaragua.  Estos  habían 
organizado  aquí  una  compañía  e  invertido  mucho  dinero,  no 
en  trabajos  sobre  el  terreno,  sino  en  una  activísima  propa¬ 
ganda  por  medio  de  los  periódicos,  a  la  vez  que  nadie  habla¬ 
ba  de  la  vía  de  Panamá  y  que  el  gobierno  de  Colombia  se 
había  desentendido  por  completo  de  este  asunto,  como  si  en 
él  no  tuviera  interés  alguno  directo  ni  indirecto. 

Todas  estas  circunstancias  reunidas  contribuyeron  a  formar 
aquí  la  unanimidad  de  opinión  de  que  atrás  se  habla. 

Las  cosas  empezaron  a  tomar  nuevo  aspecto  desde  que  se 
publicó  el  informe  preliminar  de  la  Isthmian  Canal  Commis- 
sión,  porque  aun  cuando  es  verdad  que  allí  se  recomienda  la 
vía  de  Nicaragua,  se  reconoce  también,  en  el  estudio  que  an¬ 
tecede  a  las  conclusiones,  que  la  de  Panamá  no  sólo  es  prac¬ 
ticable,  sino  que  es  más  corta,  susceptible  de  acabarse  en  me¬ 
nos  tiempo,  que  tiene  menor  número  de  exclusas  y  menos 
curvas,  que  cuenta  con  trabajos  ya  organizados,  con  explora¬ 
ciones  y  estudios  de  exactitud  técnica  incontestable;  y,  final¬ 
mente,  que  el  costo  de  esta  vía  respecto  del  de  la  de  Nicaragua 
sería  menor  en  unos  cincuenta  y  ocho  millones  de  dólares;  con 
la  circunstancia  adicional,  muy  atendible,  de  que  el  Canal  de 
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Panamá  puede  hacerse  a  nivel,  mientras  que  el  otro  no  se 
presta  a  ello  en  ningún  caso. 

fe 

Todos  estos  hechos  vinieron  a  ser  como  una  revelación  para 
el  público  sensato  de  los  Estados  Unidos  que  empezó  a  ver  y 
comprender  que  este  problema  tenía,  a  lo  menos,  fases  nue¬ 
vas  que  no  se  habían  estudiado  antes.  Tanto  más  significativo 
fue  el  informe  de  la  comisión  ístmica,  cuando  todos  los 
miembros  que  la  componen  son  ciudadanos  americanos  en 
quienes  no  puede  suponerse  parcialidad  alguna  en  favor  de 
Panamá.  Sus  opiniones  eran  más  bien  conocidas  de  antemano 
en  el  sentido  opuesto,  hasta  el  punto  de  que  el  Almirante 
Walker,  presidente  de  la  comisión,  había  declarado,  antes  de 
visitar  el  Istmo,  que  la  empresa  de  Panamá  era  del  todo  irrea¬ 
lizable  y  que  allí  no  había  habido  sino  un  inmenso  fraude. 
Por  informes  absolutamente  seguros  que  poseo  sé  que  la  sor¬ 
presa  de  la  comisión  ístmica  fue  muy  grande  cuando,  al  llegar 
a  París,  y  ponerse  en  contacto  con  la  compañía  francesa,  en¬ 
contró  que  los  estudios  y  trabajos  preliminares  de  Panamá 
eran  de  una  corrección  absoluta  en  el  punto  de  vista  técnico, 
que  no  había  pormenor  alguno  omitido,  ni  problema  que  no 
estuviera  satisfactoriamente  resuelto. 

Bajo  esta  impresión,  la  comisión  del  canal  ístmico  preparó 
su  informe  ciñéndose  a  la  exposición  de  los  hechos  recogidos 
y  proponiendo  que  en  vista  de  ellos  el  congreso  autorizara  al 
presidente  de  los  Estados  Unidos  a  escoger  la  vía  que  se  cre¬ 
yera  más  conveniente. 

Parece  ser  que  esta  conclusión,  que  era  la  más  lógica,  fue 
conocida  por  algunas  personas  de  alta  influencia  política  que 
deseaban  o  necesitaban  a  todo  trance  una  recomendación  en 
favor  de  la  vía  de  Nicaragua. 

Tan  grande  fue  la  presión  ejercida,  que  la  comisión  ístmi¬ 
ca,  después  de  declarar  que  el  gobierno  de  Colombia  había 
concedido  a  la  compañía  francesa  una  nueva  prórroga  por  varios 
años  más,  y  que  no  era  libre  para  otorgar  al  gobierno  de  los 
Estados  Unidos  los  derechos  necesarios,  a  menos  de  entrar  en 
un  arreglo  con  la  compañía  nueva  del  Canal  de  Panamá,  arre¬ 
glo  que  la  comisión  creyó  impracticable,  hubo  de  cambiar  la 
primitiva  conclusión  por  la  siguiente: 
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-En  vista  de  todos  los  hechos,  y  particularmente  en  vista 
de  todas  las  dificultades  para  obtener  los  derechos,  privilegios 
y  franquicias  necesarios  en  la  vía  de  Panamá,  y  partiendo  del 
principio  de  que  Nicaragua  y  Costa  Rica  reconocen  el  valor 
que  para  ellas  tiene  el  canal  y  que  están  preparadas  a  hacer 
concesiones  en  términos  razonables  y  aceptables  a  los  Estados 
Unidos,  la  comisión  es  de  opinión  que  la  vía  más  practicable 
y  hacedera  para  un  canal  ístmico  que  esté  bajo  el  control,  ma¬ 
nejo  y  propiedad  de  los  Estados  Unidos,  es  la  conocida  con 
el  nombre  de  vía  de  Nicaragua. »■ 

Como  se  ve,  la  comisión  para  justificar  la  manifiesta  inco¬ 
herencia  que  se  advierte  entre  los  hechos  consignados  en  el 
informe  y  la  conclusión  a  que  se  llegó,  hubo  de  apelar  a  los 
términos  de  la  ley  del  congreso  de  los  Estados  Unidos  que 
creó  la  comisión,  y  que  son  los  mismos  que  en  el  párrafo 
transcrito  copia  la  misma  comisión,  dando  con  ello  a  enten¬ 
der  que  aunque  la  vía  de  Panamá  era  por  varios  aspectos  la 
mejor,  no  podía  recomendarla,  por  cuanto  aquella  vía  no  lle¬ 
naba  los  requisitos  fijados  por  la  ley  citada. 

Al  aseverar  esto  la  comisión  incurrió  en  dos  graves  inexac¬ 
titudes:  primera,  declaró  a  priori  que  el  gobierno  de  Colom¬ 
bia  no  podía  o  no  quería  conceder  a  los  Estados  Unidos  los 
derechos  necesarios  para  la  apertura  del  canal;  declaración  que 
pudiera  ser  cierta,  pero  que  en  todo  caso  fue  gratuita  por  parte  de 
la  comisión,  puesto  que  ésta  no  se  dirigió  nunca  al  gobierno 
de  Colombia  preguntándole  sobre  el  particular,  ni  el  gobier¬ 
no  de  los  Estados  Unidos  solicitó  declaración  alguna  por  me¬ 
dio  de  su  ministro  en  Bogotá,  ni  pidió  siquiera  informes  al 
representante  de  Colombia  en  Washington.  Segunda,  declaró 
también  a  priori  que  los  gobiernos  de  Nicaragua  y  de  Costa 
Rica  estaban  determinados  a  conceder  a  los  Estados  Unidos 
todos  los  derechos  sobre  el  canal  en  los  términos  fijados 
por  la  ley  del  congreso  americano;  declaración  también  gra¬ 
tuita,  puesto  que  los  gobiernos  de  Nicaragua  y  de  Costa  Rica 
no  han  determinado  todavía  las  condiciones  con  que  da¬ 
rían  el  permiso  para  abrir  el  canal  por  su  territorio;  y  aun 
corren  publicadas  en  la  prensa  manifestaciones  explícitas  de 
los  representantes  de  aquellos  países  en  el  sentido  de  que  la 
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concesión  en  ningún  caso  habrá  de  afectar  la  soberanía  terri¬ 
torial  de  las  mencionadas  repúblicas. 

A  pesar  de  estas  objeciones,  que  son  obvias,  el  informe 
preliminar  de  la  comisión  produjo  un  efecto  desastroso  para 
la  vía  de  Panamá,  porque  el  público,  que  no  tiene  tiempo  de 
leer  documentos  técnicos  de  relativa  extensión  y  que  forma  su 
criterio  por  las  noticias  condensadas  que  dan  los  periódicos, 
no  vio  sino  el  hecho  de  que  la  comisión  recomendaba  la  vía 
de  Nicaragua;  por  lo  que  se  ve  cuánta  razón  tenían,  desde  su 
propio  punto  de  vista,  los  que  manifestaron  el  más  vivo  em- 
peño  porque  la  comisión,  cualesquiera  que  fueran  los  datos 
consignados  en  el  informe,  concluyera  en  favor  de  la  ruta  ri¬ 
val  de  Panamá.  Y  sirve  este  antecedente  para  explicar  desde 
ahora  cuánta  importancia  le  he  dado  yo  a  que  el  informe  de¬ 
finitivo  de  la  comisión  no  aparezca  presentado  de  tal  modo 
que  dé  asidero  a  la  creencia  de  que  la  comisión  recomienda 
la  vía  de  Nicaragua. 

La  mayor  parte  quizá  de  los  representantes  y  senadores  no 
leyeron  tampoco  el  informe  preliminar  y  tomaron  las  conclu¬ 
siones  de  él  como  cosa  indiscutible;  y  tal  era,  a  fines  del  año 
pasado,  el  estado  de  la  opinión,  que  estuvo  a  punto  de  votar¬ 
se  en  el  senado  y  en  último  debate  el  proyecto  de  ley  que 
adoptaba  oficialmente,  por  parte  del  gobierno,  el  proyecto 
de  Nicaragua.  Si  esta  ley  hubiera  pasado,  el  daño  habría  sido 
casi  irreparáble.  Por  fortuna  pudo  atajarse,  debido,  en  gran 
parte,  a  las  noticias  que  en  esos  días  publicaron  los  perió¬ 
dicos  con  referencia  a  la  legación  de  Colombia  que  acaba¬ 
ba  de  llegar  a  Washington,  de  que  el  gobierno  de  esta  repú¬ 
blica  estaba  dispuesto  a  entrar  en  arreglos  favorables  con  los 
Estados  Unidos  para  facilitarles  la  adquisición  de  la  vía  de 
Panamá.  Partiendo  de  este  punto,  lo  natural  era  aguardar  a 
ver  cuáles  eran  aquellas  proposiciones,  para  no  adoptar  una 
resolución  festinada;  y  como  las  sesiones  del  congreso  estaban 
para  terminarse  y  había  pendientes  otros  asuntos  graves,  se 
logró  así  parar  el  golpe.  Con  esto  quedaba  tiempo  por  delante 
para  ulteriores  trabajos  hasta  la  reunión  del  próximo  congre¬ 
so,  con  la  ventaja  muy  grande  de  que  siendo  este  congreso 
nuevo,  todos  los  proyectos  del  anterior  tendrán  que  ser  so- 
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metidos  otra  vez  a  la  consideración  de  la  cámara  de  repre¬ 
sentantes,  donde  seguirán  su  tramitación  constitucional. 

Mientras  tanto  la  comisión  del  canal  ístmico  continúa 
sus  trabajos  para  la  preparación  del  informe  definitivo.  Ya 
han  llegado  los  últimos  exploradores  que  estaban  trabajando 
en  el  estudio  de  la  vía  de  Nicaragua,  y  los  datos  que  aho¬ 
ra  se  presenten  serán  completos  y  abarcarán  la  cuestión  ca¬ 
nal  por  todas  sus  fases. 

No  es  posible  saber  todavía  cuáles  serán  las  conclusiones 
de  la  comisión;  pero,  por  los  pocos  datos  que  poseo  me  in¬ 
clino  a  creer  que  el  informe  será  más  imparcial  en  esta  vez 
y  que  presentará  los  hechos  en  una  luz  más  favorable  a  la 
vía  de  Panamá,  siempre,  por  supuesto,  que  la  comisión  pue¬ 
da  decir,  al  menos  de  una  manera  general,  que  las  objeciones 
provenientes  de  la  actitud  del  gobierno  de  Colombia  y  de  la 
compañía  nueva  del  canal  de  Panamá  han  desaparecido  en  lo 
sustancial.  A  conseguir  eso  se  han  encaminado  mis  últimos 
trabajos,  persuadido  como  estoy  de  que,  si  el  informe  nos 
es  favorable,  la  opinión  pública  tendrá  un  cambio  completo, 
y  Colombia,  sin  comprometer  nada,  podrá  entrar  luégo  a  ne¬ 
gociar  en  condiciones  muy  ventajosas.  Cerrada  desde  ahora 
la  puerta,  todo  quedaría  perdido. 

¿PODRÁ  LA  COMPAÑÍA  FRANCESA  COMPLETAR  LA  OBRA  DEL 

CANAL? 

Mi  opini  n  en  este  punto,  respaldada  por  los  hechos  cum¬ 
plidos  hasta  ahora,  por  el  juicio  de  personas  respetables  resi¬ 
dentes  en  Europa,  y  por  las  razones  que  adelante  expondré, 
es  decididamente  negativa  a  la  pregunta  formulada. 

En  primer  lugar  hay  que  contar  con  el  descrédito  de  que 
quedó  herida  la  antigua  compañía  de  Panamá,  especialmente 
en  Francia,  donde  tenía  la  fuente  casi  única  de  sus  recursos. 
Todos  los  esfuerzos  hechos  de  entonces  para  acá  para  vitalizar 
aquella  empresa  y  devolverle  la  confianza  entre  los  suscriptores, 
han  sido  baldíos;  imposibles  han  sido  nuevos  empréstitos,  en 
cualquier  forma,  a  pesar  de  las  más  ingeniosas  combinaciones; 
y  todos  los  grandes  centros  comerciales  de  Inglaterra  y  Ale¬ 
mania  se  han  mostrado  sordos  a  los  llamamientos  de  la  com- 
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pañía  en  solicitud  de  nuevas  suscripciones.  Hecho  es  éste  tan* 
to  más  notable,  cuanto  es  indiscutible  que  la  compañía  nue¬ 
va  del  Canal  de  Panamá  está  hoy  muy  hábilmente  maneja¬ 
da,  que  la  obra  ejecutada  representa  ya  más  de  dos  quintas 
partes  del  total,  y  que  los  estudios  técnicos  no  dejan  nada 
que  desear. 

Si  los  grandes  y  los  pequeños  capitalistas  en  Francia  se 
muestran  indiferentes,  a  pesar  de  estar  comprometido  el  or¬ 
gullo  nacional,  y  del  grande  interés  por  recuperar,  siquiera 
en  parte,  las  pérdidas  sufridas  por  los  primitivos  accionistas;  y 
si  en  el  resto  del  continente  no  se  advierten  hasta  ahora  sín¬ 
tomas  de  apoyo  eficaz  a  aquella  empresa,  parece  fundado  con¬ 
cluir  que  la  situación  no  variará  en  nada  durante  los  pocos 
años  que  tiene  la  compañía  para  cumplir  sus  compromisos. 

Y  esto  tiene  dos  explicaciones  muy  naturales. 

Es  la  primera  que  no  está  perfectamente  demostrado  que 
la  empresa  del  Canal  de  Panamá  sea  una  colocación  suficien¬ 
temente  segura  y  halagadora  para  atraer  capitales  particula¬ 
res.  Las  estadísticas  publicadas  a  este  respecto  son  muy  con¬ 
tradictorias,  y  aun  las  más  optimistas  apenas  ofrecen  un  in¬ 
terés  para  los  capitales  invertidos,  que  fácilmente  podrían 
asegurarse  en  empresas  menos  expuestas  a  riesgos  y  contin¬ 
gencias.  Se  encarece  mucho  el  desarrollo  futuro  del  comercio, 
y  se  cita  como  ejemplo  el  resultado,  superior  a  todo  cálculo, 
del  Canal  de  Suez;  pero  aun  cuando  en  ello  haya  mucho  de 
cierto,  también  lo  es  que  el  público  llamado  a  formar  la  gran 
base  de  los  suscriptores  se  compone  en  lo  general  de  gentes 
de  mediana  fortuna  y  que  esas  son  naturalmente  muy  des¬ 
confiadas. 

A  aumentar  esta  desconfianza  contribuye  y  seguirá  contri¬ 
buyendo  la  actitud  de  los  Estados  Unidos.  Todo  el  mundo  en 
Europa  sabe  que  este  país  no  quiere  que  haya  un  canal  ístmi¬ 
co  europeo;  y  también  saben  allá  que  si  para  impedir  la  aper¬ 
tura  del  de  Panamá  fuera  necesario  favorecer  la  vía  de  Nica¬ 
ragua,  el  gobierno  y  el  pueblo  de  este  país  no  vacilarían  en 
gastar  todos  los  millones  que  esta  obra  demaudara.  Ante  seme¬ 
jante  perspectiva  es  imposible  admitir  que  capitalistas  privados 
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pretendan  entrar  con  buen  éxito  en  competencia  con  un  rival 
tan  poderoso. 

La  segunda  causa  de  desconfianza  es  que  aun  cuando  la 
compañía  nueva  del  Canal  de  Panamá  lograra  hoy  despertar  el 
entusiasmo  y  conseguir  los  recursos  indispensables  para  llevar 
a  cabo  la  obra,  ella  no  podría,  en  ningún  caso,  terminarse 
dentro  del  término  fijado  para  la  concesión,  aun  reconocida 
como  válida  y  firme  la  prórroga  de  seis  años  últimamente  otor¬ 
gada  por  el  gobierno  de  Colombia.  Sabiéndose  que  si  el  canal 
no  se  abre  en  el  término  fijado,  todas  las  obras  ejecutadas, 
con  sus  máquinas  y  accesorios,  pasarán  a  ser  propiedad  de 
Colombia,  no  es  de  suponerse  que  haya  mucho  empeño  de 
parte  de  los  capitalistas  franceses  en  favorecernos  con  sus  aho¬ 
rros.  Y  me  parece  que  sería  también  aventurada  la  esperanza 
de  que  Colombia  concediera  una  nueva  prórroga,  cuyo  valor 
tendría  que  ser,  en  todo  caso,  tanto  más  crecido  cuanto  más 
adelantados  estuviesen  los  trabajos  al  terminar  la  concesión. 

En  presencia  de  estos  hechos  parece  candidez  infantil  su¬ 
poner  que  la  compañía  francesa  pueda  cumplir  sus  compromi¬ 
sos  con  Colombia. 

Se  objetará,  sin  embargo,  que  los  millones  ya  invertidos 
son  una  garantía  suficiente  de  que  se  hará  un  heroico  esfuerzo 
para  salvarlos  de  una  pérdida  total. 

La  observación  tendría  fuerza  si  aquella  compañía  tuviera 
que  optar  necesariamente  entre  los  dos  términos  de  este  dile¬ 
ma:  o  completar  el  canal,  o  renunciar  a  todos  sus  derechos  y 
propiedades  en  favor  de  Colombia.  Pero  esta  disyuntiva  no  es 
forzosa,  y  a  la  compañía  le  queda  un  tercer  camino  que  será 
el  que  adopte,  si  Colombia  no  se  precave  en  tiempo:  vender 
su  concesión  a  una  compañía  o  sindicato  compuesto  de  ciuda¬ 
danos  americanos. 

De  esto  se  ha  hablado  ya,  y  tengo  datos  para  creer  que  no 
es  una  vana  conjetura. 

Si  ello  llegare  a  suceder,  el  sindicato  de  que  hablé  sería 
en  realidad  de  verdad  el  gobierno  americano,  el  cual,  una  vez 
en  posesión  de  este  triunfo  en  el  juego,  nos  daría  la  ley  de 
una  manera  implacable.  Huyendo  así  de  entrar  hoy  en  algún 
arreglo  libre  y  ventajoso  con  el  gobierno  de  los  Estados  Uni- 
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dos,  por  la  esperanza  ilusoria  de  que  la  compañía  francesa  abra 
el  canal  de  Panamá,  no  se  Lace  otra  cosa  que  facilitar  a  este 
país  el  medio  de  realizar  sus  deseos  a  costa  nuestra. 

OTRAS  CONTINGENCIAS 

Supongamos  que  por  hacerse  hoy  imposible  cualquier  arre¬ 
glo  con  el  gobierno  de  los  Estados  Unidos,  éste  se  resuelva  a 
acometer  de  lleno  e  inmediatamente  el  canal  de  Nicaragua. 
En  este  caso  los  resultados  serían  los  siguientes:  la  compañía 
francesa  se  encontraría  en  incapacidad  absoluta  de  abrir  el 
Canal  de  Panamá,  y  al  expirar  el  término  de  su  concesión,  nos 
entregaría  la  parte  de  foso  excavada  y  los  elementos  de  la 
empresa.  ¿Qué  haría  Colombia  con  esa  propiedad?  ¿Podría  ven¬ 
derla  a  los  Estados  Unidos,  ya  comprometidos  en  otra  vía? 
Claro  que  nó.  ¿Podría  ofrecerla  a  otra  compañía  particular, 
después  del  fracaso  definitivo  de  la  concesionaria  primitiva? 
La  respuesta  se  contesta  por  sí  misma.  ¿Podría,  finalmente, 
ofrecerla  a  alguno  o  a  varios  de  los  gobiernos  europeos?  Tam¬ 
poco,  puesto  que  ellos  no  aceptarían  ni  comprarían  una  obra 
ya  muerta,  cuando  no  quisieron  o  no  pudieron  reanimarla 
cuando  aún  tenía  vida.  Algún  periódico  de  Colombia,  antici¬ 
pándose  a  resolver  estas  cuestiones,  ha  sugerido  la  idea  de  que 
nosotros  podríamos,  en  todo  caso,  abrir  el  canal  aplicando  a 
este  propósito  el  trabajo  de  los  presidios  de  toda  la  república. 
Apunto  aquí  esta  solución  por  si  alguien  Ja  creyere  digna  de 
tomarse  en  cuenta. 

Supongamos  ahora  que  el  gobierno  de  los  Estados  Unidos 
no  se  ha  resuelto  a  acometer  la  vía  de  Nicaragua,  por  creér¬ 
sela  impracticable  o  inadecuada  o  demasiado  costosa,  cuando 
termine  la  concesión  de  la  compañía  francesa;  supongamos  que 
ésta  no  ha  vendido,  pudiendo  hacerlo,  sus  derechos  a  un  sin¬ 
dicato  americano,  y  que  graciosa,  generosamente,  por  sus  sim¬ 
patías  por  Colombia,  entrega,  sin  litigios  y  de  una  manera 
formal,  todas  las  propiedades  y  dependencias  del  canal  al  go¬ 
bierno  de  Colombia.  ¿Cuál  sería,  en  ese  evento,  el  único  com¬ 
prador  con  quien  la  república  podría  entenderse  para  nego¬ 
ciar  aquella  propiedad?  Pues  es  claro  que  ese  comprador  único 
sería  el  gobierno  de  los  Estados  Unidos;  y  si  entonces  no  ha- 
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bría  temores  de  tratar  con  él,  ni  consideraciones  de  posible  y 
futura  absorción,  no  veo  por  qué  esos  temores  hubieran  de 
temerse  hoy  para  concluir  un  convenio  que  pudiera  tener  ven¬ 
tajas  de  otro  orden,  por  las  circunstancias  especiales  que  al 
presente  atraviesa  Colombia. 

Otra  contingencia  que  pudiera  también  presentarse  sería 
la  de  que  el  gobierno  de  los  Estados  Unidos,  a  quien  tánto  se 
teme  hoy  en  Colombia,  por  sus  tendencias  imperialistas  y  ab¬ 
sorbentes,  resuelto  a  adquirir  la  vía  de  Panamá  y  a  impedir 
que  ese  canal  se  abra  por  los  europeos,  fomentara— bajo  mano  — 
las  impaciencias  y  el  descontento  de  Panamá  y  promoviera  allí 
un  movimiento  separatista,  primero,  y  de  anexión  Juégo,  a 
la  unión  americana.  ¿Cómo  podría  estorbarlo  el  gobierno  de 
Colombia?  Recordemos  que  el  acta  de  anexión  de  Texas  a  los 
Estados  Unidos  fue  suscrita  por  cincuenta  y  tres  individuos 
solamente;  recordemos  que  en  Panamá  existen,  de  tiempo 
atrás,  muy  poderosos  elementos  americanos;  recordemos  que 
el  inglés  es  allí  lengua  muy  generalizada:  recordemos,  final¬ 
mente,  que  en  Panamá  existen  siempre  gérmenes  de  descon¬ 
tento  respecto  del  gobierno  interior,  y  que  para  aquella  sec¬ 
ción  de  la  república  la  obra  del  canal  es  algo  como  la  tierra 
prometida.  Contemos  también  con  la  inestabilidad  de  la  paz 
en  Colombia,  y  no  perdamos  de  vista  que  un  nuevo  movimien¬ 
to  revolucionario  en  el  istmo  podría  determinar  la  inmediata 
ocupación  del  territorio  por  fuerzas  de  los  Estados  Unidos, 
siempre  en  perspectiva  de  la  obra  que  ellos  necesitan.  En  este 
país  hay,  en  lo  tocante  a  las  cuestiones  internacionales,  una 
unidad  de  propósitos  y  una  fijeza  de  plan  verdaderamente  sor¬ 
prendente  para  nosotros,  que  vivimos  con  ella  y  para  el  día. 
La  historia  de  las  relaciones  con  los  Estados  Unidos  y  Espa¬ 
ña  respecto  a  la  isla  de  Cuba,  es  una  lección  que  no  debemos 
desaprovechar.  Las  fanfarronadas  y  los  arranques  histéricos  no 
son  buenos  para  luchar  contra  este  país. 

LAS  POTENCIAS  Y  EL  CANAL 

Por  ciertas  manifestaciones  recientes  en  la  prensa  europea, 
que  revelan  el  temor  de  que  el  comercio  de  los  Estados  Uni- 
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dos  alcance  pronto  una  extraordinaria  preponderancia  en  los 
mercados  de  oriente  y  de  la  América  del  Sur,  se  ha  creído 
por  algunos  que  las  grandes  potencias  se  pondrán  fácilmente 
de  acuerdo  para  construir  por  su  cuenta  el  canal  de  Panamá, 
garantizando  colectivamente  la  neutralidad  de  esta  vía. 

Que  en  Europa  teman  la  competencia  americana  es  natu¬ 
ral;  que  las  grandes  naciones  manufactureras  adopten  ciertas 
medidas  de  protección  para  su  comercio  amenazado,  en  tér¬ 
mino  más  o  menos  próximo,  es  también  de  suponerse;  pero 
que  los  gobiernos,  como  tales,  acometan  la  obra  del  canal  o 
respalden  con  su  crédito  a  la  actual  compañía  concesionaria, 
se  hace  difícil  de  aceptarlo. 

Basta  dirigir  una  mirada  al  mapa  para  comprender  que 
Inglaterra,  Francia  y  Alemania  tienen  vinculados  sus  más  gran¬ 
des  intereses  comerciales,  políticos  y  coloniales  en  el  oriente 
y  en  el  Africa,  y  que  para  atender  a  ellos  debidamente  les 
bastan  el  Atlántico  y  la  vía  de  Suez. 

Comercialmente  a  todas  las  naciones  les  importa  la  vía  de 
Panamá;  pero  para  asegurarse  ese  tránsito  libre  y  franco  es 
cosa  de  muy  secundaria  importancia  el  que  el  canal  sea  abier¬ 
to  y  manejado  por  el  gobierno  de  los  Estados  Unidos  o  por 
una  compañía  particular.  De  todos  modos,  el  canal  sería  una 
ruta  comercial  para  el  mundo  entero,  y  mal  puede  suponerse 
que  los  Estados  Unidos  la  monopolizaran  para  su  tráfico  espe¬ 
cial,  en  tiempo  de  paz. 

En  caso  de  guerra,  si  el  canal  llegara  a  abrirse  por  los  Es¬ 
tados  Unidos,  es  claro  que  ellos  tratarían  de  asegurarse  ven¬ 
tajas  especiales  para  el  tránsito  de  sus  escuadras;  pero  esa  sería 
ya  una  cuestión  de  hecho  y  de  fuerza  material.  El  o  los  be¬ 
ligerantes  que  la  tuvieran  mayor  en  el  mar,  serían  los  que  en 
realidad  dominarían  la  vía,  aun  suponiendo  que  las  aguas  mis¬ 
mas  del  canal  fueran  absolutamente  neutrales.  Este  mismo  es 
el  caso  con  el  canal  de  Suez,  cuyo  tránsito  defendería  Ingla¬ 
terra  contra  cualquier  enemigo  en  tiempo  de  guerra.  Cuando 
hablan  los  cañones,  callan  las  otras  razones;  y  contra  esta  ley 
de  universal  aplicación,  nada  valen  los  protocolos,  las  confe¬ 
rencias  ni  los  tratados. 
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Precisamente  por  esta  razón  parece  que  se  ha  abandonado 
aquí,  siguiendo  el  consejo  de  los  hombres  más  prácticos  en 
el  arte  de  la  guerra,  la  idea  de  fortificar  las  bocas  o  salidas 
del  canal  por  los  Estados  Unidos.  Las  verdaderas  y  eficaces 
fortificaciones  no  se  colocan  hoy  en  tierra  para  señorear  aguas 
marítimas,  sino  en  el  mismo  mar.  Los  buques  son  fuertes  am¬ 
bulantes,  y  el  que  los  tenga  mayores  y  mejor  manejados  es  el 
árbitro  de  la  contienda. 

Pero  la  gran  dificultad  para  que  las  potencias  europeas  se 
concierten  en  el  punto  de  que  se  trata,  está  en  las  rivalida¬ 
des  indestructibles  que  hoy  mantienen  entre  sí.  Inglaterra  y 
Alemania  son  rivales  enconados,  porque  lo  son  en  iutereses 
comerciales  y  coloniales;  Francia  y  Alemania  mantienen  vivo 
el  calor  y  el  ardimiento  de  su  pasada  lucha,  y  Francia  e  In¬ 
glaterra  se  muestran  constantemente  las  garras  y  sienten  como 
amenaza  o  como  herida  cualquier  avance  que  haga  alguna 
de  las  dos  en  la  extensión  de  sus  respectivos  imperios  colo¬ 
niales. 

En  esta  tirantez  de  relaciones  se  hace  casi  imposible  un 
concierto  que,  en  vez  de  ser  causa  de  armonía,  pudiera  serlo 
de  nuevas  complicaciones. 

INGLATERRA  Y  LOS  ESTADOS  UNIDOS 

El  hecho  de  haber  claudicado  el  tratado  Hay-Pauncefote 
y  de  haber  vuelto  a  entrar  en  vigencia  el  tratado  Clayton- 
Hulwer  ha  hecho  creer  que  Inglaterra  será  un  obstáculo  casi 
insuperable  para  los  Estados  Unidos  en  su  proyecto  de  abrir 
un  canal  ístmico  cualquiera.  Esto  requiere  algunas  explica¬ 
ciones. 

Inglaterra  recibió  casi  como  una  ofensa  las  modificaciones 
introducidas  por  el  senado  de  los  Estados  Unidos  al  tratado 
Hay-Pauncefote,  porque  el  procedimiento  fue  insólito  y  con¬ 
trario  a  las  reglas  más  triviales  de  cortesía  internacional;  y 
así  se  explica  el  que,  sin  haber  presentado  contrapropuesta 
alguna  a  aquellas  modificaciones,  ni  haber  entrado  siquiera  a 
discutirlas,  hubiese  dejado  correr  en  silencio  el  término  seña¬ 
lado  para  la  ratificación  del  tratado,  dejándolo  caer  por  su 
propio  peso.  Inglaterra  no  tenía  interés  capital  en  conservar 
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el  tratado  Clayton-Bulwer,  que  le  fue  impuesto  por  los  Esta¬ 
dos  Unidos;  pero  tampoco  tenía  interés  en  modificarlo,  puesto 
que  era  siempre  una  arma,  y  bien  sabido  es  que  John  Bull 
no  gusta  de  desprenderse  gratuitamente  de  nada  de  lo  que 
posee.  Por  deferencia  a  los  Estados  Unidos,  convino  en  modi¬ 
ficar  el  tratado  Clayton-Bulwer,  reservándose  en  las  estipula¬ 
ciones  del  nuevo  pacto  lo  que  le  importaba  para  sus  fines 
comerciales;  pero  viendo  que  aquella  deferencia  no  era  debi¬ 
damente  correspondida,  hubo,  naturalmente,  de  volver  a  su 
antigua  posición,  obteniendo  con  ello  un  gran  triunfo  diplo¬ 
mático. 

El  despecho,  aunque  bien  disimulado,  ha  sido  grande  en 
este  país;  pero  al  mismo  tiempo  se  ha  comprendido  que  la  cul¬ 
pa  del  fracaso  la  tuvo  el  senado.  La  lección  será  aprovechada, 
porque  el  buen  sentido  es  propio  de  esta  raza  y  de  este  pue¬ 
blo;  y  aunque  no  faltan  todavía  senadores  que  anuncien  el 
propósito  de  llevar  las  cosas  basta  el  último  extremo,  propo¬ 
niendo  la  abrogación  pura  y  simple  del  tratado  Clayton-Bulwer, 
no  es  probable  que  esto  suceda. 

El  actual  secretario  de  Estado,  Mr.  Hay,  ha  tenido  grande 
empeño  en  renovar  el  tratado  que  llevará  su  nombre;  y  para 
no  exponerse  a  un  nuevo  chasco,  cuyas  contingencias  no  co¬ 
rrería  en  ningún  caso  Inglaterra,  se  ha  ocupado  últimamente 
en  sondear  las  opiniones  de  los  senadores,  a  fin  de  tener  una 
base  segura.  Parece  ser  que  el  resultado  ha  sido  satisfactorio, 
y  que  lord  Pauncefote,  que  acaba  de  emprender  viaje  a  Ingla¬ 
terra,  ha  llevado  el  bosquejo  del  nuevo  tratado.  Dados  los  an¬ 
tecedentes  apuntados,  es  natural  suponer  que  si  las  modifica¬ 
ciones  propuestas  no  alteran  sustancialmente  el  tratado  Hay- 
Pauncefote,  éste  revivirá  con  mejor  éxito  esta  vez. 

Inglaterra  no  llevará  las  cosas  hasta  el  punto  de  provocar 
un  rompimiento  con  los  Estados  Unidos,  ni  querrá  exponerse 
a  que,  por  un  arranque  de  jingoísmo  del  senado,  se  declare 
abrogado  el  tratado  Clayton-Buhver,  colocándose  así  en  una 
posición  o  muy  grave  o  muy  desairada. 

Por  estas  consideraciones,  tomadas  de  lo  que  sobre  el  par¬ 
ticular  he  visto  en  la  prensa  inglesa  y  americana  más  autori¬ 
zada,  infiero  que  los  dos  países  llegarán  a  una  inteligencia 
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amistosa.  Inglaterra  se  contentará  con  asegurarse  el  libre  trán¬ 
sito  para  su  comercio;  y  como  esto  no  afecta  los  intereses 
americanos,  le  será  fácilmente  concedido.  Para  los  Estados  Uni¬ 
dos  la  cuestión  es  muy  importante,  porque,  derogado  el  trata¬ 
do  Clayton-Bulwer,  le  queda  expedita  la  vía  de  Nicaragua,  ya 
para  abrir  por  ella  el  canal,  ya  para  mantenerla  como  una 
arma  con  que  asegurarse  en  definitiva  la  vía  de  Panamá,  esgri¬ 
miéndola,  o  contra  la  compañía  francesa,  o  contra  el  gobierno 
de  Colombia,  o  contra  ambos,  según  el  caso. 

Por  supuesto  que  a  nosotros  nos  convendría  mucho  que 
continuara  en  vigencia  el  tratado  Clayton-Bulwer,  porque  eso 
obligaría  a  los  Estados  Unidos  a  conceder  a  Colombia  mejores 
términos  en  la  negociación  sobre  Panamá,  ello  en  lo  supuesto 
de  que  nosotros  realmente  quisiéramos  entrar  en  un  arreglo, 
porque  de  lo  contrario  el  peligro  sería  que  se  atropellaran  nues¬ 
tros  derechos  ante  la  dura  ley  de  la  necesidad. 

NEUTRALIDAD  DEL  CANAL 

Mucho  se  habla  en  Colombia  por  los  periodistas  y  por  los 
filósofos  idealistas  de  que,  en  cualquiera  negociación  sobre  el 
canal,  ha  de  ser  punto  esencial  el  que  se  establezca  y  reconoz¬ 
ca  la  absoluta  neutralidad  de  esta  vía  para  todas  las  naciones 
del  mundo  tanto  en  tiempo  de  paz  como  en  el  de  guerra. 

No  fue  tan  amplio  y  generoso  así  el  criterio  del  congreso 
que  aprobó  la  ley  sobre  concesión  a  la  compañía  del  canal  de 
Panamá,  puesto  que,  conforme  a  la  concesión,  el  canal,  aun 
en  tiempo  de  paz,  no  estaría  abierto  sino  a  las  naves  de  gue¬ 
rra  de  aquellas  naciones  que  por  pacto  expreso  hubieran  reco¬ 
nocido  la  soberanía  de  Colombia  en  el  istmo.  En  este  caso  se 
cree  que  el  gobierno  de  los  Estados  Unidos,  en  virtud  del  tra¬ 
tado  de  1846  la  garantizaría;  por  donde  se  ve  que,  respecto  a 
este  país,  la  cuestión  está  de  antemano  resuelta. 

Por  lo  que  mira  a  las  otras  naciones  de  Europa  o  América, 
no  acierto  yo  a  comprender  por  qué  habría  de  hacer  Colom¬ 
bia  capítulo  esencial  de  un  convenio  con  los  Estados  Emidos 
la  consignación  del  principio  de  absoluta  neutralidad  del  canal. 
Punto  es  éste  que  toca  arreglar  a  los  que  en  ello  tengan  inte¬ 
rés.  A  Colombia  le  bastaría  asegurar  el  libre  tránsito  para 
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todas  sus  naves,  mercantes  o  de  guerra;  y  sería  el  colmo  del 
quijotismo  sacrificar  sus  intereses  de  actualidad  a  un  princi¬ 
pio  que,  en  ningún  caso,  tendría  aplicación  práctica,  como  se 
ha  apuntado  atrás. 

Tampoco  podría  pretenderse  que  si  los  Estados  Unidos  abrie¬ 
ran  el  canal  con  sus  propios  recursos  no  tomaran  algunas  se¬ 
guridades  para  su  defensa  en  caso  de  guerra.  En  otros  térmi¬ 
nos:  Colombia  no  podría  autorizar  la  apertura  de  un  canal  por 
su  territorio  destinado  a  servir  a  los  intereses  industriales  y 
comerciales  de  sólo  los  Estados  Unidos;  pero  procedería  in¬ 
justamente  pretendiendo  negar  ageste  último  país  toda  ventaja, 
siquiera  fuese  nominal,  en  la  emergencia  de  un  conflicto  ar¬ 
mado  con  otras  naciones. 

Y  ya  que  se  toca  este  punto  de  neutralidad,  me  parece  opor¬ 
tuno  recordar  que  el  gobierno  de  Colombia  estipuló  con  la 
compañía  francesa  los  términos  en  que  ha  de  entenderse  la 
neutralidad  del  canal;  pero  basta  ahora  no  ha  habido  una 
sola  de  las  naciones  europeas  que  haya  propuesto  un  tratado 
con  Colombia,  aprovechándose  de  los  términos  de  la  conce¬ 
sión,  para  poder  pasar  sus  naves  de  guerra  por  el  canal,  reco¬ 
nociendo  nuestra  soberanía  en  el  istmo.  Lo  que  quiere  decir 
que,  o  dan  muy  poca  importancia  a  ese  derecho,  o  no  quieren 
contraer  compromiso  ninguno  con  nosotros. 

Como  están  hoy  las  cosas,  suponiendo  que  la  compañía 
francesa  concluyera  la  obra  del  canal,  el  principio  de  la  neu¬ 
tralidad  de  la  vía  carecería  de  garantía  efectiva,  porque  es 
claro  que  una  compañía  particular  no  podría  darla,  ni  tampo¬ 
co  el  gobierno  de  Colombia,  que  carece  de  fuerza.  El  único 
garante  sería  el  gobierno  de  los  Estados  Unidos,  y,  a  título  de 
tál,  se  reservaría  una  intervención  muy  directa  en  los  asuntos 
del  istmo,  que  es  precisamente  a  lo  que  hoy  se  le  tiene  más 
temor;  todo  lo  cual  concurre  a  demostrar  que,  por  uno  u  otro 
camino,  siempre  tendremos  que  encontrarnos  con  el  poder  de 
los  Estados  Unidos. 


LOS  DOS  CANALES 

Recientemente  he  visto  publicada  la  opinión  del  actual 
gobernador  de  Panamá,  general  Carlos  Albán,  de  que  el  canal 


—  215  — 


de  Nicaragua  no  perjudicará  en  nada  a  la  vía  de  Panamá;  que 
ambas  pueden  coexistir;  que  para  ambas  habrá  tráfico  suficien¬ 
te,  y  que  si  el  gobierno  de  los  Estados  Unidos  abre  la  pri¬ 
mera,  eso  no  impedirá  el  que  la  segunda  se  lleve  también  a 
término. 

Muy  respetable  es,  sin  duda,  la  opinión  del  general  Albán, 
por  sus  conocimientos  técnicos  en  estas  materias,  por  su  vasta 
ilustración,  por  la  serenidad  de  su  criterio  y  por  la  muy  me¬ 
recida  influencia  que  ejerce  hoy  en  los  consejos  del  gobierno 
de  Colombia;  pero  con  el  debido  acatamiento,  me  permito  dis¬ 
crepar  en  este  punto  de  tan  alta  autoridad. 

Si  ha  sido  y  es  aún  discutible  el  que  el  canal  de  Panamá 
sea  una  colocación  especialmente  halagüeña  para  los  capitales, 
apenas  se  comprende  que,  dividido  el  tráfico  entre  dos  vías 
cercanas  y  que  llevarían  una  misma  dirección,  sirviendo  a  unos 
mismos  intereses,  hubiera  campo  suficiente  de  especulación 
para  las  entidades  rivales. 

Eso  de  abrir  un  canal  interoceánico  no  es  cosa  de  todos 
los  días  ni  que  está  al  alcance  de  los  recursos  ordinarios  aun 
de  las  más  poderosas  empresas  industriales;  y  la  prueba  la  está 
dando  la  historia  del  proyecto  de  Panamá.  Desde  hace  siglos 
ha  sido  esta  obra  el  sueño  dorado  de  espíritus  audaces  y  em¬ 
prendedores;  muchas  compañías  se  han  formado;  muchos  estu¬ 
dios  se  han  hecho;  grandes  capitales  se  han  invertido,  y  hasta 
el  presente  todavía  es  ese  un  mero  proyecto. 

Tampoco  debe  perderse  de  vista  que  aquí  no  se  trataría  de 
una  competencia  común  y  ordinaria  entre  dos  compañías  em- 
presarias,  sino  entre  una  compañía  con  recursos  limitados,  y 
un  gobierno  con  capitales  y  elementos  poco  menos  que  in¬ 
agotables,  empeñado,  por  razones  de  política  y  de  seguridad,  en 
impedir  la  apertura  de  otro  canal  ístmico.  En  estas  circuns¬ 
tancias  es  claro  que  el  gobierno  de  los  Estados  Unidos  redu¬ 
ciría  al  mínimum  los  derechos  de  tránsito  sobre  la  vía  por 
ellos  escogida,  anulando  de  este  modo  el  provecho  persegui¬ 
do  por  la  compañía  particular  en  el  canal  de  Panamá.  Este 
hecho  no  podría  ocultarse  a  los  capitalistas  cuyo  concurso  ha¬ 
bría  de  solicitarse;  y  ya  se  ve  cuál  sería  su  respuesta  a  pro¬ 
puesta  tan  halagadora.  La  confianza  no  se  impone  con  decre- 
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tos;  los  negocios  no  se  rigen  por  leyes  de  fantasía  ni  por 
lucubraciones  poéticas,  y  nada  es  más  sagaz  y  previsor  que  el 
interés  mercantil. 


EL  IMPERIALISMO  AMERICANO 

En  todas  las  repúblicas  de  la  América  del  Sur  se  advierte 
boy  un  vivo  sentimiento  de  recelo  y  aun  de  manifiesto  temor 
en  presencia  de  la  expansión  que  está  tomando  el  poder  de 
los  Estados  Unidos;  y  como  en  este  camino  no  es  de  suponer 
que  se  detengan,  mientras  nuevos  campos  se  abren  a  su  acti¬ 
vidad  y  a  su  pujanza,  justificado  parece  el  temor  a  ulteriores 
avances  en  época  quizá  próxima. 

Este  temor  constituye  el  más  poderoso  argumento  contra 
cualquiera  negociación  con  los  Estados  Unidos  sobre  el  canal 
de  Panamá;  y  el  punto  merece,  por  lo  mismo,  seria  conside¬ 
ración. 

El  hecho  del  crecimiento  extraordinario  de  la  Unión  ame¬ 
ricana  es  indiscutible,  y  lo  es  igualmente  que  ese  crecimiento 
seguirá  en  progresión  rápida  y  de  una  manera  fatal,  como 
que  constituye  el  cumplimiento  de  una  ley  histórica.  Pero, 
por  lo  mismo,  la  sabiduría  política  no  está  en  declamar  con¬ 
tra  lo  inevitable,  sino  en  tratar  de  que  la  corriente  de  los 
sucesos  se  encauce  y  se  dirija,  para  que  en  vez  de  producir 
el  desastre,  como  le  sucedió  a  España,  se  convierta  en  bene¬ 
ficios  para  los  países  destinados  a  recibirla. 

Pero  el  peligro  no  está  sólo  para  los  países  de  Sur  Améri¬ 
ca  en  el  imperialismo  americano;  está  también  en  el  im¬ 
perialismo  europeo.  Inglaterra,  Francia  y  Alemania  buscan  en 
todos  los  continentes  tierras  nuevas  donde  colonizar  para  dar 
salida  a  su  población  exuberante  y  alimento  a  sus  industrias 
y  a  su  comercio,  empeñados  en  uua  competencia  feroz.  El 
Africa  está  ya  repartida  en  su  totalidad,  y  todo  indica  que,  a 
lo  menos  por  algunas  naciones  colonizadoras,  aquel  continen¬ 
te  no  llena  sus  aspiraciones,  puesto  que  la  población  europea 
no  medra  en  gran  parte  del  territorio  africano.  Alemania  di¬ 
rige  ya  sus  miradas  a  Sur  América,  y  ha  empezado  a  poner 
el  pie  en  el  Brasil;  Inglaterra  codicia  la  hoya  del  Orinoco,  y 
Francia  extendería  con  mucho  gusto  sus  posesiones  en  la 
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Guayana.  Si  no  fuera  por  los  Estados  Unidos,  gran  parte  de 
Sur  América  estaría  ya  colonizada  por  los  europeos;  y  si  en¬ 
tre  los  dos  continentes  ha  de  sobrevenir  algún  conflicto  ar¬ 
mado,  para  el  cual  se  preparan,  ese  será  el  principal  objetivo 
de  la  lucha. 

Entre  estas  dos  fuerzas  rivales  que  nos  amenazan  preciso 
es  tomar  desde  ahora  un  partido. 

La  expansión  americana  sabemos  ya  lo  que  es,  por  lo  que 
ha  pasado  en  Luisiana,  en  la  Florida,  en  Texas,  en  California, 
y  por  lo  que  estamos  viendo  en  Hawai,  Cuba  y  Puerto  Rico. 
La  seguridad,  la  libertad,  el  progreso  en  todo  sentido  han 
sido  los  resultados  de  aquel  crecimiento. 

Y  por  el  aspecto  puramente  político  parece  indudable  que 
el  único  correctivo  que  se  ve  contra  la  demagogia  latina,  mez¬ 
cla  informe  de  impiedad,  romanticismo  soñador,  y  salvaje  ape¬ 
lación  a  la  violencia,  es  una  buena  dosis  de  sangre,  de  hábi¬ 
tos  y  de  higiene  política  llevados  de  Norte  América.  La  inde¬ 
pendencia  no  es  por  sí  misma  un  bien;  y  puede  desde  ahora 
pronosticarse  que  la  libertad  de  que  Cuba  va  a  gozar  será  orde¬ 
nada  y  pacífica.  La  intolerancia  sectaria  y  anticatólica  que 
hizo  allí  sus  primeros  amagos,  desaparecerá  de  raíz,  y  veremos 
a  la  Iglesia  libre  y  respetada,  floreciente  y  benéfica  como  lo 
es  aquí. 

Nosotros  no  sabemos  bien  lo  que  es  de  dura  y  opresora 
la  colonización  europea;  pero  sí  sabemos  por  experiencia  cuán¬ 
to  es  el  desprecio,  cuán  hiriente  la  insolencia  con  que  nos 
tratan  los  países  fuertes  del  Viejo  Continente. 

Por  supuesto  que  todas  estas  son  especulaciones  de  carác¬ 
ter  general.  A  todo  trance  debemos  asegurar  nuestra  indepen¬ 
dencia;  pero  el  modo  de  hacerlo  no  es  declamar  contra  el 
poder  absorbente  de  los  Estados  Unidos,  sino  organizamos 
bien  políticamente,  mantener  el  orden  y  la  paz,  asegurar  el 
respeto  a  todos  los  derechos  y,  finalmente,  completarnos  como 
nación,  desarrollando  nuestras  riquezas,  fundando  el  crédito 
en  el  extranjero  y  extendiendo  nuestras  vías  de  comunicación. 
Es  peligroso  en  estos  tiempos  sentar  fama  de  bárbaros;  y  son 
precisamente  los  revoltosos  y  los  opresores  en  las  repúblicas 
suramericanas  los  apóstoles  más  eficaces  en  favor  de  la  con- 
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quista  de  nuestro  suelo  por  las  potencias  que  se  creen  guar¬ 
dianes  de  los  fueros  de  la  civilización.  No  se  necesita  ser  pro¬ 
feta  para  anunciar  que,  si  llega  el  caso  de  la  desmembración 
de  la  América  Latina,  de  ello  no  se  salvarán  sino  los  países 
que  ya  se  encuentran  consolidados. 

Estas  consideraciones  tienden  a  demostrar  que  precisamen¬ 
te  el  medio  que  Colombia  tiene  más  a  la  mano  para  preca¬ 
verse  de  los  peligros  que  nos  amenazan  es  la  apertura  del 
canal  de  Panamá;  porque  esa  vía  dará  extraordinario  desarro¬ 
llo  a  nuestro  rico  departamento  del  Cauca,  atrayendo  capita¬ 
les  europeos,  asegurando  con  ello,  a  su  vez,  la  paz,  y  fomen¬ 
tando  grandes  arterias  de  comunicación.  £1  supremo  peligro 
para  nuestra  independencia  es  nuestra  propia  miseria,  que  en¬ 
gendra  las  guerras  con  todo  su  cortejo  de  barbarie.  De  ese 
círculo  hay  que  salir,  y  pronto,  porque  el  mundo  anda  muy 
aprisa  y  las  exigencias  de  la  civilización  son  cada  día  más 
apremiantes. 

Con  esta  cuestión  del  canal,  desde  el  punto  de  vista  del 
presente  capítulo,  está  íntimamente  conexionado  nuestro  pro¬ 
blema  del  papel  moneda.  Colombia,  con  sus  recursos  actuales, 
no  puede  pensar  en  redimirlo  o  amortizarlo  en  el  curso  de 
muchos  años.  Con  el  alto  precio  del  cambio,  el  aumento  de 
las  contribuciones  será  intolerable  y  muy  poco  productivo;  el 
gobierno  no  logrará  acrecer  sus  rentas  en  la  proporción  ne¬ 
cesaria  para  pagar  los  servicios  que  demanda  una  buena  admi¬ 
nistración  pública;  los  capitales  extranjeros  no  afluirán  a  fomen¬ 
tar  las  empresas  que  más  necesitamos,  como  son  las  de  cons¬ 
trucción  de  ferrocarriles,  porque  con  papel  moneda  depreciado 
no  se  pagan  intereses  en  oro;  el  crédito  nacional  no  se  fun¬ 
dará  en  el  extranjero  por  la  misma  razón;  y  así,  con  mal  go¬ 
bierno,  con  malestar  general,  con  depresión  del  comercio,  con 
obstrucción  permanente  para  todo  trabajo  que  no  sea  el  de 
mero  juego  de  especulación,  no  es  muy  difícil  preveer  que 
sobrevenga  una  nueva  guerra  de  carácter  mil  veces  peor  que 
el  de  la  que  acaba  de  pasar.  Entonces . puede  ser  el  fin. 

EL  CANAL  Y  LOS  PANAMEÑOS 

Al  estudiarse  esta  cuestión,  el  gobierno  de  Bogotá  debe 
tener  muy  en  cuenta  los  intereses  especiales  de  los  habitantes 
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de  Panamá.  Para  ellos  el  canal  es  asunto  de  vida  o  muerte, 
porque  subsistiendo  Panamá  casi  exclusivamente  del  comercio 
de  tránsito,  si  el  canal  se  abriera  por  otra  vía,  la  crisis  sería 
inmediata,  y  casi  segura  la  ruina  total  del  comercio  y  aun  de 
los  propietarios  urbanos,  abandonándose  consecuencialmente 
todas  las  propiedades  rústicas  en  la  zona  inmediata  a  la  ciu¬ 
dad.  Hasta  el  ferrocarril  perdería  gran  parte  de  su  actual  im¬ 
portancia,  si  no  toda,  puesto  que  el  tránsito  de  mercancías  se 
haría  de  preferencia,  por  razones  de  economía,  por  la  vía 
acuática.  La  emigración  de  las  casas  de  comercio  y  de  todos 
los  que  hoy  viven  de  las  industrias  relacionadas  con  el  aca¬ 
rreo,  sería  inevitable;  y,  como  consecuencia  de  tamaño  desas¬ 
tre,  vendría  la  anulación  completa  de  las  rentas  nacionales  y 
departamentales  en  el  istmo,  cuya  administración  y  gobierno 
serían  un  gravamen  permanente  y  muy  pesado  para  el  tesoro 
de  la  república.  Personas  extrañas  al  departamento  de  Pana¬ 
má  y  que  en  él  no  tienen  vínculo  de  propiedades,  de  nego¬ 
cios  o  de  familia,  pueden  opinar  lo  contrario;  pero  estoy  se¬ 
guro  de  que  no  habrá  un  solo  habitante  de  Panamá  que  no 
considere  como  desgracia  suprema,  peor  mil  veces  que  un  te¬ 
rremoto,  la  pérdida  de  toda  esperanza  de  que  el  canal  se  abra 
por  aquella  vía.  Posible  es  que  en  el  interior  de  Colombia  se 
mire  esto  con  relativa  indiferencia;  pero  sería  el  último  grado 
de  la  crueldad  y  de  la  imprevisión  sacrificar  los  intereses  de 
todo  un  departamento  a  ideas  preconstituídas  o  a  meras  fan¬ 
tasías.  Intereses  tan  sagrados  y  valiosos,  que  representan  el 
porvenir  de  un  pueblo  entero,  no  pueden  ser  materia  de  jue¬ 
go  político.  ¿Qué  podría  hacer  entonces  Colombia  en  beneficio 
del  istmo,  ni  con  qué  derecho  podría  oponerse  a  que  esta 
sección  del  país  proveyera  a  sus  más  premiosas  necesidades 
llegando  acaso  basta  buscar  la  anexión  a  los  Estados  Unidos? 

Por  estas  breves  consideraciones  creo  que  el  gobierno  de 
Bogotá  debería,  antes  de  adoptar  una  línea  de  conducta  defi¬ 
nitiva,  explorar  sobre  esta  cuestión  el  parecer  de  todas  las 
personas  de  representación  en  Panamá,  no  dando  sino  muy 
relativa  importancia  a  los  informes  de  las  autoridades  depar¬ 
tamentales,  sobre  todo  si  los  empleados  públicos  no  son  natu¬ 
rales  o  vecinos  de  Panamá. 
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LA  COMPAÑÍA  FRANCESA  Y  EL  CANAL 

Cuando  el  gobierno  de  Colombia,  en  1890,  concedió  al  li¬ 
quidador  de  la  compañía  universal  del  canal  interoceánico 
una  prórroga  de  diez  años  para  terminar  y  poner  al  servicio 
público  la  obra,  se  estipuló  que  la  nueva  compañía  se  orga¬ 
nizaría  definitivamente  con  capital  suficiente  al  efecto. 

Esta  condición  no  se  cumplió  en  manera  alguna,  y  la  prue¬ 
ba  es  que  la  compañía  nueva  no  cuenta  boy  con  otro  capital 
efectivo  que  con  las  sumas  que  hizo  devolver  a  algunos  de  los 
antiguos  accionistas  más  gravemente  comprometidos  en  el  rui¬ 
doso  proceso  de  Panamá,  con  el  objeto  de  salvarlos  así  de  las 
consecuencias  de  sus  criminales  manejos.  Todavía  después  la 
compañía,  hallando  cerradas  en  Francia  todas  las  puertas, 
pensó  en  organizar  un  sindicato  americano  sin  conocimiento 
del  gobierno  de  Colombia;  y  habiendo  fracasado  esta  nueva 
tentativa  para  conseguir  capital,  solicitó  y  obtuvo  la  prórroga 
que  últimamente  se  le  concedió  por  la  miserable  suma  de  un 
millón  de  pesos  y  sin  tomarse  precaución  alguna  para  asegu¬ 
rar  la  conclusión  de  la  obra  en  el  término  señalado. 

De  la  correspondencia  original  que  tengo  a  la  vista  del 
señor  doctor  Nicolás  Esguerra,  comisionado  especial  para  tra¬ 
tar  este  negocio  en  Europa,  aparece,  con  absoluta  claridad, 
que  él  se  opuso  a  la  concesión  de  la  prórroga,  considerando 
que  el  interés  de  la  república  estaba  precisamente  en  dejar 
correr  el  tiempo,  ya  para  poner  a  la  compañía  en  la  precisión 
de  ofrecer  a  Colombia  una  compensación  suficiente  por  los 
perjuicios  causados  con  la  demora  en  abrir  el  canal,  ya  para 
facilitar  a  la  república  el  negociar  sus  derechos  con  otra  en¬ 
tidad.  Todas  las  observaciones  del  doctor  Esguerra  fueron 
desatendidas,  y  como  él  pareciera  un  obstáculo,  bruscamente 
se  interrumpieron  las  negociaciones  en  París  para  trasladarlas 
a  Bogotá,  donde,  en  pocos  días,  se  arregló  el  negocio  en  los 
términos  que  conocemos,  concediéndose  la  prórroga  por  un 
decreto  de  carácter  legislativo,  en  uno  de  cuyos  considerandos 
se  aduce,  faltándose  cínicamente  a  la  verdad,  que  el  comisio¬ 
nado  doctor  Esguerra  recomendaba  la  operación. 
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La  compañía  francesa  es  quizá  disculpable,  en  el  punto 
de  vista  de  sus  intereses,  por  haber  engañado,  como  a  un  niño, 
al  gobierno  de  Colombia;  pero  la  administración  que  llevó  a 
término  aquel  negocio  tendrá  siempre  una  inmensa  responsa¬ 
bilidad  ante  el  país,  si,  como  puede  suceder,  la  obra  del  canal 
se  malogra  en  definitiva. 

La  nueva  prórroga  ha  sido  y  será  un  obstáculo  sumamente 
grave  para  entrar  hoy  en  cualquier  negociación  provechosa 
para  la  república. 

Todavía  quedaría  boy  un  remedio,  y  sería  que  el  próximo 
congreso  de  Colombia,  como  creo  que  tiene  derecho  a  hacer¬ 
lo,  improbara  el  decreto  legislativo  que  concedió  la  última 
prórroga  a  la  compañía  nueva  del  canal  de  Panamá,  devol¬ 
viéndole  la  suma  de  ella  recibida  con  los  intereses  correspon¬ 
dientes;  pero  para  eso  sería  preciso  que  antes  nos  hubiésemos 
entendido  con  el  gobierno  de  los  Estados  Unidos  a  fin  de 
tener  un  respaldo  eficaz. 

Punto  es  éste  que  debe  estudiarse  con  calma  y  resolverse 
con  energía.  Colombia  no  debe  defraudar  a  la  compañía  del 
canal  de  Panamá  en  ninguno  de  sus  legítimos  derechos;  pero 
tampoco  puede  consentir  en  ser  víctima  de  antiguos  crimina¬ 
les  manejos,  ni  de  especulaciones  nuevas  adelantadas  todas  en 
detrimento  suyo. 

LOS  TRABAJOS  DE  LA  LEGACIÓN 

Ya  he  dicho  atrás  cuál  era  la  situación  cuando  yo  llegué 
a  los  Estados  Unidos,  al  parecer  absolutamente  desesperada. 
La  opinión  era  universalmente  adversa  al  canal  de  Panamá, 
y  en  las  cámaras  legislativas  estaba  a  punto  de  votarse  la  ley 
que  adoptaba  la  vía  de  Nicaragua.  Era  urgente  impedir  aque¬ 
llo,  y  para  hacer  eso  era  indispensable  manifestar  que  Colom¬ 
bia  tenía  una  palabra  que  decir  sobre  el  asunto,  y  que  esa 
palabra  podía  ser  de  mucha  importancia  para  el  gobierno  de 
los  Estados  Unidos.  Mis  instrucciones  eran  vagas  y  generales, 
como  era  natural,  puesto  que  en  Bogotá  no  se  conocía  sino 
de  una  manera  muy  imperfecta  el  estado  de  la  cuestión.  Pedir 
nuevas  y  precisas  instrucciones  era  imposible  por  el  cable, 
que  funcionaba  a  la  sazón  de  una  manera  muy  irregular,  con 


—  222  — 


interrupciones  largas  y  frecuentes;  y  el  asunto  era  de  días, 
quizá  de  horas.  La  táctica  no  podía  ser  otra  que  la  de  promo¬ 
ver  una  agitación  por  medio  de  la  prensa,  hacer  que  se  vol¬ 
viera  a  hablar  de  Panamá,  que  se  supiera  que  las  objeciones 
de  la  comisión  ístmica  podían  ser  removidas  y  que  Colombia 
estaba  pronta  a  satisfacer,  en  lo  posible,  los  deseos  del  go¬ 
bierno  americano;  todo  ello  sin  comprometer  nada  de  manera 
oficial.  Tal  fue  el  origen  de  las  especies  propaladas  en  aque¬ 
llos  días  de  febril  ansiedad  por  muchos  de  los  periódicos  de 
este  país.  No  pocas  de  aquellas  especies  eran  absurdas;  pero 
yo  no  podía,  sin  comprometer  el  resultado  inmediato,  entrar 
en  polémicas,  ni  en  rectificaciones  imposibles  de  hacer  en  mo¬ 
mentos  en  que  nada  se  debía  precisar.  Bien  me  hice  yo  cargo 
del  efecto  que  habría  de  producirse  en  Colombia,  donde  la 
neurosis  es  enfermedad  endémica:  pero  como  el  peligro  in¬ 
mediato  no  estaba  allá  sino  aquí,  resolví  aceptar  las  respon¬ 
sabilidades.  Ello  ha  sido  y  seguirá  siendo  materia  de  censuras 
contra  mí;  pero  tengo  el  convencimiento  de  que  se  prestó  un 
servicio  importante. 

Pasada  aquella  crisis,  mis  esfuerzos  se  han  contraído  a 
atraer  simpatías  y  apoyos  eficaces  en  favor  de  la  vía  de  Pa¬ 
namá  entre  personas  de  representación  social  y  política,  va¬ 
liéndome  para  ello  de  conferencias  orales,  de  cartas,  de  entre¬ 
vistas  constantes  con  representantes  de  la  prensa,  y  de  todos 
los  medios  que  han  estado  a  mi  alcance,  dedicando  a  este 
asunto  todo  mi  tiempo.  Los  resultados  obtenidos  son  patentes 
para  todos  los  que  hayan  podido  seguir  con  atención  el  mo¬ 
vimiento  periodístico  de  este  país;  de  tal  suerte  que  hoy  no 
sólo  prevalece  ya  la  indiferencia  o  la  marcada  antipatía  res¬ 
pecto  al  canal  de  Panamá,  sino  que  aquellos  sentimientos, 
antes  generales,  se  han  trocado  en  otros  muy  distintos  que 
permitirán  una  discusión  más  serena  y  menos  preocupada  en 
el  próximo  congreso;  sin  que  esto  quiera  decir  que  no  existen 
todavía  muy  fuertes  y  muy  tenaces  sostenedores  y  campeones 
del  proyecto  de  Nicaragua. 

Ahora,  si  como  es  de  esperarse,  la  comisión  ístmica  presen¬ 
ta  un  informe  con  mayor  libertad,  aprovechando  para  ello  el 
cambio  efectuado  en  la  opinión  pública,  lo  natural  es  suponer 
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que  el  efecto  sea  decisivo  en  favor  nuestro,  siempre,  por  su¬ 
puesto,  que  la  mencionada  comisión  tenga  probabilidades  de 
llegar  a  un  arreglo  con  el  gobierno  de  Colombia.  Este  es  el 
punto  que  allá  deben  estudiar  y  resolver. 

Washington,  D.  C.,  junio  25  de  1901. 

Carlos  Martínez  Silva 


PROYECTO 

DE  TRATADO  PRESENTADO  POR  EL  INFRASCRITO,  ENVIADO  EX¬ 
TRAORDINARIO  Y  MINISTRO  PLENIPOTENCIARIO  DE  LA  REPÚBLICA 
DE  COLOMBIA,  SOBRE  LAS  BASES  FORMULADAS  POR  LA  COMISIÓN 
DEL  CANAL  ÍSTMICO  PARA  LA  CONSTRUCCIÓN  DE  UN  CANAL  INTER¬ 
OCEÁNICO  POR  LA  RUTA  DE  PANAMÁ,  Y  DIRECCIÓN  DE  UN  FERRO¬ 
CARRIL,  Y  EN  DESARROLLO  DEL  ARTÍCULO  35  DEL  TRATADO  DE 
1846-48,  VIGENTE  ENTRE  LAS  DOS  NACIONES 

ARTICULO  I 

El  gobierno  de  Colombia  autorizará  a  la  compañía  nueva 
del  canal  de  Panamá  para  vender  y  traspasar  todos  sus  dere¬ 
chos,  franquicias,  propiedades  y  concesiones  al  gobierno  de 
los  Estados  Unidos;  de  manera  que,  una  vez  verificado  dicho 
traspaso,  el  gobierno  de  los  Estados  Unidos  tenga  un  título 
claro  y  perfecto  para  abrir,  administrar,  manejar  y  proteger 
el  canal  que  se  construya  por  la  actual  ruta  de  Panamá  o  por 
cualquiera  otra  parte  dentro  del  territorio  de  Colombia.  En 
virtud  de  dicho  traspaso,  el  gobierno  de  los  Estados  Unidos 
adquirirá  todos  los  derechos  de  la  nueva  compañía  del  canal 
de  Panamá  respeto  de  Colombia  y  conforme  a  la  ley  de  la 
respectiva  concesión.  Pero  es  entendido  que  Colombia  se  re¬ 
serva  todos  sus  derechos  a  las  acciones  privilegiadas  en  el  ca¬ 
pital  de  la  compañía  nueva  del  canal  de  Panamá  a  que  se  re¬ 
fiere  el  artículo  4.°  del  contrato  de  10  de  diciembre  de  1890, 
las  cuales  acciones  serán  pagadas  a  la  par  por  su  valor  no¬ 
minal. 

El  gobierno  de  Colombia  conviene  también  en  autorizar  a 
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la  compañía  nueva  del  canal  de  Panamá  para  vender  y  tras¬ 
pasar  al  gobierno  de  los  Estados  Unidos  sus  acciones  o  parte 
de  ellas  en  la  empresa  del  ferrocarril  de  Panamá,  o  la  propie¬ 
dad,  derechos  y  privilegios  de  la  mencionada  compañía  del 
ferrocarril,  junto  con  todos  los  contratos  de  concesión  conclui¬ 
dos  entre  Colombia  y  la  dicha  compañía  del  ferrocarril;  y 
conviene  asimismo  en  que  la  dicha  compañía  (y  los  Estados 
Unidos  como  dueños  de  la  empresa)  queden  en  adelante  libres 
de  todas  las  obligaciones  inherentes  a  la  mencionada  conce¬ 
sión,  excepto  en  cuanto  al  pago,  a  su  vencimiento,  de  los 
bonos  emitidos  por  dicha  compañía  y  que  se  hallen  en  circu¬ 
lación,  siendo  entendido  que  la  compensación  anual  de  seis¬ 
cientos  mil  dollars  ($  600.000)  oro  americano,  de  que  adelante 
se  hablará,  comprende  e  incluye  las  obligaciones  de  la  compa¬ 
ñía  del  ferrocarril,  con  la  excepción  indicada. 

ARTICULO  II 

El  canal  a  que  se  refiere  el  artículo  anterior  destinado  a 
comunicar  los  océanos  Atlántico  y  Pacífico,  tendrá  la  suficiente 
capacidad  y  profundidad  para  dar  paso  a  los  buques  de  mayor 
tonelaje  y  calado  de  los  que  se  usan  hoy  en  el  comercio;  ex¬ 
tendiéndose  la  concesión  hecha  al  gobierno  de  los  Estados 
Unidos  para  abrir  el  canal  a  la  construcción  de  vías  férreas,  te¬ 
legráficas  y  telefónicas,  y  de  todas  aquellas  obras  auxiliares 
que  puedan  ser  necesarias  y  convenientes  para  la  construcción, 
conservación  y  manejo  del  mismo  canal. 

ARTICULO  III 

Para  que  el  gobierno  de  los  Estados  Unidos  pueda  ejercer 
los  derechos  y  privilegios  concedidos  en  los  artículos  preceden¬ 
tes,  la  república  de  Colombia  concede  a  dicho  gobierno  el  uso 
a  una  zona  de  terreno,  a  lo  largo  del  proyectado  canal,  de  cin¬ 
co  kilómetros  de  ancho  a  cada  lado  de  la  vía,  medidos  desde 
su  línea  central,  por  el  término  de  cien  años;  que  puede  pro¬ 
rrogarse,  a  opción  absoluta  de  los  Estados  Unidos,  por  períodos 
sucesivamente  iguales,  por  tiempo  ilimitado;  pero  en  este  caso 
la  compensación  anual,  de  que  adelante  se  hablará,  aumentará 
por  cada  período  sucesivo  en  una  suma  igual  al  tres  por  ciento 
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en  cada  caso  sobre  la  suma  de  la  compensación  correspondien¬ 
te  al  período  precedente. 

Esta  faja  comprenderá  el  grupo  de  las  islas  pequeñas  en  la 
bahía  de  Panamá,  llamadas  Perico,  Naos  y  Flamenco,  y  tam¬ 
bién  hasta  diez  brazas  de  agua  en  la  bahía  de  Limón;  pero  de 
dicha  faja  quedarán  excluidas  las  dos  ciudades  de  Panamá  y 
de  Colón  por  sus  respectivos  ejidos,  conforme  a  las  ordenan¬ 
zas  vigentes  del  departamento  de  Panamá,  con  derecho  al  uso 
conjuntamente  con  la  empresa  del  canal,  de  sus  respectivos 
puertos.  Esta  concesión  no  invalidará  los  títulos  o  derechos  de 
los  propietarios  territoriales  en  la  dicha  faja  de  terreno  e  islas 
mencionadas;  ni  embarazará  el  uso  de  las  vías  públicas  que 
comuniquen  a  Panamá  v  Colón  con  el  resto  del  departa¬ 
mento. 

Todas  las  disposiciones  del  artículo  35  del  tratado  de  1846-48 
celebrado  entre  las  partes  contratantes  seguirán  aplicándose  en 
toda  su  fuerza  y  vigor  a  las  ciudades  de  Panamá  y  Colón  y 
tierras  accesorias,  situadas  dentro  de  la  dicha  zona,  y  el  terri¬ 
torio  en  ella  comprendido  será  neutral.  El  gobierno  de  los 
Estados  Luidos  continuará  garantizando  aquella  neutralidad  y 
la  soberanía  de  Colombia,  como  se  estipula  en  el  mencionado 
artículo  35;  V  a  fin  de  dar  desarrollo  a  esta  disposición  y  a  las 
miras  del  tratado,  para  asegurar  la  paz,  la  seguridad  y  el  orden 
en  dicho  canal,  con  sus  obras  auxiliares,  y  en  favor  de  las 
personas  y  propiedades  que  de  él  se  sirvan,  se  establecerá  una 
comisión  mixta  por  los  gobiernos  de  Colombia  y  los  Estados 
Unidos  encargada  de  dictar  y  hacer  cumplir  los  reglamentos 
sanitarios  y  de  policía  que  deberán  observarse  en  dichas  ciu¬ 
dades. 

ARTICULO  IV 

La  república  de  Colombia  autoriza  al  gobierno  de  los  Es¬ 
tados  Unidos  para  construir  y  mantener  en  cada  una  de  las 
bocas  y  términos  del  proyectado  canal  un  puerto  para  los  bu¬ 
ques  que  de  él  se  sirvan,  con  los  faros  necesarios  y  otros 
auxiliares  para  la  navegación,  y  el  gobierno  de  los  Estados 
Unidos  queda  autorizado  para  usar  y  ocupar,  dentro  de  los 
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límites  de  la  zona  señalada  en  el  artículo  III,  aquellas  partes 
de  la  línea  costanera  y  de  las  tierras  e  islas  adyacentes  que 
sean  necesarias  para  este  objeto,  incluyendo  la  construcción 
y  conservación  de  tajamares,  escolleras,  dársenas,  malecones, 
depósitos  de  carbón,  muelles  y  otras  obras  apropiadas.  La  cons¬ 
trucción  y  conservación  de  dichas  obras  serán  de  .  cargo  del 
gobierno  de  los  Estados  Unidos,  y  los  puertos  una  vez  estable¬ 
cidos,  cuyos  límites  se  demarcarán  con  toda  precisión,  se  de¬ 
clararán  libres. 

Para  los  efectos  de  este  artículo  el  gobierno  de  los  Esta¬ 
dos  Unidos  se  compromete  a  dar  preferente  atención  y  cuida¬ 
do  al  mantenimiento  de  obras  de  desagüe,  sanidad  y  aseo  en 
el  curso  del  canal  y  de  sus  dependencias  con  el  fin  de  im¬ 
pedir  la  aparición  y  desarrollo  de  epidemias  y  de  promover 
su  pronta  cesación  en  caso  de  que  aparezcan.  A  este  efecto,  el 
gobierno  de  los  Estados  Unidos  mantendrá  hospitales  en  la 
línea  del  canal  y  dotará  a  las  ciudades  de  Panamá  y  de  Colón 
de  los  acueductos  y  obras  necesarias,  con  el  objeto  de  impe¬ 
dir  que  dichas  ciudades,  por  su  proximidad  a  la  ruta  del  canal, 
vengan  a  ser  focos  de  infección.  El  gobierno  de  Colombia  pro¬ 
veerá  a  la  adquisición  de  los  terrenos  necesarios  en  las  ciuda¬ 
des  de  Panamá  y  Colón  con  tal  objeto,  y  el  gobierno  de  los 
Estados  Unidos  queda  autorizado  para  fijar  y  cobrar  derechos 
equitativos  por  el  servicio  de  aguas  por  el  término  de  cin¬ 
cuenta  años,  pasados  los  cuales  el  uso  del  agua  será  gratuito 
para  los  habitantes  de  Panamá  y  Colón,  excepto  en  cuanto  a 
los  vastos  necesarios  para  la  conservación  de  dichos  acue¬ 
ductos. 

ARTICULO  V 

La  república  de  Colombia  se  compromete  a  no  ceder  ni 
arrendar  a  ningún  gobierno  extranjero  ninguna  de  las  islas  y 
puertos  que  están  dentro  de  la  bahía  de  Panamá  o  en  lugares 
adyacentes;  ni  sobre  la  costa  atlántica  colombiana  entre  el  río 
Atrato  y  el  límite  occidental  del  departamento  de  Panamá, 
con  el  fin  de  establecer  fortificaciones,  estaciones  navales,  de¬ 
pósitos  de  carbón,  puestos  militares,  diques  u  otras  obras  que 
puedan  entorpecer  la  construcción,  conservación  y  manejo  y 


227  — 


libre  uso  del  canal  y  de  sus  obras  auxiliares.  A  fin  de  dar 
eficacia  a  esta  obligación,  el  gobierno  de  los  Estados  Unidos 
prestará  mano  fuerte  al  de  Colombia,  llegado  el  casu,  para 
impedir  la  ocupación  de  las  mencionadas  islas  y  puertos,  ga¬ 
rantizando  la  soberanía,  independencia  e  integridad  de  dicha 
parte  del  territorio  nacional. 

ARTICULO  VI 

La  república  de  Colombia  incluye  en  la  precedente  con¬ 
cesión  el  derecho,  sin  obstáculo,  costo  o  impedimento  alguno 
a  la  libre  navegación  y  uso  de  todas  las  vías  fluviales,  na¬ 
turales  o  artificiales,  dentro  de  la  jurisdicción  y  dominio  de 
la  república,  en  el  departamento  de  Panamá,  que  puedan  ser 
necesarias  o  convenientes  para  la  construcción,  conservación 
y  manejo  del  canal  y  de  sus  obras  auxiliares,  incluyendo  el 
derecho  de  alzar  y  de  bajar  los  niveles  de  las  aguas  y  de  des¬ 
viarlas,  así  como  de  rectificar  y  navegar  cualquiera  de  dichas 
vías  fluviales,  lagos  y  lagunas.  Todos  los  daños  que  se  causen 
a  las  propiedades  particulares  por  inundaciones,  desviación  de 
las  aguas  o  de  cualquiera  otra  manera,  provenientes  de  la 
construcción  y  servicio  del  canal,  se  determinarán  y  aprecia¬ 
rán,  en  cada  caso,  por  una  comisión  mixta  nombrada  por  los 
dos  gobiernos  de  Colombia  y  los  Estados  Unidos,  y  se  pagarán 
por  el  gobierno  de  los  Estados  Unidos. 

ARTICULO  VII 

El  gobierno  de  Colombia  declara  libres  y  francos  en  todo 
tiempo  los  puertos  de  uno  y  de  otro  extremo  del  canal  y  las 
aguas  de  éste:  de  manera  que  no  se  cobrarán  por  el  gobierno 
de  Colombia  derechos  de  aduana,  tonelaje,  anclaje,  faro,  mue¬ 
lle,  pilotaje,  cuarentena  o  cualquiera  otro  impuesto  o  derecho 
de  ninguna  clase  sobre  los  buques  que  atraviesen  el  canal  o 
que  pertenezcan  al  gobierno  de  los  Estados  Unidos  o  sean 
empleados  por  él,  directa  o  indirectamente,  en  conexión  con 
la  construcción,  conservación  y  manejo  de  la  obra  principal  o 
de  sus  auxiliares,  ni  sobre  la  carga,  oficiales,  tripulación  o  pa¬ 
sajeros  de  tales  buques,  por  ser  la  intención  de  este  convenio 
que  a  todos  los  buques  y  su  carga,  empleados,  tripulantes  o 
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pasajeros  se  les  permita  el  uso  y  tránsito  del  canal  y  de  los 
puertos  que  a  él  conducen  sin  estar  sometidos  a  otros  im¬ 
puestos  y  derechos  que  a  los  que  fije  el  gobierno  de  los  Es¬ 
tados  Unidos  por  el  uso  del  canal  y  de  sus  dependencias,  de¬ 
rechos  que  en  todo  caso  serán  iguales  para  los  buques  de 
todas  las  naciones.  Los  puertos  del  canal  serán  asimismo  fran¬ 
cos  y  libres  para  el  comercio  universal,  y  no  se  podrá  cobrar 
en  ellos  derecho  alguno,  excepto  sobre  las  mercancías  desti¬ 
nadas  a  ser  introducidas  para  el  consumo  del  resto  de  la  re¬ 
pública  o  del  departamento  de  Panamá  y  sobre  los  buques 
que  toquen  en  los  puertos  de  Panamá  y  de  Colón  y  que  no 
vayan  con  destino  a  atravesar  el  canal.  Los  dichos  puertos  es¬ 
tarán,  en  consecuencia,  abiertos  para  la  importación;  pero  en 
ellos  se  establecerán  las  aduanas  y  resguardos  que  el  gobier¬ 
no  de  Colombia  juzgue  convenientes  para  cobrar  los  derechos 
de  introducción  de  los  objetos  destinados  a  otros  puertos  de 
la  república,  y  para  velar  que  no  se  baga  contrabando.  El 
gobierno  de  los  Estados  Unidos  podrá  servirse  de  los  puertos 
situados  en  las  dos  extremidades  del  canal  para  el  anclaje, 
reparación  de  los  buques,  embarque,  depósito,  trasbordo  y 
desembarque  de  las  mercancías  que  vayan  de  tránsito  o  que 
se  destinen  al  servicio  del  canal. 

ARTICULO  VIII 

No  se  impondrán  contribuciones  nacionales,  municipales, 
departamentales  ni  de  ninguna  otra  clase  sobre  el  canal,  los 
buques  que  por  él  transiten,  los  remolcadores  y  buques  al  ser¬ 
vicio  del  mismo  canal,  sus  almacenes,  talleres,  oficinas,  habi¬ 
taciones  de  obreros,  fábricas  de  cualquier  naturaleza  que  sean, 
depósitos,  muelles,  máquinas  y  demás  obras,  propiedades  y 
efectos  que  pertenezcan  a  la  empresa  del  canal  y  que  se  ne¬ 
cesiten  para  el  servicio  del  mismo  canal  y  de  sus  dependen¬ 
cias.  ya  estén  situadas  dentro  de  las  ciudades  de  Panamá  y  de 
Colón,  o  en  cualquier  otro  lugar  autorizado  por  las  disposi¬ 
ciones  de  este  contrato.  Tampoco  se  podrán  imponer  contri¬ 
buciones  o  cargas  de  carácter  personal  de  ninguna  especie 
sobre  los  empleados,  oficiales,  trabajadores  o  demás  indivi¬ 
duos  destinados  al  servicio  del  canal  y  de  sus  dependencias. 
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ARTICULO  IX 

Es  entendido  que  las  líneas  telegráficas  y  telefónicas  que 
se  establezcan  para  el  servicio  del  canal  podrán  usarse,  me¬ 
diante  arreglos  equitativos,  para  el  servicio  público  y  privado, 
en  conexión  con  las  líneas  de  Colombia  y  de  las  demás  re¬ 
públicas  del  continente  y  con  las  de  las  compañías  de  cables 
autorizadas  para  funcionar  en  los  puertos  y  territorios  de  di¬ 
chas  repúblicas:  pero  los  despachos  oficiales  del  gobierno  de 
Colombia  y  de  las  autoridades  del  departamento  de  Panamá 
no  pagarán  por  el  servicio  de  dichas  líneas  derechos  más  altos 
de  los  que  se  cobren  a  los  empleados  del  gobierno  de  los  Es¬ 
tados  Unidos. 

ARTICULO  X 

El  gobierno  de  Colombia  permitirá  la  inmigración  y  el 
libre  acceso  a  los  terrenos  y  talleres  de  la  empresa  del  canal 
de  todos  los  empleados  y  obreros,  cualquiera  que  sea  su  na¬ 
cionalidad,  contratados  para  las  obras  del  mismo  canal  y  de 
sus  dependencias,  con  sus  respectivas  familias;  y  todas  estas 
personas  estarán  libres  y  exentas  del  servicio  militar  en  la 
república  de  Colombia. 


ARTICULO  XI 

El  gobierno  de  los  Estados  Unidos  podrá  importar  en  todo 
tiempo  a  dicha  zona  del  canal,  sin  pagar  derechos  de  aduana 
o  de  cualquier  otra  especie  y  sin  limitación  alguna,  los  bu¬ 
ques,  dragas,  locomotoras,  carros,  maquinaria,  herramientas, 
explosivos,  materiales  de  construcción,  provisiones  de  boca  y 
otros  artículos  necesarios  y  convenientes  para  los  oficiales, 
empleados  mecánicos  y  obreros  del  servicio  del  canal  y  para 
sus  respectivas  familias,  dentro  de  la  zona  mencionada.  Si  al¬ 
gunos  de  dichos  artículos  se  destinaren  al  consumo  fuera  de 
la  zona,  quedarán  sometidos  a  los  mismos  derechos  de  im¬ 
portación  o  de  consumo  que  se  cobren,  conforme  a  las  leyes 
de  Colombia  o  a  las  ordenanzas  del  departamento  de  Panamá 
sobre  artículos  semejantes  o  iguales. 
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ARTICULO  XII 

El  gobierno  de  los  Estados  Unidos  tendrá  el  derecho  de 
mantener,  en  la  referida  zona  del  canal,  la  fuerza  de  policía 
que  sea  necesaria  para  protegerlo  y  darle  seguridad,  así  como 
para  conservar  el  orden  y  la  disciplina  entre  los  trabajadores 
y  las  demás  personas  que  afluyan  a  la  mencionada  localidad 
por  razón  de  los  trabajos  de  la  empresa,  y  para  impedir  que 
de  allí  se  perturben  la  paz  y  el  orden  en  el  territorio  adya¬ 
cente.  Los  dos  gobiernos  de  Colombia  y  de  los  Estados  Unidos 
acordarán  los  reglamentos  necesarios  y  especiales,  sanitarios 
y  de  policía,  que  habrán  de  ponerse  en  vigencia  en  dicha  zona 
para  los  fines  indicados,  así  como  para  la  captura  y  entrega 
de  los  criminales  a  las  autoridades  respectivas;  y  los  emplea¬ 
dos  o  agentes  de  policía  del  gobierno  de  los  Estados  Unidos 
conocerán,  por  delegación  del  gobierno  de  Colombia,  de  las 
contravenciones  a  dichos  reglamentos,  y  harán  eficaces  las  re¬ 
soluciones  que  para  tales  casos  se  dicten,  aplicando  las  penas 
correspondientes;  pero  en  todos  aquellos  casos  en  que  sean 
parte  ciudadanos  colombianos,  éstos  tendrán  derecho  de  ape¬ 
lar  ante  la  comisión  mixta  de  que  se  trata  en  el  artículo  III. 

ARTICULO  XIII 

De  conformidad  con  la  última  parte  del  presente  artículo 
y  en  los  mismos  términos,  se  dictarán  reglamentos  y  procedi¬ 
mientos  especiales  y  se  nombrarán  empleados,  también  espe¬ 
ciales,  por  el  gobierno  de  los  Estados  Unidos  para  decidir  so¬ 
bre  las  controversias  que  se  susciten  respecto  a  los  contratos 
que  se  celebren  relativos  a  la  construcción  y  manejo  del  canal 
y  de  sus  obras  y  dependencias,  así  como  para  el  juzgamiento 
y  castigo  de  los  delitos  que  se  cometan  dentro  de  la  dicha 
zona  del  canal;  pero  en  todos  aquellos  casos  que  no  se  refie¬ 
ran  a  meras  infracciones  de  policía,  y  en  las  que  se  ventilen 
intereses  de  personas  o  entidades  colombianas,  en  causas  civi¬ 
les  o  criminales,  podrá  interponerse  por  éstas  el  recurso  de 
apelación  para  ante  el  tribunal  superior  de  Panamá,  en  la 
forma  y  términos  que  se  determinarán  posteriormente  por 
ambas  partes  contratantes. 
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ARTICULO  XIV 

La  obra  del  canal  con  sus  dependencias  se  declara  de  uti¬ 
lidad  pública,  y,  en  consecuencia,  el  gobierno  de  Colombia  se 
compromete  a  expropiar,  conforme  a  sus  leyes,  las  tierras  que 
sean  necesarias  para  la  construcción,  conservación  y  manejo 
del  mismo  canal.  El  cargo  de  estas  expropiaciones  será  de  car¬ 
go  del  gobierno  de  los  Estados  Unidos,  tomándose  en  cuenta 
para  el  avalúo  de  dichas  tierras  el  precio  de  ellas  antes  de 
principiarse  los  trabajos  del  canal. 

ARTICULO  XV 

La  república  de  Colombia  concede  a  los  Estados  Unidos  el 
uso  de  todos  los  puertos  de  la  república  abiertos  al  comercio, 
como  lugares  de  refugio  para  cualesquiera  buques  empleados 
en  las  obras  del  canal,  y  para  todos  aquellos  que,  hallándose 
en  las  mismas  circunstancias  de  arribada  forzada,  vayan  desti¬ 
nados  a  atravesar  el  canal  y  necesiten  anclar  en  dichos  puer¬ 
tos.  El  gobierno  de  Colombia  no  cobrará  derecho  alguno  de 
tonelaje  o  de  anclaje  sobre  dichos  buques. 

ARTICULO  XVI 

El  canal,  una  vez  construido  y  las  bocas  que  le  den  entra¬ 
da,  serán  perpetuamente  neutrales  y  estarán  abiertas  en  igua¬ 
les  condiciones  a  los  buques  de  todas  las  naciones,  con  tarifas 
uniformes  de  tonelaje  y  demás  derechos  que  puedan  cobrarse 
conforme  a  este  tratado;  todo  de  acuerdo  con  las  estipulacio¬ 
nes  del  tratado  concluido  en  18  de  noviembre  de  1901  entre 
el  gobierno  de  los  Estados  Unidos  y  el  de  la  Gran  Bretaña, 
conocido  con  el  nombre  de  Hay-Pauncefote. 

ARTICULO  XVII 

El  gobierno  de  Colombia  se  reserva  el  derecho  de  pasar 
por  el  canal  sus  buques,  tropas  y  municiones  de  guerra  en 
todo  tiempo  sin  pagar  derecho  alguno.  También  tendrá  dere¬ 
cho  a  libre  tránsito  por  el  canal  y  por  el  camino  de  hierro 
auxiliar  para  los  hombres  destinados  al  servicio  de  la  república 
de  Colombia  o  al  departamento  de  Panamá  o  al  servicio  de 
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la  policía,  con  el  objeto  de  atender  a  la  seguridad  exterior  o 
a  la  conservación  del  orden  público,  con  sus  equipajes,  per¬ 
trechos,  armamentos  y  vestuarios. 

ARTICULO  XVIII 

El  gobierno  de  los  Estados  Unidos  tendrá  pleno  derecho  y 
autoridad  para  dictar  y  hacer  efectivos  los  reglamentos  nece¬ 
sarios  para  el  uso  del  canal,  de  los  puertos  que  a  él  den  en¬ 
trada  y  de  sus  obras  auxiliares,  y  para  fijar  las  tarifas  y  derechos 
sobre  los  buques  y  su  carga  y  sus  pasajeros  conforme  a  lo  es¬ 
tipulado  en  el  artículo  XVI. 

ARTICULO  XIX 

Las  tierras  baldías  concedidas  a  la  compañía  nueva  del 
canal  de  Panamá  en  virtud  de  las  estipulaciones  contenidas 
en  el  artículo  IV  de  su  concesión  y  adquiridas  por  los  Estados 
Unidos  por  obra  del  traspaso  de  los  derechos  de  la  compañía 
nueva  del  canal  de  Panamá  a  los  Estados  Unidos,  y  que  se 
hallen  situadas  fuera  de  la  zona,  serán  poseídas,  conservadas, 
transferidas  y  consideradas  en  todo  respecto,  como  si  pertene¬ 
cieran  a  individuos  o  a  asociaciones  privadas,  sometidas  a  las 
leyes  de  Colombia  y  regidas  por  ellas,  sin  que  los  Estados  Uni¬ 
dos  puedan  pretender  ni  ejercer  derecho  alguno  de  soberanía 
sobre  dichas  tierras. 

ARTICULO  XX 

Si,  en  virtud  de  cualquier  tratado  existente  entre  la  repú¬ 
blica  de  Colombia  y  una  tercera  potencia,  hubiere  privilegios 
o  concesiones  relativas  a  una  vía  interoceánica  que  favorezcan 
a  dicha  tercera  potencia  y  que  sean  incompatibles  con  los  tér¬ 
minos  del  presente  convenio,  la  república  de  Colombia  se  com¬ 
promete  a  cancelar  o  modificar  tal  tratado  en  la  forma  debi¬ 
da,  haciendo  a  la  dicha  tercera  potencia  la  notificación  del 
caso  dentro  de  cuatro  meses  contados  desde  la  fecha  del  canje 
de  este  tratado;  y  si  el  supuesto  tratado  no  tuviese  cláusula 
de  caducidad,  la  república  de  Colombia  se  compromete  a  pro¬ 
curar  su  modificación  o  enmienda  de  modo  que  no  exista 
conflicto  alguno  con  las  estipulaciones  aquí  establecidas. 
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ARTICULO  XXI 

Los  derechos  y  privilegios  concedidos  por  la  república  de 
Colombia  a  los  Estados  Unidos  en  los  precedentes  artículos  se 
reputan  libres  de  anteriores  concesiones  o  privilegios  a  otros 
gobiernos,  corporaciones,  sindicatos  o  individuos;  y,  en  con¬ 
secuencia,  si  ocurriere  una  reclamación  cualquiera  con  motivo 
de  dichas  concesiones  y  privilegios,  los  reclamantes  acudirán 
al  gobierno  de  Colombia  y  no  al  de  los  Estados  Unidos  para 
la  indemnización  o  arreglo  a  que  hubiere  lugar. 

ARTICULO  XXII 

El  gobierno  de  Colombia  renuncia  a  la  participación  que 
pudiera  corresponderle  en  los  productos  futuros  del  canal,  fija¬ 
dos  en  el  artículo  XV  del  contrato  con  la  compañía  universal 
del  canal  de  Panamá;  e  igualmente  renuncia  desde  ahora  y 
para  entonces  a  todos  los  derechos  reservados  en  la  misma 
concesión  y  que  habrían  de  corresponder  a  Colombia  al  expirar 
el  término  de  noventa  y  nueve  años  del  privilegio  concedido 
a  la  misma  compañía. 


ARTICULO  XXIII 

Si  llegase  a  ser  necesario  en  algún  tiempo  el  empleo  de 
fuerza  armada  para  la  seguridad  o  protección  del  canal  o  de 
los  buques  que  de  él  se  sirvan,  la  república  de  Colombia  se 
compromete  a  hacer  uso  de  la  fuerza  necesaria  para  tal  objeto 
según  las  circunstancias;  pero  si  el  gobierno  de  Colombia  no 
pudiera  atender  a  este  compromiso  debidamente,  el  de  los  Es¬ 
tados  Unidos,  con  el  consentimiento  o  a  solicitud  del  de  Co¬ 
lombia  o  del  ministro  de  ella  en  Washington,  o  de  la  autori¬ 
dad  local,  civil  o  militar,  legalmente  nombrada,  empleará  la 
fuerza  indispensable  para  este  solo  objeto;  y  tan  pronto  como 
cese  la  necesidad,  se  retirará  la  fuerza  empleada.  En  casos  ex¬ 
cepcionales,  sin  embargo,  de  peligro  no  previsto  o  inminente 
para  el  dicho  canal  o  para  las  vidas  o  propiedades  de  las  per¬ 
sonas  destinadas  a  los  trabajos  del  canal,  el  gobierno  de  los 
Estados  Unidos  queda  autorizado  para  obrar  en  el  sentido  de 
su  protección  sin  necesidad  del  consentimiento  previo  del  go- 
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bierno  de  Colombia,  al  cual  dará  oportuno  aviso  de  las  medi¬ 
das  adoptadas  con  el  objeto  indicado. 

ARTICULO  XXIV 

Los  derechos  y  privilegios  concedidos  a  los  Estados  Uni¬ 
dos  por  los  términos  de  esta  convención  no  afectarán  la  sobe¬ 
ranía  de  la  república  de  Colombia  sobre  el  territorio  dentro 
de  cuyos  límites  habrán  de  ejercerse  tales  derechos  y  privile¬ 
gios.  El  gobierno  de  los  Estados  Unidos  reconoce,  en  un  todo, 
esta  soberanía,  y  rechaza  toda  pretensión  de  menoscabarla  de 
una  manera  cualquiera,  o  de  aumentar  su  territorio  a  expen¬ 
sas  de  Colombia  o  de  cualquiera  de  las  repúblicas  de  Centro  o 
Sur  América;  deseando,  por  el  contrario,  robustecer  el  poder  de 
las  repúblicas  en  este  continente  y  de  promover,  desarrollar 
y  conservar  su  prosperidad  e  independencia. 

ARTICULO  XXV 

El  gobierno  de  los  Estados  Unidos  se  compromete  a  com¬ 
pletar  los  trabajos  preliminares  para  la  apertura  del  canal  y 
de  sus. obras  auxiliares  a  la  mayor  brevedad  posible,  y  dentro 
de  dos  años,  contados  desde  el  canje  de  este  tratado,  comen¬ 
zará  la  obra  efectiva  en  el  canal  mismo,  el  cual  deberá  estar 
abierto  al  comercio  entre  los  dos  océanos  doce  años  después. 
En  caso,  sin  embargo,  de  que  se  presenten  dificultades  y  obs¬ 
táculos  en  la  construcción  del  canal,  imposibles  de  prever 
ahora,  en  consideración  a  la  buena  fe  con  que  haya  procedido 
el  gobierno  de  los  Estados  Unidos,  a  la  cuantía  de  los  gastos 
ya  hechos  en  la  obra  y  a  la  naturaleza  de  las  dificultades  con 
que  se  hubiere  tropezado,  el  gobierno  de  Colombia  prorrogará 
el  término  señalado  en  este  artículo,  en  cuanto  él  sea  justo  y 
necesario,  para  la  terminación  del  canal. 

ARTICULO  XXVI 

En  reconocimiento  y  como  compensación  de  los  privilegios, 
derechos,  exenciones,  concesiones  y  facilidades  de  toda  clase 
otorgados  al  gobierno  de  los  Estados  Unidos  por  el  presente, 
no  menos  que  por  el  exceso  de  gastos  en  el  servicio  público 
administrativo  y  militar  del  departamento  de  Panamá,  por  la 
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afluencia  de  trabajadores  y  pobladores  en  la  línea  del  canal  y 
sus  inmediaciones,  dicho  gobierno  se  obliga  a  pagar  al  de  Co¬ 
lombia,  durante  el  término  de  esta  concesión,  una  anualidad 
de  seiscientos  mil  dollars  (S  600.000)  oro  americano,  con  el 
aumento  fijado  en  la  primera  parte  del  artículo  III,  a  contar 
desde  el  l.°  de  enero  inmediato  a  la  fecha  de  canje  de  este 
tratado.  De  esta  anualidad  corresponderán  cincuenta  mil  do¬ 
llars  ($  50.000)  oro  americano  desde  que  se  empiecen  en  firme 
los  trabajos  del  canal,  al  departamento  de  Panamá,  con  apli¬ 
cación  preferente  a  las  obras  de  policía  y  salubridad  pública 
de  las  ciudades  de  Panamá  y  de  Colón. 

ARTICULO  XXYII 

El  presente  convenio,  después  de  aprobado  por  los  cuer¬ 
pos  legislativos  de  los  dos  países  contratantes,  se  canjeará  en 
Washington  dentro  del  término  de  un  año  contado  desde  la 
fecha. 

Carlos  Martínez  Silva 


COMENTARIOS  DE  HERNANDO  MARTÍNEZ 

SANTAMARÍA  (1) 

DOCUMENTOS 

RESEÑA  HISTÓRICA  DEL  ISTMO  DE  PANAMÁ  Y  DEL  CANAL 
DEL  MISMO  NOMBRE 

Con  el  fin  de  comprender  las  últimas  actuaciones  de  Co¬ 
lombia  en  relación  con  la  construcción  del  canal  de  Panamá, 
es  preciso  traer  a  la  memoria  los  principales  antecedentes  his¬ 
tóricos,  geográficos  y  políticos  del  istmo  y  echar  una  ojeada 
retrospectiva  sobre  el  origen  y  desarrollo  de  la  idea  de  abrir 
un  canal  que  comunicase  los  océanos  Atlántico  y  Pacífico.  Al 
desconocer  tales  antecedentes,  no  sería  fácil  explicar  el  giro 
que  los  ministros  de  Colombia  en  W  ashington  se  vieron  obli¬ 
gados  a  dar  a  las  negociaciones  sobre  este  delicado  asunto, 
rodeado  de  graves  dificultades  y  de  encontrados  y  valiosos  in¬ 
tereses.  Igualmente  es  preciso  tener  a  la  vista  la  circunstancia, 
muy  desfavorable  por  cierto,  de  que  la  mentada  soberanía  del 
gobierno  central  en  el  antiguo  departamento  de  Panamá  no 
estaba  garantizada  por  el  sentimiento  de  los  habitantes  del 
istmo,  de  amor  a  la  patria  grande.  Los  acorazados  de  los  Es¬ 
tados  Unidos,  en  desarrollo  del  tratado  de  1846  con  Nueva 
Granada,  mantuvieron  en  el  istmo  una  sombra  de  soberanía 
expuesta  a  desaparecer  en  el  mismo  momento  en  que  Colom- 


(1;  Consúltese  el  importante  libro  «Por  qué  caen  los  partidos  políticos,»  pu¬ 
blicado  por  el  señor  Martínez  Santamaría. 


—  238  — 


bia  colocara  sus  intereses  al  frente  de  otros  que  pudieran  pre¬ 
sentar,  en  nombre  de  la  civilización,  las  potencias  que  veían 
en  el  canal  la  piedra  de  unión  o  de  discordia. 

Debido  a  la  excepcional  situación  geográfica  del  istmo  de 
Panamá,  descubierto  por  Rodrigo  de  Bastidas  en  1501,  la  faja 
de  tierra  que  lo  forma  vino  a  convertirse,  desde  la  interven¬ 
ción  de  los  españoles  en  América,  en  centro  privilegiado  de 
las  actividades  comerciales  entre  la  Península  y  sus  nuevas  po¬ 
sesiones.  En  1509  fueron  fundadas  las  poblaciones  de  San  Se¬ 
bastián  y  de  Santa  María  la  Antigua  del  Darién,  por  los  con¬ 
quistadores  Ojeda  y  Enciso,  respectivamente.  En  1503  Colón 
fundó  el  pueblo  de  Belén  a  orillas  del  río  Yebra,  cerca  de  su 
desembocadura.  Tres  meses  tuvo  apenas  de  vida  la  nueva  fun¬ 
dación,  pues  en  abril  del  mismo  año  fue  definitivamente  aban¬ 
donada. 

El  aventurero  Pedro  Arias  de  Avila,  ñriundo  de  Segovia, 
conocido  con  el  sobrenombre  de  «Pedrarias,»  de  astucia  sin 
límites  y  de  carácter  impulsivo,  como  gobernador  de  Castilla 
de  Oro  apresó,  juzgó  y  condenó  a  muerte  a  Vasco  Núñez  de 
Balboa,  descubridor  del  océano  Pacífico  (25  de  septiembre  de 
1513).  La  ejecución  se  llevó  a  cabo  en  el  sitio  llamado  «Acia» 
al  noroeste  de  la  costa  del  Darién.  En  aquel  punto  eran  fre¬ 
cuentes  los  encuentros  de  dos  tribus  rivales  encabezadas  por 
dos  hermanos  que  se  disputaban  la  hegemonía  del  mismo  te¬ 
rritorio.  Consumado  el  sacrificio  de  Balboa,  Arias,  acompa¬ 
ñado  de  400  hombres,  ocupó  un  caserío  indígena  llamado 
«Panamá,»  y  allí  fundó,  en  1519,  la  población  que  en  1521  fue 
elevada  al  rango  de  ciudad  por  Carlos  V,  emperador  de  Ale¬ 
mania  y  rey  de  España. 

Pizarro  preparó  en  ese  sitio  sus  tres  legendarias  expedicio¬ 
nes  al  Perú,  hasta  lograr  su  conquista  en  1531.  Por  allí  pa¬ 
saron,  con  rumbo  a  la  metrópoli,  las  carabelas  que  conducían 
los  ricos  cargamentos  de  oro  y  plata  extraídos  al  imperio  de 
los  incas,  y  fue  puerto  de  tránsito  obligado  a  las  naves  que 
hacían  comercio  entre  Europa  y  América,  Filipinas  e  Indias. 
Presa  de  las  llamas  en  dos  ocasiones  — 1563  y  1564— fue  recons¬ 
truida  nuevamente.  Pero  si  logró  la  nación  sobreponerse  a 
estos  siniestros,  no  le  fue  posible  defenderse  del  célebre  pira- 
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ta  Enrique  Morgan,  quien,  después  de  saquearla,  la  redujo  a 
cenizas  en  enero  de  1671.  Tan  total  fue  su  destrucción  y  tan 
grande  el  pánico  que  se  apoderó  de  sus  habitantes,  que  resol¬ 
vieron  abandonar  sus  ruinas  y  buscar  un  puerto  más  seguro 
en  donde  pudiesen  oponer  murallas  y  fuertes  a  las  constantes 
y  temibles  tentativas  de  los  corsarios,  atraídos  por  la  riqueza 
que  dejaba  allí  el  creciente  comercio  universal.  Cinco  millas 
al  oeste  fue  fundada  en  1673  la  ciudad  que  boy  lleva  el  nom¬ 
bre  de  Panamá. 

El  tráfico  a  través  del  istmo  comenzó  en  1519  entre  la  an¬ 
tigua  ciudad  de  Panamá,  en  el  Pacífico,  y  Nombre  de  Dios, 
en  el  Atlántico,  cruzando  el  río  Chagres  por  el  sitio  llamado 
Venta  Cruz,  que  luégo  tomó  el  nombre  de  Cruces.  Pero  los 
inconvenientes  de  esta  larga  ruta  terrestre  (90  millas',  llena 
de  dificultades  y  peligros  de  todo  género,  dieron  origen  al  fo¬ 
mento  de  nuevas  expediciones  con  el  objeto  de  buscar  la  ima¬ 
ginada  vía  acuática  que  comunicara  los  dos  océanos.  Tánta 
importancia  se  le  dio  a  este  proyecto,  que  el  mismo  Carlos  V 
envió  al  Nuevo  Mundo  a  Gil  González  para  que  sobre  el  te¬ 
rreno  practicase  una  exploración  detenida,  a  fin  de  descubrir 
el  camino  más  corto,  aprovechando  las  corrientes  de  los  ríos 
que  pudiesen  ser  navegables  en  esa  región,  para  ver  de  lograr 
el  paso  de  uno  a  otro  mar  en  condiciones  menos  desfavora¬ 
bles.  Felipe  II  se  opuso  a  tal  medida,  porque  temió  que  al  ser 
realizado  este  pensamiento  podría  ser  causa  de  que  las  colo¬ 
nias  recién  adquiridas  quedasen  al  alcance  de  las  ambiciones 
de  otras  naciones  rivales  de  España  por  aquel  entonces.  No  obs¬ 
tante,  Gil  González  llegó  a  las  costas  de  la  América  Central, 
y  después  de  infructuosas  tentativas  para  encontrar  la  vía  na¬ 
tural  que  permitiese  el  paso  a  sus  dos  carabelas,  resolvió  des¬ 
armarlas  en  el  Atlántico  y  trasladarlas  por  tierra  al  Pacífico, 
a  la  antigua  ciudad  de  Panamá.  Desde  allí  continuó  su  expe¬ 
dición  sufriendo  a  poco  el  grave  contratiempo  de  una  tem¬ 
pestad  que  destruyó  los  navios  que  había  traído  de  la  Penín¬ 
sula.  Pero  en  aquellos  tiempos  en  que  los  hombres  domaban 
la  fiera  naturaleza  de  América  llevando  por  todas  armas  la 
fiebre  de  la  conquista  y  la  ambición  de  grandes  y  ocultos  te¬ 
soros,  la  pérdida  de  las  carabelas  no  redujo  a  la  impotencia 
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al  explorador  español.  Construyó  nuevos  barcos  y  continuó  su 
marcha  hacia  el  norte,  examinando  detenidamente  las  costas 
y  el  interior  de  la  tierra  firme  hasta  descubrir  el  lago  de  Ni¬ 
caragua. 

En  1535,  cuando  todas  las  esperanzas  de  encontrar  un  ca¬ 
nal  natural  o  de  fácil  ejecución  quedaron  desvanecidas,  para 
facilitar  la  travesía  por  el  istmo  se  utilizó,  en  parte,  la  nave¬ 
gación  del  río  Chagres  hasta  Venta  Cruz  (36  millas),  navega¬ 
ción  que  luégo  se  extendió  desde  este  punto  hasta  Nombre  de 
Dios,  caserío  situado  a  36  millas  al  este  de  la  ciudad  de 
Colón. 

Hernán  Cortés,  conquistador  de  Méjico,  practicaba  al  mis¬ 
mo  tiempo  interesantes  exploraciones  en  aquel  territorio  para 
buscar  la  anhelada  comunicación  acuática.  Sus  tentativas,  como 
las  de  sus  compañeros  del  sur,  fracasaron,  y  sólo  le  fue  posi¬ 
ble  trazar  la  línea  de  un  canal  al  través  del  istmo  de  Tehual- 
tepec,  de  imposible  ejecución  entonces. 

La  importancia  de  un  canal  que  dividiese  el  continente 
americano  se  acentuó  con  el  correr  de  los  tiempos.  Y  si  Es¬ 
paña  envió  comisionados  especiales  con  tal  objeto,  la  Gran 
Bretaña,  su  poderosa  rival,  previendo  la  influencia  estratégica 
y  política  que  vendría  a  representar  años  más  tarde  esta  obra, 
considerada  por  ella  como  el  Gibraltar  de  América,  ordenó  al 
capitán  inglés  Horacio  Nelson,  futuro  héroe  de  Trafalgar,  se  tras¬ 
ladase  de  Jamaica  a  Nicaragua  con  200  hombres,  a  fin  de  estu¬ 
diar  prácticamente  la  posibilidad  de  unir  su  hermoso  lago  con 
los  dos  océanos.  Si  esta  expedición  no  encontró  por  parte  de  la 
monarquía  española  resistencias,  el  clima  deletéreo  de  la  re¬ 
gión  sólo  perdonó  la  vida  a  10  soldados,  y  el  mismo  Nelson 
estuvo  a  riesgo  de  perderla,  víctima  de  la  fiebre. 

No  hallada  por  territorio  centroamericano  la  vía  natural 
buscada  con  tenaz  empeño,  y  fallidas  las  esperauzas  de  abrir¬ 
la  artificialmente,  casi  por  trescientos  años  continuó  el  tráfico 
por  el  istmo  de  Panamá  sin  modificación  alguna,  expuesto  a 
grandes  demoras  y  constantes  peligros. 

El  descubrimiento  en  California  de  las  ricas  minas  de  oro, 
estableció  una  poderosa  corriente  de  inmigración  a  aquel  te¬ 
rritorio  privilegiado  en  busca  de  las  riquezas  que  guardaba  su 
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seno,  y  marcó  en  definitiva  la  necesidad  de  construir  un  fe¬ 
rrocarril  a  través  del  istmo  de  Panamá.  Tan  difícil  era  la  co¬ 
municación  directa  entre  las  dos  costas  de  los  Estados  Uni¬ 
dos,  que  el  transporte  de  pasajeros  y  carga  se  efectuaba  por  el 
istmo  de  Panamá.  Los  buques  mercantes  o  de  guerra  en  viaje 
de  un  océano  al  otro  se  veían  forzados  a  dar  la  vuelta  por 
el  cabo  de  Hornos,  largo  y  penoso  viaje  de  9.000  millas,  que 
hacía  pensar  en  la  urgencia  de  acortarlo  por  medio  del  canal 
a  través  del  istmo. 

La  primera  tentativa  para  construir  el  ferrocarril  inter¬ 
oceánico  se  debió  a  una  compañía  francesa,  la  cual  obtuvo  el 
privilegio  en  1847.  Como  por  circunstancias  diversas  no  le  fue 
posible  allegar  el  dinero  suficiente  para  la  realización  de  la 
obra,  el  general  Tomás  Cipriano  de  Mosquera,  jefe  del  ejecu¬ 
tivo  colombiano,  basado  en  la  autorización  concedida  en  el 
artículo  2.°  del  decreto  legislativo  de  8  de  junio  de  1847,  dis¬ 
puso  que  el  negociado  se  trasladase  de  la  legación  neograna- 
dina  en  Francia  a  la  de  los  Estados  Unidos.  Ante  el  gobierno 
americano  fue  acreditado  el  general  Pedro  Alcántara  Herrán, 
con  carácter  de  enviado  extraordinario  y  ministro  plenipoten¬ 
ciario. 

El  28  de  diciembre  de  1848  celebró  nuestro  ministro  el 
contrato  del  ferrocarril  de  Panamá  con  los  capitalistas  newyor- 
quinos  William  H.  Aspinwall,  John  L.  Stevens  y  Henry  Chaun- 
cey,  contrato  en  el  cual  se  estipuló  que  pasados  veinte  años 
después  de  terminada  la  obra,  el  gobierno  de  la  Nueva  Gra¬ 
nada  podría  adquirir  la  propiedad  de  la  empresa  por  la  suma 
de  $  5.000.  El  ferrocarril  fue  concluido  en  1855,  y  antes  de 
colocarse  el  último  riel  había  producido  algo  más  de  dos  mi¬ 
llones  de  pesos  oro.  El  valor  del  pasaje  era  a  razón  de  $  0,50 
por  milla,  o  sean  $  25  por  todo  el  trayecto,  tarifa  que  logró 
sostenerse  por  largo  tiempo  por  ser  esta  vía  la  única  que  pre¬ 
sentaba  garantías  y  relativas  comodidades  á  los  viajeros.  El 
producto  del  ferrocarril  excedía  a  todos  los  cálculos.  Colom¬ 
bia  tuvo  el  pensamiento,  de  acuerdo  con  la  respectiva  cláusu¬ 
la  del  contrato,  de  hacerse  a  la  propiedad  de  la  empresa  una 
vez  terminado  el  privilegio,  en  1875.  La  compañía,  que  cono- 
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cía  la  importancia  de  la  obra  y  percibía  cuantiosos  dividendos 
en  relación  con  el  capital  invertido,  envió  a  Bogotá  comisio¬ 
nados  especiales  para  ver  de  obtener  del  gobierno  nacional 
una  prórroga.  A  condición  del  pago  al  contado  de  $  1.000.000 
y  de  anualidades  de  $  250.000,  la  compañía  logró  conseguir 
la  extensión  del  contrato  por  noventa  y  nueve  años.  Reorga¬ 
nizada  la  antigua  compañía  del  canal  de  Panamá,  compró  la 
empresa  del  ferrocarril  por  $  18.000.000,  propiedad  que  23 
años  más  tarde  fue  vendida  al  gobierno  americano  en  $  7.000.000 
en  completo  deterioro.  Por  ser  considerado  el  ferrocarril  como 
obra  auxiliar  del  canal  y  de  capital  importancia  para  el  tráfi¬ 
co  internacional,  el  nuevo  propietario  emprendió  su  recons¬ 
trucción  total  con  un  gasto  de  $  9.000.000,  o  sea  a  razón  de 
$  170.000  por  milla,  poco  más  o  menos. 

La  naciente  república  de  Colombia,  previendo  largos  años 
de  lucba  contra  la  metrópoli,  sin  más  recursos  que  el  indo¬ 
mable  valor  de  sus  soldados,  consideró  necesario  buscar  en  la 
Unión  Americana  el  apoyo  moral  y  material  indispensable  a 
su  precaria  situación.  El  norte  era  libre,  y  fundaba  la  paz  en 
los  cimientos  de  una  verdadera  democracia.  Terminada  la 
guerra  con  Inglaterra,  la  espada,  cumplida  su  misión,  dejó  el 
campo  al  elemento  civil,  y  basta  los  mismos  que  con  honra 
la  esgrimieron  en  los  campos  de  batalla,  con  maravillosa  com¬ 
prensión  de  las  necesidades  de  la  patria  que  acababan  de  fun¬ 
dar,  dejaron  de  lado  los  arreos  militares  para  vestir,  con  orgu¬ 
llo,  la  severa  toga  de  los  magistrados.  Así  nacieron  en  los 
Estados  Unidos,  primero  la  independencia  y  luégo,  lo  más  di¬ 
fícil  de  alcanzar  para  un  pueblo,  la  verdadera  libertad.  Al 
mundo  asombró  esa  república  joven  y  fuerte,  que  parecía  ha¬ 
ber  nacido  con  la  experiencia  de  los  años  y  el  vigor  y  forta¬ 
leza  de  las  viejas  nacionalidades.  No  es  raro,  pues,  que  Vene¬ 
zuela  diera  en  1810  el  primer  paso  de  orientación  hacia  el 
gobierno  de  Washington,  enviando  como  comisionado  especial 
a  don  Juan  Vicente  Bolívar.  La  república  de  Colombia  imitó 
su  ejemplo  más  tarde,  y  escogió  como  sus  representantes  al 
presbítero  Nicolás  de  Omaña  y  a  don  Fernando  Lastra.  Encar¬ 
go  especial  llevaban  de  conseguir  en  los  Estados  Unidos  armas 
y  municiones  con  qué  sostener  la  campaña.  Bolívar  mismo 
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comprendió  que  el  acercamiento  de  las  nuevas  repúblicas  a  la 
Unión  Americana  era  no  solamente  conveniente  sino  medida 
indispensable  para  romper  el  yugo  español.  En  1818,  desde 
Angostura,  acreditó  al  general  Lino  Clemente  como  enviado 
extraordinario  y  ministro  plenipotenciario  de  Venezuela  en 
los  Estados  Unidos,  a  fin  de  «implorar  de  la  generosidad  de 
aquel  gobierno  los  auxilios  y  socorros  que  se  necesitaban  para 
terminar  con  ventaja  la  campaña." 

Esta  misión  y  otras  posteriores  tan  sólo  consiguieron  pre¬ 
parar  el  terreno  para  el  reconocimiento  oficial  de  las  nuevas 
repúblicas  por  parte  de  los  Estados  Unidos.  En  la  memoria 
presentada  al  congreso  de  1823,  don  Pedro  Gual  explicó  a  la 
nación  el  curso  de  las  negociaciones  entre  los  dos  gobiernos. 
Conviene  recordarla: 

«El  pueblo  de  los  Estados  Unidos,  aunque  de  un  origen 
diverso  que  el  resto  de  los  habitantes  de  este  continente,  sin¬ 
tió,  desde  los  principios  de  la  presente  guerra,  aquella  simpatía 
que  era  natural  y  que  necesariamente  debía  inspirar  el  vecin¬ 
dario  y  la  analogía  de  las  circunstancias.  Los  nuevos  Estados 
americanos  quisieron  aprovechar  estas  nuevas  disposiciones 
dirigiéndose  a  su  gobierno;  pero  nuestros  esfuerzos  fueron  in¬ 
fructuosos  hasta  1822,  en  que  los  Estados  Unidos  reconocieron 
formalmente  nuestra  independencia.  Este  resultado  se  debe, 
en  gran  parte,  a  la  habilidad  y  destreza  con  que  el  señor  Ma¬ 
nuel  Torres,  nuestro  encargado  de  negocios  en  Washington, 
hizo  reconocer  nuestros  derechos  a  ese  gobierno.  La  muerte 
de  este  ilustre  patriota  y  estadista,  ocurrida  el  14  de  julio  del 
mismo  año,  interrumpió  las  relaciones  que  debieron  estable¬ 
cerse  entre  uno  y  otro  país  a  consecuencia  de  tan  franca,  y 
justa  declaratoria.  El  honorable  José  María  Salazar  fue  luégo 
nombrado  para  sucederle  en  el  carácter  de  enviado  extraordi¬ 
nario  y  ministro  plenipotenciario. 

«En  este  estado  llegó  a  esta  capital,  en  diciembre  del  año 
pasado,  el  señor  coronel  Carlos  S.  Todd,  con  encargo  especial 
de  poner  en  noticia  de  este  gobierno  los  diferentes  actos  en 
que  los  Estados  Unidos  habían  reconocido  solemnemente  la 
república  de  Colombia  y  los  deseos  de  su  ilustre  y  venerable 
presidente  de  saber  en  qué  pie  debían  arreglarse  nuestras  re- 
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laciones  ulteriores.  El  ejecutivo  de  Colombia,  consultando  la 
economía  de  nuestro  erario,  ha  sido  de  opinión  que  durante 
la  negociación  podían  nombrarse  y  mantenerse  plenipotencia¬ 
rios  de  una  y  otra  parte,  hasta  conseguir  la  ratificación  de  los 
tratados  definitivos,  quedando  después  en  Washington  y  Bo¬ 
gotá  encargados  de  negocios  o  chargés  d  affaires ,  que  promo¬ 
viesen  nuestros  intereses  y  mantuviesen  inalterable  la  armonía 
y  buena  inteligencia  que  debían  producir  aquellas  conven¬ 
ciones . » 

En  1835,  asegurada  la  emancipación  de  Colombia,  se  pensó 
de  nuevo  en  la  apertura  de  un  canal  a  través  del  istmo  y  se 
dieron  por  parte  de  Colombia  los  pasos  necesarios.  A  conti¬ 
nuación  se  transcriben  las  leyes,  decretos  y  contratos  que 
forman  la  historia  del  canal  colombiano  desde  aquella  época 
hasta  1878,  según  los  datos  tomados  por  el  doctor  Antonio 
José  Uribe,  que  figuran  en  el  concepto  que  este  conocido  in¬ 
temacionalista  presentó  al  ministerio  de  relaciones  exteriores 
con  fecha  1."  de  julio  de  1902: 

«En  efecto,  ya  desde  1835  el  congreso  granadino  expedía 
el  decreto  de  27  de  mayo,  por  el  cual  se  concedió  privilegio 
a  Carlos,  Barón  de  Thierry,  para  la  apertura  de  un  canal  flu¬ 
vial  que  uniera  los  dos  océanos  por  el  istmo  de  Panamá;  el 
29  de  mayo  de  1838  sancionó  otro  decreto  legislativo  para 
conceder  privilegio  a  varios  ciudadanos  granadinos  y  france¬ 
ses;  en  decreto  de  l.°  de  julio  de  1842  excitó  al  poder  eje¬ 
cutivo  para  que  convocase  a  los  individuos  que  quisieran  ha¬ 
cer  propuestas  para  obtener  un  nuevo  privilegio;  el  18  de 
julio  de  1851  se  concedió  éste  por  el  congreso  a  los  señores 
Manuel  Cárdenas  y  Florentino  González  para  abrir  un  canal 
que  pusiese  en  comunicación  los  mares  Atlántico  y  Pacífico 
por  el  Atrato,  y  en  decreto  de  la  misma  fecha  se  hizo  igual 
concesión  a  los  señores  Ricardo  de  la  Parra  y  Benjamín  Bagle 
para  comunicar  los  dos  océanos,  uniendo  las  aguas  de  los  ríos 
Atrato  y  San  Juan,  entre  los  paralelos  5.°  y  6.°  La  ley  de  l.° 
de  junio  de  1852  concedió  privilegio  a  los  señores  Patricio 
Wilson,  Juan  Henderson  y  otros  para  abrir  el  canal  por  el 
istmo  del  Darién,  entre  el  golfo  de  San  Miguel  y  la  ensenada 
Caledonia.  En  las  instrucciones  dadas  en  1843  por  el  secreta- 
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rio  de  relaciones  exteriores,  doctor  Mariano  Ospina,  al  en¬ 
cargado  de  negocios  de  la  república  en  Inglaterra,  don  Ma¬ 
nuel  María  Mosquera,  le  ordenaba  que  promoviese  las  gestiones 
conducentes  a  que  los  gobiernos  de  la  Gran  Bretaña,  Francia, 
los  Estados  Unidos,  Holanda  y  España  se  encargaran  de  la 
apertura  del  canal  de  Panamá;  el  decreto  legislativo  del  28 
de  abril  de  1855  hizo  una  concesión  a  los  señores  José  Good- 
ing  y  Ricardo  Vanegas  para  que  abriesen  el  canal  entre  los 
paralelos  4.°  y  8.°,  uniendo  las  aguas  del  Atrato  y  sus  afluen¬ 
tes  con  las  que  caen  al  Pacífico;  el  25  de  enero  de  1855  se 
celebró  un  contrato  para  el  mismo  objeto  con  el  apoderado 
del  señor  Henry  Duestbury,  contrato  que  improbó  el  congre¬ 
so  colombiano  por  medio  de  la  ley  60  de  27  de  junio  de  1866, 
en  la  cual  dio  al  propio  tiempo  las  bases  que  debían  servir 
al  poder  ejecutivo  para  celebrar  un  contrato  sobre  la  apertu¬ 
ra  del  canal,  y  ordenó  que  tales  bases  se  publicaran  en  los 
principales  periódioos  de  Europa  y  Norte  América,  a  fin  de 
abrir  una  licitación  sobre  el  asunto;  el  14  de  enero  de  1869 
firmaron  en  Bogotá  los  plenipotenciarios  de  los  Estados  Uni¬ 
dos  de  Colombia,  doctores  Miguel  Samper  y  Tomás  Cuenca, 
con  el  ministro  residente  de  los  Estados  Unidos  de  América, 
honorable  señor  Peter  J.  Sullivan,  un  tratado  entre  los  dos 
gobiernos  para  la  excavación  de  un  canal  que  uniese  el  océano 
Atlántico  con  el  Pacífico,  a  través  del  istmo  de  Panamá  y  Da- 
rién.  El  congreso  de  aquel  año  no  aprobó  el  referido  tratado, 
pero  excitó  al  poder  ejecutivo  para  que  reanudase  las  negocia¬ 
ciones  con  el  gobierno  americano,  a  fin  de  que,  de  acuerdo 
con  las  reformas  indicadas  por  el  mismo  congreso,  se  celebrara 
un  contrato  definitivo  sobre  la  materia. 

Hízose  así  en  efecto,  y  el  26  de  enero  de  1870  se  firmó  el 
nuevo  tratado  en  Bogotá  por  los  plenipotenciarios  colombia¬ 
nos  doctores  Justo  Arosemena  y  Jacobo  Sánchez  y  el  entonces 
ministro  de  los  Estados  Unidos  de  América,  honorable  señor 
Stephen  A.  Hulburst.  Discutido  este  tratado  en  la  inmediata 
reunión  de  las  cámaras  legislativas  lo  aprobaron  con  algunas 
reformas,  y  llegó  así  a  ser  la  ley  colombiana  número  98  de  8 
de  julio  de  1870.  A  pesar  de  las  gestiones  de  nuestra  legación 
en  Washington,  el  senado  americano  no  llegó  a  tomar  en  con- 
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sideración  aquel  tratado,  por  lo  cual  el  congreso  de  Colombia 
expidió  la  ley  36  de  1876,  a  fin  de  autorizar  al  poder  ejecu¬ 
tivo  para  negociar  la  apertura  del  canal  sobre  las  bases  que 
la  ley  contiene  y  que  fueron  adoptadas  en  el  contrato  del  26 
de  mayo  del  mismo  año,  celebrado  por  el  secretario  del  mi¬ 
nisterio  de  relaciones  exteriores  de  la  república,  doctor  Manuel 
Ancízar,  y  el  apoderado  en  Bogotá  del  general  Ethime  Tür . » 

Por  diversas  causas,  el  comienzo  de  la  obra  del  canal,  no 
obstante  las  gestiones  y  esfuerzos  hechos  por  Colombia,  sólo 
fue  vaga  esperanza  durante  muchos  años.  Ninguna  de  las  le¬ 
yes  y  contratos  enumerados  tuvieron  poder  suficiente  para 
remover  un  solo  metro  cúbico  de  tierra  en  la  proyectada  ex¬ 
cavación. 

En  1878  la  república  se  vio  libre  para  conceder  nuevo  pri¬ 
vilegio,  y  el  18  de  mayo  de  ese  año,  por  medio  de  la  ley  22 
el  congreso  aprobó,  con  modificaciones,  el  contrato  celebrado 
entre  D.  Eustorgio  Salgar,  secretario  del  interior  y  de  rela¬ 
ciones  exteriores,  y  Luciano  M.  Bonaparte  Wise,  jefe  de  la  co¬ 
misión  científica  y  exploradora  del  istmo  en  los  años  de  1876 
a  1878,  y  miembro  y  delegado  del  comité  de  la  dirección  de 
la  sociedad  civil  internacional  del  canal  interoceánico,  presidi¬ 
da  por  el  general  Ethime  Tür.  En  este  contrato  se  transparen- 
ta,  de  manera  clara,  que  el  concesionario  carecía  de  capital 
propio  para  invertir  en  la  obra,  y  que  para  realizarla  tenía  en 
perspectiva  la  formación  de  una  compañía  universal  que  se 
encargara  de  la  empresa  y  de  la  construcción  del  canal.  Con 
el  privilegio,  Bonaparte  Wise  regresó  a  París.  Allí  bailó  al 
conde  Ferdinand  de  Lesseps,  en  los  precisos  momentos  en  que 
el  público  francés  lo  aclamaba  como  héroe  y  en  que  se  veía 
rodeado  de  prestigio  universal  por  haber  dirigido  y  terminado 
en  1879,  después  de  diez  años  de  trabajo,  el  canal  de  Suez, 
obra  recomendada  ahincadamente  por  Napoleón  I 

Recuperada  Francia  del  desastre  de  1870,  De  Lesseps  pudo 
encender  el  entusiasmo  por  un  nuevo  canal,  empresa  que  ha¬ 
bría  de  traer  gloria  y  dinero  al  pueblo  vencido,  y  nueva  fama 
y  provecho  al  propulsor  de  la  vía  americana. 

El  10  de  mayo  de  1879  se  reunió  en  París,  bajo  los  auspi¬ 
cios  de  la  sociedad  de  geografía,  el  congreso  científico  univer- 
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sal,  con  asistencia  de  124  miembros,  representantes  de  casi 
todos  los  países  de  Europa,  y  once  de  los  Estados  Unidos.  For¬ 
maban  la  minoría  técnica  de  esta  asamblea  42  ingenieros,  al¬ 
gunos  de  los  cuales  no  aceptaron  las  conclusiones  de  Lesseps 
y  se  abstuvieron  de  votar  las  definitivas  del  congreso,  que 
consistían  en  la  recomendación  de  un  canal  a  nivel  entre  Co¬ 
lón  y  Panamá.  El  costo  de  la  obra  se  calculó  en  $  214.000.000, 
suma  que  De  Lesseps  estimó  que  podría  bajar  a  $  135.000.000, 
asegurando  que  con  un  gasto  de  $  120.000.000  pasarían  buques 
de  uno  a  otro  océano. 

El  concepto  emitido  por  tan  respetable  y  numeroso  con¬ 
greso  contribuyó,  en  gran  parte,  como  puede  comprenderse,  a 
dar  gran  popularidad  al  proyecto  de  Panamá,  considerándose, 
sin  disputa,  superior  a  todas  las  vías  americanas  que  habían 
sido  sometidas  a  estudio  y  discusión.  Este  hecho  sirvió  de  base 
eficaz  para  la  preparación  y  formación  definitiva  de  la  compa¬ 
ñía  universal  del  canal  de  Panamá. 

De  Lesseps  supo  imprimir  tánta  confianza  a  la  empresa  de 
Panamá  que  el  pueblo  francés  invirtió  ansiosamente  sus  eco 
nomías  en  la  compra  de  acciones  y  suscribió  el  primer  ins- 
talamento  de  300.000.000  de  francos  con  la  seguridad  de  reem¬ 
bolsar  en  poco  tiempo  el  capital  pagado  y  percibir  luégo 
halagadores  dividendos  de  la  empresa.  Consumido  el  primer 
instalamento,  para  continuar  los  trabajos  fue  preciso  lanzar 
nuevos  bonos  al  público,  los  cuales  tuvieron  igualmente  buena 
acogida  por  los  pequeños  rentistas,  agricultores  y  hombres  de 
negocios.  Pero  la  compañía  del  canal  interoceánico  consumía 
millones  tras  de  millones  en  gastos  inútiles  y  en  contratos 
que  sólo  tenían  en  mira  favorecer  intereses  particulares.  Como 
muestra  de  la  oculta  intención  que  abrigaban  los  empresarios 
principales  de  la  compañía  en  París,  Alexandre  S.  Bacon  ase¬ 
gura  -que  los  propósitos  de  los  salteadores  se  expresaron  en 
un  brindis  al  ofrecer  cierto  banquete  en  París:  esto  es  lo  del 
canal  de  Panamá;  puede  estarse  construyendo  siempre,  y  ja¬ 
más  se  terminará.»  Y  Frederick  J.  Haskinn,  en  su  libro  The 
Panamá  Canal ,  atribuye  el  fracaso  a  la  corrupción  y  extrava¬ 
gancia  con  que  eran  manejados  los  francos  extraídos  de  los 
económicos  hogares  de  la  bella  Francia.  # 
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«Muchos  años  después  de  que  los  franceses  se  retiraron 
derrotados  del  campo  —dice  Haskinn  -  podían  encontrarse  mil 
mudos  pero  elocuentes  testigos  de  su  fracaso  en  el  intento  de 
repetir  el  triunfo  de  Suez.  De  un  lado  y  del  otro  del  proyec¬ 
tado  canal  se  alzaba  la  sombría  procesión  de  espectros  que 
representaban  las  frustradas  esperanzas  del  pueblo  francés. 
Cuando  se  fundó  la  compañía,  se  solicitaron  $  60.000.000,  y 
el  doble  de  esa  suma  fue  ofrecida.  Por  creerse  que  los  fondos 
no  se  agotarían  nunca,  se  llegó  a  extravagancias  sin  preceden¬ 
tes.  De  los  $  260.000.000  levantados,  solamente  se  utilizó  algo 
más  de  la  tercera  parte  en  las  obras  de  ingeniería.  Alguien  ha 
dicho  que  una  tercera  parte  se  empleó  en  el  canal,  otra  fue 
derrochada  y  la  otra  robada.» 

La  malversación  de  fondos  por  parte  de  la  compañía  llegó 
a  límites  increíbles.  En  el  istmo,  donde  nunca  cae  nieve,  en¬ 
contraron  los  americanos  10.000  palas  de  las  que  se  usan  para 
retirar  ésta  en  las  zonas  templadas.  15.000  antorchas  se  intro¬ 
dujeron  a  Panamá  una  vez  comenzados  los  trabajos,  destina¬ 
das  a  celebrar  el  día  de  la  terminación  de  la  obra.  Vapores, 
dragas  y  lanchas  fueron  colocados  a  flor  de  tierra  en  diversos 
puntos  del  trazado  del  canal,  en  espera  del  milagroso  adveni¬ 
miento  de  las  aguas  a  esos  sitios. 

Estos  detalles  que  se  multiplicarían  al  traer  aquí  todos  los 
conceptos  autorizados  que  andan  dispersos  en  los  libros,  in¬ 
formes  y  folletos  escritos  sobre  la  materia,  dan  idea  de  las 
tendencias  y  fines  que  perseguía  la  compañía  universal  del 
canal  de  Panamá. 

Agotados  los  recurs'  s,  desprestigiada  la  compañía,  burlados 
los  accionistas,  se  descubrió  el  fraude  llevado  a  cabo  hábil¬ 
mente  por  espacio  de  varios  años.  No  obstante  el  tiempo  que 
ha  pasado,  este  escándalo  se  recuerda  todavía  como  uno  de 
los  mayores  del  siglo  pasado.  Alexandre  S.  Bacon  lo  describe 
con  las  siguientes  palabras: 

« . Por  consiguiente,  el  fin  llegó.  Nuevos  capitales  se 

presentaron,  pero  la  última  serie  de  bonos  había  fracasado.  Ne¬ 
cesitáronse  esfuerzos  heroicos  para  obtener  la  aceptación  de 
un  nuevo  recurso,  que  consistía  en  lanzar  al  mercado  bonos 
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por  el  sistema  de  loterías.  Los  franceses  son  fervorosos  parti¬ 
darios  de  los  espectáculos  sensacionales  y,  sin  embargo,  uno 
de  los  más  estremecedores  momentos  de  la  historia  de  F rancia 
se  pudo  contemplar  en  la  cámara  de  diputados,  cuando  uno 
de  sus  miembros  se  levantó  de  su  silla  e  hizo  la  exhibición 
pública  de  la  lista  de  161  miembros  de  tan  alta  corporación 
que  habían  aceptado  sobornos  para  votar  por  la  lotería.  El 
barón  Reinach,  el  antecámara  de  la  compañía,  se  suicidó.  La 
lista  de  periódicos  de  París  y  Londres  que  habían  recibido 
cheques  del  barón,  en  pago  de  influencias,  se  publicó  con  la 
lista  de  las  sumas  exactas  recibidas.  La  indignación  estalló,  y 
los  procesos  criminales  empezaron.  De  Lesseps  y  muchos  de 
sus  confederados  fueron  condenados  y  castigados. 

«Una  de  las  partes  más  curiosas  del  plan  del  canal  fue  el 
prematuro  nombramiento  de  un  comité  americano,  compuesto  de 
Drexel,  Morgan  &  C.°,  Seligman  &  C.°,  Winslow,  Lanier  &  C.° 
(Véanse  los  Procesos  del  Senado  Americano — Subcomité — 1902, 
páginas  201  a  202),  a  quienes  se  pagaron  cerca  de  $  2.400.000 
de  no  conocida  devolución.  Hacía  parte  del  plan  general  com¬ 
prar  influencias  y  hacer  creer  a  la  generalidad  del  pueblo  que 
grandes  casas  financieras  respaldaban  la  empresa.  Este  comité 
no  tenía  relación,  directa  a  lo  menos,  con  el  sindicato  ameri¬ 
cano  formado  más  tarde,  en  noviembre  de  1889. 

«En  este  año  se  suspendió  toda  la  obra  del  canal.  La  cor¬ 
te  francesa  nombró  un  liquidador  depositario.  El  cálculo  hecho 
en  1890  computó  el  presupuesto  de  gastos  en  $  600.000.000 
para  completar  la  construcción  de  un  canal  a  nivel.  Las  obli¬ 
gaciones  de  la  compañía,  que  habían  sido  vendidas  en  reali¬ 
dad  a  los  aldeanos  franceses,  consistían  en  $  60.000.000  en 
caja  y  cerca  de  $  200.000.000  en  bonos.  Si  se  agregan  los  in¬ 
tereses,  la  suma  se  convierte  en  algo  fabuloso.  Probablemente 
llegan  a  $  200.000.000  las  partidas  imputables  a  gastos  crimi¬ 
nales,  o  a  los  verificados  por  intermedio  de  testigos  falsos, 
descuentos  secretos,  contratos  ficticios  y  otros  métodos  no  me¬ 
nos  limpios.  Finalmente,  en  1889,  quedó  muy  poco  qué  mos¬ 
trar  en  dinero. 

«La  revelación  de  los  escándalos  fraudulentos  de  Panamá 
y  los  consiguientes  juicios  que  se  presentaron  a  consecuencia 
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del  pánico,  dejaron  casi  en  bancarrota  al  gobierno  francés.  El 
pobre  sufrió  y  el  rico  se  hizo  más  poderoso... . » 

Efectivamente,  Panamá  llegó  a  ser  la  palabra  fatídica,  la 
palabra  que  en  seis  letras  encerraba  todo  un  proceso  de  em¬ 
bustes,  fraudes  y  expoliaciones,  la  mágica  palabra  que  servía, 
como  sirvió  en  un  tiempo  la  guillotina,  para  eliminar  de  la 
escena  política  y  social  de  Francia  a  todos  los  altos  persona¬ 
jes  que  intervinieron  directa  o  indirectamente  en  el  affaire 
Panamá. 

Estos  vergonzosos  hechos,  tema  obligado  de  la  prensa  de 
todo  el  mundo,  no  fueron  desconocidos  en  Colombia,  adonde 
llegaron  los  ecos  de  la  opinión  europea  y  americana.  El  doctor 
Núñez  decía  a  un  amigo  en  carta  del  12  de  abril  de  1877: 

-  . Bueno  es  que  sepan  que  la  empresa  del  canal  carece 

de  recursos,  pues  ha  habido  farsas  en  las  noticias  sobre  emprés¬ 
titos.  El  último  de  Berlín  ha  resultado  completa  mentira.  No 
debe  hacerse  a  dicha  empresa  la  menor  concesión  nueva,  de 
ninguna  especie.  Otra  farsa  es  Goncourt.  No  hay  tal  sociedad 
organizada;  sólo  se  trata  de  un  juego  de  bolsa.» 

Veamos  cómo,  según  Alexander  S.  Bacon,  se  formó  la  com¬ 
pañía  nueva  del  canal  de  Panamá,  sucesora  de  la  antigua: 

-  . El  30  de  octubre  de  1894  se  organizó  una  compañía 

con  el  único  capital  de  sesenta  y  cinco  millones  de  francos. 
La  nueva  compañía  era  un  fraude  patente,  un  mero  esqueleto, 
y  el  objeto  transparente  fue  el  de  satisfacer  técnica  pero  no 
honradamente  las  aspiraciones  de  Colombia.  Pero  ya  era  im¬ 
posible  obtener  una  nueva  suscripción  de  sesenta  millones  de 
francos.  Y  esto  dio  origen  a  la  concepción  y  ejecución  de  una 
idea  brillante: 

-Se  obligó  a  suscribirse  a  los  estafadores  que  habían  admi¬ 
tido  la  deuda  de  cuarenta  y  tres  millones  de  francos  como 
aporte  del  capital  de  la  nueva  compañía,  bajo  la  promesa  de 
que  se  renunciaría  a  proseguir  los  procesos  criminales  y  civi¬ 
les  que  existían  contra  ellos  por  haberse  repartido  los  bienes 
de  la  antigua  compañía.  Cuarenta  y  tres  millones  y  diez  y 
seis  millones,  suman  cincuenta  y  nueve  millones  de  francos, 
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quedando  un  millón  de  francos  destinado  a  acciones  libres 
que  fueron  tomadas  por  el  pueblo  interesado  en  el  canal. 

«Los  estafadores  de  Panamá  se  conocían  en  Francia  con 
el  nombre  de  accionistas  penados ,  y  sus  acciones  quedaron 
bajo  la  custodia  del  liquidador  para  ser  puestas  a  la  venta  en 
el  mercado  cuando  el  capital  se  hubiese  pagado  por  completo. 
Se  pidió  tan  sólo  un  instalamento  de  un  50  por  100,  y  luégo 
en  1898,  otro  de  un  25  por  100.  El  último  no  se  pediría  sino 
después  de  haberse  formado  el  sindicato  americano,  pero  tal 
pedimento  nunca  tuvo  lugar.  Hemos  presentado  aquí  a  la 
compañía  del  canal  con  un  nuevo  nombre,  en  esqueleto,  sin 
recursos  adecuados  para  nada,  a  excepción  de  un  expediente 
temporal.  Los  accionistas  mismos  se  confesaron  como  estafa¬ 
dores,  es  decir,  la  nueva  cumpañía  del  canal  de  Panamá  fue 
en  sí  misma  un  fraude,  pues  le  faltaron  recursos,  y  las  dos 
terceras  partes  de  su  capital  fueron  suscritas  por  individuos 
que  estaban  en  prisión.  El  liquidador  traspasó  por  nada  todos 
los  bienes  de  la  antigua  compañía,  excepto  una  participación 
remota  de  los  provechos  o  utilidades  que  pudieran  presentar¬ 
se,  quedando  incluida  en  esta  condición  el  valor  de  las  accio¬ 
nes  de  la  compañía  del  ferrocarril  de  Panamá  que  habían 
costado  a  la  compañía  noventa  millones  de  francos.  El  conve¬ 
nio  entre  las  compañías  antigua  y  nueva  fue  claramente  un 
fraude.  Si  el  canal  se  hacía,  la  misma  compañía  pagaría  por 
él  veinte  millones  de  francos.  Es  decir,  el  único  bien  avalua- 
ble,  el  ferrocarril  de  Panamá,  se  transfería  a  la  nueva  compa¬ 
ñía  en  menos  de  un  25  por  100  de  su  costo.  Sin  embargo,  ese 
mismo  ferrocarril  era,  cuando  se  traspasó  a  los  Estados  Uni¬ 
dos,  poco  más  de  dos  cintas  de  orín,  de  valor  despreciable,  se¬ 
gún  la  expresión  de  los  señores  Sbonts  &  Taff.~ 

Colombia  y  la  pequeña  burguesía  francesa  fueron  las  prin¬ 
cipales  víctimas  de  estas  especulaciones.  Si  la  última  no  logró 
recuperar  su  dinero,  vio  caer,  al  menos,  sobre  la  cabeza  de 
los  mayores  responsables  el  peso  de  la  justicia.  La  primera, 
en  cambio,  movida  siempre  en  su  política  internacional  por 
un  idealismo  de  dudosa  conveniencia,  entregó  a  los  penados 
la  mejor  parte  del  patrimonio  común. 
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En  asunto  tan  complejo  se  hace  también  necesario,  como 
complemento,  revisar  los  antecedentes  de  carácter  internacio¬ 
nal  que  tuvieron  influencia  directa  en  el  desarrollo  de  los 
acontecimientos  relacionados  con  el  canal  de  Panamá.  Eslabo¬ 
nes  de  una  larga  cadena  vinieron  a  formar  parte  del  mismo 
proceso  y  contribuyeron  a  imponer  determinado  giro  a  las 
negociaciones  llevadas  a  cabo. 

Para  contrarrestar  las  pretensiones  rusas  e  inglesas  en  re¬ 
lación  con  una  parte  de  América,  y  para  impedir  la  interven¬ 
ción  de  la  Santa  Alianza  en  favor  de  España,  que  no  podía 
ver  con  buenos  ojos  el  esfuerzo  de  sus  colonias  para  estable¬ 
cer  gobiernos  propios  y  republicanos,  se  alzó  la  voz  del  pre¬ 
sidente  de  los  Estados  Unidos  de  América  el  2  de  diciembre 
de  1823.  Un  célebre  mensaje  dirigido  al  congreso  de  aquel 
país,  dio  origen  a  la  doctrina  conocida  universalmente  con  el 
nombre  de  Monroe ,  aconsejada  por  Jefferson  y  Madison,  pre¬ 
decesores  de  Monroe  en  la  presidencia  de  los  Estados  Unidos. 
Si  esta  doctrina  tuvo  luégo  forzadas  interpretaciones  para 
fomentar  o  disculpar  el  imperialismo  americano,  debe  recono¬ 
cerse,  sin  embargo,  que  debido  a  ella  consiguieron  las  anti¬ 
guas  colonias  españolas  la  neutralidad  de  Europa  en  la  guerra 
de  la  independencia,  y  más  tarde  no  ser  víctimas  de  coloni¬ 
zaciones  ambicionadas  por  las  grandes  potencias  del  Viejo 
Continente.  Bolívar,  alentado  por  las  declaraciones  de  Mon- 
róe,  prosiguió  con  más  confianza  la  guerra  de  emancipación, 
y  llegó  hasta  concebir  la  idea  de  una  vasta  confederación  sur- 
americana,  para  oponerla  a  las  pretensiones  de  la  Santa  Alian¬ 
za  que  apoyaba  la  política  monarquista  en  el  Nuevo  Mundo. 
Con  tal  fin,  y  quizá  también  con  el  de  dar  un  golpe  de  muer¬ 
te  a  la  anarquía  que  reinaba  en  las  nuevas  repúblicas,  el  7 
de  diciembre  de  1824  convocó  a  un  congreso  internacional 
en  la  ciudad  de  Panamá,  en  donde  debieran  estar  debidamen¬ 
te  representadas  todas  las  naciones  americanas.  El  congreso 
se  reunió  el  22  de  junio  de  1829,  pero  solamente  Colombia, 
Perú,  América  Central  y  Méjico  enviaron  sus  plenipotencia¬ 
rios.  El  gobierno  inglés,  especialmente  invitado  por  el  colom¬ 
biano,  acreditó  a  mister  Dawsking  con  carácter  de  observador, 
sin  revestirlo  de  plenipotencia. 


—  253  — 


Acogida  como  jurisprudencia  norteamericana  la  doctrina 
de  Monroe,  los  Estados  Unidos  no  perdieron  de  vista  un  solo 
momento  el  alcance  que  habría  de  tener  en  el  futuro  para  el 
desarrollo  y  seguridad  del  país.  Así  se  explica  que  los  presi¬ 
dentes  de  la  Unión,  secretarios  de  Estado  y  ministros  ante 
los  gobiernos  extranjeros  tuvieran  el  cuidado  de  comentarla 
y  recordarla  cuando  las  relaciones  internacionales  así  lo  reque¬ 
rían,  en  provecho  de  los  Estados  Unidos,  o  como  muro  contra 
posibles  agresiones  europeas  en  América. 

La  labor  de  los  Estados  Unidos  en  relación  con  los  diver¬ 
sos  proyectos  de  un  canal  americano  fue  consecuencia  de  una 
política  tradicional,  apoyada  por  sus  principales  hombres  de 
Estado. 

En  1856  el  secretario  de  Estado  Cass  hizo  una  terminante 
declaración: 

« . El  desarrollo  de  los  acontecimientos  ha  hecho  que  la 

vía  interoceánica  a  través  de  la  América  Central  sea  de  la 
mayor  importancia  para  el  mundo  comercial  y  particularmen¬ 
te  para  los  Estados  Unidos,  cuyas  posesiones  se  extienden  a 
lo  largo  del  Atlántico  y  del  Pacífico  y  exigen  los  medios  de  co¬ 
municación  más  rápidos  y  fáciles.  Si  bien  habrán  de  respe¬ 
tarse  siempre  los  derechos  de  soberanía  de  los  Estados  que 
ocupan  esta  región,  debemos  esperar  que  tales  derechos  se 
ejerzan  de  suerte  que  no  se  opongan  a  la  ocasión  y  a  las  nece¬ 
sidades  y  circunstancias  que  se  han  presentado.  La  soberanía 
tiene  sus  deberes  así  como  sus  derechos,  y  a  ninguno  de  esos 
gobiernos  locales  se  les  debería  permitir,  a  semejanza  del  ais¬ 
lamiento  oriental,  cerrar  las  vías  comerciales  del  mundo  y  jus¬ 
tificar  el  hecho  pretendiendo  que  a  ellos  les  pertenece,  conser¬ 
vando  el  derecho  de  cerrarlas,  o,  lo  que  equivale  a  lo  mismo, 
poner  tales  obstáculos  que  impidan  el  uso  general  de  las 
mismas.» 

El  8  de  marzo  de  1880  el  presidente  Hayes,  a  propósito  de 
la  empresa  de  M.  de  Lesseps,  decía  al  congreso  en  su  mensaje 
reglamentario: 

«La  política  de  este  país  exige  un  canal  (entre  los  dos  ma¬ 
res)  bajo  la  dominación  americana.  Los  Estados  Unidos  no 
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pueden  consentir  en  entregar  esta  influencia  dominante  a  nin¬ 
gún  poder  europeo  ni  a  ninguna  combinación  de  poderes  eu¬ 
ropeos. 

«El  canal  interoceánico  a  través  del  istmo  americano  cam¬ 
biará  esencialmente  las  relaciones  geográficas  entre  las  costas 
de  los  Estados  Unidos  en  el  Atlántico  y  en  el  Pacífico,  y  entre 
este  país  y  el  resto  del  mundo.  Ese  canal  será  el  gran  camino 
real  del  océano  entre  nuestras  costas  del  Atlántico  y  del  Pací¬ 
fico,  y,  virtualmente,  una  parte  de  las  costas  de  los  Estados 
Unidos.» 

El  general  Grant,  al  comentar  esta  declaración,  le  dio  ma¬ 
yor  relieve  en  un  artículo  publicado  en  febrero  de  1881  en  la 
American  Review: 

«De  acuerdo  con  la  reciente  política  del  gobierno,  en  obe¬ 
diencia  al  deseo  frecuentemente  expresado  del  pueblo  ameri¬ 
cano,  con  el  respeto  que  es  debido  a  nuestro  poder  y  a  la  dig¬ 
nidad  nacional,  con  vigilante  cuidado  por  la  seguridad  y  la 
prosperidad  de  nuestros  intereses  e  industrias  en  este  conti¬ 
nente,  y  con  la  resolución  de  protegerlos  con  la  aproximación, 
amistosa  u  hostil,  de  poderes  rivales  a  estas  costas,  yo  reco¬ 
miendo  este  canal  americano,  en  suelo  americano  y  para  el 
pueblo  americano .» 

Cuando  Francia,  en  1889,  intentó  ayudar  a  la  compañía 
francesa  del  canal  de  Panamá,  garantizándole  los  bonos  emi¬ 
tidos,  el  senado  de  los  Estados  Unidos,  en  sesión  extraordina¬ 
ria  (ejecutiva),  y  con  sólo  tres  votos  en  contra,  aprobó  esta 
diciente  resolución: 

«El  gobierno  de  los  Estados  Unidos  contempla  con  seria 
inquietud  y  desagrado  cualesquiera  intervención  de  los  gobier¬ 
nos  europeos  en  la  construcción  o  en  el  dominio  de  cualquier 
canal  a  través  del  istmo  del  Darién  o  en  la  América  Central, 
y  tiene  que  mirar  esa  intervención  o  ese  dominio  como  lesivo 
a  los  justos  derechos  e  intereses  de  la  nación  y  como  amenaza 
a  su  bienestar.» 

En  noviembre  de  1923,  Charles  Hughes,  secretario  de  Es¬ 
tado,  pronunció  en  Filadelfia  un  discurso  con  motivo  del  cen¬ 
tenario  de  la  doctrina  de  Monroe,  el  cual  puede  considerarse 
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como  explicación  de  los  hechos  cumplidos  e  igualmente  como 
pauta  para  el  porvenir,  en  relación  con  cualquier  tentativa  que 
se  haga  para  rivalizar  el  canal  de  Panamá: 

«Ahora  bien,  dijo  Mr.  Hughes,  queda  por  mencionar  cierta 
política  especial  de  la  mayor  importancia  para  los  Estados 
Unidos. 

«Hemos  establecido  una  comunicación  marítima  entre  los 
océanos  Atlántico  y  Pacífico,  es.decir,  el  canal  de  Panamá.  En¬ 
teramente  aparte  de  las  obvias  consideraciones  comerciales,  es 
esencial  para  nuestra  paz  y  seguridad  una  adecuada  protec¬ 
ción  de  este  canal  a  fin  de  ponerlo  a  salvo  de  todo  control 
adverso,  y  por  esta  razón  nos  proponemos  resguardar  en  toda 
circunstancia  el  canal  de  Panamá.  No  podríamos  exponernos 
a  adoptar  otra  actitud  diferente  respecto  a  cualquier  otro  canal 
que  pueda  construirse  entre  el  Atlántico  y  el  Pacífico.  De  ahí 
que  las  perturbaciones  en  la  región  del  Caribe  son  de  interés 
especial  para  nosotros,  no  con  el  propósito  de  buscar  dominio 
ajeno,  sino  para  estar  ciertos  de  que  nuestra  propia  seguridad 
está  libre  de  amenaza.» 

Como  se  ve,  los  Estados  Unidos  tuvieron  siempre  en  mira 
la  construcción  de  un  canal  netamente  americano.  Esta  nece¬ 
sidad  se  sintió  con  más  fuerza  ensanchada  la  Unión  America¬ 
na  con  los  territorios  de  La  Florida,  Texas,  Oregón  y  Alaska, 
y  se  hizo  inaplazable  después  de  la  guerra  con  España.  La  ad¬ 
quisición  de  Cuba  y  Puerto  Rico,  la  anexión  de  Hawai,  la 
compra  de  las  islas  Filipinas  y  una  posible  guerra  con  el  Japón, 
que  llegó  a  creerse  inevitable,  fueron  circunstancias  que  de¬ 
terminaron  una  corriente  avasalladora  en  el  pueblo  americano 
para  solicitar  del  congreso  y  del  presidente  se  asegurara  la 
construcción  del  ambicionado  canal  «en  suelo  americano  y  para 
el  pueblo  americano." 

El  presidente  McKinley,  en  su  mensaje  al  congreso  de 
1898,  recomendó  la  vía  de  Nicaragua.  En  la  plataforma  de  los 
partidos  republicano  y  demócrata,  antes  de  1900,  figuraba  como 
programa  político  la  misma  vía.  Los  partidarios  de  ella  logra¬ 
ron  que  la  cámara  de  representantes,  el  2  de  mayo  de  1900 
votara,  por  234  votos  contra  36,  una  proposición  en  favor  de 
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la  ruta  de  Nicaragua.  En  el  mismo  año  el  secretario  de  Estado 
firmaba  protocolos  con  los  ministros  de  Nicaragua  y  Costa 
Rica,  en  los  cuales  aquellos  países  se  comprometían  a  firmar 
tratados  en  firme  tan  pronto  como  el  presidente  de  los  Esta¬ 
dos  Unidos  tuviera  la  autorización  legislativa  para  contratar  a 
nombre  de  la  nación. 


Esta,  a  grandes  rasgos,  era  la  situación  de  los  dos  canales 
cuando  el  doctor  Martínez  Silva  llegó  a  Washington  a  cumplir 
la  misión  que  el  gobierno  de  Colombia  le  confió.  Su  principal 
instrucción  fue  la  de  inclinar  al  gobierno  de  los  Estados  Uni¬ 
dos  en  favor  de  la  ruta  colombiana.  Bien  pronto  se  dio  exacta 
cuenta  de  la  desventajosa  posición  de  la  república  con  moti¬ 
vo  de  la  última  prórroga  concedida  a  la  compañía  nueva  del 
canal  de  Panamá.  De  un  lado  la  ambición  de  grandes  capita¬ 
listas  con  influencias  poderosas  que  representaban  intereses 
en  la  compañía  del  canal,  del  otro  la  política  tradicional  de 
los  Estados  Unidos  y,  por  último,  el  natural  deseo  del  depar¬ 
tamento  de  Panamá  que  clamaba  porque  el  canal  se  abriese 
por  su  territorio,  «costase  lo  que  costase.» 

El  doctor  Martínez  Silva  comprendió  que  la  fidelidad  del 
departamento  de  Panamá  no  llegaría  basta  el  extremo  de  sa¬ 
crificar  su  porvenir  en  aras  de  un  sentimentalismo  que  no 
conducía  sino  al  aislamiento  y  a  la  pobreza  de  una  parte  muy 
importante  de  la  república  que  casi  sin  nexos  con  el  interior 
vivía  gracias  a  la  inmigración  y  riqueza  de  otros  pueblos.  ¿Qué 
hubiera  sido  de  Panamá  si  el  canal,  en  lugar  de  pasar  por  el 
istmo,  cruzara  a  Nicaragua?  ¿Se  hubieran  sometido  los  pana¬ 
meños  a  este  triste  destino?  ¿Qué  valdría  para  Colombia  el 
departamento  aislado  y  empobrecido?  ¿Habría  aceptado  con 
resignación  la  compañía  francesa  perder  hasta  el  último  cen¬ 
tavo  para  obedecer  el  mandato  de  una  opinión,  tan  respetable 
como  se  quiera,  pero  enteramente  alejada  del  momento  vivido 
en  Europa  y  en  los  Estados  Unidos  e  ignorante  de  los  intere¬ 
ses  que  estaban  en  juego? 

D.  Pablo  Arosemena,  colombiano  hasta  el  3  de  noviem¬ 
bre  de  1903,  ajeno  al  movimiento  separatista,  en  su  escrito 
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«La  secesión  de  Panamá  y  sus  causas,-  da  la  respuesta  a  las 
anteriores  preguntas: 

« . Tuve  conocimiento  de  la  labor  política  que  tenía  por 

objeto  alcanzar  Ja  independencia  del  istmo  de  Panamá— en¬ 
tonces  departamento  de  la  república  de  Colombia— en  la  ma¬ 
ñana  del  3  de  noviembre  de  1903.  Me  dio  la  noticia  tan  grave 
mi  yerno  el  señor  Juan  José  Méndez . 

«Y  supe  entonces  que  estaban  comprometidos  en  la  revo¬ 
lución  todos  los  miembros  de  mi  familia  y  el  partido  liberal 
panameño.  He  de  confesarlo:  desde  ese  momento  acepté  la 
causa  en  cuya  suerte  estaban  comprometidos  mi  familia  y  mi 
partido.  Yo  no  podía  permanecer  indiferente  y  menos  hostil 
ante  la  situación  que  iba  a  crearse,  de  gran  peligro  para  los 
míos  y  para  mis  copartidarios  políticos.  El  deber  y  el  honor 
unidos,  me  imponían  esa  línea  de  conducta.  El  paso  era  para 
mí  doloroso,  pero  ineludible;  decreto  del  ciego  destino.  No 
tengo  el  talento  de  hallar  razones  para  defender  lo  que  es  in¬ 
justificable,  y  sacar  buena  la  acción  egoísta  y  cobarde. 

«Recuerdos  gratos  e  imborrables  me  unen  a  Colombia.  Fui 
estudiante  del  Rosario  y  de  San  Bartolomé;  escuché  en  las  aulas 
de  esos  colegios  las  lecciones  de  Isidro  Arroyo,  Benigno  Ba- 
rreto,  Venancio  Restrepo,  Manuel  Cañarete,  el  Padre  Bonilla, 
Jacobo  Sánchez,  Ramón  Gómez,  Francisco  E.  Alvarez,  Anto¬ 
nio  María  Pradilla,  Ricardo  de  la  Parra  y  Francisco  Javier 
Zaldúa;  he  permanecido  en  Bogotá  no  menos  de  doce  años 
de  mi  vida;  fui  en  Colombia  representante,  senador,  secreta¬ 
rio  de  Estado,  procurador  general  de  la  nación,  ministro  ple¬ 
nipotenciario  y  designado  para  ejercer  el  poder  ejecutivo. 
No  se  rompen  sin  pesar  tan  nobles  vínculos;  no  se  renuncia 
sin  dolor  a  la  ciudadanía  de  nación  tan  valiente  y  gloriosa; 
a  la  patria  de  Córdoba  y  de  Santander,  de  los  Mosqueras,  Os- 
pina,  Murillo,  Arboleda,  Camacho  Roldán,  Ezequiel  Rojas,  los 

Pérez,  Rojas  Garrido .  Larga  es  la  lista  de  los  colombianos 

eminentes  por  sus  virtudes  cívicas,  su  heroísmo,  su  ilustra¬ 
ción  y  su  talento . 

«El  pensamiento  de  la  independencia  del  istmo  de  Panamá, 
que  es  antiguo,  nunca  tuvo  mi  favor. 
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« . Pero  las  circunstancias  hacen  ya  importuno  el  discu¬ 

rrir  sobre  materia  tan  interesante:  la  suerte  está  echada.  La 
independencia  de  Panamá,  resultado  de  la  acción  combinada 
de  intereses  enormes,  grave  e  imprudentemente  comprometidos 
por  el  rechazo  del  tratado  Herrán-Hay,  es  hecho  cumplido  e 
irrevocable.  Los  vínculos  que  existían  entre  el  departamento  de 
Panamá  y  la  república  de  Colombia  han  sido  definitivamente 
quebrantados,  y  en  el  porvenir  sólo  un  cambio  es  posible:  que 
el  nuevo  Estado  independiente  descienda  a  la  condición  de 
territorio. 

« . El  rechazo  del  tratado  Herrán-Hay  fue  acto  de  ex¬ 

trema  imprudencia,  porque  lastimaba  el  interés  del  pueblo 
americano,  que  anhelaba  la  construcción  del  canal;  el  del  pue¬ 
blo  panameño,  que  veía  su  porvenir  gravemente  comprome¬ 
tido,  y  también  el  de  los  tenedores  de  acciones  de  la  compa¬ 
ñía  del  canal  interoceánico,  que  esperaban  salvar  algo  de  lo 
mucho  que  tenían  comprometido  en  el  negocio.  Tres  intere¬ 
ses  de  igual  magnitud,  aliados  naturalmente  en  acción  que  tu¬ 
viera  por  objeto  defenderlos  y  salvarlos. 

«La  conducta  del  gobierno  del  señor  Marroquín  en  este 
asunto  fue  vituperable.  Le  ordenó  al  señor  Herrán  firmar  el 
tratado  y  envió  al  senado  ese  pacto,  omitiendo  la  formalidad 
corriente  de  la  aprobación  previa  del  presidente  de  la  repú¬ 
blica.  Un  expósito  entregado  sin  misericordia  al  furor  de  don 
Miguel  Antonio  Caro,  enemigo  apasionado  del  gobierno  y  vo¬ 
cero  de  opinión  sin  duda  muy  general.  Indefenso  y  desampara¬ 
do  por  el  gobierno  que  lo  celebró,  el  tratado  Herrán-Hay, 
que  halagaba  tántas  esperanzas  y  protegía  intereses  tan  valio¬ 
sos,  fue  rechazado  por  unanimidad  de  votos  en  el  senado  co¬ 
lombiano. 

«Es  visible  en  el  pueblo  americano  el  presentimiento  de 
un  conflicto  futuro  con  el  Japón.  Ese  presentimiento  se  reve¬ 
la  en  actos  constantes  cuya  significación  y  causa  no  es  posible 
disimular.  Por  este  motivo  la  apertura  del  canal  tenía  para 
los  Estados  Unidos  cardinal  importancia.  La  colosal  empresa 
no  era  una  especulación  sino  la  solución  de  un  problema 
militar  de  extraordinario  alcance:  el  paso  rápido  de  sus  tro¬ 
pas  de  un  océano  a  otro,  según  sus  necesidades.  El  canal  ha 
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duplicado  la  fuerza  de  la  flota  americana.  Los  Estados  Uni¬ 
dos  tenían  urgencia  en  crear  esa  situación,  y  Colombia  se 
colocaba  imprudentemente  en  su  camino  y  les  cerraba  el 
paso. 

«Es  posible  que  el  canal  impida  el  previsto  choque  muy 
grave  por  el  poder  que  el  Japón  mostró  en  la  guerra  con  el 
coloso  ruso . » 

En  discurso  pronunciado  por  el  mismo  autor  de  las  ante¬ 
riores  líneas  ante  la  tumba  del  doctor  Manuel  Amador  Gue¬ 
rrero  en  el  cementerio  de  Panamá  en  1909,  dijo: 

« . Hacia  ese  oriente  hicieron  rumbo  hombres  que,  estu¬ 

diada  cuidadosamente  y  apreciada  con  exactitud  la  situación 
del  istmo,  hallaron  que  era  la  independencia  solución  única 
al  arduo  problema.  Suceso  de  extraordinaria  gravedad  y  de 
largo  alcance  planteó  la  cuestión  política  con  claridad  mate¬ 
mática.  Ser  o  no  ser.  El  rechazo  imprudente  del  tratado  He- 
rrán-Hay  era  para  el  istmo  de  Panamá  golpe  de  gracia.  Adop¬ 
tada  otra  ruta  para  la  construcción  de  la  vía  marítima  que 
requieren  intereses  universales,  el  desarrollo  pacífico  y  aun  la 
seguridad  de  la  Unión  Americana,  volvía  el  istmo  a  1848,  es 
decir,  a  situación  rayana  en  la  indigencia.  Y  el  derecho  de 
vivir  es  irrenunciable,  sagrado.  Implicaba  la  independencia 
sacrificio  doloroso;  pero  la  salud  de  la  patria  en  peligro  y  los 
derechos  de  la  patria  sobre  sus  hijos  no  tienen  límites . «• 


Nota.  —  «La  circunstancia  de  hallarme  en  Nueva  York 
me  proporciona  la  oportunidad  de  ocuparme  sobre  las  relacio¬ 
nes  de  las  dos  naciones  en  vista  del  mensaje  del  presidente 
de  los  Estados  Unidos  dirigido  al  congreso  americano,  y  en  el 
cual  documento  oficial  se  presentan  las  cuestiones  suscitadas 
entre  los  dos  países  de  un  modo  inexacto  y  contrario  a  los 
hechos  que  han  pasado. 

«Mi  calidad  de  hombre  público  en  la  Nueva  Granada  y  el 
ser  hoy  senador  de  la  república  y  designado  para  ejercer  el 
poder  ejecutivo  en  caso  de  falta  del  actual  encargado  del  go¬ 
bierno,  me  imponen  el  deber  de  defender  los  fueros  naciona¬ 
les,  y  presentar  a  mi  patria,  a  los  Estados  Unidos  y  al  mun- 
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do  entero,  los  hechos  como  son,  y  las  cuestiones  en  su  verda¬ 
dero  punto  de  vista. 

«Los  Estados  Unidos  no  habían  podido  obtener  de  la  Nue¬ 
va  Granada  un  mero  tratado  de  amistad  y  comercio  desde 
que  concluyó  la  vigencia  del  celebrado  con  Colombia  el  3  de 
octubre  de  1824,  el  cual  tratado  fue  canjeado  en  Washington 
el  27  de  mayo  de  1825,  y  terminó  al  vencimiento  de  los  doce 
años  estipulados  por  el  artículo  31,  parágrafo  l.°,  el  27  de 
mayo  de  1837.  Nueve  años  bacía  que  la  Nueva  Granada  sos¬ 
tenía  el  principio  de  derechos  diferenciales,  que  rechazaban  los 
Estados  Unidos,  por  cuya  discordancia  no  se  había  celebrado 
un  nuevo  tratado,  y  los  ministros  americamos  nada  habían  po¬ 
dido  conseguir.  Encargado  yo  del  poder  ejecutivo  como  pre¬ 
sidente  de  la  república,  adopté  una  conducta  distinta,  y  creí 
necesario  que  se  aboliesen  los  derechos  diferenciales;  y  con 
tal  objeto,  en  una  conversación  confidencial  con  Mr.  B.  A. 
Bidlack,  encargado  de  negocios  de  los  Estados  .Unidos,  le  ofre¬ 
cí  que  se  celebraría  un  tratado  en  el  cual  se  aboliesen  los  de¬ 
rechos  diferenciales,  y  entráramos  en  relaciones  más  íntimas 
con  la  república  americana.  Mr.  Bidlack  recibió  con  agrado  y 
sorpresa  mi  indicación,  pues  tan  lejos  estaba  de  obtener  esto 
que  no  tenía  plenos  poderes  para  la  celebración  del  tratado. 
Le  indiqué  que  el  secretario  de  relaciones  exteriores,  doctor 
M.  M.  Mallarino,  hoy  encargado  del  poder  ejecutivo  como  pre¬ 
sidente,  estaba  ya  autorizado  para  entrar  en  conferencias  con 
él  reservadamente,  para  evitar  complicaciones  de  parte  de 
otros  ministros  diplomáticos,  que  usaban  de  sus  relaciones  en 
el  país  para  que  no  se  accediese  por  la  Nueva  Granada  a  la 
abolición  de  los  derechos  diferenciales. 

-Tenía  yo  en  mira  otro  gran  pensamiento,  y  era  el  de  lle¬ 
var  a  cabo  la  obra  de  un  camino  de  fierro  interoceánico,  para 
fomentar  el  comercio  universal  por  el  istmo  de  Panamá;  y, 
al  efecto,  había  ordenado  al  ministro  de  la  Nueva  Granada  en 
Francia  e  Inglaterra  que  propusiese  un  tratado  que  garanti¬ 
zase  la  neutralidad  del  istmo  y  la  soberanía  de  aquel  territo¬ 
rio.  Lo  mismo  propuse  al  señor  Bidlack,  redactando  el  secre¬ 
tario  de  relaciones  exteriores  la  proposición  del  artículo  35 
del  tratado  vigente,  y  basta  que  esta  proposición  no  fue  acep- 
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tada  no  se  celebró  el  contrato  del  ferrocarril  de  Panamá  con 
una  compañía  francesa,  y|a  su  nombre  con  el  señor  Mateo 
Klein;  y  solicitó  la  administración  el  artículo  2.°  del  decreto 
legislativo  de  8  de  junio  de  1847  para  adjudicar  dicho  privile¬ 
gio  a  otra  compañía  si  la  francesa  no  llevaba  a  efecto  la  obra. 
Con  esta  autorización  dispuse  que  el  uegocio  se  trasladase  de 
la  legación  neogranadina  en  Francia  a  los  Estados  Unidos, 
puesto  que  el  gobierno  americano  había  aprobado  la  conduc¬ 
ta  de  su  ministro  Mr.  Bidlack  en  la  celebración  del  tratado 
con  la  Nueva  Granada,  propuesto  subsperatis  por  la  adminis¬ 
tración  que  yo  presidía  y  con  el  objeto  de  estrechar  las  re¬ 
laciones  entre  las  dos  repúblicas  sin  más  variación  que  la  re¬ 
dacción  de  los  artículos  l.°  al  5.°,  7.°,  8.°,  10,  13,  15  al  24  y 
32  a  34,  pues  aunque  los  propuestos  eran  sobre  la  misma  ma¬ 
teria,  quería  Mr.  Bidlack  se  adoptase  la  reducción  que  tenían 
los  mismos  artículos  en¡el¿tratado  de  5  de  diciembre  de  1825  en¬ 
tre  los  Estados  Unidos  y  la  América  Central,  a  lo  cual  no  tuve 
embarazo;  pues  solamente  se  trataba  de  redacción.  Los  miem¬ 
bros  de  la  administración  Polk,  Mr.  Marcy,  actual  secretario 
de  estado  y  Mr.  Buchanan,  futuro  presidente  de  esta  repúbli¬ 
ca,  conocen  bien  la  historia  de  este  negocio  y  cuál  fue  el  áni¬ 
mo  amistoso  de  la  Nueva  Granada  para  con  los  Estados  Uni¬ 
dos,  lo  cual  en  la  historia  de  las  relaciones  exteriores  de  un 
país  no  se  debe  olvidar,  tanto  más  cuanto  el  pensamiento  que 
guió  a  los  dos  gobiernos  tenía  miras  mucho  más  elevadas  que 
las  del  estrecho  círculo  en  que  hoy  ha  visto  la  cuestión  el 
presidente  Pierce. 

«La  guerra  de  México  no  permitió  que  en  las  sesiones  del 
congreso  de  diciembre  de  1846  a  1847  se  ratificase  el  tratado, 
porque  le  faltó  la  aprobación  del  senado;  y  habiendo  miras 
opuestas  de  otros  gobiernos  para  que  el  tratado  de  1846  fuese 
aprobado  por  los  Estados  Unidos,  creí  indispensable  una  mi¬ 
sión  extraordinaria,  y  se  nombró  constitucionalmente  al  general 
P.  A.  Herrán  enviado  extraordinario  y  ministro  plenipoten¬ 
ciario  para  que  instase  por  la  aprobación  del  tratado  y  pro¬ 
moviese  la  formación  de  una  compañía  para  la  construcción 
del  camino  de  fierro  entre  los  dos  mares  por  el  istmo  de  Pa¬ 
namá.  Felizmente  en  el  senado  actual  de  los  Estados  Unidos 
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existen  miembros  que  también  tenían  asiento  en  aquella  época 
y  que  conocen  la  importancia  del  asunto.  Celebróse  el  con¬ 
venio  con  los  señores  W.  H.  Aspiwall,  John  Loyd  Stephens 
y  Henry  Chauncey,  por  el  general  Herrán,  en  28  de  diciem¬ 
bre  de  1848;  le  presté  mi  aprobación  como  presidente  de  la 
república  y  pedí  la  ley  que  se  expidió  el  12  de  junio  de  1849, 
mandándola  ejecutar  la  administración  que  me  sucedió  aquel 
año,  después  de  haberse  celebrado  el  canje  del  tratado  de 
1846  en  10  de  junio  de  1848,  previa  la  aprobación  del  con¬ 
greso  granadino  y  del  senado  americano . » 

( Nueva  Granada  y  los  Estados  Unidos. — Folleto  publicado  en  Nueva  York, 
el  5  de  diciembre  de  1856,  por  el  senador  de  la  Nueva  Granada  general  Tomás 
Cipriano  de  Mosquera). 


AMERICANIZACIÓN  DEL  CANAL  DE  PANAMÁ 

La  situación  de  la  compañía  nueva  del  canal  de  Panamá 
no  podía  ser  más  angustiosa  en  1901.  Según  afirmación  de  su 
presidente,  habían  sido  consumidos  en  la  empresa  $  109.141.500, 
que  apenas  si  representaban  las  dos  quintas  partes  de  la  obra. 
La  llave  del  crédito,  tanto  en  Francia  camo  en  el  exterior, 
estaba  cerrada.  Los  gobiernos  europeos,  para  conservar  el 
equilibrio  en  el  continente,  se  guardaban  muy  bien  de  tomar 
cartas  directas  o  indirectas  en  el  asunto  del  canal,  conformán¬ 
dose  con  su  neutralidad  en  caso  de  ser  abierto.  La  política 
internacional  de  los  Estados  Unidos  consideraba  como  acto 
poco  amistoso  para  con  aquel  país  la  intervención  de  Europa 
en  los  negocios  de  América.  Francia  misma  se  curó  en  salud 
una  vez  formada  la  antigua  compañía.  Por  medio  de  su  em¬ 
bajador  en  Washington  declaró  al  secretario  de  Estado  de  los 

Estados  Unidos  que  « . no  tenía  intención  de  garantizar  o 

proteger  o  hacerse  responsable  en  ninguna  forma  en  relación 
con  los  planes  del  señor  de  Lesseps  en  las  negociaciones  ten¬ 
dientes  a  la  construcción  de  un  canal  interoceánico.»  La  com¬ 
pañía  nueva  del  canal  había  agotado  todos  los  recursos  y  se 
encontraba  en  imposibilidad  material  para  entregar  al  servicio 
la  obra  del  canal  de  acuerdo  con  el  contrato  celebrado  con 
el  gobierno  de  Colombia,  al  mismo  tiempo  que  la  opinión 
pública  de  los  Estados  Unidos  solicitaba,  en  todas  formas,  la 
apertura  del  canal  de  Nicaragua,  obra  considerada  como  de 
interés  nacional. 

En  tales  circunstancias  sólo  quedaba  a  la  compañía  fran¬ 
cesa  una  puerta  abierta:  ofrecer  su  concesión  al  gobierno  de 
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los  Estados  Unidos  en  competencia  con  el  canal  rival  de  Ni¬ 
caragua.  Para  dar  este  paso  necesitaban  una  nueva  prórroga 
por  parte  de  Colombia,  y  como  no  dudaba  en  conseguirla, 
aplicó  todas  sus  energías  en  el  desarrollo  del  plan  propuesto. 
Simultáneamente  gestionaba  en  Washington  la  venta  de  la 
concesión  que  estaba  para  terminar  legalmente,  ofreciendo, 
como  hecho  cumplido,  la  nueva  prórroga;  y  en  Bogotá,  por 
conducto  de  su  agente,  abría  paso  a  las  negociaciones  ten¬ 
dientes  a  lograr  el  fin  buscado,  que  terminaron  en  el  contra¬ 
to  Calderón-Mancini. 

Para  disculpar,  en  parte,  las  varias  prórrogas  concedidas  a 
las  compañías  francesas,  antigua  y  nueva,  se  sostuvo  la  tesis 
de  que  el  gobierno  de  Bogotá,  al  otorgarlas,  tuvo  como  mira 
la  de  evitar  que  pasara  a  poder  de  los  Estados  Unidos  una 
empresa  que,  al  continuar  siendo  francesa,  aseguraría  nuestra 
soberanía  en  el  istmo.  Si  verdaderamente  esta  política  fue  la 
que  guió  las  negociaciones  llevadas  a  cabo  sobre  este  asun¬ 
to,  es  preciso  confesar  que  no  se  contempló  en  su  verdadera 
faz  la  situación  en  que  se  hallaba  Colombia  con  respecto  a  los 
principales  factores  del  problema:  el  poder  de  los  Estados 
Unidos,  con  su  inmensa  riqueza;  la  penuria  de  la  compañía 
nueva  del  canal  de  Panamá,  y  la  abstención  de  las  potencias 
europeas  en  negocio  de  tánta  importancia  para  la  Unión  Ame¬ 
ricana. 

Puede  afirmarse  no  hubo  asunto  internacional  tan  discuti¬ 
do  y  estudiado  en  todo  el  mundo  como  el  relativo  a  la  aper¬ 
tura  de  los  canales  americanos  y  a  las  actuaciones  públicas  o 
privadas  de  la  compañía  antigua  del  canal  y  de  la  nueva,  su 
sucesora.  En  Bogotá  no  faltaron  escritores  que,  como  D.  Fran¬ 
cisco  Groot  y  el  doctor  Martínez  Silva,  demostraron  en  va¬ 
rios  artículos  la  inconveniencia  de  continuar  por  el  camino 
de  las  prórrogas,  que  equivalía  a  cerrar  el  paso  a  toda  inicia¬ 
tiva  propia  de  Colombia  para  contratar  libremente  la  termi¬ 
nación  del  canal  de  Panamá  de  acuerdo  con  sus  propios  in¬ 
tereses. 

El  gobierno  de  Colombia  no  podía  alegar  desconocimiento 
de  la  trama  que  se  urdía  en  Wall  Street,  en  París  y  en  Bo¬ 
gotá  en  perjuicio  del  país.  Muy  claro  hablaban  los  informes 
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enviados  al  ministerio  de  hacienda  por  el  señor  Rodulfo  Saín- 
per,  delegado  especial  del  gobierno  ante  el  consejo  de  admi¬ 
nistración  de  la  compañía,  y  los  no  menos  autorizados  del  minis¬ 
terio  de  relaciones  exteriores,  de  junio,  julio,  agosto  y  diciembre 
de  1889.  Todos  ellos  revelaban  la  crítica  situación  de  la  com¬ 
pañía  y  las  actividades  que  desplegaban  sus  agentes  para  in¬ 
teresar  al  gobierno  americano  no  solamente  en  la  concesión 
a  que  legalmente  tenía  derecho  la  compañía,  sino  en  aquella 
que  pensaba  adquirir  más  tarde.  ¿Por  qué,  pues,  el  empeño 
de  conceder  la  última  y  decisiva  prórroga  a  la  compañía  nue¬ 
va  del  canal  de  Panamá,  cuando  ésta  lo  que  perseguía  era 
hacerse  dueña  de  ella  por  un  precio  ínfimo  y  venderla  luégo 
a  los  Estados  Unidos  según  afirmación  oficial  del  ministerio  de 
hacienda  de  Colombia? 


El  primer  paso  conocido  con  el  objeto  de  americanizar  el 
canal  consta  en  la  siguiente  carta  del  abogado  de  la  compa¬ 
ñía  francesa,  dirigida  a  Mr.  John  Hay,  secretario  de  Estado 
de  los  Estados  Unidos,  con  fecha  28  de  noviembre  de  1898: 

«Estimado  señor: 

«Al  referirme  a  la  entrevista  que  tuvo  usted  a  bien  acor¬ 
darme  el  viernes  último  y  a  la  benévola  oferta  de  que  usted 
daría  audiencia  al  director  general  de  la  compañía  nueva  del 
canal  de  Panamá  acompañado  por  nosotros  para  presentar  al 
presidente  la  comunicación  que  la  compañía  nueva  del  canal 
tiene  preparada  para  hacer  llegar  al  gobierno,  me  permito  po¬ 
ner  en  conocimiento  de  usted  que,  debido  al  mal  tiempo  que 
prevalece,  el  vapor  La  Touraine  se  ha  demorado  en  llegar 
hasta  hoy,  circunstancia  que  nos  impide  traducir  y  preparar 
los  documentos  necesarios  antes  del  miércoles  venidero.  Tam¬ 
bién  me  permito  manifestar  a  usted  que,  de  acuerdo  con  sus 
deseos,  tendremos  en  cuenta  que  la  conferencia  debe  ser  a 
las  11  de  la  mañana.  Tengo  el  honor,  etc. 

«Wm.  Nelson  Cromwell 

« American  Counsel  for  New  Panamá  Canal  Co.' *■ 
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El  5  de  diciembre  del  mismo  año  informaba  Mr.  Cromwell 
a  Mr.  Hay: 

«Mi  querido  señor: 

«Me  permito  confirmar  mi  telegrama  de  esta  mañana,  in¬ 
troducido  a  las  10  y  45,  del  cual  acompaño  una  copia. 

«A  mi  llegada  a  esta  ciudad  tuve  conocimiento,  por  el  di¬ 
rector  general  de  la  compañía,  quien  me  precedió,  que  la  pro¬ 
videncia  que  acaba  de  ser  dictada  por  una  sola  cámara  del 
poder  legislativo  en  Colombia  consistió  en  aprobar  una  ley 
para  autorizar  al  ejecutivo  a  negociar  la  nueva  prórroga  de 
seis  años,  contados  desde  1904,  a  fin  de  dar  término  al  canal, 
de  acuerdo  con  la  comunicación  que  al  respecto  ba  dirigido  la 
compañía  al  gobierno.  Me  permito  acompañar  a  la  presente, 
traducida,  una  copia  de  dicha  comunicación. 

«Usted  se  servirá  tomar  nota  de  que  la  compañía  especí¬ 
ficamente  manifiesta  al  gobierno  no  ser  la  prórroga  asunto  de 
suprema  necesidad,  sino  que  sólo  es  deseable  en  beneficio  de 
los  intereses  del  comercio  y  de  la  navegación,  puesto  que  el 
nuevo  plazo  daría  tiempo  de  hacer  el  corte  más  profundo,  re¬ 
duciendo  el  número  de  esclusas  a  cuatro. 

«También  habrá  tenido  usted  ocasión  de  observar  que  la 
ley  citada  se  propone  conceder  nuevos  podeFes  al  ejecutivo, 
hecho  que  ha  causado  perturbación  en  la  política  de  Bogotá. 
Como  usted  tendrá,  sin  duda,  informes  oficiales  a  este  respecto, 
también  conocerá  las  serias  divergencias  recientemente  pre¬ 
sentadas  entre  la  cámara  de  representantes  de  Colombia  y  el 
presidente  de  la  república.  Aquella  corporación  presentó  una 
formal  resolución  para  declarar  vacante  el  puesto  de  presi¬ 
dente,  y  rehúsa,  además,  reconocer  su  posesión  ante  la  corte 
suprema  de  justicia. 

«Nosotros  interpretamos  la  acción  de  la  cámara  de  repre¬ 
sentantes  únicamente  como  consecuencia  del  choque  entre  la 
cámara  y  el  presidente,  mas  nunca  como  declaración  de  la 
cámara  de  representantes  o  de  la  política  nacional  en  relación 
con  el  canal  de  Panamá,  ni  mucho  menos  manifestación  de 
hostilidad  hacia  la  compañía.  Y  tenemos  toda  la  confianza  en 
este  sentido,  debido  a  la  consideración  y  cordialidad  manifes- 
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tada  por  el  congreso  y  el  gobierno  a  la  compañía  nueva  del 
canal  de  Panamá,  hecho  que  no  dudo  será  comunicado  a  usted 
por  el  ministro  en  Washington. 

"Nuestra  compañía  no  tiene  la  menor  duda  respecto  de 
cualquier  prórroga  que  se  necesite  para  el  futuro. 

"Soy,  etc. 

"W.  Nelson  Cromwell 

" Counsel  New  Panamá  Canal  Co .*■ 

En  las  dos  cartas  anteriores  se  ponen  de  manifiesto  dos 
hechos  importantes:  primero,  que  la  compañía  trabajaba  desde 
1898  para  obtener  la  prórroga  de  1900;  y,  segundo,  que  su  abo¬ 
gado  en  los  Estados  Unidos,  al  tratar  de  interesar  al  gobierno 
americano,  aseguraba  con  toda  confianza  la  consecución  de 
"cualquier  prórroga  que  se  necesite  para  el  futuro.»  Y  esto 
sucedía  antes  de  estallar  en  Colombia  la  guerra  civil  de  1899, 
circunstancia  que  debe  tenerse  muy  en  consideración. 

El  21  de  diciembre  nuevamente  se  dirigía  el  señor  Crom¬ 
well  al  secretario  de  Estado: 

"Mi  querido  señor; 

«Como  continuación  a  mi  carta  del  5  de  diciembre  de  1898, 
de  la  cual  usted  se  sirvió  acusarme  recibo  en  su  favorecida 
del  8  del  presente,  me  permito  manifestarle  que  hemos  sido 
informados  por  nuestro  agente  en  Bogotá  de  que  en  las  rela¬ 
ciones  oficiales  de  la  cámara  de  representantes  se  dejó  cons¬ 
tancia  expresa  de  que  la  ley  relativa  a  la  prórroga  de  la  com¬ 
pañía  nueva  del  canal  de  Panamá  no  fue  considerada  por  falta 
de  tiempo.  Sin  embargo,  ayer  recibimos  un  cable  posterior  en 
el  cual  se  nos  avisa  que  el  gobierno  concedió  la  prórroga,  su¬ 
jeta  a  la  aprobación  del  próximo  congreso;  y  según  veo  en  el 
Herald  de  esta  mañana,  la  prensa  de  este  país  ha  recibido 
anátogos  informes. 

«Tanto  el  gobierno  como  nosotros  opinamos  que  la  auto¬ 
rización  de  conceder  dicha  prórroga  corresponde  a  aquél,  de 
acuerdo  con  los  términos  de  la  antigua  concesión;  pero  la  for¬ 
malidad  de  la  rectificación  será  solicitada  en  tiempo  oportuno, 
sin  que  nosotros  tengamos  la  menor  duda  en  conseguirla. 
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«Usted  verá  que  mi  confianza  en  la  actitud  de  Colombia, 
como  lo  indiqué  en  mi  última  carta,  ha  sido  confirmada  pron¬ 
ta  y  completamente. 

«Soy,  etc. 

«WlLLIAM  NELSON  CROMWELL 

« General  counsel  New  Panamá  Canal  Co.» - 

El  director  general  de  la  compañía,  en  desarrollo  del  pro¬ 
yecto  ideado,  con  fecha  28  de  febrero  de  1899,  dijo  al  Presi¬ 
dente  de  los  Estados  Unidos: 

«Señor: 

«l.°  La  compañía  nueva  del  canal  de  Panamá  no  se  ha 
propuesto,  en  ninguna  ocasión,  buscar,  como  no  la  busca,  gra¬ 
tificación  ni  ayuda  financiera  de  parte  del  gobierno  de  los 
Estados  Unidos  para  la  terminación  del  canal. 

«2.°  La  compañía  somete  los  trabajos  efectuados  por  ella 
en  el  canal  de  Panamá  al  examen  de  este  gobierno  o  de  cual¬ 
quier  comisión  especial  a  la  cual  se  desee  confiar  tal  trabajo, 
siendo  grato  para  ella  atender  los  deseos  del  gobierno  por 
todos  los  medios  posibles  en  el  sentido  indicado. 

«3.°  El  gobierno  constatará  que,  por  lo  menos,  dos  quintas 
partes  de  los  trabajos  han  sido  ya  ejecutados,  que  se  han  em¬ 
pleado  durante  los  últimos  cuatro  años  y  se  emplean  en  la 
actualidad  de  tres  a  cuatro  mil  hombres  en  los  trabajos  bajo 
la  dirección  de  numerosos  ingenieros;  que  todos  los  proble¬ 
mas  técnicos  y  físicos  han  sido  resueltos  por  la  «comisión  in¬ 
ternacional  de  ingenieros,»  según  informe  fechado  el  16  de  no¬ 
viembre  último,  que  tiene  usted  en  su  poder;  que  el  canal  es 
perfectamente  factible  y  que  sus  puertos,  en  los  dos  océanos, 
además  de  ser  naturales,  ofrecen  toda  clase  de  garantías;  que 
sus  concesiones  son  legales  e  incontestadas,  y  que  las  relacio¬ 
nes  de  los  Estados  Unidos  con  el  canal  son  especiales  y  de 
suma  importancia,  debido  a  las  ventajas  señaladas  en  el  trata¬ 
do  de  1846  entre  este  país  y  Colombia,  y  sus  derechos,  cuales¬ 
quiera  que  sean,  han  sido  escrupulosamente  respetados,  obser¬ 
vados  y  confirmados  en  las  concesiones  acordadas  entre  el 
gobierno  de  Colombia  y  la  compañía  nueva  del  canal  de  Pa- 
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namá,  y  en  virtud  de  las  cuales  el  canal  está  en  vía  de  ter¬ 
minación. 

«4.°  Si  la  compañía  nueva  del  canal  de  Panamá  no  busca 
ayuda  financiera  del  gobierno  de  los  Estados  Unidos,  sí  tiene 
en  cuenta  el  sentimiento  nacional  de  este  país  en  el  sentido  de 
procurar  un  interés  pecuniario  en  cualquier  canal  que  venga 
a  unir  los  dos  océanos  Atlántico  y  Pacífico.  Por  tal  motivo,  la 
compañía  nueva  del  canal  de  Panamá  declara  que  si,  como 
resultado  de  la  investigación  sugerida,  el  gobierno  de  los  Es¬ 
tados  Unidos  adopta  la  vía  de  Panamá,  ésta,  en  caso  de  que 
el  gobierno  lo  desee,  se  incorporará  bajo  las  leyes  de  Nueva 
York,  así  como  está  la  compañía  del  ferrocarril  desde  hace 
cincuenta  años,  o  de  cualquier  otro  Estado  de  la  Unión,  bajo 
las  reservas  contenidas  en  las  estipulaciones  de  su  concesión, 
e  incorpora  tanto  la  concesión  misma  como  sus  bienes  en  di¬ 
cha  sociedad.  En  este  caso  la  compañía  concederá  al  gobierno 
de  los  Estados  Unidos  representación  en  su  consejo  de  admi¬ 
nistración  y  le  procurará  la  ocasión  de  adquirir  intereses  en 
sus  títulos  dentro  de  los  límites  de  las  concesiones,  las  que, 
naturalmente,  han  de  ser  escrupulosamente  observadas. 

«Además,  si  los  Estados  Unidos  quieren  perpetuar  o  au¬ 
mentar  sus  derechos  existentes  acordados  en  el  mencionado 
tratado  de  1846,  la  compañía  aceptará  cualquier  pacto  suple¬ 
mentario  que  pueda  concluirse  entre  los  Estados  Unidos  y 
Colombia. 

«Tenemos  el  honor  de  agregar  que  ayer,  en  la  audiencia  pú¬ 
blica  que  nos  fue  concedida  por  el  comité  de  ríos  y  puertos  de 
la  cámara  de  representantes,  hemos  sometido  al  presidente 
y  miembros  de  dicho  comité  una  comunicación  en  el  sentido 
indicado. 

«Maurice  Hutin 

« Director  general  de  la  compañía  nueva 
del  canal  de  Panamá .» 

Mas  no  es  esta  la  única  ocasión  en  que  la  compañía  nueva 
del  canal  de  Panamá  ofrece  al  gobierno  de  los  Estados  Uni¬ 
dos,  más  o  menos  vedadamente,  la  venta  de  sus  derechos  y 
concesiones,  sugiriendo  la  posibilidad  de  un  atropello  a  los 
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derechos  de  Colombia.  En  otras  ocasiones  se  hacen  las  mismas 
insinuaciones  y  se  presentan  con  mayor  claridad  las  intencio¬ 
nes  de  la  compañía.  Tan  descaradas  llegaron  a  ser,  que  el  co¬ 
mité  de  canales  interoceánicos,  en  su  informe  de  16  de  mayo 
de  1900,  hubo  de  increpar  severamente  la  conducta  de  la  com¬ 
pañía  en  las  siguientes  frases: 

« . Este  propósito  manifiesto  de  la  compañía  en  inter¬ 

venir  en  la  legislación  de  este  país,  solicitando  del  presidente 
informar  al  congreso  de  un  estado  de  cosas  que,  según  ella, 
‘por  presunción  no  tiene  conocimiento,’  constituye  un  insulto 
a  la  inteligencia  del  congreso.  Es  una  insolente  invitación  al 
presidente  para  controlar  la  acción  del  congreso  a  fin  de  que 
esta  corporación  no  legisle  sobre  los  informes  presentados  en 
ambas  cámaras. 

«El  que  esta  compañía,  actuando  en  un  país  extranjero  y 
sin  ser  conocida  siquiera  por  la  honradez  de  sus  procedimien¬ 
tos,  cuando  en  todo  tiempo  ha  merecido  la  desconfianza  del 
gobierno,  solicite  del  presidente  ‘poner  en  conocimiento  del 
congreso  los  hechos  del  caso,’  con  la  mira  de  oponerse  a  que 
éste  declare  y  cumpla  la  política  nacional  de  nuestro  pueblo 
y  del  gobierno,  no  tiene,  afortunadamente,  precedente  en  nues¬ 
tra  historia. 

«Un  proyecto  de  ley  que  la  cámara  ha  convenido  en  tomar 
en  consideración  en  los  días  l.°  y  2  de  mayo  de  1900  ha  sido 
severamente  censurado  por  esta  compañía,  porque,  al  ser  apro¬ 
bado,  destruiría  la  esperanza  que  ella  tiene  de  echar  sobre  los 
hombros  de  los  Estados  Unidos  una  empresa  fracasada,  según 
consta  en  la  propuesta  del  28  de  febrero  de  1899,  que  ahora 
se  revive  con  esta  nueva  comunicación. 

«Aparte  del  hecho  de  que  dicha  propuesta  contiene  suges¬ 
tiones  tendientes  a  defraudar  a  los  accionistas  de  la  antigua 
compañía  y  a  violar  las  disposiciones  de  las  cortes  francesas, 
propone  una  violación  directa  de  las  leyes  de  Colombia,  na¬ 
cidas  de  la  concesión  otorgada  a  dicha  compañía.  Así  como 
también  se  ve  la  intención  de  procurar  el  rompimiento  de 
nuestro  tratado  de  1846  celebrado  con  Colombia,  por  medio  del 
cual  nos  hemos  comprometido  a  garantizar  su  soberanía  en  el 
departamento  de  Panamá. 
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«El  presidente  no  dio  respuesta  a  dicha  insinuación  ni  ha 
contestado  tampoco  a  las  sugestiones  que  contiene  la  carta  de 
Sullivan  &  Cromwell  del  30  de  abril  de  1900,  carta  que  el  se¬ 
cretario  de  Estado  remitió  al  presidente  del  comité  de  canales 
interoceánicos . » 

Entre  los  documentos  del  senado  americano  correspondien¬ 
tes  al  59°  congreso,  primera  sesión,  figura  el  número  457,  en 
donde  se  intercaló,  a  solicitud  del  senador  Morgan,  el  proyecto 
de  contrato  de  21  de  noviembre  de  L899,  que  tiene  por  enca¬ 
bezamiento  las  siguientes  palabras: 

«El  señor  William  Nelson  Cromwell,  con  poderes  absolu¬ 
tos,  de  acuerdo  con  el  formal  arreglo  con  el  comité  de  direc¬ 
tores  de  la  compañía  nueva  del  canal  de  Panamá  (New  Pa- 
nama  Canal  of  France ),  puede  llevar  a  cabo  con  un  sindicato 
americano  la  americanización  de  la  compañía  al  tenor  de  las 
bases  que  a  continuación  se  expresan . » 

Tales  bases  disponen  que  una  nueva  corporación  se  orga¬ 
nice  bajo  las  leyes  del  Estado  de  Nueva  York,  o  de  los  de  New 
Jersey  o  Delaware  con  el  nombre  de  Panama  Company  of 
America,  compañía  que,  como  objeto  principal,  tenía  el  de  «com¬ 
pletar,  sostener  y  manejar  el  canal  de  Panamá  y  atender  a 
cualquier  otro  intento  que  tenga  en  mira  la  realización  del 
fin  indicado,»  y  dispone  que  «las  cláusulas  de  incorporación 
ordenarán  que,  por  lo  menos,  las  tres  cuartas  partes  del  nú¬ 
mero  total  de  la  junta  de  directores  serán  ciudadanos  de  los 
Estados  Unidos,  y  la  sede  de  la  compañía  funcionará  en  terri¬ 
torio  americano.» 

Es  verdad  que  tal  contrato  fue  exhibido  en  el  proceso  sin 
firmas,  ante  el  comité  de  relaciones  exteriores  de  la  cámara 
de  representantes  de  los  Estados  Unidos,  pero  también  lo  es 
que  no  fue  repudiado  ni  negado  por  el  abogado  de  la  compa¬ 
ñía,  quien  en  el  interrogatorio  a  que  se  le  sometió  lo  calificó 
de  «plan  abortado.»  Efectivamente,  no  hay  constancia  alguna 
de  que  a  este  instrumento  se  le  hubiera  dado  carácter  legal. 
En  cambio,  al  mes  siguiente,  el  27  de  diciembre  de  1899, 
William  M.  Cbapman,  Henry  Clark  y  Francis  Pollac,  ante  el 
registrador  de  instrumentos  públicos  del  Estado  de  New  Jersey, 
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Charles  Edgard  Mili,  celebraron  un  contrato  para  establecer  la 
P anama  Company  of  America,  con  domicilio  en  la  calle  de 
Montgomery,  número  76,  Jersey  City,  condado  del  Hudson. 

Esta  sociedad,  según  reza  el  preámbulo  del  instrumento 
público  citado,  tenía  por  objeto  adquirir,  por  compra  o  de  otra 
manera,  los  intereses  de  la  compañía  nueva  del  canal  de  Pa¬ 
namá  y  el  ferrocarril  al  través  del  istmo;  construir,  explotar  y 
controlar  tanto  el  mencionado  canal  como  el  ferrocarril;  cons¬ 
truir  diques,  rompeolas  y  muelles;  contratar  el  transporte  de 
pasajeros,  de  carga  ordinaria,  de  carga  postal  y,  en  fin,  para 
entrar  en  arreglos  o  negociaciones  con  los  gobiernos  nacional, 
departamental  o  municipal  que  pudieran  contribuir  al  objetivo 
de  la  compañía. 

Tarea  demasiado  larga  sería  la  de  seguir  paso  a  paso  todas 
las  actividades  de  la  compañía  nueva  del  canal  de  Panamá,  ten¬ 
dientes  a  lograr  la  venta  de  su  concesión  al  gobierno  de  los 
Estados  Unidos,  ya  bien  subrepticiamente  o  de  manera  desca¬ 
rada.  Estas  actividades  pueden  clasificarse  en  tres  principales 
períodos:  el  primero  se  distinguió  por  la  labor  hecha  ante  el 
gobierno  de  Washington  a  fin  de  hacerle  comprender  la  dispo¬ 
sición  en  que  se  hallaba  la  compañía  para  traspasar  sus  dere¬ 
chos  al  único  país  que  necesitaba  la  vía  acuática  y  que  podía 
dar  remate  a  la  obra,  sugiriendo,  desde  luégo,  el  desconoci¬ 
miento  de  las  leyes  colombianas;  el  segundo  tuvo  en  mira  ha¬ 
cer  partícipe  a  Colombia  en  las  negociaciones  y  obtener  su 
concurso  con  el  objeto  de  conciliar  los  intereses  de  todas  las 
partes;  y  el  tercero,  en  1903,  comprende  la  unión  de  la  com¬ 
pañía  nueva  del  canal  de  Panamá  con  los  Estados  Unidos  y 
el  departamento  de  Panamá,  en  contra  de  Colombia. 

La  ley  Spooner  del  congreso  americano,  sancionada  el  28 
de  junio  de  1902,  dispuso  la  excavación  de  un  canal  interoceá¬ 
nico  y  autorizó  al  presidente  de  los  Estados  Unidos  para  ad¬ 
quirir,  por  un  precio  que  no  excediera  de  $  40.000.000,  los  de¬ 
rechos,  privilegios,  franquicias,  concesiones  y  propiedades  de  la 
compañía  nueva  del  canal  de  Panamá,  inclusive  sus  intereses 
en  el  ferrocarril  del  departamento.  Igualmente  autorizaba  di¬ 
cha  ley  para  obtener  de  Colombia,  en  condiciones  razonables, 
el  perpetuo  dominio  sobre  una  zona  de  terreno,  no  menor  de 
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seis  millas  de  ancho  para  el  canal  y  sus  obras  auxiliares,  do¬ 
minio  que  debiera  comprender  la  jurisdicción  para  hacer  y 
poner  en  vigor,  por  medio  de  los  tribunales  en  que  se  convi¬ 
niese,  las  disposiciones  de  policía  sanitarias  y  demás  que  se 
juzgasen  necesarias  para  la  conservación  del  orden  y  de  la  sa¬ 
lubridad  pública. 

Colombia  y  la  compañía  nueva  del  canal  de  Panamá,  en 
defensa  cada  una  de  sus  particulares  puntos  de  vista,  traba¬ 
jaron  unidas  en  1901  para  mantener  en  expectativa  a  los  Esta¬ 
dos  Unidos  y  a  Panamá  mientras  se  celebraba  un  tratado  cid 
referendum  en  el  cual  cupiesen  los  intereses  que  estaban  en 
juego.  Sancionada  la  ley  Spooner  parecía  resuelto  el  problema 
en  las  condiciones  más  favorables  a  la  situación  de  aquella 
época,  pues  permitía  el  común  acuerdo  entre  las  partes,  a  base 
de  discusión  cordial  y  de  mutuo  entendimiento.  De  allí  nació 
el  proyecto  de  tratado  preparado  por  el  doctor  Martínez  Silva 
que  contemplaba  los  intereses  de  Colombia,  de  los  Estados 
Unidos,  de  Panamá  y  de  la  compañía  francesa,  obteniendo  para 
la  primera  el  reconocimiento,  por  parte  de  los  Estados  Unidos, 
de  la  soberanía  de  Colombia  en  el  departamento  de  Panamá, 
y  el  dominio  especial  de  las  ciudades  de  Panamá  y  de  Colón. 
Desgraciadamente  no  fue  comprendida  en  Bogotá  la  política 
internacional,  que,  si  implicaba  algunas  concesiones,  debido  a 
hechos  cumplidos  con  anterioridad  y  a  los  cuales  no  podía  es¬ 
capar  Colombia,  en  cambio  tenía  la  ventaja  de  evitar  la  sepa¬ 
ración  de  Panamá  y  la  oportunidad  de  que  el  canal  atravesara 
tierra  colombiana.  Pero  la  unión,  cod  tánto  trabajo  formada, 
quedó  virtualmente  rota  desde  el  mismo  punto  en  que  fue  co¬ 
nocido  el  cablegrama  del  22  de  febrero  de  1902,  originario  del 
ministerio  de  relaciones  exteriores  de  Bogotá,  fruto  de  las  de¬ 
liberaciones  de  la  junta  de  notables  del  palacio  de  San  Carlos. 
En  este  momento  empezó  prácticamente  la  americanización 
del  istmo  de  Panamá  sin  que  Colombia  pudiese  hacer  frente 
a  la  lucha  tenaz  en  que  estaban  empeñados  los  intereses  de 
los  Estados  Unidos,  de  la  compañía  nueva  y  del  departamen¬ 
to  de  Panamá. 

Celebrado  el  tratado  Herrán-Hay,  los  primeros  meses  de 
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1903  fueron  de  grande  agitación  a  causa  de  su  discusión  en 
las  cámaras  legislativas  colombianas,  reflejo  en  aquel  entonces 
de  una  corriente  política  adversa  al  gobierno  del  señor  Ma- 
rroquín.  Las  informaciones  llegadas  al  departamento  de  Esta¬ 
do  en  Washington,  procedentes  de  la  legación  americana  en 
Bogotá,  indicaban  la  posibilidad  de  una  fuerte  oposición  al 
pacto  internacional  firmado,  informaciones  que,  por  otras  fuen¬ 
tes,  eran  igualmente  conocidas  en  el  departamento  de  Panamá. 
A  medida  que  se  formaba  en  los  círculos  políticos  de  la  capi¬ 
tal  la  oposición  al  tratado,  se  intensificaban  en  los  Estados 
Unidos  y  en  Panamá  los  preparativos  para  llevar  a  cabo  la 
separación  del  departamento.  En  junio  de  1903  ya  no  era  un 
secreto  para  nadie  la  próxima  desmembración  de  Colombia  en 
caso  de  no  ser  aprobado  el  tratado.  The  World,  diario  de  Nue¬ 
va  York,  relataba  los  acontecimientos  que  debieran  cumplirse, 
y  Felipe  Bunau  Varilla,  poseedor  de  gran  número  de  acciones 
de  la  compañía  francesa,  pero  sin  nexos  oficiales  con  ella,  daba 
por  cable  la  voz  de  alerta  al  vicepresidente  de  la  república: 

•  París,  junio  13  de  1905 

«Marroquín—  Bogotá. 

«Me  permito  someterle  respetuosamente  lo  siguiente: 

«l.°  Debe  admitirse,  como  un  prineipio  fundamental  que 
la  única  entidad  que  en  la  actualidad  puede  construir  el  canal 
de  Panamá  son  los  Estados  Unidos,  y  que  ni  los  gobiernos 
europeos  ni  el  capital  privado  se  atreven  a  luchar  contra  la 
doctrina  Monroe  o  contra  el  tesoro  americano  para  construir 
el  canal  en  el  caso  de  que  los  Estados  Unidos  vuelvan  a  pen¬ 
sar  en  Nicaragua,  si  el  gobierno  colombiano  no  ratifica  el 
tratado. 

«2.°  Corolario  de  este  principio  evidente  es  que  el  fracaso 
de  la  ratificación  del  tratado  abre  dos  caminos:  la  construcción 
del  canal  de  Nicaragua  y  absoluta  pérdida  para  Colombia  de 
los  incalculables  beneficios  que  resultarían  de  la  construcción 
por  su  territorio  de  la  gran  arteria  del  comercio  universal,  o 
la  construcción  del  canal  de  Panamá  después  de  la  secesión  y 
declaración  de  la  independencia  del  istmo  de  Panamá  bajo  la 
protección  de  los  Estados  Unidos,  como  ha  sucedido  en  Cuba. 
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«3.  Espero  que  su  política  patriótica  y  elevada  salvará  a 
su  país  de  los  dos  precipicios  en  donde  perecerían,  o  la  pros¬ 
peridad  o  la  integridad  de  Colombia,  y  a  los  cuales  quieren 
conducirla  los  consejos  de  gente  ciega  o  malhechores  que  de¬ 
sean  improbar  el  tratado  o  modificarlo,  lo  que  resultaría  la 
misma  cosa. 

«Felipe  Bunau  Varilla- 

El  mismo  Bunau  Varilla  se  había  dirigido  al  señor  Marro- 
quín  el  23  de  noviembre  de  1902  desde  Nueva  York  en  tér¬ 
minos  análogos: 

«Marroquín —  Presidente  —Bogotá. 

«Situación  en  extremo  peligrosa  justifica  someterle  siguien¬ 
te  consideración:  suspensión  en  firmar  tratado  sobre  canal  de 
Panamá  en  víspera  reunión  congreso  tiene  tres  consecuencias 
igualmente  peligrosas  para  los  intereses  vitales  de  Colombia: 
o  la  final  selección  de  la  vía  de  Nicaragua,  acuerdo  ley  Spoo- 
ner,  o  la  pérdida  de  todo  lo  conquistado  y  continuación  del 
actual  estado  de  cosas  si  al  terminar  el  próximo  febrero  no 
está  todo  convenientemente  arreglado,  o  la  creación  de  suce¬ 
sos  internacionales  de  la  mayor  gravedad,  de  los  cuales  puede 
resultar  que  el  canal  sea  construido  por  Panamá  contra  Co¬ 
lombia,  en  lugar  de  llevarse  a  cabo  con  ella  amigablemente. 
La  única  esperanza  es  una  acción  decisiva  y  radical  del  supre¬ 
mo  gobierno  de  la  república. 

Bunau  Varilla 

Walford  Astoria  -  (Hearings  on  the  Raney  Resolution  be¬ 
fare  the  Committee  on  Foreign  Affairs  of  the  House  oj  Repre- 
sentatives — Washington  Government  Printing  Office). 


En  1906,  cuando  la  compañía  nueva  del  canal  de  Panamá 
tenía  a  salvo  sus  intereses,  cuando  los  empleados  de  ella  no 
estaban  obligados  a  ser  tan  circunspectos  en  sus  declaraciones, 
el  señor  Eduardo  Lampré,  ex-jefe  de  la  secretaría  de  la  direc¬ 
ción  general  de  la  compañía,  al  ser  interrogado  por  la  comi¬ 
sión  de  relaciones  exteriores  de  la  cámara  americana  sobre  si 
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el  pueblo  francés,  en  su  concepto,  hubiera  podido  allegar  los 
recursos  indispensables^para  la  terminación  del  canal,  y  por 
qué  la  compañía,  si  de  ello  tenía  posibilidades,  deseaba  la 
venta  de  su  concesión  por  $  40.000.000,  dijo: 

« . Esta  es  una  cuestión  enteramente  diferente,  según  mi 

opinión.  En  Francia  tenemos  dinero  suficiente  para  construir 
el  canal,  pero  la  rivalidad  por  la  ruta  de  Nicaragua  y  la  po¬ 
sibilidad  de  que  ti  congreso  de  los  Estados  Unidos  pasara  una 
ley  ordenando  la  construcción  de  tal  canal,  asustó  al  pueblo 
francés. 

«En  vista  de  ello  consideramos  que  la  mejor  manera  de 
proceder  era  la  de  buscar  alguna  clase  de  combinación  aquí 
para  terminar  el  canal  con  el  apoyo  de  los  Estados  Unidos 
primero,  y  luégo  dejar  que  el  canal  fuese  de  los  Estados  Uni¬ 
dos,  si  lo  quería  tomar.» 

El  doctor  Martínez  Silva,  a  través  de  sus  estudios,  siguió 
con  patriótico  interés  el  desarrollo  de  los  acontecimientos  re¬ 
lacionados  con  el  canal  de  Panamá.  En  la  revista  política  del 
Repertorio  Colombiano,  febrero  de  1894,  delineó  la  verdadera 
situación  de  Colombia  en  ese  entonces,  e  indicó  la  conducta 
que  éebiera  adoptarse  si  verdaderamente  se  deseaba  salvar 
para  las  generaciones  futuras  los  beneficios  del  canal. 

Hé  aquí  sus  palabras: 

«El  gobierno  ha  resuelto  nombrar  una  comisión  especial 
que  vaya  a  Francia  a  entenderse  con  la  compañía  del  canal 
de  Panamá  sobre  los  términos  en  que  haya  de  negociarse  una 
nueva  prórroga  para  la  conclusión  de  los  trabajos. 

«Tan  delicado  encargo  ha  sido  confiado  al  señor  doctor 
Nicolás  Esguerra,  quien  lleva  como  secretario  al  señor  don 
Carlos  Arturo  Torres,  uno  de  los  redactores  de  La  Crónica. 
La  comisión  así  constituida  es,  sin  duda,  respetable,  y  da  ga¬ 
rantías  de  honradez  y  acierto. 

«Por  lo  demás,  es  todavía  muy  discutible  si  convenga  o  nó 
conceder  una  nueva  prórroga  a  la  compañía  del  canal;  y  esto 
no  podrá  resolverse  sino  en  vista  de  la  actitud  que  asuman 
las  potencias  europeas. 

«Hasta  ahora  sólo  se  ve  claro  que  en  Francia  no  se  con- 
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seguirá  el  capital  necesario  para  concluir  la  obra,  y  que  la 
prórroga  que  se  solicita  quizá  no  tiene  otro  objeto  que  mejo¬ 
rar  la  condición  de  las  acciones  de  la  empresa  para  hacer  más 
fácil  y  menos  onerosa  su  venta. 

-Otro  punto  no  debe  perderse  de  vista,  y  es  que  ningún 
canal  interoceánico,  ya  sea  por  Panamá  o  por  cualquiera  otra 
de  las  vías  estudiadas,  no  podrá  llevarse  a  cabo  sin  la  apro¬ 
bación  del  gobierno  de  los  Estados  Unidos. 

«Teniendo  hoy  este  país  valiosas  posesiones  en  el  Pacífico, 
y  necesitando  mantener  dos  escuadras  en  ambos  océanos,  por 
fuerza  debe  buscar  el  modo  de  conexionarlas  y  de  protegerlas 
recíprocamente.  Por  esta  razón  es  indudable  que  el  gobierno 
americano  no  consentirá  en  un  canal  cuyas  bocas  no  domine. 
La  única  nación  que  podría  oponerse  a  esta  pretensión  sería 
Inglaterra:  pero,  como  es  muy  sabido,  los  órganos  más  respe¬ 
tables  de  la  prensa  inglesa  están  hoy  abogando  calurosamente 
por  la  abrogación  del  tratado  Clayton-Bulwer,  cuyas  cláusulas 
se  oponen  a  lo  que  al  presente  quieren  los  Estados  Unidos. 

,  «Si  este  tratado  se  renuncia  por  ambas  partes,  no  habría 
potencia  alguna  en  Europa  que  asumiera  la  grave  responsabi¬ 
lidad  de  garantizar  la  neutralidad  del  canal  interoceánico,  ni 
se  conseguirían  los  capitales  necesarios  para  abrirlo.  En  este 
supuesto,  la  prórroga  que  ahora  se  estipulara  sería  baldía,  y 
sólo  daría  por  resultado  favorecer  los  intereses  de  la  actual 
compañía  sacrificando  el  porvenir  de  Colombia. 

"Y  si  tal  hubiera  de  ser  el  resultado,  ¿no  sería  más  pru¬ 
dente  dejar  que  caducara  la  concesión  y  negociar  directamente 
la  construcción  del  canal  con  los  Estados  Unidos?  Tratándose 
de  tan  valiosos  intereses,  los  sentimentalismos  políticos  no 
pueden  ni  deben  tener  cabida  en  los  cálculos  de  los  conduc¬ 
tores  de  la  nación.  El  criterio  debe  ser  el  de  los  hombres  de 
negocios,  empezando  por  aceptar  los  hechos  que  no  tienen  re¬ 
medio.  Colombia  aislada  sería  impotente  para  oponerse  a  lo 
que  se  ha  llamado  destino  manifiesto;  y  si  de  él  pudiera  sacar 
buen  provecho,  insensatez  suprema  sería  el  no  hacerlo. 

"Por  estas  consideraciones  y  teniendo  todavía  mucho  tiem¬ 
po  por  delante,  parece  que  no  debiera  festinarse  un  nuevo 
arreglo  con  la  compañía  del  canal.  Antes  de  un  año  se  sabrá 
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a  qué  conclusión  han  llegado  Inglaterra  y  los  Estados  Unidos, 
y  entonces  será  la  oportunidad  de  negociar  sobre  alguna  base 
conocida.» 

En  la  misma  revista,  en  el  número  correspondiente  al  mes 
de  octubre  de  1899,  se  publicó  en  traducción  el  notable  artículo 
<*La  expansión  americana  y  el  canal,»  de  Pierre  Leroy-Beaulieu, 
que  apareció  en  VEconomiste  Frangaise,  al  cual  precedieron 
estas  palabras  del  doctor  Martínez  Silva: 

~E1  artículo  que  se  leerá  en  seguida  y  que  es  obra  de  un 
eminente  publicista  francés,  debe  ser  leído  y  estudiado  con 
particular  atención  por  los  llamados  a  ejercer  influencia  en  los 
destinos  de  Colombia.  Con  absoluta  claridad  se  plantea  allí,  y 
en  cierto  modo  se  resuelve  el  problema  de  nuestros  futuros 
destinos  en  el  istmo.  Los  hechos  se  nos  vienen  encima  en 
momentos  en  que  no  hay  ni  pueblo  ni  gobierno  que  se  pre¬ 
ocupe  por  hacerles  frente.  Por  lo  visto,  la  cuestión  del  canal 
de  Panamá  trata  de  resolverse  sin  contar  para  nada  con  Co¬ 
lombia;  y  como  no  está  en  nuestro  poder  oponernos  a  lo  in¬ 
evitable,  la  prudencia  política  aconseja  anticiparnos  a  los  Su¬ 
cesos  para  ver  de  sacar  de  ellos  el  mejor  partido  posible.  En 
este  sentido  sería  urgente  suspender  toda  negociación  con  la 
compañía  del  canal  de  Panamá  y  aguardar  el  momento  de 
negociar  directamente  con  el  gobierno  de  los  Estados  Unidos, 
sin  sentimentalismos  románticos  ni  cobardes  vacilaciones.» 

En  estas  líneas,  que  parecen  haber  sido  escritas  después  de 
la  catástrofe,  se  plantea  el  problema  del  canal  con  clara  visión 
hacia  el  futuro.  Sin  palabras  que  puedan  oscurecer  el  pensa¬ 
miento,  sin  galas  retóricas,  tan  usadas  en  Colombia  cuando,  a 
falta  de  razón,  se  trata  de  resolver  en  sentido  determinado 
todo  asunto  en  relación  con  los  intereses  comunes,  se  fijan, 
con  precisión  matemática,  verdades  inconcusas  que  el  tiempo 
se  encargó  de  demostrar. 

La  voz  del  doctor  Martínez  Silva  no  fue  atendida  ni  acep¬ 
tado  su  consejo.  Y  tanto  en  esta  ocasión  como  en  las  poste¬ 
riores,  en  contra  de  sus  opiniones,  se  procedió  con  una  ligereza, 
con  una  falta  de  conocimiento  del  asunto,  con  tan  poco  pa¬ 
triotismo  y  honradez,  que  al  fin  llegó  la  hora  trágica  que  él 
quiso  apartar  con  tánto  empeño  de  los  destinos  de  la  patria. 
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NOTAS 

I 

« República  de  Colombia— Ministerio  de  hacienda— Sección  7.a 

Ramo  del  canal  de  Panamá  -  Número  2935. 

Bogotá,  27  de  diciembre  de  1900 
Señor  ministro  de  relaciones  exteriores  —  En  su  despacho 

Correspondo  al  atento  oficio  de  ese  ministerio,  número 
11130  de  24  de  los  corrientes,  imponiendo  a  vuestra  señoría 
del  «estado  actual  *  del  negociado  relativo  a  la  construcción  y 
explotación  del  canal  interoceánico  por  la  vía  de  Panamá. 

Por  contrato  de  26  de  abril  del  presente  año,  publicado 
en  el  número  11278  del  Diario  Oficial,  se  concedió  a  la  com¬ 
pañía  nueva  del  canal  de  Panamá  una  nueva  prórroga  de  seis 
años  para  concluir  y  dar  al  servicio  público  la  obra  mediante 
el  pago  de  francos  5.000.000,  los  cuales  fueron  consignados  en 
la  casa  Fould  &  Cié.,  de  París,  a  la  orden  del  gobierno  de 
Colombia,  el  día  24  de  julio  último.  Dicha  prórroga  termina 
el  31  de  octubre  de  1910,  quedando  en  vigor  las  estipulacio¬ 
nes  de  los  contratos  sobre  construcción  y  explotación  del  ca¬ 
nal,  a  saber: 

Contrato  de  23  de  marzo  de  1878,  aprobado  con  modifica¬ 
ciones  por  la  ley  28  de  18  de  mayo  del  mismo  año. 

Contrato  de  10  de  diciembre  de  1890.  aprobado  sin  modi¬ 
ficaciones  por  la  ley  107  de  26  de  diciembre  del  mismo  año:  y 

Contrato  de  4  de  abril  de  1893,  celebrado  en  virtud  de  la 
ley  91  de  1892  y  publicado  en  el  número  9125  del  Diario 
Oficial. 

Aunque  para  tratar  con  la  compañía,  en  el  lugar  de  su 
domicilio  legal,  sobre  las  condiciones  en  que  pudiera  conce¬ 
derse  la  última  prórroga  solicitada,  se  comisionó  al  señor  doc¬ 
tor  Nicolás  Esguerra  con  carácter  de  agente  especial,  según 
decreto  número  69  de  15  de  febrero  de  1899,  publicado  en  el 
número  10902  del  Diario  Oficial ,  y  de  acuerdo  con  las  ins¬ 
trucciones  que  reposan  en  este  ministerio,  tal  comisión  se  de- 
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claró  terminada  el  día  20  de  abril  del  año  que  expira,  y  en 
tal  virtud  se  celebró  directamente  con  el  representante  de  la 
compañía  en  esta  ciudad  el  contrato  de  26  del  mismo  mes  a 
que  se  ha  hecho  referencia.  De  esto  se  dio  cuenta  a  ese  mi¬ 
nisterio  en  oficio  de  10  de  mayo  postrero,  número  2882. 

Para  que  vuestra  señoría  pueda  apreciar  la  manera  como 
el  doctor  Esguerra  gestionó  el  asunto  ante  la  compañía,  le  re¬ 
mito,  con  la  presente,  los  duplicados  de  las  últimas  comuni¬ 
caciones  dirigidas  a  este  ministerio  por  dicho  agente  especial, 
entre  las  cuales  hallará  vuestra  señoría  copias  del  tratado 
Pauncefote-Hay  y  del  proyecto  del  contrato  propuesto  a  la 
comisión  francesa  por  el  señor  doctor  Esguerra,  el  cual  según 
lo  comunicó  el  mismo  señor  en  kalograma  de  28  de  abril,  fue 
rechazado  sin  discusión. 

Acompaño  igualmente  a  vuestra  señoría,  en  ocho  folletos, 
las  últimas  publicaciones  que  han  venido  al  ministerio  sobre 
el  estado  actual  de  la  compañía  francesa  y,  además,  un  tras¬ 
lado  de  la  comunicación  dirigida  con  fecha  18  de  agosto  últi¬ 
mo  por  el  señor  don  Rodulfo  Samper,  delegado  especial  del 
gobierno  ante  el  consejo  administrativo  de  la  misma  compañía, 
en  la  cual  hallará  vuestra  señoría  las  últimas  fases  que  puede 
presentar  este  negociado  en  relación  con  la  probable  determi¬ 
nación  que  la  compañía  francesa  adopte  para  ceder  sus  de¬ 
rechos  y  obligaciones  al  gobierno  americano  en  caso  de  que 
llegue  a  ser  aprobado  legalmente  el  tratado  Hay-Pauncefote, 
y  aceptadas  las  conclusiones  favorables  de  la  comisión  técnica 
encargada  por  aquel  gobierno  del  examen  científico  de  la  vía 
de  Panamá.  A  este  respecto  me  refiero  especialmente  a  los 
autorizados  informes  que  ese  despacho  ha  comunicado  al  de 
mi  cargo  en  los  oficios  números  10346  de  6  de  junio  de  1899^ 
10365  de  14  de  julio  del  mismo  año,  10408  de  27  del  mismo 
mes,  10455  del  11  de  agosto  siguiente,  10466  del  22  del  mismo 
mes,  10539  de  28  de  septiembre  siguiente,  10680  de  22  de  di¬ 
ciembre  del  año  citado,  10736  del  30  de  enero  del  presente 
año,  10851  de  4  de  mayo  siguiente,  10896  de  8  de  junio,  10960 
de  30  de  agosto,  y  11000  de  25  de  septiembre  postrero. 

Por  lo  demás,  este  ministerio  llama  especialmente  la  aten¬ 
ción  de  vuestra  señoría  a  lo  que  disponen  los  artículos  18  y 
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21  del  contrato  de  privilegio  para  la  apertura  y  explotación 
del  canal  interoceánico,  aprobado  por  la  ley  28  de  1878.  Debe, 
en  mi  concepto,  estudiarse  previamente  si  la  compañía  con¬ 
cesionaria  puede  o  nó,  según  aquellos  artículos  del  contrato, 
ceder  sus  derechos  y  obligaciones  a  otra  compañía  que  se 
organice  legalmente  con  tal  objeto,  o  a  un  gobierno  extranjero. 
En  caso  afirmativo,  el  ministerio  considera  que  la  cesión  o 
traspaso  de  los  derechos  adquiridos  por  la  compañía  francesa 
es  acto  que  indudablemente  necesita,  para  su  validez,  de  la 
aprobación  del  gobierno  colombiano.  En  caso  negativo,  debe 
preceder  la  solicitud  del  correspondiente  permiso  por  parte 
de  la  compañía  francesa,  y  entonces  el  gobierno  colombiano, 
fundándose  en  los  cálculos  sobre  el  producto  probable  de  la 
explotación  del  canal,  una  vez  abierto,  puede  exigir,  como  va¬ 
lor  de  la  concesión  del  permiso  del  traspaso,  una  sutna  con¬ 
siderable  en  oro  y,  además,  una  participación  mayor  en  las 
acciones  y  productos  brutos  de  la  empresa  que  la  reconocida 
por  los  contratos  vigentes.  Otro  tanto  podrá  exigirse  si  llega 
el  caso  probable  de  que  la  compañía  o  gobierno  cesionario 
solicite  de  la  república  una  nueva  prórroga  para  terminar  y 
dar  al  servicio  público  la  obra.  Esta  posibilidad  la  funda  el 
ministerio  en  la  circunstancia  de  que  la  actual  compañía 
concesionaria  pidió  últimamente  la  prórroga  de  ocho  años, 
que  no  le  fue  otorgada  sino  por  seis,  según  la  autorización 

t 

dada  al  gobierno  por  el  decreto  legislativo  número  72 L  de  22 
de  abril  postrero,  publicado  en  el  número  11268  del  Diario 
Oficial. 

Cuando. el  señor  doctor  Esguerra  manifestó  por  cable  que 
la  duración  de  la  prórroga  pedida  últimamente  y  los  términos 
de  los  pagos  determinarían  su  precio,  el  ministerio,  en  oficio 
del  7  de  mayo  último,  le  manifestó,  entre  otras  cosas,  lo  si¬ 
guiente:  «Lo  relativo  al  tiempo  mayor  de  seis  años  como  pró¬ 
rroga  estaba  reconocido  por  usted  en  su  cable  de  17  de  febre¬ 
ro,  en  el  cual  dijo:  “Duración  de  prórroga  y  términos  pago 
determinarán  precio,”  y  estaba,  además,  reconocido  por  el  se¬ 
ñor  Mancini  (apoderado  legal  de  la  compañía  en  esta  ciudad) 
al  solicitar  dos  años  más  prórroga  sobre  los  seis  pedidos 
antes,  ofreciendo  una  suma  mayor  por  dichos  dos  años  exce- 
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dentes.  El  gobierno,  pues,  adquirió  la  convicción  de  que  no 
bastarían  los  seis  años  para  coronar  la  empresa,  y  estimó 
que  la  conveniencia  del  fisco  y  de  la  nación  consisten  en  no 
conceder  toda  la  prórroga  ya  solicitada  sino  aquella  que  fue¬ 
re  estrictamente  necesaria  para  colocar  a  la  compañía  fran¬ 
cesa  en  estado  de  subsistir .» 

En  efecto,  robustecida  la  capacidad  fiscal  de  la  compañía, 
mediante  los  recursos  que  pueda  levantar  en  Francia,  u  orga¬ 
nizada  una  compañía  en  los  Estados  Unidos  y  llevada  la  obra 
a  una  situación  tan  ventajosa  como  la  que  se  deriva  de  no 
faltar  sino  dos  años  de  trabajo  para  concluirla,  podrá,  entonces 
sí,  la  Dación  exigir  las  compensaciones  a  que  tenga  o  crea  tener 
derecho,  sin  amenazar  con  sus  exigencias  la  vida  de  la  com¬ 
pañía  y  de  la  misma  empresa.  Si,  además,  para  llegar  a  esta 
situación  se  ha  necesitado  el  traspaso  de  la  concesión  a  otra 
compañía,  entonces  con  mayor  facilidad  podrá  la  república 
hacer  tales  exigencias,  porque  se  tratará  de  una  compañía  pro¬ 
vista  del  capital  de  construcción  necesario,  lo  cual  no  ocurre 
con  la  actual  compañía  francesa. 

Si  vuestra  señoría  cree  necesarios  otros  datos  sobre  el  par¬ 
ticular,  estoy  dispuesto  a  suministrárselos  sin  demora. 

Con  sentimientos  de  distinguido  aprecio,  me  suscribo  de 
vuestra  señoría  atento  servidor. 

Por  el  señor  ministro,  el  subsecretario, 

J 

Alejandro  M.  Olivares- 

Por  el  contexto  de  la  comunicación  transcrita,  que  revela 
el  pensamiento  oficial  que  guió  al  gobierno  para  conceder  la 
prórroga  de  seis  años,  se  confirma,  sin  lugar  a  duda,  la  in¬ 
tención  que  de  tiempo  atrás  abrigaba  la  compañía  francesa 
para  ceder  sus  derechos  y  obligaciones,  con  pleno  conoci¬ 
miento  del  gobierno  colombiano,  una  vez  adquirida  la  pró¬ 
rroga  solicitada.  La  tarea  de  éste  consistió  en  facilitar  los  me¬ 
dios  a  la  compañía  para  que,  según  lo  previsto,  pudiese  sub¬ 
sistir  durante  el  tiempo  necesario  para  salvar  sus  propios  in¬ 
tereses. 

No  obstante  que  al  conceder  la  última  prórroga  el  gobier- 
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no  concesionario  tenía  la  certeza  de  que  no  bastarían  los  seis 
años  para  coronar  la  empresa,  en  el  decreto  de  carácter  le¬ 
gislativo  número  721  de  1900  (23  de  abril)  se  dijo: 

« . Artículo  2.°  La  dicha  prórroga  empezará  a  contarse 

el  día  31  de  octubre  de  1904.  En  consecuencia,  el  canal  debe 
estar  terminado  y  dado  al  servicio  público,  a  más  tardar  el 
31  de  octubre  de  1910 . » 

Y  en  el  contrato  celebrado  dos  días  después  entre  el  mi¬ 
nistro  de  hacienda  y  el  agente  de  la  compañía  se  omitió,  de¬ 
liberadamente,  contra  toda  ley  establecida  y  hasta  contra  el 
mismo  sentido  común,  la  cláusula  penal  para  el  caso  de  que 
la  compañía  concesionaria  no  pudiera  dar  cumplimiento  a  lo 
pactado  en  el  contrato. 

II 


-  Febrero  22  de  1902. 

-Ministro  Colombia  Washington. 

-La  compañía  del  canal  no  puede  transferir  sus  derechos 
a  nación  o  gobierno  extranjero  sin  modificar  previamente,  de 
acuerdo  con  el  gobierno  de  Colombia,  el  contrato  primitivo, 
artículos  21  y  22. 

«Exteriores» 


«iVuera  York ,  5— Buenaventura,  5  de  marzo  de  1902. 

«Inexplicable  el  kalograma  del  ministerio  de  relaciones  ex¬ 
teriores  relativo  compañía  canal  de  Panamá.  Ha  producido 
desastroso  efecto  aquí.  En  regiones  oficiales  se  prepara  algo 
grave  sobre  Panamá.  Yo  no  seré  responsable.  Comunique  ins¬ 
trucciones  pronto. 

«Concha» 


III 

Las  noticias  recibidas  aquí  diariamente  indican  que  en  Bo¬ 
gotá  existe  una  gran  oposición  al  tratado  sobre  el  canal.  La 
derrota  parece  probable  por  dos  razones  principales: 


—  284  — 


1. a  La  codicia  del  gobierno  de  Colombia  que  pretende  un 
notable  aumento  en  la  suma  destinada  para  el  pago  de  la  con¬ 
cesión  y  propiedades. 

2. a  El  hecho  de  que  determinados  círculos  han  trabajado 
con  frenesí,  tomando  como  arma  la  supuesta  renunciación  de 
la  soberanía  en  las  tierras  indispensables  para  la  construcción 
del  canal. 

También  han  llegado  a  esta  ciudad  indicaciones  de  que  el 
departamento  de  Panamá,  en  donde  se  halla  el  terreno  de  la 
proyectada  zona  del  canal,  está  listo  para  separarse  de  Colom¬ 
bia,  y  llevar  a  cabo,  por  su  cuenta,  un  tratado  con  los  Estados 
Unidos,  en  relación  con  el  canal. 

El  departamento  de  Panamá  había  preparado  una  nueva 
forma  de  gobierno  y  se  encontraba  listo  para  establecer  insti¬ 
tuciones  republicanas,  pero  este  plan  fue  entonces  considera¬ 
do  como  inoportuno,  mas  en  la  actualidad  está  en  vía  de 
pronta  realización.  Se  tiene  por  cierto  que  las  siguientes  su¬ 
gestiones  han  sido  puestas  a  la  consideración  del  gobierno: 

El  departamento  de  Panamá  se  separará  del  gobierno  de 
Colombia  en  caso  de  que  el  congreso  de  aquel  país  se  niegue 
a  ratificar  el  tratado  del  canal,  organizándose  la  forma  repu¬ 
blicana. 

Este  plan  parece  de  fácil  ejecución  si  se  tiene  en  cuenta 
que  en  el  istmo  de  Panamá  sólo  existe  una  guarnición  no 
mayor  de  cien  hombres. 

Los  ciudadanos  de  Panamá  se  proponen,  después  de  la  in¬ 
dependencia,  celebrar  un  tratado  con  los  Estados  Unidos,  por 
medio  del  cual  se  concederá  a  esta  nación  un  dominio  abso¬ 
luto  sobre  la  zona  del  canal.  Queda  exceptuada  la  ciudad  de 
Panamá,  pero  los  Estados  Unidos  mantendrán  allí  el  control 
necesario  para  los  efectos  de  policía  y  de  sanidad  pública. 

La  jurisdicción  del  gobierno  americano  en  la  zona  será 
absoluta,  no  permitiéndose  aumento  de  precio  en  los  arren¬ 
damientos. 

En  cambio,  el  presidente  de  los  Estados  Unidos  reconoce¬ 
rá  inmediatamente  el  nuevo  gobierno,  una  vez  establecido,  y 
acreditará  un  ministro  para  negociar  y  firmar  el  tratado  sobre 
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el  canal,  negociación  que  puede  hacerse  prontamente,  pues 
todos  los  datos  al  respecto  han  sido  ya  suministrados. 

Se  dice  que  el  presidente  Roosevelt  es  fervoroso  partidario 
de  este  plan  en  caso  de  ser  negado  en  Bogotá  el  tratado.  El 
pacto  de  1846,  que  obliga  a  los  Estados  Unidos  a  garantizar 
la  soberanía  de  Colombia  en  el  istmo  de  Panamá,  se  interpre¬ 
tará  como  aplicable  únicamente  a  la  intervención  de  naciones 
extranjeras,  pero  en  ningún  caso  a  los  levantamientos  inter¬ 
nos.  La  formal  abrogación  del  tratado  del  46  está,  sin  embar¬ 
go,  al  estudio. 

Se  sabe  que  el  gabinete  apoya  la  idea  del  presidente  de 
reconocer  a  la  república  de  Panamá  si  esta  medida  se  consi¬ 
dera  como  necesaria  para  asegurar  el  terreno  en  donde  deba 
construirse  el  canal.  El  presidente  ha  estado  en  constante  co¬ 
municación  por  telégrafo  con  los  principales  senadores,  de 
quienes  ba  recibido  general  estímulo. 

El  presidente,  el  secretario  Hay  y  otros  empleados  ofi¬ 
ciales  manifiestan  que  no  se  consentirá  a  ningún  gobierno 
europeo  la  construcción  de  un  canal  a  través  del  istmo  de 
Panamá. 

Existe  el  propósito  de  esperar  durante  un  tiempo  razona¬ 
ble  para  conocer  las  medidas  que  pueda  tomar  el  congreso 
colombiano,  el  cual  debe  reunirse  el  20  de  julio,  y  si  no  se 
obtiene  algún  resultado,  se  llevará  a  la  práctica  el  plan  pro¬ 
puesto. 

William  Nelson  Cromwell,  abogado  de  la  compañía,  tuvo 
boy  una  larga  conferencia  con  el  presidente.  Los  informes  del 
señor  Cromwell  dicen  que  se  ba  levantado  una  gran  oposi¬ 
ción  al  tratado,  pero  que  él  confía  en  su  ratificación. 

De  acuerdo  con  las  informaciones  obtenidas  aquí,  los  re¬ 
presentantes  de  los  gobiernos  extranjeros  en  Bogotá  y  los  in¬ 
tereses  de  las  compañías  ferrocarrileras  ban  abierto  ruda  cam¬ 
paña  en  contra  del  canal.  Intermediarios  han  salido  de  los 
Estados  Unidos  con  dirección  a  Colombia,  y  se  preparan  a 
gastar  todo  el  dinero  necesario  para  obtener  la  improbación 
del  tratado. 

(En  el  texto  inglés  se  emplea  la  palabra  lobbists  para  de- 
sisnar  a  los  intermediarios). 

O 


LA  PRÓRROGA  DE  1900. 


Nadie  mejor  que  el  doctor  Nicolás  Esguerra,  agente  espe- 
cial  del  gobierno  de  Colombia,  puede  hablar  sobre  las  cir¬ 
cunstancias  que  rodearon  la  negociación  de  la  última  prórroga 
concedida  por  Colombia  a  la  compañía  nueva  del  canal  de 
Panamá.  A  este  respecto  debe  consultarse  la  valiosa  colección 
de  documentos  que,  con  el  epígrafe  La  verdad  histórica  de  la 
prórroga ,  publicó  este  notable  hombre  público  en  1903.  He¬ 
mos  de  conformarnos  con  la  transcripción  de  algunos  párrafos 
que  se  relacionan  directamente  con  este  asunto.  Habla,  pues, 
el  doctor  Nicolás  Esguerra,  encargado  de  negociar  con  la  com¬ 
pañía  francesa  en  el  lugar  de  su  domicilio,  París,  acerca  de 
las  condiciones  en  que  pudiera  otorgarse  la  última  prórroga 
solicitada  por  la  misma  compañía: 

« . Dice  el  señor  exministro  de  hacienda  haber  tenido 

oportunidad  de  dejar  establecidos  en  los  números  2611,  2613 
y  2637  de  El  Correo  Nacional  de  modo  irrefutable  estos 
hechos: 

«l.°  Que  la  administración  Sanclemente  concedió  a  la 
opinión  del  comisionado  especial  a  Europa,  señor  doctor  Ni¬ 
colás  Esguerra,  la  autoridad  que  era  preciso  darle,  por  razón 
del  estudio  que  el  comisionado  hacía  en  el  exterior  sobre 
la  conveniencia  de  conceder  la  prórroga  a  la  compañía  del 
canal. » 

Que  así  lo  ha  aseverado  el  doctor  Calderón,  no  puede  po¬ 
nerse  en  duda;  pero  lo  que  sí  tengo  que  contradecir,  muy 
respetuosamente,  es  aquello  de  que  ese  hecho  se  haya  demos¬ 
trado  de  modo  irrefutable. 


288 


Lejos  de  haberse  demostrado  lo  que  con  tánta  seguridad 
se  afirma,  los  hechos  y  los  documentos  oficiales  contradicen 
la  aserción  y  demuestran  que  el  gobierno,  por  motivos  que 
yo  respeto,  hizo  caso  omiso  de  mis  opiniones  en  lo  más  sus¬ 
tancial  del  asunto,  que  las  acogió  tan  sólo  en  parte  mínima, 
desvirtuándolas  por  completo,  y  que,  de  modo  equívoco,  ca¬ 
paz  de  extraviar  la  opinión  pública  respecto  de  mi  conducta 
en  este  asunto,  adujo  mi  opinión  en  apoyo  del  decreto  de 
carácter  legislativo  que  autorizó  la  prórroga,  como  para  que 
yo  compartiera  con  el  gobierno  ejecutivo  la  responsabilidad 
moral  y  legal  de  una  negociación  que,  con  instancia,  había  yo 
combatido  como  perjudicial  para  el  país. 

El  decreto  de  carácter  legislativo  de  23  de  abril  de  1900, 
que  autorizó  la  prórroga  en  cambio  de  cinco  millones  de  fran¬ 
cos,  dice,  en  su  parte  motiva,  lo  siguiente:  <  Visto  el  memorial 
en  que  la  compañía  nueva  del  canal  de  Panamá  ha  solicitado 
del  gobierno  una  prórroga  de  seis  años  para  concluir  y  dar  al 
servicio  público  la  obra;  y  vistas  las  comunicaciones  en  que 
el  agente  especial,  doctor  Nicolás  Esguerra,  expone  al  gobier¬ 
no  la  conveniencia  pública  de  conceder  la  prórroga  de  que 
se  trata,  etc . » 

Muchos  de  los  que  leyeron  el  decreto  creyeron,  y  a  esta 
errónea  creencia  podía  llevar  la  ambigüedad  de  los  términos, 
que  yo  había  informado  en  el  sentido  de  que  se  debía  con¬ 
ceder  la  prórroga  de  seis  años  mediante  una  indemnización  de 
cinco  millones  de  francos;  pero  lejos  de  eso,  y  a  pesar  de  ser 
partidario  de  la  prórroga,  había  combatido  la  negociación, 
en  los  términos  en  que  ella  fue  autorizada  por  el  aludido 
decreto . 

Después  de  una  laboriosa  gestación  y  de  un  desgraciado 
alumbramiento,  se  impone,  para  juzgar  de  su  viabilidad,  el 
examen  del  feto,  que,  en  la  comparación  que  me  permito,  es 
el  contrato  Calderón-Mancini.  Al  estudio  de  esta  negociación, 
combatida  por  mí  con  una  persistencia  igual  sólo  al  íntimo 
convencimiento  que  tenía  de  que  ella  era  perjudicial  para 
Colombia,  consagraré  esta  parte  de  mi  escrito. 

De  los  documentos  que,  en  prueba  de  mis  aseveraciones, 
he  exhibido,  aparece  que,  a  fines  de  diciembre  de  1899  o  prin- 
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cipios  de  enero  de  1900,  se  trascendió  el  pensamiento  del  go¬ 
bierno  de  obtener  de  la  compañía  del  canal  cinco  millones  de 
francos  en  cambio  de  la  prórroga  que  ella  solicitaba,  que  ne¬ 
cesitaba  con  urgencia,  y  de  la  cual  no  podía  prescindir  y  me¬ 
nos  aún  en  aquellos  momentos.  Aparece  también  que  a  ese 
pensamiento  se  le  dio  una  forma  concreta  y  muy  solemne  el 
16  de  febrero  siguiente,  la  más  solemne  que  se  podía,  la  del 
decreto  de  carácter  legislativo;  y  que  fue  con  toda  esa  pompo¬ 
sa  solemnidad  como  se  ofreció  a  la  compañía  dicha  prórroga, 
mediante  la  indemnización  de  los  cinco  millones  de  francos, 
pagaderos  a  corto  plazo.  En  la  forma  más  inconveniente  que  se 
podía  adoptar  fue  que  el  gobierno,  después  de  insistir  en  que 
yo  no  ofreciera  la  prórroga  en  París,  la  ofreció  a  la  compa¬ 
ñía.  Estaba  supremamente  angustiado,  según  nos  lo  dice  el 
doctor  Calderón,  y  sin  dominar  esa  angustia,  como  el  decoro 
lo  aconsejaba,  le  dijo  a  la  compañía:  «Los  derechos  de  la  na¬ 
ción  están  en  peligro  y  necesito  defenderlos;  el  alzamiento  ha 
puesto  al  gobierno  en  la  más  apurada  situación  y  necesito  re¬ 
primirlo  a  todo  trance;  para  estos  casos  extremos  la  Constitu¬ 
ción  me  da  facultades  extraordinarias  que  yo  estoy  dispuesto 
a  ejercer;  necesito  urgentemente  cinco  millones  de  francos; 
démelos  usted  lo  más  pronto  posible  y  yo  le  otorgo  la  prórro¬ 
ga,  sin  que  haya  para  qué  aguardar  autorizaciones  ni  apro¬ 
bación  del  congreso.»  Esa  era  la  traducción  literal  del  decreto, 
y  de  la  autenticidad  de  ella  responde  en  su  exposición  el  se¬ 
ñor  exministro  de  hacienda.  Así  hablaba  el  gobierno  de  Co¬ 
lombia  a  la  compañía  del  canal,  a  negociantes  hábiles  y  expe¬ 
rimentados  que  no  eran  ciegos  ni  sordos,  ni  paralíticos,  que 
contaban  en  Bogotá  con  un  agente  inteligente,  discreto  y,  como 
pocos,  conocedor  de  nuestras  necesidades,  de  nuestra  política  y 
de  nuestro  carácter,  a  negociantes  que  saben  más  de  negocios 
de  lo  que  nosotros,  gobierno  y  oposición,  sabemos  de  política, 
Fue  ese  un  paso  falso,  falsísimo,  del  gobierno.  Los  móviles 
vo  no  los  discuto,  ni  pongo  en  duda  el  sentimiento  patriótico 
que  los  determinara;  pero  el  error  fue  grande,  visible  como 
una  montaña,  y  apenas  puede  uno  concebir  tánta  ceguedad 
en  el  ilustre  señor  ministro  de  hacienda  que  dirigía  el  nego- 
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ció.  La  serenidad  no  es  menos  necesaria  al  estadista  en  su 
gabinete  de  lo  que  es  al  jefe  militar  en  el  campo  de  batalla, 
y  careció  en  absoluto  de  ella  el  señor  ministro  de  hacienda 
en  presencia  de  las  dificultades  pecuniarias  y  de  los  desastres 
políticos.  Perdió  los  estribos,  como  se  dice,  y  luégo  faltóle  el 
valor  moral  que  se  necesita  para  dominar  el  valor  propio  y 
detener  un  impulso  que  uno  mismo,  mal  aconsejado,  ha  dado 
en  determinado  sentido. 

Desde  que  se  expidió  el  decreto  citado  quedó  herida  de 
muerte  la  negociación  que  se  me  había  encomendado,  y  na¬ 
tural  y  lógica  consecuencia  de  él  es  el  malhadado  contrato  de 
los  cinco  millones.  El  citado  decreto  legislativo  de  16  de  fe¬ 
brero,  en  el  cual  persistentemente  se  apoyó  la  compañía 
para  rechazar  todo  aumento  en  el  precio  de  la  prórroga,  no 
me  fue  comunicado  por  el  gobierno,  a  pesar  de  ser  yo  su  agen¬ 
te  especial  para  el  asunto  de  la  prórroga;  no  lo  he  visto  ni 
creo  que  haya  sido  publicado. 

¿Cuánto  tiempo  duró  en  vigencia?  ¿Cómo  y  cuándo  fue  de¬ 
rogado?  Tampoco  lo  sé;  pero  me  inclino  a  creer  que  cayó  en 
la  decapitación  que  hizo  el  gobierno  con  motivo  de  los  ka- 
logramas  del  señor  general  Reyes  y  del  señor  don  Rodulfo 
Samper.  Siendo  tal  decreto  incompatible  con  la  revocatoria 
de  la  admisión  de  mi  renuncia,  con  el  retiro  de  los  kalogra- 
mas  que  había  dado  lugar  a  ésta  y  con  el  abandono  de  la  ne¬ 
gociación  Mancini,  debió  hundirse  con  ellos,  a  reserva  de  re¬ 
aparecer  después,  como  reápareció,  con  otra  fecha. 

El  23  de  abril  de  1900,  cuando  aún  funcionaba  yo  en  Pa¬ 
rís  como  agente  del  gobierno,  y  tomando  a  lo  serio  la  nego¬ 
ciación  de  la  prórroga,  invitaba  a  la  compañía  a  discutir  mi 
proyecto,  se  expidió  en  Tena  el  decreto  número  721,  que 
dice  así: 

«El  presidente  de  la  república , 

visto  el  memorial  en  que  la  compañía  nueva  del  canal  de  Pa¬ 
namá  ha  solicitado  del  gobierno  una  prórroga  de  seis  años 
para  concluir  y  dar  al  servicio  público  la  obra,  y  vistas  las  co¬ 
municaciones  en  que  el  agente  especial,  doctor  Nicolás  Esgue- 
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rra,  expone  al  gobierno  la  conveniencia  pública  de  conceder 
la  prórroga  de  que  se  trata, 

«DECRETA: 

«Artículo  l.°  El  gobierno  podrá  conceder  a  la  compañía 
nueva  del  canal  de  Panamá  una  prórroga  de  seis  años  del 
término  fijado  para  concluir  y  dar  al  servicio  público  la  obra, 
siempre  que  deposite,  a  favor  del  tesoro  nacional,  dentro  de 
ciento  veinte  días,  contados  desde  que  este  acto  sea  notifica¬ 
do  a  la  misma  compañía,  en  el  banco  o  casa  que  el  gobierno 
designe,  cinco  millones  de  francos  (francos  5.000,000)  en  oro 
francés. 

«Artículo  2.°  La  dicha  prórroga  empezará  a  contarse  el  día 
31  de  octubre  de  1904.  En  consecuencia  el  canal  debe  estar 
terminado  y  dado  al  servicio  público,  a  más  tardar  el  3t  de 
octubre  de  1910. 

-Comuniqúese  y  publíquese.» 

Antes  de  seguir  adelante,  ocurren  algunas  observaciones 
que  conviene  anotar: 

Si  decretos  como  el  que  acabo  de  transcribir  son  verdade¬ 
ras  leyes,  expedidas  por  el  poder  ejecutivo  en  ejercicio  de  fa¬ 
cultades  extraordinarias,  parece  natural  que  queden  sometidos, 
como  las  demás  leyes,  a  la  formalidad  constitucional  de  la 
promulgación,  y  que  no  puedan  ejecutarse  ni  ser  obligatorios 
antes  de  su  publicación  ni  del  transcurso  del  plazo  fijado  por 
la  ley. 

Me  ocurre  consultar  sobre  el  particular  el  Tratado  de  De¬ 
recho  Civil  Colombiano  de  Champeau  y  Uribe.  Allí,  a  la  pági¬ 
na  31  del  tomo  l.°,  número  54,  encuentro  lo  siguiente: 

«Si  bien  es  cierto,  además,  que  el  poder  ejecutivo,  por 
regla  general,  no  puede  expedir  leyes,  sin  embargo,  conforme 
a  la  Constitución  queda  transitoriamente  investido  de  facultad 
semejante  en  el  caso  previsto  por  el  artículo  121,  según  el 
cual,  cuando  se  declare  turbado  el  orden  público  y  en  estado 
de  sitio  toda  la  república  o  parte  de  ella,  el  presidente  puede, 
dentro  de  ciertos  límites,  dictar  decretos  de  carácter  provisio¬ 
nal  legislativo,  que  serán  obligatorios,  siempre  que  lleven  la 
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firma  de  todos  los  ministros.  A  esta  hipótesis  se  refiere  el  ar¬ 
tículo  11  de  la  ley  153  de  1887. 

-Los  decretos  de  carácter  legislativo  expedidos  por  el  go¬ 
bierno  a  virtud  de  autorización  constitucional,  tienen  comple¬ 
ta  fuerza  de  leyes.»  • 

Y  a  propósito  de  la  promulgación  y  publicación  de  las 
leyes  a  las  cuales  se  igualan  tales  decretos,  dice  el  número  53: 

-Tres  sistemas  se  reconocen  para  poner  en  vigor  las  leyes 
promulgadas....» 

Otro  sistema,  adoptado  en  las  legislaciones  modernas,  con¬ 
siste  en  señalar  un  plazo  único  para  que  obligue  la  ley  en 
toda  la  nación  simultáneamente. 

El  legislador  colombiano  lo  adoptó  en  el  artículo  54  de  la 
ley  149  de  1888,  citada  atrás,  que  dice: 

«La  ley  no  obliga  sino  en  virtud  de  su  promulgación,  y 
su  observancia  principia  dos  meses  después  de  promulgada. 

«La  promulgación  consiste  en  insertar  la  ley  en  el  perió¬ 
dico  oficial,  y  se  entiende  consumada  en  la  fecha  del  número 
en  que  termina  la  inserción. 

«De  esta  regla  se  exceptúan  en  Colombia  (artículo  55  íbid). 
los  casos  siguientes: 

«Cuando  la  ley  fije  el  plazo  en  que  deba  principiar  a  regir 
o  autorice  al  gobierno  para  fijarlo,  en  cuyo  caso  principiará 
a  regir  el  día  señalado. 

«Cuando,  por  causa  de  guerra  u  otra  inevitable,  estén  inte¬ 
rrumpidas  las  comunicaciones  de  algunos  distritos  con  la  ca¬ 
pital  y  suspendido  el  curso  ordinario  de  los  correos,  en  cuyo 
caso  los  dos  meses  se  cuentan  desde  que  cese  la  incomunica¬ 
ción  y  se  restablezcan  los  correos.» 

Sin  embargo,  el  citado  decreto  de  16  de  febrero,  que,  se¬ 
gún  entiendo,  no  se  publicó,  surtió  sus  más  importantes  efec¬ 
tos  aun  cuando  no  fue  en  virtud  del  que  se  celebró  el  con¬ 
trato.  Tales  efectos,  funestos  para  la  negociación,  fueron  los  de 
fijarle  a  la  compañía  el  precio  de  la  prórroga  y  hacer  depen¬ 
der  ésta  de  la  sola  consignación  del  dinero. 

Principió  el  gobierno  en  este  asunto  por  donde  debió  con- 
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cluír.  Era  él  quien  debía  decir  la  última  palabra,  y  dijo  la 
primera.  La  prudencia  aconsejaba  esperar  que  la  compañía 
hiciera  su  propuesta,  y  fue  él  quien  la  hizo  por  un  precio  ín¬ 
fimo,  en  momentos  de  angustia  y  sin  haber  tenido  siquiera  la 
sangre  fría  para  no  dejar  comprender  la  urgente  necesidad 
que  tenía  de  dinero. 

Lo  prudente  era,  por  grave  que  fuera  la  situación,  arreglar 
primero  los  términos  del  contrato  en  la  forma  más  ventajosa 
para  el  tesoro  y  expedir  luégo  el  decreto  para  regular  la  ne¬ 
gociación.  De  este  modo  no  habría  habido  un  decreto  inútil, 
ni  se  habría  fijado  extemporánea  y  oficialmente  precio  a  la 
concesión.  Comprometer  en  una  negociación  ad  referéndum 
o  en  un  proyecto  de  contrato  las  opiniones  del  negociador, 
aun  cuando  fuera  el  mismo  ministro  de  hacienda,  no  tenía 
mayor  gravedad;  y  mucha,  muchísima,  tenía  un  acto  que  com¬ 
prometía,  desde  luégo,  la  opinión  del  presidente  de  la  repú¬ 
blica  y  de  todos  sus  ministros,  es  decir,  la  del  gobierno,  y  no 
como  se  quiera  sino  funcionando  como  poder  legislativo. 

El  decreto  de  23  de  abril  número  721,  en  que  me  estoy 
ocupando,  se  publicó  en  21  de  abril  en  el  Diario  Oficial  nú¬ 
mero  11268,  y  el  mismo  día  aparece  celebrado  el  contrato,  sin 
que  en  el  decreto  se  fijara  el  plazo  en  que  debía  éste  empe¬ 
zar  a  regir.  El  contrato  se  publicó  en  el  Diario  Oficial  de  7 
de  mayo  siguiente,  número  11278. 

Tan  extrañas  cosas  han  ocurrido  en  este  asunto  de  la  pró¬ 
rroga  y  tánto  era  el  afán  de  recibir  el  dinero,  que  antes  de 
celebrar  el  contrato  ya  se  quería  que  empezara  a  correr  el 
plazo  para  la  entrega  de  los  cinco  millones,  los  cuales,  como 
se  ha  visto,  debían  ponerse  a  disposición  del  tesoro  nacional 
en  un  banco  o  casa  que  el  gobierno  designara  «dentro  de  cien¬ 
to  veinte  días,  contados  desde  que  este  acto  (el  decreto)  sea 
notificado  a  la  misma  compañía.» 

Era  el  decreto  que  debía  notificarse  a  la  compañía  (eso  es 
claro),  y  desde  la  notificación  debía  empezar  a  correr  el  térmi¬ 
no  para  el  pago,  aun  cuando  no  se  hubiera  celebrado  el  con¬ 
trato,  no  obstante  que  era  de  éste  y  no  del  decreto  de  donde 
vendría  la  obligación  de  pagar  los  cinco  millones. 

Por  más  extraños  que  parezcan  estos  procedimientos,  así 
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están  consignados  en  los  documentos  oficiales  a  los  cuales  me 
refiero  al  historiar  este  asunto. 

El  23  de  abril,  funcionando  yo  todavía  en  París  como  agen¬ 
te  del  gobierno  de  Colombia  para  el  asunto  de  la  prórroga  y 
cuando  aguardaba  la  respuesta  de  la  compañía  a  la  nota  que 
ya  conocen  los  lectores,  se  dio  cumplimiento  en  Bogotá,  como 
se  ba  visto,  al  decreto  expedido  en  Tena  el  23  y  recibido 
aquí  probablemente  el  24.  El  contrato  celebrado  en  conse¬ 
cuencia  dice  así: 

«Por  tanto,  nosotros,  a  saber:  Carlos  Calderón,  ministro  de 
hacienda  de  la  república,  debidamente  autorizado  por  el  po¬ 
der  ejecutivo,  por  una  parte,  y  por  la  otra,  Alejandro  N. 
Mancini,  como  agente  de  la  compañía  nueva  del  canal  de  Pa¬ 
namá  y  en  representación  de  ésta,  según  consta  en  el  poder 
que  tiene  presentado  el  ministerio  de  hacienda,  hemos  cele¬ 
brado  el  siguiente  contrato: 

«Artículo  l.°  El  gobierno  de  la  república  concede  a  la  com¬ 
pañía  nueva  del  canal  de  Panamá  un  término  de  seis  años, 
contados  desde  el  31  de  octubre  de  1904,  para  concluir  y  en¬ 
tregar  al  servicio  público  la  obra  del  canal  en  las  condicio¬ 
nes  de  los  contratos  vigentes.  En  consecuencia,  dicha  obra 
deberá  estar  concluida  y  dada  al  servicio  público,  cuando  más 
tarde,  el  31  de  octubre  de  1910. 

«Artículo  2.°  Como  compensación  de  la  prórroga  de  que 
trata  el  artículo  precedente,  la  compañía  nueva  del  canal  de 
Panamá  pagará  a  la  república  la  suma  de  cinco  millones  de 
francos  (francos  5.000.000),  en  moneda  francesa,  en  la  ciudad 
de  París,  noventa  días  después  de  la  fecha  en  que  este  con¬ 
trato  sea  aprobado  por  el  excelentísimo  señor  presidente  de 
la  república.  Dicho  pago  lo  hará  la  compañía  a  la  casa  o  ban¬ 
co  de  la  ciudad  de  París  a  cuyo  favor  girare  el  ministerio 
del  tesoro  de  la  república. 

-'Artículo  3.°  Este  contrato  necesita  la  aprobación  del  con¬ 
sejo  de  ministros  y  la  del  excelentísimo  señor  presidente  de 
la  república. 

«En  fe  de  lo  expuesto,  firmamos  tres  ejemplares  de  un  mis¬ 
mo  tenor,  en  Bogotá  a  veinticinco  de  abril  de  mil  novecientos. 

« Carlos  Calderón— Alejandro  N.  Mancini.» 


El  mismo  día  25  fue  considerado  y  aprobado  el  contrato, 
por  unanimidad,  por  el  consejo  de  ministros;  y  al  día  siguien¬ 
te,  26,  lo  aprobó  en  Tena  el  señor  presidente  de  la  república, 
aprobación  autorizada  también  con  la  firma  del  señor  minis¬ 
tro  de  hacienda. 

El  decreto  expedido  en  Tena  el  23  está  suscrito  por  todos 
los  ministros  del  despacho,  lo  que  permite  suponer  que  en 
aquella  fecha  y  en  aquel  lugar  se  reunió  el  consejo  de  mi¬ 
nistros.  El  25  se  reunió  de  nuevo  el  consejo  en  Bogotá  para 
aprobar,  como  parece  que  aprobó,  por  unanimidad  el  contra¬ 
to,  y  llenada  esta  formalidad,  debió  marcharse  una  vez  más  a 
Tena  con  el  contrato  el  señor  ministro  de  hacienda  para  au¬ 
torizar  allá  el  26  la  aprobación  presidencial. 

La  actividad  en  los  procedimientos  y  los  repetidos  viajes 
del  señor  ministro  de  hacienda  a  Tena,  en  donde  residía  el 
señor  presidente,  dejan  comprender  la  urgencia  en  recibir  esos 
fondos,  y  confirman  las  patéticas  descripciones  del  señor  doc¬ 
tor  Calderón. 

A  quien  conozca  los  estatutos  de  la  compañía  del  canal 
habrá  de  llamarle  la  atención  la  circunstancia  de  que  se  pres¬ 
cindiera,  en  negociación  tan  importante,  de  la  aprobación  del 
consejo  de  administración,  que  es  quien  tiene  la  personería 
de  la  compañía  y  puede  comprometerla  legalmente.  En  París 
negociaba  yo  directamente  con  el  director  de  la  compañía  y 
presidente  del  consejo,  y  era  entendido,  a  pesar  de  esto,  que 
el  contrato  necesitaría  de  la  posterior  aprobación  de  aquel 
consejo.  Con  mayor  razón  debía  creerse  necesaria  esa  forma¬ 
lidad  aquí,  negociando  con  un  simple  agente  de  la  compañía, 
apoderado  al  efecto. 

En  este  escrito  no  he  podido  prescindir  de  ciertas  repeti¬ 
ciones,  porque  ellas  son  necesarias,  y  aquí  se  impone  pregun¬ 
tar  de  nuevo,  una  vez  que  ya  se  conoce  todo  lo  que  yo  dije 
al  gobierno  en  notas  oficiales  y  por  cable  en  contra  de  la  ne¬ 
gociación  por  cinco  millones,  y  que  se  sabe  también  en  qué 
forma  fue  que  yo  aconsejé  la  concesión  de  la  prórroga:  ¿podía 
el  gobierno  aducir  mi  opinión  y  aludir  a  mis  comunicacio¬ 
nes  oficiales  para  decretar  la  concesión  de  la  prórroga  por  los 
cinco  millones?  ¿Tengo  yo  motivo  para  quejarme  de  este  pro- 
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cedimiento?  ¿No  era  esa  suficiente  razón  para  que  yo  quisie¬ 
ra  deslindar  responsabilidades  y  para  que  diera  al  público  las 
debidas  explicaciones?  Toca  al  lector  dar  respuesta  a  estas  pre¬ 
guntas,  y  no  dudo  que  la  dará  negativa  a  la  primera  y  afir¬ 
mativa  a  las  dos  últimas. 

El  señor  Mancini  hizo  gracia  al  gobierno  de  treinta  días 
de  plazo.  El  decreto  fijaba  ciento  veinte  días,  y  él  se  confor¬ 
mó  con  noventa,  que  debían  contarse,  no  ya  desde  la  notifi¬ 
cación  del  decreto,  como  éste  decía,  sino  desde  la  fecha  en 
que  fuera  aprobado  por  el  señor  presidente  de  la  república. 

Prórroga  de  seis  años  contados  desde  el  31  de  octubre  a 
igual  fecha  de  1910,  e  indemnización  de  cinco  millones  de 
francos,  a  noventa  días,  es  todo  lo  que  allí  se  estipula. 

Dice  en  su  exposición  el  señor  ministro  de  hacienda  que  la 
concesión  de  la  prórroga  no  podía  valer  más  de  los  cinco  millones 
que  por  ella  se  exigieron  en  el  contrato  Calderón-Mancini.  A  re¬ 
serva  de  estudiar  más  detenidamente  este  punto  cuando  me 
ocupe  de  mi  proyecto  de  contrato,  quiero  confrontar  aquí  esa 
aseveración  del  señor  doctor  Calderón  con  otros  conceptos  del 
ministerio  de  hacienda  consignados  en  documentos  oficiales 
que  llevan  su  firma. 

Si  sabía  el  señor  ministro  de  hacienda  que  la  prórroga 
por  seis  años  no  valía  más  de  cinco  millones  de  francos,  o 
sean  ochocientos  treinta  y  tantos  mil  francos  por  año,  ¿por 
qué  en  las  instrucciones  del  15  de  marzo  de  1899  me  dijo  que 
el  lucro  cesante,  que  yo  debía  exigir,  no  podía  estimarse  EN 
MENOS  de  cuatro  millones  de  francos  anuales  por  el  término 
de  la  prórroga,  haciéndome  incidir  así  en  tan  grave  error? 

En  nota  de  13  de  febrero  de  1900,  cuando  ya  se  pensa¬ 
ba  en  la  negociación  Mancini,  se  me  recomendó,  para  el  caso 
de  que  yo  celebrara  en  París  el  contrato  de  prórroga,  que 
recabara  de  la  compañía  el  pago  en  dinero  de  la  suma  equi¬ 
valente  o  próximamente  equivalente  a  la  que  la  república 
deja  de  percibir  por  la  demora  en  la  construcción  del  canal, 
y  se  confirmaron  las  demás  instrucciones  que  se  me  habían 
dado.  ¿Por  qué  se  insistió  en  el  error  de  las  primeras  instruc¬ 
ciones,  en  vez  de  sacarme  de  él,  como  debía  hacerlo  el  señor 
ministro  de  hacienda?  ¿No  era  más  natural  decirme  entonces. 
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si  tal  era  el  convencimiento  del  señor  ministro:  no  pida  us¬ 
ted  a  la  compañía  más  de  cinco  millones  de  francos  por  el 
lucro  cesante  en  los  seis  años  porque  no  vale  más? 

En  kalograma  recibido  en  París  el  6  de  abril  me  recuerda 
el  señor  ministro  las  instrucciones  que  llevé.  ¿A  qué  ese  re¬ 
cuerdo,  si  en  ellas  y  en  su  parte  más  sustancial  había  tama¬ 
ño  error? 

¿Por  qué  en  kalograma  enviado  por  el  ministro  de  hacien¬ 
da  el  7  de  dicho  mes  de  abril,  se  me  advierte  que  los  cinco 
millones  serían  sólo  parte  de  la  indemnización,  si  ésta,  en 
justicia,  no  podía  exceder  de  tal  suma? 

Si  estas  preguntas  no  tienen  fácil  respuesta,  tampoco  se  ex¬ 
plica  que  el  señor  ministro  de  hacienda,  en  nota  número  1876 
de  20  de  abril,  esto  es,  tres  días  antes  de  la  expedición  del 
decreto,  me  dijera  lo  siguiente  al  final  de  ella: 

«El  gobierno  espera,  pues,  que  usted,  según  sus  opiniones 
y  de  acuerdo  con  las  instrucciones  que  se  le  han  comunicado, 
celebre  o  haya  celebrado,  dentro  del  término  señalado,  la  nego¬ 
ciación,  sobre  la  base  de  una  suma  de  francos  cinco  millones  de 
contado  y  la  mayor  suma  obtenible  con  los  plazos  que  usted 
acuerde,  aparte  de  cualesquiera  otras  concesiones  a  favor  de 
la  república,  debiendo  ser  aprobado  por  el  gobierno  el  con¬ 
venio  que  usted  ajuste.» 

Las  palabras  subrayadas  lo  han  sido  por  mí  para  pregun¬ 
tar  otra  vez:  Si  las  instrucciones  entrañaban  un  grandísimo 
error  y  la  exigencia  de  cualquiera  suma  mayor  de  cinco  mi¬ 
llones  una  injusticia,  ¿por  qué  se  insiste  en  aquél  y  se  me  au¬ 
toriza  para  ésta?  ¿Acaso  porque  todo  era  pro  formula ,  como 
arriba  se  ha  dicho,  prestando  al  señor  doctor  Calderón  sus 
propias  palabras? 

Aparece  de  la  publicación  del  señor  exministro  de  hacien¬ 
da  que  lo  que  verdaderamente  detenía  al  gobierno  para  la 
concesión  de  la  prórroga  era  la  situación  fiscal  de  la  compa¬ 
ñía,  la  incertidumbre  sobre  la  capacidad  en  que  ella  estuvie¬ 
ra  «para  levantar  el  capital  de  construcción  necesario.» 

1  así  me  lo  había  manifestado  también  en  la  correspon¬ 
dencia  oficial. 
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"Lo  principal,»  me  dijo  en  11  de  diciembre  de  1899,  «es 
conocer  de  un  modo  evidente  la  situación  fiscal  de  la  compa¬ 
ñía  y  demás  pormenores  para  formar  idea  perfecta  sobre  si 
puede  o  nó  llevar  a  feliz  término  la  obra.» 

«Este  modo  de  pensar,»  decía  todavía  en  13  de  febrero  de 
1900  el  señor  ministro  de  hacienda,  «en  nada  estaba  contra¬ 
riado  por  la  instrucción,  dada  a  usted  por  cable,  de  abstener¬ 
se  de  ofrecer  la  prórroga:  pues  este  concepto  obedeció  a  la 
impresión  de  la  incapacidad  financiera  de  la  compañía,  que 
debía  ser  materia  especial  de  estudio  de  la  comisión  al  digno 
cargo  de  usted.» 

¿Había  cambiado  de  un  momento  a  otro  y  de  modo  tan 
favorable  la  situación  fiscal  de  la  compañía  como  para  disipar 
la  incertidumbre  del  señor  ministro  de  hacienda  sobre  la  ca¬ 
pacidad  de  aquélla  para  levantar  el  capital  que  la  obra  reque¬ 
ría? 

En  la  misma  nota  del  13  de  febrero  me  recomendó  el  se¬ 
ñor  ministro  de  hacienda  que  exigiera  a  la  compañía  RECONO¬ 
CIMIENTO  EXPRESO  de  que  no  podía  ceder  los  privilegios  que 
ella  tenía  sin  permiso  del  gobierno. 

Conociendo,  como  ya  conocía,  estas  ideas,  tan  netas  y  pre¬ 
cisas,  no  antiguas  sino  muy  recientes,  del  señor  ministro  de 
hacienda,  debió  sorprenderme  mucho  el  contrato  por  él  cele¬ 
brado,  no  por  el  precio  de  los  cinco  millones,  que  parecía  ya 
convenido  entre  las  partes,  sino  porque  no  se  hubiera  estipu¬ 
lado  en  él  el  citado  reconocimiento,  y  por  no  haberse  exigido 
responsabilidad  alguna  respecto  de  la  capacidad  fiscal  de  la 
compañía  para  continuar  la  obra  y  para  concluirla  dentro  de 
la  nueva  prórroga. 


«Lo  que  no  admitiría  justificación,»  dije  yo  al  señor  mi¬ 
nistro  de  hacienda,  «sería  conceder  la  prórroga  sin  la  seguri¬ 
dad  de  que  la  compañía  tiene  para  entonces  los  elementos 
bastantes  para  llevar  a  cabo  la  obra  dentro  del  plazo  que  aho¬ 
ra  se  estipule.» 

En  esta  convicción  persisto,  y  es  mi  opinión  que  la  falta 
principal  del  gobierno  estriba  en  haber  otorgado  la  prórroga 
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sin  asegurar  con  ella  la  conclusión  de  la  obra.  Malo  habría 
sido  darla  gratuitamente,  pero  si  así  se  hubiese  salvado  la 
obra  del  canal,  la  conducta  del  gobierno  podría  justificarse. 


El  día  6  de  enero  de  1900  recibí  una  carta  de  los  señores 
Fould  &  Co.,  de  París,  30  rué  de  Faubourg  Poissonniere,  fe¬ 
chada  el  día  anterior,  en  la  cual  me  expresan  su  deseo  de  te¬ 
ner  conmigo  una  entrevista,  y  me  piden  que  les  dé  cita,  para 
cualquier  día  posterior  al  8,  sea  en  mi  casa  o  en  las  oficinas 
de  ellos,  si  así  lo  prefiero. 

En  lo  que  menos  pensé,  en  vista  de  aquella  carta,  fue  en 
el  asunto  del  canal,  a  pesar  de  ser  él  mi  preocupación  perma¬ 
nente.  No  teniendo,  como  yo  no  tenía,  negocios  con  los  seño¬ 
res  Fould  &  Co.,  llegué  a  creer  que  querían  pedirme  infor¬ 
maciones  sobre  algún  cliente  que  yo  conociera  o  talvez  oír 
mi  opinión  acerca  de  asuntos^que  se  relacionaran  con  la  le¬ 
gislación  de  Colombia. 

Fui,  en  efecto,  a  las  oficinas  de  dichos  señores,  y  no  fue 
poca  mi  sorpresa  cuando  ellos  me  hablaron  del  asunto  de  la 
prórroga  como  de  negocio  que  les  era  bien  conocido. 

Pusiéronme  de  presente  un  cable,  en  clave,  que  habían  re¬ 
cibido  de  su  agente  en  Bogotá,  que,  según  la  traducción  que 
de  él  me  hicieron,  decía  que  el  gobierno  de  Colombia  estaba 
dispuesto  a  otorgar  a  la  compañía  del  canal  la  prórroga  por 
cinco  millones  de  francos. 

Inverosímil  me  pareció  aquello,  dado  lo  que  el  ministro  de 
hacienda  me  había  dicho,  como  ya  se  ha  visto,  en  sus  últimas 
notas,  y  muy  extraño  que  nada  se  me  hubiera  comunicado  por 
cable,  siendo  yo  el  agente  especial  del  gobierno  de  Colombia 
en  París  para  este  asunto,  a  tiempo  que  tan  grave  noticia  era 
ya  conocida  de  una  casa  francesa  de  comisiones. 


El  día  4  por  la  noche  recibí  otro  kalograma  del  ministerio 
de  hacienda: 

«El  gobierno,  por  convenio  con  Mancini,  concederá  pró¬ 
rroga  por  seis  años,  dando  la  compañía  como  compensación 
cinco  millones  francos  en  ciento  veinte  días;  pero  si  compa- 
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ñía  desea  prórroga  más  larga,  puede  usted  negociarla  en  con¬ 
diciones  justas  por  convenio  separado. 

«Comuníquelo  a  compañía. 

«Ministro  Calderón.» 

La  primera  parte  me  sorprendió  a  pesar  del  curso  que  había 
traído  el  asunto. 

La  casa  Fould  resultaba  bien  informada  por  su  agente  desde 
los  primeros  días  de  enero.  La  compañía,  hábilmente  dirigida 
en  París,  y  con  no  menos  habilidad  secundada  en  Bogotá,  ha¬ 
bía  sabido  aprovechar  la  mejor  oportunidad  para  obtener,  a 
muy  poco  costo,  la  tan  deseada  prórroga. 

Poco  menos  que  una  burla  me  pareció  la  última  parte  del 
kalograma,  y  no  le  di,  de  consiguiente,  importancia  alguna. 

Mi  línea  de  conducta  era  clara:  dejar  el  puesto,  y  del  mis¬ 
mo  modo  apreciaba  la  suya  el  doctor  Torres.  En  consecuen¬ 
cia,  en  la  mañana  del  día  5  dirigimos  el  siguiente  kalograma 
colectivo: 

«Ministro  hacienda.  Bogotá. 

-Resuelto  gobierno  conceder  allá  por  cinco  lo  que  esperá¬ 
bamos  negociar  aquí  por  treinta  y  otras  valiosas  concesiones, 
sólo  nos  cumple  lamentar  estéril  sacrificio  y  pedir  que  se  ad¬ 
mita  por  cable  nuestra  renuncia. 

«Esguerra,  Torres .* 


O 


EFECTOS  DE  LA  PRÓRROGA 


REUNIÓN  EN  EL  PALACIO  DE  SAN  CARLOS 

I 

Atada  Colombia  a  la  prórroga  concedida  en  1900,  sus  in¬ 
tereses  respecto  del  canal  vinieron  a  confundirse  con  los  de  la 
compañía  concesionaria  hasta  1910,  o  sea  durante  el  tiempo 
en  que,  según  la  lógica  de  los  acontecimientos,  debiera  resol¬ 
verse,  en  cualquier  sentido,  lo  relativo  a  un  canal  interoceá¬ 
nico.  Colombia  por  sí  sola  no  podía  pensar  en  llevar  a  tér¬ 
mino  la  obra;  la  compañía  francesa  se  encontraba  en  igual 
imposibilidad,  y  ningún  gobierno  europeo  quería  arriesgar  o 
comprometer  su  posición  en  una  empresa  que  no  respondía 
a  sus  particulares  intereses  y  que  era,  además,  deseada  por 
los  Estados  Unidos.  La  orgullosa  Inglaterra  respetó  el  que¬ 
rer  de  la  república  del  norte  y  convino  en  aceptar  la  abro¬ 
gación  del  tratado  Clayton-Bulwer,  único  escollo  serio  que 
pudiera  oponerse  a  la  política  internacional  del  gobierno  de 
Washington. 

El  congreso  americano  de  1897,  siguiendo  la  opinión  pú¬ 
blica  de  los  Estados  Unidos,  a  fin  de  darle  forma  práctica  al 
proyectado  canal,  aprobó  la  apropiación  civil  correspondiente 
para  continuar  los  estudios  del  canal  de  Nicaragua,  y  conce¬ 
dió  al  presidente  poderes  para  nombrar  una  comisión  al  res¬ 
pecto.  Para  integrar  este  cuerpo  técnico,  el  presidente  Me. 
Kinley  designó  al  almirante  John  G.  Wallcer,  al  coronel  Peter 
Hains  y  al  profesor  Lewis  M.  Haupt. 

En  el  mismo  año  se  reunió  nuevamente  el  congreso  en  di¬ 
ciembre,  y  a  su  consideración  se  sometieron  varios  proyectos 
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tendientes  a  asegurar  la  construcción  del  canal  de  Nicaragua 
bajo  los  auspicios  de  los  Estados  Unidos.  Esta  política  alarmó, 
como  es  natural,  a  los  interesados  en  el  canal  de  Panamá, 
quienes,  después  de  prolongados  trabajos  lograron  que  el  con¬ 
greso  pasara  la  ley  del  3  de  marzo  de  1899,  en  la  cual  se  crea¬ 
ba  una  nueva  comisión  con  el  fin  de  estudiar  todas  las  posibles 
rutas  adaptables  al  canal  interoceánico,  inclusive  la  de  Pana¬ 
má.  En  consecuencia,  el  9  de  junio  siguiente  fue  nombrada  la 
segunda  comisión,  que  quedó  compuesta  por  el  almirante 
John  G.  Walker,  presidente;  Samuel  Pasco,  exsenador  por  Flo¬ 
rida;  George  S.  Morison;  teniente  coronel  Oswald  H.  Ernest; 
coronel  Peter  C.  Hains;  profesores  Lewis  M.  Haupt,  William  H. 
Burr,  Alfred  Noble  y  Emory  R.  Johnson. 

Las  comisiones  oficiales,  el  gobierno  americano,  las  cáma¬ 
ras  y  la  opinión  pública  favorecían  la  ruta  de  Nicaragua,  entre 
otras  razones  por  estimar  enredados  los  títulos  de  la  nueva 
compañía  francesa  con  los  accionistas  de  la  antigua,  y,  por 
consiguiente,  con  el  gobierno  de  Colombia.  Al  mismo  tiempo 
que  se  presentaban,  fundadas  o  nó,  estas  dudas,  Nicaragua  y 
Costa  Rica  se  comprometían  a  conceder  toda  clase  de  facili¬ 
dades  para  el  caso  de  que  el  congreso  adoptara  en  definitiva 
la  vía  Nicaragua. 

Si  Colombia  consideraba  conveniente  que  el  canal  se  abrie¬ 
se  por  su  territorio,  se  imponía  la  necesidad  de  intervenir  en 
las  negociaciones  por  conducto  de  la  segunda  comisión,  dán¬ 
dole  la  seguridad  de  que  no  se  presentarían  obstáculos,  sino 
que,  antes  bien,  trataría  de  allanar  los  que  pudieran  originar¬ 
se  de  los  compromisos  adquiridos  por  la  nación  con  la  com¬ 
pañía  francesa.  En  1901  el  ministro  en  Washington,  para  evi¬ 
tar  responsabilidades,  a  falta  de  instrucciones  oficiales  precisas, 
habría  podido  guardar  silencio  ante  la  comisión.  Pero  este 
procedimiento,  a  más  de  poco  serio,  se  hubiera  considerado 
como  un  rechazo  por  parte  de  Colombia  para  entrar  en  ne¬ 
gociaciones,  obteniendo  como  resultado  inmediato  el  triunfo 
definitivo  de  la  vía  de  Nicaragua,  si  a  ello  se  resignaban  los 
valiosos  intereses  que  estaban  en  juego  en  favor  de  la  de 
Panamá. 
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La  compañía,  como  se  ha  visto,  trabajaba  desde  años  an¬ 
teriores  por  vender  su  concesión,  pero  se  le  dificultaba  por 
entonces  dar  este  paso  sin  la  aquiescencia  del  gobierno  de 
Colombia  en  virtud  del  contrato  existente.  A  esta  nación  tam¬ 
poco  le  era  posible  formalizar  un  arreglo  directo  con  el  go¬ 
bierno  americano  sin  que  la  parte  dueña  de  la  última  prórroga 
no  diera  una  respuesta  clara  y  terminante  a  las  tres  siguientes 
preguntas  sometidas  a  su  estudio  por  el  almirante  Walker, 
presidente  de  la  comisión  ístmica,  al  tenor  de  lo  ordenado  por 
la  ley  americana  sobre  el  particular: 

«1.a  ¿La  compañía  nueva  del  canal  de  Panamá  está  dispues¬ 
ta  a  vender  a  los  Estados  Unidos  todos  los  derechos,  privile¬ 
gios  y  franquicias,  trabajos  hechos,  ferrocarriles  (incluyendo 
el  de  Panamá),  líneas  telegráficas  y  telefónicas,  edificios,  terre¬ 
nos,  material,  planos  y  documentos  de  toda  naturaleza  que  la 
compañía  posee  y  controla  destinados  a  la  construcción  de  un 
canal  a  través  del  istmo? 

«2.a  ¿Puede  la  compañía,  es  decir,  tiene  poder  legal  para 
ello,  dar  un  título  claro  de  sus  derechos,  privilegios,  franqui¬ 
cias,  propiedades,  etc.,  de  cualquier  naturaleza  que  sea,  y,  en 
especial,  de  lo  relacionado  con  los  accionistas  y  fundadores  de 
la  antigua  compañía  del  canal  de  Panamá? 

«3.a  ¿Por  qué  suma,  al  contado,  la  compañía  traspasará  al 
gobierno  de  los  Estados  Unidos  todos  sus  derechos,  privile¬ 
gios  y  franquicias  de  toda  naturaleza  que  posee  o  controla  en 
relación  con  la  construcción  de  un  canal  a  través  del  istmo 
de  Panamá?" 

El  precio  de  venta  de  la  concesión  no  podía  fijarlo  el  go¬ 
bierno  de  Colombia,  ni  su  intervención  directa  en  este  asunto 
parecía  justificada  puesto  que  recibió  los  cinco  millones  de 
francos  por  la  prórroga  de  1900,  que  se  extendía  hasta  1910. 
A  éste  le  correspondía  decidir  si  estaba  o  nó  dispuesto  a  con¬ 
sentir  el  traspaso,  quedándole  el  campo  abierto  para  negociar 
con  los  Estados  Unidos  lo  relativo  a  sus  derechos.  Y  la  co¬ 
misión  de  canales  ístmicos,  cumpliendo  un  mandato  legal  del 
congreso  americano,  estaba  en  la  obligación  de  rendir  un  in¬ 
forme  sobre  los  puntos  enumerados  atrás  para  someterlo  al 
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presidente  de  los  Estados  Unidos  y  aconsejar,  en  vista  de  sus 
investigaciones,  la  vía  más  adecuada  para  la  solución  del  pro¬ 
blema. 

Los  partidarios  de  la  ruta  de  Nicaragua  aprovechaban,  con 
buen  éxito,  la  falta  de  acuerdo  entre  Colombia,  los  Estados 
Unidos  y  la  compañía  francesa  para  desacreditar  la  empresa 
de  Panamá,  y  encarecían  las  facilidades  para  contratar  con  la 
rival  de  Nicaragua.  Entretanto,  el  gobierno  de  Bogotá,  o  mi¬ 
raba  este  trascendental  problema  como  si  se  tratara  de  cuestio¬ 
nes  domésticas  de  la  China,  o  no  se  atrevía  a  resolverlo,  y  dejaba 
todo  el  peso  de  la  responsabilidad  al  ministro  en  Washington, 
a  quien  periódicamente  se  le  anunciaban  instrucciones  espe¬ 
cíficas,  que  nunca  le  fueron  remitidas.  Era  urgente  resolver 
algo  en  cualquier  sentido.  Abandonar  las  negociaciones  sería 
buscar  funestas  consecuencias.  No  quedaba  otro  camino  que 
el  de  continuarlas  dejando  luégo  al  congreso  de  Colombia  el 
derecho  de  aprobarlas  o  de  negarlas,  según  su  criterio. 

La  comisión  ístmica  estaba  lista  para  cerrar  su  informe 
sin  que  apareciera,  en  parte  alguna  de  él,  la  constancia  de  que 
tanto  el  gobierno  de  Colombia  como  la  compañía  se  hallasen 
de  acuerdo  para  negociar  con  los  Estados  Unidos  la  construc¬ 
ción  del  canal.  En  tales  circunstancias,  el  ministro  colombia¬ 
no  en  poder  tan  sólo  de  vagas  instrucciones,  nada  apropiadas 
para  los  hechos  que  se  cumplían,  con  el  fin  de  evitar  el  con¬ 
cepto  adverso  de  la  comisión  sobre  el  canal  por  la  vía  de  Pa¬ 
namá,  concedió  a  la  compañía  francesa  «el  permiso  necesario 
para  entrar  en  negociaciones  con  el  gobierno  de  Estados  Uni¬ 
dos  para  el  traspaso  o  venta  de  los  derechos  de  la  compañía, 
siempre  que,  PREVIAMENTE,  se  celebrara  un  nuevo  tratado  o 
convenio  entre  el  gobierno  de  Colombia  y  el  de  los  Estados 
Unidos  sobre  las  nuevas  concesiones  y  recíprocos  derechos  que 
habrían  de  establecerse  y  definirse.»  Este  paso  aseguró  por  en¬ 
tonces  la  neutralidad  del  gobierno  americano,  consiguiendo,  al 
mismo  tiempo,  la  reunión  de  los  intereses  de  Colombia,  de  la 
compañía  y  de  Panamá,  encauzándolos  por  un  mismo  camino. 
El  permiso  fue  concedido  en  circunstancias  verdaderamente 
críticas,  con  carácter  de  condicional,  subordinando  por  completo 
las  negociaciones  entre  la  compañía  y  el  gobierno  americano 
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al  acuerdo  que  pudiera  resultar  entre  los  dos  gobiernos.  Su 
objeto  fue  el  de  formular  una  promesa  de  permiso  para  hacer 
presente  a  la  comisión  ístmica,  es  decir,  al  gobierno  y  pueblo 
americanos,  que  Colombia  no  se  opondría,  llegado  el  caso,  al 
traspaso  de  la  concesión  por  parte  de  la  compañía  francesa, 
única  manera  de  dejar  la  puerta  abierta  a  las  negociaciones 
que  pudiesen  resultar  entre  Colombia  y  los  Estados  Unidos. 

La  compañía  comprendió  el  alcance  de  la  declaración  del 
ministro,  y  como  no  podía  servirle  de  base  para  formalizar 
arreglo  definitivo  mientras  no  se  cumpliera  la  condición  prin¬ 
cipal,  cuando  más  tarde  fue  aceptado  por  la  compañía  el  ava¬ 
lúo  de  la  comisión  ístmica,  por  medio  de  su  representante  en 
Washington,  preguntó  a  la  legación  colombiana  «si  el  gobier¬ 
no  de  Colombia  autorizaría  el  traspaso  de  la  concesión.»  Como 
respuesta,  el  8  de  enero  de  1902,  dijo  el  ministro  -que  se  le 
daría  el  permiso  solicitado  siempre  que,  previamente,  el  go¬ 
bierno  de  Colombia  y  el  de  los  Estados  Unidos  llegaran  a  un 
acuerdo  o  tratado  sobre  las  recíprocas  concesiones  necesarias 
para  la  apertura  del  canal  por  nuestro  territorio." 


El  8  de  enero  de  1902  el  ministro  de  Colombia  se  dirigió 
al  despacho  de  relaciones  exteriores  de  Bogotá  en  los  siguien¬ 
tes  términos: 

«Aprovechando  el  viaje  del  señor  John  Bidlake,  que  sigue 
para  Bogotá,  he  resuelto  conferirle  el  carácter  de  correo  de  ga¬ 
binete  y  encargarle  de  la  conducción  de  este  despacho  para 
vuestra  señoría,  a  fin  de  evitar  las  demoras  consiguientes  al 
correo  ordinario. 

Adjunta  hallará  vuestra  señoría  copia  de  la  nota  que  me 
ha  dirigido  el  almirante  J.  G.  Walker,  presidente  de  la  Isth- 
mian  Canal  Commission,  en  la  cual  me  transcribe  copia  de  un 
despacho  dirigido  de  París  al  señor  Jules  Boeufve,  canciller 
de  la  embajada  de  Francia  en  esta  ciudad,  autorizándole  para 
ofrecer  al  gobierno  de  los  Estados  Unidos  el  traspaso  de  la 
concesión  de  la  compañía  nueva  del  canal  de  Panamá  por  la 
suma  de  $  40.000.000. 
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Con  posterioridad  a  aquella  nota  del  almirante  Walker, 
recibí  ayer  la  visita  oficial  del  señor  Eduardo  Lampré,  jefe 
de  la  secretaría  de  la  dirección  general  de  la  compañía  nueva 
del  canal  de  Panamá,  con  el  objeto  de  hacerme  sabedor  de  la 
mencionada  propuesta  y  de  averiguar  si  el  gobierno  de  Co¬ 
lombia  autorizaría  el  traspaso  de  la  concesión.  Le  contesté  que 
se  le  daría  el  permiso  solicitado  siempre  que,  previamente,  el 
gobierno  de  Colombia  y  el  de  los  Estados  Unidos  llegaran  a 
un  acuerdo  o  tratado  sobre  las  recíprocas  concesiones  necesarias 
para  la  apertura  del  canal  por  nuestro  territorio. 

Ha  llegado,  pues,  el  momento  de  resolver  si  el  gobierno 
de  Colombia  concede  o  nó  el  permiso  solicitado  y  en  qué 
condiciones,,  ya  respecto  de  la  compañía,  ya  del  gobierno  de 
los  Estados  Unidos. 

Los  términos  del  problema  han  quedado,  por  tanto,  abso¬ 
lutamente  simplificados,  y  se  reducen  a  saber  si  el  gobierno 
de  Colombia  concede  al  de  los  Estados  Unidos  el  derecho  de 
abrir  por  su  territorio  el  proyectado  canal,  con  el  control  ne¬ 
cesario  y  con  extensión  de  la  faja  hasta  de  tres  millas  a  uno 
y  otro  lado  de  la  vía  marítima;  o  si  se  rechaza  toda  propues¬ 
ta  en  este  sentido.  En  el  último  caso,  habría  que  renunciar, 
a  lo  menos  por  muchos  años,  a  toda  esperanza  de  abrir  el 
canal  por  la  ruta  de  Panamá;  y  para  la  compañía  francesa 
equivaldría  esto  a  uDa  ruina  total  e  inevitable,  puesto  que  le 
sería  absolutamente  imposible  concluir  el  canal  dentro  del  tér¬ 
mino  a  que  está  obligada  por  la  ley  de  su  concesión.  El  he¬ 
cho  solo  de  haberse  rendido  a  discreción,  aceptando  de  plano 
el  avalúo,  sin  duda  demasiado  bajo,  hecho  por  la  misma  co¬ 
misión  del  canal  ístmico,  está  indicando  claramente  que  no 
tiene  hoy,  ni  abriga  la  esperanza  de  adquirir  más  tarde  los 
recursos  indispensables  para  llenar  sus  compromisos  con  el 
gobierno  de  Colombia. 

Como  vuestra  señoría  verá  por  los  adjuntos  recortes  del 
New  York  Tribune  y  del  Rerald,  el  Bill  Hepburn  ha  empezado 
a  discutirse  en  la  cámara  de  representantes.  Al  principio  se 
creía  que  pasaría  sin  observación  alguna  y  sin  enmienda  sus¬ 
tancial;  pero  las  cosas  van  tomando  un  aspecto  muy  diferen¬ 
te,  con  motivo  de  la  propuesta  de  la  compañía  francesa.  En 
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la  cámara  misma,  donde  la  opinión  en  favor  de  Nicaragua  era 
avasalladora,  se  han  levantado  ya  muchas  voces  que  piden  un 
estudio  más  detenido  del  asunto  y  que  protestan  contra  la  fes¬ 
tinación  con  que  se  quiere  expedir  esta  ley.  Dicen,  y  con 
razón,  que,  habiendo  ya  probabilidades  de  adquirir  la  ruta  de 
Panamá,  sería  un  grande  error  el  reducir  a  una  sola  vía,  la 
más  larga  y  la  más  costosa,  la  acción  del  gobierno. 

Como  este  argumento  tiene  mucha  fuerza,  es  probable  que 
en  la  cámara  se  introduzca  una  enmienda  en  el  sentido  de 
autorizar  al  presidente  de  la  república  para  entrar  en  las  de¬ 
bidas  negociaciones  conducentes  a  escoger  la  vía  más  conve¬ 
niente  para  el  proyectado  canal.  No  sé  si  esta  enmienda  será 
aceptada,  pero  sí  es  casi  seguro  que  el  senado  la  aprobará, 
porque,  según  entiendo,  el  gobierno  ejecutivo  tiene  mucho  in¬ 
terés  en  ello.  Si  así.  fuere,  habremos  ganado  mucho  terreno  y 
estaremos  en  capacidad  de  negociar  sobre  bases  más  satisfacto¬ 
rias  entendiéndonos  directamente  con  el  secretario  de  Estado 
y  no  con  comités  sometidos  a  todas  las  influencias  de  los  po¬ 
líticos  y  de  los  especuladores. 

Como  éste,  por  ahora,  es  el  objetivo  inmediato  que  no  se 
alcanzará  si  no  se  hace  una  declaración  satisfactoria  por  parte 
del  gobierno  de  Colombia,  yo  contestaré  al  almirante  Walker, 
tan  pronto  como  se  me  comunique  el  arreglo  provisional  que 
habrá  de  hacerse  con  la  compañía  francesa,  que  el  gobierno 
de  Colombia  está  dispuesto  a  conceder  el  permiso  necesario 
para  el  traspaso  siempre  que  se  celebre  un  convenio  con  los 
Estados  Unidos  en  términos  equitativos  que  permita  la  cons¬ 
trucción  del  canal  de  Panamá  y  asegure  los  derechos  de  Co¬ 
lombia.  Esto  produciría  muy  buen  efecto  en  el  senado  y  nos 
dejará  el  campo  abierto  para  después. 

Yo  no  le  he  dicho  al  representante  de  la  compañía  fran¬ 
cesa  con  qué  condiciones  se  le  concederá  el  permiso  para  el 
traspaso  de  la  concesión;  pero  me  parece  de  estricta  justicia 
que  den  una  buena  suma  al  gobierno  de  Colombia,  puesto 
que  si  el  permiso  se  les  niega,  lo  perderán  todo.  Además,  ^a 
que  la  compañía  se  aprovechó  de  las  penosas  circunstancias 
del  gobierno  para  obtener  una  prórroga  de  seis  años  que  es 
la  que  en  realidad  van  a  vender  por  cuarenta  millones  de  pesos, 
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no  creo  que  sea  contrario  a  la  equidad  exigirles  siquiera  dos 
millones  de  pesos  sobre  el  millón  que  pagaron. 

Los  puntos  precisos  sobre  los  cuales  necesito  instrucciones 
de  vuestra  señoría  son  los  siguientes: 

1. °  Si  se  accede  o  nó  a  ceder  a  los  Estados  Unidos  una  faja 
de  terreno  de  seis  millas  de  ancho,  excluyendo  las  ciudades  de 
Panamá  y  Colón. 

2. °  Si  esta  concesión  se  hace  a  título  de  arrendamiento, 
por  término  indefinido,  o,  a  lo  menos,  por  el  de  doscientos 
años. 

3. °  Si  se  ceden  o  arriendan  las  islas  de  la  bahía  de  Pana¬ 
má  para  estaciones  de  carbón,  cosa  que  se  estima  indispensa¬ 
ble,  por  la  circunstancia  de  que  casi  todos  los  buques  que 
vengan  de  puntos  distantes  a  cruzar  el  canal  necesitan  re¬ 
novar  su  provisión  de  carbón. 

4. °  En  qué  términos  deben  arreglarse  las  cuestiones  de 
policía  en  la  dicha  faja  del  canal  para  impedir  colisión  de 
jurisdicciones  y  para  mantener,  al  mismo  tiempo,  un  orden 
severo  entre  la  multitud  de  gentes,  de  todas  clases  y  condi¬ 
ciones,  que  afluirán  a  la  obra  del  canal;  y 

5. °  Qué  suma  redonda  o  en  forma  de  anualidades  debe 
pedirse  al  gobierno  de  los  Estados  Unidos  por  las  concesio¬ 
nes  anteriores. 

En  este  último  punto  mi  opinión  es  que  debe  preferirse 
una  anualidad  fija  para  asegurar  este  beneficio  a  las  genera¬ 
ciones  futuras;  para  impedir  la  malversación  o  el  derroche  dé 
una  suma  de  consideración,  recibida  de  una  vez;  para  calmar 
las  susceptibilidades  de  los  partidos  políticos,  y  para  tener  una 
base  sólida  con  qué  amortizar  gradualmente  el  papel  moneda 
y  fundar  el  crédito  de  la  república  en  el  exterior,  atendiendo 
al  pago  puntual  de  los  intereses  de  la  deuda. 

Asegurados  estos  beneficios,  el  desarrollo  del  país  vendrá 
por  añadidura  y  como  consecuencia  necesaria;  y  merced  al 
crédito  sobrarían  capitales  europeos  y  americanos  para  em¬ 
prender  la  construcción  de  los  ferrocarriles  que  más  urgente¬ 
mente  necesita  el  país. 

Encarezco  una  vez  más  a  vuestra  señoría  se  me  comuniquen 
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por  cable  las  instrucciones  que  le  pido  de  nuevo,  a  la  mayor 
brevedad  posible;  pues  como  vuestra  señoría  comprende  muy 
bien,  este  asunto  debe  resolverse,  y  se  resolverá  en  cualquier 
sentido,  antes  de  la  clausura  de  las  actuales  sesiones  del  con¬ 
greso  americano. 

Con  todo  respeto  y  consideración  me  suscribo  de  vuestra 
señoría  muy  atento  y  seguro  servidor. 

Carlos  ¡Martínez  Silva 

Días  después  de  despachada  la  anterior  comunicación,  el 
doctor  Martínez  Silva,  en  vista  del  giro  que  tomaban  los 
asuntos  del  canal,  dirigió  al  ministerio  de  relaciones  exterio 
res  él  siguiente  cable: 

-Washington,  21  (5-12  p.  m.) 

“  Ministro  Relaciones  —  Bogotá 

«En  virtud  oferta  compañía  francesa  informe  suplemental 
comisión  ístmica  recomienda  ruta  Panamá  asuntos  pendientes 
congreso  aguardando  actividad  Colombia. 

«Marsilva 

En  presencia  de  los  acontecimientos  que  se  cumplían,  y 
comprendiendo  al  fin  el  gobierno  que  no  podía  permanecer 
por  más  tiempo  en  silencio  respecto  de  las  negociaciones  que 
se  ventilaban  en  Washington,  el  vicepresidente  de  la  repúbli¬ 
ca  apeló  al  fácil  expediente  de  convocar  una  junta  de  notables 
en  el  palacio  de  San  Carlos.  A  ella  concurrieron  los  minis¬ 
tros  del  despacho,  los  consejeros  de  Estado,  el  procurador  ge¬ 
neral  de  la  nación,  los  magistrados  de  la  corte  suprema  de 
justicia  y  varios  distinguidos  miembros  de  la  sociedad  que  ha¬ 
bían  figurado  en  la  política  activa  del  país,  «con  el  fin  de  dis¬ 
cutir  los  puntos  conducentes  de  la  negociación  enumerados 
en  la  comunicación  del  8  de  enero  de  1902  de  la  legación  de 
Washington. 

Para  llegar  a  las  conclusiones  enviadas  por  el  ministro  al 
gobierno  tanto  en  el  memorándum  de  25  de  junio  de  1901 
como  en  los  demás  informes  y  documentos  remitidos,  que  no 
tuvieron  respuesta,  fue  precisa  una  labor  sin  descanso  durante 
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el  tiempo  que  el  ministro  permaneció  al  frente  de  la  legación 
en  Washington.  Para  formar  un  recto  criterio  del  verdadero 
estado  del  asunto,  era  indispensable  conocer  las  tendencias  y 
anhelos  del  gobierno  y  pueblo  americanos,  apreciar  en  todo 
su  valor  las  corrientes  que  en  favor  del  canal  existían  en  el 
departamento  de  Panamá  y  haber  estudiado  de  tiempo  atrás 
el  rumbo  y  tendencias  de  la  política  internacional  de  Ingla¬ 
terra  y  de  las  demás  naciones  europeas  en  relación  con  el 
problema  del  canal  americano.  Políticos  y  personas  notables 
de  la  sociedad  de  Bogotá  eran,  en  este  caso,  los  menos  llama¬ 
dos  para  asesorar  al  gobierno  en  tan  complejo  asunto.  La  in¬ 
comprensión,  las  rivalidades  mezquinas  y  la  política  netamente 
personalista  de  aquella  época,  oscureciéndolo  todo,  se  oponían 
a  una  deliberación  imparcial  v  concienzuda. 

Como  era  de  esperarse,  se  presentaron  en  aquella  reunión 
opiniones  diversas,  y  como  no  fuera  posible  llegar  a  un  acuer¬ 
do  al  respecto,  se  resolvió  nombrar  una  comisión  compuesta 
de  cinco  miembros  que  lo  fueron  los  señores  Francisco  de  P. 
Matéus,  Antonio  Roldán,  José  Camacbo  C.,  Alejandro  M.  Oli¬ 
vares  y  Francisco  Groot.  Esta  comisión,  a  su  vez,  tampoco 
pudo  presentar  una  resolución  aprobada  por  todos  sus  miem¬ 
bros,  y  se  dividió  en  mayoría  y  minoría.  La  primera  integra¬ 
da  por  los  cuatro  señores  primeramente  citados,  después  de 
una  disertación  enteramente  sentimental,  alejada  por  completo 
de  la  realidad  de  los  hechos  que  estaban  a  la  vista,  que  se 
tocaban  con  la  mano,  llegó  a  la  peregrina  conclusión  de  que 
-Francia,  arrepentida  de  haber,  por  un  momento,  renunciado 
a  la  gloria  de  dar  su  nombre  a  la  empresa  más  colosal  del 
siglo,  se  lanzaría  con  sus  capitales,  su  energía  y  su  ciencia  a 
realizarla,»  y  terminó  su  informe  proponiendo  que  el  gobier¬ 
no  de  Colombia  -exigiera  a  la  compañía  el  cumplimiento  de 
sus  compromisos  para  la  continuación  de  los  trabajos  y  ter¬ 
minación  del  canal.» 

Así  se  hablaba  en  Bogotá  y  de  esta  manera  se  exigía  de 
nuestras  autoridades  desplegasen  sus  fuerzas  para  hacer  revi¬ 
vir  una  empresa  muerta,  desacreditada  y  que  buscaba  con  la 
prórroga  la  manera  de  subsistir  por  determinado  tiempo,  para 
vender  su  concesión,  según  la  declaración  del  ministerio  de 
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hacienda  de  Colombia.  El  señor  Francisco  Groot,  no  confor¬ 
mándose  con  los  puntos  de  vista  de  sus  compañeros,  informó 
por  separado  en  el  sentido  de  que  el  vicepresidente  debería 
aprovechar  enérgicamente  la  brillante  ocasión  que  se  le  pre¬ 
sentaba  para  vencer  toda  dificultad  económica  y  asegurar  la 
soberanía  de  la  nación  sobre  la  parte  más  importante  de  ella. 
Además  de  estas  opiniones  fueron  emitidas  otras  por  varios 
caballerrs,  quienes  las  enviaron  por  escrito.  El  doctor  Nicolás 
Esguerra  aconsejaba  aplazar  cualquier  compromiso  basta  no 
ser  consultado  con  el  cuerpo  legislativo,  pero  honrada  y  pa¬ 
trióticamente  declaró: 

-Difícil  es  dar  un  concepto  sobre  puntos  concretos  de  una 
negociación  sin  conocer  el  conjunto  y  los  antecedentes  de 
ella." 

El  doctor  Clímaco  Iriarte  conceptuó  que,  tratándose  de 
enajenar  la  obra  a  un  gobierno  extranjero,  el  de  Colombia 
tenía  el  derecho  legal  para  intervenir  de  manera  directa,  y 
propuso  que  el  acuerdo  se  llevara  a  cabo  por  medio  del  de¬ 
legado  de  Colombia  ante  el  consejo  de  administración  de  la 
compañía  en  París.  Don  Luis  María  Isaza,  viendo  que  esta 
delicada  cuestión  se  relacionaba  íntimamente  con  el  orden 
público,  con  la  soberanía  de  la  república  en  el  istmo,  aconse¬ 
jó  que  debería  -contestarse  a  nuestro  ministro  en  Washington 
que  el  gobierno  de  Colombia,  deseoso  de  allanar  las  dificulta¬ 
des  que  se  opongan  a  la  apertura  del  canal  por  el  gobierno 
americano,  en  caso  de  que  éste  opte  por  la  vía  del  istmo, 
está  pronto  a  entrar  en  negociaciones  con  la  compañía  actual 
y  con  el  gobierno  de  los  Estados  Unidos  a  fin  de  celebrar  un 
contrato  que  permita  la  realización  de  la  obra,  contrato  cu¬ 
yas  bases  y  pormenores  deben  ser  asuntos  de  conferencias  en¬ 
tre  los  interesados."  El  doctor  Antonio  José  Uribe,  exminis¬ 
tro  de  relaciones  exteriores,  después  de  presentar  un  brillante 
estudio  en  que  pone  de  relieve  la  conveniencia  para  Colom¬ 
bia  de  que  por  su  territorio  se  abra  el  canal  proyectado,  con¬ 
cluyó  su  informe  manifestando  que  debería  notificarse  a  la 
compañía  francesa  para  que  autorizase  a  su  representante  en 
Bogotá  a  fin  de  tratar  con  el  gobierno  de  la  capital  las  con- 
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diciones  en  virtud  de  las  cuales  podría  darse  el  permiso  para 
el  traspaso  de  su  privilegio  al  gobierno  de  los  Estados  Unidos. 

Las  opiniones  emitidas  en  la  junta  colocaron  un  nuevo 
velo  que  oscurecía  más  las  negociaciones  cuando  parecía  ha¬ 
berse  logrado  la  simplificación  del  problema.  Muy  pocos  vie¬ 
ron  el  peligro.  El  vicepresidente  acogió  la  resolución  de  sus¬ 
pender  la  negociación  entre  su  gobierno  y  el  de  los  Estados 
Unidos  hasta  tanto  que  no  se  conviniera  con  la  compañía 
francesa  la  participación  que  pudiera  concederle  a  la  repúbli¬ 
ca  en  la  cantidad  de  cuarenta  millones  de  pesos,  votada  por  el 
congreso  americano  para  la  compra  de  la  concesión  y  privi¬ 
legios  adquiridos  por  la  compañía  en  virtud  del  contrato  Cal- 
derón-Mancini.  Y  ellu  en  los  precisos  momentos  en  que  el 
cuerpo  legislativo  americano  consideraba  que  después  de  los 
estudios  y  negociaciones  llevados  a  cabo  durante  años  por  la 
comisión  ístmica,  había  llegado  el  tiempo  de  adoptar  una  de 
las  dos  vías  propuestas,  ya  que  el  país  reclamaba  una  pronta 
solución  del  asunto,  cuando  la  compañía  francesa  había  re¬ 
ducido  al  mínimo  sus  pretensiones  y  acordado  el  traspaso  por 
una  suma  muy  inferior  a  la  solicitada  anteriormente,  y  cuan¬ 
do  en  Panamá  se  solicitaba  que  el  canal  se  abriese  por  su 
territorio  «a  todo  trance.» 

Las  instrdcciones  del  ministerio  de  relaciones  exteriores 
fueron  enviadas,  por  fin,  al  sucesor  del  doctor  Martínez  Silva 
en  los  siguientes  despachos: 

-Febrero  22  de  1902. 

"Ministro  Colombia — Washington. 

-La  compañía  del  canal  no  puede  transferir  sus  derechos 
a  nación  o  gobierno  extranjero  sin  modificar  previamente,  de 
acuerdo  con  el  gobierno  de  Colombia,  contrato  primitivo,  ar¬ 
tículos  21,  22. 

«Exteriores». 

Marzo  17  de  1902. 

-Ministro  Colombia-  Washington 

«Reunión  miembros  gobierno  y  particulares  estudiando 
asunto  canal  de  Panamá  vista  nota  Martínez  Silva  Carlos,  ocho 
enero.  Estos,  unos  favorables  negociación  con  Estados  Unidos, 
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otros  adversos.  Por  contrato  con  la  compañía  del  canal,  cuyo 
cumplimiento  podemos  exigir,  tenemos  derecho  indiscutible 
propiedad  canal,  que  la  compañía  del  canal,  que  no  puede  ter¬ 
minar  obra,  ofrece  dar  por  cuarenta  millones,  que  nos  perte¬ 
necen  en  parte;  haciéndose  indispensable,  de  acuerdo  con  ar¬ 
tículos  21  y  22  contrato  arreglo  previo  entre  el  gobierno  y  la 
compañía,  antes  entrar  aquél  tratar  con  el  gobierno  de  los 
Estados  Unidos  de  América.  Usted  puede  decirlo  así  represen¬ 
tante  de  la  compañía  del  canal,  para  que  ella  indique  lugar 
celebración  arreglo  previo  y  comunicar  nuestras  instrucciones. 
El  ministro  de  los  Estados  Unidos  en  Bogotá  lleva  privada¬ 
mente  bases  arreglos  con  el  gobierno  de  los  Estados  Unidos. 
Remítolas  a  usted  el  próximo  correo.  En  este  negocio  de  la 
más  grande  importancia  no  debemos  dejarnos  precipitar  con 
amenazas  e  intrigas.  Canal  de  Panamá  será  hecho  en  todo  caso, 
siendo  vía  de  Nicaragua  más  difícil  y  costosa.  Tenemos  funda¬ 
mento  creer  que  Panamá  piensa  como  poder  ejecutivo. 

"Usted  puede  asegurar  nosotros  tenemos  voluntad  tratar  con 
Estados  Unidos  condiciones  equitativas.  Usted  puede  explicar 
términos  satisfactorios  nuestra  actividad  y  aun  procurar  posi¬ 
ble  apoyo  Estados  Unidos  para  arreglo  previo  con  la  compañía 
del  canal,  si  usted  lo  cree  conveniente. 

"Exteriores." 

La  compañía  del  canal  de  Panamá,  en  comunicación  oficial 
de  su  presidente  señor  Hutin,  fechada  el  4  de  octubre  de  1901, 
estimaba  en  $  109.141.500  el  gasto  hecho  en  las  obras  del 
canal,  y  confiaba  en  que  dicha  suma  se  tendría  en  cuenta  por 
la  comisión  en  el  avalúo  correspondiente,  llegado  el  caso. 
Esta  consideró  desde  el  primer  momento,  exorbitante  el  pre¬ 
cio  insinuado,  y  cuando  rindió  su  último  informe,  lo  redujo 
a  $  40.000000.  Con  ser  la  reducción  algo  no  esperado  por  la 
compañía,  consideró  que  toda  discusión,  contraproyecto  o  in¬ 
certidumbre  sería,  además  de  baldío,  en  extremo  perjudicial 
a  sus  intereses.  Contra  el  riesgo  de  perderlo  todo  si  no  se  alla¬ 
naba  lisa  y  llanamente  al  avalúo  de  la  comisión  ístmica,  sin 
esperar  la  llegada  a  Washington  del  comisionado  especial  que 
se  encontraba  en  alta  mar,  se  apresuró  a  aceptar,  por  cable. 
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la  suma  ofrecida.  Era  de  esperarse  que  el  paso  dado  por  la 
compañía  francesa  viniera  a  facilitar  las  negociaciones  entre 
el  gobierno  de  Colombia  y  el  de  los  Estados  Unidos,  porque 
quedaba  eliminado  el  principal  factor  que  se  oponía  a  su  rea¬ 
lización.  La  participación  de  una  suma  equitativa  en  favor  de 
Colombia  en  los  $  40.000.000  era  asunto  incidental  que  no 
podía  llevarse  a  cabo  sino  hasta  después  de  firmado  el  conve¬ 
nio  entre  los  dos  países.  Interrumpir  las  negociaciones  con  la 
pretensión  de  aplazarlas  indefinidamente  adoptando  como  prin¬ 
cipal  norma  de  conducta  el  repartimiento  de  la  suma  fijada 
por  la  comisión  ístmica  para  adquirir  la  concesión  y  derechos 
de  la  compañía  en  el  canal,  fue  el  paso  más  desgraciado  que 
pudo  dar  entonces  la  diplomacia  colombiana,  desconocedora 
en  absoluto  de  la  verdadera  situación. 

El  doctor  José  Vicente  Concha,  quien  de  paso  para  Was¬ 
hington  a  hacerse  cargo  de  la  legación,  se  encontraba  en  Nue¬ 
va  York,  a  poco  de  estudiar  el  asunto  in  situ  comprendió  las 
dificultades  que  sobrevendrían  para  Colombia  al  páralizar  por 
motivo  tan  secundario  las  negociaciones.  En  tan  críticos  mo¬ 
mentos  llamó  la  atención  del  gobierno: 


“Nueva  Y ork,  ó -Buenaventura,  5  marzo  de  1902. 

«Inexplicable  calograma  del  ministerio  de  relaciones  exte¬ 
riores  relativo  compañía  canal  de  Panamá.  Ha  producido 
desastroso  efecto  aquí.  En  regiones  oficiales  se  prepara  algo 
contra  Panamá.  Yo  no  seré  responsable.  Comunique  instruc¬ 
ciones  pronto. 

«Concha- 


La  opinión  que  predominaba  en  el  gobierno  alimentada 
sin  duda  por  empleados  nacionales  en  el  istmo,  pero  extraños 
a  sus  particulares  intereses,  era  la  de  que  en  Panamá  se  mira¬ 
ba  con  repugnancia  toda  tentativa  de  canal  que  no  tuviese  su 
origen  en  la  compañía  francesa  o  en  otra  análoga  de  carácter 
particular.  Se  contaba  con  que  el  departamento,  antes  de  ad¬ 
mitir  el  control  americano  sobre  la  faja  del  canal,  se  resigna- 
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ba  a  perder  toda  esperanza  de  adelanto  material,  todo  acer¬ 
camiento  a  la  civilización.  Los  dos  ministros  enviados  a 
Washington,  en  presencia  de  los  hechos,  trataron  de  orientar 
el  criterio  del  gobierno  hacia  la  verdadera  situación.  Todo  fue 
en  vano.  El  vicepresidente  sólo  atendía  a  los  políticos  impro¬ 
visados  al  calor  de  la  guerra  civil,  o  a  esa  otra  casta  de  ideó¬ 
logos  que  pretendía  dirigir  desde  Bogotá  a  los  Estados’  Unidos, 
a  la  compañía  francesa  y  al  departamento  de  Panamá.  Prime¬ 
ro  el  doctor  Martínez  Silva  y  luégo  el  doctor  Concha  dieron 
la  voz  de  alerta.  Este  último,  con  fecha  l.°  de  abril,  escribía 
al  ministro  de  relaciones  exteriores: 

~ . La  opinión  que  prevalece  en  el  departamento  de  Pa¬ 

namá,  según  aparece  de  publicaciones  y  correspondencias  que 
constantemente  recibe  la  legación,  es  muy  marcada  y  decidi¬ 
da  en  pro  de  la  concesión  del  canal  a  los  Estados  Unidos  a 
cualquier  costa:  cada  día  se  marca  más  en  todos  los  partidos 
políticos  del  istmo  un  sentimiento  de  desvío,  por  no  decir  de 
repulsión,  por  el  gobierno  central:  la  influencia  americana,  su 
lengua  y  costumbres  se  extienden  constantemente  en  aquella 
región,  y  si  se  opusiera  una  resistencia  abierta  a  la  opinión 
predominante  en  el  departamento  nombrado  se  aceleraría  un 
conflicto  que,  por  el  contrario,  se  evitaría  desde  que  una  po¬ 
tencia  .como  los  Estados  Unidos  garantice  la  integridad  de 
nuestro  territorio,  y  satisfaciendo  así,  además,  los  deseos,  en 
gran  parte  razonables,  de  aquellos  colombianos. 

-Cerradas  las  puertas  del  territorio  nacional  en  són  de  hos¬ 
tilidad  a  los  Estados  Unidos,  ellos,  en  retaliación,  denuncia¬ 
rían,  como  ya  la  prensa  lo  ha  propuesto,  el  tratado  de  1846,  y 
una  vez  rotos  los  compromisos  de  ese  pacto,  mirarían  impa¬ 
sibles  los  sucesos  que  se  desarrollasen  en  Panamá,  para  ocu¬ 
par  luégo  el  territorio  en  la  primera  interrupción  del  servi¬ 
cio  del  ferrocarril,  o  para  acoger  cualquier  tendencia  en  el 
camino  separatista,  por  donde  se  llegaría  a  una  lesión  de  so¬ 
beranía  colombiana  de  muchas  mayores  consecuencias  que 
cualquier  limitación  a  que  se  sujete  la  república  en  el  uso  de 
una  determinada  zona  de  su  territorio . » 

(Nota  del  doctor  J.  V.  Concha  al  ministerio  de  relaciones 
exteriores,  l.°  de  abril  de  1902). 


MEMORIAL 


Bogotá,  agosto  26  de  1902. 

Excelentísimo  señor  vicepresidente  de  la  república,  encargado  del  poder  ejecuti¬ 
vo  y  presidente  del  consejo  de  ministros. 

Haciendo  uso  del  derecho  que  reconoce  el  artículo  45  de 
la  Constitución,  nos  dirigimos  a  vuestra  excelencia,  con  el 
debido  acatamiento  y  respeto,  para  ver  de  alcanzar  que  se  de¬ 
rogue  o  se  modifique  el  decreto  de  carácter  legislativo  de  fe¬ 
cha  14  de  enero  de  1901,  que  ha  servido  de  fundamento  a  ul¬ 
teriores  resoluciones  del  ministerio  de  guerra  y  a  la  condenación 
a  pena  capital  de  varios  jefes  revolucionarios  que  han  sido 
tomados  recientemente  con  las  armas  en  la  mano  y  que  no 
se  habían  acogido  en  oportunidad  a  los  decretos  de  amnis¬ 
tía  e  indulto  expedidos  por  el  gobierno. 

Al  hacer  esta  solicitud  nos  mueven  no  sólo  sentimientos 
de  humanidad  y  consideraciones  de  alta  política,  sino  el  pri¬ 
mordial  deseo  de  que  se  guarden  en  toda  su  integridad  la 
Constitución  y  las  leyes  de  la  república,  cuyo  fiel  cumplimien¬ 
to  obligan  igualmente  a  los  ciudadanos  y  al  gobierno. 

El  artículo  3.°  de  la  Constitución  dice:  «No  habrá  pena  de 
muerte  por  delitos  políticos.  La  ley  los  definirá.- 

Ante  este  categórico  precepto  constitucional  no  cabe  duda 
alguna  de  que  es  imposible  aplicar  la  pena  capital  a  los  res¬ 
ponsables  del  delito  de  rebelión,  cualesquiera  que  sean  las 
circunstancias  que  lo  acompañen  o  caractericen  y  que  no  en¬ 
vuelvan  la  comisión  de  un  delito  de  naturaleza  distinta. 

Ni  vale,  para  el  caso  de  que  tratamos,  declarar,  como  lo 
ha  hecho  el  citado  decreto,  que  los  rebeldes  a  quienes  él  se 
refiere  habrán  de  ser  considerados  como  asaltantes  en  cuadri- 
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lia  de  malhechores,  porque  este  delito  está  definido  en  el  có¬ 
digo  penal,  que  es  garantía  suficiente  de  represión  y  castigo 
para  semejantes  atentados. 

Preséntase  aquí,  en  consecuencia,  un  dilema  sin  salida:  o 
el  delito  señalado  en  el  decreto  a  que  nos  referimos  es  polí¬ 
tico,  y  entonces  es  inaceptable  la  pena  de  muerte,  conforme 
a  la  Constitución,  o  es  común,  y  en  ese  caso  cae  bajo  la  ju¬ 
risdicción  del  código  penal  y  su  juzgamiento  y  castigo  corres¬ 
ponde  a  los  jueces  ordinarios.  La  función  del  gobierno  que¬ 
daría  en  este  caso  limitada  a  aprehender  a  los  responsables 
y  ponerlos  a  disposición  de  la  autoridad  competente. 

Asumir  la  militar,  con  procedimientos  especiales  y  algo 
más  que  sumarios,  para  el  juzgamiento  y  castigo  de  un  delito 
común,  es  grandísima  usurpación  de  atribuciones  y  equivale 
a  subvertir  por  completo  el  orden  legal,  como  sería  el  que  la 
escolta  encargada  de  aprehender  un  presunto  reo  se  constitu¬ 
yera  en  juez  y  dictara  y  aplicara  la  sentencia  por  trámites 
excepcionales  y  sin  dejar  al  acusado  recurso  de  defensa  o  ape¬ 
lación. 

No  autoriza  para  tanto  el  decreto  mencionado,  puesto  que 
allí  no  se  dispone  que  los  declarados  salteadores  en  cuadrilla 
sean  juzgados  en  consejos  de  guerra  verbales  y  sumariamente 
ejecutados;  ni  habría  podido  ordenarse  tal  cosa  sin  violar  abier¬ 
tamente  el  artículo  26  de  la  Constitución,  que  dice: 

«-Nadie  podrá  ser  juzgado  sino  conforme  a  las  leyes  pre¬ 
existentes  al  acto  que  se  impute,  ante  tribunal  competente  y 
observando  la  plenitud  de  las  formas  propias  de  cada  juicio.» 

Aquellas  formas  y  aquel  tribunal  para  el  caso  concreto  de 
que  se  trata,  determinados  están  en  los  respectivos  código  pe¬ 
nal  y  de  procedimientos  judiciales. 

Nada  puede  haber,  en  efecto,  más  contrario  a  las  nociones 
universales  de  justicia,  que  esos  juicios  seguidos  en  consejos 
de  guerra  verbales  contra  los  rebeldes  en  armas,  por  los  mis¬ 
mos  jefes  que  los  han  perseguido  en  la  campaña,  enardecidos 
en  la  lucha  y  en  los  cuales  no  cabe  la  imparcialidad  necesa¬ 
ria  para  pronunciar  una  sentencia  de  pena  capital.  Un  jui¬ 
cio,  en  tales  circunstancias,  sin  posible  defensa  y  con  un  fallo 
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pronunciado  de  antemano,  tiene  algo  de  horriblemente  irriso  - 
rio,  que  hace,  para  las  mismas  víctimas,  preferible  una  muerte 
honrosa  recibida  en  el  campo  y  en  el  calor  de  la  contienda  y  que 
deja  al  menos  a  salvo  la  majestad  augusta  de  la  justicia. 

La  prueba  concluyente  de  que  el  mismo  gobierno  no  esti¬ 
ma  como  verdaderos  malhechores  en  cuadrilla  a  los  rebeldes 
sorprendidos  boy  con  las  armas  en  la  mano,  es  que  esos  indi¬ 
viduos  quedan  limpios  del  supuesto  delito  con  solo  el  hecho 
de  manifestar  que  se  acogen  al  indulto  ofrecido  por  el  go¬ 
bierno.  No  podría  ser  ese  el  caso  si  se  tratara  de  verdaderos 
delitos  comunes  y  atroces,  para  los  cuales  ni  aun  el  gobierno 
puede  conceder  indulto. 

Se  ve  patentemente  por  esto  que  lo  que  se  castiga  con  la 
pena  capital,  prodigada  sin  piedad,  no  es  un  delito  ya  deter¬ 
minado  y  definido  en  las  leves  penales,  sino  la  contumacia  de 
los  rebeldes  en  continuar  una  lucha  desesperada.  La  asimila¬ 
ción  propuesta  es,  por  consiguiente,  arbitraria  y  convencional, 
y  está  ella  misma  patentizando  que,  en  la  generalidad  de  los 
casos,  sólo  se  trata  de  aplicar  una  medida  de  carácter  político 
para  conseguir  un  fin  político. 

En  extremo  deplorable  es  que  los  revolucionarios  persistan 
en  sus  bélicas  empresas;  pero  esa  misma  tenacidad  en  muchos 
hombres  ofuscados,  si  se  quiere  por  la  pasión  política,  pero 
no  todos  malhechores  en  el  sentido  de  la  palabra,  está  ense¬ 
ñándonos  que  el  movimiento  revolucionario,  que  toca  a  su  fin 
y  que  tan  hondamente  ha  conmovido  al  país,  tiene  causas  re¬ 
motas  y  antecedentes  históricos  que  vuestra  excelencia,  como 
magistrado  y  como  filósofo  político,  no  puede  desconocer. 

Se  explica  y  aun  se  justifica  en  países  sólidamente  cons¬ 
tituidos  y  en  donde  el  sufragio  libre  y  puro  es  una  realidad, 
el  que  las  leyes  castiguen  con  sumo  rigor,  asimilándolo  al  de 
alta  traición,  el  delito  de  rebelión  y  sus  congéneres;  pero  en 
Colombia,  donde  según  lo  ha  expuesto  recientemente  vuestra 
excelencia  en  documentos  que  llevan  su  firma,  todos,  más  o  me¬ 
nos,  han  sido  revolucionarios,  y  donde  el  sufragio  nó  es  ca¬ 
mino  abierto  a  la  satisfacción  de  los  legítimos  derechos  de  los 
partidos,  es  muy  difícil  que  el  sumun  jus,  invocado  en  el  día 
para  establecer  el  orden,  no  degenere  en  suma  injuria. 
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No  es  el  patíbulo  político,  como  lo  enseña  nuestra  propia 
historia,  el  medio  más  eficaz  para  fundar  la  paz  en  esta  so¬ 
ciedad,  sana  en  el  fondo,  pero  profundamente  perturbada  por 
múltiples  causas  y  por  comunes  errores.  Más  hacía  en  el  sen¬ 
tido  indicado  una  política  de  tolerancia,  de  conciliación  y  de 
honrado  respeto  a  todos  los  derechos  reconocidos  en  la  Cons¬ 
titución,  y  precisamente  por  ser  aquella  política  la  que  está 
más  de  acuerdo  con  el  carácter  y  con  los  antecedentes  de 
vuestra  excelencia,  le  dirigimos  la  presente  solicitud,  que  es¬ 
peramos  será  favorablemente  acogida,  para  gloria  personal  de 
vuestra  excelencia  y  felicidad  de  la  amada  patria. 

Con  sentimientos  de  la  más  alta  consideración  nos  suscri¬ 
bimos  de  vuestra  excelencia  muy  respetuosos  servidores. 

Carlos  Martínez  Silva— Emilio  Ruiz  Barreto— Francisco  A. 
Gutiérrez  —Jorge  Moya  Vásquez—  Jorge  Roa— Luis  Martínez 
Silva — José  Joaquín  Pérez— Bernardo  Escobar  —Isidro  Nieto. 
Federico  Montoya — Eduardo  Restrepo  Sáenz—  Carlos  Bravo. 


COMENTA  RIOS  POR  LUIS  MARTÍNEZ  DELGADO 


Concluida  su  misión  en  Washington,  después  de  sus  labores 
en  la  conferencia  panamericana  de  Méjico  y  de  haber  traba¬ 
jado  desde  un  alto  punto  de  vista  por  la  terminación  de  la 
desastrosa  guerra  de  los  tres  años,  regresó  el  doctor  Carlos 
Martínez  Silva  a  la  patria,  contristado  el  ánimo,  su  salud  que¬ 
brantada  y  preocupado  con  las  graves  complicaciones  que 
entenebrecían  el  horizonte  de  la  política  interna  y  externa 
del  país. 

Tan  pronto  como  llegó  a  Bogotá  fue  su  primer  cuidado 
conocer  de  cerca  el  curso  de  los  acontecimientos,  aquilatado 
su  espíritu  con  la  serenidad  del  hombre  superior  que  de  lejos 
había  seguido  la  marcha  de  la  revolución  y  los  vaivenes  de 
los  negocios  interiores.  Su  criterio  había  adquirido  con  los 
viajes,  el  estudio  y  la  experiencia,  una  envidiable  ductilidad 
política,  cualidad  que  le  permitía  juzgar  los  hombres  y  las  co¬ 
sas  desprovisto  de  pasiones.  Por  consiguiente,  apreciaba  en 
justicia  y  deducía  sabias  enseñanzas  y  conclusiones  ajustadas  a 
la  verdad,  de  las  observaciones  que  le  hacían  sus  múltiples 
amigos  políticos  y  personales  que  a  su  llegada  se  apresuraron 
a  darle  la  bienvenida. 

No  hubo  entonces  distinción  de  partidos  políticos  entre  los 
que  acudieron  a  estrechar  la  mano  del  amigo  que  regresaba 
a  la  patria  con  rico  acopio  de  conocimientos  y  de  quien  se 
esperaba  luz  y  consejo  en  momentos  harto  difíciles.  De  aquí 
el  que  algunos  liberales  se  hubieran  apresurado  a  ser  de  los 
primeros  en  visitar  la  casa  del  doctor  Martínez  Silva. 
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«El  doctor  Martínez  Silva,  nos  ha  dicho  el  señor  Isidro  Nie¬ 
to,  me  recibió  con  su  acostumbrada  cordialidad  y  fue  su 
primer  cuidado  el  interrogarme  minuciosamente  sobre  las  me¬ 
didas  draconianas  del  gobierno,  tomadas  contra  los  revolucio¬ 
narios  y  no  contra  la  revolución.» 

«Ocurre  aquí,  dijo  el  señor  Nieto,  que  el  gobierno  está  ro¬ 
bando  y  asesinando  a  los  liberales  y  no  ba  habido  un  solo 
conservador  que  proteste  contra  tales  iniquidades.» 

Escriba  usted  una  protesta,  en  la  seguridad  de  que  yo 
adhiero  a  ella,  observó  el  doctor  Martínez  Silva,  a  lo  que  se 
negó  el  señor  Nieto,  observando  que  lo  natural  era,  por  múl¬ 
tiples  razones,  que  fuera  él,  Martínez  Silva,  quien  debía  re¬ 
dactar  el  respectivo  documento.  Y,  tras  breves  consideracio¬ 
nes,  se  convino,  con  otros  amigos,  en  que  el  doctor  Martínez 
escribiría  una  comunicación  dirigida  al  gobierno  en  contra  de 
las  atrocidades  puestas  en  práctica  por  el  ministerio  de  guerra. 

La  tesis  del  memorial  colocaba  al  gobierno  en  un  dilema 
sin  salida:  los  delitos  que  pretendía  reprimir  el  ministerio  de 
guerra  eran  de  carácter  político,  o  bien  tenían  el  carácter  de 
delitos  comunes.  En  el  primer  caso  no  podían  sancionarse  con 
la  pena  capital  sin  violar  la  Constitución,  y  en  el  segundo  es¬ 
taban  sujetos  a  las  disposiciones  ordinarias  del  código  penal. 

Y  no  era  posible  justificar  la  conducía  oficial  alegando  que 
el  gobierno  obraba  respaldado  por  la  anómala  y  especial  situa¬ 
ción  que  implicaba  el  estado  de  sitio  vigente  en  la  república, 
desde  luégo  que  el  estado  mencionado  tiene  por  objeto  sus¬ 
tituir  la  jurisdicción  civil  por  la  militar  para  conocer  y  fallar 
ciertos  crímenes  y  delitos  especificados  previamente  en  las 
leyes,  pero  en  ningún  caso  significa  el  derecho  de  definir 
nuevos  hechos  como  delitos  y  de  señalarles  penas  o  castigos. 
De  aquí  el  que  el  gobierno  del  señor  Marroquín,  consciente 
de  su  situación,  invocara  poderosas  razones  de  estado  para 
llevar  a  cabo,  en  esa  forma,  la  campaña  autirrevolucionaria  (1). 

El  gobierno,  por  lo  mismo,  se  colocó  fuera  de  todo  dere¬ 
cho  y  provocó  la  reacción  natural  y  el  consiguiente  recrudeci- 

(1)  Prueba  palmaria  de  lo  anterior  se  encuentra  en  un  artículo  publicado  en 
La  República,  del  30  de  abril  de  1902,  en  el  cual  se  sostiene  la  tesis  del  go¬ 
bierno. 
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miento  de  la  guerra  civil,  hecho  tanto  más  grave  cuanto  los 
revolucionarios  fueron  los  que  hablaron  de  la  necesidad  de 
regularizar  las  hostilidades.  Al  efecto,  el  18  de  noviembre  de 
1900,  el  general  Foción  Soto  escribió  una  carta  dirigida  al 
ministro  de  guerra  solicitando  que  los  rebeldes  fueran  consi¬ 
derados  como  beligerantes,  de  acuerdo  con  el  derecho  de 
gentes. 

Tal  reconocimiento  fue  rechazado  por  el  señor  José  Vicen¬ 
te  Concha,  quien  alegó,  con  razón,  para  negar  la  práctica  de 
las  reglas  del  jus  belli,  el  que  los  revolucionarios  carecían  de 
una  organización  regular  y  no  ejercían  actos  de  soberanía;  que 
no  ocupaban  una  porción  de  territorio  determinado  y  sujeto 
a  su  jurisdicción;  que  el  gobierno  no  podía  de  ninguna  ma¬ 
nera  concederle  a  los  rebeldes  el  carácter  de  beligerantes  sin 
abdicar  de  su  posición  ventajosa  vis  a  vis  del  adversario,  para 
lo  cual  podía  invocarse  el  ejemplo  dado  por  el  gobierno  de 
Washington  durante  la  guerra  de  secesión.  A  las  considera¬ 
ciones  anteriores  sólo  observamos  que  los  que  se  levantaron 
en  armas  en  los  Estados  del  sur  de  la  Unión  Americana,  im¬ 
plícitamente  fueron  reconocidos  como  beligerantes  por  el  de¬ 
creto  de  19  de  abril  de  1861,  dictado  por  Lincoln,  y  explíci¬ 
tamente  por  una  decisión  del  congreso,  de  fechad  de  julio  del 
mismo  año. 

Mas  para  apreciar  el  alcance  de  las  medidas  dictadas  por  el 
gobierno  que  dieron  origen  al  memorial  anteriormente  trans¬ 
crito,  preciso  es  que  nos  detengamos  a  recapitular  algunos 
acontecimientos  relativos  a  la  revolución. 

Sea  lo  primero  observar  que  en  todo  Estado  o  nación  pre¬ 
sa  de  la  guerra  civil,  el  gobierno  puede  optar  por  uno  de  dos 
caminos  para  lograr  el  restablecimiento  de  la  paz:  considerar 
a  los  revolucionarios  como  simples  criminales  políticos,  ha¬ 
cerlos  juzgar  y  condenar  por  los  tribunales  de  represión  es¬ 
tablecidos,  y  tomar  severas  medidas  legales,  tales  como  la  pro¬ 
clamación  del  estado  de  sitio,  etc.,  o  bien  conferirles  el 
carácter  de  beligerantes  considerándolos,  para  el  efecto,  en  el 
mismo  pie  de  igualdad  en  que  hubieran  de  colocarse,  llegado 
el  caso,  los  ejércitos  de  una  potencia  enemiga. 

Temeraria  era  la  obstinación  de  los  revolucionarios  de  pre- 
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tender  el  carácter  de  beligerantes;  pero  ello  no  justificaba  las 
medidas  violentas  e  inconstitucionales  a  que  apeló  la  admi¬ 
nistración  del  señor  Marroquín. 

Antes  de  la  guerra,  como  ya  se  dijo,  el  gobierno  ordenó 
la  captura  de  algunos  ciudadanos  sindicados  de  posibles  inte¬ 
ligencias  con  el  presidente  Castro,  de  Venezuela,  con  el  fin 
de  alterar  la  paz  pública  de  Colombia.  Tal  medida  precipitó 
los  acontecimientos,  y  el  estado  de  sitio  fue  declarado  en  Cun- 
dinamarca  y  Santander,  medida  que  posteriormente  se  gene¬ 
ralizó,  tan  pronto  como  hubo  estallado  la  revolución  (1). 

Proclamado  el  estado  de  sitio,  los  gobernadores  de  los  dis¬ 
tintos  departamentos  tomaron  el  titulo  de  jefes  civiles  y  mili¬ 
tares  y  fueron  investidos  de  poderes  amplios  para  ciertos  ca¬ 
sos  (2).  Las  autoridades  militares  reemplazaron  a  la  autoridad 
judicial  ordinaria,  que  sufrió  serias  y  graves  alteraciones,  tales 
como  la  erección  de  nuevos  delitos  y  de  penas  nuevas  (3); 
fue  creado  un  consejo  de  guerra  permanente,  encargado  de 
conocer  y  fallar  las  causas  de  los  militares  culpables  de  de¬ 
serción,  de  insubordinación  y  de  traición  (4):  y  como  medida 
de  precaución  decidió  el  gobierno  coartar  la  libertad  de  pren¬ 
sa  y  ordenó  la  publicación  del  periódico  oficial  El  Orden  Pú¬ 
blico ■,  como  suplemento  del  Diario  Oficial  (5),  aparte  de  otras 
disposiciones  tomadas  contra  los  revolucionarios. 

Las  propuestas  de  éstos  para  regularizar  y  finalizar  la  gue¬ 
rra  fueron  rechazadas  sistemáticamente;  y  el  19  de  agosto  de 
1901  apareció  en  el  periódico  La  Opinión  un  decreto  en  que 
ofrece  a  los  rebeldes  la  paz,  previa  la  conminación  perentoria 
de  que  depusieran  las  armas  dentro  del  término  de  cinco  días, 
so  pena  de  que,  en  caso  de  negativa,  fueran  tratados  con  todo 


1  Consúltese  El  Heraldo  del  31  de  junio  de  1899  y  el  decreto'  respectivo 
del  gobierno,  publicado  en  El  Orden  Público,  del  14  de  noviembre  del  mis- 
mo  ano 

2 1  El  decreto  ejecutivo  está  publicado  eu  El  Orden  Público,  fecha  citada. 

3>  El  decreto  ejecutivo  está  publicado  en  El  Orden  Público  de  15  de 
noviembre  de  1889. 

(4  Decreto  del  19  de  mayo  de  1904.  El  Orden  Público,  7  de  junio  de  1900. 

(5)  Decreto  del  13  de  noviembre  de  1899.  Véase  El  Orden  Público  de  14  de 
noviembre  del  mismo  año. 
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el  rigor  de  las  leyes.  Y  como  si  lo  dispuesto  no  fuera  más- 
que  suficiente,  decidió  el  gobierno,  para  mejor  proveer,  indu¬ 
dablemente,  dictar  el  decreto  de  carácter  legislativo  de  fecha 
14  de  febrero  de  1901,  que  dispuso  que  los  jefes  de  guerrillas 
que  no  hubieran  depuesto  las  armas  dentro  del  determinado 
número  de  días  fueran  considerados  como  culpables  del  deli¬ 
to  de  asalto  en  cuadrilla  de  malhechores  y  castigados  con  la 
pena  de  muerte  (1). 

Este  decreto,  puesto  en  ejecución  por  los  jefes  civiles  y  mi¬ 
litares  de  los  departamentos,  lo  misino  que  otro  de  fecha  17 
de  julio  de  1901,  destinado  a  reprimir  la  inteligencia  de  los 
rebeldes  con  los  extranjeros  (véase  La  Opinión,  de  fecha  19 
de  julio  de  1901),  exaltaron  los  ánimos  y  contribuyeron  a  im¬ 
plantar  el  régimen  del  terror  en  Colombia,  que  llegó  hasta 
lo  indecible,  como  se  ve  por  el  siguiente  documento: 

-Bogotá,  28  de  febrero  de  1902- 

“Señor  Juan  Mac-Allister  — Llanogrande. 

“Acaba  de  informárseme  que  los  presos  políticos  señores 
coroneles  Pantaleón  Camacho,  Moreno,  García  Padilla  y  Acu¬ 
ña  fueron  enviados  por  usted  a  las  cárceles  de  Pore.  Me  re¬ 
sisto  a  creer  que  se  baya  adoptado  tal  procedimiento,  porque 
usted  sabe  que  aquello  equivale  a  condenar  a  ese  grupo  de 
conservadores  a  un  sacrificio  fatal.  Prevengo  a  usted  que  si 
dentro  del  preciso  término  de  veinte  días  contados  desde  ma¬ 


lí'  No  puede  negarse  que  los  revolucionarios  estuvieron  dispuestos  a  deponer 
las  armas  mediante  determinados  arreglos  que  implicaban  concesiones  políticas 
sustantivas  para  el  partido  caído  desde  1886.  Una  de  las  condiciones  presenta¬ 
das  por  los  jefes  de  la  revolución  para  poner  fin  a  la  revuelta  fue  que  se  nom¬ 
brara  un  nuevo  ministerio  escogido  entre  una  lista  de  personajes  de  filiación  en¬ 
teramente  conservadora,  a  saber:  general  Ramón  González  Valencia,  Francisco  A. 
Gutiérrez,  Luis  Martínez  Silva,  Mariano  Ospina  Chaparro,  Eduardo  Posada,  Gui¬ 
llermo  Uribe,  Víctor  Salazar,  Francisco  Mendoza  Pérez,  general  Rafael  Reyes, 
Jorge  Moya  Vásquez,  y  doctores  Bernardo  Escobar,  Antonio  J.  Cadavid,  Luis 
Rubio  Sáiz.  Pero  es  claro  que  si  el  gobierno  hubiera  aceptado  la  lista  ante¬ 
rior,  consignada  en  carta  del  general  Vargas  Santos,  de  fecha  1  °  de  julio  d  e 
1902  (V.  -Al  pueblo  colombiano,-  por  A.  J.  Restrepo,  Madrid  1902  ,  el  señor 
Marroquín  se  hubiera  visto  en  la  necesidad  de  llevar  a  la  práctica  su  programa 
reformador  de  1898. 
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ñaña  primero  de  mayo,  no  estuvieren  libres  dichos  señores  en 
esta  ciudad,  o  en  cualquier  campamento  de  fuerzas  del  gobier¬ 
no,  serán  pasados  por  las  armas  los  señores  Emilio  Angel,  Ba¬ 
rrios,  Zea  y  Celso  Román,  quienes  están  actualmente  presos 
en  el  panóptico  y  han  sido  notificados  de  la  presente  resolu¬ 
ción.  Igualmente  prevengo  a  usted  que  de  la  vida  de  los  se¬ 
ñores  Camacho,  Moreno,  Acuña,  García  Padilla  y  demás  presos 
del  ejército  nacional  que  están  en  poder  de  los  rebeldes,  me 
responden  la  vida  de  los  principales  prisioneros  de  guerra 
que  están  en  poder  del  gobierno  y  de  los  demás  que  se  cap¬ 
turen,  inclusive  usted,  en  el  curso  de  la  campaña,  y  los  bie¬ 
nes  de  todos  los  enemigos  y  desafectos  al  gobierno. 

"El  ministro, 

«Fernández- 

Después  de  tal  providencia  dictó  el  señor  Aristides  Fernán¬ 
dez  la  resolución  número  25,  de  fecha  20  de  marzo,  que  or¬ 
denó  el  juzgamiento  sumario  de  los  rebeldes ,  y  la  de  fecha  12 
de  abril,  que  circunscribía  las  medidas  del  gobierno  a  los 
que  fueran  cogidos  con  las  armas  en  la  mano. 

Y  fue  así  como  los  señores  Suárez  Laéroix,  Pulido,  Lezama, 
Vidal,  Piñeros,  Leiva,  Rosas,  Ibáñez,  Parra,  Calvo  y  cien  más, 
fueron  fusilados  por  el  delito  de  oponer  resistencia  armada  a 
las  medidas  draconianas  del  gobierno,  cuyas  actuaciones  vio¬ 
lentas  no  eran  prenda  de  garantía  ni  de  seguridad  para  libe¬ 
rales  ni  conservadores  ni  moderados. 

Cada  uno  de  los  fusilamientos  decretados  por  Fernández  es 
todo  un  proceso  que  marca  un  inri  en  las  páginas  de  la  his¬ 
toria  política  de  Colombia;  y  ante  tamaños  desmanes,  duramen¬ 
te  juzgados  y  calificados  por  la  prensa  de  las  naciones  cultas, 
estaba  por  demás  justificado  el  memorial  de  protesta  firmado 
por  el  doctor  Carlos  Martínez  Silva  y  sus  compañeros,  trans¬ 
crito  anteriormente,  lo  mismo  que  el  que  suscribió  don  Mi¬ 
guel  Antonio  Caro  con  un  reducido  grupo  de  hombres  de  va¬ 
lía,  con  motivo  de  la  célebre  prevención. 

La  viril  protesta,  hecha  contra  procederes  arbitrarios  y  bár¬ 
baros,  provocó  una  exacerbación,  y  el  señor  Marroquín,  como 
contestación  a  la  enérgica  y  legal  solicitud,  mandó  reducir  a 
prisión  a  los  que  habían  firmado  el  memorial. 
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La  misma  noche  del  día  en  que  el  vicepresidente  recibió  el 
histórico  documento,  fue  llevado  al  panóptico  el  señor  Isidro 
Nieto,  quien  llegó  a  acompañar  a  los  señores  Carlos  Martínez 
Silva,  Francisco  A.  Gutiérrez  y  Bernardo  Escobar,  recluidos  en 
celdas  destinadas  a  presos  por  delitos  comunes. 

Los  presos  políticos  a  quienes  se  pretendió  infamar  dándo¬ 
les  el  título  de  liberalizantes ,  estaban,  cuando  el  señor  Nieto 
llegó  a  la  penitenciaría  central  a  ocupar  su  celda,  acostados  en 
el  suelo,  en  un  calabozo  nada  decente. 

Al  día  siguiente  fue  capturado  el  señor  don  José  Joaquín 
Pérez,  y  dos  días  después,  a  las  cuatro  de  la  mañana,  los  pri¬ 
sioneros  fueron  sacados  de  los  calabozos  sin  darles  tiempo  ni 
siquiera  para  tomar  un  frugal  chocolate  que  les  ofreció  el  di¬ 
rector  del  panóptico,  y  conducidos  de  manera  soez  por  los  es¬ 
birros  del  gobierno  basta  la  estación  Uribe,  en  la  línea  del 
ferrocarril  del  Norte,  de  donde  se  les  obligó  a  ir  a  pie  basta 
el  conocido  lugar  de  Serrezuelita. 

Sólo  se  les  dejó  tomar  allí  un  desayuno,  y  concluido  éste 
los  polizontes  de  la  guardia  les  ordenaron  continuar  la  marcha 
a  pie  por  la  carretera  del  norte. 

Parece  increíble  que  a  tales  extremos  llegara  el  señor  Ma- 
rroquín  contra  ciudadanos  distinguidos  que  le  habían  dado  el 
poder  de  que  abusaba.  Todo  comentario  es  poco,  y  la  historia 
ha  dictado  ya  su  fallo  definitivo,  implacable  y  condenatorio 
contra  semejantes  procederes. 

A  la  insólita  orden  de  marchar  a  pie  opusieron  resistencia 
los  desterrados,  manifestando  que  no  continuarían  la  marcha 
en  esas  condiciones.  Conseguidas  unas  cabalgaduras  montaron, 
y  en  las  primeras  horas  de  la  noche,  cerca  de  las  ocho,  llega¬ 
ron  a  un  sitio  denominado  «Los  Colorados.» 

En  este  lugar,  albergados  en  un  rancho  infeliz,  en  cuyas  pa¬ 
redes  prosperaban  los  bongos,  gracias  a  la  humedad  del  crudo 
invierno,  pasaron  la  noche  sentados,  basta  las  primeras  horas 
de  la  madrugada  del  siguiente  día,  en  que  fueron  conducidos 
hasta  la  población  de  Guasca.  Allí  se  les  quiso  albergar  en  casa 
de  unas  señoras  que  tenían  aspecto  de  brujas,  al  decir  del  se¬ 
ñor  Nieto,  las  que  al  enterarse  de  que  sus  fatigados  clientes 
eran  desterrados,  hicieron  gala  de  marcada  mala  voluntad,  pues- 
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ta  de  manifiesto  negándoles  el  fuego  necesario  para  cocinar 
unas  gallinas  que  en  el  camino  les  había  dado  el  señor  J.  M. 

9 

Pinto  Yalderrama. 

Dormidos,  o  mejor,  vencidos  por  el  cansancio  y  la  fatiga 
se  hallaban,  cuando  a  eso  de  las  diez  de  la  noche  entró  el 
oficial  de  la  escolta  de  guardia  ai  desmantelado  lugar  de  repo¬ 
so  y  preguntó  por  el  señor  Carlos  Martínez  Silva.  El  señor 
Isidro  Nieto  informó  al  esbirro  que  el  prisionero  estaba  dor¬ 
mido;  y  como  el  soldado  no  paró  mientes  en  la  observación 
del  señor  Nieto,  éste  despertó  a  su  compañero,  a  quien  entregó 
el  oficial  un  pliego  en  el  cual  se  le  hacía  saber  que  si  se  re¬ 
tractaban,  tanto  él  como  los  demás  desterrados,  serían  puestos 
en  inmediata  libertad. 

Se  comprende  fácilmente  que  el  rigor  desplegado  obedecía 
a  una  consigna  del  gobierno  con  el  propósito  de  poner  a  prue¬ 
ba  la  energía  y  la  integridad  de  carácter  de  los  que  habían 
protestado  contra  los  sistemas  del  señor  Fernández.  Error  muy 
grande.  Tanto  el  señor  Marroquín  como  sus  agentes  oficiales 
creyeron  que  sus  enemigos  políticos,  a  quienes  debían  todo, 
cambiaban  su  honor  por  promesas  de  libertad  indecorosa,  pero 
se  engañaron,  y  la  propuesta  de  libertad  condicional  que  per¬ 
mitiera  al  gobierno  comprar  un  silencio  elocuente  para  conti¬ 
nuar  fusilando  contra  toda  ley,  fue  rechazada  enérgicamente. 

Al  día  siguiente  de  la  negativa,  los  prisioneros  siguieron  la 
marcha  y  llegaron  a  Gacbetá,  y  veinticuatro  horas  después  es¬ 
tuvieron  en  Gachalá,  lugar  destinado  para  los  confinados. 

Bien  conocido  es  en  Colombia  este  apartado  lugar,  compara¬ 
ble  si  se  quiere  a  Pore,  a  donde  el  general  Mac.  Allister  había 
enviado  unos  prisioneros  de  guerra,  medida  que  provocó  la 
célebre  prevención.  Y  aquí  cabe  observar  que  los  que  fueron 
enviados  al  lejano  Pore  estaban  garantizados  y  amparados  en 
sus  vidas,  que  ellos  mismos  habían  expuesto  en  el  campo  del 
honor,  en  tanto  que  los  confinados  a  Gachalá  marcharon  al 
destierro  solos,  y  no  hubo  en  favor  de  ellos  voces  de  protesta 
ni  anuncios  de  enérgicas  y  efectivas  represalias. 


«EL  CORREO  NACIONAL» 


MEMORIAL  A  SU  SEÑORIA  EL  MINISTRO  DE  GOBIEHNO 

Señor: 

El  domingo  último,  a  las  diez  de  la  noche,  hallándome  yo 
en  la  sesión  solemne  de  distribución  de  premios  del  Colegio 
Pestalozziano,  me  fue  entregada  por  un  agente  de  policía  la 
nota  de  su  señoría,  fechada  el  mismo  día,  y  señalada  con  el 
número  1325,  en  la  cual  se  me  participó  que  por  decreto 
ejecutivo,  que  se  publicaría  después,  se  había  suspendido  la 
publicación  de  El  Correo  Nacional,  advirtiéndome,  además, 
que  la  providencia  dictada  regía  desde  el  momento  en  que 
llegara  a  mi  conocimiento. 

Acatando  esta  orden,  tomé  inmediatamente  las  medidas  del 
caso  para  impedir  que  saliera  a  la  circulación  el  número  del 
periódico  correspondiente  al  día  siguiente. 

Ayer  me  impuse  del  decreto  ejecutivo  número  1146  de 
1894,  al  cual  hacía  referencia  la  nota  de  su  señoría. 

Me  creo  en  el  derecho  y  en  el  deber,  tanto  por  lo  que  a 
mí  personalmente  se  refiere,  como  en  representación  de  los 
intereses  de  la  empresa  de  El  Correo  Nacional,  de  refutar 
respetuosamente  los  considerandos  del  mencionado  decreto. 

Tengo  conciencia  plena  de  no  haber  convertido  el  diario 
cuya  dirección  me  estaba  encomendada  «en  instrumento  de 
sistemática  agresión  contra  la  autoridad  del  jefe  del  Estado  y 
en  nuevo  y  pernicioso  elemento  de  agitación.»  La-  labor  perma¬ 
nente  de  este  periódico  durante  más  de  cuatro  años  ha  sido 
predicar  la  paz,  defender  las  instituciones  y  promover,  esti¬ 
mular  y  apoyar  toda  obra  de  progreso,  toda  mejora  social  y 
todas  las  medidas  del  gobierno  y  de  los  empleados  públicos 


-  330  — 


encaminadas  a  realizar  aquellos  nobles  fines.  No  se  citará  un 
solo  artículo  de  El  Correo  Nacional  que  contenga  agresiones  con¬ 
tra  la  autoridad  del  jefe  del  Estado,  a  no  ser  que  por  agresiones 
se  entiendan  moderadas  y  prudentes  observaciones  o  censuras 
a  actos  oficiales. 

Creo  también  poder  asegurar,  sin  riesgo  de  ser  desmentido, 
que  nunca  se  ha  anticipado  El  Correo  Nacional  a  publicar  do¬ 
cumentos  oficiales  sin  competente  permiso. 

Precisamente,  por  no  incurrir  en  este  motivo  de  censura, 
no  se  copiaron  para  publicarse  en  el  periódico  las  conclusio¬ 
nes  del  informe  de  la  comisión  investigadora  de  las  emisio¬ 
nes  ilegales,  puesto  que  aquél  sí  era  un  documento  oficial,  y 
la  cámara  de  representantes  no  había  dado  permiso  para  su  pu¬ 
blicación. 

El  Correo  Nacional,  correspondiente  al  17  de  los  corrientes, 
no  publicó  ni  grave  ni  levemente  adulteradas  las  conclusiones 
del  informe  de  dicha  comisión,  pues  de  un  modo  expreso 
se  dijo  allí  que  ellas  serían  reproducidas  cuando  ello  fuera  posi¬ 
ble.  El  empleado  encargado  de  tomar  notas,  desde  la  barra,  sobre 
los  debates  de  la  cámara,  se  limitó  a  hacer  un  extracto  de  los 
conceptos  de  la  comisión  respecto  de  cada  una  de  las  personas 
cuya  conducta  oficial  fue  objeto  del  examen  de  la  comisión;  y 
yo  sostengo  que  todo  lo  que  El  Correo  Nacional  publicó  a  ese 
respecto,  está  consignado  en  el  informe  a  que  me  refiero.  Un  pe¬ 
riódico  no  ejerce  funciones  notariales;  su  deber  es  comunicar  a 
sus  lectores  las  noticias  que  pueda  recoger.  Dice  y  cuenta  lo  que 
el  público  dice  y  cuenta,  a  reserva  de  complementar  o  rectificar 
sus  informes  en  vista  de  mejores  datos.  Cuantos  asistieron  en 
la  cámara  de  representantes  a  la  lectura  del  informe  de  la 
comisión  investigadora  repitieron  exactamente  lo  mismo  que 
publicó  El  Correo. 

Si  impreso  ya  oficialmente  aquel  documento,  el  periódico, 
citando  lo  publicado,  lo  hubiera  alterado,  habría  incurrido  en 
grave  falta,  y  se  habría  hecho  acreedor  a  censura.  No  habien¬ 
do  procedido  así,  no  acierto  a  comprender  cuál  sea  el  artícu¬ 
lo  violado  del  decreto  sobre  prensa;  y  la  prueba  de  ello  es 
que  ese  artículo  no  aparece  citado,  como  era  natural,  en  el 
decreto  ejecutivo  sobre  suspensión  de  El  Correo. 

De  antemano  tenía  yo  aviso,  y  aviso  de  fuente  oficial,  deque 
El  Correo  Nacional  sería  suspendido  tan  pronto  como  se  cerra- 
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ran  las  sesiones  del  congreso.  La  sentencia  estaba,  pues,  dic¬ 
tada  de  antemano,  y  ella  se  habría  cumplido  con  mayor  ra¬ 
zón  si  El  Correo  hubiera  copiado  literalmente  las  conclusiones 
del  informe  de  la  comisión  investigadora. 

Creo  que  me  asiste,  por  tanto,  la  razón  para  considerar  in¬ 
merecida  la  pena  aplicada  a  El  Correo  Nacional,  y  no  sólo 
es  ella  inmerecida,  sino  de  una  gravedad  tal,  que  en  manera 
alguna  guardaría  proporción  con  la  falta  que  se  le  atribuye. 

El  Correo  Nacional  es  una  empresa  fundada  y  sostenida 
en  largos  años  de  ardua  labor;  tiene  valiosos  intereses  com¬ 
prometidos,  de  los  cuales  soy  yo  mero  representante;  y  la  sus¬ 
pensión  por  el  término  de  seis  meses  implica  ruina  completa 
para  la  empresa,  y  me  permitiré  agregar  que  descrédito  para 
el  país,  porque  fuera  de  Colombia  no  se  creerá  ya  en  la  es¬ 
tabilidad  y  firmeza  de  ninguna  empresa  periodística,  las  cua-  * 
les  viven,  como  es  sabido,  más  que  de  las  suscripciones  y  ven¬ 
tas,  del  valor  de  los  anuncios  extranjeros. 

El  decreto  a  que  me  refiero  ba  descargado  rudo  golpe  so¬ 
bre  el  periodismo  en  Colombia,  que  de  boy  más  no  podrá 
aspirar  a  ninguna  cosa  que  implique  solidez  y  compromiso 
de  capitales.  Sólo  podrán  publicarse  periódicos  efímeros,  sin 
raíces  ni  elementos  de  vida  propia,  y  por  lo  mismo,  sin  ma¬ 
yor  responsabilidad  social  o  política. 

Por  esas  consideraciones,  y  teniendo  en  cuenta  que  yo 
no  soy  sino  director  de  El  Correo  Nacional,  y  representante 
de  una  compañía  anónima,  y  que  es  a  esa  redacción  y  direc¬ 
ción  a  la  que  nominalmente  se  refiere  el  considerando  pri¬ 
mero  del  decreto  ejecutivo  citado,  solicito  respetuosamente 
del  gobierno,  por  conducto  de  su  señoría,  se  sirva  revocar  di¬ 
cho  decreto;  solicitud  que  hag  )  porque  estoy  resuelto  a  sepa¬ 
rarme  de  toda  ingerencia  en  esta  empresa,  y  porque  considero 
un  sagrado  deber  salir  a  la  d<  fensa  de  valiosos  intereses  que 
se  me  han  confiado,  a  los  cua’ es  creo  haber  servido  según  mi 
deber,  y  que  en  todo  caso  tienen  derecho  a  ser  protegidos  por 
la  autoridad  y  por  las  leyes. 

Señor  ministro. 

Carlos  Martínez  Silva 

Bogotá,  noviembre  20  de  1894. 


ACUSACION 

CONTRA  EL  GOBERNADOR  DE  CUNDIN AMARCA 

Señores  Magistrados  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia 

Yo,  Carlos  Martínez  Silva,  vecino  de  este  distrito  munici¬ 
pal,  hablando  a  vosotros  con  el  carácter  de  que  luégo  trataré* 
y  en  mi  propio  nombre,  respetuosamente  comparezco  ante  vos¬ 
otros  y  expongo: 

Adjuntos  a  este  memorial  os  presento  los  siguientes  docu¬ 
mentos: 

1.  Copia  auténtica,  en  la  parte  conducente,  de  la  escritura 
número  1181,  otorgada  en  el  municipio  de  Bogotá,  en  l.°  de 
agosto  de  1891,  ante  el  notario  2.°  de  este  círculo,  en  la  cual 
constan  los  estatutos  de  la  empresa  periodística  organizada  en 
compañía  anónima,  de  capital  limitado,  para  la  publicación 
del  diario  titulado  El  Correo  Nacional.  En  dicha  escritura 
consta  igualmente  el  contrato  celebrado  por  mí  con  los  socios 
fundadores  de  la  mencionada  empresa. 

2.  Copia  auténtica  de  una  diligencia  levantada  ante  el  no¬ 
tario  2.°  del  círculo  de  Bogotá,  señor  Julio  Pinzón  Escobar,  y 
señalada  con  el  número  2179,  en  la  cual  constan  los  hechos 
de  que  más  adelante  haré  mención,  y  en  la  cual  figura  copia 
textual  de  la  papeleta  colocada  por  el  inspector  l.°  de  la  poli¬ 
cía  departamental  en  la  puerta  de  la  imprenta  de  El  Correo 
Nacional,  y  copia  igualmente  de  las  declaraciones  hechas  por 
mí  en  presencia  del  citado  inspector,  de  su  secretario  y  de  va¬ 
rios  caballeros,  con  motivo  del  acto  de  cerrar  y  sellar  la  puer¬ 
ta  de  la  imprenta  perteneciente  a  la  empresa  de  El  Correo 
Nacional. 

3  La  nota  original  dirigida  por  el  señor  don  Carlos  Uribe, 
gobernador  del  departamento  de  Cundinamarca,  fechada  el  12 
de  diciembre  de  1894,  señalada  con  el  número  2034  y  dirigida 
al  administrador  de  la  imprenta  de  El  Correo  Nacional,  en  la 
cual  se  dice  «que  habiéndose  hallado  en  la  imprenta  que  di¬ 
cho  administrador  dirige,  publicaciones  de  carácter  subversivo* 
el  gobierno  ha  resuelto  sellarla  y  mantenerla  así  hasta  cuando 
lo  juzgue  conveniente.» 
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Por  el  documento  primeramente  citado  veréis  que  soy  re¬ 
presentante  legal  de  la  compañía  anónima  civil  que  ha  girado 
bajo  la  razón  social  de  «Compañía  de  El  Correo  Nacional ,»  lo 
que  me  da  derecho  para  representar  sus  derechos  en  juicio,  y 
que  soy  también  socio  accionista  de  la  empresa  de  El  Correo 
Nacional.  Haciendo  uso  de  esa  personería,  yo,  Carlos  Martínez 
Silva,  presento  formal  acusación  contra  el  actual  gobernador 
de  Cundinamarca,  señor  Carlos  Uribe,  para  que,  previa  su  ci¬ 
tación  y  audiencia  y  la  tramitación  de  un  juicio  criminal  se¬ 
guido  por  los  trámites  extraordinarios  ante  esa  superioridad, 
con  audiencia  del  ministerio  público,  se  declare  por  la  Supre¬ 
ma  Corte: 

Primero.  Que  el  gobernador  de  Cundinamarca,  señor  C  irlos 
Uribe,  se  ha  hecho  reo  de  ateatado  contra  los  derechos  indi¬ 
viduales,  en  los  casos  definidos  por  los  artículos  570,  numeral 
4,  y  580  del  código  penal;  y  de  abuso  de  autoridad,  eu  el  caso 
del  artículo  569  del  mencionado  código. 

Segundo.  Que  el  señor  Uribe,  acusado,  es  responsable  de 
esos  delitos,  y  que  en  tal  virtud  se  le  condene  a  sufrir  las  penas 
que  esos  artículos  imponen  al  infractor  de  los  derechos  indivi¬ 
duales  en  los  casos  por  ellos  previstos;  y 

Tercero.  Que  el  expresado  señor  Carlos  Uribe  debe  pagar 
a  la  expresada  sociedad  anónima  domiciliada  en  Bogotá,  deno¬ 
minada  «Compañía  de  El  Correo  Nacional ,»  la  cantidad  de 
cien  pesos  por  día  durante  el  tiempo  que  permanezca  cerrada 
y  sellada  la  imprenta  de  El  Correo  Nacional  a  virtud  de  la 
orden  dada  por  él,  y  llevada  a  puro  y  debido  efecto  por  agen¬ 
tes  suyos,  orden  de  que  luégo  se  tratará;  y  al  efecto  se  le  con¬ 
dene  al  pago  de  esos  perjuicios,  costos  y  costas  del  juicio. 

Por  medio  de  esta  acusación  promuevo  conjuntamente, 
como  se  ve,  las  acciones  criminal  y  civil,  haciendo  uso  del  de¬ 
recho  que  reconoce  el  artículo  150 L  del  código  judicial;  expre¬ 
sando  como  causa  o  razón  de  mi  petición  los  actos  atentato¬ 
rios  ejecutados  contra  los  derechos  de  la  expresada  compañía 
anónima  por  el  acusado  señor  Uribe,  que  se  expresarán  en  se¬ 
guida  para  hacer  la  relación  que  previene  el  artículo  1602  del 
citado  código: 
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En  las  primeras  horas  de  la  mañana  del  día  12  de  diciem¬ 
bre  de  1894  se  presentó  en  la  imprenta  de  El  Correo  Nacional , 
a  cargo  del  señor  Marco  A.  Gómez,  el  señor  Wenceslao  Jimé¬ 
nez,  inspector  primero  de  la  policía  departamental,  acompaña¬ 
do  de  su  secretario,  señor  Evaristo  Moreno  P.,  y  de  los  señores 
Benjamín  Ramos  y  Teófilo  Vélez  S.,  «-agentes  de  seguridad,» 
con  el  objeto  de  practicar  en  dicha  imprenta  una  ronda  o  re¬ 
quisa  en  busca  de  alguna  publicación  que  dijo  estaba  hacién¬ 
dose  allí. 

El  señor  Jiménez  no  recibió  orden  escrita  de  ninguna  au¬ 
toridad  judicial  o  administrativa  para  practicar  aquella  dili¬ 
gencia,  y  a  pesar  de  las  protestas  que  se  le  formularon  por  los 
directores  del  establecimiento  penetró  en  él,  y  después  de  exa¬ 
minarlo  minuciosamente,  se  retiró  llevándose  varios  manus¬ 
critos  y  tiras  de  imprenta  y  dejando  guardada  la  entrada  por 
los  dos  mencionados  agentes  de  seguridad.  Hora  y  media  des¬ 
pués  se  presentó  de  nuevo  diciendo  que  traía  orden  verbal  del 
gobernador  de  Cundinamarca  para  cerrar  y  sellar  la  puerta 
que  da  entrada  a  la  imprenta  perteneciente  a  la  empresa  de 
El  Correo  Nacional,  y  así  lo  verificó  en  presencia  de  los  seño¬ 
res  Félix  A.  Merizalde,  José  María  Durana,  Rufino  Cuervo 
Márquez,  Mariano  Ospina  V.,  Rodolfo  Zárate,  Rafael  Pombo, 
José  Joaquín  Aristizábal,  Víctor  M.  Ospina  y  Luis  Martínez 
Silva,  el  último  de  los  cuales,  con  los  señores  Marco  A.  Gómez, 
Gabriel  Pontón  y  José  María  Durana,  presenció  el  acto  de  alla¬ 
nar  la  imprenta  de  El  Correo  Nacional  y  de  tomar  de  ella 
varios  manuscritos  y  pruebas  de  imprenta. 

Según  lo  manifestó  el  mismo  inspector,  las  diligencias  a 
que  me  he  referido  do  se  practicaron  con  el  fin  de  descubrir 
ningún  delito  o  de  dar  cumplimiento  a  ningún  mandato  judi¬ 
cial.  La  visita  a  la  imprenta  y  la  consiguiente  clausura  de  ella 
provinieron,  según  lo  expuso  el  mismo  inspector,  del  hecho 
de  estar  haciéndose  en  el  mencionado  establecimiento  una  pu¬ 
blicación  del  señor  don  Carlos  Eduardo  Coronado,  que  debía 
en  efecto  publicarse  con  la  firma  de  dicho  seiior  Coronado  y 
que  se  había  contratado  con  el  director  de  la  imprenta,  señor 
Marco  A.  Gómez. 
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Posteriormente  recibió  el  mismo  señor  Gómez  una  nota 
del  señor  gobernador  de  Cundinamarca,  a  la  cual  he  hecho  va 
referencia  entre  los  documentos  anexos  a  este  escrito,  y  que 
a  la  letra  dice  así: 

«Número  2034 — Bogotá,  12  de  diciembre  de  1894. 

«Señor  administrador  de  la  imprenta  de  El  Correo  Nacional — Presente 

^Habiéndose  hallado  en  la  imprenta  que  usted  dirige  pu¬ 
blicaciones  de  carácter  subversivo,  el  gobierno  ha  resuelto  se¬ 
llarla  y  mantenerla  así  hasta  cuando  lo  juzgue  conveniente. 

“Comunicólo  a  usted  para  su  conocimiento. 

“Soy  de  usted  atento  servidor, 

«Carlos  Uribe- 

Posteriormente,  con  fecha  13  de  diciembre  del  presente 
año,  dirigí  al  señor  Carlos  Uribe,  gobernador  del  departamen¬ 
to  de  Cundinamarca,  un  respetuoso  memorial  con  el  objeto 
de  hacer  patente  la  ilegalidad  de  los  hechos  que  dejo  referi¬ 
dos  y  de  pedir  la  revocación  de  la  orden  dada  por  él  de  ce¬ 
rrar  y  sellar  la  imprenta  de  El  Correo  Nacional.  De  dicho  me¬ 
morial  no  he  obtenido  hasta  la  fecha  contestación  alguna,  no 
obstante  lo  dispuesto  en  el  artículo  45  de  la  Constitución;  y 
en  consecuencia  hasta  esta  misma  fecha  ha  continuado  sur¬ 
tiendo  sus  efectos  la  orden  de  mantener  cerrada  y  sellada  la 
imprenta  perteneciente  a  la  compañía  cuyos  derechos  repre¬ 
sento. 

Dada  esta  relación  de  hechos,  que  compruebo  con  los  do¬ 
cumentos  presentados  y  que  además  son  notorios  en  esta  ciu¬ 
dad,  y  que  si  necesario  fuere,  estableceré  aún  más  durante  el 
juicio  que  esta  acusación  promueve;  dada  esta  relación,  repi¬ 
to,  el  derecho  a  la  acusación  y  la  obligación  de  la  Suprema 
Corte  de  condenar  al  acusado,  señor  Uribe,  a  sufrir  las  penas 
indicadas  y  a  pagarme,  como  representante  de  la  empresa  de 
El  Correo  Nacional,  las  sumas  que  por  lucro  cesante  y  daño 
emergente  compruebe  yo  durante  el  presente  juicio,  partiendo 
de  la  base  de  cien  pesos  diarios,  son  evidentes  a  la  luz  de  las 
siguientes  disposiciones  constitucionales  y  legales: 
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«Artículo  42  de  la  Constitución:  “La  prensa  es  libre  en 
tiempo  de  paz,  pero  responsable  con  arreglo  a  las  leyes,  cuan¬ 
do  atente  a  la  honra  de  las  personas,  al  orden  social  o  a  la 
tranquilidad  pública.”» 

Este  artículo  establece  la  responsabilidad  por  abusos  en  el 
ejercicio  de  la  prensa,  cometidos  contra  «la  honra  de  las  per¬ 
sonas,  el  orden  social  o  la  tranquilidad  pública»;  pero  estas 
culpas,  atentados  o  delitos  deben  haberse  cometido  para  que 
sobrevenga  la  responsabilidad;  y  ninguna  falta,  de  las  defi¬ 
nidas  como  tales  por  los  decretos  vigentes  sobre  prensa,  se 
ha  cometido  por  la  imprenta  de  El  Correo  Nacional.  Los 
mencionados  decretos,  que  tienen  fuerza  de  ley,  definen  y  cla¬ 
sifican  las  responsabilidades  en  que  pueden  incurrir  los  escri¬ 
tores,  periodistas,  impresores  y  directores  de  imprenta,  respon¬ 
sabilidad  que  en  todo  caso  es  personal  y  subsiguiente  a  una 
publicación  hecha,  sin  que  pueda  citarse  una  sola  disposición 
que  autorice  a  tomar  medidas  preventivas  y  represivas  contra 
los  establecimientos  tipográficos. 

Desarrolla  esta  doctrina,  con  gran  lucidez,  el  señor  don 
Miguel  Antonio  Caro  en  el  folleto  publicado  por  él  en  el  año 
de  1888,  con  el  título  de  Libertad  de  imprenta,  del  cual  tomo 
los  siguientes  párrafos: 

«La  Constitución,  como  queda  dicho,  establece  la  libertad  de 
imprenta  en  tiempo  de  paz;  la  libertad  de  imprenta  en  el  tec¬ 
nicismo  político,  significa  la  exclusión  de  la  censura  previa  y 
de  toda  condición  impediente;  luego  el  decreto  vigente  sobre 
prensa  asegura  la  libertad  de  imprenta  a  que  se  refiere  el  ar¬ 
tículo  42  de  la  Constitución. 

«Examinando  de  cerca  el  concepto  de  libertad  política  a 
que  ahora  nos  referimos,  pudiera  decirse  que  se  cifra  en  ad¬ 
mitir  el  sistema  represivo  y  excluir  el  preventivo . 

«La  citada  disposición  constitucional  tiene  muchos  desarro¬ 
llos  legales,  entre  los  cuales  se  encuentra  el  artículo  569  del 
código  penal,  que  dice: 

«El  funcionario  o  empleado  público  que,  usurpando  facul¬ 
tades  y  de  mano  poderosa,  vulnere  la  libertad  de  imprenta  y 
circulación  de  impresos,  o  que,  extralimitando  órdenes  supe¬ 
riores,  cometiere  violencias  o  abusos  contra  escritores  o  im- 
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presores,  será  privado  de  su  empleo  y  pagará  una  multa  de 
ciento  a  quinientos  pesos.”" 

La  imprenta  misma  de  El  Correo  Nacional  es  un  estable¬ 
cimiento  industrial,  fundado  al  amparo  de  la  Constitución  y 
de  los  expresados  decretos  sobre  prensar,  y  los  establecimientos 
industriales,  como  propiedad  privada  que  son,  pueden,  por 
orden  judicial,  embargarse,  depositarse,  rematarse  o  de  cual¬ 
quiera  otra  manera  sacarse  de  determinadas  manos;  pero  se¬ 
llarlos  por  empleado  administrativo,  es  verdaderamente  una 
providencia  que  no  puede  verificarse  sino  por  orden  termi¬ 
nante  de  juez  o  tribunal,  en  casos  de  quiebra,  alzamiento,  he¬ 
rencia  yacente,  etc.,  o  en  materia  criminal,  durante  el  tiem¬ 
po  necesario  para  la  práctica  de  una  diligencia,  y  nada  más. 
Ninguna  de  estas  circunstancias  ha  concurrido  en  el  presente 
caso,  supuesto  que  ninguna  orden  judicial  ha  motivado  el  pro¬ 
cedimiento,  causa  de  esta  acusación,  acaso  el  primero  de  su 
género  en  este  país. 

La  empresa  de  El  Correo  Nacional  ha  sido  privada,  pues, 
del  uso  de  propiedad  por  el  gobernador  de  Cundinamarca,  se¬ 
ñor  Carlos  Uribe,  contra  la  disposición  del  artículo  32  de  la 
Constitución,  que  dice: 

«En  tiempo  de  paz  nadie  podrá  ser  privado  de  su  propie¬ 
dad  en  todo  ni  en  parte,  sino  por  pena  o  apremio,  o  indem¬ 
nización,  o  contribución  general,  con  arreglo  a  las  leyes." 

Esta  disposición  constitucional  tiene  sanción  y  desarrollo 
en  el  artículo  580  del  Código  penal,  que  dice: 

«El  funcionario  o  empleado  público  de  cualquiera  clase,  que 
expida  una  orden  para  tomar  la  propiedad  de  alguna  persona 
o  corporación,  o  para  turbarle  en  la  posesión,  uso  y  aprovecha¬ 
miento  de  ella,  aunque  sea  con  objeto  del  servicio  público, 
sin  su  propio  consentimiento,  fuera  de  los  casos  prevenidos  en 
la  Constitución  y  en  las  leyes,  de  las  ejecuciones  y  demás  ne¬ 
gocios  civiles  expresados  terminantemente  en  la  ley,  es  reo  de 
atentado  contra  la  propiedad,  y  sufrirá  una  multa  de  veinte  a 
doscientos  pesos,  salvas  las  demás  penas  que  imponga  la  ley 
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en  los  casos  respectivos,  y  la  indemnización  de  daños  y  per¬ 
juicios.» 

Ahora,  que  la  empresa  propietaria  de  la  |imprenta  allanada 
y  sellada  por  orden  del  señor  Uribe  como  gobernador,  ha  sido 
privada  del  uso  y  aprovechamiento  de  su  propiedad,  es  hecho 
que  está  a  la  vista  de  todos  y  que  consta  en  documentos  au¬ 
ténticos  y  oficiales,  que  sería  deshonroso  negar,  y  que  estoy 
seguro  no  serán  negados  por  nadie. 

Los  hechos  consumados  en  el  local  de  la  imprenta  sellada, 
antes  de  verificarse  este  acto,  constituyen  también  otro  atenta- 
j  do  contra  la  inviolabilidad  de  domicilio  privado  y  de  los  pa¬ 

peles  particulares  existentes  en  aquel  local,  delito  que  definen 
el  citado  numeral  4  y  el  artículo  570  del  código  penal  y  que 
castiga  el  571  del  citado  código,  los  cuales  artículos  dicen  así: 

«Se  comete  atentado  contra  la  libertad  y  la  seguridad  in¬ 
dividual: 

«1.  Cuando  un  funcionario  o  empleado  público,  que  no 
tiene  autoridad  judicial  competente,  impone  a  alguna  persona 
alguna  pena,  fuera  del  caso  en  que  para  ello  lo  autorice  ex¬ 
presamente  la  ley . 

4.  Cuando  allanare  la  casa  de  algún  individuo,  o  violare  su 
correspondencia  epistolar  o  sus  papeles  particulares,  registrán¬ 
dolos,  examinándolos  o  interceptándolos,  fuera  de  los  casos  en 
que  lo  permita  la  ley,  o  sin  las  formalidades  que  ella  expresa¬ 
mente  prescriba. 

Artículo  571.  El  funcionario  o  empleado  público  que  orde¬ 
nare  o  cometiere  alguno  de  los  atentados  de  que  se  trata  en 
el  artículo  anterior  será  condenado  a  la  pena  de  privación  de 
empleo  y  a  una  multa  de  diez  a  cien  pesos,  sin  perjuicio  de 
mayor  pena  si  incurriere  en  caso  que  la  tenga  señalada....» 

Ninguna  disposición  constitucional,  legal,  ni  con  fuerza  de 
tál  podrá  citarse  que  facultara  al  citado  señor  gobernador  para 
consumar  los  hechos  que  tuvieron  lugar  en  la  mañana  del  12 
de  los  corrientes  y  que  continúan  todavía,  en  cuanto  a  la  pri¬ 
vación  del  derecho  de  uso  y  aprovechamiento  de  la  imprenta 
como  establecimiento  industrial  tipográfico,  a  tiempo  que  las 
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disposiciones  infringidas  en  que  esta  acusación  se  funda,  son 
terminantes. 

Dejo  así  sustentados  la  causa,  razón  y  derecho  de  esta  acu¬ 
sación. 

Los  hechos  o  circunstancias  esenciales  del  delito  son  los 
siguientes: 

1.  El  señor  Carlos  Uribe  es  gobernador  del  departamento 
de  Cundinamarca,  en  actual  ejercicio,  como  lo  comprobaré  con 
el  decreto  de  nombramiento  y  acta  de  posesión  respectivos,  que 
reposan  en  los  archivos  nacionales  del  ministerio  de  gobierno. 

2.  El  citado  día  12  del  presente,  agentes  de  la  policía  de 
«seguridad,-  comandados  por  el  señor  Wenceslao  Jiménez,  ins¬ 
pector  1?  de  la  policía  departamental,  allanaron,  de  orden  ver¬ 
bal  del  citado  gobernador,  el  local  de  la  imprenta  de  El  Correo 
Nacional,  y  tomaron,  contra  la  voluntad  de  los  directores  del 
establecimiento,  después  de  registrar  minuciosamente  los  pape¬ 
les  allí  existentes,  varios  manuscritos  y  pruebas  de  imprenta, 
dejando  el  citado  inspector,  al  retirarse,  custodiada  la  puerta  de 
la  imprenta  por  agentes  de  la  «seguridad-  y  volviendo  hora  y 
media  después  a  sellar,  como  en  efecto  selló,  la  puerta  del  es¬ 
tablecimiento  tipográfico  sin  querer  firmar  diligencia  de  lo 
hecho. 

3.  La  imprenta  ha  permanecido  y  aún  permanece  cerrada 
y  sellada,  por  virtud  de  la  orden  expresada,  a  pesar  de  haberse 
solicitado,  en  la  forma  más  respetuosa,  revocatoria  de  ella  al 
señor  gobernador,  en  memorial  del  día  13  de  los  corrientes, 
que  no  ha  sido  contestado;  y 

4.  La  turbación  en  el  uso  y  aprovechamiento  de  la  impren¬ 
ta  ha  ocasionado  y  sigue  ocasionando  a  la  empresa  de  El  Co¬ 
rreo  Nacional  perjuicios  graves,  que  estimo  en  cien  pesos 
diarios  aproximadamente. 

Estoy  pronto  a  prestar  el  juramento  requerido  en  la  parte 
final  del  artículo  1602  del  código  judicial,  así  que  os  sirváis 
señalarme  día  y  hora  para  hacerlo. 

Además  de  los  documentos  presentados  en  esta  acusación, 
me  fundaré  en  los  que  consten  en  los  ministerios  y  en  la  go¬ 
bernación,  cuando  llegue  el  caso  de  probar  contradictoriamente 
los  hechos  que  dejo  afirmados. 


r 
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En  consecuencia,  solicito,  con  todo  el  respeto  que  se  mere¬ 
ce  la  suprema  corte  de  justicia,  guardián  seguro  de  los  dere¬ 
chos  individuales  y  civiles,  que,  previo  el  juramento  antes 
referido,  os  sirváis  dar  cumplimiento  al  artículo  1 569  del  código 
judicial,  abriendo  la  sumaria  del  caso,  para  llegar  al  fallo  que 
decrete  las  penas  que  la  ley  impone;  y  para  que  se  condene 
al  acusado  al  pago  de  las  indemnizaciones  correspondientes 
por  los  daños  y  perjuicios  que  sus  procederes  han  inferido  a 
la  propiedad  de  la  empresa  que  represento  y  de  que  soy  tam¬ 
bién  socio  accionista. 

Bogotá,  diciembre  19  de  1894. 

Señores  magistrados, 

Carlos  Martínez  Silva 


COMENTARIOS  POR  LUIS  MARTINEZ  DELGADO 


El  Correo  Nacional  —  anota  el  señor  Gustavo  Otero  Muñoz  — 
(1),  comenzó  a  publicarse  el  l.°  de  septiembre  de  1890,  y  fue 
fundado  por  don  Carlos  Martínez  Silva,  quien  lo  dirigió  desde 
entonces  hasta  meses  antes  de  su  muerte,  en  1901  (2). 

«-Este  periódico,  que  gozó  en  su  época  del  primer  puesto 
en  la  prensa  nacional,  inició  entre  nosotros  la  costumbre  ame¬ 
ricana  de  publicar  entrevistas,  y  la  de  pagar  el  trabajo  de  los 
reporteros,  creando  así  esta  nueva  ocupación  para  los  cronis¬ 
tas.  En  los  primeros  números  tomó  particular  empeño  el  di¬ 
rector  en  que  los  editoriales  fueran  cortos,  sin  enojosos  co¬ 
mentarios,  ni  galas  ampulosas  de  lenguaje,  ya  muy  manoseadas, 
y  que  la  civilización  había  mandado  archivar.  El  Correo  Na¬ 
cional  constituyó  uno  de  los  mayores  éxitos  de  la  prensa  en 
Colombia,  en  todas  las  secciones  que  abarcaba  la  publicación, 
desde  el  artículo  de  fondo,  que  era  esperado  y  leído  con  avi¬ 
dez  por  todos  los  suscriptores,  hasta  el  folletín,  en  donde  apa¬ 
recieron  variadas  y  muy  interesantes  novelas,  que  produjeron 
buenos  rendimientos  a  la  empresa  (3).  Marcó  nueva  etapa  en 
el  periodismo,  cerrando  lujosamente  el  ciclo  abierto  por  don 


(1)  Historia  del  periodismo  en  Colombia,  G  Otero  Muñoz. 

(2)  El  último  número  salió  el  19  de  noviembre  de  1894,  y  el  doctor  Martínez 
murió  el  10  de  febrero  de  1903.  Al  frente  de  la  redacción  del  periódico  estuvo 
también  accidentalmente  don  Luis  Martínez  Silva,  asiduo  colaborador  de  El  Co¬ 
rreo  Nacional.  (.Nota  de  L.  M.  D.) 

(3)  La  mayoría  de  las  novelas  fueron  traducidas  por  el  doctor  Martínez.  La 
selección  de  las  traducciones  hechas  por  él  daría  materia  para  un  bello  volumen 
de  la  colección  de  sus  obras. 
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Manuel  del  Socorro  Rodríguez  en  las  postrimerías  coloniales, 
para  anunciar,  con  la  nueva  centuria,  una  éra  de  progresos  a 
través  de  la  patria  sangrante  en  la  guerra  civil  de  los  tres 
años.» 

A  raíz  de  las  sesiones  legislativas  de  1894,  el  presidente  de 
la  república  resolvió  suprimir  con  cualquier  pretexto  el  pe¬ 
riódico  que  combatía  de  manera  serena  pero  firme  ciertas  me¬ 
didas  del  gobierno.  Para  este  objeto  se  valió  del  gobernador 
de  Cundinamarca,  señor  Carlos  Uribe,  quien,  por  conducto  de 
su  secretario  de  gobierno,  doctor  Carlos  Cuervo  Márquez,  pro¬ 
cedió  a  cerrar  y  sellar  la  imprenta  de  El  Correo  Nacional , 
pretextando  que  allí  se  editaba  un  escrito  inconveniente  del 
señor  Carlos  Eduardo  Coronado,  motivo  éste  que  no  se  hizo 
constar  en  las  providencias  administrativas  que  ordenaron  la 
suspensión  del  periódico.  Pero  en  el  fondo  se  trataba  de  su¬ 
primir  un  diario  político  incómodo  para  muchos.  Fútil  a  todas 
luces  era  la  razón  alegada  por  el  gobierno,  e  insostenible 
desde  luégo  que  el  decreto  que  reglamentaba  la  prensa,  en 
desarrollo  del  artículo  K  de  la  Constitución,  que  llevaba  tra¬ 
zas  de  volverse  permanente,  disponía  que  las  imprentas  fue¬ 
ran  perfectamente  libres  e  intocables  y  que  la  responsabilidad 
recaía  toda  sobre  los  autores  o  escritores  únicamente. 

De  nada  valieron  las  razones  expuestas  por  el  director  del 
periódico  en  contra  de  la  providencia  de  clausura  dictada  por 
el  gobierno,  y  en  vista  de  que  el  señor  Rafael  M.  Merchán, 
ilustre  cubano  que  honró  las  letras  colombianas,  les  hizo  sa¬ 
ber  a  los  señores  Carlos  y  Luis  Martínez  Silva  que  el  presi¬ 
dente  de  la  república  le  había  manifestado  a  él  personalmente 
que  no  sería  permitida  la  reaparición  de  El  Correo  Nacional 
mientras  fuera  dirigido  por  los  señores  Martínez  Silva,  resol¬ 
vieron  éstos,  de  acuerdo  con  los  accionistas  de  la  empresa, 
aceptar  la  propuesta  de  compra  que  había  sido  hecha  por  don 
Rufino  Cuervo  Márquez. 

Desapareció  así  prácticamente  El  Correo  Nacional,  y  sobra 
anotar  que  desde  esa  época  hasta  nuestros  días  mucho  ha  vi¬ 
vido  la  república. 
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DOCUMENTOS 


SUSPENSION  DE  «EL  CORREO  NACIONAL» 

NOTA  DEL  MINISTRO  DE  GOBIERNO 

República  de  Colombia — Ministerio  de  Gobierno — Sección  1.a 
Número  1325 — Bogotá,  18  de  noviembre  de  1894. 

Señor  director  de  El  Correo  Nacional. 

Participo  a  usted  que  por  decreto  ejecutivo  de  fecha  de 
ayer  se  ha  suspendido  la  publicación  del  periódico  que  usted 
dirige. 

El  decreto  a  que  me  he  referido  verá  mañana  la  luz  pú¬ 
blica,  y  entre  tanto  me  anticipo  a  dar  a  usted  este  aviso  para 
los  fines  consiguientes,  advirtiendo  que  la  providencia  dictada 
rige  desde  el  momento  en  que  llegue  a  conocimiento  de  usted. 

Dios  guarde  a  usted. 

El  subsecretario  de  gobierno,  encargado  del  despacho, 

Luis  M.  Holguín 

DECRETO  NUMERO  1146  DE  1894 
(17  DE  NOVIEMBRE) 

por  el  cual  se  suspende  un  periódico. 

El  vicepresidente  de  la  república,  encargado  del  poder 

ejecutivo, 

CONSIDERANDO: 

\ 

1. °  Que  la  redacción  de  El  Correo  Nacional,  llevando  en¬ 
conos  personales  al  terreno  político,  ha  convertido  de  tiempo 
atrás  aquel  diario  en  instrumento  de  sistemática  agresión  con¬ 
tra  la  autoridad  del  jefe  del  Estado  y  en  nuevo  y  pernicioso 
elemento  de  agitación; 

2. °  Que  el  expresado  diario,  no  sólo  se  ha  anticipado  en 
anteriores  ocasiones  a  publicar  documentos  oficiales  sin  com- 
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petente  permiso,  contra  prescripción  general  expresa,  sino  que 
en  el  número  de  esta  fecha  saca  a  luz  gravemente  adultera¬ 
das  las  conclusiones  del  informe  de  la  comisión  investigadora 
de  emisiones  ilegales,  colocando  al  frente  de  los  sindicados  el 
nombre  del  finado  presidente  Núñez  y  luégo  el  del  señor 
Jorge  Holguín,  que  no  figuran  en  la  parte  resolutiva  auténti¬ 
ca  del  informe,  y  alterando  en  otros  puntos  sustanciales  los  tér¬ 
minos  y  calificaciones  de  la  citada  parte  de  aquel  documento; 

3.°  Que  después  de  larga  tolerancia,  determinada  por  los 
motivos  especiales  consignados  en  la  certificación  jurada  que 
el  vicepresidente  de  la  república  dio  a  la  mencionada  comi¬ 
sión,  es  deber  del  gobierno  remover  las  causas  permanentes 
de  perturbación, 

DECRETA: 

Artículo  único.  Suspéndase  por  el  término  de  seis  meses, 
con  arreglo  al  decreto  sobre  prensa  de  17  de  febrero  de  1888, 
el  periódico  Correo  Nacional,  bajo  el  mismo  o  bajo  distinto 
título. 

Comuniqúese  y  publíquese. 

Dado  en  Bogotá,  en  el  palacio  de  gobierno,  a  17  de  no¬ 
viembre  de  1894. 

M.  A.  CARO 

El  subsecretario  de  gobierno,  encargado  del  despacho, 

Luis  María  Holguín 

CONTESTACION 

DEL  MINISTRO  DE  GOBIERNO  AL  DOCTOR  MARTÍNEZ  SILVA 

« República  de  Colombia — Ministerio  de  Gobierno — Sección  1.a 

Número  1333 — Bogotá,  22  de  noviembre  de  1894. 

-Señor  doctor  don  Carlos  Martínez  Silva. 

«<Este  Despacho  ba  dictado  la  siguiente  Resolución: 

“ República  de  Colombia— Ministerio  de  Gobierno  —Sección  1.a 

Bogotá,  noviembre  22  de  1894. 

“Hágase  saber  al  doctor  Carlos  Martínez  Silva,  director  de 
El  Correo  Nacional,  que  impuesto  el  Excelentísimo  señor  Vi- 
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cepresidente  de  la  República,  encargado  del  Poder  Ejecutivo, 
de  la  solicitud  precedente,  no  encuentra  motivo  para  revocar 
el  decreto  por  el  cual  se  suspendió  con  fecha  17  del  corrien¬ 
te  mes  el  periódico  mencionado,  por  cuanto  las  observaciones 
que  aduce  el  reclamante  y  las  excusas  que  da  no  destruyen 
los  fundamentos  de  dicho  decreto,  ni  dan  a  conocer  el  título 
con  que  el  señor  Martínez  Silva  trae  a  colación  derechos  de 
terceros,  desconocidos  por  el  Gobierno.  Dispone  éste,  en  con¬ 
secuencia,  que  el  referido  decreto  tenga  su  cumplimiento. 

“El  Ministro, 

“Sanclemente” 

«Lo  que  transcribo  a  usted  como  resultado  de  su  memorial 
de  fecha  20  del  presente. 

«Dios  guarde  a  usted. 

«Manuel  A.  Sanclemente-  (1) 


«PROTESTA  (2) 

«Los  infrascritos  Representantes,  teniendo  en  consideración: 

«l.°  Que  aunque  oímos  leer  no  alcanzamos  (porque  se  clau¬ 
suraron  inmediatamente  después  las  sesiones  de  la  Cámara)  a 
emitir  concepto  sobre  el  informe  y  las  conclusiones  de  la  Co¬ 
misión  encargada  de  examinar  lo  relativo  a  las  emisiones  ile¬ 
gales  del  Banco  Nacional; 

«2.°  Que  de  la  lectura  del  mencionado  informe  adquirimos 
la  íntima  convicción  de  que  las  operaciones  fiscales,  y  los 
actos  administrativos  ejecutados  en  el  tiempo  transcurrido  de 
1884  a  1888,  por  el  Gobierno  que,  para  bien  de  la  República, 
presidió  el  Excelentísimo  señor  doctor  don  Rafael  Núñez,  fue¬ 
ron  lícitos,  honrados  y  suficientemente  autorizados  por  las 


(1)  El  doctor  Martínez  no  dio  excusas  sino  razones  para  pedir  respeto  y  pro¬ 
tección  a  derechos  representados  por  él. 

(2)  Publicóse  esta  protesta  como  prueba  de  que  los  honorables  Representan¬ 
tes  que  la  suscriben  entendieron  igualmente  que  Tas  conclusiones  del  informe 
de  la  Comisión  investigadora  se  referían  también  al  señor  doctor  Núñez  y  al 
señor  don  Jorge  Holguín. 
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circunstancias  y  por  la  necesidad  de  vencer  la  rebelión  y  sal¬ 
var  al  país  de  la  anarquía  y  la  disolución; 

-3.°  Que  del  mismo  informe  aparece  claramente  compro¬ 
bado  que  ninguno  de  los  funcionarios  que  tomaron  parte  en 
la  dirección  de  los  negocios  públicos  en  aquella  época,  ni  los 
que  luégo  les  sucedieron,  a  quienes  se  refieren  los  informantes 
en  sus  conclusiones,  resultan  culpables  de  los  delitos  de  ve¬ 
nalidad  ni  peculado,  y 

«4.°  Que  cuanto  a  las  irregularidades,  enteramente  de  for¬ 
ma,  que  pudieron  haberse  cometido  en  aquella  época  de  gue¬ 
rra  y  de  reconstrucción  política  y  social,  el  Consejo  Nacional 
Legislativo,  no  solamente  declaró  libres  de  responsabilidad  a 
los  ejecutores,  sino  que  dio  fuerza  de  ley  a  los  decretos  eje¬ 
cutivos  respectivos, 

«RESUELVEN: 

«Protestar  de  la  manera  más  solemne  contra  el  indulto 
que  por  prescripción  y  muerte,  se  pretende  dar  a  la  venera¬ 
da  y  bendecida  memoria  del  ilustre  reformador  y  Jefe  de  la 
Regeneración,  Excelentísimo  señor  doctor  don  Rafael  Núñez, 
por  los  miembros  de  la  comisión  mencionada. 

«Bogotá,  noviembre  17  de  1894. 

«Narciso  García  Medina,  Aristides  Arjona,  Adriano  Tribín, 
Manuel  J.  Ortiz  Durán,  Belisario  Caicedo,  Ramón  Castellanos, 
Segismundo  Avendaño,  Euclides  de  Angulo,  Luis  J.  Pacheco, 
Joaquín  Herrera  E.,  Lázaro  Espejo,  Ignacio  Sampedro,  Emigdio 
P.  Solano,  Pío  Claudio  Gutiérrez,  Julio  Ferrer,  Marcial  Blan¬ 
co,  Lorenzo  A.  Yáñez,  Rafael  S.  Salazar,  Aparicio  Saavedra, 
Emilio  T.  Hoyos,  Miguel  González  Alvarez,  Miguel  Medina  y 
Delgado,  Maximiliano  Neira,  Primitivo  Quiñones,  Gustavo  M. 
Valenzuela,  Belisario  Losada,  Calixto  A.  Fábrega,  Aurelio 
Guardia,  José  A.  de  la  Lastra,  Manuel  J.  Santos,  Carlos  Ta- 
vera  Navas,  José  M.  Vásquez  D.,  Pedro  Vélez  R.,  Eduardo 
B.  Gerlein,  Manuel  M.  Guzmán  Y.,  Ignacio  Piñeros,  Ricardo 
Suárez,  Ismael  Enrique  Arciniegas,  Emilio  Lee  C.» 
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PARTE  DEL  DISCURSO  DEL  SEÑOR  DON  J.  HOLGUÍN 

«El  señor  Holguín  explicó  extensamente  las  alusiones  he¬ 
chas  al  Excelentísimo  señor  Núñez  en  el  dictamen  de  la  Co¬ 
misión  investigadora;  demostró  la  sinrazón  de  los  cargos;  de¬ 
ploró  la  enorme  injusticia  de  someter  al  examen  fiscal  de 
enemigos  políticos  declarados  los  actos  que  dieron  el  triunfo 
del  actual  régimen  político,  sin  que  se  levantara  una  voz  de 
protesta  por  cuanto  respecta  al  finado  señor  doctor  Núñez,  y 
que  tanto  al  jefe  de  la  regeneración  como  a  él,  en  su  carácter 
de  ministro  durante  la  guerra,  pretendiera  ahora  tiznárseles 
por  actos  inocentes  ejecutados  en  servicio  público,  con  una 
especie  de  indulto  por  prescripción.  Que  él  renuncia  semejan¬ 
te  prescripción,  y  espera  que  se  le  juzgue  por  haber  tenido 
que  prescindir  del  artículo  de  tal  o  cual  ley  para  la  defensa 
nacional.  Y  que,  por  tanto,  apoya  la  proposición.' 

(De  El  Correo  Nacional ) 


LA  VERDAD 

En  el  número  de  Los  Hechos,  correspondiente  al  martes 
último,  se  dijo  que  el  señor  doctor  Carlos  Martínez  Silva  ha¬ 
bía  adulterado  las  conclusiones  de  la  comisión  investigadora 
de  los  asuntos  relacionados  con  las  emisiones  ilegales. 

Me  refiero  a  un  alcance  que  allí  se  insertó  y  a  un  suelto 
titulado  «pequeña  diferencia." 

En  acatamiento  a  un  deber  de  justicia,  declaro  solemne¬ 
mente  que  el  doctor  Martínez  Silva  no  intervino  en  absoluto 
en  la  redacción  de  las  conclusiones  que  publicó  El  Correo 
Nacional.  Yo  fui  quien  las  redactó,  y  voy  a  explicar  por  qué 
les  di  la  forma  en  que  salieron,  la  cual  ha  sido  tildada  de 
adulteración. 

La  comisión  investigadora  dividió  el  informe  en  capítulos, 
y  destinó  uno  para  cada  uno  de  los  individuos  que  tuvieron 
que  ver  en  los  asuntos  del  Banco.  Al  final  de  cada  capítulo 
emite  concepto  la  comisión  sobre  el  caso  en  que  se  encuentra 
el  individuo  de  quien  se  ha  ocupado.  Esos  conceptos  finales, 
esas  apreciaciones  que  en  realidad  son  conclusiones,  fue  lo 
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que  yo,  como  repórter  de  El  Correo  Nacional,  reuní  y  llevé 
a  la  imprenta  para  publicarlas  en  el  mismo  diario.  Esa  es  la 
razón  por  la  cual  figuran  en  ellas  el  Excelentísimo  señor  doc¬ 
tor  Núñez  y  don  Jorge  Holguín. 

Sin  pretender  decir  que  no  sean  también  conclusiones  las 
que  Los  Hechos  publicaron  en  el  número  a  que  me  he  refe¬ 
rido,  hago  constar  que  lo  que  allí  se  publicó  fue  el  proyecto 
de  resolución  con  que  termina  el  informe  de  la  comisión,  y 
de  ahí  proviene  la  diferencia  que  hay  entre  esas  conclusiones 
y  las  que  yo  escribí  para  El  Correo. 

Bogotá,  noviembre  23'  de  1894. 

José  Ascensión  Rivera 

Nota— Concebido  en  términos  análogos  a  los  anteriores,  llevé  un  suelto  el 
miércoles  pasado  a  los  directores  de  Los  Hechos  para  que  se  sirvieran  darle 
publicidad  en  aquel  periódico;  pero  hasta  la  hora  de  entrar  en  prensa  la  pre¬ 
sente  hoja  no  se  ha  publicado  dicho  suelto. 


/ 


Ií 

EL  GENERAL  CUERVO 

• 

Antier  (1)  a  las  nueve  de  la  mañana  anunció  el  cañón  a  la 
ciudad  la  triste  nueva  de  haber  fallecido  el  señor  general  don 
Antonio  B.  Cuervo,  ministro  de  gobierno  y  encargado,  ade¬ 
más,  desde  hacía  unos  tres  meses,  de  la  cartera  de  guerra. 

Advertidos  estábamos  todos  de  que  la  enfermedad  que  de 
atrás  venía  minando  la  robusta  constitución  del  señor  gene- 
ral  Cuervo,  era  por  su  naturaleza  incurable;  pero  al  propio 
tiempo  abrigábamos  la  esperanza  de  que  el  riguroso  método 
de  vida  que  él  llevaba,  por  prescripción  de  los  médicos,  pro¬ 
longaría  bastante  sus  días.  Y  así  habría  sucedido,  sin  los  dis¬ 
turbios  de  que  fue  teatro  esta  capital  en  los  días  15  y  16  del 
pasado. 

Por  ausencia  del  vicepresidente  de  la  república,  tocóle  al 
general  Cuervo,  como  ministro  de  gobierno  y  de  guerra,  asu¬ 
mir  la  plenitud  de  las  funciones  ejecutivas  en  aquella  critica 
circunstancia,  precisamente  cuando  una  agravación  de  su  mal 
crónico  le  tenía  reducido  a  la  cama  y  obligado  a  guardar  las 
más  esmeradas  precauciones.  La  violenta  tensión  mental  de 
aquellos  días  y  de  los  subsiguientes,  la  necesidad  de  permane¬ 
cer  en  pie  durante  toda  la  noche  del  16,  en  lugar  desabriga¬ 
do  y  húmedo,  la  excitación  que  debió  de  producirle  el  bárbaro 
ataque  hecho  a  su  casa  de  habitación,  y  otras  causas  no  me¬ 
nos  poderosas,  fueron  parte  a  que  el  mal  hiciese  en  pocas  ho¬ 
ras  los  estragos  que  acaso  no  hubiera  alcanzado  en  varios 


(1  Febrero  19  de  1893. 
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años  de  existencia  reposada  y  tranquila.  El  hecho  fue  que 
desde  el  18  quedó  imposibilitado  el  general  para  volver  a  su 
despacho,  y  los  médicos  comprendieron  al  punto  que  la  crisis 
final  se  acercaba  rápidamente. 

Comprendiólo  también  el  general  Cuervo,  y  dando  de 
mano  a  todos  los  asuntos  y  negocios  de  la  tierra,  sólo  pensó 
desde  aquel  momento  en  prepararse  para  el  eterno  viaje,  con 
toda  la  fe,  con  toda  la  ferviente  piedad  de  su  santa  madre. 
Hablaba  de  su  próxima  muerte  con  entereza  suma;  daba  gra¬ 
cias  a  Dios  por  el  favor  especialísimo  que  le  había  dispensa¬ 
do  permitiéndole  prepararse  debidamente  para  la  última  hora; 
recibió  varias  veces  la  sagrada  comunión;  un  crucifijo  fue  des¬ 
de  aquel  día  su  compañero  inseparable,  y  pronunciando  cons¬ 
tantemente  palabras  de  resignación  y  de  amor  cristiano,  dando 
a  cuantos  se  le  acercaban  consejos  edificantes,  sin  exhalar  una 
queja  ni  manifestar  una  flaqueza,  se  fue  extinguiendo  lenta¬ 
mente,  basta  que  el  domingo  último,  a  las  8  y  15  de  la  ma¬ 
ñana,  entregó  su  alma  al  Señor.  Veamos  ahora,  a  grandes 
rasgos,  cuál  fue  la  vida  de  este  personaje,  que  ocupó  puesto 
prominente  en  nuestra  política  de  los  últimos  años,  y  que 
llevó  una  existencia  llena  de  peripecias  y  de  agitaciones. 

Nació  el  general  don  Antonio  B.  Cuervo  en  Bogotá  el  13 
de  junio  de  1834,  de  suerte  que  aún  no  había  cumplido  cin¬ 
cuenta  y  nueve  años  el  día  de  su  fallecimiento.  Fueron  sus 
padres  el  doctor  Rufino  Cuervo,  eminente  hombre  público, 
cuya  vida,  consagrada  en  absoluto  al  servicio  de  su  patria, 
acaban  de  darnos  a  conocer  sus  hijos  don  Rufino  J.  y  don  An¬ 
gel,  residentes  en  París,  y  la  señora  doña  María  Francisca 
Urisarri,  hermana  del  doctor  Eladio  Urisarri,  miembros  am¬ 
bos  de  familias  distinguidas  por  sus  virtudes  y  limpio  abo¬ 
lengo.  Hizo  sus  primeros  estudios  en  el  colegio  del  doctor  Ul- 
piano  González,  en  esta  ciudad,  los  adelantó  al  lado  de  su 
padre,  quien,  como  se  sabe,  consagró  especial  cuidado  a  la 
educación  literaria  de  sus  hijos,  y  pasó  luégo  al  colegio  que 
dirigía,  en  la  hacienda  de  Yerbabuena,  el  señor  don  J.  Manuel 
Marroquín,  donde,  a  la  vez  que  siguió  varios  cursos  de  letras, 
regentó  algunas  clases  y  desempeñó  cargo  de  pasante.  No  fue 
un  estudiante  modelo  de  disciplina,  y  sus  camaradas  refieren 
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de  él  no  pocas  aventuras  y  truhanerías.  En  el  Colegio  Mayor 
de  Nuestra  Señora  del  Rosario  hizo,  con  grande  aprovecha¬ 
miento,  los  estudios  de  derecho,  y  recibió  allí  el  grado  de 
doctor  en  1853,  cuando  apenas  contaba  diez  y  nueve  años. 

Desde  muy  joven  manifestó  su  inclinación  a  los  estudios 
serios,  especialmente  a  los  relacionados  con  la  historia  y  la 
geografía  del  país,  y  ya  en  1853  publicó  un  excelente  trata¬ 
do  de  geografía  de  la  Nueva  Granada,  que  se  ha  considerado 
como  autoridad  en  el  debatido  asunto  de  límites  con  las  re¬ 
públicas  vecinas. 

En  1854  fue  de  los  primeros  jóvenes  que  salieron  de  Bogo¬ 
tá  a  incorporarse  en  el  ejército  constitucional.  Hizo  entonces, 
como  soldado,  la  campaña  del  Magdalena,  y  tomó  parte  en  el 
asalto  y  ocupación  de  Guaduas,  que  fue  una  de  las  operacio¬ 
nes  más  brillantes  de  aquella  época  memorable.  Estuvo  tam¬ 
bién  en  los  desgraciados  combates  de  Zipaquirá  y  Tíquiza. 
Desde  entonces  dio  a  conocer  las  dotes  militares  de  valor, 
energía  y  actividad  que  siempre  le  distinguieron  y  que  hicie¬ 
ron  de  él  uno  de  nuestros  jefes  más  prestigiosos. 

Terminada  la  guerra,  volvió  Cuervo  a  sus  trabajos  litera¬ 
rios,  y  con  el  hoy  presbítero  doctor  Antonio  José  de  Sucre, 
que  vino  de  Venezuela  y  tomó  parte  activa  en  la  guerra  para 
derrocar  la  dictadura  militar  de  Meló,  fundó  en  esta  ciudad  un 
colegio  que  gozó  de  gran  reputación,  por  la  seriedad  de  sus 
estudios  y  por  el  cambio  sustancial  llevado  a  cabo  en  los  mé¬ 
todos  de  enseñanza  practicados  hasta  entonces.  De  aquella 
época  data  la  introducción  del  texto  de  Bello  en  las  aulas  de 
gramática  y  la  importancia  que  entre  nosotros  se  ha  dado  a 
esta  materia,  así  como  la  supresión  del  de  Nebrija,  reemplazán¬ 
dolo  por  Burnouf,  para  el  estudio  de  la  lengua  latina.  En  el 
colegio  de  los  señores  Cuervo  y  Sucre  empezaron  a  formarse 
muchos  de  los  hombres  que  después  han  dado  prez  y  boma 
a  la  república,  entre  los  cuales  preciso  es  mencionar  al  señor 
don  Miguel  Antonio  Caro,  vicepresidente  hoy  de  Colombia. 

Por  singular  coincidencia  ha  tocado  a  este  alto  magistrado 
expedir  el  decreto  de  honores  a  la  memoria  del  general  Cuer¬ 
vo,  pagando  así  en  parte  la  deuda  de  sus  primeros  años. 

Si  no  estamos  equivocados,  allá  por  los  años  de  1857  o 
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principios  de  1858,  suspendió  sus  labores  escolares  y  se  tras¬ 
ladó  a  Guaduas  a  acometer  empresas  agrícolas,  cuando  el 
auge  del  tabaco  y  el  desarrollo  consecuencial  del  negocio  de 
ganados  convidaban  con  pingües  ganancias  a  los  hombres  auda¬ 
ces  y  emprendedores.  Trabajó  allí  con  sobrehumana  energía, 
descuajando  montes  y  llevando  la  ruda  vida  de  colono. 

Cuando  estalló  la  revolución  de  1860,  dio  de  mano  a  todas 
aquellas  empresas  que  le  auguraban  un  porvenir  lisonjero,  y 
vino  a  Bogotá  a  ofrecer  sus  servicios  al  gobierno.  Se  le  en¬ 
cargó  entonces  de  organizar  un  escuadrón  de  milicias  de  ca¬ 
ballería  en  la  Sabana,  y  adelantado  tenía  ya  este  trabajo, 
cuando  un  desgraciado  accidente  le  obligó  a  ausentarse  del  país. 

Dirigióse  a  los  Estados  Unidos,  y  llegó  allí  en  los  momen¬ 
tos  en  que  estallaba  la  formidable  guerra  de  secesión. 

El  espíritu  naturalmente  aventurero  de  Cuervo,  su  ardien¬ 
te  amor  a  la  libertad  y  el  horror  que  le  inspiraba  la  esclavi¬ 
tud,  le  indujeron  a  tomar  servicio  en  el  ejército  del  norte, 
y  como  segundo  jefe  de  un  escuadrón,  concurrió  a  la  prime¬ 
ra  batalla  de  Bull  Run,  librada  el  21  de  julio  de  1861,  en  la 
cual  las  fuerzas  de  los  federales,  comandadas  por  el  brigadier 
general  Irvin  Me  Dowell,  fueron  batidas  por  el  general  Beaure- 
gard. 

No  sabemos  por  qué  circunstancias  se  separó  del  ejército 
del  norte  y  se  dirigió  al  viejo  mundo,  donde  viajó  por  Fran¬ 
cia,  Alemania,  Egipto  y  Australia,  fijando  su  residencia  prin¬ 
cipal  en  Inglaterra.  Por  sus  relaciones  con  un  alto  oficial  del 
ejército  alemán,  de  quien  había  sido  camarada  en  los  Estados 
Unidos  y  con  quien  había  compartido  los  riesgos  en  la  batalla 
de  Bull  Run,  vino  a  encontrarse  incorporado  en  el  estado 
mayor  alemán  y  asistir  a  la  batalla  de  Sadowa,  que  dio  la 
preponderancia  a  Prusia  sobre  toda  la  Alemania. 

Durante  su  permanencia  en  Inglaterra,  llevó  una  vida  de 
singulares  vicisitudes,  pasando  alternativamente  de  la  grande¬ 
za  a  la  extrema  miseria,  y  viéndose  obligado,  a  veces,  para 
ganar  la  vida,  a  los  más  rudos  trabajos.  En  muchas  ocasiones 
le  oímos  referir,  en  horas  de  esparcimiento,  capítulos  por 
todo  extremo  interesantes  de  sus  aventuras  en  la  metrópoli 
londinense,  aventuras  que,  formuladas  por  escrito,  habrían  sido 
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uno  de  los  libros  de  más  amena  e  instructiva  lectura  sobre 
los  hombres  y  las  cosas.  En  uno  de  los  frecuentes  golpes  fa¬ 
vorables  de  fortuna  que  allí  tuvo,  después  de  haber  figurado 
accidentalmente  en  la  legación  colombiana,  a  cargo  del  gene¬ 
ral  Tomás  Cipriano  de  Mosquera,  se  relacionó  con  acaudala¬ 
dos  negociantes  y  banqueros,  y  partió  para  el  Brasil  como 
agente  de  una  rica  casa  de  comercio,  en  cuyo  manejo  y  di¬ 
rección  adquirió  fortuna  considerable.  Estaba  en  Pará  cuando 
estalló  la  terrible  insurrección  de  los  negros  esclavos,  que 
puso  en  fuga  al  gobernador  y  a  todas  las  autoridades.  En  tan 
crítica  emergencia,  Cuervo  se  puso  a  la  cabeza  de  los  ciuda¬ 
danos  y  de  los  extranjeros,  y  desempeñó  papel  muy  principal 
en  la  salvación  de  la  ciudad. 

Habiendo  quebrado  la  casa  en  que  tenía  comprometido  su 
capital,  quedó  arruinado,  y  fue  entonces  cuando,  sirviendo  de 
intérprete  a  la  comisión  exploradora  enviada  de  Francia  con 
el  sabio  Luis  Agassiz,  recorrió  el  Amazonas,  el  Casiquiari  y 
el  Orinoco.  Fruto  de  aquel  viaje  científico  fue  la  obra  que 
publicó  después  Agassiz  con  el  título  de  <«\  iaje  al  Brasil-. 

Eu  1866  regresó  Cuervo  a  Colombia,  en  los  momentos  en 
que  estaba  más  encarnizada  la  lucha  entre  el  congreso  radi¬ 
cal  y  el  general  Mosquera,  que  dio  por  resultado  el  golpe  del 
19  de  abril  y  el  consecuencial  del  23  de  mayo.  Parece  que 
Cuervo  venía  entonces  como  agente  o  comisionado  de  la  casa 
de  Robinson  &  Fleming,  con  quienes  el  general  Mosquera 
tenía  iniciado  un  contrato  de  empréstito.  Por  esta  circunstan¬ 
cia,  y  por  gratitud  personal  al  general  Mosquera,  Cuervo  fue 
entonces  de  los  pocos  conservadores  que  manifestaron  deseo 
de  apoyarlo  contra  el  partido  radical.  Quizá  entró  también  en 
ello  una  alta  mira  política,  que  los  acontecimientos  posteriores 
se  encargaron  de  justificar. 

En  1869,  cuando  el  conflicto  producido  entre  don  Ignacio 
Gutiérrez  Yergara,  gobernador  de  Cundinamarca,  y  la  asam¬ 
blea  del  mismo  Estado,  Cuervo  recibió  órdenes  de  organizar 
una  columna  en  el  norte  de  Cundinamarca.  El  aleve  golpe 
del  10  de  octubre  paralizó  todas  las  resistencias  e  hizo  cam¬ 
biar  por  completo  la  situación,  pues  ni  el  gobernador  de  Cun- 
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dinamarca,  ni  los  conservadores,  habían  pensado  luchar  con  el 
gobierno  federal.  Cuervo  alcanzó,  sin  embargo,  a  librar  uu 
combate  en  el  boquerón  de  Machetá,  en  circunstancias  muy 
desfavorables,  que  pusieron  a  prueba  sus  brillantes  dotes  mili¬ 
tares.  Caído  el  gobierno  conservador  de  Cundinamarca,  Cuer¬ 
vo  se  retiró  a  las  selvas  del  Magdalena,  sobre  las  márgenes 
del  río  Negro,  donde  llevó,  al  lado  de  su  heroína  esposa,  se¬ 
ñora  doña  María  Luisa  Amaya,  una  vida  de  trabajo  y  de  ab¬ 
negación  que  presenta  muy  pocos  ejemplo?. 

La  lucha  tenaz  con  la  salvaje  naturaleza,  no  le  embargó  de 
tal  modo  que  le  impidiese  trabajar  en  la  política,  en  favor  del 
triunfo  de  sus  ideas.  Durante  aquella  época  fue  varias  veces 
diputado  a  la  asamblea  del  Tolirna  y  designado  para  ejercer 
el  poder  ejecutivo  del  mismo  Estado  en  cuya  representación 
ocupó  un  puesto  en  la  cámara  de  representantes,  durante  los 
años  de  1870  y  1871.  Desde  entonces  comenzó  a  trabajar  con 
ahinco  en  favor  de  la  vía  de  Cambao,  que  tuvo  después  la 
satisfacción,  siendo  gobernador  de  Cundinamarca  el  general 
Aldana,  de  poner  en  estado  de  servicio  para  la  conducción  de 
los  materiales  necesarios  para  el  ferrocarril  de  la  Sabana. 

En  1876,  cuando  ya  estaba  desencadenada  la  guerra  civil, 
fue  llamado  a  la  gobernación  del  Tolima  en  su  carácter  de 
designado.  Organizó  en  el  acto  un  cuerpo  de  ejército  con  el 
general  Casabianca,  y  acordó  un  hábil  plan  de  operaciones,  de 
acuerdo  con  el  general  Marceliano  Vélez,  comandante  en  jefe 
del  ejército  de  Antioquia.  Incapacitado,  por  falta  de  elemen¬ 
tos,  para  resistir  la  acometida  de  la  división  del  general  Da¬ 
niel  Delgado,  se  replegó  sobre  la  cordillera,  a  fin  de  cubrir 
aquella  línea  por  donde  podía  efectuarse  una  invasión  sobre 
Antioquia.  Más  tarde  concurrió  Cuervo  con  su  división  a  la 
célebre  batalla  de  Garrapata,  en  donde  el  ejército  del  Tolima 
sostuvo  lo  más  recio  de  la  pelea  sobre  el  ala  izquierda  del 
campamento  conservador;  y  no  será  fuera  de  lugar  recordar 
aquí  el  noble  y  caballeroso  comportamiento  que  tuvo  el  ge¬ 
neral  Cuervo  con  los  numerosos  prisioneros  liberales  que  ca¬ 
yeron  aquel  día  en  su  poder. 

Cuando  el  ejército  de  Antioquia  resolvió  retirarse  de  nuevo 
a  Manizales,  después  de  la  capitulación  de  Garrapata,  el  gene- 
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ral  Cuervo  quedó  encargado  otra  vez  de  defender  los  pasos 
de  la  cordillera,  y  fijó  su  campamento  en  Aguabonita,  Mira¬ 
dores  y  el  Palmichal.  El  general  Santos  Acosta,  con  una  fuerte 
división,  trató  de  abrirse  camino  por  aquella  vía;  empeñó,  du¬ 
rante  muchos  días,  frecuentes  combates  parciales,  siempre  des 
favorables;  hasta  que,  por  último,  libró  el  largo  y  sangriento 
combate  del  Palmichal,  en  donde  fue  rechazado  con  graves 
pérdidas.  Cuervo  conservó  aquellas  posiciones,  sin  descuidar  la 
inexpugnable  de  Yolombal,  hasta  la  capitulación  del  5  de  abril 
en  Manizales.  La  que  Cuervo  suscribió  por  su  parte  fue  muy 
honrosa  para  él  y  para  sus  compañeros  de  armas. 

Terminada  la  guerra  civil,  volvió  a  sus  trabajos  agrícolas 
en  el  río  Negro,  y  estableció  luégo  una  fábrica  de  cerveza  en 
esta  ciudad,  que  gozó  de  extensa  y  merecida  clientela.  No 
abandonó  por  esto  la  política,  y  tomó  parte  muy  principal  en 
los  consejos  de  su  partido,  del  cual  fue  director  supremo  du¬ 
rante  cuatro  años.  En  aquella  época  de  desconcierto,  trabajó 
activamente,  poniendo  en  juego  sus  valiosas  influencias,  para 
hacer  aceptar  a  los  conservadores  la  alianza  con  el  doctor 
Núñez  y  con  el  partido  independiente. 

Luchó  también  por  la  elección  del  general  Al  daña  para  la 
gobernación  de  Cundí namarca,  y  conseguido  aquel  resultado, 
siguió  siendo  sostenedor  leal  y  decidido  de  aquel  personaje, 
que  depositó  en  él  ilimitada  confianza. 

Nombróle  el  general  Aldana  director  de  los  trabajos  del 
ferrocarril  de  la  sabana,  que  adelantó  con  suma  actividad,  de¬ 
jando  expedita  la  vía  de  Cambao,  nivelado  gran  parte  del  te¬ 
rreno  en  la  sabana,  entre  Faeatativá  y  Fontibón,  construidas 
las  estaciones  de  Madrid  y  Faeatativá.  y  hecho  costosos  terra¬ 
plenes  que  aprovecharon  los  contratistas  posteriores.  De  paso 
consignaremos  el  hecho  de  que,  como  resultado  de  aquella 
política,  el  general  Cuervo  fue  elegido  senador  por  la  asam¬ 
blea  de  Cundinamarca  para  el  período  de  1882  y  1883 

Desde  los  albores  de  la  guerra  civil  de  1884  y  1885  el  ge¬ 
neral  Cuervo  desempeñó  un  papel  tan  importante  como  poco 
apreciado.  Fue  el  alma  entonces  cíe  la  gobernación  de  Cundi¬ 
namarca:  congregó  en  torno  del  gobierno  los  más  activos  ele¬ 
mentos  conservadores,  avivó  el  espíritu  público  del  partido. 
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lleno  de  desconfianzas  y  de  recelos;  preparó  fuerzas  de  volun¬ 
tarios,  formó  el  más  estrecho  lazo  de  unión  entre  los  conser¬ 
vadores  y  los  independientes  y,  finalmente,  acompañó  al  gene¬ 
ral  Aldana  en  la  campaña  de  Boyacá,  donde,  con  sus  atinados 
consejos,  contribuyó  a  mantener  en  aquel  ejército  los  senti¬ 
mientos  de  honor  y  de  lealtad. 

La  situación  militar  y  política  del  Estado  de  Santander,  en 
la  época  de  que  tratamos,  era  en  extremo  delicada  y  peligro¬ 
sa  para  el  gobierno.  Reinaban  allí  entre  los  nuestros,  el  des¬ 
aliento  y  la  desconfianza,  por  causa  de  los  heterogéneos  ele¬ 
mentos  llamados  a  hacer  frente  a  la  revolución  en  momentos 
en  que  se  temía  de  un  instante  a  otro  una  invasión  de  las 
fuerzas  radicales  de  los  generales  Camargo,  Gaitán,  Vargas 
Santos,  Hernández  y  Bernal.  Conocedor  el  doctor  Núñez  de 
las  dotes  militares  y  diplomáticas  del  general  Cuervo,  le  envió 
con  una  división  conservadora  que  allá  aumentó  con  fuerzas 
de  los  amigos  y  que  estableció  su  cuartel  general  en  la  pro¬ 
vincia  de  Soto.  Desempeñó  a  maravilla  su  cometido  dando  co¬ 
hesión  a  los  diferentes  cuerpos  de  ejército,  arbitrando  recursos, 
contrapesando  influencias  peligrosas  y  haciéndose  querer  y  res¬ 
petar  por  su  conducta  moderada  y  firme  y  por  la  ejemplar  mora¬ 
lidad  de  sus  tropas,  hasta  de  sus  mismos  enemigos  políticos.  Cuan¬ 
do  tuvo  noticia,  en  La  Florida,  de  que  el  ejército  de  Camargo 
se  preparaba  a  iuvadir  a  Santander,  marchó  rápidamente  con 
su  división  hacia  Ocaña,  y  ejecutó  este  movimiento  por  su 
propia  cuenta  y  riesgo  y  sin  recibir  auxilios  de  ningún  género, 
según  nos  lo  dijo  entonces  el  mismo  general  Cuervo.  Compren¬ 
día  que  se  iba  a  empeñar  una  jugada  decisiva  y  que  la  menor 
deslealtad  podía  comprometer  el  éxito  de  toda  la  campaña. 

Unido  a  las  fuerzas  de  los  beneméritos  y  valientes  genera¬ 
les  Quintero  Calderón  y  Eusebio  Rojas,  libró  en  el  Salado  el 
combate  de  este  nombre,  después  de  haber  propuesto  una  ca¬ 
pitulación  al  ejército  rebelde.  El  combate  fue  sangriento  y 
quedó  indeciso  por  la  llegada  de  la  noche.  Al  día  siguiente, 
las  fuerzas  que  comandaba  allí  el  señor  don  Foción  Soto,  com¬ 
prendiendo,  por  los  estragos  de  la  víspera,  que  era  inútil  un 
nuevo  esfuerzo,  resolvieron  capitular.  El  general  Cuervo  trató 
a  sus  contrarios  en  aquella  emergencia  con  la  más  espléndida 


generosidad,  concediéndoles  a  todos  pasaportes,  salvoconductos 
y  auxilios  de  marcha. 

Cuantos  radicales  regresaron  de  dicha  campaña,  vinieron  a 
Bogotá  encareciendo  el  porte  caballeroso  del  general  Cuervo 
y  sumamente  agradecidos  por  su  magnanimidad.  Esta  capitula¬ 
ción,  recibida  en  los  primeros  momentos  con  alguna  displicen¬ 
cia  por  el  gobierno,  fue  apreciada  más  tarde  en  todo  su  alcance 
político,  y  en  premio  de  tan  señalado  servicio  envió  el  presi¬ 
dente  al  general  Cuervo  el  despacho  de  general  en  jefe. 

Al  tratar  de  reorganizarse  la  república,  después  de  la  gue¬ 
rra,  el  general  Cuervo  fue  nombrado  delegatario  por  el  gober¬ 
nador  de  Cundinamarca  y  elegido  luégo  vicepresidente  del 
consejo  que  dio  la  actual  Constitución  a  la  república. 

Poco  después  se  nombró  al  general  Cuervo  ministro  pleni¬ 
potenciario  en  Inglaterra,  y  se  le  trasladó  más  tarde  a  la  lega¬ 
ción  de  España,  donde  su  presencia  era  urgente  para  atender 
a  los  trabajos  conexionados  con  la  fijación  de  límites  entre 
Colombia  y  Venezuela,  asunto  de  que  debía  decidir,  como  árbi¬ 
tro,  el  rey  de  España.  En  desempeño  de  aquella  delicada 
misión,  el  general  Cuervo  rebuscó  y  obtuvo  en  los  archivos 
de  la  Península  importantes  documentos  inéditos,  cuya  publi¬ 
cación  emprendió  para  fijar  y  esclarecer  nuestros  derechos  te¬ 
rritoriales.  Tres  gruesos  volúmenes  conocemos  ya  de  esta  va¬ 
liosa  compilación,  y  según  entendemos,  está  uno  más  en  prensa. 

Los  últimos  años  de  la  vida  del  general  Cuervo  son  de 
todos  conocidos,  y  apenas  mencionaremos  que  en  1888.  a  su 
regreso  al  país,  fue  nombrado  ministro  de  guerra,  en  cuyo 
carácter  acompaña  al  señor  doctor  Holguín  en  gran  parte  de 
su  administración.  Con  la  esperanza  de  curarse  radicalmente 
de  la  enfermedad  que  venía  minándole  de  tiempo  atrás,  em¬ 
prendió  un  nuevo  viaje  a  Europa  en  1891.  Regresó  un  año 
después,  al  parecer  curado  de  su  dolencia,  v  con  su  espíritu 
muy  sereno  y  despejado.  El  señor  doctor  Holguín  le  nombró 
entonces  gobernador  de  Cundinamarca,  y  al  iniciarse  la  nueva 
administración  ejecutiva,  pasó  al  ministerio  de  gobierno. 

Tal  fue  la  vida  del  general  Cuervo,  amargada  en  el  último 
año  por  el  fallecimiento  de  su  esposa,  a  quien  amó  y  respetó 
con  intenso  cariño.  Roto  este  último  vínculo  que  le  ligaba  a 
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la  tierra,  su  existencia  quedó,  según  él  mismo  lo  decía,  trunca 
y  sin  destino.  La  muerte  vino  a  ser  su  esperanza  y  su  con¬ 
suelo. 

El  general  Cuervo  se  distinguía  por  la  suavidad  y  cultura 
de  sus  maneras.  Tenía  carácter  naturalmente  benévolo.  Con 
sus  amigos  era  leal  y  generoso,  de  donde  procedía  que  los  tu¬ 
viese  siempre  muy  adictos.  Amó  a  la  patria  y  sirvió  con  abso¬ 
luta  consagración  a  su  partido. 

¡Descanse  en  paz! 

{El  Correo  Nacional.  Bogotá,  febrero  21  de  1893,). 


DUELO  NACIONAL 

El  18  de  los  corrientes  (septiembre  de  1894)  falleció  en  Car¬ 
tagena,  después  de  breve  enfermedad,  el  excelentísimo  señor 
Núñez,  presidente  titular  de  la  república,  en  momentos  en 
que  se  preparaba  a  emprender  viaje  a  esta  capital. 

La  muerte  del  señor  doctor  Núñez  es  una  desgracia  para 
la  república,  que  veía  en  él  uno  de  sus  más  ilustres  bijos,  y 
que  contaba  con  su  inmenso  prestigio  y  sus  excepcionales 
dotes  políticas  en  toda  hora  de  peligro  y  de  crisis. 

No  es  aún  llegado  el  momento  de  juzgar  en  todos  sus  detalles 
la  obra  del  doctor  Núñez.  Mas  sea  cual  fuere  el  fallo  de  la  histo¬ 
ria,  es  hecho  indiscutible  que  este  glorioso  caudillo  llevó  a 
cabo  en  Colombia  una  transformación  social  y  política  tan 
honda  y  tan  vasta,  que  dejará  huella  imperecedera. 

Cambiar  instituciones  y  sistema  de  gobierno;  poner  arri¬ 
ba  lo  que  estaba  abajo,  y  viceversa;  y  hacer  todo  esto,  no 
con  el  hlo  de  la  espada,  sino  con  la  palabra,  con  la  pluma, 
con  la  magia  de  su  genio,  siempre  fértil  en  oportunos  y  efi¬ 
caces  recursos,  es  algo  que  no  está  al  acance  del  común  de  los 
humanos. 

K evolucionar  y  solevantar  un  pueblo  con  visiones  y  pro¬ 
mesas  de  libertad,  agitar  las  pasiones  y  darles  suelta  para 
producir  una  convulsión  social,  es  siempre  indicante,  en  quien 
tal  logra  realizar,  de  dotes  que  pueden  ser  funestas,  pero  que 
en  todo  caso  no  son  comunes.  Y  si  para  la  simple  labor  de 
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destruir  y  de  revolver  se  requieren  excepcionales  condicio¬ 
nes,  ¡cómo  medir  la  importancia  del  hombre  que,  con  sólo 
el  poder  de  su  genio,  emprende  y  realiza  la  obra  de  enfrenar 
la  anarquía,  de  hacer  renunciar  a  viejas  y  arraigadas  ideas,  de 
obligar  a  quemar  los  dioses  que  se  habían  adorado  y  de  en¬ 
salzar  lo  que  se  había  escarnecido! 

Y  la  prueba  mayor  de  la  grandeza  intelectual  del  señor 
Núñez  está  en  el  inmenso,  en  el  singular  prestigio  que  al¬ 
canzó  en  esta  tierra,  que  puede  tener  sus  veleidades  y  sus  capri¬ 
chos  de  oposición,  pero  que  se  distingue  siempre  por  la  alti¬ 
vez  y  por  cierto  sagaz  instinto  para  descubrir  las  flaquezas  y 
pequeñeces  de  los  hombres  que  se  levantan  en  las  luchas  po¬ 
líticas.  El  prestigio  de  Bolívar  fue  extraordinario  y,  sin  em¬ 
bargo,  pocos  años  le  bastaron  de  mando  supremo  para  gastarse 
y  caer,  devorado  por  los  pesares  y  las  amarguras. 

Vimos  también  al  general  Mosquera  en  época  posterior, 
efectuar  una  gran  revolución,  y  descender  en  breve  de  la  cima 
de  las  grandezas,  herido  por  el  mágico  poder  de  la  opinión. 

Fundamento  muy  distinto  tenía  el  prestigio  del  doctor 
Núñez;  y  a  pesar  de  haber  estado  separado  del  poder  casi 
desde  el  momento  mismo  en  que  efectuó  la  transformación 
política,  su  opinión  era  siempre  consultada  y  acatada  por  go¬ 
bernantes  y  gobernados.  En  él  tenían  fija  la  mirada  todos  los 
partidos,  y  en  Cualquier  momento  difícil,  su  palabra  tenía  la 
fuerza  del  rayo  que  desciende  de  las  alturas.  Ahora  mismo, 
amigos  y  enemigos  le  esperaban  con  ansiedad,  sabiendo  todos 

t 

que  alguna  solución  inesperada  traía  a  los  problemas  políticos 
de  actualidad. 

Un  prestigio  tan  grande  y  sostenido,  alcanzado  por  la  fuer¬ 
za  de  la  intelectualidad,  en  un  pueblo  que  se  precia  de  in¬ 
teligente  como  el  nuestro,  no  ha  podido  proceder  sino  de  una 
capacidad  excepcional;  y  si  cada  pueblo  es  digno  de  los  que 
lo  admiran,  a  ninguno  deshonra  el  dominio  de  una  inteligen¬ 
cia  semejante.  Poco  tiempo  bastará  quizás  para  que  la  nación 
toda  reconozca  la  obra  del  doctor  Núñez,  en  cuanto  ella  ha 
consultado  su  integridad,  su  fuerza  y  sus  tradiciones  de  fe  y 
de  administración.  Por  hoy  no  puede  esperarse  serena  impar- 
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cialidad  de  los  que  en  él  encontraron  siempre  invencible  re 
sistencia. 

Desapareciendo  él  de  la  escena,  la  patria  tiene  derecho  a 
esperar  el  sacrificio  de  todas  las  diferencias  y  animosidades 
que  esa  personalidad  haya  suscitado;  y  como  en  todo  caso  el 
momento  es  serio,  todos  debemos  concurrir  a  facilitar  la  ac¬ 
ción  social,  bajo  el  timón  del  gobierno,  en  el  sentido  que  dé 
mayores  garantías  de  salvar  a  la  república  de  un  verdadero 
cataclismo.  El  gobierno  puede  disponer  de  grandes  fuerzas  so¬ 
ciales;  esperamos  que  el  cielo  le  dé  luz  para  armonizarlas  y 
que  ellas  mismas  se  presten  a  patriótica  armonización. 

C.  M.  S. 

(El  Correo  Nacional.  Bogotá,  septiembre  de  1894'. 


DISCURSO 

PRONUNCIADO  POR  EL  SEÑOR  CARLOS  MARTÍNEZ  SILVA  EN  LA 

CÁMABA  DE  REPRESENTANTES,  EN  LA  SESIÓN  DEL  DÍA  24  DE 
SEPTIEMBRE  DE  ¡1894,  AL  DISCUTIRSE  EL  PROYECTO  DE 
HONORES  A  LA  MEMORIA  DEL  DOCTOR  RAFAEL  NÜÑEZ 

Señor  presidente: 

En  esta  hora  solemne  «de  recogimiento  y  de  inspiración 
patriótica,»  considero  deber  de  nuestra  parte,  al  expedir  la 
ley  de  honores  a  la  memoria  del  señor  doctor  Rafael  Núñez, 
demostrar  que  éste  no  es  acto  de  bandería  política  ni  me¬ 
dida  de  hostilidad  contra  nadie,  sino  pura  y  simplemente  obra 
de  justicia,  y  que  al  proceder  como  estamos  procediendo,  lo 
hacemos,  no  como  miembros  de  un  partido,  sino  como  re¬ 
presentantes  de  la  nación. 

Aunque  haya  sido  práctica  de  todos  los  partidos,  no  sé 
hasta  dónde  sea  correcto  que  el  que  está  en  el  poder  se  val¬ 
ga  de  los  mismos  recursos  de  la  nación,  de  los  cuales  dispo¬ 
ne,  para  honrar  y  premiar  a  sus  leales  servidores;  pero  en 
todo  caso  sí  es  muy  justo  y  muy  loable  que  la  patria  reco¬ 
nozca  y  agradezca  y  premie  los  servicios  de  sus  hijos  ilustres. 
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Y  no  me  parece  difícil  probar  que  el  señor  doctor  Núñez 
tiene  títulos  demasiado  “claros,  no  sólo  a  la¿  gratitud  del  par¬ 
tido  a  que  nosotros  pertenecemos,  sino  a  la  de  la  patria  ente¬ 
ra,  que  comprende  todos  los  partidos^ y  aquella  gran  muche¬ 
dumbre  de  gentes  no^afiliadas  en  ninguno  de  nuestros  bandos 
políticos. 

No  es  ésta  la  oportunidad  de  hacer  estudio  completo  de  la 
vida  del  señor  doctor  Núñez,  tan  fecunda  en  vicisitudes  de 
todo  linaje,  y  tan  llena  de  enseñanzas  y  de  ejemplos,  ni  me 
atrevería  yo  a  acometer  semejante  tarea;  pero  sí  creo  de  mi 
deber  patentizar  aquí  que  más  como  colombiano  que  como 
conservador,  voy  a  votar  este  proyecto  de  ley. 

Para  ello  me  bastará  tomar  dos  o  tres  puntos  nada  más  de 
la  obra  portentosa  realizada  por  el  doctor  Núñez,  estudián¬ 
dola  con  la  misma  serena  imparcialidad  con  que  pudiera  ha¬ 
cerlo  un  habitante  de  otro  país  o  un  historiador  futuro. 

Ante  todo,  es  hecho  indiscutible  que  al  señor  doctor  Nú¬ 
ñez  debemos  la  reintegración  de  la  unidad  nacional;  y  este 
hecho  es  de  suyo  tan  grande  y  de  tal  trascendencia,  que  bien 
vale  la  pena  de  que  nos  detengamos  en  él  unos  momentos. 

Cuando  aquí  se  estableció  el  sistema  federal,  se  creyó  hon¬ 
rada  y  patrióticamente  que  habíamos  realizado  el  ideal  polí¬ 
tico;  que  la  éra  de  las  guerras  civiles  se  había  cerrado  para 
siempre;  que  el  equilibrio  entre  la  entidad  nacional  y  las  sec¬ 
cionales  sería  perfecto;  y  que  mediante  ese  equilibrio,  los  Es¬ 
tados,  con  sus  recursos  propios,  vigorosamente  desarrollados, 
alcanzarían  alto  grado  de  progreso  y  de  prosperidad  en  todos 
los  campos  de  la  actividad  humana. 

La  ilusión  no  tardó  en  empezar  a  disiparse,  y  cuando  con 
la  exageración  del  sistema  se  hubo  llegado  al  último  grado 
de  la  descentralización  política  y  administrativa,  nos  encon¬ 
tramos  en  pleno  régimen  feudal. 

A  no  me  valgo  de  esta  expresión  como  término  apasiona¬ 
do;  consigno  un  hecho  rigurosamente  histórico. 

¿Que  fue,  si  no,  lo  que  caracterizó  la  llamada  Edad  Me¬ 
dia  de  los  antiguos  Estados  de  Europa?  Pues  simplemente,  es¬ 
to:  los  reyes  o  jefes  de  los  pueblos  bárbaros  conquistadores, 
al  establecerse  en  las  tierras  codiciadas,  partieron  y  distribu- 
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yeron  entre  sus  tenientes  aquellos  mismos  territorios,  dando 
a  cada  cual  poder  absoluto  sobre  la  porción  adjudicada,  con 
la  única  condición  de  concurrir,  llegado  el  caso,  a  la  defensa 
común. 

Aquellos  señores  fueron  poco  a  poco  extendiendo  sus  pri¬ 
vilegios  y  prerrogativas,  haciéndose  más  insolentes  a  medida 
que  se  debilitaba  el  poder  real,  basta  el  punto  de  que  toda 
la  fuerza  vino  a  quedar  en  manos  de  los  barones,  y  la  auto¬ 
ridad  nacional  se  convirtió  en  sombra,  en  mera  apariencia  de 
soberanía.  Empezó  entonces  aquel  eterno  batallar  de  los  se¬ 
ñores,  que  oprimían  ferozmente  a  sus  respectivos  vasallos. 
Bajo  semejaute  régimen  de  inseguridad,  de  opresión  y  de 
guerra  continua,  todo  progreso  se  estancó,  y  durante  siglos 
la  Europa  entera  fue  un  caos  de  desolación  y  de  tinieblas. 
Aquello  fue  lo  que  se  llamó  la  Edad  Media. 

Guardadas  las  debidas  proporciones,  aquél  fue  también  el 
régimen  que  imperó  entre  nosotros  durante  varios  años.  Los 
llamados  Estados  soberanos  quedaron  entregados  a  caciques 
leales;  la  guerra  se  hizo  crónica,  y  la  inseguridad,  general. 
El  gobierno  nacional  tenía  que  contemplar  impasible  las  lu¬ 
chas  armadas  en  los  Estados,  en  virtud  de  aquella  singularí¬ 
sima  teoría  de  que  había  un  orden  público  general  y  otro 
local. 

Con  mucha  frecuencia  ocurrió  el  caso  de  que  el  presiden¬ 
te  de  la  república,  al  reunirse  el  congreso,  se  dirigiera  a  sus 
miembros  en  éstos  o  semejantes  términos: 

-Me  es  muy  grato  participaros  que  la  paz  federal  se  ha 
mantenido  inalterable  en  toda  la  extensión  de  la  república. 
Tengo,  sin  embargo,  la  pena  de  deciros  que  la  guerra  civil 
ha  hecho  o  está  haciendo  sentir  sus  estragos  en  el  Estado  de 
Boyacá,  en  el  de  Cundinamarca,  en  el  del  Tolima,  en  el  del 
Magdalena  y  en  el  de  Panamá,  lo  que  nos  ha  impedido  que 
el  régimen  federal  funcione  con  toda  regularidad.» 

¿Es  esto  siquiera  concebible?  Cuando  andando  el  tiempo, 
se  recuerden  esas  cosas,  ¿no  serán  ellas  motivo  de  estupefac¬ 
ción  para  las  generaciones  futuras?  ¿Pueden  hoy  los  jóvenes 
creer  siquiera  que  aquí,  en  este  Estado  de  Cundinamarca,  y 
en  esta  misma  ciudad  de  Bogotá,  hubo  ocasiones  en  que  la 
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guerra  estaba  localizada  del  puente  de  San  Francisco  para  allá, 
y  reinaba  la  paz  de  aquella  frontera  para  acá?  ¿Podrán  creer 
que  aqoí  había  dos  gobiernos,  unas  veces  en  abierta  pugna  y 
otras  indiferente  el  uno  a  los  desórdenes  y  aun  para  los  comba¬ 
tes  de  que  era  víctima  aquella  zona  extranjera? 

Tal  era  a  grandes  rasgos  trazada  la  situación  del  país  cuan¬ 
do  a  él  regresó  de  Europa,  después  de  once  años  de  ausen¬ 
cia,  el  señor  doctor  Rafael  Núñez,  que  venía  como  senador 
por  el  Estado  de  Bolívar  y  como  candidato  a  la  presidencia, 
proclamado  por  una  fracción  del  partido  liberal. 

Aquel  hombre  de  privilegiada  inteligencia,  cultivada  con 
esmero  en  Inglaterra,  donde  tánta  importancia  se  da  al  orden, 
a  la  paz  y  a  la  seguridad,  comprendió  al  punto  que  Colombia 
marchaba  aceleradamente  a  la  disolución  y  a  la  ruina,  y  que 
una  reforma  fundamental  se  imponía.  Inicióla  desde  entonces, 
llamando  a  realizarla  a  todos  los  hombres  prominentes  del 
partido  liberal.  No  se  le  oyó,  y  no  solamente  no  se  le  oyó,  sino 
que  se  le  declaró  cruda  guerra.  El  entonces  presidente  de  la 
república  y  el  círculo  que  le  rodeaba,  combatieron  por  todos 
los  medios  lícitos  e  ilícitos  la  candidatura  del  doctor  Núñez. 
Violencias  de  todo  género  se  hicieron  sentir,  y  aquí  mismo, 
en  la  capital,  presenciamos  el  odioso  espectáculo  de  los  sol¬ 
dados  de  la  guardia  colombiana  atacando  a  los  electores,  y 
matándose  ellos  mismos  en  combate  campal  en  una  calle  pú¬ 
blica. 

Derrotado  así  el  doctor  Núñez,  se  dirigió  a  Cartagena  a 
ejercer  la  gobernación  del  Estado  de  Bolívar.  Siguió  allí  per- 
severantemente  la  labor  de  la  reforma  política,  por  medio  de 
luminosos  escritos,  que  iban  poco  a  poco  abriendo  camino  a 
la  verdad. 

Después  de  largas  vicisitudes,  que  no  és  del  caso  recordar 
aquí,  y  de  nuevas  luchas  armadas,  y  también  de  nuevas  vio¬ 
lencias,  de  alguna  de  las  cuales  fue  víctima  un  honorable  re¬ 
presentante  que  ocupa  asiento  en  esta  cámara,  vino  a  la  pre¬ 
sidencia  de  la  república  el  señor  doctor  Núñez.  No  vino  a 
ella  con  los  votos  del  partido  radical.  Ellos  siguieron  comba¬ 
tiéndolo  con  furia  desesperada,  y  llegaron  hasta  el  punto  de 
oponer  a  su  candidatura  la  de  un  soldado  vulgar,  que  sólo 
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presentaba  como  títulos  un  banquillo  político  y  el  saqueo  de 
los  bancos  de  Medellín.  Por  el  doctor  Núñez  sólo  votaron  en 
aquella  época  los  independientes  y  los  conservadores,  con  per¬ 
fecto  conocimiento  del  programa  político  que  representaba 
aquella  candidatura. 

Fiel  el  doctor  Núñez  a  su  programa  y  sacrificando  a  la 
realización  de  él  hondos  resentimientos  personales,  su  pri¬ 
mer  cuidado,  al  encargarse  del  gobierno,  fue  invitar  a  los 
radicales  a  la  reforma  constitucional,  empezando  por  dar  ca¬ 
bida  en  el  ministerio  a  miembros  conspicuos  de  ese  partido. 

El  llamamiento  del  doctor  Núñez  fue  desoído  de  nuevo, 
y  ello  a  pesar  de  que  todos  los  prohombres  del  radicalismo 
habían  reconocido  expresamente  que  la  república  marchaba 
en  derechura  al  abismo,  si  no  se  cambiaban  las  instituciones. 
El  señor  Diógenes  Arrieta,  en  una  obra  que  debe  recordarse, 
recogió  y  consignó  las  opiniones  emitidas  por  muchos  libera¬ 
les  ilustrados  sobre  el  absurdo  que  entrañaba  la  Constitución 
de  1863.  Don  Santiago  Pérez,  don  Felipe  Zapata,  don  Justo  Aro- 
semena,  don  Carlos  Nicolás  Rodríguez,  el  general  Santos  Gutié¬ 
rrez  y  muchos  otros,  de  acuerdo  estaban  en  que  aquella  Cons¬ 
titución  requería  revisión  fundamental.  A  raíz  de  la  revolu¬ 
ción  de  1876  fundó  el  señor  don  Felipe  Pérez  «El  Relator-,  casi 
con  el  único  objeto  de  predicar  también  la  reforma,  anuncian¬ 
do  con  voz  de  profeta,  aunque  para  ello  no  se  necesitaba  ins¬ 
piración  divina,  que  el  partido  radical  caería  infaliblemen¬ 
te  del  poder  si  no  aprovechaba  la  ocasión  de  la  reciente  vic¬ 
toria  para  dar  satisfacción  a  las  clamorosas  exigencias  de  la 
opinión,  en  el  sentido  de  fundar  un  régimen  de  autoridad  y 
de  paz. 

El  orgullo  o  la  ceguedad  impidieron  a  los  radicales  seguir 
al  doctor  Núñez  en  el  camino  que  les  trazaba;  le  volvieron 
la  espalda  con  desdén,  y  no  contentos  con  esto,  apelaron  lué- 
go  a  las  armas  para  derrocarlo  del  poder.  Ya  en  estas  cir¬ 
cunstancias  el  doctor  Núñez  tuvo  que  apelar  al  partido  con¬ 
servador  para  restablecer  el  orden  público,  y  aquel  partido 
le  prestó  apoyo  leal  y  desinteresado.  Lo  que  vino  después, 
todos  lo  sabemos.  Terminada  ya  la  guerra  virtualmente,  el 
mismo  día  en  que  aquí  se  celebraba  la  victoria  de  La  Huma- 
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reda,  el  doctor  Núñez  se  dejó  ver  en  uno  de  los  balcones  del 
palacio  que  tenemos  al  frente  y  saludando  desde  allí  a  la 
multitud  que  lo  aclamaba,  declaró  muerta  la  Constitución  de 
1863  y  abierta  una  nueva  éra  para  el  país. 

Muerta  estaba  aquella  Constitución,  y  el  doctor  Núñez  sólo 
reconoció  un  hecho  cumplido,  firmando  la  partida  de  defun¬ 
ción;  y  muerta  estaba  aquella  Constitución  porque  los  pueblos 
no  podían  seguir  viviendo  bajo  su  imperio,  porque  todos  los 
partidos  la  habían  condenado,  y  porque  los  radicales  mismos, 
al  alzarse  en  armas  conta  el  gobierno,  habían  acabado  de  rom¬ 
perla  y  despedazarla. 

Traidor  llaman  algunos  al  doctor  Núñez  por  aquella  declara¬ 
ción.  ¿Y  con  qué  título  señores?  ¿Traidor  a  quién  fue  el  doctor 
Núñez?  A  los  radicales?  No,  puesto  que  no  vino  él  al  poder  con 
sus  votos,  sino  en  lucha  abierta  contra  ellos,  ¿A  los  liberales  que 
le  habían  acompañado  fielmente  hasta  entonces  en  el  camino  de 
la  reforma?  Tampoco,  puesto  que  el  programa  del  doctor  Nú¬ 
ñez,  era  de  antemano  perfectamente  claro  y  de  todos  conoci¬ 
do.  ¿A  la  Constitución  misma?  Tampoco,  porque  ella,  por  la 
fuerza  de  los  sucesos,  había  dejado  de  regir  en  el  país. 

Menguada  y  muy  triste  idea  suelen  tener  los  partidos  de 
la  fidelidad  política.  Sólo  los  caudillos  de  tribu  y  de  pandilla 
se  creen  obligados  a  perseverar  en  el  error  por  miedo  servil 
de  aparecer  desleales  a  lo  que  en  una  vez  creyeron  bueno. 
Los  verdaderos  hombres  de  Estado,  aquellos  que  tienen  la  vi¬ 
sión  de  las 'grandes  crisis,  no  vacilan,  en  un  momento  dado, 
en  levantarse  por  encima  de  los  intereses  de  su  partido  para 
ver  solamente  los  intereses  de  la  patria. 

Tipo  de  aquellos  hombres  de  Estado  fue  en  Inglaterra 
Robert  Peel,  de  quien  el  doctor  Núñez  me  habló  en  más  de 
una  ocasión  con  verdadero  entusiasmo,  lo  que  indica  que  de 
su  vida  había  hecho  particular  estudio. 

Todos  mis  honorables  colegas  saben  que  Robert  Peel 
era  jefe  del  partido  conservador  en  Inglaterra,  y  que  este 
partido  tenía  como  cánones  o  dogmas  fundamentales  de  su 
política  el  privilegio  de  los  derechos  políticos  para  los  miem¬ 
bros  de  la  comunión  anglicana  y  la  prohibición  de  importar 
trigos  y  cereales  extranjeros  al  Reino  Unido,  lo  cual  asegura- 
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ba  el  alto  valor  de  las  tierras  pertenecientes  a  la  nobleza,  base 
y  sustentáculo  del  conservatismo  inglés. 

Estaba  Robert  Peel  en  el  poder,  cuando  O’  Connell  inició 
el  gran  movimiento  en  favor  déla  libertad  de  los  católicos  de 
Irlanda;  y  aquel  movimiento  fue  tan  formidable,  que  el  jefe  • 
del  gobierno  se  convenció  de  que  un  conflicto  sería'  inevita¬ 
ble  si  no  se  daba  la  razón  a  los  que  con  tánta  energía  la  recla¬ 
maban.  Sin  vacilar,  sin  temer  las  consecuencias,  Robert  Peel  se 
presentó  entonces  al  parlamento  e  hizo  pasar  el  bilí  que  igualó 
católicos  y  protestantes  de  todas  las  sectas  en  el  goce  de  los  de¬ 
rechos  políticos.  El  golpe  fue  duro  y  la  reacción  violenta.  El 
jefe  conservador  fue  calificado  de  traidor  y  casi  excomulgado 
por  sus  antiguos  amigos.  Más  tarde  vino  para  aquel  hombre  de 
Estado  una  nueva  crisis,  más  terrible  aún.  Estaba  otra  vez  en 
el  poder  cuando  sobrevino  la  gran  cuestión  de  la  libre  intro¬ 
ducción  de  los  cereales.  La  liga  de  Cobden  y  de  Bright  había 
producido  una  revolución  en  los  espíritus  y  la  reforma  solici¬ 
tada  se  hacía  inevitable.  Robert  Peel,  campeón  del  proteccio¬ 
nismo,  se  convenció  honradamente  de  que  estaba  en  el  error 
y  de  que  era  necesario  repararlo.  Otra  vez,  sin  vacilaciones,  sin 
consultar  el  punto  con  nadie,  echando  sobre  sí  todas  las  res¬ 
ponsabilidades,  presentó  al  parlamento  el  bilí  que  permitía  la 
libre  introducción  de  los  cereales. 

La  tempestad  que  se  levantó  fue  formidable;  la  nobleza, 
que  creyó  iba  a  quedar  arruinada,  se  sintió  herida^de  muerte; 
el  partido  conservador  en  masa  se  alzó  contra  su  jefe.  El 
nombre  de  éste  fue  escarnecido  y  odiado  con  odios  verdade¬ 
ramente  implacables,  y,  al  parecer,  justificados. 

El  grande  hombre  de  Estado  resistió  impasible  la  tormen¬ 
ta,  con  la  conciencia  del  deber  cumplido,  y  al  separarse  del 
gobierno  y  de  la  dirección  de  su  partido,  pudo  decir  aquellas 
hermosas  palabras  que  hoy  se  leen  en  el  pedestal  de  su  esta¬ 
tua:  -Desciendo  del  poder,  odiado,  escarnecido  y  vilipendiado 
por  mis  antiguos  amigos  y  por  muchos  hombres  de  bien;  pero 
confío  en  que  no  muy  tarde  mi  nombre  será  recordado  cou 
gratitud  en  el  hogar  del  pobre  y  del  obrero  obligados  a  ganar 
el  pan  con  el  sudor  de  su  frente.  En  aquellas  humildes  mo- 
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radas,  los  que  las  habiten  me  recordarán  con  benevolencia, 
al  reparar  sus  fuerzas  con  un  pan  bueno  y  barato,  tanto  más 
sabroso  cuanto  no  tendrá  ya  como  levadura  el  sentimiento  de 
la  injusticia.» 

Y  la  predicción  se  cumplió;  los  beneficios  de  la  reforma 
no  tardaron  en  sentirse,  y  el  nombre  de  Eobert  Peell  es 
boy  el  más  popular  en  Inglaterra.  Todos  los  partidos  veneran 
su  memoria,  y  en  el  pedestal  de  su  estatua  coloca  flores  la 
gratitud  nacional. 

Aquellos  son,  señores,  los  grandes  políticos.  Los  otros,  los 
serviles,  los  rutineros,  los  de  estrecha  visión,  pasan  sin  dejar 
huella  alguna;  y  a  aquella  primera  clase  pertenece  el  doctor 
Rafael  Núñez. 

Comprendo  muy  bien  los  odios  y  rencores  que  su  nom¬ 
bre  despierta  boy  entre  muchos  de  los  miembros  del  partido 
vencido;  pero  el  tiempo  pasará:  los  detalles  e  imperfecciones 
de  la  obra,  los  medios  empleados  para  realizarla,  se  irán  bo¬ 
rrando,  y  al  fin  quedará  en  pie  solamente  este  gran  bien  de 
la  unidad  nacional,  de  que  boy  disfrutamos  todos,  con  los 
beneficios  consiguientes  de  la  paz,  y  que  los  mismos  radicales 
habrán  de  reconocer  más  tarde.  Probable  es  que  ellos,  más  o 
menos  transformados  y  modificados,  vuelvan  al  poder;  pero 
estoy  seguro  de  que  en  esta  parte  no  desliarán  la  obra  del 
doctor  Núñez,  para  tornar  a  aquella  edad  media  de  que  va 
be  hablado.  La  unidad  se  conservará,  y  ésta  es  conquista  de¬ 
finitiva  que  queda  incorporada  en  nuestra  historia  y  en  nues¬ 
tro  derecho  público. 

No  hay  como  el  tiempo  para  corregir  los  apasionados  jui¬ 
cios  de  los  partidos.  Si  ahora  sesenta  y  cuatro  años,  cuando 
llegó  a  Bogotá  la  noticia  de  la  muerte  del  Libertador,  se  hu¬ 
biera  propuesto  al  congreso  de  aquel  año  levantar  una  esta¬ 
tua  a  la  memoria  de  Bolívar,  no  bav  para  qué  decir  que  los 
libérale  sliabrían  protestado  con  todas  sus  fuerzas  contra  tal  pro¬ 
yecto.  Habrían  hablado  del  tirano,  habrían  hecho  recuento  de 
todos  sus  errores  y  de  todas  sus  faltas  y  lo  habrían  juzgado 
con  el  estrecho  criterio  de  las  pasiones  del  momento.  ¿Qué 
liberal  se  atrevería  hoy  a  emplear  semejante  lenguaje  tratán¬ 
dose  de  un  monumento  a  la  memoria  del  padre  de  la  patria? 
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Hoy  el  historiador  podrá  fríamente  estudiar  los  pormenores^ 
de  la  vida  de  aquel  hombre  excepcional;  pero  queda  en  pie, 
por  encima  de  todo,  el  gran  bien  de  la  independencia,  que 
no  hay  colombiano  que  no  reconozca  y  bendiga. 

¿Y  qué  habrían  dicho  los  conservadores  si  recién  muerto 
el  general  Santander,  sus  partidarios^  hubieran  propuesto  le¬ 
vantarle  una  estatua?  ¿Con  qué  severidad  habrían  sido  juzga¬ 
dos  todos  los  actos  de  la  vida  pública  de  aquel  magistrado? 
Y,  sin  embargo,  conservadores  y  liberales,  vemos  hoy  con 
orgullo  y  satisfacción  la  estatua  del  general  Santander  en  el 
parque  que  lleva  su  nombre,  porque  todos  reconocemos  que 
él  fue  fundador  del  régimen  civil  en  esta  tierra,  y  que  a  él 
se  deben  las  bases  y  fundamentos  de  la  administración  pú¬ 
blica. 

No  todos  los  medios  de  que  se  valieron  en  Francia  Carlos 
VII,  su  hijo  Luis  XI  y  más  tarde  el  cardenal  de  Ricbelieu, 
para  abatir  y  quebrantar  el  orgullo  de  los  señores  feudales  y 
reconstituir  la  nacionalidad  francesa,  fueron  ajustados  a  las 
reglas  de  la  más  estricta  moralidad.  En  la  lucha  por  ellos 
empeñada  contra  vasallos  poderosos,  y  también  no  muy  es¬ 
crupulosos,  forzoso  les  fue  emplear  medidas  de  rigor  y  de 
violencia;  y  no  obstante  las  figuras  de  aquellos  grandes  polí¬ 
ticos  son  hoy  objeto  de  admiración  y  de  respeto  para  todos 
los  franceses  que  tienen  una  patria  grande  y  poderosa. 

No  hay  batalla,  de  esas  que  han  decidido  la  suerte  de  los 
pueblos,  en  que  no  haya  habido  muertos  y  heridos,  y  viudas 
y  huérfanos,  y  riquezas  destruidas  y  desgracias  personales  de 
todo  linaje;  pero  con  el  tiempo  las  lágrimas  se  enjugan,  las 
heridas  se  restañan,  las  mieses  reverdecen,  la  riqueza  destrui¬ 
da  se  rehace,  las  pérdidas  de  vidas  se  recuerdan,  y  quedan  el 
bien  y  el  progreso  y  la  grandeza,  que  surgen  de  aquellas 
tempestades. 

Pero  aún  hay  una  segunda  faz  en  la  obra  del  doctor  Nú- 
ñez,  cuyos  benéficos  resultados  estamos  ya  hoy  apreciando, 
amigos  y  enemigos,  y  que  cada  día  será  motivo  de  mayor 
agradecimiento  de  parte  de  la  república.  Me  refiero  a  la  pa¬ 
cificación  de  las  conciencias  y  al  respeto  por  el  sentimiento 
religioso. 
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Muy  penoso  es  para  mí  en  este  momento  hacer  reminis¬ 
cencias  de  hechos  que  todavía  irritan  y  sublevan  las  fibras 
más  hondas  y  más  delicadas  del  corazón;  pero  es  preciso  evo¬ 
car  esos  recuerdos,  porque  no  puede  apreciarse  debidamente 
el  bien  presente,  sin  ponerlo  en  parangón  con  el  mal  pasado. 

No  habréis  olvidado,  honorables  colegas,  aquellos  tiempos 
verdaderamente  nefandos  en  que  la  iglesia,  y  sus  ministros  y 
sus  prácticas  todas  eran  objeto  aquí  de  la  más  odiosa  perse¬ 
cución  oficial  y  del  más  irritante  escarnio  de  parte  de  la 
prensa  liberal.  Las  leyes  sobre  inspección  de  cultos,  sobre  ce¬ 
menterios,  sobre  matrimonio  civil,  sobre  procesiones,  motivos 
fueron  de  la  más  ardiente  controversia  y  de  la  más  profunda 
indignación  de  parte  de  todos  los  católicos.  Bajo  el  imperio 
de  una  Constitución  que  reconocía  la  más  absoluta  libertad 
de  cultos  y  la  más  amplia  libertad  de  imprenta,  de  palabra  y 
de  reunión,  so  pretexto  de  orden  público  se  perseguía  a  los 
ministros  católicos  que  predicaban  y  enseñaban  lo  que  su  de¬ 
ber  les  prescribía  predicar  y  enseñar,  y  se  nos  prohibía  ente¬ 
rrar  a  nuestros  muertos  conforme  a  los  ritos  de  nuestra  reli¬ 
gión,  y  en  virtud  de  las  leyes  sobre  matrimonio  se  llevaba  a 
los  hogares  cristianos  un  elemento  de  perturbación  y  de  in¬ 
moralidad,  se  arrancaba  a  los  niños  de  los  brazos  de  sus 
madres  para  llevarlos  a  escuelas  sin  Dios  y  en  los  colegios 
oficiales  todas  las  enseñanzas  iban  encaminadas  a  destruir  de 
raíz  en  los  jóvenes  los  sentimientos  religiosos. 

Aquel  género  de  guerra  se  hacía  sentir  en  todas  partes, 
rompiendo  los  más  sagrados  vínculos,  separando  al  esposo  de 
la  esposa,  al  hijo  de  sus  padres,  al  hermano  del  hermano! 

¡Cuán  amargas  lágrimas  derramaron  entonces  las  madres  al 
ver  a  sus  hijos  renegar  de  la  santa  fe  de  sus  mayores  y  hacer 
de  ella  befa  y  escarnio  en  el  seno  mismo  del  hogar  doméstico! 

El  periodismo  en  aquel  tiempo  es  el  más  seguro  indicante 
de  la  profunda  perturbación  de  los  espíritus  y  de  la  insania 
a  que  nos  condujo  la  feroz  intolerancia  sectaria.  Basta  abrir, 
al  acaso,  cualquier  colección  de  los  periódicos  de  la  época  para 
corroborar  este  aserto.  Los  editoriales  de  cualquiera  de  aque¬ 
llos  periódicos  liberales  no  trataban  ni  de  finanzas,  ni  de  vías 
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de  comunicación,  ni  de  artes,  ni  ciencias,  ni  de  ningún  pro¬ 
greso  realizado  o  por  realizar:  temas  obligados  eran  el  purga¬ 
torio,  el  infierno,  las  indulgencias,  etc.;  y  a  su  vez  los  perió¬ 
dicos  conservadores,  obligados  a  la  defensa,  destinaban  series 
enteras  de  artículos  para  probar  que  San  Pedro  sí  estuvo  en 
Roma  y  que  Galileo  no  fue  quemado  por  la  Inquisición,  y 
otros  temas  por  el  estilo.  El  utilitarismo  de  Bentham  fue  dis¬ 
cutido  durante  años,  hasta  la  saciedad,  en  los  periódicos,  y  a 
tal  punto  llegó  la  extravagancia  en  esas  materias,  que  vimos, 
en  este  mismo  recinto,  un  congreso  convertido  en  concilio, 
discutiendo  y  definiendo  como  dogma  la  doctrina  de  Bentbam. 
El  pontífice  de  la  secta,  el  doctor  Ezequiel  Rojas,  durante  tres 
días  disertó  aquí  sobre  utilitarismo,  y  el  congreso,  convencido 
por  aquella  exposición,  decretó  por  ley  que  la  doctrina  filosó¬ 
fica  de  Bentbam  era  la  verdadera  y  la  que  debía  enseñarse  en 
los  colegios  oficiales. 

El  medio  más  seguro  de  lograr  entonces  sueldos  y  coloca¬ 
ciones  era  el  insultar  y  escarnecer  las  creencias  de  los  colom¬ 
bianos.  La  impiedad  y  la  blasfemia  llegaron  a  ser  una  profe¬ 
sión  lucrativa.  El  que  no  podía  ser  arriero  se  metía  a  ateo,  y 
al  mozo  más  palurdo  y  grosero  le  bastaba  publicar  en  cual¬ 
quier  periódico  alguna  sandez  contra  la  religión  para  tener 
asegurada  una  posición  oficial. 

Como  sucede  con  todas  las  tiranías,  la  que  entonces  empezó 
por  ejercerse  contra  los  católicos,  se  volvió  contra  los  mismos 
liberales.  Ninguno  de  ellos  podía  ya  hacer  manifestación  algu¬ 
na  de  sentimiento  religioso.  El  liberal  que  oía  misa  siquiera, 
quedaba  excomulgado,  y  la  feroz  intransigencia  llegaba  hasta 
el  lecho  mismo  del  moribundo.  En  torno  de  él  se  congrega¬ 
ban  los  amigos  de  la  secta,  no  para  confortarlo  y  consolarlo, 
sino  para  impedir  que  recibiera  los  últimos  auxilios  de  la  re¬ 
ligión.  Entre  el  moribundo  y  la  esposa  y  las  bijas,  se  interpo¬ 
nía  el  sectario,  y  la  muerte  del  que  en  tales  condiciones  y 
bajo  semejante  presión,  aparecía  rechazando  los  auxilios  de  la 
iglesia,  era  celebrada  como  triunfo  de  partido  y  convertida  en 
objeto  de  ostentosas  manifestaciones  y  de  nuevos  ultrajes  al 
sentimiento  religioso  de  la  nación. 

Tal  era,  trazada  sin  exageración  alguna,  la  situación  del  país 
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en  esta  materia  cuando  a  él  regresó  el  señor'doctor  Núñez.  Ya 
se  comprende  cuáles  debieron  ser  su  [asombro  y  su  sorpresa, 
viniendo  de  un  país  en  donde  tánto  se  respeta  el  sentimiento 
religioso,  y  donde  la  cultura  social  ha  impuesto  la  más  abso¬ 
luta  tolerancia.  Puede  medirse  el  estado  de  los  espíritus  por 
la  sola  circunstancia  de  que  el  haber  dicho  el  doctor  ]Núñez, 
recién  llegado  a  Bogotá,  que  él  -no  erafdecididamente  antica¬ 
tólico,"  fue  motivo  de  que  se  lanzaran  contra  él  todo  género 
de  improperios  e  insultos  por  los  periódicos  radicales. 

A  pesar  de  ello,  el  señor  doctor  Núñez  abrió  desde  enton¬ 
ces  campaña  en  favor  de  la  tolerancia  religiosa,  y  la  continuó 
imperturbable  hasta  que  vino  a  ocupar  la  presidencia  de  la 
república.  Desde  aquella  época  empezó  la  calma,  cesaron  las 
hostilidades  oficiales,  y  poco  a  poco  se  fue  adelantando  en  el 
camino  hasta  llegar  a  la  situación  actual.  Hoy  todas  las  creen¬ 
cias  son  respetadas,  goza  la  iglesia  de  completas  garantías  y  la 
enseñanza  pública  está  de  acuerdo  con  el  sentimiento  popular. 
A  nadie  se  persigue  por  opiniones  religiosas,  y  aun  cuando 
algunos  fanáticos  se  lamenten  todavía  de  que  en  los  estableci¬ 
mientos  de  educación  se  enseñe  y  practique  la  doctrina  cris¬ 
tiana,  la  voz  de  aquellos  pocos  queda  ahogada  por  la  de  sus 
mismas  madres,  esposas,  hijas  y  hermanas,  que  también  deben 
tener  voto  en  esas  materias. 

La  paz  de  Westfalia  marca  época  en  la  historia  de  Europa, 
porque  ella  puso  término  a  las  sangrientas  guerras  religiosas. 
El  advenimiento  del  doctor  Núñez  al  poder,  marca  época  igual 
en  la  historia  de  Colombia.  La  guerra  religiosa  no  volverá. 
Dios  mediante,  a  afligir  a  la  república,  y  aun  cuando  el  parti¬ 
do  radical  tornara  a  regir  sus  destinos,  seguro  estoy  de  que  no 
reviviría  el  viejo  sistema.  Esta  es,  pues,  una  nueva  y  definiti¬ 
va  conquista  ganada  para  la  causa  de  la  patria  común,  v  ella 
sola  bastaría  para  que  el  nombre  del  doctor  Núñez  sea  pro¬ 
nunciado  hoy  con  gratitud  en  todos  los  hogares,  y  con  vene¬ 
ración  por  las  generaciones  futuras. 

Mencionaré  ahora  solamente  y  como  de  paso,  dos  beneficios 
más  que  han  sido  resultado  de  la  obra  del  doctor  Núñez:  la 
unificación  de  la  legislación  civil  y  penal  y  la  buena  organi¬ 
zación  que  hoy  tiene  la  administración  de  justicia,  que  a  todos 
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^fla  garantías  y  que  es  el  más  firme  sustentáculo  del  orden 
social. 

Como  político,  el  doctor  Núñez  se  distinguió  siempre  por 
el  respeto  a  la  opinión  pública.  El  secreto  de  sus  triunfos  está 
casi  exclusivamente  en  que  él  estaba  dotado  de  maravillosa  sa¬ 
gacidad  para  distinguir  las  verdaderas  de  las  falsas  corrientes 
de  la  opinión,  no  dejándose  imponer  por  las  últimas  y  some¬ 
tiéndose  siempre  al  impulso  de  las  primeras. 

La  soberbia  que  ciega  a  los  hombres  de  Estado,  no  cupo 
en  su  mente,  ni  en  su  corazón  hallaron  cabida  los  odios  mez¬ 
quinos  y  ruines.  Naturaleza  expansiva  y  generosa,  mente  am¬ 
plia  y  serena  visión,  jamás  se  dejó  extraviar  por  pequeñeces 
y  rencores.  Tuvo  la  gran  recomendación  de  saber  amar  y  agra¬ 
decer:  por  eso  fue  siempre  fiel  en  sus  amistades,  y  en  los  mo¬ 
mentos  difíciles,  más  que  a  las  inteligencias,  sabía  hablar  a 
los  corazones. 

Tirano  han  apellidado  algunos  al  doctor  Núñez.  No  entro 
a  apreciar  el  valor  de  este  calificativo,  del  que  tánto  se  lia 
abusado  en  todos  los  países  y  en  especial  en  nuestra  América. 
En  todo  caso  espero  que  aun  los  más  encarnizados  enemigos 
del  doctor  Núñez  habrán  de  convenir  en  que  aquella  tiranía 
dista  mucho  de  las  que  humillan  y  abaten  a  los  pueblos.  El 
d  ocor  Núñez  separado  voluntariamente  del  poder,  llevando 
vida  modesta,  huyendo  de  aparatosos  honores  y  relumbrones, 
consagrado  a  trabajos  intelectuales  y  aun  al  ameno  cultivo  de 
las  musas,  siguiendo  con  mirada  escrutadora  el  movimiento 
político  y  social  de  las  naciones  extranjeras,  no  podía  ser  un 
tirano  en  la  acepción  común  de  la  palabra.  ¡Qué  diferencia 
entre  un  hombre  de  este  tipo  y  aquellos  caciques  vulgares  y 
groseros,  adoradores  de  la  fuerza  bruta,  sanguinarios  y  rapaces, 
que  han  deshonrado  algunos  Estados  de  la  América  latina,  lla¬ 
mándose  los  más  de  ellos  liberales. 

Basta  y  sobra  lo  dicho,  rae  parece,  para  explicar  el  alcance 
del  provecto  de  ley  que  estamos  discutiendo  y  que  no  podía 
pasar  como  una  mera  formalidad  oficial. 

Cualesquiera  que  sean  las  vicisitudes  que  el  porvenir  nos 
guarde,  podemos  estar  seguros  de  una  cosa:  de  que  la  estatua 
que  vamos  a  levantar,  no  descenderá  de  su  pedestal:  guardada 
y  custodiada  será  siempre  por  la  gratitud  nacional. 
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CARLOS  HOLGUIN 

DISCURSO  PRONUNCIADO  EN  EL  CEMENTERIO  DE  BOGOTÁ,  EL  20 
DE  OCTUBRE  DE  1894,  POR  EL  DOCTOR  CARLOS  MARTÍNEZ  SILVA 
EN  NOMBRE  DE  LA  CÁMARA  DE  REPRESENTANTES  Y  EN  VIRTUD 
DE  ELECCIÓN  QUE  ÉSTA  HIZO  EN  VOTACIÓN  SECRETA,  EN  LA  QUE 
RESULTÓ  ELEGIDO  EL  DOCTOR  MARTÍNEZ  SILVA  ORADOR  POR  45 

VOTOS 

Señores: 

Al  fin  halló  la  paz  el  varón  fuerte  para  quien  la  vida  fue 
continuada  milicia;  al  fin  encontró  el  reposo  el  que  en  el  tiem¬ 
po  no  lo  conoció;  al  fin  el  espíritu  inquieto,  sediento  de  luz 
y  de  verdad,  ha  llegado  al  centro  de  toda  luz  y  de  toda  verdad. 

Depuestas  las  armas  de  la  lid  recia  y  brava,  descansa  el  infa¬ 
tigable  batallador.  La  palabra  ardiente  y  acerada  del  tribuno 
ha  muerto  en  sus  labios;  la  pluma  yace  inerte:  la  voz  de  man¬ 
do  del  jefe  y  del  caudillo  ya  no  se  oye.  Su  rostro  plácido  y 
de  dulce  austeridad,  invitándonos  está  a  meditar  en  los  mis¬ 
terios  de  la  muerte  y  a  dar  de  mano  a  los  ruines  y  mezqui¬ 
nos  afanes  de  la  vida. 

¿Y  cómo  hablar  de  glorias  y  de  honores  en  presencia  de 
la  tumba,  humillación  suprema  del  mortal?  ¿Cómo  hablar  de 
bandos,  de  discordias  y  de  parcialidades  al  que  acaba  de  en¬ 
trar  en  la  región  de  la  caridad  y  del  amor? 

Paz!  Tal  es  el  eco  que  repercute  en  estos  lugares.  '  ueren 
en  estas  playas  las  ondas  alborotadas  de  las  pasiones  políticas 
y  de  los  disturbios  populares;  y  no  seré  yo  el  profano  que 
venga  en  esta  hora  solemne  a  turbar  el  envidiable  y  santo 
concierto  de  los  muertos. 

Obligado,  sin  embargo,  por  honrosísima  designación  de  la 
cámara  de  representantes  a  dar  la  postrer  despedida  al  común 
amigo  personal  y  político,  forzoso  me  será  traspasar  los  lími¬ 
tes  que  en  otras  circunstancias  me  hubiera  impuesto,  y  decir 
dos  palabras  sobre  la  vida  pública  del  eminente  ciudadano 
cuyos  restos  venimos  a  confiar  a  la  amorosa  madre  tierra. 

Fue  el  señor  doctor  Holguín  una  especie  de  Carlos  XII  de 
nuestra  agitada  política.  Revistióse  desde  su  primera  juventud 


—  374  — 


con  los  arreos  de  la  batalla,  y  de  ellos  no  se  desprendió  hasta 
que  la  muerte  vino  a  llamarle,  que  no  a  sorprenderle.  Lu¬ 
char,  luchar  siempre  fue  su  consigna  y  su  vocación.  Lidió  así  en 
la  cátedra  y  en  los  círculos  sociales,  en  el  periodismo  y  en  la 
correspondencia  epistolar,  en  el  club  político  y  en  los  cam¬ 
pos  de  batalla,  en  la  tribuna  parlamentaria  y  en  los  comicios 
populares,  en  la  oposición  y  en  el  gobierno,  siempre  con  un 
mismo  entusiasmo  y  con  una  misma  fe;  y,  circunstancia  muy 
digna  de  ser  anotada:  a  pesar  de  aquel  constante  y  rudo  ba¬ 
tallar,  el  señor  doctor  Holguín  no  contó  verdaderos  enemi¬ 
gos  entre  sus  adversarios  políticos.  Siempre  tuvo  entre  ellos 
amigos  leales  y  generosos  que  le  protegieron  y  ampararon  en 
peligrosísimos  trances  de  su  azarosa  vida  y  que  hasta  en  este 
mismo  momento,  fieles  a  la  antigua  amistad  han  venido  a  re¬ 
gar  flores  sobre  su  sepulcro. 

Conciliar  así,  en  esta  tierra  de  feroces  intransigencias,  la 
tenacidad  y  energía  del  partidario  con  la  hidalguía  del  caba¬ 
llero,  prueba  es  de  altas  dotes  de  nobleza  de  carácter  y  de 
genuina  benevolencia.  No  comprendía  el  señor  doctor  Hol¬ 
guín  que  la  lealtad  política  implicara  rustiquez  en  las  mane¬ 
ras,  desabrimiento  y  dureza  en  el  trato  con  las  gentes  que 
no  concuerden  con  nuestras  opiniones,  encono  y  rencor  con 
los  que  militan  en  opuestos  campamentos,  cuyos  linderos  sue¬ 
len  estar,  por  lo  demás,  confusamente  demarcados. 

Hombre  de  mundo  era,  en  una  palabra,  el  señor  doctor 
Holguín.  Su  trato  franco,  ameno  y  cordial  le  cautivaba  calu¬ 
rosas  simpatías.  Con  el  poderoso  y  con  el  humilde,  con  la 
dama  elegante  y  con  el  menestral,  con  el  estudiante  y  con  el 
hombre  de  letras,  con  todos  departía  con  llaneza  y  con  ex¬ 
quisita  cortesanía,  hablando  a  cada  cual  de  lo  que  pudiera 
interesarle.  Y  procediendo  de  esta  suerte,  prestó  mayores  ser¬ 
vicios  a  su  causa  que  los  que  le  hubiera  prestado  escribien¬ 
do  doctos  y  profundos  tratados  de  filosofía  política.  Arte,  más 
que  ciencia,  es  el  manejo  de  la  cosa  pública,  ya  que  los  hom¬ 
bres  se  dirigen  más  fácilmente  por  la  imaginación  que  por  la 
razón,  más  por  las  buenas  palabras  y  por  los  buenos  modales 
que  por  la  austeridad  y  rigor  inflexible  de  las  ideas. 
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Donde  acaso  brilló  más  el  señor  doctor  Holguín  fue  en  la 
tribuna  parlamentaria,  pedestal  casi  obligado  de  encumbra¬ 
miento  en  los  países  democráticos.  Voz  limpia  y  de  acerado 
tono,  energía  en  la  expresión,  lógica  en  el  razonamiento,  ele¬ 
gancia  y  riqueza  en  la  dicción,  calor  y  vehemencia  eran  los 
rasgos  distintivos  de  su  oratoria,  realzada  por  una  memoria 
prodigiosa,  que  le  permitía  tener  siempre  a  mano  datos,  fe¬ 
chas,  nombres  y  antecedentes  de  nuestra  historia  política  y 
de  la  de  todos  los  pueblos  civilizados,  de  lo  cual  hacía  feli¬ 
ces  y  pertinentes  aplicaciones.  Su  palabra,  que  nunca  vacila¬ 
ba,  cortaba  cual  hoja  toledana  o  penetraba  recta  en  el  pecho 
de  su  adversario.  Acometía  unas  veces  con  la  fiereza  del 
león  embravecido,  y  apelaba  en  otras  a  la  cáustica  ironía, 
que  manejaba  con  singular  habilidad,  desconcertando  al  con¬ 
tendor  y  captándose  las  simpatías  del  auditorio.  Tenía  para  las 
réplicas  improvisadas  la  agilidad  de  la  gacela;  devolvía  con 
certera  mano  el  venablo  que  se  le  lanzara,  y  no  había  mo¬ 
mento  alguno  en  que  dejase  descubiertas  las  articulaciones 
de  su  armadura.  Los  partidarios,  electrizados,  le  aplaudían,  y 
hasta  los  adversarios  se  complacían  en  escucharle,  que  en 
esta  tierra  colombiana  generosa  e  intelectual,  se  finde  siempre 
culto  al  talento  y  se  admiran  el  valor  y  la  fuerza  de  las  con¬ 
vicciones. 

Holguín,  soberano  en  la  tribuna,  era  también  dechado  co¬ 
rrecto  en  el  salón  diplomático.  Sus  maneras  cortesanas,  sin 
empalagosa  afectación,  su  perfecto  conocimiento  de  varias 
lenguas  y  literaturas  extranjeras,  su  versación  en  la  historia 
de  los  pueblos  antiguos  y  modernos,  y  basta  su  noble  y  apues¬ 
ta  figura,  le  hacían  ocupar  lugar  distinguido  en  toda  reunión 
de  gentes  educadas;  y  como  lo  natural  es  juzgar  de  una  na¬ 
ción  por  sus  hombres  prominentes,— como  que  la  cultura  in¬ 
telectual  no  es  de  ordinario  fruto  aislado  y  brote  solitario, — 
forzosamente  hubieron  de  formarse  alto  concepto  de  Colom¬ 
bia  los  que  en  las  cortes  europeas  conocieron  a  Holguín  como 
su  representante. 

Dote  resaltante  en  la  vida  pública  de  este  ilustre  ciuda¬ 
dano  fue  el  valor:  el  valor  personal  para  afrontar  todo  gé¬ 
nero  de  luchas,  y  el  valor  moral  para  no  trepidar  ante  nin- 
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guna  responsabilidad,  una  vez  tomada  una  resolución.  Erró  a 
las  veces,  por  esta  misma  temeridad,  en  la  dirección  de  la 
política  de  su  partido;  pero  también  en  muchas  y  decisivas 
crisis  salió  vencedor.  No  es  este  el  lugar  oportuno  de  hacer 
el  recuento  de  aquellos  triunfos  obtenidos  por  la  fuerza  de 
la  convicción  en  pugna  con  las  timideces  de  sus  copartidarios; 
pero  no  puedo  menos  de  recordar  que  a  él,  y  sólo  a  él,  se  debió 
que  el  partido  conservador  fiase  sus  destinos  a  la  dirección  del 
hombre  extraordinario  que  acaba  de  morir  en  Cartagena,  y 
que  en  aquel  entonces  aún  no  había  revelado  sus  excepcionales 
dotes  de  mando  ni  descubierto  sus  vastas  miras  políticas. 

Merced  a  aquel  valor  y  a  aquella  prontitud  para  la  acción, 
el  doctor  Holguín  tuvo  siempre  ardorosos  amigos  que  le  se¬ 
guían  con  fe,  acaso  en  ocasiones  no  seguros  de  la  victoria, 
pero  sí  de  no  ser  abandonados  en  la  derrota.  Jamás  podrán 
ser  caudillos  los  hombres  que  confunden  la  irresolución  con 
la  prudencia  y  que  pensando  más  en  su  propia  responsabili¬ 
dad,  rehuyen  el  cuerpo  en  los  momentos  decisivos  para  los 
partidos  y  para  los  pueblos.  Y  vosotros  todos  visteis  al  doctor 
Holguín  en  estos  últimos  azarosos  días  de  su  vida. 

¡Cuán  sereno,  cuán  entero,  cuán  erguido  se  mostró,  en 
circunstancias  en  que  conjurados  parecían  contra  él  todos  los 
elementos,  seguro  como  estaba  de  que  la  borrasca  habría  de 
pasar,  y  de  que  la  genuina  opinión  pública  habría  de  pronun¬ 
ciar  fallo  definitivo! 

Y  también  sin  un  gesto  siquiera  de  sorpresa  vio  acercarse 
la  muerte,  cuando  más  necesidad  tenía  de  la  vida,  y  cuando 
se  sentía  en  pleno  y  entero  dominio  de  sus  facultades  men¬ 
tales.  Clavada  tenía  ya  aquélla  las  garras  dentro  de  su  pecho, 
y  todavía  la  miraba  con  altivo  desdén.  «Listo  estoy  para  reci¬ 
birla,»  nos  repetía  a  sus  amigos;  y  todavía,  una  hora  antes 
de  expirar,  al  volver  del  primer  síncope,  departía  con  su  mé¬ 
dico  sobre  asuntos  de  interés  público  en  el  mismo  tono  jovial 
y  ligero  que  le  era  familiar. 

Así  sólo  mueren  los  valientes  y  los  buenos! 

Algo  como  un  manto  fúnebre  cubre  hoy  por  todas  partes 
los  horizontes  de  la  patria.  En  estos  dos  últimos  años  la 
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muerte  ha  hecho  siega  abundante  en  las  filas  de  nuestros 
antes  cerrados  escuadrones.  Cuervo,  Pérez,  Posada,  Leonardo 
y  Pedro  León  Canal,  Núñez  y  Holguín,  han  caído  sucesiva¬ 
mente,  llevándose  nuestras  más  caras  afecciones  y  acaso  tam¬ 
bién  nuestras  más  hermosas  ilusiones.  Recojamos  y  medite¬ 
mos  en  presencia  de  los  avisos  de  lo  Alto.  La  hora  es  solemne! 

Y  vos,  noble  y  generoso  amigo,  dormid  en  paz!  La  hora 
de  las  reparaciones  ha  sonado  y  prueba  de  ello  es  este  in¬ 
menso  concurso,  en  el  cual  figuran  todos  los  que  amasteis,  y 
con  lo  que  en  mejores  días  formasteis  imponente  legión. 

Peleasteis  buena  pelea,  y  habéis  alcanzado  el  laurel  del 
vencedor,  que  no  se  marchitará  sobre  vuestra  tumba.  Sólo 
viven  los  muertos,  y  vos  viviréis  en  la  memoria  de  vuestros 
conciudadanos,  en  el  corazón  de  vuestros  amigos  y  en  ese  san¬ 
to  y  perfumado  hogar  doméstico  que  formasteis,  y  que  es 
la  más  segura  defensa  de  vuestro  nombre  y  de  vuestro  honor 
y  la  más  valiosa  de  vuestras  preseas. 


EL  GENERAL  ALEJANDRO  POSADA 

INFORME  DE  UNA  COMISIÓN 
Honorables  Representantes: 

Entre  los  buenos  y  leales  servidores  de  la  república,  nin¬ 
guno  más  bueno  y  más  leal  que  el  general  Alejandro  Posada, 
a  quien  se  refiere  el  decreto  de  honores  aprobado  en  primer 
debate  por  la  cámara,  y  que  me  ha  sido  pasado  en  comisión. 

Educado  en  la  escuela  del  patriotismo  por  su  padre  el 
ilustre  procer  y  el  insigne  narrador  de  las  glorias  de  la  gran 
Colombia,  el  general  Alejandro  Posada,  fue  siempre  fiel  a 
aquellas  tradiciones,  y  en  ningún  acto  de  la  vida  pública  y 
privada  desmintió  tan  honroso  legado  de  familia. 

Desde  muy  joven  empezó  el  general  Posada  a  prestar  sus 
servicios  a  la  patria,  ya  en  la  carrera  militar,  ya  en  la  civil 
y  política.  Fue  en  1860  de  los  más  tenaces  y  abnegados  lidia¬ 
dores  en  favor  de  la  causa  de  la  legitimidad:  y  todavía,  des¬ 
pués  de  vencido  el  gobierno  de  la  Confederación,  el  18  de 
julio  de  1860,  siguió  peleando  con  indomable  perseverancia 
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en  la  legendaria  campaña  que  hizo  la  guerrilla  de  Guasca 
contra  las  vencedoras  huestes  del  usurpador,  hasta  que  la  lucha 
vino  a  ser  ya  imposible,  por  haber  sido  sometidos  en  todos 
los  puntos  de  la  república  los  restos  del  ejército  legitimista. 

Envainada  la  espada,  que  no  rendida,  empuñó  la  pluma 
el  general  Posada,  y  ya  en  el  El  Conservador,  ya  en  El  Sím¬ 
bolo,  periódico  este  último  de  que  fue  redactor,  sostuvo  y  de¬ 
fendió,  con  viril  entereza,  los  fueros  de  la  justicia  y  la  digni¬ 
dad  de  la  república  contra  la  dictadura  que  en  aquel  enton¬ 
ces  la  humillaba. 

Durante  aquella  larga  época  de  lucha,  no  hubo  ocasión  en 
que  el  general  Posada  no  fuera  el  primero  en  contestar  a 
lista,  para  todo  género  de  trabajos  y  de  empresas,  dando  de 
mano  a  cualquiera  ocupación  o  negocio  a  que  hubiera  fiado 
el  sustento  de  su  familia.  Su  desinterés  fue  siempre  absoluto; 
nada  le  detenía  ni  le  arredraba  cuando  estaba  de  por  medio 
el  cumplimiento  de  sus  deberes  patrióticos. 

Nueva  prueba  dio  de  ello  cuando  llegó  el  momento  de 
empuñar  otra  vez  las  armas  en  1876.  Renunciando  entonces 
una  lucrativa  posición  comercial,  marchó  para  la  campaña, 
dejando  a  su  numerosa  familia  en  el  más  completo  desampa¬ 
ro.  Y  circunstancias  dignas  de  ser  recordadas  aquí:  fue  la 
misma  tierna  esposa  quien,  con  la  fe  puesta  en  Dios,  y  no 
pensando  ella  tampoco  sino  en  la  salvación  de  la  patria,  ciñó 
la  espada  a  su  marido  y  le  alentó  en  la  hora  suprema  de  la 
despedida,  que  podía  muy  bien  ser  eterna. 

Testigo  presencial  soy  de  los  valiosísimos  servicios  presta¬ 
dos  entonces  por  el  general  Posada,  primero  en  las  guerrillas 
del  Mochuelo  y  de  Guasca,  y  más  tarde  en  la  memorable 
campaña  del  norte,  que  terminó  en  los  desgraciados  cuanto 
gloriosos  combates  de  La  Donjuana  y  de  Mutiscua.  Bien  qui¬ 
siera  estudiar  aquellas  operaciones  militares,  que  tan  comen¬ 
tadas  han  sido  por  personas  que  no  tuvieron  ocasión  de  co¬ 
nocer  todos  sus  pormenores;  pero  aunque  los  límites  de  este 
informe  no  lo  consientan,  sí  me  atrevo  a  asegurar  que  el  plan 
de  llevar  las  guerrillas  de  Cundinamarca,  en  donde  no  tenían 
ya  campo  de  acción,  al  norte  de  la  república,  en  busca  de 
valiosos  elementos  y  del  prestigioso  jefe  general  Canal,  y  con 


—  379 


la  mira  de  apartar  el  mayor  número  posible  de  fuerzas  de 
las  que  obraban  a  la  sazón  sobre  el  ejército  de  Antioquia, 
fue  quizá  la  más  audaz  y  feliz  combinación  militar  de  aque¬ 
lla  guerra,  llevada  a  cabo  con  singular  pericia.  La  marcha  de 
nuestras  mal  disciplinadas  y  peor  armadas  y  municionadas 
montoneras,  por  todo  el  centro  de  la  república,  desde  los  pá¬ 
ramos  de  Guasca  hasta  los  ardientes  arenales  del  valle  de 
Cúcuta,  perseguidos  y  acosados  en  todas  direcciones  por  nu¬ 
merosos  y  bien  equipados  ejércitos  de  línea,  a  las  órdenes  de 
renombrados,  generales,  haría  honor  a  cualquier  jefe  militar: 
y  ese  honor  corresponde  todo  entero  y  exclusivamente  al  ge¬ 
neral  Alejandro  Posada. 

El  curso  de  los  sucesos  políticos  le  trajo  más  tarde  a  un 
alto  puesto  civil,  el  de  secretario  del  tesoro,  durante  la  pre¬ 
sidencia  del  señor  don  José  Eusebio  Otálora.  Terrible  fue  aque¬ 
lla  época,  y  de  supremas  angustias  para  la  causa  de  la  rege¬ 
neración,  durante  la  cual,  en  más  de  una  ocasión,  a  punto 
estuvieron  de  perderse  por  completo  la  labor  y  los  sacrificios 
de  muchos  años.  La  presencia  del  general  Posada  en  el  go¬ 
bierno  fue  causa  muy  principal  de  que  se  conjurara  la  crisis 
y  de  que  se  cerrara  el  camino  a  pérfidas  maquinaciones;  y  a 
tal  punto  llevó  entonces  su  lealtad  a  la  causa  y  su  noble  des¬ 
interés  que  no  vaciló  en  renunciar  su  posición  oficial  para 
servir  mejor  a  los  intereses  de  la  república. 

Verificada  la  transformación  política,  correspondió  al  ge¬ 
neral  Posada  la  honra  de  concurrir  con  sus  luces  y  experien¬ 
cia  a  elaborar  la  actual  Constitución  de  la  república  como 
miembro  del  consejo  nacional  constituyente. 

Pasó  de  aquel  puesto  a  la  gobernación  del  departamento 
de  Panamá.  En  aquella  delicada  posición  oficial  mantuvo  el 
orden  y  la  tranquilidad;  organizó  las  rentas;  creó  la  policía, 
sobre  modelos  europeos;  fue  para  todos  los  ciudadanos,  sin 
distinciones  políticas,  amparo  y  protección  en  el  goce  de  sus 
derechos;  y  enfrente  de  poderosas  compañías  extranjeras,  como 
la  del  canal  y  la  del  ferrocarril  de  Panamá,  supo  mantener 
y  defender,  con  prudencia  suma  y  con  energía  incontrastable, 
los  fueros  y  privilegios  de  la  república. 

Encargado  luégo  de  una  delicada  misión  diplomática  ante 
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el  rey  de  Italia,  con  motivo  de  la  reclamación  Cerruti  y  de 
la  ofensa  hecha  por  un  buque  de  guerra  italiano  a  la  sobera- 
nía  nacional,  el  general  Posada  defendió  y  sostuvo  los  dere¬ 
chos  de  Colombia  con  dignidad  y  altivez,  al  propio  tiempo 
que  con  tino  verdaderamente  diplomático.  Las  notas  de  nues¬ 
tro  ministro  dirigidas  a  la  cancillería  italiana  en  todo  el  curso 
de  aquella  negociación,  son  modelo  de  elegancia,  de  habilidad 
y  de  firmeza,  y  consta  a  vuestra  comisión  que  varias  de  ellas 
fueron  muy  aplaudidas  por  el  cuerpo  diplomático  acreditado 
ante  el  Quirinal.  Cuando  toda  aquella  correspondencia  sea 
publicada  por  nuestro  gobierno,  el  nombre  del  general  Posa¬ 
da  figurará  con  honor  en  la  lista  de  los  más  distinguidos  di¬ 
plomáticos  colombianos. 

Después  de  largos  años  de  permanencia  en  Europa,  muy 
quebrantado  de  salud  y  ansioso  de  regresar  a  su  patria  y  al 
seno  de  su  familia,  se  preparaba  a  emprender  el  viaje  cuando 
recibió  orden  del  gobierno  de  encargarse  de  nuestra  legación 
en  París.  Desempeñando  aquel  puesto  se  agravó  la  dolencia 
física  que  le  atormentaba  y  que  puso  fin  a  sus  días.  Murió 
tranquilo  y  valerosamente,  confortado  con  los  auxilios  de  la 
religión  y  haciendo  votos  por  la  prosperidad  de  la  patria 
amada  y  de  la  causa  política  a  cuyo  servicio  había  consagra¬ 
do  toda  su  vida. 

El  gobierno  francés  le  decretó  espléndidos  funerales,  y  el 
cadáver  de  nuestro  ilustre  compatriota  fue  acompañado  a  su 
última  morada  por  extraordinaria  concurrencia  de  miembros 
del  gobierno,  diputados,  diplomáticos,  periodistas  y  hombres 
de  letras,  todo  lo  cual  indica  el  alto  aprecio  que  del  general 
Posada  se  tenía  y  la  honra  que  él  supo  ganar  para  su  patria. 

El  breve  recuento  que  vuestra  comisión  deja  hecho  de  los 
méritos  del  general  Posada  justifica  plenamente  el  proyecto 
de  ley  de  honores  a  su  memoria. 

Justo  sería  también,  honorables  representantes,  que  os 
acordárais  de  la  familia  del  finado,  otorgándole  una  recom¬ 
pensa,  que  sería  a  la  vez  acto  de  debida  generosidad. 
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Concluye  vuestra  comisión  proponiéndoos  el  siguiente  pro¬ 
yecto  de  resolución: 

•«Dése  segundo  debate  al  proyecto  de  ley  “por  la  cual  se 
honra  la  memoria  del  general  Alejandro  Posada,  con  las  mo¬ 
dificaciones  que  en  pliego  separado  se  acompañan.”» 

Carlos  Martínez  Silva 


Bogotá,  septiembre  29  de  1894. 


III 

CONSTITUCIONES  DE  COLOMBIA 

PROLOGO 

En  tiempo  no  lejano  figuraba  en  el  curriculum  de  estudios 
de  las  escuelas  de  derecho  y  ciencias  políticas  una  de  inven¬ 
ción  colombiana,  nos  parece:  la  ciencia  constitucional.  Defi¬ 
níase  ésta  así: 

«Aquel  conjunto  de  principios  ciertos  y  demostrables  que 
enseñan  a  constituir  políticamente  un  Estado.» 

Y  a  pesar  de  tratarse  de  principios  ciertos  y  demostrables, 
el  hecho  era  que  había  una  ciencia  constitucional  conserva¬ 
dora  y  otra  liberal. 

En  la  cátedra,  officia  officiando,  un  profesor  liberal  tenía  que 
sostener,  precisamente,  entre  otras  tesis,  el  sufragio  universal, 
el  derecho  electoral  de  las  mujeres,  la  supremacía  del  poder 
legislativo,  radicado  en  una  sola  cámara,  el  santo  derecho  de 
insurrección,  el  voto  público,  la  soberanía  de  las  secciones,  el 
jurado  hasta  en  materia  civil,  la  libertad  absoluta  de  la  pala¬ 
bra,  el  libre  comercio  de  armas,  el  impuesto  directo  único  y 
progresivo,  etc. 

Ya  se  deja  comprender  que  la  ciencia  constitucional  con¬ 
servadora,  basada  en  principios  ciertos  y  demostrables,  ense¬ 
ñaba  todo  lo  contrario. 

Y  sin  embargo,  ni  cuando  gobernaba  un  partido  ni  cuando 
gobernaba  el  contrario,  los  principios  de  la  respectiva  ciencia 
constitucional  se  conformaban  con  las  leyes  expedidas,  ni  mu- 


—  384 


cho  menos  con  las  prácticas  seguidas  en  el  manejo  de  la  cosa 
pública. 

El  graduado  recién  salido  del  colegio  observaba  estas  dis¬ 
crepancias;  y  como  no  podía  concebir  que  lo  que  la  ciencia 
enseñaba  fuese  falso,  protestaba  candorosamente  contra  las  des¬ 
viaciones  advertidas.  Los  más  avisados  le  decían  entonces: 

«Lo  que  la  ciencia  enseña  es  verdadero;  la  fe  en  los  prin¬ 
cipios  no  debe  perderse;  pero  en  la  práctica  dos  y  dos  no  son 
siempre  cuatro.» 

Empezó  de  aquí  a  apoderarse  de  maestros  y  discípulos 
cierto  natural  esceptisismo  político,  cierta  desconfianza  de  los 
llamados  principios  de  la  ciencia  constitucional;  y  como  tam¬ 
poco  podía  renunciarse  en  absoluto  a  toda  noción  científica 
en  estas  materias,  hubo  de  caerse  al  fin  en  la  cuenta  de  que 
quizá  se  había  incurrido  en  un  error  de  método. 

Y  en  efecto:  los  estudios  políticos,  aunque  basados  en  prin¬ 
cipios  filosóficos,  no  son  ni  pueden  ser  meramente  especula¬ 
tivos.  Trátase  en  ellos  de  resolver  el  problema  esencialmente 
práctico  del  gobierno;  y  para  gobernar  a  los  hombres  de  cier¬ 
ta  comunidad  dada,  preciso  es  conocer  sus  costumbres,  sus 
necesidades,  sus  creencias,  sus  preocupaciones,  sus  tradiciones, 
sus  caracteres,  sus  idiosiucracias,  a  fin  de  que  las  leyes,  corrigien¬ 
do  lo  malo,  sin  pugnar  abiertamente  con  lo  existente,  vayan 
poco  a  poco  produciendo  aquel  grado  de  cultura  y  de  perfec¬ 
ción  a  que  debe  aspirar  todo  prudente  y  bien  intencionado 
legislador. 

En  esta  obra,  a  la  vez  especulativa  y  práctica,  se  necesita, 
por  tanto,  un  punto  de  partida  y  otro  de  llegada,  fijado  de 
antemano,  aunque  sin  pretender  que  el  derrotero  sea  preci¬ 
samente  la  línea  recta,  haciendo  caso  omiso  de  los  obstáculos, 
en  ocasiones  invencibles,  que  presenta  la  naturaleza. 

La  escuela  idealista  no  cuenta  para  nada  con  estas  resisten¬ 
cias;  y  por  eso  al  tropezar  con  ellas,  trata  de  arrollarlas  sin  reparar 
en  los  medios.  Apela  entonces  a  la  fuerza  y  a  la  violencia;  y  en 
semejante  lucha,  no  concibiendo  que  el  principio  puede  fallar, 
se  empeña  con  nuevo  ardor  en  su  triunfó,  ^asta  llegar  a  sus 
últimos  extremos.  El  idealista,  soñador  y  generoso  en  sus  pri¬ 
meros  impulsos,  tórnase  así  en  fanático  sombrío  y  hasta  san- 


—  385  — 


guiñarlo.  Entre  el  girondino  y  el  montañés  no  hay  más  que 
distancia'  de  días  en  la  lógica  evolución  de  sus  ideas  y  pro¬ 
cederes. 

Dedúcese  de  lo  expuesto  que  la  ciencia  del  derecho  y  de 
la  política,  para  evitar  que  conduzca  a  funestos  extravíos,  re¬ 
quiere  el  correctivo  de  la  historia.  Los  pueblos  son  organis¬ 
mos  vivos,  sometidos  a  desarrollo  y  crecimiento;  y  quien 
olvida  esta  verdad,  pretendiendo  legislar  para  ellos,  con  pres- 
cindencia  de  las  circunstancias  de  tiempo,  modo  y  lugar,  cual 
si  se  tratase  de  sociedades  ideales,  forzosamente  va  a  parar  a 
la  impotencia,  cuando  no  a  sangrienta  catástrofe. 

Adviértase  que  cuando  recomendamos  la  conveniencia  de 
seguir  el  proceso  histórico,  eu  manera  alguna  queremos  arri¬ 
marnos  a  la  escuela  moderna  aleman  >  que  ha  tomado  el  ca¬ 
lificativo  de  histórica,  en  oposición  a  la  idealista  francesa. 

Los  discípulos  de  Savigny  no  reconocen  principios  abso¬ 
lutos  filosóficos  como  fundamento  de  las  ciencias  del  derecho 
y  de  la  política,  ni  tienen  un  punto  ideal  fijo  hacia  el  cual 
haya  de  dirigirse  el  rumbo.  Para  ellos  lo  existente  es  resul¬ 
tado  fatal  y  necesario  de  lo  que  fue;  y  lo  que  es,  debe  con¬ 
tinuar  siendo,  por  la  sola  razón  de  que  es.  En  semejante  es¬ 
cuela  los  términos  progreso  y  retroceso  carecen  de'  sentido  y 
de  valor.  Destruyese  así  la  alta  noción  del  derecho,  y  sólo  la 
fuerza  viene  a  quedar  imperando,  mientras  otra  fuerza  mayor 
no  venga,  con  ciego  y  fortuito  impulso,  a  modificar  lo  exis¬ 
tente. 

Apartándose  de  estos  peligrosos  extremos,  en  la  escuela  de 
derecho  de  la  universidad  nacional  se  ha  introducido,  por 
iniciativa  del  que  estas  líneas  escribe,  un  temperamento  me¬ 
dio  en  el  curso  de  derecho  público,  que  consiste  en  sentar 
primero  ciertos  principios  generales,  a  manera  de  premisas,  y 
estudiar  luégo  los  desarrollos  que  han  tenido  en  los  pueblos 
antiguos  y  modernos  las  ideas  políticas  relativas  a  la  organi¬ 
zación  del  gobierno,  para  llegar  al  fin  al  cotejo  de  las  dife¬ 
rentes  Constiti^iones  que  han  regido  en  la  república,  tratando 
de  conocer  la  razón  de  tales  cambios  y  mudanzas. 
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Para  esta  última  labor  hacía  notable  falta  una  compila¬ 
ción  completa  de  todas  aquellas  Constituciones,  algunas  de  las 
cuales  no  se  encuentran  hoy  sino  en  poder  de  curiosos  guar¬ 
dadores  de  papeles  viejos. 

Los  señores  don  Manuel  Antonio  Pombo  y  don  José  Joa¬ 
quín  Guerra,  alumnos  muy  distinguidos  de  la  facultad  de  de¬ 
recho  en  la  universidad  nacional,  emprendieron  esta  tarea;  y 
siguiendo  las  tradiciones  de  la  clase,  no  se  limitaron  al  mero 
oficio  de  copistas  y  compiladores,  sino  que  hicieron  preceder 
cada  Constitución  de  una  breve  reseña  histórica  de  los  acon¬ 
tecimientos  políticos  que  le  dieron  origen.  Hecho  este  relato 
con  sobriedad  y  sin  ánimo  de  producir  determinada  impre¬ 
sión  en  el  lector,  viene  a  ser  un  guía  útilísimo  para  los  que 
deseen  ahondar  en  estas  investigaciones. 

El  libro  de  que  tratamos  es,  no  sólo  de  aplicación  en  las 
clases,  sino  también  de  consulta  para  abogados  y  legisladores 
y  para  cuantos  deseen  saber  de  dónde  venimos  y  para  dónde 
vamos  en  materia  de  instituciones  políticas.  Nada  mejor  tam¬ 
poco  para  conocer  la  índole  de  nuestros  partidos  y  las  trans¬ 
formaciones  que  van  experimentando  por  el  transcurso  del 
tiempo  y  el  progreso  natural  de  la  república. 

Réstanos  sólo  presentar  a  los  distinguidos  jóvenes  Pombo 
y  Guerra  nuestras  más  calurosas  felicitaciones  por  su  trabajo, 
y  a  la  universidad  nacional  por  los  sazonados  frutos  que  em¬ 
pieza  ya  a  dar,  merced  a  la  seriedad  con  que  en  ella  se  ha¬ 
cen  hoy  los  estudios  que  abren  las  puertas  del  foro  y  de  la 
política. 

Carlos  Martínez  Silva 


Bogotá,  12  de  octubre  de  1892. 
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